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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Felix de Vicente Mingo, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez. Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado Andrade; el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma, y la Asesora del Ministerio de Transportes, señora Daniela González.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 87ª, ordinaria, en 21 de enero; 88ª, especial, y 89ª, ordinaria, ambas en 22 de enero, y 90ª, especial, en 28 de enero, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los dos primeros da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo en materia de gobierno corporativo (boletín N° 9.264-08) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de ley que aprueba un nuevo estatuto orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores, crea la Dirección General de Promoción de Exportaciones y modifica otros cuerpos legales (boletín N° 9.263-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Con los dos últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (boletín N° 8.335-24).



2.- Proyecto de ley que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (boletines Nos. 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que manifiesta que aprobó, en los mismos términos que lo hizo el Senado, el proyecto que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (boletín Nº 8.662-05).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República para el efecto de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental.



Del señor Contralor General de la República:


Atiende solicitud de investigación, cursada en nombre de la Senadora señora Rincón, relativa a un acto de intervención electoral de personal de la Municipalidad de Las Condes. 



De la señora Contralora General de la República (s):


Emite pronunciamiento, solicitado en nombre de la Senadora señora Allende, respecto del sentido y alcance de la expresión “obras de desarrollo” contenida en la letra b) del artículo único de la ley N° 19.143, que establece la distribución de ingresos provenientes de las patentes de amparo de concesiones mineras a que se refieren los párrafos 1 y 2 del Título X del Código de Minería.



De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago:


Comunica que, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 61 y 62 del Código Orgánico de Tribunales, ha conformado sus Salas correspondientes al año judicial 2014.



De la Ilustrísima Corte Marcial de la Armada:


Informa respecto de la integración de ese Tribunal para el trienio iniciado a contar del día 3 del mes en curso.  



De la señora Ministra de Obras Públicas:


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Rincón, respecto de la factibilidad de desarrollar un proyecto de mejoramiento del camino individualizado con el Rol L-225, de la provincia de Linares.



Atiende petición, remitida en nombre la Senadora señora Von Baer, para que se mantenga el funcionamiento regular de la draga Ernesto Pinto Lagarrigue, propiedad de esa Secretaría de Estado, en el río Valdivia.



Del señor Subsecretario General de la Presidencia:


Remite copia del convenio de colaboración suscrito entre el Senado, el Poder Judicial, la Cámara de Diputados, la Contraloría General de la República, el Ministerio Secretaría General de la Presidencia y el Consejo para la Transparencia con el objeto de desarrollar la implementación y utilización del Portal de Transparencia del Estado de Chile. 



Del señor Subsecretario General de la Presidencia (s):


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre el número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios en el primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 en esa Secretaría de Estado y la cantidad de vacantes provistas en dichos años.



De la señora Subsecretaria General de Gobierno (s):


Informa, al tenor de lo solicitado en nombre del Senador señor Navarro, el número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios en el primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 y la cantidad de vacantes provistas en aquellos años.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones (s):


Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Navarro, acerca del número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios en el primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 en la Subsecretaría y la cantidad de vacantes provistas en dichos años.



De la señora Directora del Trabajo:


Responde consultas, enviadas en nombre del Senador señor Navarro, relativas a las situaciones que se exponen a continuación:



1.- Cumplimiento por la empresa Asor Comercial y Servicios de sus obligaciones como empleador.



2.- Antecedentes del accidente fatal que costó la vida a un brigadista forestal y que causó lesiones graves  a otros, hecho ocurrido el día 22 de enero del presente año.



Del señor Director Ejecutivo (PT) del Servicio de Evaluación Ambiental:


Responde solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Girardi, relativa a las razones por las que se evalúa con una declaración de impacto ambiental a las dos fundiciones de plomo ubicadas en la comuna de Lampa.



De la señora Directora Nacional (s) del Instituto Nacional de Deportes de Chile:


Contesta petición, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, respecto del número de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios, al primer trimestre de los años 2011, 2012 y 2013 y de vacantes provistas en aquellos.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda:


Responde acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Senadores señores Chahuán, Bianchi, Lagos y Muñoz Aburto, con el que se solicita a Su Excelencia el Presidente de la República que en el proyecto que se envíe para modificar la ley que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, se consignen resguardos a los derechos de sus trabajadores (boletín N° S 1.612-12).



Contesta petición, cursada en nombre del Senador señor García, relativa a la apertura de un breve período de recepción de documentos que permita acreditar la calidad de ahorrante del ex Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y modifica la ley N° 19.578 (boletín Nº 9.231-13) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).


--En virtud del acuerdo de los Comités, queda para la tabla de Fácil Despacho de esta sesión.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el  proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que incorpora como territorios especiales, bajo el estatuto jurídico que determine una ley orgánica constitucional, a los territorios geopolíticamente estratégicos así definidos por el Presidente de la República (boletín N° 9.160-06) (Véase en los Anexos, documento 5).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín N° 7.765-07) (Véase en los Anexos, documento 6).


Segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (boletín N° 6.201-02) (Véase en los Anexos, documento 7).


De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el derecho real de conservación (boletín Nº 5.823-07) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Quedan para tabla.



De la Comisión Especial para el Estudio de Reformas al Sistema de Administración de Fondos de Pensiones, constituida en virtud del acuerdo de la Corporación propuesto por los Senadores señor Tuma, señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar (boletín N° S 1.424-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Se toma conocimiento.

Mociones



Dos del Senador señor Chahuán, con las que da inicio a la tramitación de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que designa al estadio Sausalito de Viña del Mar con el nombre de “Alcalde Gustavo Lorca” (boletín N° 9.259-06) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



2.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para incluir la kinesiología entre las profesiones médicas y afines (boletín N° 9.260-11) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Salud.
El señor TUMA.- Pido la palabra sobre la Cuenta, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor TUMA.- Señor Presidente, se acaba de dar cuenta de la entrega a la Mesa de las conclusiones de un trabajo que realizó por muchos meses la Comisión Especial para el Estudio de Reformas al Sistema de Administración de Fondos de Pensiones. Se recogieron opiniones y se realizaron seminarios para presentar al Senado, como fue el mandato, una propuesta de modificación del sistema previsional chileno. 



En función de lo anterior y, ya recibido el informe por parte de la Mesa, solicito al Senado que durante el curso del mes de marzo, en la próxima legislatura, los nuevos Comités le pongan fecha a una sesión especial para tratar esta tan importante materia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Dejaremos para la próxima Mesa del Senado el encargo de citar a una sesión especial para ese efecto. Su Señoría está en su derecho de solicitarlo. Y es muy conveniente, además, para poder conocer en profundidad el informe. 

V. FÁCIL DESPACHO

PROCEDIMIENTO DE TOMA DE RAZÓN Y REGISTRO ELECTRÓNICO
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre procedimiento de toma de razón y registro electrónico, con certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9173-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 84ª, en 8 de enero de 2014.



Certificado de Comisión:



Certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 91ª, en 4 de marzo de 2014.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es agilizar el trámite de toma de razón y registro de los actos administrativos por la vía de la implementación del Sistema de Información y Control de Personal de la Administración del Estado, instrumento que permite tramitar documentos afectos a la toma de razón o exentos de ella, de manera rápida, transparente y estandarizada por medio de plataformas electrónicas.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Espina, Larraín (don Hernán), Walker (don Patricio) y Sabag.



Cabe tener presente que los artículos 10 A, 10 B, 10 C y 10 D contenidos en el artículo único permanente de la iniciativa tienen carácter orgánico constitucional y requieren para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.



El texto que se propone aprobar se transcribe en el certificado emitido por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Después de la intervención del Senador señor Patricio Walker, procederemos a abrir la votación.



Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, la iniciativa en debate tiene por propósito agilizar el trámite de la toma de razón y registro de los actos administrativos por la vía de la implementación del Sistema de Información y Control del Personal de la Administración del Estado, instrumento que permitirá tramitar documentos afectos a la toma de razón o exentos de ella, de manera rápida, transparente y estandarizada por medio de plataformas electrónicas.



A la sesión en que se trató este proyecto, asistieron el señor Contralor General de la República y el Ministro Secretario General de la Presidencia, quienes abogaron por la importancia de aprobarlo a la brevedad, dado el significativo efecto que tendrá en la modernización de la gestión del Órgano Contralor y la eliminación de trámites burocráticos. 



Esta iniciativa legal se enmarca en el proceso de modernización del Estado, lo que supone, entre otras medidas, la utilización de tecnologías de la información para agilizar procedimientos que utilizan las instituciones públicas y, en particular, la Contraloría General de la República.



Cabe recordar que el Órgano Contralor suscribió, en 2001, un convenio con el Banco Interamericano de Desarrollo para apoyar algunas tareas de renovación de esa entidad, en razón de las funciones contables y de auditoría del Estado que realiza y que dicen relación con aspectos centrales de la modernización de tal servicio. 


Estas iniciativas permitieron al Órgano Contralor realizar importantes esfuerzos en la renovación de sus procesos por medio del uso de tecnologías de la información. 



En virtud de lo anterior, se creó el Sistema de Información y Control del Personal de la Administración del Estado (SIAPER), inserto en el proyecto de Gestión del Gasto Público, financiado por el Banco Mundial. 


Sobre esa base, la Contraloría planteó la necesidad de rediseñar los procesos que apoyan la función de control de personal, en términos de contribuir efectivamente al proceso de modernización del Estado. 


El proyecto de ley en debate viene a consolidar normativamente el referido sistema. Modifica la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República con el fin de permitir la toma de razón electrónica de determinados actos. Gracias a este procedimiento, los distintos servicios públicos podrán tramitar sus actos administrativos relativos a personal por medio de la plataforma web de la Contraloría, lo que permitirá efectuar el control de juridicidad en línea, reduciendo drásticamente los actuales tiempos de tramitación y disminuyendo notoriamente la cantidad de documentos que ingresan a diario para su estudio y tramitación.



Dicho mecanismo automático de toma de razón debiera constituirse en un factor de modernización del Estado, porque permitirá a cualquier servicio o entidad pública acceder a la información disponible en la Contraloría y, a la vez, facilitará a las instituciones tramitar electrónicamente sus actos administrativos, sin perjuicio de que, además, propenderá a la masificación de la firma electrónica a nivel de los órganos de la Administración del Estado.



Si bien hasta el momento la Contraloría se ha enfocado en impulsar la toma de razón automática y el registro electrónico de los actos administrativos emitidos por los servicios en materia de personal, las actuales tecnologías permitirían abarcar otros ámbitos administrativos que a futuro determine ese organismo, según la conveniencia y factibilidad técnica que se presenten, para lo cual será necesario que se suscriban convenios con las instituciones fiscalizadas.



Cabe tener presente que las facultades de la Contraloría General de la República, para realizar auditorías, inspecciones, investigaciones o exámenes posteriores de los actos administrativos que se tramiten ante ella, podrán aplicarse también a los actos de los que tome razón por vía electrónica, pudiendo validarlos mediante la revisión en el servicio de la documentación.



En cuanto a la estructura del proyecto, no voy a referirme a ella en detalle. Solo diré que la firma electrónica avanzada permite ahorrar costos; hacer más rápidos los trámites; garantizar la integridad del mensaje de datos, es decir, que el contenido del documento no sea hackeado, y la no repudiabilidad de las consecuencias jurídicas, o sea, posibilitar la eficacia jurídica -en tal sentido, creemos que esta iniciativa constituye un avance muy importante-, y, por supuesto evitar la suplantación de personas.


Por último, hago presente que la Comisión que presido, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Espina, Hernán Larraín, Sabag y quien habla, aprobó en general el proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación general la iniciativa.


Como su aprobación requiere quórum especial, solicito que Sus Señorías se pronuncien.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (22 votos favorables), se deja constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido, y se fija fecha para presentar indicaciones hasta el 17 de marzo, a las 12.



Votaron la señora Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

PRÓRROGA DE COTIZACIÓN EXTRAORDINARIA PARA SEGURO DE ACCIDENTES DE TRABAJO Y MODIFICACIÓN A LEY N° 19.578.
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde analizar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y modifica la ley N° 19.578, con informes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9231-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 89ª, en 22 de enero de 2014.



Informes de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 92ª, en 5 de marzo de 2014.



Hacienda: sesión 92ª, en 5 de marzo de 2014.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos de la iniciativa son:



1) Prorrogar la vigencia de la cotización extraordinaria de 0,05 por ciento de las remuneraciones imponibles, de cargo del empleador, a favor del seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, a partir de abril de 2014 y hasta el 31 de marzo de 2017.



2) Fijar como límite máximo del Fondo de Contingencia, financiado por dicha cotización extraordinaria y a cargo de las mutualidades de empleadores, el valor actual de las obligaciones por incrementos extraordinarios otorgados a las pensiones, y


3) Aumentar el límite de respaldo de la reserva de pensiones constituida por las mutualidades, desde el 40 al 100 por ciento.


La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores García, Muñoz, Pérez Varela y Ruiz-Esquide, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda lo aprobó también por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Sabag.


Debe destacarse que el artículo único de la iniciativa en informe debe ser aprobado con 20 votos favorables, por tratarse de una norma de quórum calificado.



El texto que se propone aprobar consta en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda, esta iniciativa tiene un objetivo loable: incrementar las cotizaciones para el Fondo de Contingencia destinado a las mutualidades. Pero estas se hallan cuestionadas hace largo rato.



Son tantos los miles y miles de reclamos y la colusión entre la Superintendencia de Seguridad Social y las mutuales que ya no tienen cabida. ¡Suman anales y anales! Y, como bien sabe la Senadora señora Rincón -fue Superintendenta de Seguridad Social-, la situación de las mutuales en Chile no da para más.



El abuso en contra de los trabajadores, la postergación de las licencias médicas y el no reconocimiento de los accidentes del trabajo llega a límites increíbles. ¡Increíbles!



Contamos con antecedentes que suman cientos de casos. Esperamos que en la Cámara de Diputados tengan cojones para constituir una comisión investigadora -me parece que con la Nueva Mayoría eso va a ocurrir-, para, de esa manera, entrar al fondo del problema. Anhelamos también realizar una reforma profunda al sistema de mutuales.



Está bien poner más dinero para el Fondo de Contingencia. Sin embargo, está claro que las platas de las mutuales se están destinando a cualquier cosa menos al servicio de los trabajadores.



Por eso, me hubiera gustado que al análisis del proyecto en debate se hubiera invitado no solo a la Superintendenta de Seguridad Social -entiendo que la señora María José Zaldívar está haciendo uso de su prenatal-, sino también a los sindicatos, a las propias mutuales y, en particular, a los trabajadores.



Resulta insólito que una iniciativa que busca incrementar el Fondo de Contingencia en beneficio de los trabajadores no sea debatida con ellos y se siga una tendencia inaudita y absolutamente inaceptable. Estos proyectos se despachan así, debido a la presión de Larroulet “el malo”, para las estadísticas del piñerismo.



Se necesita mostrar las mejores estadísticas, pues el Presidente de la República es un empresario que todo lo mide en números y que envía iniciativas sin escuchar a ni un solo trabajador.



Como he sido reelegido con la primera mayoría en mi Región, espero que ese método cambie en el próximo período presidencial y que el Senado, por norma, no pueda despachar proyectos sin escuchar a los supuestos beneficiarios. Porque en este caso solo se invita a una representante del oficialismo, a la actual Superintendenta de Seguridad Social, quien, por lo demás, tiene un largo historial y las denuncias de los trabajadores son tremendas.



Yo invito a los Senadores a que vayan a las mutuales, a las COMPIN, o a que se reúnan con los representantes de los sindicatos para conocer esta situación.



Señor Presidente, se pide discutir de manera rápida un proyecto de ley que aumenta la cotización del Fondo de Contingencia. Si bien esta medida se orienta de manera positiva, me habría gustado que se escuchara a los trabajadores en estas materias, no solo respecto del incremento de las cotizaciones, que nadie sabe qué destino tendrán. Como las mutuales no están sometidas a ninguna fiscalización, en definitiva hacen lo que quieren.



El señor Heiremans fue Presidente de la Asociación Chilena de Seguridad (ACHS), la principal mutual de Chile, durante 52 años -¡52 años!-, entidad que, como se ha señalado, gasta mucho más en publicidad, promoción y difusión que en insumos y traslado de pacientes. Ello ocurre porque no existe fiscalización y la SUSESO se encuentra extraordinariamente debilitada. 



Entonces, ¡claro!, vamos a apoyar la iniciativa que nos ocupa, porque está orientada a fortalecer la seguridad social. Pero no ha habido un debate de fondo. 



Espero que la Superintendencia de Seguridad Social en el próximo Gobierno genere las condiciones para discutir y hacer un análisis y una evaluación -objetiva, por cierto- escuchando a todos los sectores. 



Con todo, en Chile hay una mayoría absoluta de sindicatos y de trabajadores que solo expresan quejas. 



Además, no hay alternativa: es una mutual o la otra, y la cotización es obligatoria; por tanto, no hay dónde elegir. Para colmo, si estas funcionan mal, no se sabe porque no son fiscalizadas. 



Creo que les hacemos un flaco favor a los trabajadores al aprobar un proyecto de ley que busca beneficiarlos con una mejor atención, pero sin haberles dado la posibilidad de ser escuchados durante la discusión.



Señor Presidente, ¡terminemos con esta práctica de aprobar iniciativas legales sin escuchar a la ciudadanía!



El desprestigio del Senado y de la política obedece precisamente a situaciones como las del proyecto de ley que nos ocupa. 



Y, ¡claro!, como Larroulet puso el acelerador a fondo y presiona y presiona para que las iniciativas se aprueben -¡porque la estadística es lo importante para el piñerismo!-, tenemos ahora que pronunciarnos sobre este proyecto, que fue votado en el órgano técnico sin siquiera escuchar la opinión de los trabajadores respecto del funcionamiento de las mutuales, las que, teóricamente, deben defenderlos y atenderlos en caso de accidentes del trabajo, pero lo único que hacen es rechazarlos y no brindarles la debida atención.



Señor Presidente, voy a votar a favor de la iniciativa, esperando que en su momento realicemos un debate de fondo sobre el asunto.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón, y después procederemos a abrir la votación.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, debo ser tremendamente sincera: fuimos nosotros los que estuvimos detrás del Gobierno para que mandara al Congreso este proyecto, lo aprobamos y pedimos que se pusiera en tabla. No ha sido el piñerismo. 



Lo aclaro, porque aquí no se trata de beneficios que puedan entregar o no las mutualidades.



A mí me tocó ser Superintendenta de Seguridad Social por cinco años. Es antigua la legislación que modifica la presente iniciativa, la cual dice relación con el incremento del monto de las pensiones de los trabajadores que han sufrido un accidente laboral o una enfermedad profesional. Si nosotros no aprobamos el proyecto hoy día, como la ley vence el 31 de marzo de este año, va a faltar dinero para aumentar tales pensiones.



Entonces, ni siquiera era necesario escuchar a los trabajadores. ¿Por qué? Porque detrás existe la obligación del Estado, en el caso del administrador público, y de las mutualidades, en el caso del administrador privado, de incrementar las pensiones. 



Lo que sí podríamos hacer en el futuro -al respecto recojo las palabras del Senador Navarro- es discutir en torno a la vigencia de las pensiones, porque, como todos sabemos, cuando entra a regir la pensión de vejez se deja de pagar la de invalidez. Obviamente, tal debate es relevante y necesario, pero nada tiene que ver con el proyecto en análisis, que es muy corto, conciso y urgente.



Reitero: si no aprobamos hoy día esta iniciativa, después del 31 de marzo el Estado, con platas de todas y de todos, que se hallan destinadas a entregar otros beneficios, va a tener que poner encima de la mesa lo que falta para aumentar las pensiones.



Por eso la urgencia en aprobar el proyecto; por eso se discutió y aprobó unánimemente, tanto en la Comisión de Trabajo, que presidió el Senador Muñoz, como en la de Hacienda, que -según entiendo- presidió el Senador Ricardo Lagos.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, esta iniciativa, que es muy importante, tiene por finalidades fijar como límite máximo del Fondo de Contingencia el valor que se indica y prorrogar la vigencia de la cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.



Yo comparto las críticas del Senador Navarro, pero cabe precisar que este no es un proyecto del piñerismo ni de nadie, sino una propuesta de sentido común en una sociedad que debe avanzar hacia mayores niveles de equidad. 



Sin embargo, es necesario regular a este sector de una vez por todas.



Las mutuales han sido durante mucho tiempo una institucionalidad de salud totalmente blindada y al margen de toda regulación. En mi opinión, han cumplido una labor relevante al poner en acción los derechos de los trabajadores en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. 



Pero se trata de una institucionalidad totalmente arcaica. 



En Chile todavía tenemos el problema de que para determinar una enfermedad laboral se sigue considerando que debe existir un factor único y evidenciable, sin tomar en cuenta la complejidad que hoy presentan tales patologías. 



Por ejemplo, no se considera enfermedad profesional la hipertensión arterial, por ser multicausal, en circunstancias de que evidentemente está relacionada con problemas laborales. 



En realidad, ya no existen enfermedades con agente causal único. Son todas multicausales. 



Y aquella visión, sin duda anquilosada, finalmente se ha mantenido para proteger los intereses de las mutuales. Estas tienen una oferta de servicios de salud, de camas, de especialistas que sería muy útil para atender los requerimientos de la salud pública. Sin embargo, ello es derivado hacia negocios privados. Las mutuales, con recursos que debieran destinarse a atender a las personas más pobres y a los trabajadores, usan la infraestructura para hacer negocios, como cualquier clínica particular.



Por lo mismo, le voy a proponer al futuro Gobierno que incluya como una de las primeras reformas la recuperación de la infraestructura excedentaria de las mutuales, una vez cubiertos los trabajadores y las trabajadoras en materia de accidentes laborales y enfermedades profesionales, para atender a los pacientes del sistema público de salud. Esto constituiría una acción solidaria, porque involucra recursos de los mismos trabajadores. 



Es más, algunas mutualidades muchas veces guardaron silencio ante el rol que les corresponde en relación con la prevención de accidentes laborales y enfermedades profesionales, con el objeto de proteger a las empresas. 



Es un hecho histórico en Chile el silencio de las mutuales respecto de los problemas que producía el uso de asbesto, a sabiendas de que causaba graves enfermedades, a sabiendas de que generaba riesgos sanitarios. En efecto, en las décadas del sesenta y del setenta nada dijeron del asunto para proteger a las empresas. Y hoy día son cientos los trabajadores que padecen cánceres por esta causa. Esto se pudo haber evitado si las mutuales hubieran entendido que en ese momento su misión era defender el interés de los trabajadores y no el de las empresas.



Por eso, si hay en el país una institucionalidad que requiere una profunda reforma es la de mutuales. 



Yo espero que uno de los desafíos que asuma el próximo Gobierno -además de fortalecer la defensa, la protección, la salud de los trabajadores y la lucha contra las enfermedades profesionales y los accidentes laborales mediante la prevención, cosa que no se hace suficientemente- sea impedir que se hagan negocios con recursos de los trabajadores, o sea, con los excedentes que quedan de las cotizaciones que pagan y que no se reinvierten en ellos. 



Debe modificarse en profundidad la legislación que regula a las mutualidades.



Chile necesita una nueva institucionalidad.



Chile necesita que las Superintendencias que regulan estos ámbitos no sean perros sin dientes, como hoy día.



Chile necesita cambiar la legislación para ampliar el concepto de lo que significan las enfermedades profesionales y para profundizar la protección de los trabajadores en materia de accidentes laborales.



Cada vez que un trabajador se accidenta es porque hay una debilidad en materia de seguridad en la respectiva empresa: son las mismas máquinas las que amputan; son las mismas máquinas las que producen daño. 



Cada vez que ocurren accidentes laborales o se detectan enfermedades profesionales es porque existe una omisión grave con relación a la defensa de las garantías de los trabajadores para resguardarlos de los riesgos en contra de su seguridad.



Por tales motivos, voy a aprobar con gran interés este proyecto de ley, que busca proteger los derechos de los trabajadores. Pero me parece que tenemos por delante una misión titánica: efectuar una profunda reforma al sistema de mutualidades.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García, para fundamentar el voto.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, a mi juicio, el proyecto es bastante sencillo, lógico, necesario.



¿De qué se trata? 



En 1998, este Congreso Nacional aprobó una iniciativa sobre mejoramiento de pensiones, las que, en algunos casos, son pagadas por el Fisco; en otros, por el Instituto de Seguridad Laboral, y en otros, por las mutuales.



En su minuto, para financiar el aumento de pensiones que establecía la ley, se fijó una cotización adicional del 0,05 por ciento. Así quedó la legislación. Ahora los incrementos de pensiones se siguen pagando, pero los recursos no alcanzan. Por tanto, se hace necesario prorrogar por tres años más la norma que fija la cotización extraordinaria del 0,05 por ciento.



Dicha cotización es pagada por los empleadores para ayudar a financiar las pensiones, las cuales, a partir de 1998 por ley de la República, fueron mejoradas a través de las mutualidades y, en lo que corresponde, del Instituto de Seguridad Laboral, que es una entidad estatal.



Señor Presidente, lo único que aquí se hace es prorrogar la vigencia de una cotización extraordinaria de cargo de los empleadores, para financiar el mejoramiento de pensiones que se fijó en una ley de 1998.



Por lo tanto, debemos garantizar ese financiamiento. Las pensiones ya fueron incrementadas y se están pagando. ¡No puede faltar plata para cancelarlas! ¡Tenemos que aprobar el proyecto! Ello, precisamente, para que, si algún trabajador se ve en la necesidad de pensionarse en el período que media entre el accidente del trabajo o la enfermedad profesional y el cumplimiento de los requisitos legales para ese fin, a ninguna mutual de empleadores le falten recursos para financiar las pensiones.



Por lo demás, la mantención de esta cotización extraordinaria también ha sido acordada en otros proyectos de ley. Aquí se propone prorrogar su vigencia hasta el año 2017.



Pido a la Sala aprobar esta iniciativa, que asegura el financiamiento para el aumento de las pensiones, el cual no es un beneficio nuevo. Digo esto para que quienes siguen este debate por televisión no piensen que se trata de un reajuste nuevo. ¡No! Repito: se pretende garantizar el financiamiento de un incremento ya otorgado por ley en 1998.



Voto que sí.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (31 votos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido. Por no haber sido objeto de indicaciones, también se aprueba en particular, y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés.- Señor Presidente, agregue mi voto favorable.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de su intención de voto afirmativo, señor Senador.



Señor Secretario, ¿llegó el informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor?

El señor LABBÉ (Secretario General).- No, señor Presidente.



El acuerdo de Comités fue que esa iniciativa se trataría en esta sesión siempre y cuando estuviera el informe, pero todavía está pendiente en la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, corresponde pasar al Tiempo de Votaciones y despachar los proyectos de acuerdo que figuran en tabla, según lo acordado por los Comités el día de ayer y refrendado por la Sala.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

LLAMADO A CONSULTA A EMBAJADOR EN VENEZUELA Y CONVOCATORIA DE CONSEJO PERMANENTE DE OEA POR SITUACIÓN EN DICHO PAÍS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Chahuán, Espina, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1638-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 91ª, en 4 de marzo de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto es pedir a Su Excelencia el Presidente de la República que tenga a bien disponer se llame a consulta al Embajador de Chile ante la República Bolivariana de Venezuela y se solicite la convocatoria del Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor y 2 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



Votaron por la negativa los señores Navarro y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Honorable señor Chahuán.

SOLICITUD A PRIMER MANDATARIO PARA ADOPCIÓN DE DIVERSAS MEDIDAS ANTE SITUACIÓN DE VENEZUELA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Prokurica, Chahuán, Espina, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela y Uriarte.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1639-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 91ª, en 4 de marzo de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad del proyecto es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que manifieste la condena de los actos de violencia ocurridos desde el inicio de las protestas en Venezuela, inste a los actores políticos y sociales a un diálogo pacífico, requiera la excarcelación de los líderes políticos y estudiantes privados de libertad y haga presente al Gobierno de aquel país su deber de garantizar la seguridad y los derechos fundamentales de todos sus ciudadanos, y que, además, llame en consulta al Embajador en Caracas y promueva gestiones para tratar la situación prevaleciente en aquel país en las instancias regionales.
El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (16 votos a favor y 2 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



Votaron por la negativa los señores Navarro y Tuma.
COMUNICACIÓN A ASAMBLEA NACIONAL DE VENEZUELA PARA HACERLE PRESENTE PREOCUPACIÓN POR SITUACIÓN INTERNA DE ESE PAÍS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo de los Senadores señores Walker (don Patricio), Escalona, Frei (don Eduardo), Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1640-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 91ª, en 4 de marzo de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito del proyecto es proponer que la Corporación se dirija a la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela, expresándole su preocupación por la conflictividad social y política existente en ese país y la condena a la violación de los derechos humanos de sus ciudadanos abatidos por fuerzas de seguridad o por milicias armadas, junto con reafirmar su compromiso por la democracia y el Estado de Derecho y el rechazo de cualquier intento de potencias extranjeras de intervenir en aquel conflicto interno.
El señor TUMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor TUMA.- Señor Presidente, los autores y firmantes del proyecto de acuerdo hicimos una precisión en el texto que necesitamos darla a conocer a la Sala antes de someterlo a votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿La Secretaría tiene esa nueva redacción?

El señor TUMA.- No todavía. Se nos informó que, como ya estaba presentado el proyecto de acuerdo, había que proceder de este modo.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, hago llegar en este momento el texto definitivo a la Mesa. La modificación pertinente se encuentra destacada en color amarillo.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Ahí se explica el cambio?

El señor WALKER (don Patricio).- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le vamos a pedir al señor Secretario que la lea.

El señor TUMA.- Muy bien.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto de acuerdo, con las modificaciones introducidas, diría así:



“El Senado de la República de Chile acuerda:



“1° Oficiar a la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela, con la finalidad de hacerle presente a ésta, lo siguiente:



“a) El Senado de la República de Chile expresa su preocupación por los niveles de conflictividad social y política que vive Venezuela.



“b) Asimismo, declara su condena por los casos de violación de los derechos humanos de los ciudadanos venezolanos, que ejerciendo el derecho a la protesta social legítima,” -aquí se agrega- “según la información disponible, habrían” -y sigue- “sido abatidos por las fuerzas de seguridad o por milicias armadas; que han sido privados de libertad o conculcado su derecho a la expresión libre de sus ideas. En este sentido solicitamos al gobierno Bolivariano de Venezuela adoptar las medidas necesarias para obtener la libertad inmediata de las personas que se encuentran privadas de libertad por razones políticas, poniendo término a la represión que ejercen tanto los cuerpos de seguridad del Estado como de los grupos paramilitares y/o milicias armadas que actúan como fuerzas de choque y levantando la censura que afecta a los medios de comunicación cuya actividad ha sido prohibida por parte del gobierno de Venezuela a raíz de sus opiniones políticas.



“c) Reafirma su compromiso por la plena vigencia de la democracia y del Estado de Derecho en los países de la Región, lo cual exige, a los opositores de cualquier gobierno, emplear medios legítimos y pacíficos de manifestación, respetando siempre la institucionalidad democrática vigente.



“d) Rechaza cualquier intento de terceras potencias extranjeras de intervenir en el conflicto interno venezolano, por la vía de financiar o armar a grupos radicales y/o desarrollar operaciones de desestabilización de la democracia”.



Y a continuación se agrega una letra e) que señala:



“e) Asimismo, hacemos presente que el derecho a manifestarse de la ciudadanía no puede derivar en acciones que busquen subvertir la institucionalidad política venezolana.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias, señor Secretario.



En votación el proyecto de acuerdo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (27 votos a favor, uno en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 


Votó por la negativa el señor Navarro.


Se abstuvo el señor Girardi.
El señor PIZARRO (Presidente).- Me ha pedido la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, simplemente quiero solicitarle dejar constancia de mi voto respecto del primer proyecto de acuerdo. 

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Usted se encontraba presente en la Sala en el momento de la votación?

El señor CHAHUÁN.- Entré justo cuando se había terminado de votar. No estaba presente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, lo que está pidiendo no es una constancia, sino agregar su preferencia, pues no votó.

El señor CHAHUÁN.- Exactamente.



Le pido, por favor, que agregue mi voto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien. Así se hará.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Se ha solicitado autorización para que ingrese a la Sala el señor Subsecretario de Telecomunicaciones, don Jorge Atton, y su asesora, doña Daniela González.



--Se accede.
DESPEDIDA DE SEÑORES SENADORES QUE TERMINAN SU MANDATO

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, a continuación los Senadores que terminan su mandato el 10 de marzo podrán hacer uso de la palabra para entregarnos su mensaje.



Luego seguiremos con el Orden del Día, donde en el primer lugar figuran las observaciones del Presidente de la República al proyecto de ley sobre televisión digital.



Para comenzar, voy a dejar con la palabra al Senador señor Camilo Escalona.



A quienes también deseen intervenir les ruego inscribirse.


El señor ESCALONA.- ¿Puedo hablar de pie, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Su Señoría desea utilizar el podio?

El señor ESCALONA.- No. Mi idea es intervenir desde mi pupitre.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien. No hay problema.

El señor ESCALONA.- Estimados colegas, no es mi ánimo hacer una despedida con sabor a nostalgia ni mucho menos.



Quiero agradecer, en primerísimo lugar, a los funcionarios de la Corporación, por su trabajo, su colaboración, su esfuerzo. Son actores decisivos en la tarea legislativa, y creo que nunca será fatigoso reconocer que el Senado no sería posible sin la colaboración que, como trabajadores y trabajadoras del sistema legislativo, llevan a cabo cotidianamente.



Deseo expresar, con mucha sinceridad, que me hubiese gustado seguir siendo Senador. Las circunstancias no lo han permitido. La vida es como es y no como uno desearía que fuese.



Durante mi trabajo en el Senado he podido profundizar mi condición de político. Esa es mi identidad. Sé que muchos hoy, siendo dirigentes políticos, no reconocen esa identidad. La política es una actividad que todos los días es menoscabada. No pocos huyen de su condición de políticos, hay quienes se disfrazan, que se presentan como voceros de la opinión pública, como representantes de movimientos sociales, como figuras independientes o apolíticas, pero son personas que legítimamente desarrollan la actividad política. Y creo que sería bueno, para la transparencia que ellas mismas reclaman, que se reconocieran como lo que son: personas con una vocación política que llevan a cabo desde diferentes instancias y tribunas y que pueden desarrollar desde un sindicato, desde una junta de vecinos, desde una federación estudiantil, desde el trabajo académico. En mi caso, en estos últimos años he podido desarrollar mi vocación política desde el Senado. 



Me alegro de haber podido colaborar, por ejemplo, con el proyecto de ley sobre responsabilidad compartida de los padres, que recibió el nombre de “Amor de Papá”.



--(Aplausos en tribunas).



Me alegra haber colaborado con el proyecto sobre identidad de género.



Me alegra haber presentado proyectos como el que impide que trabajadores despedidos sean reincorporados a sus puestos con sueldos más bajos, sin que se les reconozca el que tenían.



Estoy orgulloso de haber presidido la Comisión conjunta de Hacienda y de Trabajo que hace algunos años aprobó la reforma previsional y, en especial, la pensión básica solidaria.



Estoy agradecido del apoyo que recibí como Presidente del Senado. No pensé que iba a tener algún día esa responsabilidad. No entré a la política pensando en llegar a ocupar dicho cargo, pero estoy orgulloso de haberlo alcanzado. 



Ahora bien, frente al debate público que ha surgido en el curso de las últimas horas, quisiera manifestar que, así como me hubiese gustado seguir siendo Senador, también autoricé al Presidente de mi Partido, Diputado Osvaldo Andrade, para que mi nombre fuera presentado dentro de las opciones al gabinete de la futura Presidenta Michelle Bachelet. No fui nominado en algún cargo de esa responsabilidad. Reconozco la entera atribución de la Primera Mandataria electa para nombrar a sus colaboradores. Lamentablemente, se ha especulado mucho en ciertos medios de prensa con relación a una eventual designación de mi persona en algún cargo técnico. 



Debo decir, estimados colegas, que yo soy un dirigente político, no un técnico. Por eso, mi disposición personal no es asumir ninguna otra responsabilidad que no sea la emanada de mi condición, de lo que soy: un dirigente político. Esa es mi identidad. No podría tomar otra responsabilidad. No poseo la condición de técnico. 



En el Estado existen muchas tareas que tienen una dimensión técnica, pero cuyo sentido principal, por ser una labor estatal, comprende también, primordialmente, una dimensión política. Para esas tareas me siento en condiciones y preparado. Pero no así para desempeñar una labor técnica, porque hay personas que se han capacitado para ello. No es mi caso. 



A los 18 años tuve que partir al exilio; me dediqué al trabajo político, y luego de mi retorno, que en mi caso fue clandestino, pues tenía prohibición de regresar a Chile, me presenté en la primera elección parlamentaria el año 89, y posteriormente fui electo Senador. 



He dedicado mi vida a la actividad política. No podría desempeñarme como técnico, porque no lo soy. Por lo tanto, no sería factible que aceptara una responsabilidad para la cual no tengo la preparación necesaria. Creo que ello denota un mínimo de coherencia conmigo y de responsabilidad con el país. No me puedo presentar como un tecnócrata cuando no lo soy. 



Pero sí tengo la voluntad de seguir trabajando en el ámbito político. Considero necesario el debate más amplio de ideas. A nuestro país le hace falta más diálogo, con mayor profundidad e intensidad; también un mayor intercambio de opiniones. Creo que los caminos del futuro no están suficientemente meditados entre nosotros. Hemos cumplido un ciclo en el que Chile, lamentablemente hasta ahora, no ha sido capaz colectivamente de encontrar la manera de definir, pensando a 20 o 30 años más, su desarrollo futuro. 



En nuestro país, el modelo económico de crecimiento hacia afuera o de exportación de materias primas ya ha tocado techo. Este generó logros, sin duda alguna, pero también cierto grado de desigualdad, lo cual ha provocado en la sociedad chilena tensiones, hondas, dolorosas, un desgarro muy severo. Existe un sector de nuestra nación -que no es despreciable, por el contrario- que no cree en la política ni en el sistema político. Hay una franja de chilenos y chilenas que nos miran con distancia -por qué no decirlo: con desconfianza-, porque el sistema político no ha logrado responder en toda su dimensión al desafío nacional de estas décadas. 



Fuimos capaces de resolver bien el retorno a la democracia, el problema de la transición. Nuestro país no sufrió ni una guerra civil ni una confrontación armada. Estuvimos en condiciones de soportar los quebrantos que experimentamos. Fue cruenta la primera etapa de la dictadura militar, pero luego recuperamos la democracia en forma pacífica. 



Hubo acciones que causaron dolor a una parte de quienes están aquí, en esta Sala, a los camaradas de Jaime Guzmán, cuando fue asesinado. Yo siempre he compartido el dolor que ellos sintieron, porque perder a una persona muy cercana produce una herida muy profunda. 



Pero, en lo esencial, nuestra transición democrática fue capaz de caminar con entereza en un mundo en el que muchas veces el cambio de la dictadura hacia la democracia generó desgarramientos, que trajeron a las sociedades costos muy altos. En este último tiempo lo hemos visto en el caso de Egipto, o incluso de Ucrania, por la situación que ahí se está viviendo; o de Venezuela, a propósito de las tensiones muy fuertes que se han producido en ese país. 



La construcción de las democracias es una tarea que se debe realizar a diario, pero que también necesita un modelo inclusivo y solidario para que el sistema político no sea… 

El señor PIZARRO (Presidente).- Ha terminado su tiempo, señor Senador. 



¿Le alcanzan dos minutos para concluir?



Lo que pasa es que debo tomar el tiempo de las intervenciones, y ya lleva 12 minutos el señor Senador…

El señor ESCALONA.- No me había advertido, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Está bien, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Déjelo hablar, señor Presidente. 

El señor PROKURICA.- Concédale más tiempo. 

El señor CHAHUÁN.- Todo el que sea necesario.

El señor PIZARRO (Presidente).- Es que ayer en la reunión de Comités planteamos entre siete y diez minutos para las intervenciones.



Pero dispone de tres minutos más, Senador señor Escalona. 

El señor ESCALONA.- No lo molesto más, Presidente. 



Muchas gracias. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Por favor, si a mí no me molesta. 

El señor ESCALONA.- Muchas gracias. 

El señor PIZARRO (Presidente).- No lo tome así, Su Señoría. 

El señor ESCALONA.- Muchas gracias, Presidente. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Le pido disculpas, señor Senador. 



Este asunto lo vimos con los Comités ayer…

El señor ESCALONA.- Pero nadie me avisó, Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo lamento. 

El señor ESCALONA.- Nunca ha sido mi ánimo abusar del tiempo en el Senado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo sé, señor Senador. 



Se trata de una cuestión de orden nada más. Por eso le pregunté cuánto tiempo necesitaba. No hay problema. 



Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Gracias, señor Presidente. 



En primer lugar, quiero recordar que en esta Sala siempre se iniciaba nuestra labor con la frase “En el nombre de Dios”, y en la Cámara, “En el nombre de Dios y de la Patria”. A mi juicio, durante todos estos años hemos trabajado por Dios y por la Patria, la Patria grande y la Patria chica, que en mi caso corresponde al sur de Chile, que ha progresado y me siento muy orgulloso de ello. 



Don Benjamín Franklin decía que había dos cosas seguras en la vida: la muerte y los impuestos. Me parece que en el caso chileno son tres: además de la muerte y los impuestos, están los trámites. 



La muerte es como la vida: una misma cosa. Se puede morir solo después de haber estado vivo, y para eso hay que vivir y morir dulcemente. Y me parece que el mejor trabajo al que uno puede dedicar su vida es a la política. Yo también me considero un político, como dijo el Senador señor Escalona, con quien hemos compartido la representación de las tierras del sur. 



En cuanto a los impuestos -ustedes me lo han oído muchas veces aquí-, soy partidario de que haya pocos, y lo más bajos y parejos posibles, para evitar distorsiones. Sé que está de moda aquí hablar a favor de subir los tributos, pero ellos deben pagarse. En este momento se dice que a fines de 2014 en la mayor parte de los países de Europa el pago de intereses por mora en impuestos será equivalente a la recaudación del presente año. Así está la deuda en ese Continente por las alzas en los tributos. Por eso, las dificultades económicas se pueden prolongar, ya que la recesión partió el año 2008. 



No quiero eso para Chile. Nosotros tenemos pocas deudas. Estamos bien. Pero lo señalo porque esa es mi gran preocupación. 



Y respecto a los trámites, me gustaría que fueran mucho menos en cantidad, más sencillos y más rápidos. 



Como políticos, podemos ayudar con los impuestos y con los trámites, pero con la muerte no hay caso, aunque algunos Senadores nos han hecho muchas sugerencias para mejorar la salud. Sin embargo, no existe manera de resolver eso. 



Desde un punto de vista político, recuerdo también lo que decía un poeta persa: “No me interesa el ayer ni el mañana: me interesa el hoy”.



Como se lo he dicho a mis amigos de Renovación Nacional, con quienes hemos tenido muchas despedidas -seguramente, debido a ello ¡aumentaremos bastante la musculatura...!-, en política sí que nos deben importar el ayer y el futuro, así como el presente, por supuesto. Y nuestra misión como políticos es cuidar lo que hemos construido nosotros mismos, a mi juicio con éxito -porque, al ver a otros países, uno concluye que así ha sido-, pero, también, poner mucha atención al futuro y crear instituciones y políticas públicas llevaderas.



Gracias a Dios, Chile está muy muy avanzado y en excelente pie para iniciar otras tareas.



Mi posición política -Sus Señorías lo saben- es bastante clara.



¿Qué queremos para el futuro? Lo dijimos en el programa de doña Evelyn Matthei, nuestra candidata presidencial. Lo planteado allí es lo que deseamos como sector.



Yo solo quiero reiterar los agradecimientos -aquí ya se expresaron- a todos los funcionarios del Senado, y también a los de la Cámara de Diputados (hace varios años manifesté mi gratitud en dicha Corporación, pero ahora quiero iterarla).



Deseo poner de manifiesto mi orgullo por haber pertenecido a esta institución durante todos estos años; mi orgullo por ser chileno, por lo que hemos logrado como generación en todo este tiempo. Lo que hemos hecho se compara muy bien con nuestro propio pasado, con lo realizado por otras generaciones de chilenos, y se compara excelentemente bien con lo que se lleva a cabo en otros países.



Así que solo tengo sentimientos de gratitud.



Igualmente, deseo expresar mi agradecimiento a cada uno de mis Honorables colegas; a las personas de los distintos gobiernos con las que nos ha tocado trabajar; a los Presidentes de la República, a los Ministros, a todos los funcionarios. Porque a mi juicio, a pesar de las diferencias -aquí he expresado clarito lo que pienso en varias materias-, hemos alcanzado acuerdos y avanzado considerablemente. Y los resultados están a la vista.



Como dicen los campesinos: “Arrieros somos y en el camino nos encontramos”. Yo creo que nos seguiremos encontrando -¡Dios lo quiera!-, ¡a menos que se nos presente el problema sin solución a que me referí...!



Les pido que conserven el buen ánimo; que tengan una sana convivencia; que trabajen en conjunto, unidos. A veces causa mala impresión la forma dividida como se actúa, pues la división debilita.



Eso es igual a lo que ocurre en una familia. Entonces, hay que cuidarlo.



Reitero mi orgullo por haber sido Diputado y Senador y por haber contribuido trabajando con Sus Señorías.



He aprendido a admirarlos, a quererlos, a respetarlos. Tengo la mejor opinión sobre todos, a pesar de las diferencias. Durante estos años se lo he hecho saber a cada cual, en la mejor forma que he podido. Y ahora lo digo públicamente una vez más: tengo gran afecto y enorme respeto por cada uno de ustedes.



¡Muchas gracias! ¡Que les vaya muy bien en todo!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Eduardo Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, quiero agradecer la oportunidad para despedirnos que nos da el Senado, a mi juicio institución fundamental de la república.



Tengo la íntima convicción de que en los dieciocho años en que estuve aquí y también en los seis en que ejercí la Presidencia de la República pude concretar gran parte de las metas que me propuse al ingresar al servicio público.



Al terminar este capítulo de mi vida, quiero recordar mis primeros años en el Parlamento.



Tuve la satisfacción de ser elegido Senador por la circunscripción Santiago Oriente. Primera mayoría: más de 600 mil votos.



Me integré a las Comisiones de Hacienda y de Vivienda, en una etapa muy especial, por las peculiaridades de nuestra transición, cuando se señalaba que teníamos desafíos complejos y algunos decían que vendría el caos.



Todas esas desconfianzas se fueron demoliendo, y supimos conducir el país.



En Vivienda, por ejemplo, en 1990 existía un déficit de cerca de un millón y medio de habitaciones.



Esa también era una tarea fundamental.



En 1992, siendo Presidente de la Democracia Cristiana, me correspondió presentar en nombre de nuestra bancada la primera propuesta de legislación ambiental, la que posteriormente recibió el apoyo del Presidente Aylwin. Así, a comienzos de 1994 fue aprobada esa primera iniciativa, traducida en la Ley de Bases del Medio Ambiente, que me tocó implementar en mi Gobierno.



Durante mi período como Presidente de la República me preocupé en todo instante de fortalecer las instituciones democráticas y siempre valoré la dedicación y acuciosidad con que el Congreso Nacional acogió y debatió los diversos proyectos que sometimos a su consideración.



Voy a citar solo algunos.



-Los relativos a reforma judicial, creación del Ministerio Público y cambio de composición de la Corte Suprema, que fueron apoyados prácticamente por unanimidad en el Parlamento. ¡Una de las transformaciones más grandes de la justicia en 100 años!



-Los destinados a beneficiar a la familia: filiación, adopciones, violencia intrafamiliar, delitos sexuales, maltrato al menor, y muchos otros.



-El atinente a jornada escolar completa.



-El tendiente a crear un nuevo marco regulatorio para las empresas sanitarias (en esta materia estamos hoy día entre los cinco mejores países del mundo).



-El relativo a la modernización de EMPORCHI.



-El concerniente a probidad administrativa.



-El que originó la Ley del Deporte.



-El conducente a crear el Servicio Nacional del Adulto Mayor.



Un proyecto que siempre concitó la atención de mi Gobierno fue el relativo a la auditoría interna -ella existe en todas las naciones desarrolladas-, para terminar con la corrupción.



Al margen de todas esas y otras iniciativas, quisiera resaltar la colaboración permanente que brindó el Congreso Nacional a los desafíos que asumimos en aquel entonces.



Dos grandes materias marcaron a mi Administración.



En primer lugar, el proceso de integración de Chile a los grandes bloques comerciales del mundo.



Fue la época de los chistes: “Frei está en todas partes”, decía “Coco Legrand”. Se firmaron más de 56 tratados internacionales. En los viajes iban empresarios, parlamentarios, personeros del Poder Judicial, representantes de los medios de comunicación. Era Chile insertándose en el mundo global. Y todos mis Honorables colegas conocen el proceso pertinente.



En segundo término, las concesiones.



Le cambiamos el rostro a Chile con ese proceso. Lo iniciamos con las autopistas; seguimos con los aeropuertos, etcétera.



¡Para qué hablar de energía: térmica, hidroeléctrica!



Entre 2000 y 2005, producto de la política implementada, nuestro país registró los costos energéticos más bajos de su historia.



En fin: ¡tantas otras cosas!



Terminada mi gestión como Presidente de la República y cumplido mi período como Senador institucional, volví a postular a esta Alta Corporación.



El Presidente del Senado de la época, Gabriel Valdés, dejó su escaño y me invitó a competir en su circunscripción. Lo propio hicieron militantes y ciudadanos de Valdivia y Osorno, quienes en definitiva me eligieron su representante en la Cámara Alta.



Han sido años muy gratificantes, por la posibilidad de trabajar desde una región y conocer de cerca sus enormes potencialidades, las injusticias que sufren sus habitantes y, también, las precariedades con que conviven.



Pese a esas dificultades, ha sido motivo de satisfacción contribuir a la formación de la Región de Los Ríos -dimos los primeros pasos en mi Gobierno al crear gobernaciones de índole especial- y, también, al resurgimiento de Osorno, ciudad que estaba muy debilitada históricamente con respecto a Puerto Montt y Valdivia.



Quiero expresarles mi gratitud a los colegas que -lo destaco- me dieron la confianza para presidir el Senado durante dos años y entregarle la banda presidencial a la primera mujer Presidenta de Chile: Michelle Bachelet.



No puedo dejar de recordar una etapa muy fundamental que trabajamos entre todos: la de la Comisión de Seguridad.



Fue una labor seria, que duró casi un año. Revisamos toda la legislación internacional, y terminamos con un proyecto completo.



A mi entender, Chile no va a resolver su problema de seguridad mientras no tenga un Ministerio de Seguridad, medida que propuso la referida Comisión, instancia en la que participamos Senadores de todos los partidos políticos.



Ahí está el proyecto, estúdienlo. Me parece que fue un error crear una Subsecretaría. Y las cifras lo están demostrando.



Lógicamente, me voy satisfecho por la labor realizada. He tenido el privilegio de ser protagonista de lo que creo ha sido el período de mayor progreso en la historia de Chile y de haber contribuido a ello.



Pero, además -debo decirlo-, me voy preocupado por el desprestigio de la labor parlamentaria, del servicio público y de las instituciones democráticas en general.



Resulta inexplicable que la calidad de la política y el desarrollo de las instituciones se hayan deteriorado al tiempo que Chile evidenciaba grandes progresos en otros ámbitos.



En los últimos 24 años nuestro país creció como nunca; controló la inflación; disminuyó fuertemente la pobreza, y se insertó plenamente en la economía global.



Al mismo tiempo, se redujo la calidad de la política, al punto que hoy muestra graves señales de fatiga en cuanto a su representatividad y a su eficiencia para canalizar ideas, debates y soluciones.



Debemos hacer un trabajo serio y profundo para recuperar la credibilidad de esta actividad y de las instituciones republicanas, de manera que la ciudadanía sienta orgullo por nuestra democracia.



Reitero -lo he dicho públicamente- que esta no es mi salida de la política. Se trata de un cambio de rol. Seguiré participando. Y tengan la seguridad más absoluta de que en todas las grandes cuestiones de Estado y en las tareas nacionales siempre estaré dispuesto a dar mi aporte.



Me voy con la enorme satisfacción de recibir a diario el agradecimiento, el respeto y el cariño de la gente. A todos ellos, en especial a mis electores y a mi partido, les expreso mi gratitud por su apoyo y por haberme permitido desarrollar mi vocación de servicio público, a la que siempre me brindé con fidelidad a mis ideas y valores, con patriotismo y con respeto a quienes piensan distinto.



Perdónenme, Sus Señorías, por hacer una mención personal.



A lo largo de más de treinta años de trabajo en el servicio público, nunca he tenido un delito de cuentas; nunca he sido procesado por tribunal alguno; nunca he tenido conflictos de interés.



¡Eso me permite hoy día vivir con mi conciencia tranquila!



Quiero saludar también, con especial afecto, a mi familia: a mi señora, a mis hijas y a mis nietos, quienes me acompañaron en los desafíos que asumí y esperan que juntos emprendamos esta nueva etapa.

Al Senado



En primer lugar, expreso mi gratitud al Secretario General y, a través de él, a todos los funcionarios de esta Alta Corporación. Gracias a ellos hemos podido avanzar, enfrentar el trabajo de las Comisiones -yo soy ingeniero, así que la complementación ha sido muy beneficiosa-, en fin. Tenemos un personal profesional de gran capacidad y que ha sido un aporte sustancial en nuestras tareas.



En seguida, saludo a todos mis colegas. Como les dije durante la cena de anoche, a veces hemos tenido discusiones duras, pero siempre dentro del marco de la pasión que despiertan la actividad pública y el compromiso político.



Señor Presidente, quiero permitirme un minuto adicional para compartir una reflexión -ahora ella quedará registrada en la historia del Senado- que hice el día en que se colocó una pintura con mi imagen en la Sala de los Presidentes (edificio del Congreso Nacional en Santiago).



“La intensidad del debate político nos hace muchas veces perder la perspectiva de lo que hemos logrado como Nación. Desde la vuelta a la democracia, nunca hemos cedido a la tentación populista, que por el aplauso fácil del hoy compromete gravemente el mañana. Estamos lejos de las crisis y del alto endeudamiento fiscal que aquejan a varias naciones latinoamericanas y que van a afectar el bienestar de muchas generaciones. Tampoco hemos caído en la ambición personalista que usa la democracia para sus propios fines, vaciándola de su espíritu, dejándola en una mera fachada para encubrir caprichos autoritarios. Efectivamente, en estas décadas hemos avanzado con paso cierto y firme en un desarrollo integral. Y cuando hemos tenido diferencias, especialmente con nuestros vecinos, las hemos resuelto siempre en el marco del derecho y de la paz. En medio de un panorama mundial sacudido por luchas intestinas y conflictos armados, somos un lugar de refugio para muchos que buscan paz y seguridad.



“Todo ello es necesario tenerlo presente al entrar en un nuevo ciclo histórico, cuando nos aprestamos a resolver nudos cruciales de nuestro desarrollo político, social y económico. Lo hacemos con el aplomo que da la certeza de lo logrado. No venimos con un aventurerismo irresponsable. Por el contrario, sabemos de intensas jornadas de sacrificio y trabajo. Venimos con la voluntad de cuidar lo realizado, y desde allí, con madurez colectiva, asumir responsablemente los grandes desafíos que tenemos por delante y que Chile espera resolver.”.



¡Gracias a todos ustedes! ¡Y seguiremos trabajando por nuestro país!



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).  

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, si bien desde ayer sabíamos que había que despedirse, preferí no preparar un discurso sino anotar algunas ideas. Porque dieciséis años de vida merecen más bien una reflexión desde el punto de vista de los sentimientos. Y eso es lo que quiero hacer.



Después de dieciséis años, obviamente uno deja la función de Senador con sentimientos encontrados.



Primero, de cierta tristeza, no por la decisión tomada -hace un par de años resolví no repostular a la Cámara Alta; y no me arrepiento de ello-, sino porque sé que con el tiempo vendrá la nostalgia y echaré de menos esta Sala.



Siento legítimo orgullo por haber pertenecido a una institución tan importante como el Senado. Y tengo el sentimiento de haber cumplido con lealtad, con esfuerzo, con la mejor intención las tareas que me encomendó la ciudadanía. 



Asimismo, siento mucha gratitud. 



Gratitud a los electores de Santiago Poniente que me eligieron en dos oportunidades.



Gratitud a la UDI, que me permitió ocupar el lugar dejado por Jaime Guzmán.



Gratitud a todos ustedes, pues pudimos compartir momentos muy significativos para nuestro país.



Y, por cierto, gratitud a todos los funcionarios del Senado, quienes siempre nos han colaborado con dedicación y profesionalismo. En lo personal, en todo instante me he sentido muy apoyado por todos ellos.



También, en este momento de sentimientos quiero agradecerles a todos los Senadores; a todos los funcionarios de esta Corporación, y a todos los colegas que me brindaron el gran honor de ser elegido Presidente de la Cámara Alta.



Me voy, además, con un sentimiento de confianza. 



Confianza en nuestro país y en las instituciones. Confianza en que la democracia, el diálogo, el respeto a los derechos -a los derechos humanos, a los derechos políticos, al Estado de Derecho- hacen de Chile un país que se distingue en el concierto de América Latina.



Me detendré brevemente en esos dos últimos conceptos. Y parto con la confianza en Chile.


Si miramos la historia de nuestro país concluiremos que los últimos treinta años han sido, probablemente, los más fructíferos; de hecho, hay estudios e indicadores que así lo demuestran.



Esos treinta años se traducen, más allá del crecimiento económico, en la posibilidad que ha tenido Chile de darles acceso a la educación superior a cientos de miles de jóvenes; de entregar viviendas dignas; de otorgar más trabajo, de que hoy día millones de personas cuenten con empleo estable.



Cuando uno observa el crecimiento y el desarrollo del país no puede quedarse solo en las cifras: debe mirar también a los seres humanos que hay detrás de ellas. 



¿Y por qué esa confianza? Porque me asiste el convencimiento de que nuestra nación no se distingue tanto por las decisiones acertadas que puedan tomarse en el ámbito económico o en el administrativo: quizás la razón por la cual nos ha sido factible tener un ciclo virtuoso por un tiempo tan largo estriba en la institucionalidad política.



En mi concepto, ahí está la clave. Eso es lo que nos distingue de países latinoamericanos que, contando tal vez con una capacidad humana similar a la nuestra, disponiendo de más recursos que nosotros, no logran solucionar los problemas de sus habitantes porque les falta la institucionalidad política que nosotros sí tenemos.



Lo único que me preocupa es que dentro de ese ciclo tan virtuoso, habiendo gobernado la Concertación durante veinte años, algunos no se sientan orgullosos de lo que hicieron, no valoren su trabajo y muchas veces den la sensación de que Chile se encuentra en un momento de crisis y que es necesario modificarlo todo.



Hay muchas cosas que cambiar. Los países deben estar en constante evolución y perfeccionamiento. Pero no creo que sea prudente, que sea razonable, que sea justo desechar todo lo hecho, repudiar todo lo que en su momento se construyó con tanto sacrificio y pretender partir de cero. Los países crecen cuando van evolucionando. En ese sentido, espero que el nuevo Gobierno contemple con orgullo lo realizado por los cinco anteriores, cuatro de ellos del mismo signo que aquel cuyo período comienza el próximo martes.



Respecto a la fortaleza de las instituciones, permítanme mis Honorables colegas repetir un poco lo que dije cuando asumí la Presidencia del Senado. Soy un convencido de que la grandeza de las instituciones se apoya, más que en ningún otro valor, en el respeto. Y en esta Corporación es clave el respeto que merecen la Constitución, la ley, nuestro Reglamento, nuestras tradiciones, la forma en que, durante décadas, siglos, hemos sabido llevar la política.



El respeto consiste, no solo en tolerar la diversidad entre nosotros, sino también en valorarla. Exige no atribuirse jamás una falsa superioridad moral e imputar una doble intención a las opiniones de los otros. Obliga a actuar sin dobleces, con la verdad. Aunque a veces esta resulte dura. Aunque sea la opinión propia, uno cree en su verdad. No hay que pretender ser su dueño, pero sí abrigar la convicción de actuar conforme a ella.



Sostengo firmemente que si se pierde el respeto entre nosotros, como a veces ocurre, al final se le pierde el respeto a la institución. Y me parece que el Senado es muy importante en la República como para que nos arriesguemos a ello.



Para finalizar, quisiera relatar una experiencia personal. Siempre he sido muy claro en defender mis posiciones. Muchas veces he sostenido debates con quienes piensan distinto. Pero en dieciséis años he llegado a tener muchos amigos entre ellos. Eso es muy valioso.



Y a todos, pero especialmente a los amigos que hice durante mi paso por el Senado, les doy las gracias.



Le doy también las gracias a mi bancada. Ellos saben que no me voy de las política. Es más, temen que voy a estar llamando desde Santiago, molestando. La realidad es que, como lo dije cuando anuncié que no repostulaba, me voy del Senado, pero no de la política. Porque considero que esta es una labor muy noble, y es preciso mantenerla.



Y, por último, le agradezco a mi familia y en ella les rindo un homenaje a las de todos ustedes, a las de todos los políticos, porque realmente son ellas las que tienen que sufrir la parte más ingrata de nuestra labor.



Muchas gracias a todos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, estimados colegas, quiero partir por exponer que llegué al Congreso por la voluntad de los ciudadanos electores.



Primero fue como Diputado por el distrito 42. Los recuerdo a todos, pero voy a nombrar solamente las comunas: San Carlos, Ñiquén, San Fabián de Alico, San Nicolás, Quirihue, Portezuelo, Trehuaco, Coelemu, Quillón, Bulnes, Ninhue, Ranquil, Cobquecura, Yumbel y Cabrero, de donde provengo.



Como Senador, he representado también los distritos 43, Talcahuano y Hualpén; 44, Concepción, Chiguayante y San Pedro de la Paz, y 45, Tomé, Penco, Coronel, Hualqui, Florida y Santa Juana.



Por supuesto, a ellos es a los que primero agradezco, porque son la base a partir de la cual he podido trabajar por mi país y por cada una de esas comunas durante 24 años.



Deseo brindar un reconocimiento a los funcionarios del Senado, al Secretario, a los secretarios de Comisión, al personal en general, porque siempre han sido un gran apoyo para el éxito de nuestras gestiones. Les estamos muy agradecidos. Sé que van a cumplir una gran labor por levantar el prestigio de la Corporación.



Quiero agradecer, por supuesto, a mi Partido, que me ha respaldado para acceder a cada una de estas instancias.



Le agradezco a mi familia. El ejercicio de la política hace que todos abandonemos nuestros hogares. Andamos por acá y en nuestras regiones, en cada una de las comunas. La familia está casi al final. Y ella ha sufrido con frecuencia -no en mi caso, pero me parece que sí en el de muchos de los presentes- el abandono y la falta de atención, a veces en los momentos más importantes.



Quiero agradecerles a todos mis colegas, con quienes hemos puesto juntos lo mejor de nuestro ser para aprobar las leyes y dar nuestra opinión pensando siempre en los superiores intereses de la patria.



¡Cuando uno llega a desempeñarse en estos altos cargos no debe actuar más que con generosidad y grandeza! ¡Eso es lo que involucra un lugar en el Senado de la República, que ha sido un gran honor ocupar, al igual que para todos sus demás integrantes! ¡Por eso, aquí las pequeñeces no deben existir!



Deseo consignar que siempre que me ha tocado votar, decidir o representar he tenido por norte los superiores intereses del país, de la patria. En este ámbito no se puede andar con mezquindades. Podemos mantener diferencias -y es evidente que así es-, pero jamás voy a reprocharle a un colega, de cualquier lado, por votar en conciencia y conforme a lo que le dicta su mejor parecer. También he exigido que se respeten mi conciencia y libertad para actuar. Lo único que hago presente es que siempre hemos intentado proceder con grandeza, pensando en nuestra patria.



Los Gobiernos desde 1990 en adelante han de encontrarse muy orgullosos de lo realizado. Es un sentimiento que por mi parte también experimento -lo expongo a propósito de lo manifestado por el Honorable señor Novoa-, y lo he señalado siempre.



¡Chile está arriba hoy día! ¡Provoca la envidia de muchas otras naciones! ¡Siempre se dirá: “Pero nos falta mucho”! ¡Claro que nos falta mucho! Pero ¿estamos comparando peras con manzanas o países con países? ¡Comparemos países con países! ¿Cómo están los otros? Ello ya se consignó: ¡endeudados! El Senador señor Kuschel hacía presente que lo que producen no alcanza siquiera para pagar los intereses.



Nosotros nos encontramos ante una importante deuda externa y empezamos a pagarla. Recuerdo que el Ministro de Hacienda señor Alejandro Foxley desembolsó más de 5 mil millones de dólares en un solo giro. Hoy día, Chile aparece debiendo 5 mil 200 millones, correspondientes a créditos que se otorgaron sin intereses por muchos años, generalmente en épocas en que se registraron terremoto o dificultades. Pero tenemos más de 30 mil millones de dólares en reservas. Si restamos la deuda, somos acreedores del mundo.



¡Qué ejemplo para las otras naciones!



¡Y cuánto hemos progresado, gracias a Dios!



¡Nos falta! ¡Claro que nos falta! Y, por eso, los programas de los Gobiernos se postulan, la gente los vota y tienen que llevarse a cabo en adelante.



Nosotros hemos sido partícipes de ese Chile. ¡No lo hemos destruido! ¡Qué habría pasado si hubiéramos enfrentado miles de huelgas y la situación de gente muriendo de hambre o haciendo colas por no encontrar una cosa u otra! ¿De qué estaríamos hablando aquí?



Este es el país que construimos con los Presidentes Aylwin, Frei Ruiz-Tagle, Lagos, Bachelet y, sin duda alguna, también Piñera. Hemos realizado una labor buscando lo mejor para nuestra patria y sus habitantes.



Al retirarme, sé que aquí se deciden muchas cosas. Y no me cabe duda de que esta Corporación va a continuar actuando con ponderación, con grandeza. La Cámara de Diputados a veces procede y vota políticamente, pero el Senado tiene otra posición, otra estatura, conforme a la cual debe ver las cosas desde ese otro punto de vista -aquí se hallan la prudencia, la sabiduría-, para que nuestra nación siga progresando y enalteciendo a cada uno de sus integrantes.



Ya no podré servir desde un cargo público. ¡Pero a la patria se le sirve de muchas maneras! ¡Los trabajadores, los obreros, las mujeres, los empresarios, los agricultores, que pagan impuestos, que producen, son también la patria! A ella se le sirve desde donde uno esté.



Estimados colegas, voy a seguir trabajando por Chile, por mi patria, y quiero que ustedes sigan actuando tan noblemente como lo han hecho hasta el día de hoy.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, estimados colegas, alguien que pasa un tiempo relativamente corto en una institución no puede pretender un conocimiento muy refinado de lo que en ella ocurre y se desarrolla. Sin embargo, así y todo, he podido hacer algunas comprobaciones que me permito dejar “en acta”, por así decirlo.



Desde luego, quiero hacer una muy especial mención de la corrección y profesionalismo con que trabaja el personal de la Corporación. Este ayuda mucho al desarrollo de la tarea legislativa, y pienso que eso es un puntal de la labor del Senado.



Asimismo, extiendo un agradecimiento muy sincero a quienes se han desempeñado, con una ecuanimidad y respeto invariables, en su Presidencia.



En el curso de los meses he constatado que el trabajo en Comisión permite un esfuerzo intelectual fructífero. En ese ámbito se observa, en buena forma, el criterio esencial de los cuerpos colegiados, cual es el intercambio de raciocinios de manera respetuosa y de buena fe.



El origen remoto de los órganos legislativos fue bastante modesto: se trataba de declarar la guerra o de aplicar impuestos. Los Parlamentos se han desarrollado de un modo mucho más sofisticado desde la Ilustración. El que sus integrantes se escuchen para un mejor resultado legislativo es básico. Ello representa el valor de la discusión.



En cambio -y ruego que nadie se enoje-, se observa a veces, en el curso del trabajo en la Sala, cierto ánimo de atacar o de defender al Ejecutivo y sus iniciativas como si esa fuera la razón y fundamento de la labor parlamentaria. En ciertos momentos se hace complicado dialogar y encontrar terrenos de acuerdo. Se aplican moldes muy rígidos, de los cuales es difícil zafarse.



Pienso que la función del Senado excede con mucho ese cuadro. La Corporación exhibe una larga historia y ha tenido la prestancia y el valor requeridos para custodiar y defender los derechos que le corresponden a la persona -sé que son lugares comunes, pero a veces se olvidan- por su propia condición y no por una concesión graciosa de la autoridad, más o menos arbitraria, o de leyes, más o menos bien hechas. Así es como se cuida y preserva el bien común de la sociedad.



Estimo que a esta ilustre institución le cabe, en la hora presente, una misión particularmente importante y, por lo demás, permanente: resistir al escepticismo, que es corrosivo y destructivo. Para conseguir derrotarlo, nada mejor que una labor valiente, provista de humildad y constancia. Son palabras de un humanista del siglo XVI -me estoy vistiendo con ropa ajena-, pero resultan pertinentes para el caso. De esa manera se puede enfrentar la prueba del escepticismo tan agudo que se registra hoy día, que todo lo pone en cuestión, que todo lo rige por el cartabón individual, que se olvida, a veces, de la patria, ponderada aquí con tanta elocuencia por otras personas.



Esa prueba y otras más se van a poder resistir si el Congreso efectivamente logra la autonomía que necesita. Con un grupo de amigos nos atrevimos a plantear la posibilidad de un sistema semipresidencial que le diera un rol incrementado. Eso causó un poco de efecto público. Creo que la idea sigue viva y habrá de cristalizar algún día, porque ciertamente en Chile tenemos un presidencialismo excesivo.



Me adhiero a lo que aquí se ha dicho en cuanto a que el país presenta una inercia positiva. Y hay que cuidarla. Los excesos presidencialistas se confunden de pronto con unas iniciativas refundacionales que eran buenas para 1830, quizás, pero no me parece que lo sean para 2014.



Considero que es preciso seguir esforzándose por reivindicar la política -aquí han intervenido al respecto personas con mucho más autoridad que el Senador que habla, aunque este también ha sido político en la esfera municipal durante muchísimos años-, desacreditada, desvalorizada, pero cada día más importante. Porque son los partidos -que cada uno de nosotros animamos- los que conectan con la ciudadanía y ordenan los problemas y los jerarquizan.



Los famosos “movimientos sociales”, de generación espontánea, que surgen como callampas en terrenos de rulo después de las primeras lluvias, no constituyen la clave para gobernar un país.



Termino diciendo que hay que desechar la teoría, tantas veces ventilada, del pasado negro irredimible. Otros lo han hecho ya en este ratito. Porque si el pasado fue negro, el futuro ha de ser igual, a menos que nos creamos seres de nueva factura, producto de alguna probeta especial. En fin, hoy día se recurre tanto a ella...



Creamos en nuestro país. Hemos tenido una historia limpia. Hemos buscado la paz. Hemos ido a la guerra cuando ha hecho falta. Hemos defendido las instituciones de distintas maneras. Nuestro futuro, entonces, es muy bueno, precisamente porque Chile cuenta con instituciones como esta y con políticos que las animan, del valor de los que aquí quedan.



Me voy. Se habla de pie cuando se despide a un difunto ilustre y también cuando se deja el Senado.



Será porque puede ser un anuncio de muerte civil... Espero que no sea así en mi caso.



Les deseo a ustedes, a los que están sentados, mucho éxito en sus labores, y espero, en fin, que todos sigamos siendo amigos, porque tenemos un país estupendo que cuidar.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, en mi última intervención en esta Corporación quiero comenzar agradeciendo la confianza de los magallánicos, quienes me permitieron representarlos por doce años en la Cámara de Diputados, primero, y luego, por un período en el Senado.



Ha sido para mí un gran honor hacerlo.



En lo político, me permitió colaborar en la aprobación de numerosos proyectos y apoyar decididamente los esfuerzos de los Presidentes Frei, Lagos y Bachelet y, también, colaborar lealmente con la actual Administración en iniciativas de bien para la nación.



Como socialista, valoro con especial cariño a mi Partido, que me nominó para representarlo; a los militantes y amigos que pusieron su empeño en que así fuera. Particularmente, recuerdo a muchos que han quedado en el camino y, ciertamente, a los miles que dejaron o arriesgaron su vida durante la dictadura para que el Parlamento reabriera sus puertas.



En lo social, me posibilitó ampliar mi capacidad de ayudar a miles de familias de mi región. Lo que hice siempre como abogado en la defensa de los intereses y derechos de miles de modestos pobladores, de sindicatos y trabajadores pudo llegar a bastante más gente. Miles de personas recibieron mi ayuda personal o de mi oficina parlamentaria, lo que me llena de alegría. Es un reconocimiento que va mucho más allá de los votos y que para mí ha sido un objetivo y desafío de vida.



En lo personal, ello ha representado un gran orgullo y responsabilidad para un hijo de modestos trabajadores chilotes que llegaron a la Región de Magallanes sin más bienes que sus sueños, ni más herramientas que sus manos y deseos de surgir.



Durante estos años he procurado servir a mis electores y defender a nuestra región, históricamente postergada y cuyos habitantes no reciben todo el apoyo que requieren, atendida la labor de soberanía que realizan.



Si se leen intervenciones de legisladores de Magallanes, observamos que desde los albores de la República se aprecian las mismas preocupaciones: el transporte y la conectividad, el abastecimiento de insumos, el fomento productivo, los servicios sociales, la educación, la salud. Es esta una tarea de largo aliento, una posta que se repite por generaciones.



Reitero mi convicción de que Magallanes necesita un trato especial. Solo una mayor autonomía le permitirá progresar. Así que espero que se aprueben las elecciones de intendentes como un paso de los numerosos que nuestra región y también las restantes requieren para zafarse del centralismo que agobia a Chile.



En el transcurso de estos años he contribuido con el aporte de iniciativas, muchas de las cuales se han convertido en leyes. Otras, como la que protege los derechos de los pasajeros aéreos, ya se encuentran en instancias finales. Así, contribuí a impulsar diversos proyectos, como la Ley de Fármacos, recientemente promulgada, o la Ley de Quiebras, a la que incorporé la insolvencia a nivel familiar.



En el plano educativo, pudimos extender la aplicación de la beca a los habitantes de Magallanes que cambian de provincia para estudiar; aprobar una iniciativa de ley, aún insuficientemente utilizada, que permite estimular la radicación de especialistas; conseguir diversos mejoramientos en materia laboral, como los dos domingos feriados al mes de que gozan los trabajadores del comercio, o la sanción, como proveedores del Estado, a quienes incurren en prácticas antisindicales. Y también contribuimos a facilitar aspectos prácticos, como la posibilidad de que las madres puedan obtener autorización judicial por dos años para sacar a sus hijos del país, en lugar de requerir esa gestión para cada viaje.



En este empeño procuré actuar en forma responsable y seria: no busqué el halago fácil ni la figuración mediática, sino el resultado efectivo. Quizás eso pasa la cuenta en esta sociedad de las comunicaciones. Pero creo que es la forma correcta de actuar.



Han sido años muy provechosos.



El paso por estas Salas permite advertir la importancia del Congreso Nacional como expresión genuina de la soberanía popular. 



En tal sentido, es muy importante que en el futuro se sigan perfeccionando los canales de participación ciudadana, pero asimismo que se rompan los obstáculos que afectan su legitimidad, como el sistema binominal.



Ojalá los nuevos parlamentarios tengan la sabiduría para entender que más allá del resultado electoral y la calculadora está el interés superior de preservar la democracia y la representatividad de este Parlamento bicentenario.



El paso por estas Salas permite, además, reconocer la relevancia de la amistad cívica, esa que no se puede perder y que debe evitarnos hechos tan dolorosos como los vividos a partir del año 1973.



Agradezco la posibilidad que he tenido de conocer a muchos parlamentarios de diversos sectores, con quienes hemos forjado relaciones de afecto, amistad y respeto mutuo. 



A los que dejan esta labor les deseo éxito en sus nuevas actividades.



Y respecto a los que permanecerán acá y a los que llegarán, obviamente también espero que puedan servir con dedicación a nuestro país y a sus electores. 



En particular, les deseo éxito en su trabajo a quienes representarán desde el 11 de marzo a Magallanes tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado.



Al terminar, agradezco la colaboración de todo el personal de esta Corporación: a su Secretario, a los secretarios de Comisiones, a los profesionales y técnicos, secretarias, administrativos, auxiliares y personal del servicio de comedores.



¡Gracias por su dedicación y gentileza, que permite hacer más grata y eficiente nuestra labor!



Señor Presidente, Honorables colegas, muchas gracias por lo aprendido en estos años. 



¡Gracias por la amistad y el cariño!



¡Gracias a la ciudadanía de Magallanes por su confianza!



 Tratemos de seguir perfeccionando cada día más este Congreso y nuestra democracia.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, de repente a uno le dan ganas de preparar un discurso de despedida. Pero quiero ser superclaro y decir que estos ocho años de trabajo han sido interesantes desde las perspectivas política y humana.



¿Cómo no va a ser interesante que uno tenga la capacidad y la posibilidad de conversar con personas de pensamientos muy distintos y también con aquellos de pensamientos más cercanos? 



¿Quién va a pelear con Ignacio Walker cuando yo deje de ser Senador -como Ministro es difícil hacerlo- o con Coloma…? Porque Coloma dice “Z” y yo digo “A”.



En el fondo, hemos tenido diferencias, pero desde la óptica política. Desde el punto de vista humano, del cariño, de la conversación de pasillos, de la discusión, el trabajo ha sido muy interesante.



En verdad, me siento muy contento de haber participado en esta Corporación.



Señor Presidente, yo no deseaba quedarme en el Senado. Había decidido irme, pero la Presidenta electa me llamó a trabajar en el Ministerio de Justicia. Y esa labor la voy a realizar con gran fuerza y, también, con el ánimo y el convencimiento de que recibiremos el apoyo necesario para hacer aquellas cosas que esperan los chilenos. Sé que aquí hay numerosos amigos que me ayudarán, que colaborarán conmigo para salir adelante con esta tarea, que es para todos los compatriotas.



Señor Presidente, quiero desearle felicidades y éxito a Víctor Pérez ¡y que sea Presidente de la UDI...! ¡Le he dicho que se ponga la banda…! ¡Me estoy metiendo en elecciones que no debo…! Con él también he tenido una muy buena relación, al igual que con Quintana, Tuma, Escalona. 



¡Con todo lo que hemos peleado, Camilo, creo que hoy día por lo menos nos vamos los dos contentos, agradecidos…! Hemos aprendido a generar un camino de amistad cívica importante.



También he tenido buena relación con Isabel, a quien felicito porque va a ser Presidenta del Senado. Ella, hija del Presidente Allende, le va a entregar a Michelle Bachelet la banda presidencial. Para mí eso es espectacular desde el punto de vista de la imagen, desde la perspectiva de la historia.



¡Así que, Isabelita, un abrazo grande!



¡A Pedrito, otro abrazo!



¡También a Ximena, con quien trabajaremos juntos en este nuevo desafío!



¡Y a Andrés, el más “vivo” de todos los Senadores…!



¡A Lily!



¡A Hosaín, quien se va también!



¡A Patricio Walker! Su lucha, que no comparto, será eterna. Pero él defiende sus principios también.



¡A Ignacio! ¡Para qué decir cuánto hemos peleado…! Pero igual somos amigos.



¡A Carlos, un gran amigo! Creo que el norte, en verdad, se pierde a un gran Senador. Él, además, ha desarrollado su labor con esfuerzo y cariño.



¡A Marianito, quien ha sido un maestro para todos nosotros!



¡Al Presidente Frei, un abrazo también!



¡A Baldo, con quien he trabajado harto tiempo!



¡A Antonio!



¡A Alberto!



En fin, la verdad es que lo único que quiero decir es que me voy contento.



¡Un inmenso abrazo para todos!



Que el próximo sea un gran Senado. Llega nueva gente, y espero que, teniendo en cuenta lo que hemos sido capaces de hacer, se pueda construir un mejor país.



Y, señor Presidente, he trabajado bastante con usted en la Mesa  -dos años por lo menos-, y creo que la labor ha sido exitosa. ¡Así que un abrazo también! 



También les hago llegar un abrazo a don Mario Labbé, a todas las secretarias y a los funcionarios que nunca olvido. Para ellos, un tremendo agradecimiento.



Un abrazo para todos y que Chile siga siendo como es.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el querido Senador del norte grande don Carlos Cantero.



Su Señoría dispone de 5 minutos.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, en las encrucijadas de la vida es bueno intentar hacer una reflexión que oriente cómo enfrentar los nuevos desafíos.



Termina para mí una etapa importante en la que he tenido el privilegio de formar parte de la institucionalidad republicana de nuestro país. Son 31 años de vida pública: 7 como alcalde en Sierra Gorda, Tocopilla y Calama; dos períodos como Diputado por el distrito 3; dos períodos como Senador por la Región de Antofagasta.



A nivel global, he representado a Chile en múltiples foros internacionales, en compañía de muchos colegas.



Llegamos todos muy jóvenes, esbeltos; algunos ya pintan canas y el tiempo nos ha ido cobrando la cuenta.



Al momento de hacer esta última intervención en el Senado, confieso que me siento contento y satisfecho, me voy pleno y realizado.



Hemos sido actores de una de las transiciones políticas más exitosas del mundo contemporáneo. Eso sí, tengo plena conciencia de que aún debemos seguir generando equilibrios políticos entre el mercado, el Estado y la sociedad civil. Es imperativo superar las desigualdades sociales, territoriales; particularmente la deuda eterna en materia de descentralización, los aspectos económicos, el déficit en la calidad de la educación, lo referido a la salud, e impulsar una economía basada en el conocimiento.



El servicio público es mi vocación. Lo entiendo como el más alto honor al que puede ser llamado un ciudadano para la promoción del bien público. Y la política es una acción colectiva, democrática, mutuamente respetuosa, de personas unidas voluntariamente por ideales para ejercer en lo público, sirviendo a la comunidad y a la humanidad, si es posible, en la gestión de políticas públicas.



Actué siempre fiel a mis propias convicciones, con autonomía e independencia, caracterizándome -y lo enfatizo- por la transversalidad política, buscando acuerdos con todos los sectores.



Desde el regreso a la democracia en 1990 participé y promoví importantes acuerdos en todos los ámbitos. Muchas de esas iniciativas hoy son leyes.



Esta conducta no fue siempre comprendida y generó dificultades con algunos miembros de mi propio sector. Fui visto con desconfianza, como disruptivo, como limítrofe. Pero declaro con total sinceridad que me habría gustado profundizar aún más en la transversalidad de la acción política.



Estos son tiempos en que se impone un nuevo valor de la diversidad, un desafiante valor del pluralismo. Hoy, más que nunca, el centro es más grande, más móvil, más independiente y desafiante políticamente.



El gran desafío de este tiempo consiste en impulsar una política de convergencia, no esa democracia de los acuerdos en la que yo participé, que solo se propuso -y lo logró al final- un empate amparado en el sistema binominal, sino una que construya lenguajes y visiones comunes, que sintonice a la ciudadanía con el Parlamento, que deje atrás el verticalismo partidista y de los grupos de interés económico para escuchar a la ciudadanía. En definitiva, una en que se alcancen acuerdos para romper las grandes inequidades y asimetrías que deja el modelo de desarrollo chileno.



Con relación a la reciente elección, una vez más se ha demostrado que el elitismo, la intolerancia, la falta de consideración arrojan malos resultados. 



En lo personal he aprendido que se puede ganar en la derrota. No resulté electo, es cierto; pero mis ideas políticas ganaron y están más cerca que nunca de ser realizadas.



Menciono las que más me han motivado a lo largo de mi trabajo parlamentario: los anhelados cambios en la educación pública, para que sea más digna, más solidaria, de mayor calidad, gratuita para todos los compatriotas que así lo requieran, lo cual no se contradice con el sistema mixto. Y sigo el mismo criterio en materia de salud pública. Esta requiere ser recuperada y dignificada para los chilenos más postergados socialmente.



Siento que mi reclamo social sintoniza con la ciudadanía, y que la posibilidad de romper las grandes asimetrías sociales está más cerca que antes.



Hay una mayoría parlamentaria hoy, en lo que viene, para una reforma tributaria que haga realidad estos sueños de millones de chilenos. Es imperativo recuperar los bienes públicos, que son responsabilidad del Estado y que nuestro país ha entregado al mercado sin miramientos sociales, sin equidad y sin solidaridad. 



No estoy en contra de que el Estado actúe en esta área. Lo que pido es que el Estado cumpla su rol, y hasta ahora no lo ha hecho con la dignidad que corresponde.



En tal sentido, durante estas dos décadas intenté cambiar las prioridades de la Derecha, aunque confieso que con poco éxito. Intenté constituir una Centroderecha con mayor compromiso social, menos polarizada en su discurso tecnocrático, con un sentido más horizontal y participativo, menos orientada a la competencia y más dispuesta a la colaboración, con menos egoísmo y más altruismo, con menos racionalidad y más emocionalidad; más centrada políticamente. 



Está pendiente el desafío de constituir en Chile una opción de centro político laico, moderno, que sea capaz de hacerse cargo de las viejas injusticias y también de los nuevos desafíos.



Al alejarme de esta Corporación y mirar retrospectivamente, debo manifestar mis agradecimientos hacia los ciudadanos de la Región de Antofagasta que en tantas ocasiones me honraron con su confianza para representarlos en el Congreso Nacional.



Agradezco también a los militantes de Renovación Nacional que me dieron la oportunidad de enfrentar exitosos procesos electorales, en otros tiempos de mayor fraternidad y respeto mutuo. Espero que tales valores sean recuperados en ese Partido.



Fui Diputado, Senador, Presidente regional y Vicepresidente nacional; contribuí al desarrollo de estrategias que nos permitieron alcanzar el poder con Sebastián Piñera; participé en la conformación de la Coalición por el Cambio y tengo historia para expresar una crítica: se requiere más carácter inclusivo y mayor énfasis social.



Terminé ajeno a esa militancia, paradójicamente sintiéndome más cómodo y más respetado fuera de ella.



Confieso que me ha dolido esta ruptura, pero he nacido a otros espacios de pluralidad, he ganado un compromiso más social y más transversal.



Quiero, además, agradecer a los funcionarios del Congreso Nacional, especialmente a los del Senado de la República de Chile, que con su vocación de servicio y amplia experiencia se han constituido en la memoria que facilita la labor legislativa. A los que han partido y a los que están hoy con nosotros: secretarios, administrativos, funcionarios y oficiales de Sala y de Comisiones que han apoyado nuestro trabajo, les agradezco por su esmero y excelencia inalterable.



Deseo también valorar el trabajo, respeto y amistad cívica de los carabineros de la guardia que cuida la seguridad de nuestro Congreso Nacional.



Quiero hacer una especial mención a la Biblioteca del Congreso Nacional, institución fundamental que constituye el paradigma que seguir por las bibliotecas del país. Es la gran ventana de las ventanas que nos aproxima el material bibliográfico y de hemeroteca que surge en todo el mundo, en su formato físico y, especialmente, en el digital. A lo largo de estos años he sido testigo de su gran dirección, excelentes profesionales y sobresaliente equipo humano.



Agradezco a ustedes, queridos colegas, por haberme honrado con la Vicepresidencia del Senado y con la Presidencia de diversas comisiones legislativas.



He servido a Chile en momentos complejos de nuestra historia, con honesta voluntad de servicio, respeto y transversalidad política, honrando los principios democráticos, la igualdad de oportunidades y la vigencia de las libertades. 



Valoro vuestra amistad, fraternidad y respeto, lo que constituye para mí el mejor reconocimiento.



En este tiempo y espacio político-legislativo, se quedan vivencias racionales y emocionales, en dimensiones personales, familiares, nacionales y globales. Son muchos los nombres que vienen a mi memoria. Para todos ellos, mi homenaje, mi recuerdo y gratitud por la convivencia extraordinariamente enriquecedora y fraternal de que he gozado.



Expreso a quienes se quedan y a los que llegarán los mejores deseos de éxito para este nuevo ciclo en la historia de nuestro país, en que deberán enfrentar los profundos cambios que la sociedad chilena y global está experimentando. Espero que atinen en responder a lo que nuestros compatriotas quieren para sus vidas, para un Chile más justo, más digno, más equitativo y donde los ciudadanos puedan alcanzar niveles superiores de felicidad, realización y movilidad social.



Si por pasión o vehemencia alguna vez pude haber ofendido a alguien, pido humildemente perdón. Agradezco a quienes, más allá de fronteras políticas, territoriales o jerárquicas, me han brindado su amistad y cálida presencia. Gracias globales por todo ello.



Agradezco, lleno de emoción, a mi familia: a mi esposa, Mónica; a mis hijos, Pablo, Karla e Ignacio, y a mi nieto Pedrito, por su comprensión e infinito apoyo. 



A todos quienes han constituido, por trabajo, por convivencia, por mérito, mi familia adicional -me refiero a mi equipo de apoyo-, muchas gracias, pero especialmente a Mónica Vargas y a Soledad Valle, quienes me han acompañado en estos veinte años.



Como última reflexión, quiero señalar algo que creo que vale la pena tenerlo presente. 



Debo confesar que, a pesar de mi larga trayectoria política, nunca imaginé tener una convivencia tan maravillosa con mi adversario político José Antonio Gómez, mi amigo.



Con nuestras diferencias y discusiones, yo no pude haber tenido un mejor compañero de trabajo legislativo. A pesar de ellas, muchas veces discutimos si era pertinente instalar una sede conjunta en Antofagasta, para recibir como buzón las inquietudes de todos nuestros electores. Realmente ha sido una experiencia notable, José Antonio, y yo deseo que los demás parlamentarios puedan tener el privilegio de compartir su tarea con una persona capaz de mostrar la estatura que tú mostraste en nuestra relación. Nuestras diferencias no nos han separado, sino que nos han unido, y te lo agradezco.



Todo lo bueno tiene un final y este es un buen momento para este final. Con alegría, confianza y optimismo, les digo: ¡Muchas gracias a todas y todos! Que la vida y sus desafíos nos permitan fluir en armonía y felicidad. ¡Que así sea!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra al Senador señor Uriarte. 

El señor URIARTE.- Señor Presidente, Honorable Sala, queridos amigos:



Quiero que mis primeras palabras, en este momento de emoción y de reconocimiento en que concluye mi función parlamentaria, sean para agradecer a los habitantes de la Región de Coquimbo que tuve el honor de representar en el Senado, como también a los hombres y mujeres de las provincias de Melipilla y Talagante, que representé antes en la Cámara de Diputados.



Con ellos y con ustedes construí una parte importante e imborrable de mi biografía, una historia llena de recuerdos y de logros que jamás olvidaré.



En este momento guardo en mi mente tantos rostros, tantas manos extendidas, tantos kilómetros transitados, tantas palabras en ideas emitidas y tantas voces recibidas.



Nos correspondió no solo legislar -ya por sí misma es una noble y relevante actividad-, sino también ser parte de la generación que restauró la convivencia democrática, que logró que Chile consolidara su progreso económico y social y, por sobre todo, que fuese capaz de aprender a respetar la diversidad de los pensamientos y la libertad para expresarlos en este Hemiciclo.



Llevo y llevaré en mi alma para siempre a los dirigentes vecinales, a los agricultores y regantes, a las temporeras y a los campesinos, a los pescadores y a los comerciantes; al personal de la salud, a los funcionarios públicos, mineros, deportistas, músicos, artistas, folcloristas, empresarios, profesionales, religiosos y, por supuesto, a los vecinos y mujeres jefas de hogar de la Región de Coquimbo. A todos ellos, mi sentido agradecimiento por la amistad que me brindaron y, sobre todo, por la confianza que depositaron en este modesto servidor, que procuró desempeñarse en el servicio público con pasión, entrega y genuina dedicación.



Quiero también agradecer muy especialmente a mi secretaria, Paola Larraín; a los funcionarios del Senado y de la Cámara de Diputados con quienes compartí extensas jornadas de trabajo, primero como asesor del Senador señor  Hernán Larraín, después como coordinador del Comité de mi bancada en la Cámara Alta, más tarde como Diputado y finalmente como Senador.



En seguida, deseo agradecer a los Senadores y Senadoras, sin excepción. Al señor Presidente, Jorge Pizarro, leal compañero de tantas luchas en la Región. 



De ustedes aprendí que la gente no se divide solo por dimensiones políticas de Derecha, Centro o Izquierda. De ustedes aprendí que la única gran clasificación relevante en la vida se aloja en la calidad del alma humana.



Quiero también hacer un especial reconocimiento y expresar mi agradecimiento a mis compañeros de ruta, a mis hermanos de camino: los Senadores de mi bancada, quienes son parte de lo que ya es mi familia. Desde hace mucho tiempo hemos recorrido juntos un camino. Con ustedes compartí una de las tareas más nobles a las que puede aspirar un militante de la UDI: servir a Chile desde el Senado.



A todos, muchas, muchas pero muchas gracias.



Permítanme ahora una breve y modesta reflexión.



En los meses que siguieron a la elección de noviembre pasado, he repensado serenamente lo que fueron estos años de mi vida parlamentaria. Mis aciertos y mis errores ya son parte de la historia. Así como no creo que sea esta la ocasión para volver sobre ellos, tampoco me parece que sea yo quien deba juzgarlos.



Al dejar esta noble función, lo hago con la íntima convicción de haber procurado servir fielmente y en todo momento a quienes representé durante doce años en el Congreso Nacional.



Para nadie es un misterio que el Parlamento no goza del prestigio que todos quisiéramos que tuviera. Son demasiados los esfuerzos corporativos que realizan a diario nuestras autoridades institucionales para modificar tal realidad. Así y todo, seguimos estando muy abajo en cada medición que se hace sobre la función que desempeñamos.



He llegado al convencimiento de que no basta con decir que hay incomprensión hacia nuestro trabajo, ni mucho menos culpar a la prensa o a otros por nuestro descrédito.



Pienso que la razón más profunda de este innegable desencuentro que tenemos con la ciudadanía y que es una verdad del porte de una catedral, radica en la actitud que muchas veces tenemos para aproximarnos a las soluciones que la ciudadanía nos demanda.



Han pasado más de treinta años desde que se normalizó nuestra vida democrática y a ratos pienso que no hemos sabido estar a la altura de las exigencias que nos plantea una sociedad moderna y empoderada, donde las personas buscan sentirse protagonistas de su destino y exigen mucho más de sus autoridades.



¡Qué duda cabe de que nuestro trabajo legislativo necesita de cambios y modernizaciones urgentes y profundas, pero antes que eso, de un cable a tierra en todos quienes quieran desempeñar una función pública!



Señor Presidente, al concluir esta maravillosa etapa de servidor público desde el Congreso de mi querido país, quiero dar gracias a Dios por haber podido servir a mi patria, pero también pedir perdón a mi familia -a Sofía, mi señora, y a mis cuatro hijos; a mi madre y a mi padre, que ya no están- por el tiempo que no les di, que les arrebaté y que probablemente nunca volverá.



Alego, sí, en mi defensa que no fue tiempo perdido, pues no hay mejor tiempo que el que la ética cristiana exige entregar al prójimo, y mejor aún si ese tiempo, esas ganas y esa pasión se dirigen a los más necesitados y a los que más sufren.



¡Muchas gracias y hasta siempre!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Doy fe plena de lo dicho por el Honorable señor Uriarte respecto de su trabajo y compromiso con la mencionada Región.



El Honorable señor Ruiz-Esquide me manifestó al inicio de la sesión que quería cerrar solemnemente este acto, ya que “la juventud tenía que hablar al final”. 



Tiene la palabra el señor Senador no solo para que nos exprese su punto de vista, sino, además, para que nos deje un mensaje y su palabra sabia en este Hemiciclo.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- No sé si el señor Presidente hubiera sido un buen confesor, pues ¡me ha delatado en lo que solicité…! 



Deseaba, después de escuchar a mis colegas, terminar diciéndoles lo que han significado para mí estos años en el Senado.



Primero, al igual que todos los que se van junto conmigo, formulo un tremendo reconocimiento a mi familia, a mis hijos y a mi esposa, que ya no está. A mis hijos, que han sufrido en parte el costo de la política; a mis padres, que me permitieron tener una formación que me autorizó ante el pueblo chileno, en su tiempo, para ser concejal, Diputado y Senador.



Un saludo cordial, cariñoso, tremendo, desde lo más profundo del alma, a los funcionarios y funcionarias del Senado. A todos les envío un enorme, enorme abrazo y a las funcionarias, ¡un casto beso…!



Gracias, amigas y amigos del Senado, porque ustedes han sido lo que Ortega y Gasset llama “nuestra circunstancia”. Uno no llega a esta Corporación solo a hacer lo posible por Chile. No. Según mi experiencia, uno llega aquí a aprender. Y una de las cosas más maravillosas que he asimilado en estos 24 años ha sido el refinar, el precisar, el apuntar en un tejido fino lo que debemos hacer con la política.



Parto de la base de que la política, como ha dicho el papado, constituye el ejercicio más noble, exceptuando la religión. Y efectivamente es así.



¿Cómo lograr entonces que la gente no se quede con la sensación de que no tenemos un comportamiento que nos haga merecer el nombre de “políticos”? A través de pocas cosas, camaradas, compañeros, correligionarios, conciudadanos. 



La primera, el respeto por la verdad. “Solo la verdad nos hace libres”, dice el evangelio; y el Papa actual lo ha remarcado, para que sea siempre lo mismo lo que expresamos en la palabra, en el pensamiento y en el ejercicio de la vida; para que haya una consecuencia que permita un segundo paso superior a la política: hablar como se piensa, vivir como se habla; tener consecuencia con una moralidad y una ética de comportamiento que no hagan distinción entre lo privado y lo público. 



¡No hay dos éticas ni puede haberlas en política si queremos que el Senado siga siendo la luz que a mi juicio representa para Chile! A pesar de lo que hacemos dentro o fuera de esta Corporación, en nuestra casa y en nuestras vidas, con todos los errores, con todas las veces en que hemos negado a Cristo (los que somos cristianos) y los intereses intelectuales de aquellos que no creen en Él, somos y seremos siempre la luz que alumbra a nuestro país.



Aprendí de todos ustedes que la política también es el arte de convivir, de considerarse realmente parte de una nación, de una sociedad y de un grupo de hombres y mujeres dispuestos -entramos aquí para eso- a dar la vida si es necesario, ya que esta no se entrega solo en un combate militar, sino también cuando debemos asumir errores generales de nuestro país, cuando tenemos que “dolernos” como decía también Ortega y Gasset. Unamuno señalaba: “Me duele España”. También a nosotros en un momento nos dolió Chile, por años, aunque no es la hora de venir a señalar quién tuvo culpa y quién no.



Las dictaduras, cualesquiera que sean, son capaces de generar, de mostrar, poner de manifiesto la sima -con “ese”- de una sociedad o de un hombre o una mujer y la cima -con “ce”- como proyecto valeroso para defender ideas frente a la represión.



Esa es una historia pasada, que no queremos volver a vivir. Pero para evitar que eso ocurra, como correspondió hacerlo en su momento, tenemos que continuar también con algunas reglas en nuestro comportamiento esencial.



La primera es el trato. Aquí he aprendido que se puede llevar a cabo una política clara, dura, fuerte, con argumentos sólidos, con un trato de caballeros, con un trato de dama y con la exquisita amistad, que es lo que nimba la vida de todo ser humano.



Además he aprendido que se puede ser amigo de quien piensa distinto. Los que llevamos tantos años en política también caemos a veces en el exabrupto, en el desprecio y en la sensación de que la verdad solo pasa por nuestro ombligo, de que mi verdad es la única que vale. Y entonces se encona la discusión, se agravia al adversario, se termina la amistad y las palabras empiezan a fluir con odiosidad.



Aprendí, finalmente, que no hay tarea mayor o menor para el hombre o la mujer. Todo trabajo, todo lo que hacemos, tiene un valor inmenso. 



Por eso, antes de concluir, permítanme saludar desde aquí a la Región que me ha elegido como su representante durante estos años y, asimismo, a las primeras poblaciones y lugares de Talcahuano donde comencé mi tarea política.



Permítanme decirles que me voy con la sensación de haber hecho amigos, no de una manera superficial, no solo con el palmoteo fácil: amigos de verdad, lo que significa saber que por ellos uno puede y debe dar la vida si fuera necesario.



Incluso, he aprendido a querer a mis adversarios, cosa que no es fácil para un vasco.



Además, me he sentido feliz de trabajar con los Senadores de mi Partido. 



¡Ignacio, cuando me perdone, va a abrir el camino de su salvación…!



--(Manifestaciones en la Sala).



En cuanto a mis amigos de otros Partidos, ¡el aprendizaje me ha posibilitado querer incluso a Víctor Pérez…!



--(Manifestaciones en la Sala).


Y del mismo modo fuimos amigos con Mario Ríos y con otros representantes de nuestra Región.



A todas y a todos ustedes los llevaré en el corazón. 



Y cuando ya no esté, quisiera que me recordaran como una persona que intentó hacer lo que señalé recién: vivir consecuentemente; vivir en amistad; vivir en fraternidad; vivir con cierta presencia de ánimo para que Chile siga siendo lo que es hasta la fecha, para que nunca más en ninguno de nosotros surja la idea de que el país nace junto con uno o de que solo quienes estamos en un lado de la vereda somos los verdaderos salvadores.



Este Senado, con toda su diversidad, será como esa luz de la que habló un poeta hindú e indio, quien dijo que la noche más oscura se abre a las estrellas más brillantes. Así será con la presencia de ustedes en nuestro país.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias a usted, don Mariano.



¿Ve que tenía razón, señor Senador, al manifestar que era bueno que deseara hablar al final? ¡Estuvo muy bien hecha su solicitud!



Deseo agradecer a los miembros de esta Corporación que próximamente terminan su mandato: en primer lugar, al Honorable señor Camilo Escalona, a quien de nuevo le ofrezco disculpas por haber interrumpido su discurso haciéndole notar que había excedido el tiempo reglamentario; a Carlos Kuschel; a Carlos Larraín; a Jovino Novoa; a José Antonio Gómez; a Gonzalo Uriarte; a Eduardo Frei (ex Presidente de la República); a Hosaín Sabag; a Pedro Muñoz; a Carlos Cantero; al gran Mariano Ruiz-Esquide; a nuestra querida Soledad Alvear, quien hoy no está presente, y también a Ximena Rincón, quien se va para cumplir otra responsabilidad, en la que sin duda va a expresar la vocación de servicio público que mostró como miembro de esta Corporación.



¡Gracias por el aporte realizado; gracias por el compromiso, gracias por la entrega! 



Expreso lo anterior en nombre del Senado, de todos los funcionarios, de la gente con la que han convivido y trabajado aquí.



Es fácil desprender de las palabras que cada uno de ustedes ha pronunciado que el Senado debe seguir siendo la institución más potente de nuestro sistema democrático. Y digo “potente” porque debiera transformarse en el faro de luz que guíe las decisiones políticas del país en pos de ir mejorando la calidad de vida de nuestros compatriotas.



Años atrás se señalaba: “El Senado es la instancia de los acuerdos”. Pero desde hace algún tiempo el hecho de llegar a acuerdos está siendo mal visto; es poco popular o impopular: a aquel que busca el acuerdo se le califica de pusilánime o de que no tiene perfil o convicción en las ideas. Por lo tanto, lo que a veces prima es el mensaje duro, el mensaje agresivo, el mensaje que polariza.



Si tuviera que hacer un resumen de lo que han dicho todos ustedes, diría que se resaltó justamente el rol del Senado como instancia donde la política chilena es capaz de dialogar, de convivir, de respetar el pluralismo de lo que cada uno de sus miembros representa y de llevar adelante ese diálogo con altura de miras, buscando el bien común de los chilenos.



Como muchos de ustedes han expresado, a veces, en la vorágine o el tráfago del debate, de la coyuntura, nos olvidamos de que las decisiones que aquí tomamos o dejamos de tomar tienen una incidencia en la vida diaria de nuestros compatriotas. En efecto, lo que aquí resolvamos afecta la vida cotidiana de cada uno de los chilenos. 



En consecuencia, si actuamos con eficacia, si tomamos acuerdos, si somos capaces de diseñar políticas públicas, de Estado, que puedan permanecer en el tiempo, estaremos facilitando y mejorando la calidad de vida de toda la población.



De lo que he escuchado de ustedes en los años en que hemos estado juntos, les reconozco la voluntad de tratar de mejorar la política.



Nos quejamos de lo mal que estamos; nos quejamos del desprestigio de la política; nos quejamos de la falta de conducción de los partidos; nos quejamos de la falta de ideas. Pese a ello, queridos colegas y amigos, ¡me alegro mucho de que todos ustedes se hayan definido por esencia como políticos! 



Como sostenía el Papa Juan Pablo II, no cabe duda de que para un cristiano hacer la política es la mejor forma de cumplir con el evangelio. Y eso depende mucho de nosotros.



Por eso, me alegro de que todos manifiesten su compromiso con la política: con la buena política, con la política transparente, con la política consecuente, con la política constructiva, con la política respetuosa. 



Indudablemente, más allá de estar en el Gobierno o en la Oposición, lo que siempre ha animado el trabajo de cada uno de ustedes ha sido aportar lo mejor de sí, con ideas, con propuestas, con decisiones, buscando el mayor bienestar para Chile.



Antes de que termine esta fase de la sesión, me ha pedido hacer uso de la palabra el Ministro señor Larroulet, con quien el Senado ha tenido el privilegio y la “maldición” de entenderse durante cuatro años.



--(Manifestaciones en la Sala).



Señor Ministro, usted ha sido el blanco de todos nuestros reclamos, y nosotros hemos sido el blanco de todas sus urgencias. Pero, considerando el espíritu con que se ha trabajado en los cuatro años que usted ha tenido la suerte de representar al Gobierno en la relación con el Congreso, ha habido respeto, ha habido diálogo, ha habido capacidad de entendimiento y ha habido discrepancia, ¡y bastante!, como es lógico y natural. Pero entendemos que, en el Ejecutivo y en el Congreso, todos buscamos lo mismo.



Tiene la palabra, señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Gracias, señor Presidente.



Quiero agradecer, en nombre del Presidente de la República, de cada uno de los Ministros de Estado, del mío propio y del equipo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el trabajo que todos los Senadores -tanto los que concluirán su mandato como los que continuarán aquí- hicieron para posibilitar el cumplimiento de las responsabilidades del Gobierno del Presidente Sebastián Piñera en estos cuatro años.



Agradezco a todo el personal que, como han dicho todos los Senadores que intervinieron antes, realiza un trabajo notable y hace una colaboración enorme para que el país cuente con una legislación adecuada.



También doy gracias a las distintas Mesas del Senado con que me tocó trabajar: a la que encabezó el señor Pizarro (en dos periodos), a la del señor Escalona, a la del señor Girardi, y a sus respectivos Vicepresidentes.



Señor Presidente, como usted ha sostenido, efectivamente ha habido, al margen de las diferencias políticas, una relación muy profesional entre el Senado y la Presidencia de la República.



Han sido cuatro años intensos de debates, de divergencias. 



Voy a entregar un informe sobre lo logrado…

El señor GÓMEZ.- ¡Mientras no falte a la verdad, está bien…!

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Ustedes saben que me gustan las estadísticas: se aprobaron 296 leyes priorizadas por el Gobierno. Este es el resultado del trabajo de todos.



A propósito de la reflexión manifestada en esta Sala e, incluso, de las ironías que persistentemente hace un señor Senador, como yo vengo del mundo académico, no puedo dejar de mencionar que en estos años he aprendido el valor de la política y el valor de lo que cada uno de ustedes realiza en favor del país.



Quienes continúan en funciones políticas y quienes nos vamos a otros trabajos debemos persistir en la tarea de ensalzar la política, como dijo el Senador Ruiz-Esquide, fundamentalmente a través de las actitudes personales. Pero no solamente por esa vía, sino también por medio de nuestras labores futuras, en nuestro rol de luz -usando las palabras del evangelio que han sido largamente mencionadas- y sal del mundo.



Mi tarea y la de ustedes, sin lugar a dudas, es valorar el significado de la política y reconocer lo que se hace en este Congreso Nacional.



¡Cómo no recordar momentos difíciles, negociaciones duras, que finalmente permitieron al país tener mejores instituciones! 



¡Cómo no recordar momentos compartidos con quien va a ser mi sucesora en el cargo, cuando negociamos la iniciativa que estableció el postnatal de 6 meses! 



¡Cómo no recordar un asunto muy importante para el Senado y que constituye, como todos sabemos, un desafío para Chile: el acuerdo de la Comisión de Minería y Energía para sacar adelante la legislación en materia de concesiones de servidumbre eléctrica! 



¡Cómo no recordar esas largas y extenuantes horas para despachar la Ley de Pesca y tantos otros proyectos que nos han tenido muy activos durante estos cuatro años!



Reitero, entonces, mi admiración por el trabajo que cada uno de ustedes realiza y mi agradecimiento por haberme permitido colaborar en esta función durante este tiempo.



Recuerdo que al principio estaba un poquito perdido. Algunos de ustedes me ayudaron en forma especial. Me asesoraron transversalmente en mis tareas legislativas.



Solo me queda agradecer y valorar el trabajo que hemos realizado, porque no cabe duda de que esa labor ha permitido que este país, en este período, sea un mejor lugar para vivir.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- A usted, señor Ministro.

VII. ORDEN DEL DÍA

INTRODUCCIÓN DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE. VETO

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ver las observaciones, en segundo trámite constitucional, formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6190-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 8ª, en 13 de abril de 2011.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 40ª, en 10 de julio de 2013.



Observaciones del Ejecutivo en segundo trámite constitucional, sesión 87ª, en 21 de enero de 2014.



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 5 de julio de 2011.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (segundo): sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.



Hacienda: sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (nuevo segundo): sesión 2ª, en 13 de marzo de 2013.



Mixta, sesión 63ª, en 15 de octubre de 2013.



Transportes y Telecomunicaciones (observaciones): sesión 91ª, en 4 de marzo de 2014.



Discusión:



Sesiones 31ª, en 6 de julio de 2011 (se aprueba en general); 92ª, 93ª y 94ª, en 8, 9 y 15 de enero de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 96ª, 100ª y 102ª, en 16 de enero, 5 y 6 de marzo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 1ª y 3ª, en 12 y 19 de marzo (queda pendiente la discusión particular); 8ª, en 3 de abril de 2013 (queda para segunda discusión); 13ª, en 10 de abril de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 19ª, 20ª, 21ª y 24ª, en 7, 8 y 15 de mayo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 25ª, en 22 de mayo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 26ª, en 22 de mayo de 2013 (queda para segunda discusión); 27ª, en 4 de junio de 2013 (se aprueba en particular); 63ª, en 15 de octubre de 2013 (se aprueba el informe de la Comisión Mixta); 91ª, en 4 de marzo de 2014 (queda pendiente la discusión de las observaciones).

El señor PIZARRO (Presidente).- En la sesión de ayer discutimos latamente el veto presidencial, y quedaron pendientes cinco observaciones que debemos despachar ahora.



El señor Secretario me señala que cuatro de esas observaciones -las números 23), 24), 25) y 26)- podrían tratarse en bloque, pues todas ellas fueron aprobadas tanto en la Cámara de Diputados como en la Comisión Transportes y Telecomunicaciones del Senado. La Nº 27), en cambio, debiera votarse separadamente por cuanto recibió la aprobación de la Cámara Baja, pero fue rechazada por el órgano técnico. 



Cabe hacer presente que dos de las primeras requieren quórum especial.



Si le pareciera a la Sala, podríamos proceder de la forma indicada. 

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, de manera insistente he señalado la importancia de este proyecto de ley. Por ello, me opongo a que sean votadas en bloque las observaciones. 



El criterio que se venía aplicando es votar una a una. No deseo que se cambie el procedimiento, porque pretendo hacer uso de la palabra en cada una de ellas y a ejercer mi legítimo derecho a fundamentar el voto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



En discusión, entonces, la observación Nº 23), que fue aprobada tanto por la Cámara de Diputados como por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario).- Esta observación, que figura en la página 62 del informe comparado, comenzó su debate en la sesión de ayer y quedó pendiente.



En esta materia el Senador señor Navarro ya hizo uso de la palabra y estaba inscrito el Honorable señor Orpis.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Va a intervenir, Su Señoría?

El señor ORPIS.- No, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la observación Nº 23) (21 votos contra 1).


Votaron por la afirmativa las señoras Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Navarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, la observación Nº 24), que está en la tercera columna de la página 67 del informe comparado, fue aprobada por la Cámara de Diputados y la Comisión de Trasportes y Telecomunicación del Senado.



Su objetivo es sustituir en el párrafo cuarto del artículo 17 la frase “los nuevos usos” por “las nuevas actividades”.



El texto definitivo quedaría así: “En todo caso, las nuevas actividades a que se refiere el inciso segundo, no podrán afectar la naturaleza del servicio principal de radiodifusión televisiva de libre recepción. Asimismo, para estos efectos, el proyecto técnico especificará las condiciones de prestación de estos servicios.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundamentar el voto.
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, aparentemente el remplazo de la frase “los nuevos usos” por “las nuevas actividades” es intrascendente.



Aprovecho la presencia del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones en la Sala para solicitarle que me aclare el contenido de esta observación, dado que los Senadores en conjunto no hemos tenido la posibilidad de discutir los 28 puntos del veto presidencial. ¿Cuál es el cambio y qué afecta? Porque tampoco hubo posibilidad de que los Diputados informaran a la Comisión las modificaciones que aprobaron.



Yo supedito mi aprobación o rechazo a esa explicación, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, no tengo ningún problema en darle la palabra al señor Ministro, pero estoy impedido de hacerlo mientras estemos en votación.

El señor NAVARRO.- Entonces, me voy a abstener.

El señor PIZARRO (Presidente).- Una vez terminado el proceso, le voy a pedir al señor Ministro que haga la aclaración del caso.



Señor Secretario, por favor solicite a los señores Senadores que voten.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, está abierta la votación para la observación número 24), que es de quórum simple.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la observación número 24) (19 votos a favor y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Navarro.

)-------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala el señor Subsecretario General de la Presidencia, don Claudio Alvarado.



--Se accede.

)-------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación le voy a pedir al señor Ministro que entregue una breve aclaración de la observación número 24).

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, esta observación solo obedece a una concordancia de texto. En otras partes se habla de las “actividades” y no de los “usos”.



Simplemente, se ha aprovechado la oportunidad para hacer esta corrección.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias, señor Ministro.



Pasamos a la observación número 25).

El señor LABBÉ (Secretario General).- La observación número 25), señores Senadores, es de quórum calificado, y tiene por objeto sustituir el inciso final del artículo 19 de la ley 18.838, incorporado por el número 19) del proyecto de ley, por el siguiente: “Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, se aplicará lo dispuesto en el artículo 38 de la ley 19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo a cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad de los concesionarios de radiodifusión televisiva”.





Fue aprobada tanto por la Cámara de Diputados como por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Cuántos votos se requieren para aprobarla, señor Secretario?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Veinte, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Entonces, abriré la votación para que el Senador señor Navarro pueda justificar su voto.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la observación del Presidente de la República sustituye el inciso final del artículo 19, que señala algo que ya debatimos ayer. Dice: “De no evacuarse el informe dentro del referido plazo,” -y que me corrija el señor Ministro si estoy equivocado- “se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la Fiscalía,” (se refiere a la Fiscalía Nacional Económica) “todo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo”.



Mi pregunta es: ¿se exime, una vez más, del informe, y se establece que frente a la no respuesta en 30 días este ya no será necesario, entendiéndose que el cambio no amerita objeción alguna?



La Fiscalía Nacional Económica requiere atribuciones. Las transacciones, todo lo que signifique modificaciones en las concesiones resulta extremadamente complejo. Estamos hablando de una concesión muy codiciada, pública, gratuita. Y uno dice: si va a haber cambios en la propiedad de los concesionarios, es indispensable un informe de la Fiscalía Nacional Económica, y sin un plazo tan estrecho como el de 30 días.



Sin embargo, en este artículo nuevamente se establece que, de no evacuarse el informe dentro del referido plazo, ya no será necesario. Esta es una normativa compleja, que puede llevar a cometer o inducir a errores. En el fondo, aquí se está diciendo que, cuando se realice la transacción de una concesión pública, de altísimo valor económico y de relevante importancia política, no se requerirá informe de la Fiscalía Nacional Económica.



Venimos saliendo de escándalos que este país no quiere repetir: La Polar, la colusión de las farmacias. ¡Por favor! ¡Dotemos a la Fiscalía Nacional Económica de mayores competencias y no se las restemos! O sea, para este sector privilegiado, la Fiscalía tendrá un plazo y estará presionada. Es lo que leo yo. El Senador Orpis me dice que no es así, porque se cambia el inciso final. Pero el inciso final es el que yo he leído y, por lo tanto, se elimina esa facultad.



Si estoy equivocado, señor Ministro, le pido una aclaración y darme la razón de la modificación del último inciso, para poder votarlo a favor, si así correspondiera.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tenemos el mismo problema anterior.



¡Yo pensé que el señor Subsecretario le había aclarado la situación al Senador Navarro, pero parece que lo enredó más...!



Mientras estemos en votación, no le puedo dar la palabra al señor Ministro.



A los señores Senadores que aún no han emitido su voto les pido que lo hagan.



Señor Secretario, consulte a la Sala.



Después le pediré al señor Ministro una nueva aclaración.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la observación número 25) (23 votos a favor y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Girardi  y Navarro.
El señor PIZARRO (Presidente).- Pasamos a la siguiente observación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La observación número 26) también es de quórum calificado. Fue aprobada tanto por la Cámara de Diputados como por la Comisión de Transportes.



Es para agregar, en la letra a) del número 25), a continuación de “servicios de radiodifusión televisiva”, las dos veces en las que aparece, la oración “o permisionarios de servicios limitados de televisión”. 



En consecuencia, la norma diría: “Multa no inferior a 20 ni superior a 200 unidades tributarias mensuales, en caso de tratarse de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva o permisionarios de servicios limitados de televisión regionales, locales o locales de carácter comunitario. Para el caso de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva o permisionarios de servicios limitados de televisión de carácter nacional, las multas podrán ascender hasta un máximo de 1000 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia en una misma infracción, se podrá duplicar el máximo de la multa”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le voy a dar la palabra al señor Ministro antes de iniciar la votación, a ver si logra aclarar las confusiones que ha generado el señor Subsecretario en el Senador Navarro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- La observación solo tiene por objeto, señor Presidente, incorporar en las multas a los permisionarios, a los de cable me refiero, dentro del proyecto de ley. Se trata de una omisión. Se estaba multando únicamente a los de televisión abierta gratuita y no a los cableoperadores. Y la intención es incorporar también en las multas a estos últimos.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡O sea, esta es la única parte buena del veto, señor Ministro…!

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- ¡Por eso la expliqué, señor Presidente…!

El señor PIZARRO (Presidente).- Es de quórum especial, así que se va a proceder a tomar la votación. 


Se requieren 20 votos favorables.



En votación.



Les ruego a los señores Senadores emitir su voto.



Señor Secretario, por favor consulte a la Sala.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la observación número 26) (24 votos a favor), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido.



Votaron las señoras Allende, Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar (don Andrés).
El señor PIZARRO (Presidente).- Pasamos ahora a la observación número 27).

El señor LABBÉ (Secretario General).- La observación N° 27) -figura en la página 93 del boletín comparado-, que no es de quórum especial, propone suprimir en la letra a) del número 29), que incorpora un nuevo número 1 al artículo 47 de la ley N° 18.838, que modifica a su vez la ley N° 18.168, la siguiente frase: “a) su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad,”.



La Cámara de Diputados rechazó dicha observación, pero no alcanzó el quórum para insistir. 



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado también rechazó la observación. 



La consecuencia jurídica de lo anterior, cualquiera que fuere el resultado que se produzca acá, en el Senado, al no haberse alcanzado el quórum para insistir en la otra rama del Parlamento, es que no habría ley en esa parte, vale decir, la letra a) quedaría fuera del proyecto de ley. 

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Señor Ministro, quiere aclarar algo?

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, me gustaría aclarar dos cosas: primero, que esto se halla incorporado en la Ley de Telecomunicaciones en términos generales, y segundo, desde el punto de vista específico, que a veces los usos no son colectivos, existen servicios limitados, como el de los taxis colectivos, o el que hay en CODELCO. 



Entonces, mantener ese texto, a pesar de que el concepto general está en la Ley de Telecomunicaciones, aquí limita el uso del espacio radioeléctrico para algunos servicios limitados, porque se refiere a usos colectivos. 



Esa es la razón por la cual se sugiere eliminar. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Se abrirá la votación y daremos la palabra a algunos señores Senadores que desean fundamentar el voto. 



En votación. 



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el texto completo del artículo que estamos votando, para la historia de la ley -como señala el Diputado Ortiz-, dice: “El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda. En consecuencia: a)” -y esta es la letra que quiere eliminar (y al parecer lo ha conseguido) el veto presidencial, y el piñerismo- “su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad,”. 



Eso es lo que se desea excluir. 



Aquí se revela el profundo sentido que tiene el piñerismo para entender el uso y goce de los servicios públicos, o sea, se les prohíbe que se orienten a satisfacer necesidades públicas y colectivas. El individualismo pleno, el neoliberalismo.



Como dijo el Ministro, eso se encuentra en la Ley de Telecomunicaciones de manera general. Pero jamás se debe poner en detalle tratándose del espectro radioeléctrico, no vaya a ser cosa que “los rotos”, que la ciudadanía se dé cuenta que tiene la capacidad de orientar el beneficio colectivo de toda la sociedad y lo use. Mejor, ¡eliminémoslo! No dejemos que el uso y goce del espectro radioeléctrico pueda ser en beneficio colectivo. 



Señor Presidente, este es el corazón y la esencia del veto presidencial, del piñerismo: hacer desaparecer todo vestigio en la ley de televisión digital del ánimo colectivo de uso y goce en beneficio de la sociedad toda, para que se favorezca el 1 por ciento de los poderosos dueños de este país. 



El veto presidencial que nos ocupa revela la esencia de lo que quiere el piñerismo, de la mano del 1 por ciento del poder económico de nuestro país: que le dejemos la televisión, el espectro radioeléctrico, que nos pertenece a todos, para uso, goce y dominio del 1 por ciento. ¡Eliminado el 99 por ciento!



Este Gobierno que se va, y el piñerismo, opta por el 1 por ciento y desecha, desprecia, al 99 por ciento de la población. 



No hay artículo que pueda mostrar de mejor forma el sentido profundo de este veto en cuanto al uso, abuso y sometimiento de la monarquía presidencial a este Senado. 



Teníamos un acuerdo, que se tradujo en un texto aprobado por el Congreso Nacional. Lo he leído. Luego, se presenta el veto presidencial para eliminar el uso y goce colectivo, para mantener la primacía del 1 por ciento. 



Por lo tanto, votaré en contra, a pesar de no haberse alcanzado en la Cámara los votos necesarios para insistir, porque en esta Constitución nauseabunda, que debe terminar, se establecen quórums imposibles de alcanzar bajo el sistema binominal, lo cual permite que después nos digan que aprobamos leyes que no benefician a toda la sociedad. 



Reitero mi rechazo al veto y denuncio aquí, en esta Sala, una vez más, la conculcación de derechos de uso de un espacio público, como el espectro radioeléctrico. Él no le pertenece al 1 por ciento. Lo recuperaremos. Nos hacemos un mandato moral, ético: recuperar dicho espectro para toda la ciudadanía, incluido su uso y goce, para satisfacer necesidades públicas y colectivas de la sociedad. 



Si hoy día el piñerismo, de la mano del 1 por ciento poderoso, que es dueño de este país, logra eliminar esa letra del proyecto de ley, será responsabilidad de la Nueva Mayoría reponerlo; será responsabilidad de la ciudadanía reponerlo; será responsabilidad de todos los chilenos demandar su restitución. Se trata de una expropiación a los derechos ciudadanos. 



Señor Presidente, voto en contra de esta observación, que revela, desnuda, refleja claramente el sentido del piñerismo, cuyo líder quiere volver el 2017. Pero lo vamos a enfrentar y a derrotar, porque jamás Chile debe dar al piñerismo la posibilidad de volver a gobernar. 



Siento y lamento profundamente que la ausencia de mayorías, producto de esta Constitución nauseabunda, impida a la sociedad conocer el efecto profundo de las limitantes que tenemos. No es que el Senado legisle mal, sino que la Carta que nos rige permite este tipo de inequidades. 



Rechazo el veto. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra para fundamentar el voto el Senador señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, creo que este proyecto comunica muy bien el debate de ideas que nos separan a los que estamos acá de los que se hallan enfrente. 



Ello, evidentemente, no constituye un prejuicio sobre las personas, porque uno las valora más allá de sus opiniones. Pero quiero decirles que las ideas que proponen son muy malas para el país. 



Por otro lado, debo insistir en que el texto que se sugiere eliminar, como muy bien lo saben los Senadores Cantero, Chahuán, Pizarro, fue redactado íntegramente por dos autoridades -de muy buena gestión, más bien excepcional-: el Subsecretario Atton y el Ministro Pedro Pablo Errázuriz. 



Ellos redactaron la norma que el Presidente de la República ahora veta. No nos está vetando a nosotros solamente, sino también a su Ministro de Transportes y a su Subsecretario de Telecomunicaciones, que en todo el debate sostenido en la Comisión aceptaron un principio muy relevante: que el espectro radioeléctrico constituye un patrimonio de la totalidad de los chilenos y le pertenece a la sociedad toda. 



Al respecto, concuerdo con el Senador Navarro en que este se convertirá en un tema delicioso para debatir a futuro. 



Sin embargo, ¿qué está haciendo el Presidente Piñera? Expropiando el derecho de todos, para mantenerlo como privilegio de unos pocos. Lo mismo que hicieron con las playas. Todos los chilenos somos dueños del borde costero y de los ríos. Vaya usted a acceder a un borde de río o de playa si existen dueños de sus riberas. Ellos tienen el privilegio permanente de ingreso a esos bordes de ríos o de playas, que representan a una mínima parte, pero que expropia a los chilenos su derecho de acceso. 



Se trata de la expropiación de una minoría respecto de la mayoría de la población, que va en reversa al concepto que hemos conocido sobre el particular: que es quitarle a los que tienen más para dárselos a los que tienen menos. En todo caso, Chile es un país excepcional, porque se expropia a los que menos poseen para entregárselos a quienes ya mucho tienen. 



Y lo mismo ocurre con los derechos de agua. En el planeta entero el agua es un bien nacional de uso público, es decir, le pertenece a la sociedad toda. Sin embargo, nuestro país -y esta es la herencia que se nos dejó, producto del patrón seguido por su iniciador: Pinochet- es el único del mundo donde los derechos de agua se constituyen como propiedad privada o se encuentran absolutamente al margen de cualquiera regulación.



Aquí hay una concepción propietaria. Esa es la esencia de este Gobierno, que cree en la concepción propietaria de la vida, de las cosas.



Evidentemente, tales ideas son minoritarias en la sociedad chilena. Pero a mí no me preocupan, porque pienso que ella misma las va a cambiar.



Se hace mención también de la existencia de un doble estándar. Porque se habla de justicia, de igualdad, de resguardar derechos. Pero aquí permanentemente se ve la paja en el ojo ajeno y no la viga en el propio.



Ayer nos referíamos al pluralismo. Se citaba el caso de Venezuela, y se hablaba con mucha pasión de la falta de pluralismo prevaleciente en dicho país y de cómo su Gobierno no promovía ese sistema, las libertades, los derechos humanos.



Pues bien, ayer los parlamentarios de Derecha, con gran entusiasmo, apoyaron una observación absolutamente inaceptable que el Ejecutivo hizo recaer sobre una norma que, con el concurso del Ministro y del Subsecretario de Transportes, habíamos establecido para obligar a los medios de comunicación, atendido que se benefician con una concesión sobre un bien nacional de uso público, a efectuar, como contraprestación a toda la sociedad chilena, la promoción del pluralismo.



O sea, ¡les gusta el pluralismo en Venezuela, pero cuando se trata de que él prospere y se desarrolle en nuestro país ya no les gusta tanto...!



¡Ese es el doble estándar que vemos!



En consecuencia, señor Presidente, no solo votaré en contra de la observación que nos ocupa en este momento, sino que además, por estimar que el veto constituye un retroceso, un atropello a la sociedad chilena y un atentado a todo el proceso legislativo -ello, por cuanto incide en un proyecto que se consensuó y cuyas disposiciones fueron redactadas por un muy buen Subsecretario y un muy buen Ministro, a quienes se desautorizó totalmente-, me comprometo a intentar en el próximo período legislativo corregir todo lo que sea necesario, para defender el bien común por sobre intereses que pueden ser legítimos pero que representan a una minoría y no a la mayoría.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la observación número 27) (15 votos a favor, 10 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide y Uriarte.


Votaron por la negativa las señoras Allende y Rincón y los señores Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Tuma y Zaldívar (don Andrés).


Se abstuvo el señor Cantero.
El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, esa era la última observación que debíamos considerar.



Por lo tanto, queda despachado el veto planteado por el Presidente de la República al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre.


Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecer a esta Sala, al Senado, al Congreso en general, a todos los actores que participaron muy activamente en la discusión de esta iniciativa.



Si uno mira los anales del Parlamento seguramente concluirá que se trata del proyecto de ley que ha sido objeto de más sesiones legislativas.



Fueron actores claves los miembros de la Comisión de Transportes, quienes lo discutieron permanentemente, con la Presidencia del Senador Chahuán -Su Señoría me acompañó para dar la batalla en este proceso-; el Subsecretario Atton; Daniela González, en fin.



Por consiguiente, me surge primero un sentimiento de gratitud.



Entiendo que la ley en proyecto tenía una componente técnica más bien sencilla, pero, además, una componente política que hizo de este Hemiciclo una instancia de discusión muy intensa.



Comprendo la pasión, el debate. Ello me ha permitido aquilatar la importancia del Senado.



Quiero aprovechar este minuto para resaltar no solo el valor de la ley respectiva, sino también, y muy especialmente, lo que ha significado para mí el conocer en forma profunda la valía de cada Senador y Diputado.



En nuestro reconocimiento hacia el Senado hay un reconocimiento -valga la redundancia- que va más allá de la gente que proviene del mundo político.



A muchos de nosotros el paso por el servicio público nos ha transformado en fervientes admiradores de aquel mundo.



Yo, que tengo raíces en el ámbito técnico -a este se refirió el Senador Escalona-, me siento hoy parte integrante del mundo político y, además, un apasionado de él.



Les agradezco muy profundamente todas sus contribuciones y, especialmente, el cariño expresado, aun en las discusiones más difíciles.



¡Muchas gracias!



--(Aplausos en la Sala).

El señor PIZARRO (Presidente).- Nos hemos dado cuenta, señor Ministro, de que usted es un apasionado de la política. Así que, de aquí en adelante, tendrá ofertas de todo tipo. Espero que acepte alguna.



A diferencia de los académicos, quienes volverán a las universidades, usted podrá seguir haciendo política.



¡Muchas gracias a todos!

)---------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:21.






Manuel Ocaña Vergara,






Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 361
A C T A S  A P R O B A D AS

SESIÓN 87ª, ORDINARIA, EN MARTES 21 DE ENERO DE 2014


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, y de Desarrollo Social, señores Cristián Larroulet y Bruno Baranda, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 85ª y 86ª, ordinarias, de 14 y 15 de enero de 2014, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Tres de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira la urgencia para la tramitación del proyecto de ley que establece normas sobre la actividad del lobby (Boletín      N° 6.189-06).


- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


2.- Proyecto de ley que rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente (Boletín Nº 9.199-05).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (Boletín Nº 9.156-32).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Siete de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los tres primeros, comunica su aprobación a los asuntos que se indican a continuación:


1.- Proyecto de ley que rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente (Boletín Nº 9.199-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


2.- Proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (Boletín Nº 9.156-32) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, en su caso.


3.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley   N° 1.282, del año 1975, del Ministerio de Hacienda, que establece el monto de impuestos y exenciones, en las actuaciones del Servicio de Registro Civil e Identificación (Boletín Nº 9.192-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con los tres siguientes, informa que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación a las iniciativas que se enuncian a continuación:


1.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (Boletín Nº 8.643-02).


2.- Proyecto de ley que posterga el reavalúo de bienes raíces de la serie agrícola y prorroga por dieciocho meses la vigencia del avalúo de los mismos bienes vigentes al 30 de junio de 2014 (Boletín N° 9.200-05).


3.- Proyecto de ley que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos (Boletín N° 7.036-11).


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus respectivos antecedentes.


Con el último, manifiesta que ha accedido al archivo del proyecto de ley que establece penas para la fabricación, tenencia, transporte, comercialización y utilización del “hilo curado” (Boletín Nº 8.579-25).


- Se toma conocimiento y se manda devolver a la Cámara de origen  los antecedentes respectivos.
De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto de los tres proyectos de ley que se enuncian a continuación:


1.- El que crea el acuerdo de vida en pareja (Boletines            N°s 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).


2.- El que amplía la competencia de la jurisdicción laboral en materia de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales y concilia el estatuto de responsabilidad extracontractual aplicable a las causas contenciosas derivadas del trabajo en régimen de subcontratación (Boletín N° 9.180-13).


3.- El que modifica la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación (Boletín N° 9.230-07).


- Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus respectivos antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los siguientes preceptos legales:


1.- Artículos 48 y 108, letra b), de la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial.


2.- Artículo 5°, N°3, del Código de Justicia Militar.


3.- Artículos 34 y 35 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que dispone la reestructuración y fija funciones de la Dirección del Trabajo.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

De la señora Contralora General de la República (S)


Informa, respondiendo a una consulta formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre la situación administrativa y la comisión de servicio que la Subsecretaría de Redes Asistenciales dispuso respecto de la ex Directora del Servicio de Salud de Atacama.

Del señor Subsecretario de Justicia (S)


Da contestación a solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referente a nóminas de jueces y ministros de Corte, en función de diversos criterios de clasificación relacionados con los artículos 2° y 3° de la ley N° 19.253.

De la señora Superintendente de Seguridad Social


Comunica ampliación del plazo para que la Comisión Regional de Medicina Preventiva e Invalidez Atacama responda a la petición, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa al término del proceso de “reevaluación de incapacidad permanente” de ex trabajadores de Codelco, División El Salvador, aquejados de silicosis.

De la señora Directora Nacional del Instituto de Seguridad Laboral


Responde petición, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de una nueva evaluación traumatológica especializada al señor Alfredo Flores Bizma, con domicilio en la comuna de Linares.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Contesta petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativa a la instalación de señalética caminera en el Parque Nacional de Torres del Paine. 

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Adjunta copia del informe elaborado por el Servicio Nacional de Aduanas, sobre aplicación de la ley N° 18.483, Estatuto Automotriz, en lo que se refiere a la importación de vehículos sin uso; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Andrea María Mercedes Muñoz Sánchez (Boletín Nº S 1.632-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política de la República (Boletín N° S 1.633-06).


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su Estatuto Orgánico, que otorga al Subsecretario de Relaciones Exteriores, atribución para transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero, que afecten al Estado de Chile (Boletín N° 8.853-10) (con urgencia calificada de “suma”).


Informe complementario del nuevo primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (Boletín N° 7.908-15).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tres informes recaídos en los proyectos de ley, todos ellos en primer trámite constitucional, que conceden la nacionalidad chilena, por especial gracia, a las personas que se mencionan a continuación: 


1.- El sacerdote señor Ramón Seco Pérez (Boletín N° 9.187-17).


2.- El sacerdote señor Andrés Lacalle Andrés (Boletín N° 9.188-17).


3.- El sacerdote señor José Antonio Ortega Martín (Boletín     N° 9.189-17).


Además, el recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al artista bailarín señor Luis Ortigoza Marchisio (Boletín Nº 9.123-17).


- Quedan para Tabla.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Espina para ausentarse del territorio de la República, a partir del día de hoy.


- Se accede a lo solicitado.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que prestó su aprobación al proyecto de ley que modifica el Título II de la ley N° 19.882, que fija condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario por el período que indica y otorga otros beneficios por retiro (Boletín N° 9.228-05) (con urgencia calificada de “simple”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


Con el segundo, comunica que despachó las observaciones formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Tratar como si fueran de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, los siguientes asuntos:


a) Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda que indica (Boletín Nº 9.018-14).


b) Proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07).


c) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.253, sobre normas de protección, fomento y desarrollo de los indígenas, estableciendo dieta para los consejeros nacionales de la CONADI y para los comisionados de la CODEIPA que indica (Boletín Nº 9.041-31).


2.- Colocar en segundo lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley signado con el número 7.- de la Tabla, esto es, el que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley            N° 19.342 (Boletín N° 6.355-01); y, en el séptimo lugar del Orden del Día, el proyecto signado con el número 2.- de la Tabla, esto es, el que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín N° 9.036-07).


3.- Tratar en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 22 de enero, los siguientes proyectos de ley, que otorgan la nacionalidad chilena por especial gracia: al sacerdote señor Ramón Seco Pérez (Boletín N° 9.187-17), al sacerdote señor Andrés Lacalle Andrés (Boletín N° 9.188-17), y al sacerdote señor José Antonio Ortega Martín (Boletín N° 9.189-17).


Asimismo, en la misma Tabla de Fácil Despacho, tratar el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su Estatuto Orgánico, que otorga al Subsecretario de Relaciones Exteriores, atribución para transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero, que afecten al Estado de Chile (Boletín N° 8.853-10).


4.- Citar a sesión especial para mañana miércoles 22 de enero, a las 15:40 horas, para pronunciarse sobre el oficio de S.E. el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Andrea María Mercedes Muñoz Sánchez (Boletín N° S 1.632-05).


5.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14), hasta las 12:00 horas del martes 4 de marzo de 2014, en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


6.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja (Boletines N°s 7.873-07 y 7.011-07, refundidos), hasta las 18:00 horas del día de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

_________

Posteriormente, el Honorable Senador señor Prokurica solicita obtener el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (Boletín Nº 9.156-32), del que se ha dado cuenta, sea remitido solamente a la Comisión de Hacienda.


Se accede a lo solicitado.

- - -

Luego, el Honorable Senador señor Chahuán pide recabar el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones pueda sesionar paralelamente para conocer las observaciones formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


El señor Presidente manifiesta que se resolverá en su momento. 

Cabe señalar que, posteriormente, intervienen sobre esta materia los Honorables Senadores señores Pizarro y Prokurica y el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.
- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Zaldívar pide solicitar el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar en paralelo para conocer el proyecto de ley que modifica el Título II de la ley N° 19.882, que fija condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario por el período que indica y otorga otros beneficios por retiro (Boletín N° 9.228-05), y para considerarlo en general y en particular.


Se accede a lo solicitado.

- - -


Seguidamente, el Honorable Senador señor Bianchi solicita también obtener el acuerdo para que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización pueda sesionar paralelamente con la Sala. Se accede.

_________

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.635 que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda que indica, con informe de la Comisión de Vivienda

y Urbanismo

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.018-14 y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que su objetivo principal es asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas del otorgamiento de subsidios habitacionales de los programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, fundamentalmente en lo que dice relación con las viviendas vacías, arrendadas o destinadas a usos no habitacionales. Para ello, la iniciativa eleva a rango legal la obligación del beneficiario o de su grupo familiar de habitar la vivienda y, en caso de incumplimiento, dispone un procedimiento expedito de cobro ejecutivo, dando prioridad al SERVIU para la adjudicación del inmueble. Las viviendas recuperadas serán entregadas a familias en situación de urgencia habitacional.

Resalta que la Comisión de Vivienda y Urbanismo hace presente que, no obstante tratarse de una iniciativa de artículo único, la discutió sólo en general y acordó proponer a la Sala que adopte igual decisión, por considerar que contiene disposiciones que ameritan un mayor estudio o análisis. Aprobó su idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Pérez Várela, Sabag y Tuma.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Tuma y Letelier.

Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 29 votos a favor.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Kuschel, Lagos, Larraín Peña, Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Sabag.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 3 de marzo de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Escalona, Lagos y Letelier, en primer trámite constitucional, que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género, con informe  de la Comisión de Derechos Humanos,

Nacionalidad y Ciudadanía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.924-07.


Añade que su objetivo es establecer una regulación adecuada que permita a toda persona obtener, por una sola vez, la rectificación de su partida de nacimiento y el cambio de sexo y nombre en el Servicio de Registro Civil e Identificación cuando no coincidan con su verdadera identidad de género, en conformidad con las disposiciones constitucionales y los tratados internacionales en materia de igualdad, no discriminación, derecho a la identidad y protección en general de la dignidad humana y de los derechos y libertades fundamentales.

Destaca que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Letelier.

Señala, finalmente, que el artículo 5° del proyecto tiene el carácter de norma orgánica constitucional.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis y Rossi.

Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 29 votos a favor y 3 abstenciones, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 5° del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Letelier, señora Pérez San Martín, señores Sabag y Lagos, señora Allende, señor Zaldívar, señora Rincón y señores Girardi, Cantero, Navarro y Escalona.

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Peña.
- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 10 de marzo de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.253, sobre normas de protección, fomento y desarrollo de los indígenas, estableciendo dieta para los consejeros nacionales de la CONADI y para los comisionados de la CODEIPA que indica, con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y

Regionalización, y de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.041-31 y con urgencia calificada de “suma”.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es disponer un aumento en las dietas de los consejeros de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y de los comisionados de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua. 

Resalta que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular y lo aprobó con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis y Sabag, y con la abstención del Honorable Senador señor Frei, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados. 

Añade que la Comisión de Hacienda, por su parte, aprobó el proyecto en los mismos términos en que fuera aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
- - -


Seguidamente, se pone en discusión el proyecto y se ofrece la palabra al Honorable Senador señor García.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 27 votos a favor.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Sabag, Tuma, Larraín Peña, Chahuán, Zaldívar y Lagos.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase la ley Nº19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en los siguientes términos:


1) Modifícase el artículo 43 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“El Consejo Nacional se reunirá, a lo menos, trimestralmente. Los consejeros designados por el Presidente de la República de conformidad con lo establecido en el artículo 41 letra c), que no sean funcionarios públicos, y en la letra d) del mismo artículo, sean o no funcionarios públicos, percibirán una dieta mensual equivalente a diez unidades tributarias mensuales.”.


b) Agréganse, a continuación del inciso segundo, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, pasando el actual inciso tercero a ser sexto:


“Sin perjuicio de lo anterior, los consejeros señalados en el inciso precedente tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente a tres unidades tributarias mensuales por concepto de asistencia a cada una de las sesiones del Consejo Nacional de la Corporación o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de dicho Consejo, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo.


En todo caso, los consejeros señalados en el inciso segundo del presente artículo no podrán percibir mensualmente, por concepto de dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 16 unidades tributarias mensuales.


La Corporación pagará los correspondientes pasajes y viáticos cuando alguno de los consejeros mencionados en el inciso segundo desempeñe cometidos en virtud de un acuerdo celebrado por el Consejo.”.


2) Agréganse en el artículo 68, a continuación del punto final, que pasa a ser punto aparte, los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto:


“Los seis miembros electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua gozarán de una dieta mensual equivalente a ocho unidades tributarias mensuales. Adicionalmente, la Corporación pagará los correspondientes pasajes y viáticos cuando cualquier miembro electo de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua desempeñe cometidos en virtud de un acuerdo celebrado por la Comisión.


Sin perjuicio de lo anterior, los comisionados señalados en el inciso precedente tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente a dos unidades tributarias mensuales por concepto de asistencia a cada una de las sesiones de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua o de las comisiones especiales de trabajo que se formen por acuerdo de dicha Comisión, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo.


En todo caso, los comisionados señalados en el inciso segundo no podrán percibir mensualmente, por concepto de dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 12 unidades tributarias mensuales.


La inasistencia de los comisionados indígenas electos a 3 sesiones, sin causa justificada a juicio de la propia Comisión, producirá la cesación inmediata del comisionado en su cargo. Su reemplazo se hará conforme a las normas del reglamento y por el tiempo que falte para completar el período.”.


3) Agrégase en el artículo 9° transitorio, a continuación del punto final, que pasa a ser punto aparte, el siguiente inciso final:


“Para el año de entrada en vigencia de la ley, la dieta establecida en el artículo 43 para los Consejeros de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena designados por el Presidente de la República de conformidad con lo establecido en el artículo 41 letras c) y d), y para los seis Comisionados electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua, establecida en el artículo 68, serán provistas por recursos especialmente asignados al efecto, y para los años siguientes, por los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.”.

_________

Informe de la Comisión Mixta, constituida conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que

establece normas sobre la actividad del lobby

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 6.189-06, y las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en tercer trámite constitucional, de la enmienda consistente en introducir un artículo 4º, nuevo; de las recaídas en el artículo 4º -artículo 6º de la Cámara de Diputados-; y de los artículos 9º y 13, nuevos, permanentes, y de la relativa al artículo 2º transitorio.

Destaca que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en:

- Incorporar como sujetos pasivos de lobby, en el N° 5) del artículo 4º, a los asesores legislativos que indique anualmente cada parlamentario, en la forma y en el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia de la Cámara que corresponda.

- Establecer, en los numerales 1) y 2) del artículo 6º, que no constituyen lobby: los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión, actividad o asamblea de carácter público y aquellos que tengan estricta relación con el trabajo en terreno propio de las tareas de representación realizadas por un sujeto pasivo en el ejercicio de sus funciones; ni toda declaración, actuación o comunicación hecha por los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones.

- Reemplazar en el artículo 9º, sobre información de los registros, las dos veces que aparece, la denominación “Ministerio Secretaría General de la Presidencia” por “Consejo para la Transparencia” y “semestralmente” por “trimestralmente”.

- Reemplazar el artículo 13, sobre registro de lobbystas y gestores de intereses, por una norma propuesta por el Ejecutivo que establece que a dichos registros podrá ingresarse inscribiéndose en forma previa o automáticamente cuando se efectúen las actividades a que hacen referencia los numerales 1) y 2) del artículo 2º, ante las autoridades y funcionarios individualizados en los artículos 3º y 4º.

- Finalmente, respecto del artículo 2º transitorio, sobre vigencia de la ley, se acordó reemplazar el precepto por otro que establece que el Presidente de la República promulgará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma, y que la ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de las autoridades y funcionarios individualizados en los artículos 3º y 4º de la iniciativa, contemplándose otros plazos de vigencia respecto de las autoridades que enumera.

Destaca que la Comisión Mixta adoptó los acuerdos por unanimidad, salvo en lo referente al reemplazo del artículo 13, que fue aprobado con los votos a favor del Honorable Senador señor Larraín Fernández y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Silva y Squella. Votaron en contra, los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Rossi y Sabag.


Finalmente, hace presente que los artículos 4º, incisos segundo y tercero, y 6º, número 7), contenidos en la propuesta que formula la Comisión Mixta, son de rango orgánico constitucional.
- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone la siguiente redacción para las normas en controversia:

Artículo 4°


“Artículo 4°.- Son también sujetos pasivos de esta ley, aquellas autoridades y funcionarios indicados a continuación:


1) En la Administración Regional y Comunal: los consejeros regionales, los alcaldes, los concejales, los secretarios ejecutivos de los consejos regionales, los directores de obras municipales y los secretarios municipales.


2) En la Contraloría General de la República: el Contralor General y el Subcontralor General.


3) En el Banco Central: el Presidente, el Vicepresidente y los consejeros.


4) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los Comandantes en Jefe, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el General Director de Carabineros de Chile, el Jefe y Subjefe del Estado Mayor Conjunto y los encargados de las adquisiciones. En este último caso, anualmente y mediante resolución del jefe superior de la institución respectiva, se individualizarán los funcionarios que ocupen dicho cargo.


5) En el Congreso Nacional: los diputados, los senadores, el Secretario General y el Prosecretario de la Cámara de Diputados, el Secretario General y el Prosecretario Tesorero del Senado, y los asesores legislativos que indique anualmente cada parlamentario, en la forma y con el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda.


6) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los fiscales regionales.


7) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, del Consejo Directivo del Servicio Electoral, del Consejo para la Transparencia, del Consejo de Alta Dirección Pública, del Consejo Nacional de Televisión, del Instituto Nacional de Derechos Humanos, los integrantes de los Paneles de Expertos creados en la ley N° 19.940 y en la ley N° 20.378 y del Panel Técnico creado por la ley N° 20.410, sólo en lo que respecta al ejercicio de sus funciones. Asimismo, se considerarán sujetos pasivos de esta ley los integrantes de las Comisiones Evaluadoras formadas en el marco de la ley     N° 19.886, sólo en lo que respecta al ejercicio de dichas funciones y mientras integren esas Comisiones.


8) En la Corporación Administrativa del Poder Judicial: su Director.


Las instituciones y los órganos a los que pertenecen los sujetos pasivos indicados en este artículo podrán establecer mediante resoluciones o acuerdos, según corresponda, que otros funcionarios sean considerados sujetos pasivos para efectos de esta ley, cuando en razón de su función o cargo y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones, es necesario, para efectos de transparencia, someterlos a esta normativa. Tales personas deberán ser individualizadas anualmente por resolución de la autoridad competente, la cual deberá publicarse de forma permanente en los sitios electrónicos indicados en el artículo 9°.


El Poder Judicial, el Tribunal Constitucional y la Justicia Electoral podrán ejercer la atribución establecida en el inciso anterior, dictando para estos efectos los acuerdos o resoluciones que correspondan, los que deberán publicarse de manera permanente en sus sitios electrónicos.


En caso que una persona considere que un determinado funcionario o servidor público se encuentra en las situaciones descritas en el inciso segundo de este artículo y en el inciso final del artículo anterior, podrá solicitar su incorporación, por escrito, a la autoridad que dictó o adoptó la resolución o acuerdo que allí se establecen. Ésta deberá pronunciarse sobre dicha solicitud dentro del plazo de diez días hábiles, en única instancia. La resolución que la rechace deberá ser fundada.”.

Artículo 6º


“Artículo 6°.- No obstante lo señalado en el artículo precedente, no están regulados por esta ley:


1) Los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión, actividad o asamblea de carácter público y aquéllos que tengan estricta relación con el trabajo en terreno propio de las tareas de representación realizadas por un sujeto pasivo en el ejercicio de sus funciones.


2) Toda declaración, actuación o comunicación hecha por los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones. 


3) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo.


4) La información entregada a una autoridad pública, que la haya solicitado expresamente para efectos de realizar una actividad o adoptar una decisión, dentro del ámbito de su competencia.


5) Las presentaciones hechas formalmente en un procedimiento administrativo, por una persona, su cónyuge o pariente hasta el tercer grado por consanguinidad y segundo de afinidad en la línea recta y hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad en la colateral, siempre que no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias, ni el cambio de resultados de procesos administrativos o de selección.


6) Las asesorías contratadas por órganos públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga, así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado.


7) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas ante una comisión del Congreso Nacional, así como la presencia y participación verbal o escrita en alguna de ellas de profesionales de las entidades señaladas en el número precedente, lo que, sin embargo, deberá ser registrado por dichas comisiones.


8) Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios para participar en reuniones de carácter técnico a profesionales de las entidades señaladas en el número 6).


9) La defensa en juicio, el patrocinio de causas judiciales o administrativas o la participación en calidad de amicus curiae, cuando ello se permita, pero sólo respecto de aquellas actuaciones propias del procedimiento judicial o administrativo.


10) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativos.


11) Las presentaciones escritas agregadas a un expediente o intervenciones orales registradas en audiencia pública en un procedimiento administrativo que admita la participación de los interesados o de terceros.”.

Artículo 9º


“Artículo 9°.- La información contenida en los registros a que se refiere el artículo 7° será publicada y actualizada, al menos una vez al mes, en los sitios electrónicos a que hace referencia el artículo 7° de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública. Respecto de los sujetos pasivos indicados en los numerales 2), 3), 5), 6) y 8) del artículo 4°, dicha información se publicará en el sitio electrónico establecido en las normas de transparencia activa que los rijan.


Asimismo, el Consejo para la Transparencia pondrá a disposición del público estos registros en un sitio electrónico, debiendo asegurar un fácil y expedito acceso a los mismos.


Del mismo modo, trimestralmente, dicho Consejo deberá poner a disposición del público un registro que contenga una nómina sistematizada de las personas, naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que en tal período hayan sostenido reuniones y audiencias con los sujetos pasivos individualizados en el artículo 3° y en los numerales 1), 4) y 7) del artículo 4°, que tengan por objeto el lobby o la gestión de intereses particulares respecto de las decisiones que se señalan en el artículo 5°. Dicha nómina deberá individualizar a la persona, organización o entidad con la cual el sujeto pasivo sostuvo la audiencia o reunión, dejando constancia de: a nombre de quién se gestionaron los intereses particulares, la individualización de los asistentes o personas presentes, si se percibió una remuneración por dichas gestiones, el lugar, fecha y hora de cada reunión o audiencia sostenida, y la materia específica tratada.


Los sujetos pasivos individualizados en los numerales 2), 3), 5), 6) y 8) del artículo 4°, enviarán al Consejo para la Transparencia la información que se acuerde en los convenios que celebren, para efectos de publicarla en el sitio electrónico señalado en el inciso segundo de este artículo.


El reglamento y demás normativa a que hace referencia el artículo 10 establecerán la información que deberá incluirse en el registro, la fecha de actualización, la forma en que ha de hacerse la publicación, los antecedentes requeridos para solicitar audiencias y los demás aspectos que sean necesarios para el funcionamiento y publicación de dichos registros.”.
Artículo 13


“Artículo 13.- Habrá un registro público de lobistas y de gestores de intereses particulares por cada uno de los órganos e instituciones a que se refiere el artículo 7º. El registro será administrado por éstos y a él se incorporarán las personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que desempeñen las actividades señaladas en los números 1) y 2) del artículo 2º ante las autoridades y funcionarios mencionados en los artículos 3º y 4º. 


A los registros señalados en el inciso anterior podrá ingresarse inscribiéndose en forma previa o automáticamente cuando se efectúen las actividades a que hacen referencia los numerales 1) y 2) del artículo 2º, ante las autoridades y funcionarios individualizados en los artículos 3º y 4º. Dichos registros se publicarán y actualizarán de acuerdo a lo señalado en el artículo 9º.

Las personas inscritas en el registro deberán cumplir las obligaciones dispuestas en el artículo anterior. 


El reglamento y demás normativas a que hace referencia el artículo 10, establecerán los procedimientos, plazos, antecedentes e informaciones requeridas para practicar las inscripciones en el registro público de lobistas y de gestores de intereses particulares.”.

Artículo 2° transitorio


“Artículo 2º.- El Presidente de la República promulgará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma. 


Sin perjuicio de lo anterior, el Congreso Nacional, el Poder Judicial y los demás órganos dotados de autonomía constitucional, podrán determinar las demás normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.


Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de las autoridades y funcionarios individualizados en los artículos 3º y 4º. 

Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, respecto de los jefes de servicio, los directores regionales de los servicios públicos, los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales y jefes de gabinete, comenzará regir ocho meses después de la publicación del reglamento. Asimismo, respecto de los sujetos pasivos individualizados en el numeral 1 del artículo 4º, en el inciso final del artículo 3º y en el inciso segundo del artículo 4º, con excepción de los jefes de gabinete, esta ley entrará en vigencia doce meses después de la publicación del reglamento de esta ley.”.
- - -


El señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión Mixta, que se aprueba por 24 votos a favor, 6 votos en contra, 3 abstenciones y un pareo, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 4º, incisos segundo y tercero, y 6º, número 7), de la propuesta.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señor Sabag, señora Allende, señores Rossi, Orpis, Bianchi, Zaldívar y Walker (don Ignacio), señora Alvear y señores Gómez, Coloma y García-Huidobro. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Lagos, Larraín Peña, Letelier y Navarro, quienes fundamentan su voto en contra. 


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Prokurica y Tuma.

Fundamenta su abstención, la Honorable Senadora señora Rincón.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

- - -


Durante su alocución, el Honorable Senador señor Letelier hace expresa reserva de constitucionalidad sobre el proyecto.

- - -


Concluida la votación, interviene el señor Ministro Secretario General de la Presidencia. 

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Esta ley regula la publicidad en la actividad de lobby y demás gestiones que representen intereses particulares, con el objeto de fortalecer la transparencia y probidad en las relaciones con los órganos del Estado.


Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:


1) Lobby: aquella gestión o actividad remunerada, ejercida por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés particular, para influir en las decisiones que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los sujetos pasivos que se indican en los artículos 3° y 4°.


Lo anterior incluye los esfuerzos específicos para influir en el proceso de toma de decisiones públicas y cambios en las políticas, planes o programas, en discusión o en desarrollo, o sobre cualquier medida implementada o materia que deba ser resuelta por el funcionario, la autoridad o el organismos público correspondiente, o bien para evitar tales decisiones, cambios y medidas.


2) Gestión de interés particular: aquella gestión o actividad ejercida por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés particular, para influir en las decisiones que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los sujetos pasivos que se indican en los artículos 3° y 4°.


3) Registro de agenda pública: registros de carácter público, en los cuales los sujetos pasivos deben incorporar la información establecida en el artículo 8°.


4) Interés particular: cualquier propósito o beneficio, sean o no de carácter económico, de una persona natural o jurídica, chilena o extranjera, o de una asociación o entidad determinada.


5) Lobbista: La persona natural o jurídica, chilena o extranjera, remunerada, que realiza lobby. Si no media remuneración se denominará gestor de intereses particulares, sean éstos individuales o colectivos. Todo ello conforme a los términos definidos en los numerales 1) y 2) precedentes.


Artículo 3°.- Para efectos de esta ley, son sujetos pasivos los ministros, subsecretarios, jefes de servicios, los directores regionales de los servicios públicos, los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales y los embajadores. 

También estarán sujetos a las obligaciones que esta ley indica, cualquiera sea su forma de contratación, los jefes de gabinete de las personas individualizadas en el inciso precedente, si los tuvieren; así como las personas que, en razón de su función o cargo, tengan atribuciones decisorias relevantes o influyan decisivamente en quienes tengan dichas atribuciones, y reciban por ello regularmente una remuneración. Anualmente, el jefe superior del servicio respectivo individualizará a las personas que se encuentren en esta calidad, mediante una resolución que deberá publicarse de forma permanente en los sitios electrónicos indicados en el artículo 9°.


Artículo 4°.- Son también sujetos pasivos de esta ley, aquellas autoridades y funcionarios que se indican a continuación:


1) En la Administración Regional y Comunal: los consejeros regionales, los alcaldes, los concejales, los secretarios ejecutivos de los consejos regionales, los directores de obras municipales y los secretarios municipales.


2) En la Contraloría General de la República: el Contralor General y el Subcontralor General.


3) En el Banco Central: el Presidente, el Vicepresidente y los consejeros.


4) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los Comandantes en Jefe, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el General Director de Carabineros de Chile, el Jefe y Subjefe del Estado Mayor Conjunto y los encargados de las adquisiciones. En este último caso, anualmente y mediante resolución del jefe superior de la institución respectiva, se individualizarán los funcionarios que ocupen dicho cargo.


5) En el Congreso Nacional: los diputados, los senadores, el Secretario General y el Prosecretario de la Cámara de Diputados, el Secretario General y el Prosecretario Tesorero del Senado, y los asesores legislativos que indique anualmente cada parlamentario, en la forma y con el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda.


6) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los fiscales regionales.


7) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, del Consejo Directivo del Servicio Electoral, del Consejo para la Transparencia, del Consejo de Alta Dirección Pública, del Consejo Nacional de Televisión, del Instituto Nacional de Derechos Humanos, los integrantes de los Paneles de Expertos creados en la ley N° 19.940 y en la ley N° 20.378 y del Panel Técnico creado por la ley N° 20.410, sólo en lo que respecta al ejercicio de sus funciones. Asimismo, se considerarán sujetos pasivos de esta ley los integrantes de las Comisiones Evaluadoras formadas en el marco de la ley     N° 19.886, sólo en lo que respecta al ejercicio de dichas funciones y mientras integren esas Comisiones.


8) En la Corporación Administrativa del Poder Judicial: su Director.


Las instituciones y los órganos a los que pertenecen los sujetos pasivos indicados en este artículo podrán establecer mediante resoluciones o acuerdos, según corresponda, que otros funcionarios sean considerados sujetos pasivos para efectos de esta ley, cuando, en razón de su función o cargo y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones, sea necesario, para efectos de transparencia, someterlos a esta normativa. Tales personas deberán ser individualizadas anualmente por resolución de la autoridad competente, la cual deberá publicarse de forma permanente en los sitios electrónicos indicados en el artículo 9°.


El Poder Judicial, el Tribunal Constitucional y la Justicia Electoral podrán ejercer la atribución establecida en el inciso anterior, dictando para estos efectos los acuerdos o resoluciones que correspondan, los que deberán publicarse de manera permanente en sus sitios electrónicos.


En caso que una persona considere que un determinado funcionario o servidor público se encuentra en las situaciones descritas en el inciso segundo de este artículo y en el inciso final del artículo anterior, podrá solicitar su incorporación, por escrito, a la autoridad que dictó o adoptó la resolución o acuerdo que allí se establecen. Ésta deberá pronunciarse sobre dicha solicitud dentro del plazo de diez días hábiles, en única instancia. La resolución que la rechace deberá ser fundada.


Artículo 5°.- Las actividades reguladas por esta ley son aquellas destinadas a obtener las siguientes decisiones:


1) La elaboración, dictación, modificación, derogación o rechazo de actos administrativos, proyectos de ley y leyes, como también de las decisiones que adopten los sujetos pasivos mencionados en los artículos 3° y 4°.


2) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o rechazo de acuerdos, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional o sus miembros, incluidas sus comisiones.


3) La celebración, modificación o terminación a cualquier título, de contratos que realicen los sujetos pasivos señalados en esta ley y que sean necesarios para su funcionamiento.


4) El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos señalados en esta ley, a quienes correspondan estas funciones.


Asimismo, se comprenden dentro de las actividades reguladas por esta ley, aquellas destinadas a que no se adopten las decisiones y actos señalados en los numerales precedentes.


Artículo 6°.- No obstante lo señalado en el artículo precedente, no están regulados por esta ley:


1) Los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión, actividad o asamblea de carácter público y aquellos que tengan estricta relación con el trabajo en terreno propio de las tareas de representación realizadas por un sujeto pasivo en el ejercicio de sus funciones.


2) Toda declaración, actuación o comunicación hecha por los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones.


3) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo.


4) La información entregada a una autoridad pública, que la haya solicitado expresamente para efectos de realizar una actividad o adoptar una decisión, dentro del ámbito de su competencia.


5) Las presentaciones hechas formalmente en un procedimiento administrativo, por una persona, su cónyuge o pariente hasta el tercer grado por consanguinidad y segundo de afinidad en la línea recta y hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad en la colateral, siempre que no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias, ni el cambio de resultados de procesos administrativos o de selección.


6) Las asesorías contratadas por órganos públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga, así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado.


7) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas ante una comisión del Congreso Nacional, así como la presencia y participación verbal o escrita en alguna de ellas de profesionales de las entidades señaladas en el número precedente, lo que, sin embargo, deberá ser registrado por dichas comisiones.


8) Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios para participar en reuniones de carácter técnico a profesionales de las entidades señaladas en el número 6).


9) La defensa en juicio, el patrocinio de causas judiciales o administrativas o la participación en calidad de amicus curiae, cuando ello se permita, pero sólo respecto de aquellas actuaciones propias del procedimiento judicial o administrativo.


10) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativos.


11) Las presentaciones escritas agregadas a un expediente o intervenciones orales registradas en audiencia pública en un procedimiento administrativo que admita la participación de los interesados o de terceros.

TÍTULO II

DE LOS REGISTROS PÚBLICOS


Artículo 7°.- Créanse los siguientes registros de agenda pública en los que deberá incorporarse la información señalada en el artículo 8°:


1) Los registros a cargo del órgano o servicio al que pertenece el respectivo sujeto pasivo indicado en el artículo 3° y en los numerales 1), 4) y 7) del artículo 4°.


2) Un registro a cargo de la Contraloría General de la República, en el que deberá consignarse la información relativa a los sujetos pasivos indicados  en el numeral 2) del artículo 4°.


3) Un registro a cargo del Banco Central, en el que deberán incluir la información los sujetos pasivos indicados en el numeral 3) del artículo 4°.


4) Dos registros, cada uno a cargo de las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, en los que deberá incorporarse la información por los sujetos pasivos señalados en el numeral 5) del artículo 4°.


5) Un registro a cargo del Ministerio Público, en el que deberá incluirse la información por los sujetos pasivos indicados en el numeral 6) del artículo 4°.


6) Un registro a cargo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el que deberá incorporarse la información por el sujeto pasivo indicado en el numeral 8) del artículo 4°.


Artículo 8°.- Los registros de agenda pública establecidos en el artículo anterior deberán consignar:


1) Las audiencias y reuniones sostenidas y que tengan por objeto el lobby o la gestión de intereses particulares respecto de las decisiones que se señalan en el artículo 5°.


En dichos registros se deberá indicar, en particular, la persona, organización o entidad con quien se sostuvo la audiencia o reunión, a nombre de quién se gestionan dichos intereses particulares, la individualización de los asistentes o personas presentes en la respectiva audiencia o reunión, si se percibe una remuneración por dichas gestiones, el lugar y fecha de su realización y la materia específica tratada.


El que, al solicitar reunión o audiencia, omitiere inexcusablemente la información señalada en el inciso anterior o indicare a sabiendas información inexacta o falsa sobre tales materias, será sancionado con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las otras penas que pudieren corresponderle.


2) Los viajes realizados por alguno de los sujetos pasivos establecidos en esta ley, en el ejercicio de sus funciones.


Deberá publicarse en dicho registro el destino del viaje, su objeto, el costo total y la persona jurídica o natural que lo financió.


3) Los donativos oficiales y protocolares, y aquellos que autoriza la costumbre como manifestaciones de cortesía y buena educación, que reciban los sujetos pasivos establecidos en esta ley, con ocasión del ejercicio de sus funciones.


En dichos registros deberá singularizarse el regalo o donativo recibido, la fecha y ocasión de su recepción y la individualización de la persona natural o jurídica de la cual procede.


Se exceptuarán de esta obligación aquellas reuniones, audiencias y viajes cuando su publicidad comprometa el interés general de la Nación o la seguridad nacional.


De éstos se rendirá cuenta anual, en forma reservada, a la Contraloría General de la República, directamente a través del Contralor General o de quien éste delegue, respecto de los sujetos pasivos señalados en el artículo 3° y en los numerales 1), 2), 4) y 7) del artículo 4°. En el caso de los sujetos pasivos señalados en los números 3), 5), 6) y 8) del artículo 4°, dicha rendición se realizará ante quien tenga la potestad sancionatoria, de acuerdo a las normas del Título III.


Artículo 9°.- La información contenida en los registros a que se refiere el artículo 7° será publicada y actualizada, al menos una vez al mes, en los sitios electrónicos a que hace referencia el artículo 7° de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública. Respecto de los sujetos pasivos indicados en los numerales 2), 3), 5), 6) y 8) del artículo 4°, dicha información se publicará en el sitio electrónico establecido en las normas de transparencia activa que los rijan.


Asimismo, el Consejo para la Transparencia pondrá a disposición del público estos registros en un sitio electrónico, debiendo asegurar un fácil y expedito acceso a los mismos.


Del mismo modo, trimestralmente, dicho Consejo deberá poner a disposición del público un registro que contenga una nómina sistematizada de las personas, naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que en tal período hayan sostenido reuniones y audiencias con los sujetos pasivos individualizados en el artículo 3° y en los numerales 1), 4) y 7) del artículo 4°, que tengan por objeto el lobby o la gestión de intereses particulares respecto de las decisiones que se señalan en el artículo 5°. Dicha nómina deberá individualizar a la persona, organización o entidad con la cual el sujeto pasivo sostuvo la audiencia o reunión, dejando constancia de: a nombre de quién se gestionaron los intereses particulares, la individualización de los asistentes o personas presentes, si se percibió una remuneración por dichas gestiones, el lugar, fecha y hora de cada reunión o audiencia sostenida, y la materia específica tratada.


Los sujetos pasivos individualizados en los numerales 2), 3), 5), 6) y 8) del artículo 4° enviarán al Consejo para la Transparencia la información que se acuerde en los convenios que celebren, para efectos de publicarla en el sitio electrónico señalado en el inciso segundo de este artículo.


El reglamento y demás normativa a que hace referencia el artículo 10 establecerán la información que deberá incluirse en el registro, la fecha de actualización, la forma en que ha de hacerse la publicación, los antecedentes requeridos para solicitar audiencias y los demás aspectos que sean necesarios para el funcionamiento y publicación de dichos registros.


Artículo 10.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, dictará el o los reglamentos de esta ley.


La normativa de los registros a cargo de la Contraloría General de la República y del Ministerio Público será aprobada mediante resolución del Contralor General y del Fiscal Nacional del Ministerio Público, respectivamente, la que será publicada en el Diario Oficial.


Aquella que regule el registro a cargo del Banco Central de Chile será establecida mediante acuerdo de su Consejo, publicado en el Diario Oficial.


Asimismo, las normas que regulen los registros del Congreso Nacional serán, para cada Cámara, las que apruebe la Sala de cada de una de ellas, a proposición de las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.


Las normas que regulen el registro de la Corporación Administrativa del Poder Judicial serán las que apruebe el Consejo Superior de dicha entidad.


Artículo 11.- Las autoridades y funcionarios señalados en los artículos 3° y 4° deberán mantener igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades que soliciten audiencias sobre una misma materia.


Artículo 12.- Las personas que realicen lobby o gestiones de intereses particulares, de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, estarán sujetas a las siguientes obligaciones:


1.- Proporcionar de manera oportuna y veraz a las autoridades y funcionarios respectivos, la información señalada en esta ley, cuando ésta les sea requerida, tanto para solicitar audiencias o reuniones, como para efectos de su publicación.


2.- Informar, al sujeto pasivo a quien solicitan la reunión o audiencia, el nombre de las personas a quienes representan, en su caso.


3.- Informar, al sujeto pasivo a quien solicitan la reunión o audiencia, si reciben una remuneración por las gestiones.


4.- Proporcionar, en el caso de las personas jurídicas, la información que se les solicite respecto de su estructura y conformación, sin que en caso alguno les sea obligatorio suministrar información confidencial o estratégica. Dicha información será solicitada a través de un formulario que, para estos efectos, elaborará el Ministerio Secretaría General de la Presidencia respecto de los sujetos pasivos señalados en el artículo 3° y en los numerales 1), 4) y 7) del artículo 4°, y el organismo a cargo de cada registro, respecto de aquellos individualizados en los numerales 2), 3), 5), 6) y 8) del artículo 4°, de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento y demás normativa a que hace referencia el artículo 10.


La omisión inexcusable de la información requerida en el inciso anterior o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa, por parte de las personas señaladas en dicho inciso, será penada con la multa señalada en el artículo 8°.


Tales personas deberán informar a sus clientes o representados de las obligaciones a las que están sujetas en virtud de esta ley.


Artículo 13.- Habrá un registro público de lobbistas y de gestores de intereses particulares por cada uno de los órganos e instituciones a que se refiere el artículo 7º. El registro será administrado por éstos y a él se incorporarán las personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que desempeñen las actividades señaladas en los números 1) y 2) del artículo 2º ante las autoridades y funcionarios mencionados en los artículos 3º y 4º. 


A los registros señalados en el inciso anterior podrá ingresarse inscribiéndose en forma previa o automáticamente cuando se efectúen las actividades a que hacen referencia los numerales 1) y 2) del artículo 2º, ante las autoridades y funcionarios individualizados en los artículos 3º y 4º. Dichos registros se publicarán y actualizarán de acuerdo a lo señalado en el artículo 9º.


Las personas inscritas en el registro deberán cumplir las obligaciones dispuestas en el artículo anterior. 


El reglamento y demás normativas a que hace referencia el artículo 10 establecerán los procedimientos, plazos, antecedentes e informaciones requeridas para practicar las inscripciones en el registro público de lobbistas y de gestores de intereses particulares.

TÍTULO III

DE LAS SANCIONES


Artículo 14.- La infracción de las normas de esta ley hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que ésta determine. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas de este Título y, en lo no previsto por esta ley, se sujetará a las normas estatutarias que rijan al órgano del cual dependa el sujeto pasivo involucrado.

Párrafo 1º

De las sanciones aplicables a las autoridades y funcionarios

de la Administración del Estado


Artículo 15.- En caso que el sujeto pasivo de aquellos señalados en el artículo 3° y en los numerales 2), 4) y 7) del artículo 4°, los consejeros regionales y el secretario ejecutivo del consejo regional señalados en el numeral 1) del artículo 4°, no informare o registrare lo señalado en el artículo 8° dentro del plazo dispuesto para ello, la Contraloría General de la República le comunicará dicha circunstancia, y el obligado tendrá el plazo de veinte días para informar al respecto. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, la que será apreciada en conciencia. La Contraloría mediante resolución fundada, propondrá, dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia, si corresponde, al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. En caso que el sujeto pasivo sancionado sea el jefe de servicio o autoridad, la potestad sancionatoria residirá en la autoridad que lo nombró.


De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria. Se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas en los sitios electrónicos del respectivo órgano o servicio, por un plazo de un mes desde que esté firme la resolución que establece la sanción.


La resolución que imponga la sanción estará sujeta al trámite de toma de razón. Dicha resolución será impugnable en la forma y plazo prescritos en el artículo 18.


En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.


Artículo 16.- La omisión inexcusable de la información que conforme a esta ley y su reglamento debe incorporarse en alguno de los registros establecidos en el artículo 7°, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa, se sancionará, respecto de las personas señaladas en el artículo anterior, con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en dicho artículo, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiere corresponderles.


Artículo 17.- Los alcaldes, concejales, directores de obras municipales y secretarios municipales que incurran en alguna de las infracciones establecidas en los artículos 15 y 16 serán sancionados por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en dichas normas.


Una vez ejecutoriada la sanción que se aplique, se notificará por el organismo competente al concejo municipal en la sesión más próxima que celebre. Asimismo, dicha sanción se deberá incluir en la cuenta pública a que hace referencia el artículo 67 de la ley N° 18.695 e incorporarse en el extracto de la misma, que debe ser difundida a la comunidad.


Artículo 18.- Las sanciones contempladas en los artículos 15, 16 y 17 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique. 


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.


La interposición de esta reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.


La reincidencia en las infracciones consignadas en este Párrafo, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la infracción, será considerada falta grave a la probidad.

Párrafo 2°

De las sanciones aplicables a otras autoridades


Artículo 19.- Las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria conocerán y resolverán acerca de la aplicación de las sanciones a las que se refiere este artículo.


Si alguna de las personas señaladas en el número 5) del artículo 4° no informa o registra lo señalado en el artículo 8° dentro del plazo dispuesto para ello, la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda le aplicará una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. 


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia de cualquier interesado, lo cual será comunicado al afectado, quien tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, la que será apreciada en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.


La omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro a que se refiere el número 4) del artículo 7°, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar.


En el sitio electrónico de la respectiva Cámara se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas, por el plazo de un mes desde que la resolución que establece la sanción esté firme.


Artículo 20.- Si alguna de las personas individualizadas en el numeral 3) del artículo 4° no informa o registra de manera oportuna lo señalado en el artículo 8°, será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. 


Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento, comunicándose esta circunstancia al afectado, quien tendrá el derecho a contestar en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes, contados desde la última diligencia.


En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la ley orgánica constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840.


La omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro a que se refiere el número 3) del artículo 7°, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro, se sancionará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 de la ley orgánica constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar. 


En el sitio electrónico del Banco Central se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas, por el plazo de un mes desde que la resolución que establece la sanción esté firme.


Artículo 21.- Si alguna de las autoridades del Ministerio Público individualizado en el numeral 6) del artículo 4°, no informa o registra de manera oportuna lo señalado en el artículo 8°, será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia de cualquier interesado, comunicándose esta circunstancia al afectado, quien tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, la que será apreciada en conciencia. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.


La omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro a que se refiere el número 5) del artículo 7°, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar.


En los sitios electrónicos de la respectiva Fiscalía se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas, por el plazo de un mes desde que la resolución que establece la sanción esté firme.


Artículo 22.- Si el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial no informa o registra de manera oportuna lo señalado en el artículo 8°, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuesta por el Consejo Superior.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Consejo Superior o por denuncia de cualquier interesado, comunicándose esta circunstancia al afectado, quien tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, la que será apreciada en conciencia. El Consejo Superior deberá dictar la resolución final dentro de los diez siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.


La omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro a que se refiere el número 6) del artículo 7°, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar.


La sanción aplicada por el Consejo Superior será reclamable ante el Pleno de la Corte Suprema, conforme al procedimiento establecido en el artículo 24, correspondiendo a este último pedir información a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida.


Artículo 23.- Si durante el curso de la investigación o sumario administrativos, el investigador o fiscal, según corresponda, conoce de acciones u omisiones que puedan ser constitutivas de delito, estará obligado a hacer la denuncia respectiva al Ministerio Público.


La reincidencia en las infracciones consignadas en este Párrafo, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la infracción, será considerada falta grave a la probidad.


Artículo 24.- Salvo que se contemplen procedimientos especiales, las sanciones contempladas en este Párrafo serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique. 


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.


La interposición de esta reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.

TÍTULO IV

DISPOSICIÓN FINAL


Artículo 25.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal: 


1. En el artículo 248 bis:


a) Elimínase, en el inciso primero, la expresión “especial o”, y reemplázase el término “temporales” por “temporal”.


b) Suprímese, en el inciso segundo, la locución “especial o”; agrégase, a continuación de la palabra “público”, una coma (,), y sustitúyese el término “perpetuas” por “perpetua”.


2. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 249, la frase “inhabilitación especial perpetua e inhabilitación absoluta temporal, o bien con inhabilitación absoluta perpetua”, por la siguiente: “inhabilitación absoluta, temporal o perpetua,”.


3. Agrégase, en el inciso tercero del artículo 250, a continuación de la palabra “mínimo”, la expresión “a medio”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- El mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley durante el año de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente de las instituciones respectivas, pudiendo al efecto realizarse transferencias y reasignaciones.


Artículo segundo.- El Presidente de la República promulgará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma. 


Sin perjuicio de lo anterior, el Congreso Nacional, el Poder Judicial y los demás órganos dotados de autonomía constitucional podrán determinar las otras normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.


Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de las autoridades y funcionarios individualizados en los artículos 3º y 4º. 


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, respecto de los jefes de servicio, los directores regionales de los servicios públicos, los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales y jefes de gabinete, comenzará a regir ocho meses después de la publicación del reglamento. Por su parte, respecto de los sujetos pasivos individualizados en el inciso final del artículo 3º, con excepción de los jefes de gabinete, en el numeral 1) del inciso primero y en el inciso segundo, ambos del artículo 4°, esta ley entrará en vigencia doce meses después de la publicación del mencionado reglamento.”.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, con el que solicita a S.E. el Presidente de la República la modificación del decreto supremo N° 39, de 2013, del Ministerio de Salud, para ampliar los tratamientos especializados de cuidados paliativos a

todas las enfermedades terminales


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora precedentemente individualizada, correspondiente al Boletín Nº S 1.629-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 14 votos a favor.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Navarro, Orpis, Pizarro, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte y Walker (don Ignacio).
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la legislación chilena reconoce como una Garantía Explícita en Salud el alivio del dolor y los cuidados paliativos, pero circunscrita a los casos de cáncer avanzado;

2. Que, sin embargo, existen diversas enfermedades terminales que no son garantizadas por el ordenamiento jurídico en esta materia, lo que constituye un vacío normativo que es necesario remediar mediante la incorporación a estas garantías de un catálogo laxo de enfermedades en fase terminal;

3. Que la experiencia registrada en otros países en este ámbito ha demostrado lo relevante y útil que es una legislación comprensiva de acciones de naturaleza paliativa;

4. Que, por ejemplo, Colombia, España y México contemplan una regulación más amplia y detallada de la prestación de servicios de tipo paliativo, aplicable a enfermos en estado terminal, sin distinción de la enfermedad de la que padecen;

5. Que en España se reconoce expresamente la atención paliativa para enfermos terminales como prestación integrante del Sistema Nacional de Salud, mientras que la legislación mexicana, por su parte, establece un catálogo de derechos de los enfermos terminales, así como las facultades y obligaciones de las instituciones de salud, los médicos y personal sanitario. En materia de capacitación, la ley mexicana exige a las Instituciones de Salud del Sistema Nacional de Salud, garantizar la capacitación y actualización permanente de los recursos humanos en cuidados paliativos;

6. Que el ordenamiento jurídico chileno reconoce el alivio del dolor y los cuidados paliativos como una de las Garantías Explícitas de Salud, pero el problema es que sólo se consagra como tal tratándose del cáncer avanzado, dejando sin regulación en este aspecto a las demás enfermedades en estado terminal;

7. Que, en efecto, en Chile existe un Régimen de Prestaciones de Salud en virtud de lo dispuesto en el artículo 134 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, del año 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s 18.933 y 18.469;

8. Que, en el marco de dicho Régimen de Prestaciones de Salud y como parte integrante del mismo, la ley N° 19.966 estableció el denominado Régimen General de Garantías en Salud, que constituye un instrumento de regulación sanitaria que contiene Garantías Explícitas en Salud relativas a acceso, calidad, protección financiera y oportunidad con que deben ser otorgadas las prestaciones asociadas a un conjunto priorizado de programas, enfermedades o condiciones de salud señaladas en el decreto correspondiente;

9. Que este Régimen General de Garantías en Salud establece las prestaciones de carácter promocional, preventivo, curativo, de rehabilitación y paliativo que comprende el sistema. Por su parte, de acuerdo al artículo 11 de la citada ley N° 19.966, las Garantías Explícitas en Salud son elaboradas por el Ministerio de Salud y aprobadas mediante un decreto supremo de dicho Ministerio, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda;

10. Que estas Garantías pueden ser exigidas por los afiliados y beneficiarios del Fondo Nacional de Salud (FONASA) y de las Instituciones de Salud Previsional (ISAPRES), para recibir atención médica en caso de sufrir alguna de las enfermedades definidas por el Ministerio de Salud;

11. Que el decreto supremo N° 1, del Ministerio de Salud, de 2010, que aprueba Garantías Explícitas en Salud del Régimen General de Garantías en Salud, en su numeral 4 reconoció el alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avanzado como una de las Garantías Explícitas en Salud a que se refiere la ley N° 19.966. Posteriormente, el decreto supremo N° 4, del mismo Ministerio, del año 2013, mantuvo tal reconocimiento, definiendo dicha prestación como “la asistencia integral y activa al paciente y a su entorno, por un equipo multiprofesional, cuando no hay posibilidad de curación del cáncer y en que el objetivo esencial del tratamiento ya no consiste en prolongar la vida, sino en asegurar la máxima calidad de vida posible tanto al paciente como a su familia”. Agrega que tiene derecho a esta asistencia todo beneficiario con confirmación diagnóstica de cáncer avanzado o terminal;

12. Que, en el mismo sentido, el Protocolo AUGE “Alivio del dolor por cáncer avanzado y cuidados paliativos”, establece el procedimiento a seguir por los pacientes oncológicos y define cuidados paliativos como “la asistencia total y activa al paciente y a su entorno, por un equipo multiprofesional, cuando no hay posibilidad de curación y en que el objetivo esencial del tratamiento ya no consiste en prolongar la vida”;

13. Que, por su parte, la Guía Clínica AUGE del Ministerio de Salud para el alivio del dolor por cáncer avanzado y cuidados paliativos, de 2011, se refiere a los componentes del proceso de atención y alivio requeridos en estas circunstancias, y

14. Que, finalmente, el Programa Nacional Alivio del Dolor por Cáncer y Cuidados Paliativos, del Ministerio de Salud, de 2009, es el documento oficial de dicho Ministerio sobre la materia, el cual debe servir de base para la cálida y oportuna evaluación, tratamiento y seguimiento que requieren las personas con cáncer avanzado.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República extender la aplicación de los tratamientos especializados de alivio del dolor y cuidados paliativos a todas las enfermedades terminales, reconociendo éstas entre las patologías cubiertas por la nómina de Garantías Explícitas en Salud. 


Asimismo proponer que, para tal efecto, se modifique el decreto supremo N° 4, del Ministerio de Salud, de 2013, agregándose, en su numeral 4, a continuación de la mención “Todo cáncer avanzado o terminal”, el siguiente texto: “y, además, todas aquellas enfermedades terminales que, por su naturaleza, requieran un tratamiento especializado en cuidados paliativos”.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Rincón y señores Escalona, Lagos, Muñoz Aburto y Zaldívar, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República el envío de una iniciativa legal para resolver los problemas que la ley Nº 20.255 causa, en su sistema de salud laboral,

a los trabajadores independientes


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.634-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señora Allende y señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma y Uriarte.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que la ley N° 20.255, que estableció la reforma previsional, dispuso la incorporación de los trabajadores independientes a los sistemas de pensiones, salud común y salud laboral, entendiendo por tales trabajadores aquellos afectos al artículo 42, número 2 de la Ley de Impuesto a la Renta, es decir, los que emiten boletas de honorarios y que, por tanto, deben hacer anualmente su declaración de impuesto a la renta. La misma ley N° 20.255 estableció una gradualidad para la incorporación de los trabajadores independientes a estos sistemas de seguridad social, partiendo el año 2012 con una cotización equivalente a un porcentaje de su renta anual imponible, salvo que el trabajador o contribuyente, en forma expresa, manifieste lo contrario, adquiriendo tal cotización el carácter de obligatoria el año 2015 tratándose del régimen de pensiones y salud laboral y el año 2018 respecto del sistema de salud común;

2. Que el inciso segundo del artículo vigésimo noveno transitorio de la citada ley N° 20.255 contempló la gradualidad para los trabajadores independientes respecto de la obligación de cotizar para el sistema de pensiones, señalando: “Durante los tres primeros años de la entrada en vigencia del Título señalado en el inciso anterior, los trabajadores a que se refiere el inciso primero del artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980, deberán efectuar las cotizaciones del Título III del mencionado decreto ley, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 92 F de dicho decreto ley, salvo que en forma expresa manifiesten lo contrario. La Superintendencia de Pensiones mediante una norma de carácter general establecerá el procedimiento para el ejercicio de este derecho.”. En razón de ello, la Superintendencia de Pensiones normó la opción de no cotizar para el sistema de pensiones.

3. Que, por su parte, el inciso primero del artículo trigésimo transitorio de la ley N° 20.255 también estableció la gradualidad respecto de la obligación de cotizar para el sistema de salud laboral, señalando que: “Para los trabajadores independientes señalados en el artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980, las cotizaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 88 de esta ley, se efectuarán conforme a lo dispuesto en dicha norma con la misma gradualidad y en las mismas condiciones establecidas en los incisos segundo al cuarto del artículo precedente. Asimismo, será aplicable lo dispuesto en el inciso final del artículo vigésimo noveno transitorio.”. Conforme a ello, la Superintendencia de Seguridad Social reguló la opción de no cotizar para el sistema de salud laboral, basándose en la misma norma que dictó la Superintendencia de Pensiones;

4. Que durante el proceso de declaración de rentas del año 2013, teniendo en consideración la gradualidad en la incorporación de los trabajadores independientes a los seguros sociales, que parte con una cotización del 40% de la renta anual imponible, salvo que el trabajador independiente manifieste lo contrario, el Servicio de Impuestos Internos (SII) aplicó un procedimiento que continúa vigente y que, en caso que la declaración de renta se realice vía internet, permite, mediante una aplicación informática que se despliega al efecto, manifestar por ese mismo medio la intención de no cotizar de acuerdo a lo establecido en la ley, generándose de inmediato un certificado de declaración jurada en el cual consta la renuncia a cotizar por ese año tributario. De esta forma, el SII descontó de la declaración de renta 2013 -por ingresos del año 2012-, las cotizaciones para pensiones y salud laboral a todos aquellos trabajadores independientes que no ejercieron la opción de renunciar a los referidos descuentos. Con tal procedimiento, por tanto, el “silencio” es interpretado como aceptación;

5. Que de acuerdo a la información proporcionada por el señor Subsecretario de Previsión Social, en un principio figuraban 75.000 mil trabajadores afectados por esta situación, cifra que posteriormente aumentó a 149.000 trabajadores. Finalmente, en sesión de la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado, de fecha 31 de julio de 2013, señaló que serían 300.000 los trabajadores que vieron descontados de sus declaraciones de renta los montos por cotizaciones para el sistema de salud laboral sin haber recibido ninguna prestación a cambio. Estos trabajadores “pagaron” el año 2013 por beneficios que debieron haber obtenido el año 2012 y que sólo pudieron haberse hecho efectivos en ese instante y no en el futuro;

6. Que atendido lo anterior y buscando solucionar el problema motivado en los descuentos realizados a los trabajadores independientes en sus declaraciones de renta, el Ejecutivo ingresó al Senado un proyecto de ley, correspondiente al Boletín N° 8.936-13, cuyo objetivo es modificar, de mensual a anual, el pago de la cotización de los trabajadores independientes afiliados al seguro social de riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y postergar la respectiva cobertura al mes de julio del año siguiente al cual corresponden las remuneraciones y los meses trabajados, siempre y cuando, en dicho año siguiente, tales trabajadores sigan ejerciendo sus actividades en forma independiente, y

7. Que, sin embargo, la propuesta del mencionado proyecto de ley presentado por el Ejecutivo y que busca corregir el problema descrito al establecer que la obligación de cotizar es anual y no mensual, y trasladar los beneficios hacia el mes de julio del año siguiente a aquel en que los trabajadores realizaron sus actividades laborales, produce diversos problemas prácticos que ya fueron señalados en la sesión celebrada por la Sala del Senado el 17 de julio de 2013, oportunidad en la cual se aprobó la idea de legislar respecto de esta iniciativa legal.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que, a fin de resolver los problemas que la ley N° 20.255 causa a los trabajadores independientes en lo que respecta a su sistema de salud laboral, se adopten las siguientes medidas:


a) Enviar una iniciativa legal que modifique la ley N° 20.255, incorporando una norma que contemple en esta materia dos alternativas para los trabajadores independientes: una opción de aceptación, donde el trabajador deba aprobar que se realicen los descuentos por cotizaciones, detallando el nombre del administrador al cual se ha afiliado, y una opción de no cotizar de carácter temporal.


b) Dado que la cotización para la salud laboral será obligatoria a contar del 1 de enero de 2015, y atendido que la ley N° 20.255 contempló un sistema de gradualidad considerando un término de cuatro años (desde el 2008 al 2012), postergar la obligatoriedad de dicha cotización al 1 de enero del año 2018, a fin de tener el tiempo suficiente para educar a la población y hacer coincidir esta obligación con la obligatoriedad de la cotización para la salud común ya prevista en la ley para el año 2018. Para ello, sería necesario disponer la revisión del actual calendario en lo relativo a las fechas y los porcentajes de las rentas imponibles sobre las cuales se debe cotizar.


c) Disponer la devolución de las cotizaciones descontadas por el SII por concepto de cotizaciones para el sistema de salud laboral, entendiendo que el procedimiento aplicado no se ajusta ni a la lógica de funcionamiento del referido sistema, ni a lo establecido en el decreto supremo N° 67, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, del año 2008.”.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señores García y Horvath, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 88ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 22 DE ENERO DE 2014



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Justicia subrogante, y de Transportes y Telecomunicaciones, señores Cristián Larroulet, Juan Ignacio Piña y Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente.


Actúa de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto del asunto discutido en esta sesión, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S. E. el Presidente de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para designar a la señora Andrea María Mercedes Muñoz Sánchez como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, y agrega que esta sesión especial ha sido convocada de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del artículo 67 del Reglamento de la Corporación.

El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para designar a la señora Muñoz como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema, que tiene el Boletín N° S 1.632-05 y la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recibió en audiencia a la señora Muñoz, en sesión a la que también asistió el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.



Añade que la Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández y Walker (don Patricio), de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimiento previstos por nuestro ordenamiento jurídico para la designación de los Ministros de la Corte Suprema.



Finalmente, hace presente que el Senado, para dar su acuerdo, requiere del pronunciamiento favorable de dos tercios de sus miembros en ejercicio.

- - -


En discusión la solicitud en examen, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Patricio).

Cerrado el debate y puesta en votación dicha solicitud, es aprobada por 30 votos a favor y 2 abstenciones, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 78 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón, señores Larraín Fernández y Uriarte, señora Alvear, señores Escalona y Sabag y señora Allende.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Larraín Peña y Pérez Varela.


Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Pérez Varela.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -



Finalmente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 89ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 22 DE ENERO DE 2014


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda subrogante; Secretario General de la Presidencia, y de Educación, señores Julio Dittborn y Cristián Larroulet y señora Carolina Schmidt, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 85ª y 86ª, ordinarias, de 14 y 15 de enero de 2014, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Ocho de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, da inicio a un proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en vídeo y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (Boletín N° 9.245-07). 


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso.


Con los dos siguientes, retira la urgencia para el despacho de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos (Boletín N° 9.201-03).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín N° 9.036-07).


- Se tienen presentes los retiros y se manda agregar los documentos a sus respectivos antecedentes.


Con el cuarto, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de las observaciones formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


Con el quinto, hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos (Boletín N° 9.201-03).


Con el sexto, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto del proyecto de ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (Boletín N° 8.034-15).


Con el séptimo, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, al proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en vídeo y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (Boletín N° 9.245-07).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con el último, comunica que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política, respecto del proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06). 


- Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, mediante el cual, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 de la ley N° 20.500, solicita el acuerdo del Senado para designar al señor Pablo Egenau Pérez como miembro del Consejo Nacional del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público (Boletín Nº S 1.636-05).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, manifiesta que dio su aprobación a la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


- Se toma conocimiento y se mandó comunicar a S. E. el Presidente de la República para el efecto de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República.



Con los dos siguientes, informa que prestó su aprobación a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que crea el Consejo de Estabilidad Financiera (Boletín Nº 9.178-05).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


2.- Proyecto de ley que prorroga cotización extraordinaria, para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y modifica ley N° 19.578 (Boletín Nº 9.231-13) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.


Con el último, comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (Boletín       Nº 8.210-06).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Del señor Subsecretario de Justicia (S)


Atiende petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativa a suministrar la nómina completa de los indultos y beneficios carcelarios otorgados desde marzo del año 2010 hasta la presente fecha.

De la señora Directora General de Relaciones Económicas 
Internacionales (S)


Contesta solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativa a una presentación que la empresa Escapes Santander hizo, ante el Punto Nacional de Contacto de Chile para las Líneas Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales, en razón de actuaciones atentatorias que la referida empresa atribuye a Minera Escondida Limitada, entidad operada por BHP Billiton.

Del señor Alcalde de la I. Municipalidad de Natales


Remite acta de sesión del Concejo Municipal que, en relación con la solicitud remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, abordó la regulación del tránsito por la calle Pedro Montt, de esa comuna, con miras a evitar algún perjuicio para el desarrollo productivo de la ciudad.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República mediante el cual, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la ley   N° 19.995, solicita el acuerdo del Senado para designar a los señores Miguel Andrés Zamora Rendich y Eduardo Aninat Ureta como sus representantes en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego (Boletín        Nº S 1.635-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.220, que regula el establecimiento de bolsas de productos agropecuarios (Boletín N° 9.233-01).


- Quedan para Tabla.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Allende y señores Frei, Gómez y Orpis, con la que proponen un proyecto de ley que modifica el Código de Minería en materia de publicaciones en los boletines mineros.


- Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Informes


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Título II de ley N° 19.882, que fija condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario por el período que indica y otorga otros beneficios por retiro (Boletín N° Nº 9.228-05) (con urgencia calificada de “simple”).


Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (Boletín N° 9.113-05).


Certificado de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente (Boletín Nº 9.199-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Quedan para Tabla.

Comunicación


De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, con la que comunica que, a contar de esta fecha, ha dejado de pertenecer al Comité Partido Renovación Nacional y que, desde este mismo momento, integrará el Comité Independientes.


- Se toma conocimiento.

- - -


Posteriormente, el Honorable Senador señor Prokurica solicita obtener el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señora Allende y señores Frei, Gómez y Orpis, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, que modifica el Código de Minería en materia de publicaciones en los boletines mineros, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.

Así se acuerda.
- - -


Enseguida, la Sala acuerda incluir en la Tabla de Fácil Despacho de hoy el proyecto individualizado con el Boletín Nº S 1.635-05.


Asimismo, se decide incorporar en el Orden del Día de la sesión de hoy los proyectos signados con los Boletines N°s 9.228-05, 9.113-05 y 9.199-05.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor García-Huidobro pide obtener el asentimiento de la Sala para la fijación de un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que dicta normas sobre compensaciones a usuarios de servicios de distribución de agua potable en caso de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (Boletín N° 2.357-09), hasta las 12:00 horas del día 3 de marzo de 2014.


Se accede a lo solicitado, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Obras Públicas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote señor Ramón Seco Pérez, con informe de la Comisión de Derechos

Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín N° 9.187-17.


Destaca que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier, Orpis y Ruiz-Esquide, dejando constancia que, después de analizar la iniciativa y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento de la nacionalidad chilena por especial gracia a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el sacerdote Ramón Seco Pérez, por su destacado aporte a las regiones de Valparaíso, de Biobío y al país y por su gran labor pastoral en los más de cuarenta años que lleva en nuestro territorio, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios a los que alude la norma contenida en el número 4º del artículo 10 de la Constitución Política de la República.
- - -


Seguidamente, se pone en votación el proyecto, en general y en particular, que es aprobado por 23 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote señor Ramón Seco Pérez.”.
_________
Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote señor  Andrés Lacalle Andrés, con informe de la Comisión de

Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín N° 9.188-17.


Destaca que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier, Orpis y Ruiz-Esquide, dejando constancia de que, después de analizar la iniciativa, se cumplen todos los requisitos para proceder a otorgar la nacionalidad chilena por especial gracia al sacerdote anteriormente individualizado, porque se ha formado la convicción de que ha sido un gran aporte para la Octava Región y para el país, y por su gran labor pastoral, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.
- - -


Seguidamente, se pone en votación el proyecto, en general y en particular, que es aprobado por 23 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote señor Andrés Lacalle Andrés.”.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote señor José Antonio Ortega Martín, con informe de la Comisión de

Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín N° 9.189-17.


Destaca que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier, Orpis y Ruiz-Esquide, dejando constancia de que, después de analizar la iniciativa y en razón de las pautas para la procedencia de otorgar dicha nacionalidad chilena por especial gracia a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó convicción de que el sacerdote don José Antonio Ortega Martín, por su gran aporte a la Región del Biobío y al país y por su gran labor pastoral, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.
- - -


Seguidamente, puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 20 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote señor José Antonio Ortega Martín.”.
_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su Estatuto Orgánico, que otorga al Subsecretario de Relaciones Exteriores atribución para transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero, que afecten al Estado de Chile, con informes de las Comisiones

de Relaciones Exteriores y de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín N° 8.853-10, con urgencia calificada de “suma”.


Añade que el principal objetivo de la iniciativa es conferir al Subsecretario de Relaciones Exteriores la facultad para transigir en conflictos jurídicos laborales o previsionales que afecten al Estado de Chile en el extranjero, estableciendo como requisito previo un informe favorable del Consejo de Defensa del Estado.

Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió esta iniciativa en general y en particular, por tratarse de un proyecto de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio), en los mismos términos en que fuera despachado por la Cámara de Diputados.

Finalmente, señala que la Comisión de Hacienda, por su parte, aprobó el proyecto en los mismos términos en que lo despachó la Comisión de Relaciones Exteriores, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.

- - -


Seguidamente, se pone en votación el proyecto, en general y en particular, que es aprobado por 21 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Agrégase en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el siguiente número 8:


“8. Transigir litigios pendientes y precaver litigios eventuales en materias laborales y,o previsionales surgidos en el extranjero que afecten al Estado de Chile, previo informe favorable del Consejo de Defensa del Estado, pudiendo delegar dicha facultad en los correspondientes Jefes de Misión Diplomática, Jefes de Misión ante Organizaciones Internacionales y Jefes de Oficinas Consulares de Chile en el exterior, en conformidad al artículo 41 del decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.”.

_________
Oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar a los señores Miguel Andrés Zamora Rendich y Eduardo Aninat Ureta como sus representantes en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y

Regionalización

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República en que solicita el acuerdo del Senado para designar a sus representantes en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego, que tiene el Boletín Nº S 1.635-05 y la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag, de que en las designaciones de los miembros del Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego se han cumplido los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la solicitud en examen, que es aprobada por 20 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Título II de la ley N° 19.882, que fija condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario por el período que indica y otorga otros beneficios por retiro, con informe de la

Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín N° 9.228-05 y con urgencia calificada de “simple”.

Añade que sus objetivos fundamentales son establecer un plan de incentivo al retiro para los funcionarios y trabajadores de la Administración Central del sector público, que contempla los siguientes instrumentos:

- Bonificación por retiro voluntario de la ley N° 19.882, introduciendo enmiendas en su Título II.

- Bonificación adicional de 395 unidades de fomento para los funcionarios que cumplan con los requisitos de la ley N° 19.882.

- Bono especial de permanencia para los funcionarios de las plantas profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas, y para los asimilados o que reciban la bonificación adicional del decreto ley N° 479, de 1974, y que reciban esa bonificación adicional.


- Bonificación por antigüedad para los funcionarios que perciban bonificación adicional.

- Bono por trabajos pesados para los funcionarios que, acogiéndose al plan de retiro, se encuentren realizando trabajos así calificados.

- Apertura de 200 cupos para funcionarios que puedan percibir excepcionalmente los beneficios por retiro voluntario y bonificación de 395 unidades de fomento, y

- Otorgamiento de facultades a los jefes de servicio para solicitar la renuncia de los funcionarios que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 65 años de edad los hombres, y 60 años las mujeres.

Destaca que la Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general, primeramente, y puesto en votación fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros de ella, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez Varela y Zaldívar.

Añade que en la discusión particular realizó algunas enmiendas, las cuales fueron aprobadas por unanimidad.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda, en su informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional:

Artículo 3°


Sustituir la preposición “que” que sucede a “precedente”, por lo siguiente: “, que haya cumplido o”. 

Artículo 4°


Eliminar el inciso tercero, pasando los actuales incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, a ser incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, respectivamente. 

Artículo 5°


- En el inciso primero, sustituir las voces “enumeradas en” por “a que se refiere”, e intercalar, entre “sexto” y “de la ley N° 20.212”, la palabra “transitorio”. 

- En el inciso segundo, reemplazar el vocablo “octavo” por “séptimo”. 

Artículo 7°


Suprimir el guarismo “2013” y la coma (“,”) que le sigue. 

Artículo 10


Eliminar la frase “por parte del empleador”, y reemplazar las palabras “en el momento de” por la voz “al”. 

Artículo 12

Inciso primero


En el encabezado, sustituir el vocablo “servicio” por lo siguiente: “los servicios, instituciones u organismos”.


En el listado de instituciones:


- Agregar, al inicio, a continuación de “Servicio” y de             “N° máximo de personas por servicio”, lo siguiente: “, institución u organismo”.


- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Subsecretario” por “Subsecretaría”.


- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Intendente” por “Intendencia”.


- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Gobernador” por “Gobernación”.


- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Director” por “Dirección”.


- Sustituir, todas las veces que aparecen, las voces “Vicepresidente Ejecutivo” por “Vicepresidencia Ejecutiva”.

- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Fiscal” por “Fiscalía”.


- Sustituir la voz “Tesorero” por “Tesorería”.

- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Superintendente” por “Superintendencia”.


- Sustituir la voz “Presidente” por “Presidencia”.


- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Secretario” por “Secretaría”.


- Sustituir la voz “Defensor” por “Defensoría”.


- Incorporar lo siguiente:

	Dirección del Trabajo
	                                   31

	Instituto Nacional de Estadística
	                                    6

	Corporación Asistencia Judicial RM
	                                    7

	Servicio Nacional de Turismo
	                                    1

	Gobierno Regional de Valparaíso
	                                    1

	Subsecretaría de Servicios Sociales
	                                    5


Inciso segundo


Sustituir la frase “del 15 de julio de 2014” por la siguiente: “de los 180 días siguientes a la publicación de la presente ley y, en todo caso, deberá hacerse efectiva antes del 31 de marzo de 2015”. 

Artículo 14


Sustituir, en la primera oración, la preposición “que” que sucede a “Dirección General de Movilización Nacional”, por lo siguiente: “, que hayan cumplido o”. 


Incorporar el siguiente artículo 15, nuevo:


“Artículo 15.- El mayor gasto fiscal que representa esta ley, se financiará con los recursos que se contemplen en los presupuestos de las diversas entidades a que ella se refiere, y en lo que faltare, con los recursos de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”. 
- - -


Seguidamente, se pone en discusión el proyecto y se ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Escalona, García, Bianchi, Letelier, Tuma, Sabag, Pérez Varela, Orpis y Navarro y señora Allende. 


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 31 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase el inciso segundo del artículo séptimo de la ley N° 19.882, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en la primera oración el vocablo “nueve” por “once”.


b) Suprímese la siguiente oración: “El monto de este beneficio se incrementará en un mes para las funcionarias”.


Artículo 2°.- Los funcionarios y funcionarias beneficiarias del Título II de la ley N° 19.882, sobre Bonificación por Retiro, que en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, y que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria a partir de la fecha que se establece en la presente ley y a más tardar el día 31 de marzo de 2015, tendrán derecho a percibir dicha bonificación por retiro voluntario, en las condiciones especiales que se indican a continuación:


a) Los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley N° 19.882 serán reemplazados por los que se señalan en el artículo siguiente.


b) La bonificación que corresponda al funcionario no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley       N° 19.882.


Artículo 3°.- El personal que se acoja a lo dispuesto en el artículo precedente, que haya cumplido o cumpla 65 o 60 años de edad, respectivamente, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberá comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 31 de marzo de 2015.


Artículo 4°.- Los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata que perciban la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.882 con las condiciones especiales que otorga la presente ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones que conforman la Administración del Estado y que se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema según lo establece su artículo 17, tendrán derecho a recibir una bonificación adicional de cargo fiscal, por una sola vez, equivalente a 395 unidades de fomento.


El reconocimiento de los períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.


Los funcionarios que actualmente desempeñen cargos en planta o a contrata podrán completar la antigüedad requerida con hasta 10 años servidos en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones o al término del contrato de trabajo, según el caso.


La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.


Para acceder a la bonificación adicional, el personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en las entidades señaladas en este artículo y el siguiente afectas al presente beneficio. El monto establecido será para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si ésta fuera inferior.


Si el funcionario no cesa en su cargo o termina su contrato dentro de los plazos señalados precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente al beneficio.


Quienes perciban la bonificación no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. Del mismo modo, quienes sean beneficiados por la presente ley no podrán utilizar los mismos años de servicio para acceder a otras leyes que otorguen bonificaciones o beneficios asociados al retiro voluntario, y quienes tienen vigente un plan especial de retiro que pudiera corresponder también al ámbito de la presente norma legal, como los establecidos en las leyes N° 20.648 o     N° 20.692, no podrán acogerse a esta ley.


Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 2° y se sujetará al mismo procedimiento para la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen.


Artículo 5°.- Los funcionarios y funcionarias que desempeñen un cargo de carrera o a contrata y contratados conforme al Código del Trabajo en las instituciones a que se refiere el inciso primero del artículo sexto transitorio de la ley N° 20.212, no incluidos en el ámbito del artículo anterior, que entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, que cesen en sus cargos o se ponga término a sus contratos en los plazos a que se refiere el artículo 3° de la presente ley, y a más tardar el 31 de marzo de 2015, tendrán derecho a percibir la bonificación adicional de cargo fiscal del artículo 4°, equivalente a 395 unidades de fomento, siempre que cumplan con los requisitos que se señalan a continuación:


a) Encontrarse afiliado al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema por el ejercicio de su función pública, según corresponda, de conformidad al artículo 17 del señalado cuerpo legal.


b) Tener a la fecha de renuncia o al término del contrato de trabajo, al menos 20 años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones que conforman la Administración del Estado.


c) Cesar en el cargo o terminar el contrato de trabajo, sea por renuncia voluntaria, o por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, dentro de los plazos fijados.


Las normas de los incisos segundo a séptimo del artículo anterior, se aplicarán también a los trabajadores del presente artículo.


El personal que cumpla con los requisitos y que quiera acogerse a los beneficios del presente artículo deberá comunicar la decisión de renunciar voluntariamente a su cargo o, en su caso, informar que ha terminado su contrato de trabajo por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, y adjuntar los demás antecedentes necesarios que acrediten cada uno de los requisitos requeridos en el departamento de personal o en la unidad en que desempeñe dichas tareas, quienes verificarán su cumplimiento.


La bonificación adicional se devengará y pagará por la institución en que el funcionario haya cesado en funciones o terminado su contrato de trabajo, a contar del mes subsiguiente al de la total tramitación del acto administrativo que lo concede.


Artículo 6°.- Las edades señaladas en los artículos 4° y 5° podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.


Los funcionarios y funcionarias que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.


Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional de los artículos 4° o 5° los funcionarios y funcionarias que, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley, o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley, pero anterior al 30 de junio de 2014, y de corresponder, su pago se efectuará dentro de los sesenta días siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.


Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional que establece la presente ley durante los años 2014 y 2015, incluidas las mujeres conforme al artículo 3° de esta ley, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono de la ley Nº 20.305, conjuntamente con la postulación a aquella. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, sin que sea aplicable el plazo de doce meses señalado en los artículos 2°, número 5, y 3° de la ley Nº 20.305, manteniéndose todos los demás requisitos que la ley N° 20.305 y sus modificaciones establecen.


Artículo 8°.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional de los artículos 4° o 5°, que sirvan un cargo en las plantas de profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas; o aquellos asimilados a cualquiera de las plantas antes enumeradas; o que reciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, tendrán, además, derecho a un bono especial de permanencia de 5 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre los veinte años, con un máximo de 100 unidades de fomento.


Para estos efectos, se entenderá por profesionales, además de todos los funcionarios que perciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, los que se refieren en: i) el inciso primero del artículo 2° y el artículo 14, ambos de la ley N° 19.699, con excepción del personal perteneciente a las Fuerzas Armadas; ii) el artículo sexagésimo octavo de la ley N° 19.882. Asimismo, se considerarán profesionales todos aquellos que estén en posesión de un título profesional otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.


Para efectos del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada en instituciones que conforman la Administración del Estado, y el reconocimiento de periodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga a lo menos cinco años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de la postulación, en alguna de las entidades afectas. Se pagará en conjunto con la bonificación adicional.


Artículo 9°.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional de los artículos 4° o 5° tendrán, además, un bono por antigüedad de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre los cuarenta años, con tope de 100 unidades de fomento. Los años de servicio se calcularán y pagarán en iguales términos que los señalados en el artículo anterior.


Artículo 10.- Los funcionarios y funcionarias que se acojan a los beneficios de la presente ley, que se encuentren realizando o acrediten haber realizado trabajos calificados como pesados al presentar la renuncia voluntaria, o al término de su contrato de trabajo por aplicación de la causal del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, tendrán derecho a un bono por trabajos pesados de 10 unidades de fomento por cada año que hubieren cotizado o estuvieren certificados en tal calidad, con un máximo de 100 unidades de fomento.


Artículo 11.- Los exfuncionarios que hubieren cesado en sus labores en las instituciones a que se refiere la presente ley, entre el 1 de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, podrán acceder a la bonificación adicional de 395 unidades de fomento de los artículos 4° o 5°, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.882 o acrediten el término de sus contratos de trabajo por aplicación de la causal del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, y que, además, tuvieran cumplidos todos los requisitos requeridos para la percepción de la bonificación adicional.


Para este efecto, deberán presentar su solicitud ante el jefe superior del servicio o jefatura máxima de la institución en la cual hubieren cesado en funciones o terminado su contrato de trabajo, a partir de la fecha de publicación de esta ley y hasta dentro de los noventa días siguientes a ella. Si dichas personas no presentan las solicitudes dentro del plazo indicado, se entenderá que renuncian al beneficio.


El bono se devengará y pagará por cada servicio a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que lo concede.


De proceder, se aplicará lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 6°. En todo lo no previsto en este artículo, el otorgamiento del beneficio se regirá por las normas señaladas en los artículos 4° y 5°, en cuanto le fueren aplicables.


Artículo 12.- Facúltase a los jefes superiores de los servicios, instituciones u organismos que se enumeran a continuación para solicitar la renuncia al número de funcionarios y funcionarias que se indican en cada caso, ya sea que desempeñen cargos de planta o a contrata y hubieran tenido al 31 de julio de 2010 cumplidos 65 años de edad los hombres y 60 años las mujeres:

	Servicio, institución u organismo
	N° máximo de personas por servicio, institución u organismo

	Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo
	  1

	Subsecretaría de Relaciones Exteriores
	  6

	Subsecretaría de Hacienda
	  2

	Subsecretaría General de Gobierno
	  2

	Subsecretaría de Educación
	38

	Subsecretaría de Justicia
	  1

	Subsecretaría de Obras Públicas
	  1

	Subsecretaría de Agricultura
	  1

	Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo
	26

	Subsecretaría de Bienes Nacionales
	  6

	Intendencia de la Región de Tarapacá
	  1

	Intendencia de la Región de Antofagasta
	  4

	Intendencia de la Región de Coquimbo
	  4

	Intendencia de la Región del Libertador Bernardo O’Higgins
	  1

	Intendencia de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo
	  1

	Intendencia de la Región de Magallanes y Antártica Chilena
	  1

	Gobierno Regional de Tarapacá
	  1

	Gobierno Regional de Antofagasta
	  3

	Gobierno Regional del Libertador Bernardo O`Higgins
	  1

	Gobierno Regional del Bío-Bío
	  1

	Gobierno Regional de la Araucanía
	  3

	Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena
	  1

	Gobernación Provincial de Linares
	  2

	Gobernación Provincial de Ñuble
	  2

	Gobernación Provincial de Valdivia
	  1

	Gobernación Provincial de Aysén
	  1

	Dirección del Servicio Electoral
	  2

	Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales
	  2

	Vicepresidencia Ejecutiva de la Corporación de Fomento de la Producción
	13

	Fiscalía Nacional Económico
	  1

	Dirección del Instituto Nacional de Propiedad Industrial
	  1

	Dirección de Presupuestos
	  6

	Dirección del Servicio de Impuestos Internos
	88

	Tesorería General de la República
	25

	Superintendencia de Valores y Seguros
	  3

	Dirección Nacional del Servicio Civil
	  1

	Presidencia del Consejo de Defensa del Estado
	  9

	Dirección Nacional de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos
	  9

	Secretaría General de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas
	  2

	Dirección Nacional de Servicio de Registro Civil e Identificación
	24

	Dirección Nacional del Servicio Médico Legal
	17

	Dirección Nacional de Gendarmería de Chile
	36

	Dirección Nacional del Servicio Nacional de Menores
	26

	Defensoría Nacional de la Defensoría Penal Pública
	  1

	Dirección General de Aeronáutica Civil
	27

	Fiscalía Nacional de Obras Públicas
	  2

	Dirección Nacional de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas
	  2

	Dirección Nacional de Arquitectura
	12

	Dirección Nacional de Obras Hidráulicas
	  7

	Dirección Nacional de Vialidad
	29

	Dirección Nacional de Obras Portuarias
	  1

	Dirección de Planeamiento
	  2

	Superintendencia de Servicios Sanitarios
	  2

	Dirección Nacional de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias
	  2

	Dirección Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero
	27

	Secretaría Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego
	  5

	Superintendencia de Seguridad Social
	  1

	Superintendencia de Pensiones
	  4

	Dirección Nacional del Instituto de Previsión Social
	10

	Dirección Nacional del Instituto de Seguridad Laboral
	  1

	Superintendencia de Salud
	1

	Vicepresidencia Ejecutivo de la Comisión Chilena del Cobre
	2

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de Tarapacá
	1

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de Antofagasta
	1

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de Valparaíso
	2

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización del Bío-Bío
	3

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de La Araucanía
	2

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de Los Lagos
	3

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo
	2

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de Magallanes y Antártica Chilena
	3

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región Metropolitana
	7

	Dirección Ejecutivo del Fondo de Solidaridad e Inversión Social
	2

	Dirección Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena
	1

	Dirección Ejecutivo de la Comisión Chilena Energía Nuclear
	3

	Superintendencia de Electricidad y Combustibles
	1


	Dirección del Trabajo
	                                      31

	Instituto Nacional de Estadística
	                                       6

	Corporación Asistencia Judicial RM
	                                       7

	Servicio Nacional de Turismo
	                                       1

	Gobierno Regional de Valparaíso
	                                       1

	Subsecretaría de Servicios Sociales
	                                       5



Dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la presente ley, cada jefe de servicio, mediante resolución exenta, identificará el personal que corresponde al número antes indicado, al que aplicará esta facultad, la que requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, la que informará a las organizaciones de trabajadores. En dicha resolución, se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que deberán hacer dejación del servicio, la que no podrá exceder de los 180 días siguientes a la publicación de la presente ley y, en todo caso, deberá hacerse efectiva antes del 31 de marzo de 2015.


Los funcionarios y funcionarias de las entidades señaladas en el artículo octavo de la ley N° 19.882, a quienes se les solicite la renuncia de conformidad a la presente facultad, tendrán derecho a la bonificación por retiro del Título II de la referida ley con las condiciones especiales que fija el artículo 2° anterior. Del mismo modo, si se encuentran afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema por el ejercicio de su función pública, según corresponda, de conformidad al artículo 17 del señalado cuerpo legal, percibirán el bono adicional del artículo 4°. Podrán también presentar su postulación al bono post laboral de la ley Nº 20.305, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7°.


Respecto de las instituciones afectas al Título II de la ley          N° 19.882, a cuyos funcionarios se les solicite la renuncia conforme a la facultad del inciso anterior, se entenderá que cumplen con la causal de renuncia voluntaria. Lo mismo procederá respecto de los funcionarios regidos por el Código del Trabajo en instituciones acogidas al señalado Título II, a los que se aplique la norma contenida en el inciso anterior.


Por otra parte, los funcionarios y funcionarias de las instituciones a que se refiere el artículo 5° de la presente ley, no incluidos en el ámbito del inciso anterior, a los que se les solicite la renuncia o se les aplique el inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, si se encuentran afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, percibirán el bono adicional del artículo 5°. Podrán también presentar su postulación al bono post laboral de la ley Nº 20.305, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7°.


Artículo 13.- Los funcionarios y funcionarias que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 2° podrán, excepcionalmente, postular a la bonificación de los artículos 2°, 4° o 5°, cumpliendo los requisitos que se establecen en cada uno de los artículos mencionados, dentro de los cuarenta y cinco días corridos siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación de su cargo, la que como máximo podrá ser el 15 de julio de 2014. Para estos efectos, se considerarán 200 cupos.


Las postulaciones deberán hacerse en la institución en que se desempeña el funcionario. En el plazo indicado en el inciso anterior, el empleador deberá verificar el cumplimiento de los requisitos y remitirá las postulaciones junto con las certificaciones que corresponda, certificados médicos, si proceden, y cualquier otro antecedente que aporte información objetiva sobre la situación del empleado, dentro de los quince días corridos siguientes al vencimiento del período de postulación, a la Subdirección de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos. Esta Subdirección informará a cada uno de los empleadores y a la ANEF, de los resultados de las postulaciones dentro de los treinta días corridos siguientes al vencimiento del plazo para el envío de las postulaciones por parte del empleador. Si hubiera un mayor número de postulantes que cupos, la Subdirección de Racionalización y Función Pública los priorizará, según se señala en el inciso siguiente.


El total de cupos deberá distribuirse entre hombres y mujeres, según la proporción de postulantes por género. A continuación se elaborará un listado de hombres y otro de mujeres, dando prioridad a los funcionarios y funcionarias con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua; a continuación, a los de mayor edad y años de servicio en la administración pública; si continúa el excedente, a aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, los postulantes restantes se ordenarán alfabéticamente según sus apellidos y la selección se hará partiendo simultáneamente con los funcionarios y funcionarias, que aparezcan en primer y último lugar en cada lista, hasta completar los cupos restantes, manteniendo siempre la proporcionalidad resultante por género.


Artículo 14.- Los funcionarios nombrados o contratados del Ministerio Público y de la Dirección General de Movilización Nacional, que hayan cumplido o cumplan 60 años si son mujeres o 65 años si son hombres, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, podrán percibir, según proceda, hasta 11 meses de remuneración imponible con un tope de 90 unidades de fomento, y si se encuentran afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, percibirán además 395 unidades de fomento, si presentan la renuncia voluntaria a sus cargos dentro de los plazos que se fijan en el artículo 3°. Para el efecto, se dispondrán 14 cupos en la primera de las instituciones mencionadas y 10 para la segunda.


Artículo 15.- El mayor gasto fiscal que representa esta ley, se financiará con los recursos que se contemplen en los presupuestos de las diversas entidades a que ella se refiere, y en lo que faltare, con los recursos de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica, con segundo informe de la Comisión de

Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.113-05 y urgencia calificada de “suma”.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículos 1°, 2°, 3°, 4° y 5°


Sustituirlos por los siguientes artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9° y 10, nuevos, pasando los actuales artículos 6° y 7° a ser 11 y 12, respectivamente:


“Artículo 1°.- Establécese, por una sola vez, por el periodo que se indica, una bonificación por retiro para los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que hicieren dejación voluntaria de sus cargos y que cumplan con los demás requisitos establecidos en la presente ley.


Los beneficiarios tendrán derecho a percibir una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicios en el Servicio Nacional de Aduanas, con un máximo de once meses.


La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.


El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 36 meses anteriores al retiro, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de cien unidades de fomento.


El pago de la totalidad de la bonificación, será realizado directamente por el Servicio Nacional de Aduanas, a más tardar en el mes subsiguiente al del cese de funciones.


Los beneficios de la presente ley serán incompatibles con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, tales como los establecidos en el artículo 18 de la ley N° 19.479 y en el Título II la ley N° 19.882.


Artículo 2°.- Serán beneficiarios de la bonificación por retiro, los funcionarios de planta o a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que en el período comprendido entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido 60 años de edad, si son mujeres, ó 65 años de edad, si son hombres, y que cesen en sus cargos a más tardar el día 31 de marzo de 2015, de acuerdo a las condiciones que se indican en el artículo siguiente.


Artículo 3°.- Los funcionarios que hayan cumplido o cumplan 60 ó 65 años de edad, según sean, respectivamente, mujeres u hombres, entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 31 de marzo de 2015.


Artículo 4°.- Los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación por retiro de que tratan los artículos anteriores de esta ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 ó más años de servicios continuos o discontinuos en dicha institución y que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley      N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado acorde a lo establecido en su artículo 17, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a 395 unidades de fomento.


El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.


Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que actualmente desempeñen cargos de planta o a contrata, podrán completar los años de servicios exigidos, considerando para ello hasta 10 años de labores en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día en que se produzca el cese de funciones.


La bonificación adicional de que trata este artículo se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación por retiro a que se refiere el artículo 1° de esta ley y corresponderá al Servicio Nacional de Aduanas la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen así como los que correspondan al resto de los beneficios.


La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.


Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional, los funcionarios que, entre el 1º de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley o dentro de los 30 días siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley pero anterior al 30 de junio de 2014 y de corresponder, su pago se efectuará dentro de los 60 días siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.


El personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en el Servicio Nacional de Aduanas para acceder a la bonificación adicional. El monto de la bonificación adicional establecida corresponde a jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si aquella fuera inferior.


Artículo 5°.- Si el funcionario no cesa en su cargo dentro del plazo señalado en el artículo 3°, se entenderá que renuncia irrevocablemente a los beneficios establecidos en la presente ley.


Artículo 6°.- Quienes perciban los beneficios establecidos en la presente ley, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional establecida en el artículo 4° de esta ley tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono previsto en la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquella bonificación.


Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, se considerarán los plazos y edades que señala la presente ley, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley              N° 20.305, rigiendo en todo lo demás lo dispuesto en esa ley.


Artículo 8°.- Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación adicional del artículo 4°, tendrán además, derecho a un bono especial de permanencia de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un máximo de 100 unidades de fomento.


Para la aplicación del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada tanto en el Servicio Nacional de Aduanas como en otras instituciones que conforman la Administración del Estado. En tanto, el reconocimiento de períodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga, a lo menos, 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de postulación, en alguna de las referidas entidades.


El bono especial que concede este artículo se pagará conjuntamente con la bonificación adicional de que trata el artículo 4° de esta ley.


Artículo 9°.- Los ex funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren cesado en sus labores entre el 1° de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley, podrán acceder a la bonificación adicional establecida en el artículo 4°, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro establecida en la ley N° 19.882.


Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, deberán presentar su solicitud ante el Director del Servicio Nacional de Aduanas, en un plazo máximo de 90 días contados desde la fecha de publicación de esta ley. Quienes no presenten la solicitud, se entenderá que renuncian irrevocablemente a la bonificación adicional.


En estos casos, la bonificación adicional se devengará y pagará por el Servicio Nacional de Aduanas a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la conceda.


Artículo 10.- Facúltase al Director del Servicio Nacional de Aduanas para solicitar la renuncia a los funcionarios, tanto de planta como a  contrata, que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad, en el caso de los hombres.


Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, el Director del Servicio Nacional de Aduanas, mediante Resolución Exenta, identificará al personal, al que pedirá la renuncia. Dicha Resolución requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


En la Resolución a que se refiere el inciso anterior se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que estos deberán hacer dejación de sus cargos, la que no podrá exceder del 15 de julio de 2014. En dicha Resolución, se anexará la respuesta del funcionario.


Los funcionarios, a quienes el Director Nacional del Servicio Nacional de Aduanas, solicite la renuncia en ejercicio de la facultad establecida en el inciso primero, tendrán derecho, a percibir la bonificación por retiro y la bonificación adicional establecidas en los artículos 1° y 4° de esta ley, según los requisitos que cada uno de ellos cumpla en concordancia a los requerimientos que establecen los artículos antes citados. Asimismo, podrán presentar su postulación al bono establecido en la ley N° 20.305, de conformidad a su artículo 7°. Para el efecto del acceso a los beneficios enumerados en este artículo, se entenderá que los funcionarios cumplen con la causal de renuncia voluntaria.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación en particular el proyecto, que es aprobado por 23 votos a favor.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable, los Honorables Senadores señores García-Huidobro y Pizarro.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Establécese, por una sola vez, por el periodo que se indica, una bonificación por retiro para los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que hicieren dejación voluntaria de sus cargos y que cumplan con los demás requisitos establecidos en la presente ley.


Los beneficiarios tendrán derecho a percibir una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicios en el Servicio Nacional de Aduanas, con un máximo de once meses.


La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.


El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 36 meses anteriores al retiro, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de cien unidades de fomento.


El pago de la totalidad de la bonificación, será realizado directamente por el Servicio Nacional de Aduanas, a más tardar en el mes subsiguiente al del cese de funciones.


Los beneficios de la presente ley serán incompatibles con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, tales como los establecidos en el artículo 18 de la ley N° 19.479 y en el Título II la ley N° 19.882.


Artículo 2°.- Serán beneficiarios de la bonificación por retiro, los funcionarios de planta o a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que en el período comprendido entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido 60 años de edad, si son mujeres, ó 65 años de edad, si son hombres, y que cesen en sus cargos a más tardar el día 31 de marzo de 2015, de acuerdo a las condiciones que se indican en el artículo siguiente.


Artículo 3°.- Los funcionarios que hayan cumplido o cumplan 60 ó 65 años de edad, según sean, respectivamente, mujeres u hombres, entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 31 de marzo de 2015.


Artículo 4°.- Los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación por retiro de que tratan los artículos anteriores de esta ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 ó más años de servicios continuos o discontinuos en dicha institución y que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley      N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado acorde a lo establecido en su artículo 17, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a 395 unidades de fomento.


El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.


Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que actualmente desempeñen cargos de planta o a contrata, podrán completar los años de servicios exigidos, considerando para ello hasta 10 años de labores en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día en que se produzca el cese de funciones.


La bonificación adicional de que trata este artículo se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación por retiro a que se refiere el artículo 1° de esta ley y corresponderá al Servicio Nacional de Aduanas la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen así como los que correspondan al resto de los beneficios.


La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.


Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional, los funcionarios que, entre el 1º de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley o dentro de los 30 días siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley pero anterior al 30 de junio de 2014 y de corresponder, su pago se efectuará dentro de los 60 días siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.


El personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en el Servicio Nacional de Aduanas para acceder a la bonificación adicional. El monto de la bonificación adicional establecida corresponde a jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si aquella fuera inferior.


Artículo 5°.- Si el funcionario no cesa en su cargo dentro del plazo señalado en el artículo 3°, se entenderá que renuncia irrevocablemente a los beneficios establecidos en la presente ley.


Artículo 6°.- Quienes perciban los beneficios establecidos en la presente ley, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional establecida en el artículo 4° de esta ley tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono previsto en la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquella bonificación.


Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, se considerarán los plazos y edades que señala la presente ley, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley              N° 20.305, rigiendo en todo lo demás lo dispuesto en esa ley.


Artículo 8°.- Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación adicional del artículo 4°, tendrán además, derecho a un bono especial de permanencia de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un máximo de 100 unidades de fomento.


Para la aplicación del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada tanto en el Servicio Nacional de Aduanas como en otras instituciones que conforman la Administración del Estado. En tanto, el reconocimiento de períodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga, a lo menos, 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de postulación, en alguna de las referidas entidades.


El bono especial que concede este artículo se pagará conjuntamente con la bonificación adicional de que trata el artículo 4° de esta ley.


Artículo 9°.- Los ex funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren cesado en sus labores entre el 1° de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley, podrán acceder a la bonificación adicional establecida en el artículo 4°, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro establecida en la ley N° 19.882.


Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, deberán presentar su solicitud ante el Director del Servicio Nacional de Aduanas, en un plazo máximo de 90 días contados desde la fecha de publicación de esta ley. Quienes no presenten la solicitud, se entenderá que renuncian irrevocablemente a la bonificación adicional.


En estos casos, la bonificación adicional se devengará y pagará por el Servicio Nacional de Aduanas a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la conceda.


Artículo 10.- Facúltase al Director del Servicio Nacional de Aduanas para solicitar la renuncia a los funcionarios, tanto de planta como a  contrata, que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad, en el caso de los hombres.


Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, el Director del Servicio Nacional de Aduanas, mediante Resolución Exenta, identificará al personal, al que pedirá la renuncia. Dicha Resolución requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


En la Resolución a que se refiere el  inciso anterior se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que estos deberán hacer dejación de sus cargos, la que no podrá exceder del 15 de julio de 2014. En dicha Resolución, se anexará la respuesta del funcionario.


Los funcionarios, a quienes el Director Nacional del Servicio Nacional de Aduanas, solicite la renuncia en ejercicio de la facultad establecida en el inciso primero, tendrán derecho, a percibir la bonificación por retiro y la bonificación adicional establecidas en los artículos 1° y 4° de esta ley, según los requisitos que cada uno de ellos cumpla en concordancia a los requerimientos que establecen los artículos antes citados. Asimismo, podrán presentar su postulación al bono establecido en la ley N° 20.305, de conformidad a su artículo 7°. Para el efecto del acceso a los beneficios enumerados en este artículo, se entenderá que los funcionarios cumplen con la causal de renuncia voluntaria.

Artículo 11.- Otórgase un bono compensatorio, por una sola vez, a los funcionarios de planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del artículo 7° del decreto ley N°3.551, de 1981, incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269, durante todo o parte del período comprendido entre el 1 de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se hayan encontrado en servicio al 8 de enero de 2010. 


El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiere correspondido percibir a cada funcionario conforme a la letra e) citada en el inciso anterior y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en el 15,6%. El total del bono resultante, con arreglo a  lo expresado, se reajustará en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre el mes de septiembre de 2005 y el mes anterior a la fecha de dictación de la resolución que conceda el bono compensatorio. 


El Director Nacional de Aduanas dictará la resolución que concede el bono a los funcionarios que tuvieren derecho a él, conforme al inciso primero de este artículo, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, el que será pagado dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de dicha resolución.


El bono compensatorio no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será tributable ni imponible. Asimismo, no servirá de base de cálculo o recálculo para ninguna otra remuneración o beneficio económico a que tengan derecho los funcionarios o que hayan percibido durante el periodo que considera el bono.


Artículo 12.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas.”.

_________
Oficio de S. E. el Presidente de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, con informe

de la Comisión de Relaciones Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República, que tiene el Boletín Nº S 1.633-06, en el que solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución  Política, esto es, dentro de los últimos 90 días de su mandato.

Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores aprobó la solicitud por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Tuma y Walker (don Ignacio).
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la solicitud en examen, y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro.


Cerrado el debate y puesta en votación la referida solicitud, es aprobada por 31 votos a favor.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Pizarro, Prokurica, Frei, Larraín Fernández, García, Escalona y Coloma, señora Allende y señor Chahuán.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto positivo los Honorables Senadores señores Letelier y Navarro.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente, con certificado de la Comisión de

Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín N° 9.199-05 y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es eximir total o parcialmente de la obligación de pagar el impuesto territorial a los adultos mayores que indica.

Destaca que la Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez Varela y Zaldívar, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.
- - -


Seguidamente, se pone en discusión el proyecto, y se ofrece la palabra al señor Ministro de Hacienda subrogante y al Honorable Senador señor Zaldívar.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 23 votos a favor y 2 pareos.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Prokurica, Orpis, Chahuán, Letelier, Navarro, Escalona, Sabag y García-Huidobro. 

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Tuma.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- En caso que el importe de la tercera y cuarta cuota de impuesto territorial de un año y de la primera y segunda cuota de dicho impuesto del año siguiente, todas correspondientes a una propiedad no agrícola con destino habitacional, sea superior al cinco por ciento de los ingresos anuales del contribuyente de dicho impuesto del año anterior al año de la tercera y cuarta cuota aludidas, el importe referido será disminuido de forma tal que sea equivalente a dicho cinco por ciento, siempre que, además, se cumplan los siguientes requisitos copulativos:

1.- Tener el contribuyente beneficiario al menos 60 años de edad si es mujer o 65 años de edad si es hombre, en el año anterior a aquél en que se haga efectiva la rebaja.

2.- Que los ingresos anuales del contribuyente no excedan de la cantidad equivalente al tramo exento de pago del impuesto global complementario, considerando para este efecto el valor de la unidad tributaria anual en el mes de diciembre del año anterior a aquél en que se hace efectiva la rebaja.

3.- Que el inmueble por el que se hace efectiva la rebaja se encuentre inscrito a su nombre, exclusivamente o en conjunto con su cónyuge o hijos que hayan sucedido a su cónyuge fallecido, en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo, con al menos dos años de antigüedad al 31 de diciembre del año anterior a aquél en que se haga efectiva la rebaja.

4.- Que el respectivo inmueble se encuentre destinado efectivamente a la habitación.

5.- Que el avalúo fiscal vigente del inmueble en el semestre del cobro del impuesto territorial por el que se hace efectiva la rebaja, no exceda de la cantidad de setenta y cinco millones de pesos, al 1 de julio de 2013, cantidad que se reajustará semestralmente, de acuerdo a lo señalado en el artículo 9° de la ley N° 17.235. En caso que el contribuyente tenga más de una propiedad que califique para el beneficio, éste se aplicará a la que tenga el avalúo fiscal mayor.

6.- Que la suma de los avalúos fiscales de los bienes raíces del contribuyente, independientemente de su serie o destino, no exceda de cien millones de pesos, reajustada en la misma forma, considerando para estos efectos el avalúo vigente en el semestre del cobro del impuesto territorial respectivo.

Esta rebaja será aplicada una vez considerada la exención general habitacional y las rebajas a que diere lugar el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, del Ministerio de Hacienda, o la ley N° 9.135, según corresponda.

En el caso de cónyuges que sean copropietarios de un inmueble que califique para la rebaja, para verificar el cumplimiento del requisito del número 6, deberá sumarse al avalúo fiscal del referido inmueble el de otros bienes raíces que los cónyuges posean en forma conjunta y los que cada uno posea en forma separada. Asimismo, en este caso, cada uno de los cónyuges deberá cumplir el requisito del límite de ingresos anuales indicado en el número 2. Si uno de los cónyuges supera dicho límite, el beneficio dispuesto en este artículo se otorgará al cónyuge cuyos ingresos no superen el límite referido, en forma proporcional, esto es: el importe anual de impuesto territorial que corresponda al inmueble respectivo se dividirá en función del porcentaje de derechos o cuotas que cada uno de los cónyuges tenga en el inmueble referido. La parte de dicho importe anual que corresponda asignar al cónyuge cuyos ingresos no superen el límite referido, no podrá superar el cinco por ciento de sus ingresos anuales. Aquella parte que supere dicho monto, deberá ser rebajada de la cuota anual de impuesto territorial correspondiente al inmueble beneficiado.

Igual beneficio y aplicando las mismas reglas indicadas en el inciso anterior para la aplicación del beneficio en forma proporcional, tendrá el cónyuge sobreviviente que habite el inmueble respectivo, sea que lo posea a título de usufructuario o de comunero en conjunto con su hijo o hijos de 24 años de edad o mayores, en la medida que cumpla con los requisitos precedentes, sin que sea aplicable la antigüedad de dos años establecida en el número 3. En este caso, para efectos de los requisitos establecidos en los números 5 y 6, no se sumarán los avalúos de los bienes raíces de cualquier clase o serie que el o los hijos del cónyuge sobreviviente pudieren poseer, ni serán considerados dichos bienes para la aplicación de la rebaja establecida en este artículo. Si el o los hijos son menores de 24 años de edad y se encuentran estudiando, el cónyuge sobreviviente tendrá derecho a gozar de la totalidad del beneficio y no en forma proporcional.

El beneficio que se establece en este artículo se aplicará respecto de la tercera y cuarta cuota del impuesto territorial del año siguiente a aquél en que se cumplan los requisitos para su obtención, y por la primera y segunda cuota del año subsiguiente, y así sucesivamente.

El Servicio de Impuestos Internos deberá verificar cada año, con los antecedentes que obren en su poder, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente artículo, haciendo una propuesta de rebaja del impuesto territorial, la cual deberá ser previamente aceptada por el contribuyente, en la forma y plazo que dicho Servicio fije mediante resolución. La propuesta será notificada a través de carta certificada o correo electrónico, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 11 del Código Tributario. Aunque no se haya verificado notificación alguna o se haya efectuado en otra forma que la legal, se tendrá por notificada la propuesta desde que el contribuyente a quien afecta haga ante el Servicio o en el sitio web institucional, cualquiera gestión, trámite o actuación, que suponga conocimiento de ella. Los contribuyentes que no hayan sido considerados por el Servicio para dicha propuesta, o que no concuerden con la propuesta elaborada, podrán siempre solicitar el beneficio que se establece en este artículo ante el Director Regional del referido Servicio que corresponda a su domicilio, acompañando los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos, en la forma y plazo que el referido Servicio determine mediante resolución. Las resoluciones a que se refiere este inciso deberán ser dictadas por el Servicio de Impuestos Internos dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

En todo caso, los contribuyentes podrán reclamar del giro de la cuota de contribuciones que no haya considerado la rebaja el beneficio establecido en este artículo en conformidad a lo dispuesto en los artículos 123 y siguientes del Código Tributario.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, contenido en el decreto ley N° 830, de 1974:

1) Modifícase el artículo 149 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “del mes siguiente al de” por “de los ciento ochenta días siguientes a” y agrégase la siguiente oración, a continuación del punto aparte: “Respecto del avalúo asignado a un bien raíz en la tasación general, será procedente el recurso de reposición administrativa en conformidad a las normas del Capítulo IV de la ley N° 19.880 y con las mismas modificaciones establecidas en el artículo 123 bis, salvo la de su letra b), en que el plazo para que se entienda rechazada la reposición será de noventa días.”.

b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “sólo podrá” por “y la reposición, en su caso, sólo podrán”.


c) Intercálase en el inciso final, entre la palabra “reclamación” y las expresiones “que se fundare”, la frase “o la reposición”.


2) Reemplázanse en el artículo 150 la expresión “a los artículos 28°., 29°., 30°. y 31°.” por “con lo dispuesto en el párrafo 2° del Título V”; el guarismo “30” la segunda vez que aparece, por “90”, y agrégase la siguiente oración final, a continuación del punto aparte: “Respecto de las modificaciones individuales de los avalúos de los predios, será procedente el recurso de reposición administrativa en conformidad a las normas del Capítulo IV de la ley N°19.880 y con las mismas modificaciones establecidas en el artículo 123 bis.”.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA


Artículo transitorio.- El beneficio que se establece en el artículo 1° de esta ley se aplicará a las cuotas de impuesto territorial que se giren desde el semestre siguiente al de su entrada en vigencia. Con todo, si la presente ley tiene vigencia con anterioridad al 30 de mayo de 2014, para el impuesto territorial que se devengue el año 2014, la rebaja establecida en esta ley regirá respecto de la primera y segunda cuota del impuesto territorial de dicho año, considerando la información que el Servicio del Impuestos Internos obtuvo en la Operación Renta 2013. En este caso, y para efectos de cumplir con el requisito establecido en el número 5 del artículo 1° de esta ley, se considerará el avalúo fiscal del inmueble vigente al 1° de julio de 2013.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal, con informe de la Comisión de Educación, Cultura,

Ciencia y Tecnología

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.189-04 y urgencia calificada de “suma”.

Añade que sus principales objetivos son: establecer condiciones para la formación de los profesores y el inicio del ejercicio de la profesión docente; crear el examen inicial de excelencia profesional; elevar las exigencias mínimas para estudiar pedagogía; establecer una evaluación obligatoria a los egresados de pedagogía que deseen trabajar en el sector subvencionado; exigir la obligatoriedad de estudiar en una institución y en una carrera acreditada para trabajar en cualquier establecimiento subvencionado por el Estado; elevar las remuneraciones de entrada a los mejores estudiantes de pedagogía que opten por trabajar en el sector subvencionado; incrementar los ingresos de los actuales profesores -que certifiquen su calidad docente- en todo el sistema subvencionado; incentivar a los mejores profesores para que opten por trabajar en establecimientos de alta vulnerabilidad, y mejorar las condiciones de los docentes en los establecimientos educacionales aumentando las horas no lectivas.

Destaca que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar con los votos favorables de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker (don Ignacio), y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Señala, finalmente, que la Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker (don Ignacio), acordó recabar el acuerdo de la Sala para sustituir la denominación asignada al proyecto por la Cámara de Diputados, por la de “Proyecto de ley sobre formación inicial docente”, atendido el hecho de que durante la discusión del mismo en el primer trámite constitucional el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva referida, en lo fundamental, a la formación inicial docente, que corresponde en definitiva al texto aprobado por la Cámara de Diputados en dicho trámite.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a la señora Ministra de Educación y al Honorable Senador señor Walker (don Ignacio).
- - -


Luego, el señor Presidente manifiesta que ha llegado el término del Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este asunto. Agrega que quedan inscritos para hacer uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Prokurica, Quintana, Lagos, Escalona, Navarro y García.
_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor Horvath ha requerido que se dirija oficio, en su nombre, a la autoridad y en relación con la materia que se consigna, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador indicado, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Movimiento Amplio Social; Partido Socialista; Partido por la Democracia, y Partido Radical Social Demócrata), Horvath y Bianchi (en el tiempo del Comité Independientes), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano; Partido Unión Demócrata Independiente, y Partido Renovación Nacional.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 90ª, ESPECIAL, EN MARTES 28 DE ENERO DE 2014


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurre, asimismo, el Ministro de Relaciones Exteriores, señor Alfredo Moreno. Asisten, también, el Agente y el Co-Agente del Estado de Chile ante la Corte Internacional de Justicia, Embajadores señores Alberto Van Klaveren y Juan Martabit, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.
_________



Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, comunica que dio su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea Comisión de Valores y Seguros (Boletín Nº 9.015-05).



- Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto de ley que otorga un bono de apoyo a familias numerosas (Boletín Nº 9.040-31).



- Pasa a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda.



Con el tercero, refiere que dio su aprobación al proyecto de ley del Senado que modifica el Código Aeronáutico, en materia de transporte de pasajeros y sus derechos (Boletín N°s 4.595-15 y 4.764-15, refundidos), con la enmienda que sustituye su texto. 



- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con el siguiente, manifiesta que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación, respecto del proyecto de ley que modifica el Título II de ley N° 19.882, que fija condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario por el período que indica y otorga otros beneficios por retiro (Boletín Nº 9.228-05).



- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el último expone que ha aprobado, en los mismos términos que lo hizo esta Corporación, el proyecto de ley relativo a las federaciones deportivas nacionales (Boletín N° 6.965-07).



- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República. 

Del señor Contralor General de la República



Contesta solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre posibles investigaciones o fiscalizaciones que ese órgano fiscalizador hubiera realizado con ocasión de la suspensión del proyecto de construcción de la “Ruta CH 31, Paso San Francisco”, en la Región de Atacama.

Del señor Ministro de Defensa Nacional



Remite informe del Comandante en Jefe de la Armada sobre fiscalizaciones en materia de seguridad laboral, efectuadas en los años 2012 y 2013, a las empresas que realizan maniobras de atraque y desatraque en la Región del Bío Bío; consulta hecha en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

De la señora Superintendente de Seguridad Social



Atiende consulta, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre medidas que esa entidad fiscalizadora ha adoptado para que las empresas mineras y los organismos administradores pertinentes apliquen las enmiendas en materia de prevención y protección de la salud de los trabajadores cuya labor los expone al riesgo de hipobaria intermitente crónica.

De la señora Superintendente de Servicios Sanitarios



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, respecto del resultado de los estudios físico-químicos del agua potable de la Región de Atacama, efectuados durante el lapso 2010-2013. 



- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Comunicación



Del Honorable Senador señor Girardi, con la que solicita el desarchivo de las siguientes iniciativas de las que es autor o coautor:



1.- Proyecto de ley que prohíbe el uso de gases lacrimógenos y otros compuestos químicos para disolver manifestaciones públicas (Boletín    N° 7.667-11).



2.- Proyecto de ley que prohíbe comunicar en registros de datos personales, las deudas por servicios de internet (Boletín N° 7.093-03).



3.- Proyecto de ley sobre libre acceso a playas y riberas de mar, lagos y ríos (Boletín N° 6.367-12).



4.- Proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, y el Código de Aguas, en lo relativo a la evaluación de impacto ambiental de las pequeñas y medianas centrales hidroeléctricas y al otorgamiento de derechos de aprovechamiento de aguas (Boletín N° 5.805-12).



5.- Proyecto de ley que declara monumento natural a todas las especies de ballenas que indica (Boletín N° 5.744-03).



6.- Proyecto de ley que establece delitos en contra del medio ambiente (Boletín N° 5.654-12).



7.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.362, en lo relativo a las sanciones aplicables a quienes cometan actos prohibidos en Áreas Silvestres Protegidas del Estado (Boletín N° 5.346-12).



8.- Proyecto de ley sobre protección de humedales (Boletín      Nº 4.779-12).



9.- Proyecto de reforma constitucional que establece la garantía constitucional del derecho a la libertad sexual y reproductiva (Boletín N° 4.277-07).



10.- Proyecto de reforma constitucional que modifica la garantía constitucional del derecho a la salud (Boletín N° 4.275-07).



11.- Proyecto de ley que establece el derecho a la muerte digna (Boletín N° 4.271-11).



12.- Proyecto de ley que declara la nulidad del decreto ley        N° 2.191, de 1978 (Boletín N° 4.162-07).



- Se accede a lo solicitado. 

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, consultas, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Tomar conocimiento de la resolución de la Corte Internacional de Justicia relativa al diferendo

marítimo entre Perú y Chile


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y, en su momento, solicita la anuencia de la Sala para el ingreso del Agente y el Co-Agente del Estado de Chile ante la Corte Internacional de Justicia, Embajadores señores Alberto Van Klaveren y Juan Martabit, respectivamente. Se accede.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente se refiere a los tiempos de que dispondrá cada Comité para hacer uso de la palabra, a saber: 


Partido Demócrata Cristiano, 30 minutos; Partido Renovación Nacional, 20; Partido Unión Demócrata Independiente, 27; Partido Socialista, 17; Partido por la Democracia, 14; Independientes, 14; Partido Radical Social Demócrata, 3,5, y Partido Movimiento Amplio Social MAS, 3,5. Los representantes del Ejecutivo dispondrán de 30 minutos.
- - -



A continuación, y en lo relativo a la materia objeto de la sesión, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio), Frei, Rossi, Orpis y García, señora Alvear, señores Escalona, Tuma, Larraín Fernández, Chahuán, Letelier, Horvath, Lagos, Bianchi y Navarro, señora Allende y señores Coloma, Pizarro y Quintana.

- - -



Oportunamente, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para prorrogar el Orden del Día de esta sesión. Se accede.

- - -



Enseguida, se concede el uso de la palabra al señor Ministro de Relaciones Exteriores y al Agente del Estado de Chile, Embajador señor Van Klaveren.

- - -



Se suspende la sesión.



Se reanuda la sesión.

- - -



En el contexto de la discusión, la Sala se aboca al estudio del siguiente proyecto de acuerdo, del que se da cuenta en este momento:

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio), Larraín Fernández, Letelier y Tuma, para transmitirle a S. E. el Presidente de la República la posición de esta Corporación ante el fallo del Tribunal de la Haya recaído en la controversia marítima de Perú con

Chile



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del Boletín        N° S 1.637-12.

- - -


El señor Presidente pone en discusión el proyecto de acuerdo, y ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio) y Larraín Fernández.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto referido, resulta aprobado por 25 votos a favor y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Horvath.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

 “Considerando:

- El fallo emitido por la Corte Internacional de Justicia de La Haya, relativo a la demanda presentada por Perú en contra de nuestro país.


El Senado declara lo siguiente:


1.- Destacamos el hecho que el Tribunal de La Haya, casi por la unanimidad de sus miembros, respaldara la posición chilena en términos de reconocer la existencia de un acuerdo entre ambos países que estableció la frontera marítima. Asimismo, confirmó que este límite es el paralelo geográfico, del hito N° 1, tal como lo ha sostenido de manera invariable nuestro país durante décadas. 


De esta forma, se reafirma la posición planteada por nuestro país, ante el alegato peruano que desconocía la existencia del límite marítimo a través del paralelo y que pretendía además instalar una bisectriz a partir del punto que el Perú denomina “266”. 


2.- Valoramos que el presente fallo conserva la soberanía sobre nuestro mar territorial, mantiene el paralelo, ampara nuestros derechos en la zona de mayor riqueza pesquera, la cual se encuentra más cercana a la costa y resguarda la proyección y conectividad de Arica.


Estimamos que el fallo deja en evidencia la necesidad de fortalecer la Región de Arica y Parinacota como zona estratégica hacia el futuro. Asimismo, consideramos que el efecto negativo que esta resolución tiene en la pesca de altura, debería ser compensado por nuestro Gobierno.


3.- Lamentamos, profundamente, que a pesar de no acoger la tesis peruana la Corte haya efectuado la cesión de una parte de nuestra zona económica exclusiva, al establecer que el paralelo alcanzaba sólo hasta las 80 millas.


Discrepamos de la visión de una mayoría simple de la Corte que, no obstante reconocer la existencia de un acuerdo de frontera marítima entre Chile y Perú (por 15 votos a favor y uno en contra), de que ese límite es un paralelo geográfico, y que ese paralelo pasa por el hito N° 1 (ambos puntos votados por 15 votos a favor y uno en contra), estableció que ese límite llega a 80 millas (votado por una mayoría de 10 votos a favor y 6 en contra), desconociendo de esta forma innumerables documentos y antecedentes.


Esta determinación de la Corte es arbitraria y carece de todo fundamento jurídico.


4.- Compartimos lo expresado por Su Excelencia el Presidente de la República, en orden a respetar el fallo del Tribunal de La Haya, siguiendo la tradicional línea de la política exterior chilena de apego y respeto al derecho internacional y de honrar de buena fe los tratados suscritos y vigentes.


Dejamos constancia de que el cumplimiento de dicho fallo, por su naturaleza y complejidad, deberá ser gradual y completo. Asimismo, declaramos que el Senado de la República velará porque en la implementación del mismo se resguarden y respeten, irrestrictamente, los derechos y legítimos intereses de Chile.


Estimamos especialmente necesario señalar que el fallo es un todo indivisible y que la aceptación del paralelo hasta la milla 80 incluye el hito N° 1 como eje de la delimitación fronteriza entre ambos países. 


Por otra parte, es necesario que tanto Chile y el Perú acojan en su integridad los conceptos del derecho del mar en lo que se refiere a Mar territorial, Mar contiguo y Zona Económica Exclusiva.


5.- Reconocemos especialmente la defensa jurídica del Estado de Chile, bajo los distintos gobiernos a lo largo de todo el proceso, destacando desde el inicio de su tramitación hasta el día de hoy, un perfil profesional, técnico y de alta competencia, lo que refleja que nuestro país tiene en materia de relaciones exteriores una política de Estado.


Especial relevancia tiene el hecho de haber sido apoyados, invariablemente, por todos los sectores políticos nacionales.


6.- Nos asiste la convicción de que este momento debe servir para iniciar un proceso de genuino fortalecimiento y profundización de las relaciones entre ambos países en una amplia gama de materias, tales como los aspectos políticos, económicos, culturales y sociales. 


7.- Finalmente, el Senado de Chile manifiesta que, luego de este fallo, no hay temas limítrofes pendientes entre Chile y Perú. Esta consideración deberá ser parte necesaria de la implementación del fallo.”.

- - -



Por último, el señor Presidente anuncia que, habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, ésta se levanta.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE DA INICIO AL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY QUE CREA LA EMPRESA NACIONAL DEL PETRÓLEO EN MATERIA DE GOBIERNO CORPORATIVO

(9264-08)

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo, a fin de modernizar su gobierno corporativo.

I. Antecedentes y fundamentos.

1. Misión institucional de ENAP
Conforme con lo establecido en el inciso 10º del artículo 19 Nº 24 de nuestra Constitución Política, la exploración, explotación o beneficio de los yacimientos que contengan hidrocarburos líquidos o gaseosos puede ejecutarse directamente por el Estado o a través de sus empresas; como también indirectamente, por medio de concesiones administrativas o contratos especiales de operación establecidos con operadores privados, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije para cada caso por decreto supremo.

Actualmente, la ejecución de esta actividad se encuentra regulada por la ley Nº 9.618, que en 1950 creó la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP). Esta ley encarga a dicha empresa la ejecución directa de las actividades de exploración, explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos, dentro y fuera del territorio nacional, y también la autoriza para explotar tales actividades, mediante sociedades en las que tenga participación o asociada con terceros a través de concesiones administrativas o contratos especiales de operación.

Asimismo, dicha ley autoriza a ENAP para ejercer directamente o a través de sociedades en las que participe, otras actividades económicas relacionadas con la explotación de hidrocarburos, tales como, la refinación, transporte, transformación o comercialización de petróleo o gas. Finalmente, ENAP se encuentra también autorizada para participar, pero de manera minoritaria, en la actividad de geotermia y otras que le estén relacionadas.

ENAP ha sido desde sus inicios una empresa constituida como soporte energético para la Nación, contribuyendo de manera decisiva a su desarrollo a través de las actividades económicas que legal y constitucionalmente le están asignadas. El desarrollo de las mismas se ha dado en un contexto que ha mutado dramáticamente desde los inicios de la empresa hasta el presente, encontrándose actualmente inserta en un mercado global altamente competitivo, abierto y sujeto a variables económicas, financieras y geopolíticas de alta complejidad, que le imponen grandes desafíos para el logro de una gestión eficiente, con visión y capacidad estratégica y de captura de oportunidades.

Esta realidad hace imperativa la modificación del diseño de su gobierno corporativo, en miras a modernizarlo y elevar sus estándares de eficiencia, profesionalismo e independencia, pero a la vez cuidando su condición de empresa estratégica del Estado de Chile.

Lo anterior permitirá a ENAP contar con herramientas más adecuadas para una mejor y más eficiente gestión de sus recursos, y le permitirá afrontar en mejor forma los complejos desafíos derivados de su posición en el mercado local y global y servir de mejor manera su misión, a través de la gestión más eficiente y transparente de sus proyectos y negocios actuales y futuros. Asimismo, la normativa propuesta permitirá adecuar el gobierno corporativo de ENAP a los estándares definidos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) para las empresas en que el Estado tiene participación, recogiendo con ello las mejores prácticas de la industria a nivel mundial y siguiendo un camino similar al que recorrió la Corporación Nacional del Cobre de Chile - CODELCO, con motivo de la modificación que realizó de sus normas sobre gobierno corporativo, a través de la ley N° 20.392.

2. Funcionalidad del gobierno corporativo de ENAP en relación con la misión y funciones de la empresa. La necesidad de actualizar la normativa que actualmente lo regula
La trascendencia y amplitud de la misión institucional de ENAP genera especiales requerimientos en cuanto a que su estructura orgánica, en particular, su gobierno corporativo o directivo, dé una adecuada cuenta de las necesidades de un sector dinámico, global y competitivo, que requiere una administración eficiente, profesional, independiente y capaz de enfrentar escenarios de carácter estratégico.

3. Aplicación de las recomendaciones de la OCDE para los Gobiernos Corporativos de Empresas Públicas y consistencia con legislación sobre CODELCO
Como se ha anticipado, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) ha establecido directrices para los Gobiernos Corporativos de las Empresas Públicas, basadas en parte en los principios de gobierno corporativo para empresas privadas, pero específicamente orientadas a problemáticas que son propias de las empresas públicas. 

Estas directrices reflejadas en las “Guías de Gobiernos Corporativos para Empresas Públicas” publicadas por OCDE en el año 2005, constituyen recomendaciones al Estado, en su rol de empresario, por medio de las empresas públicas, que nuestro país se comprometió a implementar durante el proceso de acceso de Chile como miembro de la OCDE.

Las principales recomendaciones son las siguientes: (i) Dotar a las empresas del Estado de un marco institucional, legal y regulatorio efectivo y concebido de forma tal que internalice el hecho de que estas empresas se desenvuelven en ambientes competitivos, debiendo evitarse las distorsiones; (ii) Separar los roles del Estado, en su calidad de empresario y como promotor de políticas públicas; (iii) Definir y explicitar, de forma clara y transparente, los objetivos y metas que deben cumplir las empresas del Estado, así como la política de propiedad de éste; (iv) Aumentar los niveles de información y transparencia por la vía de, entre otros, generar reportes consolidados de las empresas públicas; establecer procesos de auditoría internos y externos eficientes; y, (v) someterse a los mismos altos estándares o exigencias que en materia de contabilidad se les exige a las empresas privadas abiertas a la bolsa.

En lo que se refiere a las instancias de administración u órganos de gobierno de las empresas públicas, los lineamientos de la OECD recomiendan respetar la independencia de los directorios o cuerpos de administración de éstas, profesionalizarlos y establecer procesos estructurados y transparentes de designación de directores, junto con establecer los incentivos adecuados con miras a que ellos persigan el mejor interés de la compañía, haciendo asimismo que sea atractivo, para profesionales calificados, el integrarlos. Pero junto con ello, las guías son claras en determinar que es precisamente en el directorio en quien debe recaer la responsabilidad por la gestión de la empresa, por lo que conviene dotarlos de un catálogo claro de deberes y obligaciones, para lo cual es imprescindible que cuenten con mandatos claros para implementar la estrategia de cada empresa.

En el contexto del ingreso de Chile como miembro de OCDE, se ha hecho aún más necesaria la adopción de tales criterios en las empresas públicas nacionales, adoptando nuestro país compromisos expresos en esta materia. 

Por ello, mediante la ley Nº 20.392, éstos se incorporaron en la Ley Orgánica de la Corporación Nacional del Cobre de Chile. Dicha ley ha servido de modelo para la que someto a vuestra consideración, en un afán de extender este proceso de modernización institucional, de una manera consistente y lo más armónica posible, a más empresas públicas.

II. Contenido del proyecto de ley

1. Aplicación supletoria a ENAP de las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas

Si bien ENAP actualmente se encuentra inscrita y sometida a las normas de las sociedades anónimas abiertas en su condición de emisor de valores de oferta pública (bonos), mediante este proyecto de ley se busca consagrar de manera general y permanente en el tiempo, la sujeción de dicha empresa a la normativa y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

Por tanto, en este proyecto de ley se propone hacer aplicable a ENAP la legislación de sociedades anónimas abiertas, en subsidio y siempre que sea compatible con su ley orgánica y estatutos.

De esta manera, ENAP y en particular su directorio, conforme con las nuevas normas que se proponen, quedará sujeta a un marco normativo que establece estándares comunes de transparencia y responsabilidad en la gestión, particularmente tratándose en este caso de recursos pertenecientes a todos los chilenos. Entre otras, se hacen aplicables las normas financieras y contables, de administración, sobre obligaciones y responsabilidades de los directores, supervisión y control y entrega de información que rigen actualmente a las sociedades anónimas abiertas.
Así, mediante este proyecto ley se pretende consagrar de manera general y permanente en el tiempo, la sujeción de ENAP a la normativa y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

2. Modernización del Gobierno Corporativo de ENAP

a. Composición, generación y remoción del directorio de ENAP
La aplicación a ENAP de las reglas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, que apunten a reforzar la transparencia, independencia y excelencia de su gestión, requiere necesariamente de una adecuación a las reglas aplicables a la selección y nominación de sus directores y el funcionamiento de su directorio.

En este sentido, el presente proyecto de ley propone un directorio en cuya génesis se concilien y equilibren las facultades del Presidente de la República para el nombramiento de directores, con el desenvolvimiento de mecanismos ya existentes en nuestro ordenamiento jurídico, que entregan a un cuerpo independiente como lo es el Consejo de la Alta Dirección Pública, la selección previa de candidatos para dichos cargos. 

Es por ello que el presente proyecto contempla un directorio de siete miembros, de los cuales dos son de directa designación del Presidente de la República; otros cuatro son nominados por el Presidente de la República, previa propuesta en terna del citado Consejo; y uno, designado por el Presidente de la República a partir de una quina presentada por los sindicatos de la empresa y sus filiales.

Este directorio se renovará por parcialidades y no podrá revocarse íntegramente.

Adicionalmente, cualquiera sea la forma de nombramiento de los directores, todos ellos deberán cumplir  el régimen de requisitos, inhabilidades e incompatibilidades que se detalla en el proyecto y que persigue asegurar la profesionalidad, idoneidad e independencia de los directores designados.

Finalmente, y a fin de asimilarse al esquema de funcionamiento de las sociedades anónimas abiertas que cuentan con patrimonio bursátil relevante, se crea un comité de directores, con las facultades a que se refiere el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, con el propósito de velar por la correcta administración financiera de la empresa y resolución de potenciales conflictos de interés, el cual se integrará sólo con directores que hayan sido nombrados previa propuesta del Consejo de la Alta Dirección pública.

b. Plan de Desarrollo y Negocios
La transparencia, independencia y excelencia en la gestión de ENAP que se busca mediante la aplicación de las normas propias de las sociedades anónimas abiertas, de acuerdo a lo indicado anteriormente, debe conciliarse con la especial circunstancia de que esta empresa forma parte integrante de la Administración del Estado. 

De esta forma, en el proyecto de ley se establece la obligación del directorio de presentar anualmente a los Ministros de Hacienda y de Energía, una propuesta de Plan de Desarrollo y Negocios de la empresa para el próximo quinquenio, el que considerará, a lo menos, los objetivos y metas de rentabilidad y los planes de inversión y de desarrollo, con el objetivo de lograr mejoras en la gestión de la empresa y un mejor control del interés fiscal. De requerir el plan un cambio en la estructura de capital vigente de ENAP, los ministros deberán ratificarlo total o parcialmente.

c. Remuneración de los directores

En esta materia el proyecto contempla un sistema de remuneraciones flexible y que resulte competitivo respecto del sector privado.

En este sentido, el proyecto le otorga al Ministerio de Hacienda la potestad de fijar esta remuneración, debiendo asimilarla a la que se encuentre vigente para cargos similares, considerando los sectores público y privado, y pudiendo utilizar parámetros objetivos como la asistencia a sesiones, la participación en comités, el cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la empresa. 

d. Atribuciones propias de la junta de accionistas
La asimilación del régimen orgánico de ENAP al propio de las sociedades anónimas abiertas, exige radicar orgánicamente las facultades inherentes a la junta de accionistas.

Al igual que el modelo instituido en la ley Nº 20.392, que modificó el gobierno corporativo de CODELCO, el presente proyecto contempla dicha radicación orgánica en la Presidencia de la República, pudiendo delegarse las funciones respectivas en los Ministros de Hacienda y Energía. 
e. Caso del directorio de las filiales y coligadas de ENAP
Como hemos señalado anteriormente, la ley N° 9.618, faculta a ENAP a ejercer los giros que le autoriza, no sólo de una manera directa, sino que también a través de sociedades en que ésta participe o con las que se asocie. 

En este sentido, es dable destacar que en la práctica, la operación de ENAP a través de filiales ha sido crucial para el adecuado desarrollo de sus actividades.

En atención a lo expuesto, resulta determinante que las características de los directores de tales filiales respondan a criterios de independencia y excelencia semejantes a los que se instituyen para los directores de ENAP. El presente proyecto propone que el directorio de ENAP deba, al momento de proponer directores para sus filiales y empresas relacionadas, seleccionar personas que cumplan con requisitos semejantes a los que se exigieron para su propio nombramiento como directores de la matriz.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente,

PROYECTO DE LEY:

ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo: 

1) Sustitúyese el inciso primero de su artículo 2° por los siguientes incisos primero a tercero, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto, a ser cuarto, quinto y sexto: 

“Artículo 2°.- Créase, con la denominación de Empresa Nacional del Petróleo, una empresa comercial, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Energía.

La Empresa Nacional del Petróleo podrá usar como denominación abreviada la expresión “ENAP”. En la presente ley, se la denominará también la “Empresa”. 

La Empresa se regirá por las normas de la presente ley y por las de sus Estatutos. En lo no previsto en tales normas, y en cuanto fuere compatible y no se oponga a ellas, por las disposiciones de la ley Nº 18.046 y demás normativa aplicable a las sociedades anónimas abiertas y por la legislación común, en lo que le resulte pertinente. En todo caso, deberá inscribirse en el Registro Especial de Entidades Informantes que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros de conformidad a lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N° 18.045, quedando además sujeta a la fiscalización de dicha Superintendencia. 

La Empresa estará sometida a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras de la Contraloría General de la República. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados, en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales.

2) Sustitúyese su artículo 3°, por el siguiente:

“Artículo 3º.- La dirección superior y administración de la Empresa corresponderán a su directorio, en la forma que se señala en los artículos siguientes y en la ley Nº 18.046. A los directores les serán aplicables las normas sobre derechos, obligaciones, responsabilidades y prohibiciones establecidas al efecto en la ley Nº 18.046, sin perjuicio de lo dispuesto en la presente ley.

El directorio de la Empresa estará compuesto de la siguiente manera:

a) Dos directores nombrados por el Presidente de la República;

b) Cuatro directores nombrados por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. El nombramiento será por pares, debiendo el Presidente de la República nombrarlos simultáneamente. Los candidatos a director no podrán ser incluidos en más de una terna. El Presidente de la República podrá rechazar por una vez cada terna, en cuyo caso la terna no objetada se deberá tener por rechazada para los efectos de este número. Las ternas deberán ser presentadas por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, sesenta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso cuarto de este artículo. Para la confección de las ternas, el Consejo de  Alta Dirección Pública establecerá un procedimiento especial de búsqueda y selección de candidatos a director. Dicho procedimiento podrá contemplar la participación de una empresa de reconocido prestigio nacional o internacional en materia de selección de directivos, la que deberá proponerle a dicho Consejo una nómina de posibles candidatos a director de la empresa.

c)  Un director nombrado por el Presidente de la República, a partir de una quina propuesta por los sindicatos de la empresa y sus filiales. La quina deberá ser presentada al Presidente de la República con una antelación de, a lo menos, treinta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso cuarto de este artículo.

Aquellas personas que hubieren sido designadas directores de conformidad con lo previsto en las letras a) y c) del inciso anterior deberán, antes de asumir el cargo, presentar una declaración jurada en la que declaren no encontrarse afectos a las incompatibilidades e inhabilidades del cargo. Respecto de quienes integren la terna en el caso de la letra b) del inciso precedente, dicha declaración deberá presentarse al Consejo de Alta Dirección Pública. Sin perjuicio de lo anterior, todos los directores de la Empresa deberán presentar las declaraciones de patrimonio e intereses a que se refiere el Párrafo 3º del título III del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575. 

Los directores durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser designados por nuevos períodos. El directorio se renovará por parcialidades y no podrá ser revocado en su totalidad. Si alguno de los directores cesare en sus funciones antes de cumplirse el período respectivo, se procederá a designar, por el período restante, a él o los nuevos directores que corresponda en la misma forma prevista en este artículo, para lo cual deberá seguirse el procedimiento de designación correspondiente según si el director que ha cesado en su cargo era uno de los directores a los que se refieren las letras a), b) o c) del inciso segundo precedente. En el caso de los directores a que se refiere la letra c), los sindicatos de la empresa y sus filiales deberán presentar al Presidente de la República la respectiva quina dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en que el director correspondiente hubiere cesado en el cargo. En el caso de los directores a que se refiere la letra b), el Consejo de Alta Dirección Pública deberá presentar al Presidente de la República la respectiva terna, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en la que el director correspondiente hubiere cesado en el cargo.

El Presidente de la República designará de entre los directores, al Presidente del directorio. En su ausencia, asumirá como presidente de éste, uno de los directores elegidos por el propio directorio de entre los señalados en la letra a) de este artículo
El directorio podrá sesionar con la asistencia de a lo menos cuatro de sus miembros. Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes y, en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión. 

Los directores deberán abstenerse de votar en aquellos casos en que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. 

Los directores tendrán derecho a una remuneración, la que será establecida y revisada, con una periodicidad no superior  a dos años, por el Ministerio de Hacienda. Para determinar dichas remuneraciones, así como sus revisiones, el Ministro de Hacienda podrá considerar la propuesta de una comisión especial que designe al efecto, la que deberá estar integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Director de Presupuestos o de Gerente General de la Empresa. Dicha comisión deberá formular propuestas de determinación o revisión de remuneraciones, según corresponda, considerando las remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado, pudiendo asimismo incluir, en las remuneraciones que se propongan, componentes asociados a la asistencia a sesiones, a la participación en comités, y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la Empresa.
Los directores estarán obligados a guardar reserva de los negocios de la Empresa y sus filiales, y de la información a que tengan acceso en relación con las mismas, en razón de su cargo, y que no haya sido divulgada oficialmente por estas empresas, sobre todo si se trata de información comercialmente sensible para las empresas, o que pueda lesionar sus legítimos intereses comerciales o financieros, con excepción cuando lo requiera la ley.”.

3) Agréganse, a continuación de su artículo 3°, los siguientes artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10° y 11, nuevos, pasando los actuales artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8° y 9° a ser 12, 13, 14, 15, 16 y 17, respectivamente: 

“Artículo 4°.- Sólo podrán ser nombrados directores de la Empresa las personas que cumplan, a lo menos, con los siguientes requisitos:

a) No haber sido condenado ni encontrarse acusado por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos; no haber sido condenado por delito tributario o contemplado en la ley N° 18.045, y no tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, ni haber sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concursales establecidos en el Código Penal;

b) Estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos cinco años, continuos o no, como director, gerente, administrador o ejecutivo principal en empresas públicas o privadas, o en cargos de primer o segundo nivel jerárquico en servicios públicos. Este requisito no será aplicable al director designado de conformidad a la letra c) del inciso segundo del artículo 3°, en tanto sea un trabajador de la Empresa;

c) No tener dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que se justifique su consumo por tratamiento médico;

d) No haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley N° 18.046 en alguna de las Empresas del Estado o de las Empresas con Participación Estatal o de sus filiales o coligadas, entendiéndose por estas últimas, para efectos de esta ley, aquellas en que ENAP tenga el 50% o más de participación social.

El director que deje de cumplir con alguno de los requisitos señalados en el inciso anterior, se considerará inhábil para desempeñar dicho cargo.

Artículo 5°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, no podrán ser nombrados directores de la Empresa, exclusivamente, las personas que se indican a continuación:

a) Los senadores y diputados; 

b) Los ministros de Estado, subsecretarios, jefes de servicio o de instituciones autónomas del Estado, embajadores, intendentes, gobernadores y secretarios regionales ministeriales;
c) Los presidentes, vicepresidentes, secretarios generales, miembros de los tribunales internos o tesoreros de las directivas centrales, regionales, provinciales o comunales de los partidos políticos y de las organizaciones gremiales y sindicales, o quienes hayan ejercido cualquiera de estos cargos en los últimos doce meses, salvo en el caso del director señalado en la letra c) del inciso segundo del artículo 3° respecto de las organizaciones sindicales de la Empresa;

d) Los alcaldes, concejales y los miembros de los consejos regionales;

e) Los candidatos a alcalde, concejal, consejero regional o a parlamentario, desde la declaración de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección; 

f) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la Empresa, sus  filiales o coligadas;

g) Los corredores de bolsa y los agentes de valores, así como sus directores, gerentes, ejecutivos principales y administradores, y

i) El Gerente General u otros  trabajadores de la Empresa o de sus filiales o coligadas, con excepción del director señalado en la letra c) del inciso segundo del artículo 3°.
Se considerará causal de incompatibilidad de un director el que adquiera cualquiera de las calidades señaladas en este artículo o no cumpla cualquiera de los requisitos indicados en las letras a), c) y d) del artículo precedente.

Artículo 6°.- Únicamente serán causales de cesación en el cargo de director las siguientes: 

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado.

b) Renuncia presentada ante el directorio de la Empresa.

c) Incapacidad legal sobreviniente para el desempeño del cargo.

d) Incurrir en alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad.

e) 

Inasistencia injustificada a cuatro o más sesiones ordinarias del directorio en un año calendario.

f) 

Haber incluido maliciosamente datos inexactos o haber omitido maliciosamente información relevante en cualquiera de las declaraciones de patrimonio o intereses, o en la declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades a las que se refiere el artículo 3° de esta ley.

g) Haber intervenido o votado en acuerdos que incidan en operaciones en las que él, su cónyuge, o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, inclusive, tengan un interés de carácter patrimonial.

h) Haber infringido alguna de las prohibiciones o incumplido alguno de los deberes a que se refiere la ley N° 18.046.

i) Haber votado favorablemente acuerdos de la Empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los Estatutos o de la normativa legal que le es aplicable a la Empresa y, o le causen daño patrimonial significativo a ésta.

La remoción de los directores designados conforme a lo establecido en la letra b) y c) del inciso segundo del artículo 3° de esta ley que hubieren incurrido en alguna de las causales de las letras c), d), e), f), g), h) e i) anteriores, podrá realizarse, fundadamente, por el Presidente de la República.

Los directores designados de conformidad a lo establecido en la letra a) del inciso segundo del artículo 3° de esta ley, podrán ser removidos por el Presidente de la República, sin expresión de causa.

Artículo 7°.- El directorio deberá constituir un comité de directores que tendrá las mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del directorio de constituir otros comités para los fines que éste estime necesarios.

El comité de directores estará integrado por los directores nombrados de conformidad con lo previsto en la letra b) del inciso segundo del artículo 3º de la presente ley. En el evento que alguno de los directores a los que se refiere la antedicha letra b) cesare en su cargo antes de terminar su período, será reemplazado en sus funciones en el comité por otro director, elegido por el directorio, el que durará en sus funciones hasta que asuma como director el reemplazante.

Artículo 8°.- Antes del 30 de marzo de cada año, el directorio presentará a los Ministros de Hacienda y de Energía una propuesta de Plan de Desarrollo y Negocios para la Empresa para el próximo quinquenio, para su consideración y aprobación total o parcial, la que será entregada antes del 30 de junio de igual año, mediante un oficio conjunto. El Plan de Desarrollo y Negocios considerará, a lo menos, los objetivos y metas de rentabilidad de la Empresa y los planes de inversión y de desarrollo. Asimismo, contemplará la política y necesidad de endeudamiento de la Empresa, el programa de disposición de activos y de unidades de negocios no esenciales, la política de traspaso o de capitalización de utilidades, si las hubiere, y los requerimientos de transferencias fiscales, si fueren necesarias. En el evento que el Plan de Desarrollo y Negocios requiera un cambio en la estructura de capital vigente de la Empresa, los Ministros de Hacienda y de Energía, mediante una resolución conjunta dictada a más tardar en la última fecha señalada, deberán ratificar total o parcialmente dicho plan, pronunciándose respecto de los efectos de ese cambio, así como de los requerimientos de transferencias de recursos y de endeudamiento contenidos en el plan.

Artículo 9°.- En la designación de las personas que ejerzan los cargos de Gerente General y demás ejecutivos principales de la Empresa, así como en la de directores y ejecutivos principales de las empresas filiales y coligadas, deberá observarse lo dispuesto en los artículos 4° y 5° de la presente ley.

A los directores de las empresas filiales y coligadas les serán aplicables, en lo que corresponda, todas las normas que esta ley establece para los directores de la Empresa y sus  remuneraciones se fijarán por el directorio de ENAP, las cuales deberán ser sometidas a la aprobación del Ministerio de Hacienda.
Artículo 10°.- A la Empresa le serán aplicables las normas presupuestarias, de inversiones y de deuda que rigen a las empresas públicas, en particular, el artículo 11 de la ley N° 18.196, el artículo 68 de la ley N° 18.591, el artículo 24 de la ley N° 18.482, y el artículo 44° del DL N° 1.263, de 1975. 

La Empresa deberá enviar a la Dirección de Presupuestos, dentro del plazo que señale el Ministro de Hacienda, la estimación fundada de los resultados para  el próximo ejercicio presupuestario anual, como asimismo cualquier otro antecedente necesario para la preparación del Presupuesto de la Nación.

Artículo 11.- Los Ministerios de Energía y de Hacienda, por decreto supremo conjunto, aprobarán los Estatutos de la Empresa y sus modificaciones.”.

4) Modifícase su actual artículo 4º, que ha pasado a ser 12, en el siguiente sentido:

a) Reemplázanse las expresiones “Directorio” y “Gerente” por “directorio” y “Gerente General”, respectivamente, ambas en las dos ocasiones en que cada una aparece en el texto.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Al Gerente General le serán aplicables las normas sobre responsabilidad, atribuciones, deberes, derechos, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades establecidas para los gerentes en la ley Nº 18.046, como asimismo, las inhabilidades e incompatibilidades que establece la presente ley para los directores.”. 

5) Sustitúyese su actual artículo 5°, que ha pasado a ser 13, por el siguiente:

“Artículo 13.- En todo lo que no se oponga a los términos de esta ley y a la naturaleza pública de la Empresa, corresponderá al Presidente de la República ejercer las atribuciones y funciones que la ley Nº 18.046 confiere a los accionistas y a las Juntas de Accionistas. 
El Presidente de la República podrá delegar, total o parcialmente, las atribuciones y facultades a las que se refiere el inciso anterior, así como las demás establecidas en la presente ley, en los Ministros de Hacienda y de Energía. En el ejercicio de dichas facultades y atribuciones, el Presidente de la República o los Ministros señalados, en su caso, podrán hacerse asesorar por organismos o entidades del sector público, en particular por el Comité Sistema de Empresas Públicas de la Corporación de Fomento de la Producción o por el organismo que lo suceda o reemplace, la que para este solo efecto estará facultada, al igual que los Ministros de Hacienda y de Energía,  para solicitar a la Empresa todos los antecedentes que sean necesarios para tales fines.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.- Las modificaciones introducidas por la presente ley comenzarán a regir el primer día del mes siguiente a aquél en el cual se cumplan noventa días desde su publicación en el Diario Oficial. 

Segunda.-Mientras no se encuentre constituido el directorio de la Empresa de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, su administración continuará radicada en su actual directorio, de acuerdo con lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo. 

La designación de los directores de la Empresa, de conformidad con lo previsto en esta ley, deberá efectuarse dentro del plazo indicado en la disposición precedente. 

Tercera.- Para los efectos de la renovación parcial del directorio a que se refiere el artículo 3° de la ley Nº 9.618, reemplazado por la presente ley, los miembros del primer directorio de la Empresa, designados de conformidad a tal artículo, durarán en sus cargos hasta las fechas que a continuación se indican, sin perjuicio que podrán ser designados por nuevos períodos:

a) Los directores a que hace referencia la letra a) del inciso segundo del artículo 3º, durarán en sus cargos hasta el día 1° de abril de 2014.

b) Dos de los directores a que hace referencia la letra b) y el director a que hace referencia la letra c) del inciso segundo del artículo 3º, durarán en sus cargos hasta el día 1° de abril de 2016. Los otros dos directores a que hace referencia la letra b) del inciso segundo del artículo 3° durarán en sus cargos hasta el día 1° de abril de 2014.

El Presidente de la República, en el decreto de nombramiento que corresponda, deberá indicar quiénes de los directores nombrados son elegidos para cada uno de los períodos correspondientes. Asimismo, en el decreto de nombramiento respectivo, el Presidente de la República designará al director que se desempeñará como Presidente del directorio.

Cuarta.- Para los efectos del primer nombramiento del directorio de la Empresa al amparo de lo dispuesto en la presente ley, el Consejo de Alta Dirección Pública presentará al Presidente de la República dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, la terna respectiva. Dentro del mismo plazo corresponderá a los sindicatos de la empresa y sus filiales, presentar la quina respectiva.  

Quinta.- En tanto no se determinen las nuevas remuneraciones de los directores de la Empresa de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 3° introducido por la presente ley, sus directores percibirán las remuneraciones que se establecen a continuación:

a) Una remuneración mensual bruta equivalente a 26 unidades tributarias mensuales, por concepto de su participación en sesiones del directorio. El presidente del directorio percibirá una remuneración mensual bruta única e incompatible con la anterior, equivalente a 52 unidades tributarias mensuales.

b) Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en el literal a) precedente, se requerirá la asistencia del director, como mínimo a una reunión de directorio durante el mes respectivo. 

c) En el caso de los directores que deban integrar un comité de directores, sea que se trate de aquel establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046 o de cualquier otro que se constituya por acuerdo del directorio, aquéllos recibirán una remuneración mensual bruta adicional equivalente a 8 unidades tributarias mensuales por su participación  en éstos. 

d) Quien presida el comité de directores establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046, recibirá una remuneración mensual bruta equivalente a 16 unidades tributarias mensuales, incompatible con la señalada para sus demás integrantes. 

e) Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en los literales c) y d) precedentes, se requerirá la asistencia del director, como mínimo a una reunión de comité durante el mes respectivo. 

f) No se pagará por la asistencia a más de una sesión de directorio o comité en el mes.

Sexta.- Dentro de los 45 días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, se deberá dictar el decreto supremo que adapte a ella los Estatutos de la Empresa.”.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Félix de Vicente Mingo, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.- Jorge Bunster Betteley, Ministro de Energía.
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE APRUEBA UN NUEVO ESTATUTO ORGÁNICO DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, CREA LA DIRECCIÓN GENERAL DE PROMOCIÓN DE EXPORTACIONES Y MODIFICA OTROS CUERPOS LEGALES

(9263-10)

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que aprueba un nuevo estatuto orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores, crea la Dirección General de Promoción de Exportaciones y modifica diversos cuerpos legales, con el objeto de reformar la arquitectura regulatoria de la política exterior y las relaciones económicas internacionales de nuestro país.

I. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley propone rediseñar y modernizar la institucionalidad competente en materia de política exterior, relaciones económicas internacionales y cooperación internacional.

El Ministerio de Relaciones Exteriores es la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en la planificación, conducción, coordinación, ejecución, control e información de la política de gobierno que éste fije en materia internacional. En este sentido, corresponde a esa Cartera representar de manera permanente los intereses del país, para lo cual ha desarrollado un destacado trabajo en la ejecución de las líneas fundamentales de la política exterior, contando con una diplomacia de reconocido prestigio a nivel internacional.

Sin embargo, la estructura orgánica y funcional de esa Secretaría de Estado data de fines de los años setenta, lo que no se encuentra acorde a las exigencias actuales que hacen necesario contar con herramientas que resguarden y promuevan los intereses nacionales permanentes y permitan la ejecución de una política exterior moderna, eficiente, eficaz y dinámica.

El Gobierno, consciente de la necesidad de dotar al Ministerio de Relaciones Exteriores de herramientas acordes con su relevante rol, impulsó el presente proyecto de modernización, conformando un Comité que analizó de manera transversal todos los ámbitos de aplicación de la política exterior, detectando los requerimientos, necesidades y desafíos asociados a ésta. El trabajo realizado concluyó en la necesidad de fortalecer la profesionalización y excelencia de los funcionarios que integran el Ministerio de Relaciones Exteriores a través de la modificación de los procedimientos de ingreso, formación y capacitación y en la necesidad de adecuar la estructura orgánica y funcional del Ministerio, sus representaciones en el exterior, servicios dependientes y relacionados, con especial énfasis en mejorar la eficiencia y eficacia de su gestión.

Asimismo, el Comité tuvo presente en su análisis la iniciativa legal presentada ante el Congreso Nacional en el año 2008, la que abordó materias importantes con el propósito de modernizar la gestión del Ministerio de Relaciones Exteriores, muchas de las cuales han sido recogidas en el presente proyecto, el que considera además otros aspectos y áreas relevantes del quehacer del Ministerio de Relaciones Exteriores.

El presente proyecto constituye una propuesta de reforma integral de la Cancillería, con el objeto de enfrentar los desafíos del siglo XXI mediante cambios estructurales que, junto con permitir mayor agilidad en la gestión de la política exterior, integre de mejor forma sus distintas facetas políticas, económico-comerciales, de cooperación, de fronteras y las relativas a la Antártica. Asimismo, incluye propuestas para una mejor presencia y coordinación gubernamental en regiones en los temas de política exterior.

De esta forma, el proyecto establece cambios en la estructura del Ministerio, creando la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y proponiendo una orgánica más horizontal, ágil y basada en una mayor flexibilidad. Por otra parte, el proyecto fortalece la profesionalización del Servicio Exterior, haciendo más atractiva –pero exigente- la carrera diplomática.

En los servicios públicos que a la fecha dependen del Ministerio de Relaciones Exteriores, esto es, la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado y el Instituto Antártico Chileno, se modifica su normativa orgánica adecuándola a sus actuales requerimientos. Además, con el objeto de establecer una política exterior integral que abarque la promoción de las exportaciones de bienes y servicios nacionales se crea como un servicio público descentralizado la Dirección General de Promoción de Exportaciones sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y, con el objeto de impulsar la cooperación internacional, se propone modificar la estructura orgánica y de personal de la actual Agencia de Cooperación Internacional de Chile.

El proyecto también aborda la necesidad de atraer a la carrera diplomática a los mejores talentos, ya que hoy el ingreso a la Academia Diplomática se sustenta -en un alto grado- en la vocación, dado que el nivel de ingreso inicial que se ofrece es inferior a lo que el mercado puede ofrecer a jóvenes profesionales. De esta forma, se proponen cambios que, junto con mejorar las remuneraciones de los grados iniciales, harán posible que quienes demuestren las competencias requeridas, puedan avanzar más fluidamente en la carrera, lo que constituirá un reconocimiento al buen desempeño en sus funciones.

Asimismo, el proyecto aborda la problemática del término de la carrera diplomática. Hoy la permanencia hasta el nivel inmediatamente inferior al de Embajador está regida por las normas generales de la administración pública sobre inamovilidad, por lo que no existe un término cierto, siendo el ascenso excesivamente lento. El proyecto establece una edad obligatoria de retiro similar a la de los servicios exteriores más reconocidos internacionalmente.

La necesidad de coordinar la actuación de los entes del Estado en el exterior también es abordada por este proyecto. Específicamente se propone modificar la normativa de comisiones de servicio al exterior, de modo de garantizar la coherencia de la acción del Ejecutivo con la política exterior.

Por otra parte se faculta al Presidente de la República para que mediante uno o más decretos con fuerza de ley adecue la estructura inicial de la planta profesional y establezca condiciones que permitan mayor eficiencia del trabajo diplomático, profesional y de otros asuntos relacionados con la labor de la Cancillería.

Asimismo, es de sumo interés que la Cancillería cuente con profesionales especializados para un mejor seguimiento de temas relevantes de la política exterior, otorgando con ello continuidad a su tratamiento.

Cabe agregar que, como complemento a la presente iniciativa legal de modernización del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Gobierno, ha efectuado mejoras en dicha Secretaría de Estado a través de la potestad reglamentaria, como el nuevo reglamento de calificaciones del personal del Servicio Exterior basado en competencias y logro de metas y el cambio en los planes de estudio de la Academia Diplomática. Asimismo, se ha promovido la profesionalización de la diplomacia a través del nombramiento de embajadores de carrera, alcanzando un 80% de ellos; el ingreso de profesionales especializados; y el diseño y uso de programas en plataforma web para la gestión. Además, se ha iniciado una adecuación de la red de embajadas, consulados y oficinas comerciales, para alinearla con las nuevas áreas de interés para la política exterior, iniciativa que ha contemplado –en algunos casos- asociación con países amigos como por ejemplo los de la Alianza del Pacífico.

II.ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley se estructura en V Títulos y setenta artículos. El Título I trata del Ministerio de Relaciones Exteriores, disponiendo su nueva estructura orgánica; el Título II crea la Dirección General de Promoción de Exportaciones; el Título III se refiere a la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo; el Título IV regula el Consejo de Política Antártica y el Título V establece modificaciones a diversas normas.

En particular el Título V regula las modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 82 de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores que aprueba el Estatuto Orgánico del Instituto Antártico Chileno; al decreto con fuerza de ley N° 83 de 1979 del Ministerio de Relaciones Exteriores que fija el Estatuto Orgánico de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado; al decreto con fuerza de ley N° 33 de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto de su Personal; sustituye la denominación de los cargos de la Planta del Servicio Exterior; modifica el Título III de la ley N° 18.989 relativa a la Planta de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile; sustituye el artículo 10 de la ley N° 18.340, que fija el Arancel Consular de Chile; modifica el artículo 49 de la ley N° 16.618 de Menores; modifica los artículos 77 y 162 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo, y modifica el decreto con fuerza de ley N° 241, de 1960, del Ministerio de Hacienda que regula, entre otras materias, la Junta de Aeronáutica Civil.

El proyecto contiene además catorce disposiciones transitorias.

1. Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores

El presente proyecto propone reemplazar el actual estatuto orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores establecido en el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, de ese Ministerio, publicado en el Diario Oficial de 31 de marzo de 1978, siendo importante destacar los siguientes aspectos:

a) Misión

El Ministerio de Relaciones Exteriores es la Secretaría de Estado que colabora con el Presidente de la República en la  planificación, conducción, coordinación, ejecución, control e información de la política exterior que éste formule. Asimismo, posee competencias en materia de relaciones económicas internacionales, promoción cultural, atención de los connacionales en el exterior, en los asuntos relativos al Territorio Chileno Antártico, a la Antártica en general y en materia de representación de Chile ante otros Estados, organizaciones y foros internacionales, la que se ejerce a través de las misiones diplomáticas y representaciones permanentes ante dichas organizaciones, dependientes del Ministerio de Relaciones Exteriores.

El Ministerio estará integrado por el Ministro de Relaciones Exteriores, la Subsecretaría de Relaciones Exteriores y la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, siendo servicios públicos dependientes del Presidente de la República a través de este Ministerio -Subsecretaría de Relaciones Exteriores-, la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado y el Instituto Antártico Chileno. 

Además, a través de él, se relacionan con el Presidente de la República dos servicios públicos descentralizados, la Dirección General de Promoción de Exportaciones –mediante la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales- y la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo-mediante la Subsecretaría de Relaciones Exteriores-

El Ministro de Relaciones Exteriores cuenta con un Consejo de Política Exterior integrado por los Subsecretarios de la Cancillería, el Subsecretario de Defensa, los Directores de Asuntos Jurídicos y de Planeamiento Estratégico del Ministerio de Relaciones Exteriores y los ex Ministros de Relaciones Exteriores que designe el referido Ministro, pudiendo invitar a las sesiones a otros representantes de la Administración del Estado, del sector privado y de la sociedad civil.

Como innovación se incorpora el Comité de ex Ministros de Relaciones Exteriores integrado por todos los ex Cancilleres, cuyo objeto es asesorar al Ministro en materias específicas relativas a la política exterior y las relaciones internacionales.

b) Subsecretaría de Relaciones Exteriores

La Subsecretaría de Relaciones Exteriores se establece como el órgano de colaboración inmediata del Ministro de Relaciones Exteriores en materia de política exterior, correspondiéndole, entre otras funciones, colaborar con el Ministro en la ejecución de la política exterior; y proponer a éste las políticas y planes relativos a la participación internacional de Chile; proponer la política exterior de Chile en el ámbito bilateral, multilateral y vecinal, para presentárselas al Ministro; proteger los derechos e intereses de Chile y los chilenos en el exterior; colaborar en la promoción, proposición y negociación de acuerdos internacionales y coordinar la defensa de los derechos e intereses de Chile en las controversias que involucren al Estado de Chile en materias internacionales, que no han sido entregadas a otros órganos de la Administración del Estado. 

Dependientes de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores se crean tres Direcciones Generales: la Dirección General de Política Exterior para Asuntos Bilaterales; la Dirección General de Política Exterior para Asuntos Multilaterales y Globales y la Dirección General de Política Exterior para Países Limítrofes y Asuntos Regionales.

Dichas Direcciones Generales son las encargadas de los temas relativos a la política exterior, asignándoles funciones basadas en las particularidades de las áreas que la componen, priorizando el manejo de las relaciones bilaterales con otros Estados, la especificidad de la temática de la agenda multilateral y global y un especial tratamiento a las relaciones con los países vecinos y de los asuntos regionales. 

Además, dependen del Subsecretario de Relaciones Exteriores la Dirección General Administrativa, la Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración, la Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello” y la Dirección del Ceremonial y Protocolo responsable esta última, entre otras materias, del ceremonial y protocolo de la Cancillería y de la Presidencia de la República.

Asimismo, como dependientes del Subsecretario de Relaciones Exteriores y con el objeto de asesorar en especial al Ministro de Relaciones Exteriores se crean la Dirección de Planeamiento Estratégico, encargada de la planificación estratégica institucional, y la Dirección de Asuntos Públicos y Difusión, encargada de la política comunicacional en materia de política exterior. También, la Dirección de Asuntos Jurídicos, que asesorará en materias de carácter jurídico relativas al Derecho Internacional y Nacional, además de otros asuntos. 

Las señaladas direcciones constituyen la estructura básica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, dotándose al Subsecretario de la facultad para establecer la organización interna de la Subsecretaría y determinar las denominaciones y atribuciones que correspondan, previo informe del Director de Planeamiento Estratégico. 

Corresponde al Subsecretario de Relaciones Exteriores, entre otras funciones, la de instruir, orientar y supervisar a las unidades de su dependencia incluyendo a las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y oficinas consulares. 

Se le otorgan además nuevas funciones que arrancan de la particularidad de la actuación de este Ministerio en el exterior a través de las misiones de Chile en el extranjero, correspondiéndole autorizar a funcionarios y a empleados de los consulados para ejercer determinadas funciones consulares como ministro de fe pública y otorgar y visar pasaportes. Además, dicha autoridad contará con la facultad de transigir litigios pendientes y precaver litigios eventuales en materias laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero que afecten al Estado de Chile, previo informe favorable del Consejo de Defensa del Estado. Esta última facultad se añade en atención a que los servicios públicos no pueden disponer ni renunciar a las acciones y derechos que les corresponden, y por ende transigir, lo que ha significado que el Ministerio de Relaciones Exteriores ha debido enfrentar en Estados extranjeros un alto número de juicios en materia laboral y previsional de larga duración, debiendo incurrir en elevados gastos derivados de la tramitación de dichos procesos judiciales y del pago de los honorarios a profesionales contratados para la defensa del Estado de Chile. Con la señalada facultad se permitirá a la autoridad cautelar los intereses del Estado de forma más eficiente, facilitando el término de conflictos jurídicos de manera más rápida y en condiciones más favorables, evitando la prosecución obligatoria de litigios de incierto pronóstico.

c) Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales

La transformación de la institucionalidad en materia de comercio exterior, a través de la creación de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales se trata de una aspiración largamente anhelada desde la entrada en vigor de los primeros Tratados de Libre Comercio, como respuesta a requerimientos del sector exportador.

En la actualidad, la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales es la entidad pública encargada de ejecutar la política que formule el Presidente de la República en materia de relaciones económicas con el exterior, que no han sido entregadas a otros órganos de la Administración del Estado como sucede por ejemplo, con las materias económicas y financieras donde la representación ante el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial o el Banco Interamericano de Desarrollo están bajo la competencia de entidades como el Banco Central de Chile o el Ministerio de Hacienda. 

En este proyecto se reemplaza la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales por la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, sin perjuicio de asignar a un nuevo Servicio Público, denominado Dirección General de Promoción de Exportaciones, las funciones de ejecución de políticas públicas en las materias que a ésta le competen actualmente.

La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales se establece como el órgano de colaboración inmediata del Ministro de Relaciones Exteriores en materias de relaciones económicas internacionales, correspondiéndole dentro de sus competencias, entre otras funciones, la de colaborar con el Ministro de Relaciones Exteriores en la ejecución de las relaciones económicas internacionales, proponer a éste las políticas y planes relativos a la participación de Chile en las relaciones económicas internacionales, incluidas las destinadas a promover, facilitar y colaborar con el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior y el desarrollo de las exportaciones. 

Asimismo, le compete la función de colaborar en la promoción, proposición y negociación de los acuerdos internacionales en la esfera de las relaciones económicas internacionales, la administración e implementación de éstos, destacándose las tareas relacionadas con la defensa de los intereses de Chile en las disputas que se deriven de la aplicación de tales acuerdos.

En cuanto a la organización interna, se dota al nuevo Subsecretario de la facultad para establecer la organización interna de la Subsecretaría y determinar las denominaciones y atribuciones, previo informe del Director de Planeamiento Estratégico.

Respecto a las atribuciones del Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales, éstas en general corresponden a las que actualmente detenta el Director General de Relaciones Económicas Internacionales, en su carácter de Jefe Superior de Servicio, considerando las adecuaciones necesarias derivadas de la creación de la Dirección General de Promoción de Exportaciones como Servicio Público descentralizado.

d) Modificaciones vinculadas a las funciones que desempeñan las misiones y oficinas de Chile en el exterior

El presente proyecto de ley dota a las misiones diplomáticas, las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y a las oficinas consulares y comerciales de las facultades que permitan a esos órganos desempeñar sus funciones en forma eficaz y oportuna, tomando en consideración sus especiales características. 

Las misiones diplomáticas y las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales se establecen como los órganos de representación del Estado en los países y organizaciones internacionales en que se acrediten. Asimismo se las dota, en conjunto con las oficinas consulares y comerciales de la facultad de ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de sus fines específicos, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.

e) Coordinadores Ministeriales

El proyecto establece la facultad del Ministro de Relaciones Exteriores de designar Coordinadores Ministeriales en las regiones del país con el objeto de coordinar las actividades de carácter internacional que tienen incidencia en ellas. Las labores serán ejercidas por funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores que dependerán para estos efectos del Subsecretario de Relaciones Exteriores, los que serán destinados, pudiendo utilizar las dependencias de algún organismo público de la región o, en la medida que exista disponibilidad presupuestaria, se le otorgarán recursos para el establecimiento de una oficina.
Esta propuesta obedece a que las regiones se han transformado en actores involucrados en la implementación y desarrollo de las estrategias de internacionalización en el marco del proceso de la globalización de la economía, apreciándose además un incremento en la actividad transfronteriza e internacional a nivel regional, la que requiere de apoyo a través de una efectiva coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

Asimismo, considerando que la política exterior constituye un elemento integral del desarrollo como nación, es necesario que ella refleje las visiones e intereses regionales específicos, dado que éstas se encuentran cada vez más insertas en un mundo interdependiente y globalizado.

Las funciones de los Coordinadores Ministeriales son complementarias de aquellas que ejercen actualmente los Directores Regionales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales (PROCHILE).

f) Contratos de Bienes y Servicios

El proyecto contempla, además, la facultad del Ministerio de Relaciones Exteriores y sus servicios dependientes y relacionados de celebrar contratos de bienes y servicios con personas naturales o jurídicas extranjeras o con chilenos residentes en el exterior, que deban ejecutarse fuera del territorio nacional mediante trato directo.
En estos casos no será obligatorio desarrollar los procesos de compras utilizando el Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración como, asimismo, contratar con personas que se encuentren inscritas en el Registro de Proveedores, de conformidad con la ley N° 19.886 y su reglamento, debiendo presentarse como mínimo tres cotizaciones de diferentes proveedores, salvo en los casos que prevé el Artículo 8° inciso final de la mencionada ley o que el monto de la contratación sea inferior a 75 UTM en moneda nacional. 

La modificación a la regla general en materia de contratación de bienes y servicios se funda en las diversas realidades que existen en el exterior, especialmente en lugares como Asia, África, Europa Oriental, entre otros, en los que se hace difícil que las compras sean efectuadas utilizando el sistema de información establecido por la Ley N° 19.886, y que se contrate con proveedores que se encuentren hábiles en el registro de proveedores, ya que las barreras idiomáticas y la falta de proveedores de determinados servicios y producto en algunos países no sólo dificultan la utilización de los sistemas electrónicos para realizar compras públicas, sino que en algunos casos incluso hacen imposible obtener tres cotizaciones, más aún si los montos de la transacción son bajos.

Con el objeto de facilitar la adquisición de bienes y servicios celebrados en el extranjero y que deban ejecutarse en el exterior se flexibilizan las exigencias relacionadas al trato directo, sin perjuicio de ello deberá dictarse un reglamento, expedido por el Ministerio de Relaciones Exteriores y que además llevará la firma del Ministro de Hacienda, que establecerá las formalidades aplicables a estas contrataciones, velando por resguardar los principios de eficiencia, transparencia, publicidad, impugnabilidad, igualdad y no discriminación arbitraria en la contratación pública.
2. Dirección General de Promoción de Exportaciones de Chile, PROCHILE

La creación de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales requiere, como natural complemento, la institucionalización de una agencia gubernamental especializada en la promoción de exportaciones. Si bien en la actualidad existe la Dirección de Promoción de Exportaciones, como parte de la estructura orgánica de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, dependiendo del Director General, este proyecto de ley le otorga a la Dirección General de Promoción de Exportaciones el carácter de Servicio Público descentralizado, relacionado con el Presidente de la República a través del Ministerio de Relaciones Exteriores -Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales- correspondiéndole, en especial, la labor de promover, facilitar y colaborar, en el marco de la política de comercio exterior, con el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior y el desarrollo de las exportaciones, y colaborar en la promoción y difusión en el exterior del turismo y en la atracción de la inversión extranjera hacia Chile. Además contará con direcciones regionales en el país. 

El Director General de Promoción de Exportaciones queda dotado de las facultades inherentes a todo Jefe de Servicio y le será aplicable el título VI de la ley Nº 19.882. Podrá además el Director General establecer la organización interna del Servicio y determinar las denominaciones y atribuciones de esta. 

3. Agencia de Cooperación Internacional de Chile, AGCI

En relación a la Agencia de Cooperación Internacional de Chile el proyecto de ley reconoce el nuevo rol de la actual cooperación chilena como oferente de cooperación en el ámbito internacional, modificándose las atribuciones del Servicio, el cual fue diseñado en sus orígenes con un enfoque destinado a la recepción de asistencia técnica.

El proyecto enfatiza la labor de cooperación internacional que desarrolla AGCI, la cual constituye una herramienta de colaboración de la política exterior dirigida por el Ministerio de Relaciones Exteriores. Para reflejar este cambio, la Agencia pasa a denominarse Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

Dentro de las nuevas funciones que corresponderán a la Agencia, se encuentra la de determinar las acciones directas de ayuda o asistencia humanitaria, de manera de unificar la cooperación al desarrollo convergiendo en un único actor coordinador en esta materia en el sector público.

Con el objeto de agilizar la gestión de la Agencia, se reemplaza la autoridad superior del Servicio actualmente entregada al Consejo, órgano colegiado, pasando a ejercer la administración y dirección superior el Director Ejecutivo, quien será el responsable directo de su conducción administrativa, pudiendo, además, establecer la organización interna del Servicio y determinar las denominaciones y atribuciones de ésta.

El Director Ejecutivo contará con un Consejo Consultivo que le prestará asesoría en los asuntos de competencia de la Agencia, conformado por un representante designado por el Presidente de la República; el Director de Planeamiento Estratégico del Ministerio de Relaciones Exteriores; un representante del Ministerio de Relaciones Exteriores y uno del Ministerio de Hacienda, cada uno designado por el respectivo Ministro; un representante de la academia designado a propuesta del Presidente del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas y un representante de la sociedad civil designado por el Consejo de la Sociedad Civil de la Agencia.

4. Consejo de Política Antártica

Teniendo presente que la administración del Territorio Chileno Antártico es un tema de Estado que debe abordarse con visión de futuro y considerando además que la implementación de la Política Antártica Nacional tiene una dimensión de política exterior como de política interna, el Consejo de Política Antártica se establece como un órgano colegiado de carácter interministerial, presidido por el Ministro de Relaciones Exteriores, cuya función es proponer al Presidente de la República las bases políticas, jurídicas, científicas, económicas, medioambientales, logísticas, deportivas, culturales y de difusión de la acción nacional en la Antártica y establecer los grandes lineamientos de la Política Antártica.

Le corresponde asimismo, proponer al Presidente de la República la Política Antártica Nacional y las prioridades que requerirán inversión del Estado, así como para la asignación de los recursos, a fin de cumplir con los objetivos de la Política Antártica Nacional y asesorar al Presidente de la República en todas las materias concernientes a la Política Antártica Nacional y aquellas relacionadas con el Sistema Antártico y la aplicación de los tratados internacionales que lo componen.

Este Consejo estará integrado por los Ministros de Relaciones Exteriores, Defensa Nacional, Hacienda, Economía Fomento y Turismo y Medio Ambiente. Además participarán como asesores con derecho a voz los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea de Chile, el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, el Jefe del Estado Mayor Conjunto, el Intendente de la XII Región, el Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado, el Director del Instituto Antártico Chileno, y el Director responsable de los temas antárticos del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

Asimismo se faculta al Ministro de Relaciones Exteriores para invitar a representantes del Congreso Nacional, órganos de la Administración del Estado, operadores y operadores antárticos y representantes de la sociedad civil con el objeto de realizar consultas sobre materias específicas.

5. Instituto Antártico Chileno, INACH.
En INACH se incorpora la facultad de ese Servicio para asesorar y prestar servicios dentro del ámbito de sus competencias a los órganos de la Administración del Estado, del sector privado, universidades e instituciones científicas nacionales y extranjeras, pudiendo percibir ingresos en caso de servicios prestados.

Además se moderniza la estructura orgánica del Servicio haciéndola compatible con sus requerimientos actuales y se faculta al Director para establecer la organización interna de INACH y determinar las denominaciones y atribuciones de ésta.

Considerando el alto nivel de especialidad técnica que requiere INACH se faculta al Presidente de la República para que mediante un decreto con fuerza de ley modifique los requisitos de ingreso y promoción de las diferentes Plantas del Servicio adecuándolas a los actuales requerimientos.

6. Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado

En la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, siguiendo el criterio de flexibilidad que el proyecto establece para el Ministerio de Relaciones Exteriores y sus Servicios, se modifica la norma que establece la organización interna del Servicio y determina las denominaciones y atribuciones que correspondan.

7. Modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° 33, de 1979

El presente proyecto de ley introduce diversas modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° 33, de 1979, entre las que cabe destacar las siguientes:

a) Agregados

Con el objeto de dotar de mayor flexibilidad a la designación de agregados, se elimina las distintas clases de agregados que contempla el Decreto con Fuerza de Ley N° 33, de 1979, otorgando la facultad al Ministro de Relaciones Exteriores de designar hasta 25 agregados para desempeñarse en el exterior de acuerdo a las necesidades del servicio, previo concurso, de conformidad a lo establecido en el reglamento que se dictará para tal efecto. 

b) Academia Diplomática “Andrés Bello”
Con la finalidad de que los periodos de duración de los estudios en la Academia Diplomática “Andrés Bello” se adecuen a los requerimientos del Ministerio de Relaciones Exteriores, se elimina la duración de dos años y bajo un criterio flexible se dispone que los alumnos deberán cursar mínimo un año de estudios. Ello acorde al actual programa de estudios y a la nueva malla curricular de la Academia que pone acento en el desarrollo de competencias funcionales y conductuales, a fin de preparar al alumno para la aplicación práctica de sus conocimientos. 

Además, con el propósito de profesionalizar la carrera de los funcionarios del Servicio Exterior, se suprime la facultad del Presidente de la República de eximir del requisito de título profesional universitario afín, para ingresar a la Academia.

c) Excepción a la inhabilidad por parentesco
El proyecto de ley exceptúa a los postulantes a la Academia Diplomática “Andrés Bello”, a los que sean seleccionados y a los que como consecuencia de ello sean contratados asimilados a la Planta del Servicio Exterior o ingresen a dicha Planta, de las inhabilidades de parentesco establecidas en el artículo 54 letra b) de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, sólo respecto de los funcionarios de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

Lo anterior, fundado en el hecho que el desempeño de funciones en el extranjero genera consecuencias en la vida de los hijos de los funcionarios del Servicio Exterior, los que crecen y se educan en condiciones muy diversas, pudiendo adaptarse con mayor facilidad a la vida en el extranjero, dominar diversos idiomas, contar con estudios fuera de Chile y conocer directamente la labor de un funcionario del Servicio Exterior. Con la inhabilidad establecida en la ley se pierden posibles candidatos que podrían ser un importante aporte al cuerpo diplomático chileno, pues su experiencia de vida y sus conocimientos de otras culturas e idiomas podrían enriquecer la composición del Servicio Exterior.

Con la modificación propuesta se permitirá a los hijos de estos funcionarios, que posean una vocación profesional de servicio al país en el exterior, poder presentarse a los procedimientos de selección para acceder a la Academia Diplomática, como cualquier otro interesado en seguir la carrera diplomática. 

El concurso público que existe actualmente para ingresar a la Academia da las garantías suficientes para asegurar que éste se desarrollará en forma transparente y resguardando la igualdad entre quienes participen en el concurso y evitando cualquier discriminación arbitraria. Por ello se escogerán a los mejores postulantes, sin que la calidad de hijo de un funcionario del Servicio Exterior signifique un beneficio en favor de éstos, en desmedro de la situación de otros postulantes, sino que sólo dará a éstos la opción de presentarse y concursar como cualquier otra persona. 

d) Requisitos para el ascenso de los funcionarios del Servicio Exterior, Tercera Categoría Exterior

El proyecto establece como uno de los requisitos para el ascenso de los funcionarios del Servicio Exterior que se encuentren en Tercera Categoría Exterior, la aprobación de un programa de perfeccionamiento y alta dirección, supervisado por la Academia Diplomática “Andrés Bello”, de conformidad con el reglamento que para este efecto se dicte. El objetivo de esta reforma es que el personal diplomático que deba desempeñar funciones en niveles ejecutivos cuente con las competencias adecuadas para ello.

e) Modalidad para fijar la caución de empleados contratados localmente y Cónsules Honorarios

El proyecto prevé que en aquellos casos en que funcionarios contratados localmente en las misiones y consulados de Chile en el exterior deban rendir caución, ésta se fijará de acuerdo al sueldo base correspondiente a la Sexta Categoría Exterior. Asimismo, para el caso de los Cónsules Honorarios, que no perciben ingresos y que prestan una importante labor en beneficio de nuestro país, la fianza será fijada de igual forma que para los funcionarios contratados localmente y será pagada por el Ministerio de Relaciones Exteriores. 

f) Asignación familiar para cónyuges que no trabajen

Se les reconoce a las funcionarias del Servicio Exterior que se desempeñen en el extranjero el derecho a la asignación familiar por sus respectivos cónyuges, en el caso que estos últimos no trabajen. Con esta norma se establece un régimen igualitario entre los funcionarios que se encuentran en el exterior sean éstos mujeres u hombres.

g) Flexibilización en la acreditación

Con el objeto de facilitar el trabajo diplomático en el exterior, se establece que los funcionarios del Servicio Exterior que sean destinados serán acreditados según las necesidades del Ministerio y conforme a las instrucciones que éste imparta, sin que se pueda alterar la precedencia establecida en el escalafón de la Planta del Servicio Exterior. 

h) Modificación de grados para el ingreso al Servicio Exterior

Apuntando al objetivo de contar con profesionales de excelencia y de hacer más atractiva la carrera diplomática a fin de captar los mejores talentos para ingresar al Servicio Exterior, se modifica la remuneración actual de ingreso de grado 16 EUS, a grado 12 EUS, Séptima Categoría Exterior, presupuesto en moneda nacional, y  además, se reemplaza el grado EUS 13 por EUS 10 para la Sexta Categoría Exterior y el grado EUS 10 por EUS 8 para la Quinta Categoría Exterior, sin modificar el grado EUS en las categorías siguientes.

i) Declaración de vacancia

Actualmente los funcionarios del Servicio Exterior ven postergado su ascenso por un largo tiempo, aún cuando cumplan con los requisitos establecidos, al no existir vacantes en la categoría superior siguiente, provocando que las promociones de una a otra categoría en la carrera diplomática sean excesivamente lentas.

Una solución a ello es la que propone este proyecto de ley, la que permitirá contar con un sistema de retiro objetivo y eficaz, pues la situación actual conlleva un creciente envejecimiento de la Planta del Servicio Exterior, al no existir un término cierto para la carrera, lo que se considera indispensable para la renovación del cuerpo diplomático chileno.

La edad propuesta para el retiro es la misma que rige para servicios exteriores de Estados que destacan por su profesionalismo.

j) Eliminación de la facultad para cobrar por traducciones

El proyecto de ley elimina la facultad del Ministerio de Relaciones Exteriores para efectuar cobros por traducciones, lo que tiene por objeto poner término a la realización de traducciones al público, debido a que se ha considerado que un adecuado servicio de traducciones puede ser obtenido a través de instituciones privadas especializadas de manera apropiada y oportuna.

Como complemento a esta modificación, se establece que el Ministerio de Relaciones Exteriores mantendrá una nómina de traductores en la que podrán inscribirse quienes cumplan con los requisitos establecidos en el reglamento que se dicte al efecto.

Sin perjuicio de ello, corresponderá al Ministerio de Relaciones Exteriores efectuar la traducción de documentos para las actuaciones judiciales a que se refiere el artículo 437 del Código Procesal Penal. 

k) Destinación al exterior de funcionarios de la Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, la Dirección General de Promoción de Exportaciones y de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo

Dado que las labores que competen a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y a la Dirección General de Promoción de Exportaciones implican para sus funcionarios, entre otros deberes, el desarrollo de funciones fuera de Chile, el proyecto de ley contempla normas que regulan dichas destinaciones de manera similar a las que se establecen en la actualidad para el personal de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, y que se basa en el Estatuto del Personal del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Entre los aspectos relevantes es posible destacar las normas que determinan las autoridades competentes para disponer tales destinaciones; el número de cupos disponibles; los derechos, beneficios y franquicias que asisten al respectivo funcionario destinado y, el período de duración de tales destinaciones y su eventual prórroga.

En lo referente a los cupos para efectuar tales destinaciones, el proyecto reúne en un texto único las disposiciones que rigen actualmente la designación de personal que presta servicios en el exterior de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales. En efecto, el actual Estatuto de Personal de la mencionada Dirección General la habilita para enviar a prestar servicios al exterior hasta 32 funcionarios pertenecientes a sus Plantas de Directivos, Profesionales y Técnicos. Por otra parte, el Presidente de la República goza de atribuciones para designar hasta 15 agregados económicos o comerciales, seleccionados de preferencia de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, para desempeñarse en tal calidad en el exterior. Asimismo, las sucesivas leyes de presupuesto han considerado expresamente durante los últimos años, recursos para que la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales  contrate seis personas a objeto que presten en el exterior funciones en calidad de agregado agrícola. 

Considerando lo anterior, sin generar gastos adicionales, este proyecto de ley refunde dicha materia contemplando la facultad de destinar al exterior hasta un total de 53 funcionarios, de los cuales 6 provendrán de las Plantas de Directivos, Profesionales y Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales para prestar servicios en las misiones de Chile en el exterior y 47 provendrán de las Plantas de Directivos, Profesionales y Técnicos de la Dirección General de Promoción de Exportaciones para desempeñarse como agregados comerciales a cargo de las oficinas comerciales o en alguno de los departamentos económicos de las misiones diplomáticas o consulares.

Asimismo, con el objeto de otorgar flexibilidad a la designación del personal de la Dirección de Promoción de Exportaciones que prestará servicios en el exterior y considerando el reducido número de plazas con que contará su planta, el proyecto de ley contempla la facultad de designar, sin exceder el cupo total antes indicado, personas para desempeñar tales funciones en el exterior en calidad de “a contrata”.

El proyecto contempla además la facultad del Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales y del Director General de Promoción de Exportaciones para destinar al exterior hasta por dos años a un funcionario administrativo y un Auxiliar de planta o a contrata asimilado a dichas plantas de cada Servicio según corresponda, para desempeñar tareas de apoyo al personal Directivo, Profesional y Técnico destinado al exterior.

En relación a la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, se establece la facultad para que el Director Ejecutivo de la Agencia, previa conformidad del Subsecretario de Relaciones Exteriores, destine o designe profesionales para prestar servicios en una misión para desempeñarse como Agregados de Cooperación Internacional por un periodo de dos años pudiendo ser prorrogados.

l) Cambio en la denominación de los cargos de la Planta del Servicio Exterior

Se sustituye la denominación de los cargos de la Planta del Servicio Exterior manteniendo las siete categorías que existen en la actualidad, con la finalidad de asemejarla con la que utilizan las Cancillerías extranjeras, sin que ello implique gasto.

m) Eliminación de uso de estampillas en los Consulados

El proyecto de ley incluye una disposición que tiene por objeto sustituir en los Consulados de Chile en el exterior la aposición de estampillas como forma de acreditar el pago de los derechos consulares establecido en la ley Nº 18.340, que fija el Arancel Consular, por un sistema más moderno, seguro y expedito.

8. Modificación Ley de Menores

Se establece una modificación al artículo 49 de la ley Nº 16.618, de Menores, con el objeto de permitir que los extranjeros menores de 18 años de edad, hijos de padre o madre que tenga la calidad de residente oficial, y cuando solo uno de ellos se encuentre en Chile, puedan salir del país conforme a la regla general establecida en la ley de Menores y además con un permiso o autorización otorgado por el Cónsul del país de nacionalidad del padre o madre solicitante, requiriéndose que el Ministerio de Relaciones Exteriores certifique la calidad de residente oficial y las personas que forman parte de su familia.  Este permiso o autorización deberá indicar el o los lugares de destino del menor de edad.

En la práctica, la forma de autorizar la salida de menores del país hijos de residentes oficiales ha resultado engorrosa, lo que ha impedido asegurar adecuadamente la libertad de movimiento que Chile como Estado receptor debe dar a quienes poseen dicha calidad de conformidad a los instrumentos internacionales vigentes.

Adicionalmente, diversos países con los que Chile mantiene relaciones diplomáticas no exigen autorización de ambos padres para la salida del país de menores residentes oficiales. 

9. Facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores en materia de comisiones de servicio al exterior

Con el objeto de optimizar la coordinación en materia de política exterior, se modifica el Artículo 77 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo, reemplazando la firma del Ministro de Relaciones Exteriores en el decreto que dispone la comisión de servicio en el extranjero de un funcionario público por la exigencia de contar con la conformidad previa del Ministerio de Relaciones Exteriores, de acuerdo a lo establecido en un reglamento que se dicte sobre la materia y por medio del uso de una plataforma web que se diseñará al efecto. 

10. Modifica integrante de la Junta de Aeronáutica Civil
El proyecto reemplaza al Subsecretario de Relaciones Exteriores por el Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales como miembro de la Junta de Aeronáutica Civil, adecuando la norma a la práctica actual en que participa el Director General de Relaciones Económicas Internacionales por ser la institución con competencias en las materias de que conoce la referida Junta.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:

PROYECTO DE LEY

APRUEBA ESTATUTO ORGÁNICO DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, CREA LA DIRECCIÓN GENERAL DE PROMOCIÓN DE EXPORTACIONES Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES.

TITULO I

DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

Párrafo 1°

Misión e integración

Artículo 1°.- El Ministerio de Relaciones Exteriores es la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en la planificación, conducción, coordinación, ejecución, control e información de la política exterior que formule el Presidente de la República.

Le corresponde, entre otras materias, coordinar a los distintos Ministerios y demás órganos de la Administración del Estado en aquellos asuntos que inciden en la política exterior y en las relaciones económicas internacionales. Interviene en lo relacionado con todas las cuestiones que atañen a las fronteras y límites del país, a sus espacios aéreos y marítimos, en general, así como a la promoción cultural y atención de los connacionales en el exterior.

Asimismo, le corresponde el conocimiento y coordinación de todos los asuntos relativos al Territorio Chileno Antártico y a la Antártica en general, velando por que todas las actividades que se desarrollen en dicho continente sean acordes con las normas internacionales que obligan a Chile.

La representación de Chile ante otros Estados, organizaciones y foros internacionales se ejercerá a través de las misiones diplomáticas y representaciones permanentes ante organizaciones  internacionales en el exterior dependientes de esta Secretaría de Estado.

Artículo 2°.- Para el cumplimiento de sus funciones el Ministerio se organizará como sigue:

a. El Ministro de Relaciones Exteriores y su Gabinete.

b. La Subsecretaría de Relaciones Exteriores.

c. La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.

Artículo 3°.- Son servicios públicos dependientes del Presidente de la República a través del Ministerio de Relaciones Exteriores -Subsecretaría de Relaciones Exteriores-, la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado y el Instituto Antártico Chileno.

Asimismo, son servicios públicos descentralizados que se relacionan con el Presidente de la República a través del Ministerio de Relaciones Exteriores -Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales- la Dirección General de Promoción de Exportaciones y a través del Ministerio de Relaciones Exteriores -Subsecretaria de Relaciones Exteriores- la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

Artículo 4°.- El Ministro de Relaciones Exteriores será el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República y será responsable de la conducción del Ministerio en conformidad con las políticas e instrucciones que aquél le imparta. 

Artículo 5°.- El Ministro de Relaciones Exteriores será subrogado por el Subsecretario de Relaciones Exteriores y en ausencia o impedimento de éste por el Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.

Artículo 6°.- El Ministro de Relaciones Exteriores contará con un Consejo de Política Exterior, organismo consultivo de carácter permanente, encargado de asesorarlo en las materias relativas a las relaciones internacionales que someta a su consideración. El apoyo administrativo para el adecuado funcionamiento del Consejo corresponderá a la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.

El Consejo de Política Exterior será presidido por el Ministro de Relaciones Exteriores, quién tendrá la facultad exclusiva de convocar a sus integrantes y determinar la agenda de las reuniones. 

El Consejo de Política Exterior estará integrado por:

a. El Subsecretario de Relaciones Exteriores.

b. El Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales.

c. El Subsecretario de Defensa

d. El Director de Asuntos Jurídicos.

e. Los ex Ministros de Relaciones Exteriores, profesores de derecho internacional y otras personalidades de reconocida versación en materia de política internacional, que sean designados por el Ministro de Relaciones Exteriores.

f) El Director de Planeamiento Estratégico, quien actuará además como secretario ejecutivo del Consejo.

El Ministro de Relaciones Exteriores podrá invitar a sesiones para temas específicos a funcionarios de la Administración del Estado así como a representantes del sector privado, académico y de la sociedad civil, si lo estimare conveniente.

Artículo 7°.- El Ministro de Relaciones Exteriores contará con un Comité conformado por los ex Ministros de Relaciones Exteriores, que hayan servido el cargo en calidad de titulares, con el objeto que le presten asesoría en materias específicas relativas a la política exterior y las relaciones internacionales. Actuará como secretario ejecutivo de dicho Comité el Subsecretario de Relaciones Exteriores. 

Párrafo 2°

De la Subsecretaría de Relaciones Exteriores

Artículo 8°.- La Subsecretaría de Relaciones Exteriores es el órgano de colaboración inmediata del Ministro de Relaciones Exteriores en materia de política exterior, al cual le corresponderá además la coordinación con los servicios públicos con competencia en dicha materia, y cumplir con las demás funciones que le señale ley.

Artículo 9°.- Corresponderán a la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, las siguientes funciones:

a) Colaborar con el Ministro de Relaciones Exteriores en la ejecución de la política exterior, conforme a las instrucciones que éste le imparta y las directrices establecidas por el Presidente de la República;

b) Proponer al Ministro de Relaciones Exteriores las políticas y planes relativos a la participación internacional de Chile, efectuando la coordinación entre las instancias públicas y privadas que intervienen en el ámbito de las relaciones internacionales;

c) Proponer al Ministro de Relaciones Exteriores la política exterior de Chile en el ámbito bilateral, multilateral y vecinal y encargarse de su coordinación y ejecución;

d) Proteger los derechos e intereses de Chile y de los chilenos en el exterior;

e) Colaborar en la promoción, proposición y negociación de acuerdos internacionales, debiendo coordinar la participación de los Ministerios sectoriales competentes, requerir su opinión cuando corresponda, e informarlos del desarrollo de las mismas;

f) Conformar y presidir, cuando corresponda, las delegaciones que intervengan en las negociaciones de acuerdos internacionales, coordinando la participación y las posiciones formuladas por los órganos de la Administración del Estado competentes;

g) Evaluar y coordinar con otros órganos de la Administración del Estado las medidas que correspondan para la implementación de los acuerdos internacionales;

h) Promover, negociar y suscribir acuerdos de cooperación interinstitucionales de carácter internacional necesarios para el cumplimiento de sus fines;

i) Coordinar la defensa de los derechos e intereses de Chile en las controversias que involucren al Estado de Chile en materias internacionales, sin perjuicio de la asistencia, participación y competencia de otros órganos de la Administración del Estado, en particular respecto de los tratados que se les apliquen;

j) Coordinar la participación de los órganos de la Administración del Estado ante organizaciones y foros internacionales en materia de política exterior;

k) Instruir, coordinar y supervisar la acción de las embajadas, consulados y misiones permanentes ante organizaciones internacionales;

l) Cumplir las funciones que el Ministro de Relaciones Exteriores le instruya o delegue al Subsecretario de Relaciones Exteriores, y

m) Desempeñar las demás funciones que se le asignen por ley.

Artículo 10°.- La Subsecretaría de Relaciones Exteriores estará integrada por:

a. El Subsecretario de Relaciones Exteriores y su Gabinete.

b. La Dirección General de Política Exterior para Asuntos Bilaterales.

c. La Dirección General de Política Exterior para Asuntos Multilaterales y Globales.

d. La Dirección General de Política Exterior para Países Limítrofes y Asuntos Regionales. 

e. La Dirección General de Asuntos Consulares y de Inmigración. 

f. La Dirección General Administrativa.

g. La Dirección de Asuntos Jurídicos.

h. La Dirección de Planeamiento Estratégico.

i. La Dirección de Asuntos Públicos y Difusión.

j. La Dirección del Ceremonial y Protocolo.

k. La Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”.

En conformidad con lo establecido en la ley N° 18.575, el Subsecretario mediante resolución, previo informe del Director de Planeamiento Estratégico y con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización  interna de la Subsecretaría y determinará las denominaciones y atribuciones que correspondan, tanto de las unidades establecidas en la presente ley, como de sus direcciones y subdirecciones dependientes.

Artículo 11°.- La Subsecretaría de Relaciones Exteriores estará a cargo del Subsecretario de Relaciones Exteriores quien será su jefe superior y será nombrado por el Presidente de la República. En el desempeño de su cargo en el exterior tendrá el rango protocolar de Viceministro de Relaciones Exteriores. 

El Subsecretario de Relaciones Exteriores será el colaborador inmediato del Ministro y tendrá todas aquellas funciones y atribuciones contempladas en la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado y en las demás normas legales que la regulen, y especialmente las siguientes:

a. Instruir, orientar y supervisar a las unidades de su dependencia, incluyendo las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y oficinas consulares; 

b. Ejecutar, de acuerdo a las instrucciones impartidas por el Ministro de Relaciones Exteriores, la política exterior que fije el Presidente de la República en relación a las funciones señaladas en el artículo 9 de la presente ley, y los programas de acción que se determinen en el marco de ésta;

c. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional, fuera del país o fuera de su sede, respecto del personal de su dependencia;

d. Autorizar a funcionarios y a empleados de las oficinas consulares de Chile en el exterior para actuar como Ministros de Fe Pública, otorgar y visar pasaportes, debiendo dichos empleados rendir fianza;

e. Celebrar con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas los contratos y convenios necesarios para el cumplimiento de los fines específicos de la Subsecretaría, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de estas atribuciones;

f. Proponer al Ministro de Relaciones Exteriores los planes, los programas y el presupuesto anual del Servicio, y administrar los recursos que le sean asignados; 

g. Contratar personas o entidades nacionales o extranjeras, para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remunerados en moneda nacional o extranjera; y contratar en el exterior a personas o entidades nacionales o extranjeras para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remunerados en moneda extranjera con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados; 

h. Destinar a los funcionarios de la Subsecretaría para desempeñarse en alguna de las misiones de Chile en el Exterior en labores propias de la Subsecretaría, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados;

i. Designar profesionales a contrata por un máximo de 2 años para desempeñarse en alguna de las misiones de Chile en el exterior asimilados a una categoría no superior a la 3° Categoría Exterior de la Planta A, Presupuesto en moneda extranjera de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores establecida en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados. A los señalados funcionarios les será aplicable lo dispuesto en el artículo 84° del referido decreto con fuerza de ley;

j. Designar mediante resolución fundada, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, para comisiones de servicio en el territorio nacional o en el extranjero a personas ajenas al Servicio, las que tendrán derecho a pasajes y a un viático en moneda nacional o extranjera, según corresponda, equivalente a la del funcionario de las Plantas de Directivos, de Profesionales o de Técnicos, con cuyo rango fueren designadas, salvo que estos mismos beneficios les sean otorgados por organismos nacionales o internacionales, por gobiernos extranjeros o por otras entidades;

k. Transigir litigios pendientes y precaver litigios eventuales en materias laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero que afecten al Estado de Chile, previo informe favorable del Consejo de Defensa del Estado, pudiendo delegar dicha facultad en los correspondientes jefes de misión diplomática, jefes de misión ante organizaciones internacionales y jefes de oficinas consulares de Chile en el exterior, en conformidad al artículo 41 del Decreto con Fuerza de Ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y

l. Desempeñar las demás atribuciones que le asignen las leyes. 
Artículo 12°.- Sin perjuicio de depender de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, las Direcciones señaladas en las letras g), h), i), y j) del Artículo 10° asesorarán al Ministerio de Relaciones Exteriores y, en especial, al Ministro cuando éste lo requiera. 

Artículo 13°.- La Dirección del Ceremonial y Protocolo estará a cargo de un Director, con rango de Embajador, que será nombrado por el Presidente de la República a propuesta del Ministro de Relaciones Exteriores, deberá pertenecer a la Planta del Servicio Exterior y tener una antigüedad de a lo menos 20 años en dicha Planta.

Párrafo 3°

De la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales
Artículo 14°.- La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales es el órgano de colaboración inmediata del Ministro de Relaciones Exteriores en materias de relaciones económicas internacionales, al cual le corresponderá además la coordinación con los servicios públicos con competencia en dicha materia y cumplir con las demás funciones que le señale la ley, lo anterior sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a otros órganos de la Administración del Estado competentes. 

Artículo 15°.- Corresponderán a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales las siguientes funciones:

a) Colaborar con el Ministro de Relaciones Exteriores en la ejecución de las relaciones económicas internacionales, conforme a las instrucciones que éste le imparta en el marco de la política económica que fije el Presidente de la República;

b) Proponer al Ministro de Relaciones Exteriores las políticas y planes relativos a la participación de Chile en las relaciones económicas internacionales, incluidas las destinadas a promover, facilitar y colaborar con el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior y el desarrollo de las exportaciones, coordinando a las distintas entidades públicas y privadas que participan en las relaciones económicas internacionales;

c) Colaborar en la promoción, proposición y negociación de acuerdos, tratados, programas y convenios internacionales en la esfera de las relaciones económicas internacionales. El inicio y cierre de estos deberá contar con la conformidad escrita de los Ministros de Relaciones Exteriores y de Hacienda, y el desarrollo de las mismas será informado a los Ministerios sectoriales competentes, debiendo requerirse su opinión y participación cuando corresponda;

d) Conformar y presidir, cuando corresponda, los grupos de trabajo y equipos requeridos en las negociaciones de acuerdos internacionales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, coordinando la participación y las posiciones formuladas por los órganos de la Administración del Estado competentes;

e) Evaluar, proponer y ejecutar las medidas que correspondan para la implementación y administración de los acuerdos internacionales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, en especial la notificación de los reglamentos técnicos y los procedimientos de evaluación de conformidad ante la Organización Mundial del Comercio y cumplir las demás obligaciones que de ello deriven. Para ello, en coordinación con otros órganos de la Administración del Estado competentes, conformará, coordinará y presidirá los grupos de trabajo y equipos requeridos para tal administración;

f) Velar por el cumplimiento, aplicación y ejecución de los acuerdos internacionales que Chile celebre en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, correspondiéndole, en especial, la prevención de los conflictos que puedan surgir;

g) Coordinar la defensa de los derechos e intereses de Chile en las controversias que involucren al Estado de Chile en materias de relaciones económicas internacionales o que se deriven de la aplicación de acuerdos, sin perjuicio de la asistencia, competencia y participación de otros órganos de la Administración del Estado;

h) Promover, negociar y suscribir acuerdos interinstitucionales de carácter internacional necesarios para el cumplimiento de sus fines;

i) Coordinar y presidir la participación de Chile en los distintos organismos y foros internacionales relativos a las relaciones económicas internacionales, incluyendo los procesos de integración económica;

j) Orientar e instruir la acción de las misiones diplomáticas, oficinas consulares y representaciones permanentes ante organizaciones internacionales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, en coordinación con el Subsecretario de Relaciones Exteriores;

k) Proporcionar al sector público y privado información de orden técnico en materias de su competencia y atender las solicitudes de información que se le formulen;

l) Percibir ingresos en caso de servicios prestados al sector público o privado;

m) Cumplir las funciones que el Ministro de Relaciones Exteriores instruya o delegue al Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales, y

n) Desempeñar las demás funciones que le asignen las leyes.

Artículo 16°.- En conformidad con lo establecido en la ley N° 18.575, el Subsecretario mediante resolución, previo informe del Director de Planeamiento Estratégico y con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Subsecretaría y determinará las denominaciones y atribuciones tanto de sus direcciones y subdirecciones, como de sus niveles jerárquicos inferiores.

Artículo 17°.- La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales estará a cargo del Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales quien será su jefe superior y será nombrado por el Presidente de la República. En el desempeño de su cargo en el exterior tendrá el rango protocolar de Viceministro de Relaciones Económicas Internacionales.

El Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales será el colaborador inmediato del Ministro y tendrá todas aquellas funciones y atribuciones contempladas en la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado y en las demás normas legales que la regulen, las señaladas en las letras c),e),f),g),h),j) y l) del artículo 11° de la presente ley, y además las siguientes: 

a) Contratar personal local en el extranjero en apoyo al cumplimiento de las funciones de la Subsecretaría con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados; 

b) Ejecutar, de acuerdo a las instrucciones impartidas por el Ministro de Relaciones Exteriores, la política que fije el Presidente de la República en relación a las funciones señaladas en el artículo 15 de la presente ley, y los programas de acción que se determinen en el marco de ésta;

c) Orientar e instruir, en coordinación con el Subsecretario de Relaciones Exteriores, a las diferentes misiones de Chile en el exterior, en materias de competencia de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y

d) Designar personal a contrata asimilado a las Plantas de Administrativos o Auxiliares para desempeñarse en alguna de las misiones de Chile en el exterior.

Artículo 18°.- La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales es la sucesora legal de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales y tendrá los derechos y obligaciones de lo que ésta fuera titular. 

Toda referencia que en cualquier norma jurídica nacional o internacional se haga a la “Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales” se entenderá efectuada a la “Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales”; asimismo cualquier referencia al “Director General de Relaciones Económicas Internacionales” corresponderá al “Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales”. 

Párrafo 4°

De las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales de Chile en el exterior y de  las oficinas consulares.

Artículo 19°.- Las misiones diplomáticas y las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales de Chile en el exterior son los órganos de representación del Estado en los países y organizaciones internacionales en que estén acreditadas y cuya función es aplicar la política exterior y de relaciones económicas internacionales del país en lo político, diplomático, consular, comercial, social, cultural, científico, técnico, de información y de cooperación.

Artículo 20°.- Los jefes de las misiones diplomáticas dependen del Ministerio de Relaciones Exteriores, a través del Subsecretario de Relaciones Exteriores y son los representantes del Estado de Chile y del Presidente de la República. De ellos dependerán todos los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores y de sus servicios dependientes y relacionados que presten servicios en el país en que estuvieren acreditados o contratados, tanto en las misiones diplomáticas, oficinas consulares y comerciales. 

Los jefes de las representaciones permanentes ante organizaciones Internacionales con sede en el mismo Estado dependen del Ministerio de Relaciones Exteriores, a través del Subsecretario de Relaciones Exteriores y sus funcionarios dependen de los respectivos jefes de representación.

Los Agregados de las Fuerzas Armadas que se desempeñen en las misiones de Chile en el exterior quedarán sometidos a la autoridad de los jefes de éstas, manteniendo en todo caso la dependencia del Estado Mayor Conjunto.

Artículo 21°.- Los jefes de las misiones diplomáticas, de representaciones permanentes ante organizaciones internacionales, de las oficinas consulares y de las oficinas comerciales de la Dirección General de Promoción de Exportaciones podrán ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines específicos de dicha representación u oficina, y en especial podrán contratar empleados locales en el extranjero en apoyo  a sus funciones, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.

Artículo 22°.- Los jefes de las misiones diplomáticas tendrán la supervigilancia de las actividades oficiales que realicen los agentes, oficinas y funcionarios de todos los Servicios de la Administración del Estado, tanto centralizados como descentralizados, que actúen en el país ante cuyo gobierno estén acreditados.

Artículo 23°.- Los jefes de las misiones diplomáticas, de representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y de las oficinas consulares serán subrogados por el funcionario del Servicio Exterior que les siga en precedencia.

Artículo 24°.- Al jefe de misión y de representación permanente ante organizaciones internacionales le corresponde:

1. Velar por el correcto y eficaz cumplimiento de las funciones de la misión a su cargo;

2. Conocer los asuntos y resolver los problemas que se produzcan en su jurisdicción, consultando al Ministerio en los casos en que fuere necesario;

3. Conservar los bienes a su cargo, disponer y controlar el correcto empleo de los fondos de la misión, y efectuar las rendiciones de cuentas correspondientes;

4. Proponer al Ministerio de Relaciones Exteriores las iniciativas que estime conveniente para el mejor cumplimiento de su misión;

5. Dar cumplimiento a las instrucciones que imparta el Ministerio de Relaciones Exteriores;

6. Desempeñar las demás funciones que le asignen las Instrucciones Generales al Cuerpo Diplomático de Chile y

7. Colaborar en el exterior con entidades sin fines de lucro nacionales o extranjeras vinculadas a la promoción y difusión de la política exterior chilena.

Artículo 25°.- 
Al Jefe de la Oficina Consular le corresponde:

1. Dar cumplimiento a las disposiciones del Reglamento Consular;

2. Dar cumplimiento a las instrucciones que imparta el Ministerio de Relaciones Exteriores; 

3. Cumplir las labores que le fije el correspondiente jefe de misión diplomática y mantener informado a éste en materias políticas, económicas, culturales, sociales, científicas, técnicas, de información y de cooperación.

Artículo 26°.- En las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y oficinas consulares y comerciales de Chile en el exterior, serán días inhábiles los días festivos que tengan tal carácter en la localidad y los días 21 de mayo, 18 y 19 de septiembre.

Párrafo 5°

De los Coordinadores Ministeriales

Artículo 27°.- El Ministro de Relaciones Exteriores podrá designar Coordinadores Ministeriales en las regiones del país que resulte necesario para el buen desempeño de las funciones de esta Secretaría de Estado, con el objeto de coordinar las actividades de carácter internacional que tienen incidencia en ellas, sin perjuicio de las funciones que competen a las Direcciones Regionales de la Dirección General de Promoción de Exportaciones. 

Las labores de Coordinadores Ministeriales serán ejercidas por funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores que dependerán del Subsecretario de Relaciones Exteriores.

Los Coordinadores Ministeriales destinados a desempeñar funciones en regiones podrán utilizar las oficinas que algún organismo público local les facilite o, en la medida que exista disponibilidad presupuestaria, se les otorgarán recursos para el establecimiento de una oficina.

Párrafo 6°

Del personal

Artículo 28°.- El personal de la planta y a contrata de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores y el personal de la planta y a contrata de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales estarán afectos al decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 18.834 sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1974 y su legislación complementaria y en materia de destinaciones al extranjero a las normas contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores y su legislación complementaria. 

Asimismo será aplicable al personal de la planta y a contrata de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores lo dispuesto en el artículo 2° de la ley 19.999.

Artículo 29°.- El Ministerio de Relaciones Exteriores y sus Servicios dependientes y relacionados promoverán el perfeccionamiento y la especialización de los funcionarios, conforme a las necesidades de los respectivos Servicios, a través de facilidades, que incluyan los permisos necesarios, para estudios e investigaciones en instituciones universitarias, academias y centros especializados tanto nacionales como extranjeros y el desempeño de funciones transitorias en organizaciones internacionales de los cuales Chile es miembro.

El perfeccionamiento y especialización a que se refiere este artículo  se efectuará en la medida que la correspondiente ley anual de presupuesto consulte los recursos necesarios para estos efectos.

Artículo 30°.- El personal a contrata del Ministerio de Relaciones Exteriores podrá desempeñar funciones de carácter directivo, las que serán asignadas, en cada caso, por resolución del Subsecretario respectivo. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 15% del personal a contrata de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores y del 20% de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.

Párrafo 7°

Disposiciones generales

Artículo 31°.- La adquisición de bienes y contratación de servicios que el Ministerio de Relaciones Exteriores y sus servicios dependientes y relacionados celebren en el extranjero con personas naturales o jurídicas extranjeras o con chilenos residentes en el exterior, que deban ejecutarse fuera del territorio nacional, tales como contratos de suministro de bienes muebles, de prestación de servicios o de ejecución de acciones de apoyo, se podrán llevar a cabo mediante trato directo.

En estos casos no será aplicable la obligación de desarrollar los procesos de compras utilizando el Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración como, asimismo, la de contratar con personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en el Registro de Proveedores, a los cuales se refiere la ley N° 19.886 y su reglamento, pero deberán presentarse como mínimo tres cotizaciones de diferentes proveedores, salvo en los casos que prevé el Artículo 8° inciso final de la mencionada ley o que el monto de la contratación sea igual o inferior a 75 UTM en moneda nacional. Tratándose de adquisición de bienes y contratación de servicios cuyo monto sea igual o inferior a 5 UTM, bastará con la presentación del medio de respaldo correspondiente atendida la naturaleza de estas contrataciones.

El Presidente de la República mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Relaciones Exteriores y suscrito además por el Ministro de Hacienda dictará un reglamento que establezca las formalidades aplicables a las contrataciones a que se refiere este artículo, debiendo resguardarse debidamente los principios de eficiencia, transparencia, publicidad, impugnabilidad, igualdad y no discriminación arbitraria en esta clase de contrataciones y tomando en consideración, entre otros, los factores idiomáticos, culturales y de orden jurídico existentes en el exterior.

Artículo 32°.- El Ministerio de Relaciones Exteriores, con arreglo a lo dispuesto en la presente ley y a las disposiciones vigentes, podrá operar en el país o en el extranjero en moneda nacional o extranjera. 

Artículo 33°.- La Subsecretaría de Relaciones Exteriores mantendrá una nómina de traductores, en la que podrán inscribirse quienes cumplan con los requisitos establecidos en el reglamento que se dictará al efecto.

La nómina indicada en el inciso anterior no reemplazará los mecanismos que entidades públicas o privadas determinen para la traducción de sus documentos o de los que deban presentarse ante ellas.

TITULO II

DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE PROMOCIÓN DE EXPORTACIONES

Artículo 34°.- Créase la Dirección General de Promoción de Exportaciones, servicio público descentralizado de carácter técnico, con personalidad jurídica y patrimonio propio, bajo la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, por intermedio de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales. A ésta le corresponderá el estudio, proposición y ejecución de todas las acciones concernientes a la participación de Chile en el comercio internacional y, en especial, la promoción, diversificación y estímulo de las exportaciones de bienes y servicios. Además, podrá colaborar en la promoción y difusión en el exterior del turismo y en la atracción de la inversión extranjera hacia Chile en coordinación con los órganos de la Administración del Estado competentes en la materia.

Su domicilio estará en la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los que establezca en el país o en el exterior.

La Dirección General de Promoción de Exportaciones contará con Direcciones Regionales, en el territorio nacional y con Oficinas Comerciales en el exterior y podrá operar bajo la denominación de “PROCHILE”, nombre que le pertenecerá en forma exclusiva.

Artículo 35°.- El Servicio estará sujeto a las normas del Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

Su personal de planta y a contrata estará afecto al decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 18.834 sobre Estatuto Administrativo, y se remunerará por el sistema del decreto ley N° 249, de 1974 y su legislación complementaria. El personal que sea destinado al extranjero se regirá por las normas sobre destinaciones al extranjero contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores y por su normativa complementaria.

Artículo 36°.- Corresponderá a la Dirección General de Promoción de Exportaciones, y sin perjuicio de las atribuciones que competan a otros órganos de la Administración del Estado, ejecutar, de acuerdo a las directivas impartidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores, la política que formule el Presidente de la República relativa a la participación de Chile en el comercio internacional y, en especial, las siguientes funciones:

a) Promover, facilitar y colaborar, en el marco de la política de comercio exterior, con el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior y el desarrollo de las exportaciones, proponiendo las líneas de acción que estime conveniente. Para lo anterior, podrá ejecutar actividades de promoción y difusión tanto en Chile como en el extranjero, entre las cuales está la organización de la participación de Chile en ferias y en eventos comerciales internacionales como, asimismo, colaborar en la  promoción y difusión en el exterior del turismo y en la atracción de la inversión extranjera hacia Chile, en especial cuando los órganos de la Administración del Estado competentes en la materia lo soliciten;

b) Estudiar, en todos sus aspectos, la participación de Chile en el comercio internacional y efectuar seguimiento de las tendencias imperantes en el mismo, informando sus conclusiones y proponiendo las medidas que fueren pertinentes al Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales; formulando proposiciones a los sectores público y privado para el óptimo aprovechamiento de los mercados internacionales, los acuerdos internacionales y el fomento de los flujos de comercio e inversión;

c) Proporcionar al sector público y privado información de orden técnico en materias de su competencia;

d) Asistir a los inversionistas chilenos en el extranjero; 

e) Percibir ingresos por concepto de aportes que efectúe el sector privado para cofinanciar actividades de promoción de exportaciones y en caso de servicios prestados al sector público o privado, y

f) Desempeñar las demás funciones que le asignen las leyes o los tratados internacionales.

Artículo 37°.- La dirección superior, organización y administración de la Dirección General de Promoción de Exportaciones corresponderán a un Director General, el que será seleccionado, designado y evaluado de conformidad al título VI de la ley Nº 19.882. 

El Director General será el jefe superior del servicio y tendrá su representación legal, judicial y extrajudicial. Con todo, en el ámbito judicial no podrá designar árbitros arbitradores ni otorgarles sus facultades a los que sean de derecho.

El Director General tendrá el rango de Embajador para efectos protocolares.

Corresponderán además al Director General de Promoción de Exportaciones las siguientes funciones y atribuciones:

a) Informar al Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales sobre los estudios, proposición y ejecución de las acciones concernientes a la participación de Chile en el comercio internacional;

b) Proponer al Ministro de Relaciones Exteriores, por medio del Subsecretario respectivo, las políticas y planes relativos al posicionamiento de la imagen de Chile en el extranjero y el desarrollo de las exportaciones;

c) Ejecutar, en lo que corresponda, la política general relativa a la participación de Chile en el comercio internacional, que fije el Presidente de la República;

d) Preparar el proyecto anual de Presupuesto de la Dirección General, ejecutarlo y proponer las modificaciones que se requieran durante su ejecución;

e) Celebrar con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas los contratos y convenios de cualquier naturaleza, necesarios para el cumplimiento de los fines específicos del Servicio, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de estas atribuciones;

f) Contratar personal local en el extranjero en apoyo al cumplimiento de las funciones de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, quienes podrán desempeñarse como representantes comerciales facultados para administrar los recursos y bienes del Servicio que el Director General les asigne; contratar personas o entidades nacionales o extranjeras, para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remunerados en moneda nacional o extranjera; contratar en el exterior a personas o entidades nacionales o extranjeras para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad remunerados en moneda extranjera;

g) Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional, fuera del país o fuera de su sede respecto del personal de su dependencia;

h) Con la conformidad previa del Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales, destinar a funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Dirección para desempeñarse en el exterior como Agregados Comerciales en las Oficinas Comerciales del Servicio y en todos o algunos de los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior como, asimismo, designar personal a contrata para desempeñarse en el exterior en tales funciones directivas, con cargo al presupuesto de la Dirección General de Promoción de Exportaciones;

i) Con la conformidad previa del Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales, destinar a funcionarios de las Plantas de Administrativos o de Auxiliares, para desempeñarse en el exterior en las Oficinas Comerciales del Servicio o en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior como, asimismo, designar personal a contrata asimilado a las Plantas de Administrativos o de Auxiliares para desempeñarse en el exterior, con cargo al presupuesto de la Dirección General de Promoción de Exportaciones;

j) Designar mediante resolución fundada, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, para comisiones de servicio hacia o desde el exterior a personas ajenas al Servicio, las que tendrán derecho a pasajes y a un viático en moneda extranjera, equivalente a la del funcionario de las Plantas de Directivos, de Profesionales o de Técnicos, con cuyo rango fueren designadas, salvo que estos mismos beneficios les sean otorgados por organismos nacionales o internacionales, por gobiernos extranjeros o por otras entidades;

k) Promover, negociar y suscribir acuerdos de colaboración interinstitucional de carácter internacional, necesarios para el cumplimiento de sus fines, previa coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores;

l) Ejecutar la política que elabore el Presidente de la República en relación a las funciones señaladas en el Artículo 36° de la presente ley, y

m) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.

Artículo 38°.- En conformidad con lo establecido en la ley N° 18.575, el Director General mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y atribuciones tanto de sus direcciones y subdirecciones, como de sus niveles jerárquicos inferiores.

Artículo 39°.- Si a juicio del Director General de Promoción de Exportaciones, las características del país aconsejan establecer una oficina comercial, podrá proponer al Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales la creación de la misma. En tales casos las oficinas deberán ser autorizadas por decreto supremo expedido por el Ministerio de Relaciones Exteriores, que deberá llevar además la firma del Ministro de Hacienda.

Las oficinas comerciales tendrán por objeto cumplir las funciones establecidas en el artículo 36° precedente dentro de su respectivo ámbito de competencia.

Artículo 40°.- Cada Oficina Comercial en el exterior estará a cargo de un Agregado Comercial, quien deberá pertenecer a las Plantas de Directivos, Profesionales o Técnicos de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, o bien encontrarse designado a contrata para desempeñarse en el exterior en tales funciones directivas.

Corresponderá al Agregado Comercial dirigir técnica y administrativamente la oficina comercial en el exterior, representar a la Dirección General de Promoción de Exportaciones en las actividades propias de la misma, en el país o países donde sea acreditado; ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines específicos de la oficina, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, y ejercer las demás atribuciones y funciones que le sean delegadas o encomendadas.

Artículo 41°.- El patrimonio de la Dirección General de Promoción de Exportaciones estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos.

b) Los recursos que se le otorguen por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

d) Los frutos de sus bienes.

e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

f) Los ingresos que perciba por concepto de aportes que efectúe el sector privado para cofinanciar actividades de promoción de exportaciones, los cuales se manejarán a través de cuentas complementarias.

g) Los ingresos que perciban por concepto de servicios prestados al sector público o privado.

Artículo 42°.- La Dirección General de Promoción de Exportaciones, con arreglo a lo dispuesto en la presente ley y a las disposiciones vigentes, podrá operar en el país o en el extranjero en moneda nacional o extranjera, directamente o por conducto de entidades públicas. 

Artículo 43°.- Toda referencia que en cualquier norma jurídica nacional o internacional se haga a la “Dirección de Promoción de Exportaciones de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales” se entenderá efectuada a la “Dirección General de Promoción de Exportaciones”.

Artículo 44°.- El personal a contrata de la Dirección General de Promoción de Exportaciones podrá desempeñar funciones de carácter directivo, las que serán asignadas, en cada caso, por resolución fundada firmada por el Director General de Promoción de Exportaciones. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 20% del personal a contrata del Servicio. En este porcentaje no se considerará a las personas contratadas para desempeñar funciones directivas como Agregados Comerciales.

TITULO III

Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo

Artículo 45°.- La Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo es un servicio público descentralizado de carácter técnico, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, por intermedio de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores. A esta le corresponderá la planificación, promoción, fomento, coordinación, estudio, proposición, ejecución y evaluación de todas las acciones concernientes al ámbito de la cooperación internacional y en particular la cooperación internacional para el desarrollo.  

Corresponde también a la Agencia, dentro del ámbito de su competencia, apoyar los planes, programas, proyectos y actividades de cooperación internacional para el desarrollo nacional que priorice el Gobierno, como asimismo, implementar, realizar y ejecutar la cooperación internacional para el desarrollo que Chile otorgue en concordancia con las directrices de la política exterior chilena.

Le compete además, estudiar, proponer, implementar, coordinar y complementar las acciones de ayuda o asistencia humanitaria que en el ejercicio de sus funciones guarden concordancia con las directrices indicadas. 

La Agencia cumplirá su finalidad mediante la captación, administración y entrega de recursos nacionales e internacionales.

En aquellos casos en que la cooperación internacional para el desarrollo requiera de una contraparte financiera nacional, ésta deberá ser aprobada por el Ministerio de Hacienda.

La Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo podrá usar las siglas “AGCI” o “AGCICHILE” para identificarse en todos sus actos, contratos y actuaciones. Su domicilio estará en la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los que establezca en el país o en el exterior.

Artículo 46°.- El Servicio estará sujeto a las normas del Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

Su personal de planta y a contrata estará afecto al decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 18.834 sobre Estatuto Administrativo, y se remunerará por el sistema del decreto ley N° 249, de 1974 y su legislación complementaria. El personal que sea destinado al extranjero se regirá por las normas contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores y por su normativa complementaria.

Artículo 47°.-  Corresponderá a la Agencia, y sin perjuicio de las atribuciones que competan a otros órganos de la Administración del Estado, ejecutar, de acuerdo a las directrices impartidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores, la política que formule el Presidente de la República relativa a la cooperación internacional de Chile y, en especial, las siguientes funciones:

a) Proponer para la aprobación por el Presidente de la República, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, Subsecretaría de Relaciones Exteriores, la política chilena de cooperación internacional para el desarrollo, en concordancia con las directrices de política exterior del Gobierno;

b) Determinar los planes, programas, proyectos, acciones y actividades de cooperación internacional para el desarrollo, en concordancia con la política chilena de cooperación aprobada por el Presidente de la República de conformidad con el número anterior;

c) Gestionar, administrar y/o ejecutar los planes, programas, proyectos, acciones y actividades específicos de cooperación internacional para el desarrollo provenientes del exterior y aquellas que Chile otorga a terceros países; 

d) Coordinar las acciones de cooperación internacional y en particular la cooperación internacional para el desarrollo realizadas por los órganos de la Administración del Estado;

e) Implementar los planes, programas, proyectos y actividades de cooperación internacional para el desarrollo que Chile otorga, para lo cual podrá asociarse con los diversos socios o fuentes de cooperación nacionales e internacionales, sean de carácter bilateral, multilateral, organismos regionales, internacionales y/o extranjeros, la sociedad civil, el sector privado y la academia, promoviendo la obtención de recursos humanos y financieros para tales fines;

f) Determinar las acciones directas de ayuda o asistencia humanitaria que en el ejercicio de sus funciones guarden concordancia con las directrices de la política exterior chilena, coordinando con las direcciones o unidades del Ministerio de Relaciones Exteriores los proyectos y actividades para su implementación;

g) Apoyar la transferencia, desde el exterior, de conocimientos que refuercen el sistema científico, la capacidad tecnológica, el proceso productivo, el comercio exterior, el desarrollo social, como todas aquellas áreas consideradas prioritarias por el Gobierno de Chile;

h) Coordinar el cumplimiento de los acuerdos internacionales destinados a proyectar las diversas capacidades, entre las que se encuentran las científicas, tecnológicas, industriales y comerciales, con el propósito de lograr una efectiva presencia internacional  del país y de promover los procesos de integración que impulse el Gobierno, estableciendo mecanismos de coordinación, cuando correspondiere, con las Subsecretarías de Relaciones Exteriores y de Relaciones Económicas Internacionales;

i) Posibilitar un creciente flujo de recursos financieros, técnicos y humanos que contribuyan al logro de los objetivos establecidos en los números precedentes;

j) Promover, patrocinar, administrar o coordinar convenios de estudios y programas de becas de formación, capacitación y perfeccionamiento en los niveles de pregrado, postgrado y postítulo impartidos en el país a estudiantes y becarios extranjeros, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados;

k) Promover, negociar y suscribir acuerdos de colaboración interinstitucional de carácter internacional, necesarios para el cumplimiento de sus fines, previa coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores;

l) Proporcionar al sector público, privado, sociedad civil, academia y organismos internacionales y extranjeros información de orden técnico en materias de su competencia;

m) Realizar, celebrar y ejecutar todos los actos jurídicos nacionales e internacionales, necesarios para lograr sus objetivos y

n) Desempeñar las demás atribuciones que le sean asignadas por ley.

Artículo 48°.- En conformidad con lo establecido en la ley N° 18.575, el Director Ejecutivo mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y atribuciones tanto de sus direcciones y subdirecciones, como de sus niveles jerárquicos inferiores.

Artículo 49°.- La dirección superior, organización y administración de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo corresponderán a un Director Ejecutivo, el que será seleccionado, designado y evaluado de conformidad al título VI de la ley Nº 19.882. 

El Director Ejecutivo será el jefe superior del servicio y tendrá su representación judicial y extrajudicial. Con todo, en el ámbito judicial no podrá designar árbitros arbitradores ni otorgarles sus facultades a los que sean de derecho.

El Director Ejecutivo tendrá el rango de Embajador para efectos protocolares.

Artículo 50°.- Corresponderá además al Director Ejecutivo de Cooperación Internacional para el Desarrollo, el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Informar al Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de la Subsecretaria de Relaciones Exteriores, sobre los estudios, proposición y ejecución de las acciones concernientes a la participación de Chile en asuntos de cooperación internacional y ayuda humanitaria;

b) Formular y proponer la política de cooperación internacional y en particular la cooperación internacional para el desarrollo de conformidad con las directrices de la política exterior del Gobierno, para la aprobación del Presidente de la República, por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Subsecretaría de Relaciones Exteriores;

c) Preparar el proyecto anual de Presupuesto de la Agencia, ejecutarlo y proponer las modificaciones que se requieran durante su ejecución;

d) Ejecutar la cooperación internacional para el desarrollo impulsada por el Gobierno, de acuerdo a las directrices de política exterior impartidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores;

e) Ejecutar los actos y celebrar con personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras, públicas o privadas, los acuerdos, convenios y contratos de cualquier naturaleza necesarios para el cumplimiento de los fines específicos del Servicio, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados y aquellos derivados de los recursos, aportes y donaciones de conformidad con lo establecido en el artículo 52º de la presente ley, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de estas atribuciones;

f) Contratar personas o entidades nacionales o extranjeras, para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remunerados en moneda nacional o extranjera; contratar en el exterior a personas o entidades nacionales o extranjeras para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad remunerados en moneda nacional o extranjera, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados;

g) Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicios o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional y fuera del país respecto del personal de su dependencia;

h) Con la conformidad previa del Subsecretario de Relaciones Exteriores, destinar o designar funcionarios para desempeñarse como Agregados de Cooperación en el exterior de conformidad a lo establecido en el Capítulo VIII del decreto con fuerza de ley N° 33 de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, con cargo al presupuesto de la Agencia;

i) Intervenir en todo lo atingente a los grupos de trabajo, negociaciones y foros bilaterales, multilaterales y regionales, organizaciones multilaterales y demás comisiones internacionales en las que Chile participe en el ámbito de la cooperación internacional para el desarrollo, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores cuando corresponda;

j) Convocar al Consejo Consultivo de la AGCI a que se refiere el artículo siguiente, adoptando las providencias y medidas que se requieran para su funcionamiento;

k) Desempeñar las demás atribuciones que le sean asignadas por ley. 

Artículo 51°.- La Agencia contará con un Consejo Consultivo encargado de prestar asesoría y formular recomendaciones al Director Ejecutivo en todas aquellas materias de competencia de la AGCI.

El Consejo Consultivo estará integrado por:

a) Un representante designado por el Presidente de la República;

b) Un representante del Ministerio de Relaciones Exteriores designado por el Ministro del ramo;

c) El Director de Planeamiento Estratégico del Ministerio de Relaciones Exteriores;

d) Un representante del Ministerio de Hacienda designado por el Ministro del ramo;

e) Un representante de la academia designado a propuesta del Presidente del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas; 

f) Un representante de la sociedad civil designado por el Consejo de la Sociedad Civil de la Agencia.

El Director Ejecutivo, quien presidirá el Consejo Consultivo, podrá invitar a las sesiones a representantes de órganos de la Administración del Estado, de la sociedad civil, de la academia y del sector privado distintos de los mencionados, como asimismo a representantes de entidades y organismos internacionales o extranjeros.

Las normas de funcionamiento del Consejo Consultivo serán determinadas mediante resolución del Director Ejecutivo. 

Artículo 52°.- El patrimonio de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos.

b) Los aportes nacionales o internacionales de cooperación internacional para el desarrollo, que reciba la Agencia tanto de parte de otros Estados o Gobiernos, como del sector público o privado, que ingresen a su patrimonio para el cumplimiento de sus finalidades y funciones establecidas en la presente ley.

c) Los recursos que se le otorguen por leyes especiales.

d) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

e) Los frutos de sus bienes.

f) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.

Artículo 53°.- Las operaciones de la Agencia y su patrimonio estarán exentos de todo impuesto directo o indirecto de carácter fiscal. 

Artículo 54°.- La Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, a través de su Dirección Ejecutiva y con arreglo a lo dispuesto en la presente ley y a las disposiciones vigentes, podrá operar en el país o en el extranjero, con moneda nacional o extranjera, directamente o por conducto de entidades públicas.

Artículo 55º.- La Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo será la sucesora legal y patrimonial de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile.

En consecuencia, las referencias que las leyes, reglamentos, tratados y acuerdos o convenios internacionales y demás normativa vigente hagan de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile, deberán entenderse hechas a la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

Artículo 56º.- El personal a contrata de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo podrá desempeñar funciones de carácter directivo, las que serán asignadas, en cada caso, por resolución del Director Ejecutivo. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 20% del personal a contrata del Servicio.

TITULO IV

DEL CONSEJO DE POLÍTICA ANTÁRTICA

Artículo 57°.- El Consejo de Política Antártica es el órgano colegiado de naturaleza interministerial, presidido por el Ministro de Relaciones Exteriores, que tiene por función proponer al Presidente de la República las bases políticas, jurídicas, científicas, económicas, medioambientales, logísticas, deportivas, culturales, y de difusión de la acción nacional en la Antártica y proponer los grandes lineamientos de la Política Antártica Nacional.

El Consejo podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Relaciones Exteriores, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento.

Artículo 58°.- Corresponderá al Consejo de Política Antártica:

a) Proponer al Presidente de la República la Política Antártica Nacional.

Proponer al Presidente de la República las prioridades que requerirán inversión del Estado, así como para la asignación de los recursos, a fin de cumplir con los objetivos de la Política Antártica Nacional. 

a) Asesorar al Presidente de la República en todas las materias concernientes a la Política Antártica Nacional, y aquellas relacionadas con el Sistema Antártico y la aplicación de los tratados internacionales que lo componen.

Artículo 59°.- El Consejo de Política Antártica estará integrado por: 

1. El Ministro de Relaciones Exteriores, quien lo preside.

2. El Ministro de Defensa Nacional.

3. El Ministro de Hacienda.

4. El Ministro de Economía, Fomento y Turismo.

5. El Ministro de Medio Ambiente.

Además participarán como asesores y con derecho a voz:

1. El Comandante en Jefe del Ejército.

2. El Comandante en Jefe de la Armada.

3. El Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile.

4. El Jefe del Estado Mayor Conjunto.

5. El Subsecretario de Pesca y Acuicultura.

6. El Intendente de la XII Región de Magallanes y Antártica Chilena.

7. El Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado.

8. El Director del Instituto Antártico Chileno.

9. El Director responsable de los temas antárticos del Ministerio de Relaciones Exteriores, quién actuará además como Secretario Ejecutivo del Consejo.

El Ministro de Relaciones Exteriores podrá invitar a representantes del Congreso Nacional, Ministerios, órganos de la Administración del Estado, operadores y operadores antárticos, y representantes de la sociedad civil, para los efectos de realizar consultas sobre materias específicas.

Un reglamento expedido por el Ministerio de Relaciones Exteriores regulará la organización y funcionamiento del Consejo.

TÍTULO V

OTRAS NORMAS

Artículo 60°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 82, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que aprueba el Estatuto Orgánico del Instituto Antártico Chileno:

a) Reemplázase en el artículo 2º, la letra c) por la siguiente:

“INACH podrá asesorar y prestar servicios dentro del ámbito de sus competencias a los órganos de la Administración del Estado, del sector privado, universidades e instituciones científicas nacionales y extranjeras, pudiendo percibir ingresos por los servicios prestados, y atender las consultas que le formulen en todos aquellos aspectos relacionados con la investigación antártica.”.

b) Sustitúyese el artículo 3º por el siguiente:

“INACH estará integrado por la Dirección, Subdirección, Asesoría Jurídica, Departamento Científico, Departamento de Proyectos, Departamento de Comunicaciones y Departamento Administrativo.

En conformidad con lo establecido en la ley N° 18.575, el Director del Instituto Antártico Chileno mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y atribuciones que correspondan, tanto de las unidades establecidas en la presente ley, como de sus niveles jerárquicos inferiores.”.

c) 
Deróganse los artículos 5°, 6, 7°,8°.

d)
Reemplázase el artículo 9º, por el siguiente:

“El personal del Instituto Antártico Chileno estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Asimismo será aplicable al personal de la planta y a contrata del Instituto Antártico Chileno lo dispuesto en el artículo 2° de la ley 19.999.”.

Artículo 61°.- Modifícase el inciso segundo del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 83, de 1979,del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto Orgánico de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado en los siguientes términos:

“En conformidad con lo establecido en la ley N° 18.575, el Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y atribuciones que correspondan, tanto de las unidades establecidas en la presente ley, como de sus niveles jerárquicos inferiores.”.

Artículo.62°- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto de su Personal, en la siguiente forma:

1) Intercálese en el Título, entre las expresiones “PERSONAL” y “DEL”, las palabras “DEL SERVICIO EXTERIOR”. 

2) Intercálese en el artículo 1° entre las expresiones “personal” y “del Ministerio de Relaciones Exteriores”, las palabras “del Servicio Exterior” y agréguese el siguiente inciso segundo nuevo:

“El presente Estatuto será aplicable, en lo que corresponda, a los funcionarios que cumplan labores en el extranjero de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, de la Dirección de Promoción de Exportaciones y de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.”.

3) En el artículo 2° reemplázase el punto final por una coma (,) y agregase a continuación la siguiente frase “sus servicios públicos dependientes y relacionados.”.

4) Sustitúyase el artículo 5° por el siguiente:

“El Ministro de Relaciones Exteriores, mediante decreto firmado “Por orden del Presidente de la República”, podrá designar hasta 25 agregados en las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y oficinas consulares, según lo requieran las necesidad del servicio. Para este efecto, se realizará un concurso público de acuerdo a las disposiciones contenidas en un reglamento que se dictará para este objeto, en las cuales se determinarán los requisitos, condiciones y formalidades que regirán el proceso de selección.

En estos casos, la remuneración no será mayor a la que perciba un funcionario de Cuarta Categoría Exterior, Planta “A”.”.

5) Sustitúyase el artículo 6° por el siguiente:

“El Ministerio tendrá las siguientes Plantas de funcionarios:

1. Planta del Servicio Exterior.

2. Planta Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores.

3. Planta de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.”.

6)
Suprímase el inciso segundo del artículo 9°.

7)
Sustitúyase el artículo 10° por el siguiente:

“Los funcionarios de la Planta del Servicio Exterior, con excepción de los Embajadores, gozarán de estabilidad en el empleo en las mismas condiciones señaladas en el artículo 46 de la ley N° 18.575.”.

8)
Introdúcense en el artículo 12° las siguientes modificaciones:

a) 
Reemplázase la letra a) por la siguiente:

“Tener título profesional universitario o grado académico universitario afín.”

b) 
Elimínase el inciso segundo.

9)
Introdúcense en el artículo 13° las siguientes modificaciones:

a) Sustitúyanse en el inciso segundo las palabras “dos años” por “mínimo un año” reemplazándose a continuación de la palabra “estudios” la coma (,) por un punto (.) y elimínese la frase “en el caso de aquellos que tengan título profesional universitario afín, y tres años los que hayan sido exceptuados de dicho requisito.” 

b) Agrégase los incisos tercero y cuarto siguientes:

“A los postulantes que participen en el concurso público para ingresar a la Academia, a los que sean seleccionados en el mismo y a los que como consecuencia de ello sean contratados asimilados a la Planta de Servicio Exterior o ingresen a dicha Planta no les será aplicable la inhabilidad contemplada en la letra b) del artículo 54 de la Ley Nº 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, respecto del personal de la Planta Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.

En el caso que entre el funcionario que se encuentra en la situación señalada en el inciso precedente y otro funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores existan vínculos por matrimonio, parentesco de consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, de afinidad hasta el segundo grado, o adopción y se produzca relación jerárquica, el subalterno deberá ser destinado a otra función en que esa relación no se produzca.”.

10) Introdúcense en el artículo 25° las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase el N° 1 por el siguiente: 

“1. Haber aprobado los requisitos de perfeccionamiento que establezca el reglamento. Los funcionarios que se encuentren en la Tercera Categoría Exterior deberán aprobar un programa de perfeccionamiento y alta dirección supervisado por la Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”.”

b) Sustiyánse en el N° 2 las palabras “2 años” por “1 año” y los vocablos “4 años” por “3 años”.

c) Elimínase el inciso final.

11) Elimínase en el artículo 26 la palabra “supremo”, y agrégase a continuación de la palabra “decreto” las expresiones “firmado por el Ministro de Relaciones Exteriores, expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”.”

12) Introdúcense en el artículo 29° las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“Lo señalado en el inciso precedente será igualmente aplicable a los funcionarios contratados localmente en las misiones, oficinas consulares y oficinas comerciales de Chile en el exterior que deban rendir caución. La fianza será fijada de conformidad a lo previsto en la Ley 10.336, considerándose para tal efecto el sueldo base correspondiente a la Sexta Categoría Exterior.”.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo:

“Tratándose de los Cónsules Honorarios autorizados por decreto supremo para realizar actuaciones, la fianza será pagada con cargo al presupuesto de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, antes de que éstos asuman funciones, la que será fijada de conformidad a lo previsto en el inciso precedente.”.

13) Agrégase en el artículo 37° el siguiente inciso cuarto nuevo:

“Será causante de asignación familiar el cónyuge de la funcionaria de la Planta “A” del Servicio Exterior, Presupuesto en Moneda Extranjera, en el caso que ella se desempeñe en un país en que el referido cónyuge no trabaje en forma remunerada.”.

14) Sustitúyase el artículo 72° por el siguiente:

“Los funcionarios que sean destinados al exterior serán acreditados según las necesidades del Ministerio y de conformidad a las instrucciones que éste imparta. Estas acreditaciones no podrán efectuarse en un grado inferior al que posea el funcionario y no podrán alterar la precedencia que establezca el escalafón de la Planta del Servicio Exterior.”.

15) Reemplázase el artículo 86° por el siguiente:

“Los funcionarios del Ministerio que tengan doble nacionalidad y que se encuentren destinados en el exterior no podrán ejercer la nacionalidad extranjera en el Estado ante el cual estén acreditados.”.

16) Remplázase el artículo 87 por el siguiente: 

“Artículo 87°.- Todas las disposiciones contenidas en los Párrafos 7° y 9° del Capítulo II de este estatuto, salvo los artículos 33°, 48°, 51°, 54°, 66°, 68°, 69°, 71° y 72° serán también aplicables a los funcionarios contratados a que se refiere el artículo 5°.”. 

17) Introdúcense en el artículo 88°, las siguientes modificaciones:

a) En la Planta del Servicio Exterior, letra B, presupuesto en moneda nacional, elévese el número de cargos de Embajadores Primera Categoría Exterior grado 3 EUR, de “16” a “20”.

b) En la Planta del Servicio Exterior, letra B, presupuesto en moneda nacional, transfórmense en la 5ª Categoría Exterior el grado “10” por “8”, en la 6° Categoría Exterior el grado “13” por “10” y en la 7° Categoría Exterior, el grado “16” por “12”. 

18) Agrégase el artículo 88° bis nuevo siguiente:

“Art. 88° bis.- El Ministro de Relaciones Exteriores declarará vacantes los cargos de carrera servidos por funcionarios de la Planta de Personal del Servicio Exterior al cumplir 70 años de edad, siempre que reúnan los requisitos para acogerse a jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional.

El personal a quien se le haya declarado vacante el cargo tendrá derecho a una bonificación especial equivalente a cinco meses, calculada en base a la última remuneración bruta inherente al cargo que tenían asignado en la Planta de Personal del Servicio Exterior, presupuesto en moneda nacional.

Para estos efectos, la remuneración bruta mensual de cada funcionario, tendrá un límite máximo de 90 unidades de fomento.

Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio. Se devengará y pagará en una sola cuota, a contar del mes subsiguiente al de la total tramitación del acto administrativo que la conceda.

Los funcionarios que perciban la bonificación especial que trata este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los órganos de la Administración del Estado durante los cinco años siguientes al cese de sus funciones, a menos que devuelvan la totalidad de los beneficios percibidos, expresados en unidades de fomento más el interés corriente para operaciones reajustables.

19) Elimínanse, en el inciso primero del artículo 97° las palabras “traducción de documentos” que sigue a la expresión “especiales,”.

20) Incorpórese a continuación del artículo 102° los siguientes Capítulos VII y VIII nuevos:

“CAPÍTULO VII

De las destinaciones al extranjero del personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.

Párrafo 1°
Del Personal de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos

Artículo 103°.- Por resolución del Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales se podrá destinar a prestar servicios en una misión en el exterior a los funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría, que reúnan los requisitos exigidos en el Reglamento que se establezca.

Por resolución del Director General de Promoción de Exportaciones, previa conformidad del Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales, se podrá destinar a prestar servicios en una misión u oficina comercial en el exterior a los funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, que reúnan los requisitos exigidos en el Reglamento que se establezca.

No obstante lo anterior, a propuesta del Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales o del Director General de Promoción de Exportaciones, en su caso, por decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores, se podrá destinar al exterior a personas que no cumplan con los requisitos señalados en el inciso anterior, siempre y cuando el número de éstas no exceda de dos quintos del total de funcionarios que pueden ser destinados al exterior, conforme al artículo 109° del presente estatuto.

Artículo 104°.- La resolución o el decreto supremo, según corresponda, que destine al exterior a los funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos, deberá señalar en cuál de las categorías de la Planta A, Presupuesto en moneda extranjera de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, establecida en el presente decreto con fuerza de ley se desempeñará el funcionario destinado la que no podrá ser superior a la 2° Categoría Exterior de dicha Planta, y en relación a lo dispuesto en el artículo 118° del presente estatuto.

Artículo 105°.- El personal sólo podrá ser acreditado en el exterior en las funciones propias del respectivo Servicio.

Artículo 106°.- A los funcionarios destinados les será aplicable el artículo 26 y gozarán de los mismos e idénticos derechos, beneficios y franquicias establecidas para el personal de la Planta "A" del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, en especial las establecidas en el párrafo 7° del Capítulo II del presente Estatuto.

Artículo 107°.- Los funcionarios destinados en una misión u oficina comercial en el exterior podrán ser trasladados a otra misión u oficina comercial por consideración de mejor servicio. En este caso gozarán de los mismos derechos establecidos para una destinación al exterior salvo que el traslado se efectúe a una misión u oficina comercial ubicada en la misma ciudad.

Artículo 108°.- Para los efectos protocolares y de rango, en Chile y en el exterior y para los efectos de subrogación en las oficinas comerciales y departamentos económicos en el exterior, las estructuras de grados de las Plantas Directivas, Profesionales y Técnicas, se asimilarán a los cargos de la Planta de Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores de conformidad con la siguiente tabla:

	Escalafón del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores


	Escalafón Directivos, Profesionales y Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones

	Segunda Categoría Exterior
	Directores, grado 3 y 4 E.U.S.



	Tercera Categoría Exterior
	Jefes de Departamentos y Profesionales grados 4º y 5º E.U.S.

	Cuarta Categoría Exterior
	Profesionales grados 7º y 9° E.U.S.

	Quinta Categoría Exterior
	Jefes de Sección; Profesionales grados 11° y 13° EUS; y Técnicos grado 10° EUS.


No obstante lo anterior, el Ministro de Relaciones Exteriores podrá alterar la norma de subrogación antes señalada.

Artículo 109°.- El Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales podrá destinar a 6 funcionarios de las Plantas de de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales a prestar servicios en las misiones de Chile en el exterior, en labores propias de la Subsecretaría.

Asimismo el Director General de Promoción de Exportaciones con la conformidad del Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales, podrá destinar 47 funcionarios provenientes de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Dirección General de Promoción de Exportaciones para desempeñarse como Agregados Comerciales a cargo de las oficinas comerciales o en alguno de los departamentos económicos de las misiones diplomáticas o consulares.

No obstante lo anterior, como parte del cupo indicado en el inciso precedente, el Director General de Promoción de Exportaciones con la conformidad del Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales, podrá designar profesionales a contrata para desempeñarse como Agregados Comerciales a cargo de una oficina comercial o de un departamento económico, quienes deberán reunir los requisitos que exija el reglamento que se establezca. El referido personal formará parte de la dotación de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y gozarán de los mismos e idénticos derechos, beneficios y franquicias establecidas para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, en especial las asignaciones establecidas en el Párrafo 7º del Capítulo II del Estatuto del Personal del Ministerio de Relaciones Exteriores. Dentro del cupo de excepción regulado en el Artículo 103° inciso tercero, se considerará también al personal que se designe en esta calidad.

La resolución que designe a funcionarios a contrata indicará la correspondiente asimilación a alguna de las categorías referidas en el artículo 118º, no obstante el sueldo base anual en moneda extranjera de hasta 15 de estas contratas no podrá exceder, en ningún caso, del sueldo base anual correspondiente a la 4ª Categoría Exterior de la Planta “A”, Presupuesto en moneda extranjera del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

Para efectos de seleccionar los funcionarios a destinar y las personas a designar en calidad de contrata, se realizará un concurso de acuerdo al reglamento que se dictará para este objeto, dentro del plazo de 180 días, contado desde la fecha de entrada en vigor de las presentes disposiciones, en el que se determinarán los requisitos, condiciones y formalidades que regirán el proceso de selección.

Los cargos de planta de los funcionarios destinados al exterior podrán ser provistos por nombramientos en calidad de suplentes, quienes tendrán derecho a las remuneraciones correspondientes.

Artículo 110°.- En casos calificados, y mediante decreto del Ministerio de Relaciones Exteriores, se podrá destinar al exterior a funcionarios de las Plantas de Directivos, Profesionales y Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales o de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, aún cuando se exceda de la cifra indicada en el artículo 109° incisos primero y segundo del presente estatuto. Estas destinaciones se financiarán en moneda extranjera con cargo a los ítems presupuestarios respectivos.

Artículo 111°.- El Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales y el Director General de Promoción de Exportaciones podrán, por resolución fundada, autorizar el otorgamiento de fondos para gastos de representación y secretaría a sus respectivos funcionarios o delegaciones que sean destinadas o comisionadas al exterior.

Las personas, funcionarios o delegaciones que hayan recibido fondos para gastos de representación o secretaría, en conformidad al inciso anterior, deberán rendir cuenta global o documentada, según corresponda ante la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales o la Dirección General de Promoción de Exportaciones, respectivamente.

Párrafo 2°

Del Personal de la Planta de Administrativos

Artículo 112°.- El Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales podrá destinar a un funcionario de la Planta de Administrativos del Servicio o designar a un funcionario a contrata asimilado a dicha Planta, para desempeñarse en el exterior hasta por dos años en tareas de apoyo al personal Directivo, Profesional y Técnico destinado al exterior.

El Director General de Promoción de Exportaciones, previa conformidad del Subsecretario de Relaciones Económicas internacionales, podrá destinar a un funcionario de la Planta de Administrativos del Servicio o designar a un funcionario a contrata asimilado a dicha Planta, para desempeñarse en el exterior hasta por dos años en tareas de apoyo al personal Directivo, Profesional y Técnico destinado al exterior.

Para efectos de seleccionar los funcionarios a destinar y las personas a designar en calidad de contrata, se realizará un concurso de acuerdo al reglamento que se dictará para este objeto, dentro del plazo de 180 días, contado desde la fecha de entrada en vigor de las presentes disposiciones, en el que se determinarán los requisitos, condiciones y formalidades que regirán el proceso de selección.

La resolución que destine al exterior a los funcionarios de la Planta de Administrativos o designe a las personas en calidad de contrata, deberá señalar el sueldo base anual de éstos en moneda extranjera. Dicho sueldo no podrá exceder, en ningún caso, del sueldo base anual correspondiente a la 6ª Categoría Exterior, Presupuesto en moneda extranjera del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Artículo 113°.- Los funcionarios de la Planta de Administrativos destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior tendrán para todos los efectos legales, sean éstos de carácter tributario, previsional y otros, el grado que respectivamente les corresponda en la Planta de Administrativos.

Artículo 114°.- Los funcionarios de la Planta de Administrativos que sean destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior, gozarán de los mismos beneficios y franquicias establecidos para el personal de la Planta "A" del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, como también de las mismas obligaciones y restricciones en lo que procediere.

Párrafo 3°

Del Personal de la Planta de Auxiliares

Artículo 115°.- El Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales podrá destinar a un funcionario de la Planta de Auxiliares del Servicio o designar a un funcionario a contrata asimilado a dicha Planta, para desempeñarse en el exterior hasta por dos años en tareas relativas al aseo, reparaciones menores y, en general, actividades de carácter similar.

El Director General de Promoción de Exportaciones, previa conformidad del Subsecretario de Relaciones Económicas internacionales, podrá destinar a un funcionario de la Planta de Auxiliares del Servicio o designar a un funcionario a contrata asimilado a dicha Planta, para desempeñarse en el exterior hasta por dos años en tareas relativas al aseo, reparaciones menores y, en general, actividades de carácter similar.

Para efectos de seleccionar los funcionarios a destinar y las personas a designar en calidad de contrata, se realizará un concurso de acuerdo al reglamento que se dictará para este objeto, dentro del plazo de 180 días, contado desde la fecha de entrada en vigor de las presentes disposiciones, en el que se determinarán los requisitos, condiciones y formalidades que regirán el proceso de selección. 

La resolución que destine al exterior a los funcionarios de la Planta de Auxiliares o designe a las personas en calidad de contrata en el exterior, deberá señalar el sueldo base anual de éstos en moneda extranjera. Dicho sueldo no podrá exceder, en ningún caso, del 80% del sueldo base anual correspondiente a la 6ª Categoría Exterior de la Planta A Presupuesto en moneda extranjera del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Artículo 116°.- Los funcionarios de la Planta de Auxiliares destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior tendrán, para todos los efectos legales, sean éstos de carácter tributario, previsional y otros, el grado que respectivamente les corresponda en la Planta de Auxiliares.

Artículo 117°.- Los funcionarios de la Planta de Auxiliares que sean destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior, gozarán de los mismos beneficios y franquicias establecidos para el personal de la Planta "A" del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, como también de las mismas obligaciones y restricciones en lo que procediere.

Párrafo 4°

Disposiciones generales

Artículo 118°.- En cualquier momento, el Ministro de Relaciones Exteriores, el Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales o el Director General de Promoción de Exportaciones, según corresponda, mediante decreto o resolución fundada, podrán poner fin a la destinación en el exterior.

Artículo 119°.- Aplícase a los funcionarios de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones lo dispuesto en el artículo 62° del presente Estatuto. 

Artículo 120°.- Los funcionarios que desearen ausentarse del país sede de la misión u oficina comercial en que estuvieren acreditados, en uso de permisos, licencias médicas o feriado, podrán hacerlo previa autorización del jefe de misión en coordinación con la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales o de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, según corresponda.

Artículo 121°.- Para todos los efectos legales, sean de carácter previsional, tributario y otros descuentos legales obligatorios, de pago de remuneraciones o de cualquier otro en que sea necesario una equivalencia o asimilación entre los funcionarios de la Planta “A”, Presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la Planta de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, esa equivalencia o asimilación será la siguiente:

	Planta "A", Presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores
	Escalafón Directivo, Profesional y Técnico de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones

	Segunda Categoría
	Directores, grado 3 y 4 E.U.S.

	Tercera Categoría
	Jefes de Departamento, grados 4 y 6 E.U.S. y Profesionales, grados 4 y 5 E.U.S.

	Cuarta Categoría
	Profesionales, grados 7 y 9 E.U.S.

	Quinta Categoría
	Jefes de Sección grados 9 y 11 E.U.S., Profesionales grado 11 y 13 E.U.S. y Técnicos grado 10 E.U.S.


Artículo 122°.- Para los efectos del cálculo de las obligaciones previsionales y tributarias que afectan a los funcionarios destinados o a los designados a contrata para prestar servicios en el exterior, se considerará su sueldo de equivalencia o asimilación en Chile.

Artículo 123°.- Los funcionarios que sean destinados al exterior, podrán ser asimilados o acreditados en un grado o categoría distinto al que tengan en la Planta, no superior a la segunda categoría exterior. La acreditación en el exterior se efectuará previa coordinación con la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.

Artículo 124°.- El Personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones que sea designado para una comisión en el exterior o fuera de su sede, tendrá derecho a pasajes y a un viático idéntico a la que corresponda al funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, con cuyo rango fuere comisionado. Mantendrá también el goce de su remuneración en moneda nacional o extranjera, según corresponda.

CAPÍTULO VIII

De las destinaciones al extranjero del personal de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

Artículo 125°.- El Director Ejecutivo de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo previa conformidad del Subsecretario de Relaciones Exteriores podrá destinar o designar profesionales para prestar servicios en una misión para desempeñarse como Agregados de Cooperación en el exterior por un período de 2 años, pudiendo ser prorrogados por igual período de tiempo previa evaluación, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido designados.

Para desempeñarse como agregados de cooperación se podrá destinar a profesionales de la planta o designar profesionales a contrata, de acuerdo a la dotación y disponibilidad presupuestaria de la Agencia, quienes deberán reunir los requisitos que exija el reglamento que se establezca.

El referido personal formará parte de la dotación de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo y gozarán de los mismos e idénticos derechos, beneficios y franquicias establecidas para el personal de la Planta "A" del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, en especial las asignaciones establecidas en el Párrafo 7º del Capítulo II del Estatuto del Personal del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Artículo 126°.- La resolución que destine o designe a funcionarios indicará la correspondiente asimilación la que no podrá exceder, en ningún caso, del sueldo base anual correspondiente a la 4ª Categoría Exterior de la Planta A, Presupuesto en moneda extranjera del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Tratándose de designaciones de personal a contrata se requerirá previamente que el Director Ejecutivo certifique la existencia de recursos para ello.

Artículo 127°.- El personal sólo podrá ser acreditado en el exterior en las funciones propias del respectivo Servicio.

Artículo 128°.- Para efectos de seleccionar los funcionarios a destinar y las personas a designar en calidad de contrata, se realizará un concurso de acuerdo a las disposiciones contenidas en un reglamento que se dictará para este objeto, dentro del plazo de 180 días, contado desde la fecha de entrada en vigor de esta ley, en las cuales se determinarán las condiciones y formalidades que regirán el proceso de selección.

Los cargos de planta de los funcionarios destinados al exterior podrán ser provistos por nombramientos en calidad de suplentes, quienes tendrán derecho a las remuneraciones correspondientes.

Artículo 129°.- El Director Ejecutivo de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo podrá, por resolución fundada, autorizar el otorgamiento de fondos para gastos de representación y secretaría a sus respectivos funcionarios o delegaciones que sean destinadas o comisionadas al exterior.

Las personas, funcionarios o delegaciones que hayan recibido fondos para gastos de representación o secretaría, en conformidad al inciso anterior, deberán rendir cuenta global o documentada, según corresponda ante la Dirección General de la Agencia.

Artículo 130°.- Por resolución fundada del Director Ejecutivo de la Agencia, los funcionarios de la Planta Directivos y Profesionales, que se desempeñen en el exterior pueden ser llamados al país, hasta por dos meses a fin de informar sobre asuntos de los respectivos Servicios, o cumplir alguna función específica. En tal caso, dichos funcionarios continuarán percibiendo sus remuneraciones en moneda extranjera.

21) Derogánse los artículos 28°, 57°, 58°, 59°, 70°, 73°, 74°, 75°, 76°, 77°, 78°, 79°, 80°, 81°, 89°, 90°, 91°, 93°, 99°, 100°. 

Artículo 63°.- Sustitúyense, en el decreto con fuerza de ley Nº 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y en todas las normas jurídicas que correspondan, las denominaciones de los cargos de “Ministros Consejeros o Cónsules Generales de 1ª Clase” por “Ministros del Servicio Exterior o Cónsules Generales de 1ª Clase”; “Consejeros o Cónsules Generales de 2ª Clase” por “Ministros Consejeros o Cónsules Generales de 2ª Clase”; “Primeros Secretarios o Cónsules de 1ª Clase” por “Consejeros o Cónsules Generales de 3ª Clase”; “Segundos Secretarios o Cónsules de 2ª Clase” por “Primeros Secretarios o Cónsules de 1ª Clase”; “Terceros Secretarios o Cónsules de 3ª Clase” por “Segundos Secretarios o Cónsules de 2ª Clase”, y “Terceros Secretarios de 2ª Clase” por “Terceros Secretarios”. 

Este cambio no alterará la categoría exterior y el grado de la Escala Única de Sueldos de los mencionados cargos, sin perjuicio de lo señalado en el Artículo 62, N° 18, letra b) de esta ley.

Artículo 64°.- En la planta del personal de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile contenida en el artículo 24 del Párrafo III del Título III de la ley N° 18.989, agrégase en la Planta de Directivos a continuación del cargo de Fiscal dos cargos de Subdirectores grado 3° EUS, sujetos a las normas del Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley 19.882.

Artículo 65°.- Sustitúyase el artículo 10 de la ley Nº 18.340, que fija el Arancel Consular de Chile por el siguiente:

“ARTICULO 10° El pago de los derechos consulares fijados en este Arancel deberá ser realizado por el interesado en la institución financiera en la que la respectiva Oficina Consular mantenga sus cuentas. Una vez acreditado el pago en el Consulado, éste le extenderá al interesado un comprobante del pago de los derechos fijados en este Arancel.

En el caso de aquellas Oficinas Consulares que atendidas las condiciones del régimen bancario existentes en el país receptor no les permita implementar el referido sistema, el interesado efectuará el pago de los derechos consulares que procedan en la Oficina Consular correspondiente, la cual le otorgará el respectivo comprobante de pago. 

El 10% establecido en el artículo 8 de esta ley se deberá contener en los dos recibos a que se refiere el presente artículo.”.

Artículo 66°.- Agréganse en el artículo 49 de la ley N° 16.618, de Menores los siguientes incisos noveno y décimo nuevos:

“Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, tratándose de menores de edad extranjeros hijos de padre o madre que tenga la calidad de residente oficial, y cuando solo uno de ellos se encuentre en Chile, el permiso o autorización a que se refiere este artículo también podrá otorgarse por el Cónsul del país de la nacionalidad del padre o madre solicitante, requiriéndose que el Ministerio de Relaciones Exteriores certifique la calidad de residente oficial y las personas que forman parte de su familia. El permiso o autorización señalado en el presente inciso deberá indicar el o los lugares de destino del menor de edad, debiéndose además remitir copia del mismo, por la vía más expedita, al Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile.
Con todo, la excepción señalada en el inciso anterior no será aplicable si el menor de edad o alguno de sus padres tuviere la nacionalidad chilena.”.

Artículo 67°.- Modifíquense los siguientes artículos del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo:

a) Reemplázase el Artículo 77 por el siguiente: 

“El decreto o resolución que disponga la comisión en el extranjero deberá ser fundado, determinando la naturaleza de ésta y las razones de interés público que la justifican, salvo que se trate de misiones de carácter reservado, en que será suficiente establecer que el funcionario se designa en misión de confianza. En todo caso, el decreto o resolución especificará si el funcionario seguirá ganando en su totalidad o en parte de ellas las remuneraciones asignadas a su cargo u otras adicionales, en moneda nacional o extranjera, debiendo indicarse la fuente legal a que deba imputarse el gasto y el plazo de duración de la comisión. Toda comisión que deba efectuarse en el extranjero deberá contar con la conformidad previa del Ministerio de Relaciones Exteriores, de acuerdo al Reglamento que se dicte sobre la materia, el que establecerá un mecanismo eficiente y ágil para ello.”.

b) 
Intercálese en el literal c) del artículo 162, a continuación de las palabras “Secretaría y Administración General” la frase “y de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales” y a continuación de los vocablos “servicios públicos” la frase “relacionados y”.

Artículo 68°.- Remplázase en la letra c) del artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 241, de 1960, del Ministerio de Hacienda, las expresiones “del Ministerio de Relaciones Exteriores” por “de Relaciones Económicas Internacionales.”.

Artículo 69°.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de las disposiciones transitorias de esta ley. 

Artículo 70°.- Derógase a contar de la fecha de entrada en vigor de la presente ley, el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, que fija el Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores y los párrafos I, II, IV del Título III de la ley 18.989.

El decreto supremo N° 857, de 1984, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que establece el Reglamento del Estatuto Orgánico y del Personal de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado permanecerá vigente hasta que se dicte la resolución a que se refiere el Artículo 61° de la presente ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero.- El Ministro de Relaciones Exteriores declarará vacantes de conformidad al artículo 62 N° 18 de la presente ley dentro del plazo de 60 días contados desde la vigencia de esta ley los cargos de carrera servidos por funcionarios de la Planta de Personal del Servicio Exterior que al momento de entrada en vigor tengan 70 o más años de edad.

El cese definitivo del funcionario corresponderá como máximo al día en que efectivamente perciba la bonificación especial.

Artículo Segundo.- Los funcionarios que a la fecha de vigencia de la presente ley se encuentren en la Tercera Categoría Exterior y cuenten con el requisito académico de perfeccionamiento reconocido por la Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”, se entenderá que han cumplido la exigencia establecida en la letra a) del N° 10) del Artículo 62 de esta ley.

Artículo Tercero.- Los agregados culturales, laborales, de prensa y científicos que habiendo sido designados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, se encuentren en funciones a la fecha de entrada en vigor de la presente ley, continuarán en ellas rigiéndose por las disposiciones vigentes a la época de su designación. 

En los casos en que, antes de la entrada en vigor del reglamento a que se refiere el artículo 62 N° 4 de la presente ley, cese en funciones alguno de los referidos agregados, el Ministro de Relaciones Exteriores podrá designar a uno nuevo, siempre que no exceda el cupo 25 agregados que contempla el indicado artículo.

Los agregados económicos o comerciales que habiendo sido designados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, se encuentren en funciones a la fecha de entrada en vigor de la presente ley, continuarán en ellas rigiéndose por las disposiciones vigentes a la época de su designación.

En los casos en que cese en funciones alguno de los agregados económicos y comerciales, antes de la entrada en vigor de las normas sobre concursabilidad que contenga el reglamento para las destinaciones y designaciones de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y la Dirección General de Promoción de Exportaciones, contemplado en el numeral 20 del citado artículo 62°, el Ministro de Relaciones Exteriores podrá designar a uno nuevo.

Artículo Cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, dentro del plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Relaciones Exteriores, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1.- Modificar los requisitos de ingreso y promoción de la Planta de Directivos, de Profesionales y de Auxiliares, contemplada en el artículo único del decreto con fuerza de ley Nº 166, de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores. 
Los requisitos que se fijen en el ejercicio de la facultad indicada en el párrafo anterior no serán exigibles respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia de ese decreto, mientras se mantengan en dicho cargo. 

2.- Modificar o sustituir los beneficios del personal del Servicio Exterior contenidos en los artículos 44°, 45°, 46°, 49°, 50°, 51°, 52° y 55°, del párrafo 7° del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, para facilitar los traslados, el desempeño en destinos complejos, y el tratamiento de otras situaciones que puedan afectar al personal del servicio exterior y sus familias.

3.- Modificar, reemplazar y ajustar el artículo 14° del párrafo 2°, los artículos 62°, 64°, 66° y 71°, del párrafo 9° y el artículo 93 del Capítulo IV del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, con el objeto de adecuarlo a las denominaciones sobre educación actualmente vigentes, a materias de organización interna, gestión y obligaciones funcionarias, entre otras.

4.- Modificar al artículo 88° del decreto con fuerza de ley N°33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, en los términos siguientes:

i. Efectuar los ajustes necesarios en la Planta de la Secretaría y Administración General, de los Escalafones Directivo, Profesionales y Técnicos y Administrativos, letra A.- presupuesto en moneda extranjera, aumentando las categorías exteriores de asimilación y los números de cargos y modificando las descripciones.  En el caso del escalafón auxiliar, incrementar el actual porcentaje de asimilación de la Sexta Categoría Exterior.

ii. Eliminar de la Planta de la Secretaría y Administración General, Escalafones Directivos, Profesionales y Técnicos, Administrativos y Auxiliares, la letra B.- presupuesto en moneda nacional.

5.- Modificar el artículo único del decreto con fuerza de ley N° 75, de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que adecua las plantas y escalafones de la Secretaría y Administración General en los siguientes términos:

i. De conformidad a la estructura de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores definida en las letras b a la k, con excepción de la letra j, del artículo 10° de la presente ley, podrá suprimir, crear o modificar el número de cargos de Exclusiva Confianza, sus denominaciones y su ubicación, no pudiendo exceder del grado 2º EUS, pudiendo de conformidad a ello fijar e incrementar las dotaciones máximas de personal de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores. 
ii.- Modificar la Planta de Profesionales, creando 14 cargos distribuidos entre los grados 9, 10 y 11, y suprimiendo el mismo número de cargos, entre los grados 12, 13 y 15.

El Subsecretario de Relaciones Exteriores, conforme al resultado del concurso interno, encasillará en los cargos que se creen en ejercicio de esta facultad al personal de dicha planta que estén nombrados en los cargos que se suprimen en calidad de titular, mediante resolución.

En los concursos será promovido al cargo vacante el funcionario que obtenga el mayor puntaje y en ellos podrán participar los funcionarios profesionales de la planta que se ubiquen en los grados inferiores según la siguiente tabla:

	GRADO VACANTE
	GRADOS QUE PUEDEN PARTICIPAR

	9º
	10º

	10º
	12º

	11º
	13º

	12°
	15°


Los cambios de grado que se produjeren por aplicación del mencionado concurso interno no serán considerados ascensos y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo y, asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para los efectos de la asignación de antigüedad.

Los referidos cambios de grado no se considerarán causales de términos de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral, ni podrán significar disminución de remuneración ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios correspondientes.

iii.- Fijar y modificar los requisitos de ingreso y promoción de los cargos de Exclusiva Confianza y profesionales, según corresponda, del artículo único del decreto con fuerza de ley citado, y de los Jefes de Departamento a que se refiere la letra a) del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 36, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 

Los cargos de Exclusiva Confianza que se creen en relación con las Direcciones señaladas en las letras b, c, d, e y k del artículo 10° de la presente ley deberán ser servidos por funcionarios de la Planta del Servicio Exterior que posean una antigüedad de a lo menos 20 años en dicha planta.

Los requisitos que se establezcan en el ejercicio de la facultad indicada en los párrafos anteriores no serán exigibles respecto de los funcionarios titulares o a contrata, cuando corresponda, en servicio a la fecha de entrada en vigencia del decreto dictado al efecto, mientras se mantengan en dichos cargos.

Artículo Quinto.- Los funcionarios que a la fecha de vigencia de la presente ley sirvan cargos directivos de Jefes de Sección grados 12°, 11° y 9° y que cumplan con los requisitos de la Planta de Profesionales establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 75 de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores, podrán ejercer dentro del plazo de 90 días contados desde la señalada fecha la opción de traspasarse a la Planta de Profesionales caso en el cual pasarán a integrar por el solo ministerio de la ley dicha planta en el mismo grado que tenían en la planta de directivos. Dicha opción deberá efectuarse por escrito. En todo caso si hubiere diferencia de remuneraciones, éstas se pagarán mediante planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramiento de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquellas de las remuneraciones que compensa. 

Los cambios que se produzcan en las Plantas, se formalizarán mediante resolución exenta del Subsecretario de Relaciones Exteriores visada por la Dirección de Presupuesto. Los cambios de grado que se produjeren por aplicación de este artículo no serán considerados ascensos y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo y, asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para los efectos de la asignación de antigüedad.

Los funcionarios titulares que no ejerzan la opción a que se refiere el inciso primero permanecerán en su grado de la Planta de Directivos en un cargo que se extinguirá de pleno derecho al momento del cese de funciones por cualquier causa.

Artículo Sexto.- Para el solo efecto de la aplicación práctica del artículo 62 N° 17 letra b) de esta ley el Subsecretario de Relaciones Exteriores mediante resolución exenta dejará constancia de la ubicación concreta que ha correspondido a cada funcionario de la Planta del Servicio Exterior.

Los cambios de grado que se produjeren por aplicación del artículo 62 N° 17 letra b) de la presente ley no serán considerados ascensos y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo y, asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para los efectos de la asignación de antigüedad.

Los referidos cambios de grado no se considerarán causales de términos de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral, ni podrán significar disminución de remuneración ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios correspondientes.

Artículo Séptimo.- La dotación máxima de personal de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se incrementará en cuatro cargos de acuerdo a lo establecido en el artículo 62 N° 17 letra a) de la presente ley.

La dotación máxima de personal de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se incrementará en dos cargos de acuerdo a lo establecido en el artículo 64 de la presente ley.

Artículo Octavo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de esta ley, establezca por medio de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por medio del Ministerio de Relaciones Exteriores y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la fecha en que entrarán en funcionamiento la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y la Dirección General de Promoción de Exportaciones y su normativa aplicable. Además, determinará la fecha de supresión de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales establecida en el decreto con fuerza de ley N° 53, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

2) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y la Dirección General de Promoción de Exportaciones. 

3) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y a la Dirección General de Promoción de Exportaciones. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.

Todos los funcionarios titulares de planta de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales serán encasillados en cualquiera de las plantas que se fijen de conformidad al numeral 2) de este artículo.

Todo el personal a contrata de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales será traspasado a cualquiera de las entidades mencionadas en numeral 1) de este artículo.

Asimismo, como parte del personal a contrata, traspasará desde la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores a la Dirección General de Promoción de Exportaciones, a los agregados económicos o comerciales designados de conformidad  al artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 33 de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, en su texto que se encontraba vigente a la fecha de publicación de la presente ley.

Los funcionarios de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales que a la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones se encuentren destinados prestando funciones en las oficinas comerciales o en las misiones diplomáticas o consulares de Chile en el exterior o bien se encuentren designados como agregados agrícolas, continuarán en ellas rigiéndose por las disposiciones vigentes a la época de su designación o destinación. Las normas sobre concursabilidad que contenga el reglamento previsto para las destinaciones y designaciones de los funcionarios de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, contemplado en el numeral 20 del artículo 62, se aplicarán respecto de las destinaciones y designaciones que se efectúen a partir de su entrada en vigor.

En los casos en que durante el periodo que medie entre la entrada en vigor del Capítulo VII del DFL N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores y la entrada en vigencia del reglamento a que se refiere su Artículo 109 inciso quinto, se produzca el cese en funciones de alguno de los agregados agrícolas o el término de la destinación de alguno de los funcionarios de la actual Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales aludidos en el inciso precedente, la selección del personal a destinar o a designar conforme al mencionado Artículo 109° podrá efectuarse sin sujeción a normas de concursabilidad. 

Los funcionarios de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales que, a la fecha del traspaso, se encuentren nombrados como jefes de departamento en virtud de las normas del artículo 8 del DFL 29 de 2004 del Ministerio de Hacienda, mantendrán su nombramiento por el periodo que reste.

4) Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica, a cada una de las instituciones indicadas en el citado numeral 2). La individualización del personal traspasado se realizará por decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores.

En el evento de que a la fecha de dictación de los decretos mencionados en el párrafo anterior, un cargo de planta a traspasar quede vacante, por cualquier causa, éste igual pasará a integrar la dotación máxima de personal que corresponda. Asimismo, si a la fecha antes mencionada ha cesado en funciones un empleado a contrata a traspasar, el cargo pasará a integrar la dotación máxima de personal que proceda. 

5) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882 y del artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en las plantas que fije. Asimismo, podrá determinar la creación, supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 4) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dicho cargo por cualquier razón. Podrá, además, determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, contempladas en los artículos 6° y 7° de la ley N° 19.553.

Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

6) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijar e incrementar las dotaciones máximas de personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y la Dirección General de Promoción de Exportaciones, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo, respecto de los empleos a contrata incluidos en estas dotaciones. A contar de esta fecha se entenderá derogado el decreto con fuerza ley Nº 280, de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y sus modificaciones.

7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público.

Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.  

Artículo Noveno.- El Presidente de la República en concordancia con lo establecido en el artículo Octavo transitorio de la presente ley, nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Director General de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, quien asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.

Mientras no se fije la asignación de alta dirección pública para el cargo señalado en el inciso anterior, el Director General percibirá la asignación de dirección superior que percibía el Director General de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales prevista en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 15 de 2003 del Ministerio de Hacienda. 

Artículo Décimo.- El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Relaciones Exteriores. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con esos recursos.

Artículo Décimo Primero.- El Presidente de la República, por decreto expedido a través del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, y transferirá a ellos los fondos de la entidad que traspase personal o bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem, y glosas presupuestarias que sean pertinentes. En uso de esta facultad, el Presidente de la República fijará la dotación máxima de personal de ambos Servicios, no aplicándoseles la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la Ley N° 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación y determinará el número de personas y montos máximo para efectos del cumplimiento del artículo septuagésimo tercero de la Ley N° 19.882, Asignación por Funciones Críticas.

Asimismo, transferirá, en las mismas condiciones señaladas en el inciso anterior, desde la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores a la Dirección General de Promoción de Exportaciones, los cupos y fondos correspondientes a los 15 agregados a que hace referencia el numeral 3) del artículo octavo transitorio de la presente ley, rebajando la dotación máxima de personal vigente de la mencionada Secretaría y Administración General en 15 cupos. 

Artículo Décimo Segundo.- Las oficinas comerciales y las direcciones regionales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales actualmente existentes, pasarán a formar parte, por el sólo ministerio de la ley, de la estructura orgánica de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, con arreglo a lo dispuesto en el Artículo 34 de la presente ley.

Artículo Décimo Tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, dicte un decreto con fuerza de ley, fijando el texto refundido, coordinado y sistematizado de los decretos con fuerza de ley N°s 33, de 1979; 82, de 1979; 83 de 1979 y 75, de 1990, todos del Ministerio de Relaciones Exteriores, y el artículo 24, del párrafo III, Título III, de la ley 18.989. 

En el ejercicio de esta facultad podrá incorporar las modificaciones y derogaciones de que hayan sido objeto; incluir los preceptos legales que las hayan interpretado; reunir en un mismo texto disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas; introducir cambios formales, sea en cuanto a la redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, pero sólo en la medida que sea indispensable para su coordinación y sistematización. El ejercicio de esta facultad no podrá importar, en caso alguno, la alteración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes. 

Artículo Décimo Cuarto.- La exigencia establecida en el Artículo 67 letra a) de la presente ley sólo entrará a regir una vez publicado el reglamento a que alude dicho artículo, que reemplaza el Artículo 77 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Andrés Chadwick Piñera, Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Alfredo Moreno Charme, Ministro de Relaciones Exteriores.- Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Ministro de Defensa Nacional.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Félix de Vicente Mingo, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.- Juan Ignacio Piña Rochefort, Ministro de Justicia (S).- María Ignacia Benítez Pereira, Ministra de Medio Ambiente.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PRORROGA COTIZACIÓN EXTRAORDINARIA, PARA EL SEGURO SOCIAL CONTRA RIESGOS DE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES Y MODIFICA LEY N° 19.578

(9231-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto de la iniciativa de ley de la referencia, iniciada en Mensaje del Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique.


Se hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular este proyecto de ley, por tratarse de aquellos de artículo único y acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.


Asimismo, corresponde señalar que esta propuesta legal debe ser conocida también por la Comisión de Hacienda. 


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Superintendenta de Seguridad Social, señora María José Zaldívar y el Jefe del Departamento de Supervisión y Control de dicha entidad, señor Emilio Torres; el asesor legislativo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río; la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez; el Coordinador de Programas de Asesorías Legislativas del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente; la asesora de la Senadora Rincón, señora Labibe Yumha y el asesor legislativo del Senador García Ruminot, señor Rodrigo Fuentes. 
-------

NORMA DE QUÓRUM ESPECIAL

El artículo único del proyecto de ley en informe debe ser aprobado con quórum calificado, por regular materias de seguridad social, en virtud de lo dispuesto en el párrafo segundo del Nº 18º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de la misma Carta Fundamental.
OBJETIVOS DEL PROYECTO
 
1) Prorrogar la vigencia de la cotización extraordinaria del 0,05% de las remuneraciones imponibles, de cargo del empleador, a favor del seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, a partir del mes de abril de 2014 y hasta el 31 de marzo del año 2017.

2) Fijar como límite máximo del Fondo de Contingencia, financiado por dicha cotización extraordinaria y a cargo de las Mutualidades de Empleadores, el valor actual de las obligaciones por incrementos extraordinarios otorgados a las pensiones.

3) Aumentar el límite de respaldo de la reserva de pensiones constituida por las Mutualidades de Empleadores, desde el 40% al 100%.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Ley N° 19.578, que concede aumento a las pensiones y establece su financiamiento por medio de modificaciones a normas tributarias.

- Ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje presentado por el Ejecutivo recuerda que el Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales de la ley N° 16.744 se financia, principalmente por una cotización básica de 0,90 de las remuneraciones imponibles de cada trabajador y por una cotización diferenciada, ambas de cargo del empleador y desde el año 1998 se agregó una cotización extraordinaria –contenida en el artículo sexto transitorio de la ley N° 19.578- de un 0,05 % de las remuneraciones imponibles, también de cargo del empleador. 


La última cotización, explica, tiene como finalidad financiar mejoramientos extraordinarios de pensiones y otros beneficios pecuniarios extraordinarios y su vigencia se ha ido ampliando desde el año 2004.


Agrega que las Mutualidades de Empleadores, esto es, la Asociación Chilena de Seguridad, el Instituto de Seguridad del Trabajo y Mutual de Seguridad de la Cámara Chilena de la Construcción tiene la obligación de destinar los recursos provenientes de dicha cotización extraordinaria junto con otros definidos en la ley N° 19.578 a la creación y mantenimiento de un Fondo de Contingencia.


Respecto del Instituto de Seguridad Laboral, aclara que los recursos de la cotización extraordinaria se destinan en forma directa a financiar las prestaciones y su operación, ya que no tiene la obligación de constituir fondos de reserva.


El Mensaje señala que en la actualidad los recursos de los Fondos de Contingencia de las Mutualidades registran déficit, de manera que la prórroga de la cotización extraordinaria permitirá su incremento. Asimismo, se propone una nueva fórmula para fijar el valor máximo que deben alcanzar dichos fondos, cual es el monto equivalente al valor actual de las obligaciones por incrementos extraordinarios otorgados a las pensiones y beneficios pecuniarios otorgados a los pensionados, sin perjuicio que el límite no debe ser inferior al monto vigente del Fondo al 31 de diciembre del año anterior. Por otro lado, una vez alcanzado el límite por el Fondo de Contingencia, los recursos que excedan deberán ser destinados a comprar activos financieros para respaldar la reserva de pensiones de las Mutualidades y es así que el proyecto aumenta el límite de respaldo de la reserva de 40% a 100%.

-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Contenido del texto aprobado por la Cámara de Diputados


El texto del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados se configura en un artículo único, que modifica la ley N° 19.578, que concede aumento a las pensiones y establece su financiamiento por medio de modificaciones a normas tributarias. Para ello, tres numerales introducen enmiendas al artículo 21 permanente y al artículo sexto transitorio del referido texto legal.


El artículo 21 de la ley N° 19.578 estatuye la obligación de las Mutualidades de Empleadores de formar y mantener un Fondo de Contingencia que estará destinado a solventar mejoramientos extraordinarios de pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios para los pensionados. Además, dichas entidades deberán ajustarse a las normas de composición de activos representativos de la reserva de pensiones prevista en el artículo 20 de la ley N° 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


El numeral 3) del artículo único prorroga la vigencia de la cotización extraordinaria del 0,05% de las remuneraciones imponibles, de cargo del empleador, a favor del seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, a partir del mes de abril de 2014 y hasta el 31 de marzo del año 2017, materia consagrada en el inciso primero del artículo sexto transitorio de la ley N° 19.578.


En concordancia con la modificación reseñada, el numeral 1) del artículo único cambia el parámetro de referencia para determinar el límite del Fondo de Contingencia por el valor actual de las obligaciones por incrementos extraordinarios otorgados a las pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios concedidos a los pensionados. Asimismo, disponen que este límite no puede ser inferior al Valor del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior y que le corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social determinar y revisar, al menos una vez al año, el valor actual de dichas obligaciones.


El numeral 2) del artículo único aumenta el límite de respaldo de la reserva de pensiones desde el 40% al 100%.

-------

Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, el Presidente de la Comisión, Senador señor Muñoz Aburto, luego de referirse a los objetivos del mismo, concedió la palabra a la Superintendenta de Seguridad Social con la finalidad de profundizar en su contenido.
INTERVENCIÓN DE LA SUPERINTENDENTA DE SEGURIDAD SOCIAL, SEÑORA MARÍA JOSÉ ZALDÍVAR

La Superintendenta de Seguridad Social, señora María José Zaldívar, explicó el propósito que persigue la iniciativa en análisis.

En primer lugar, sostuvo que, atendida la regulación contenida en la ley N° 19.578, de 1998, que concede aumento a las pensiones y establece su financiamiento por medio de modificaciones a normas tributarias, resulta pertinente prorrogar la cotización extraordinaria que establece su artículo sexto transitorio, con miras a garantizar que las Mutualidades de Empleadores cuenten con los recursos necesarios para proveer las prestaciones de seguridad social que establece la ley.

Al afecto, aseveró que la legislación vigente contempla una serie de beneficios en favor de los pensionados una vez producido un accidente del trabajo o enfermedad profesional. Con todo, afirmó que se ha detectado la insuficiencia de los recursos con los que tales prestaciones deben ser proveídas por las Mutualidades de Empleadores. De ello se deriva, reiteró, la necesidad de prorrogar, hasta el 31 de marzo de 2017, el cobro de dicha cotización extraordinaria de cargo del empleador, con la finalidad de garantizar el cumplimiento de las prestaciones que ésta financia.

Consultas

El Senador señor García Ruminot consultó respecto de la eventual necesidad de establecer el carácter permanente de la cotización extraordinaria que establece el artículo sexto transitorio de la ley N° 19.578, de 1998, que concede aumento a las pensiones y establece su financiamiento por medio de modificaciones a normas tributarias.

En efecto, afirmó que, de ese modo, podría evitarse la prórroga que, durante los últimos años, ha debido introducirse en el cobro de dicha cotización.

La Superintendenta de Seguridad Social, señora María José Zaldívar, aseveró que no existe la necesidad de establecer el pago de dicho seguro de un modo permanente, toda vez que, de acuerdo a los antecedentes que ha recabado la entidad -en conformidad a los estados financieros de las Mutualidades de Empleadores, y suponiendo que no se producirán incrementos significativos en la cuantía de las prestaciones de seguridad social que éstas deben proveer-, bastaría con su prórroga hasta 2017 para garantizar la existencia de los fondos necesarios para cumplir oportunamente con dichos beneficios.

La asesora legislativa de la Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha, agregó que la iniciativa en análisis se vincula, a su vez, con el financiamiento del Instituto de Seguridad Laboral, toda vez que, sin perjuicio de la labor que desarrollan las Mutualidades de Empleadores, dicha entidad se constituye en el administrador público del seguro de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

En efecto, indicó que, mediante la aprobación de la iniciativa, se evita que el erario nacional deba destinar mil setecientos millones de pesos para financiar el gasto que, respecto del Instituto de Seguridad Laboral, se requeriría para el cumplimiento de las prestaciones que operan ante un accidente del trabajo o enfermedad profesional durante el año 2014.

El Senador señor Muñoz Aburto coincidió en la necesidad de aprobar la iniciativa, considerando que ello aseguraría el financiamiento de las prestaciones de seguridad social que se originan ante un accidente del trabajo o enfermedad profesional.

- Puesto en votación en general y en particular el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Muñoz Aburto, Pérez Varela y Ruiz-Esquide, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.
-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.578, que concede aumento a las pensiones y establece su financiamiento por medio de modificaciones a normas tributarias:
 
1) Introdúcense los siguientes cambios en la letra A del artículo 21:
 
a) En el párrafo final del numeral 1, sustitúyese la frase “monto que resulte mayor entre el 100% del Gasto Ajustado de Pensiones del año anterior y el valor del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior”, por lo siguiente: “Valor Actual de las Obligaciones por Incrementos Extraordinarios otorgados a las pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios concedidos a los pensionados” y agrégase, a continuación del punto final, la siguiente oración: "En todo caso, el límite precedentemente citado no puede ser inferior al Valor del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior.".
 
b) Agrégase como párrafo final nuevo, el siguiente: "El valor actual de dichas obligaciones deberá ser determinado y revisado, al menos, una vez al año por la Superintendencia de Seguridad Social.".
 
2) Reemplázase en la letra B del artículo 21, en el párrafo final del número 1 y en el primer párrafo del número 2, el porcentaje "40%" por "100%".

3) Reemplázase en el inciso primero del artículo sexto transitorio, el guarismo "2014" por "2017".


Acordado en sesión celebrada el día 4 de marzo de 2014, con asistencia de los Senadores señores José García Ruminot, Pedro Muñoz Aburto (Presidente), Víctor Pérez Varela y Mariano Ruiz-Esquide Jara (en reemplazo de la Senadora señora Rincón).

Sala de la Comisión, a 4 de marzo de 2014.
(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PRORROGA COTIZACIÓN EXTRAORDINARIA, PARA EL SEGURO SOCIAL CONTRA RIESGOS DE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES Y MODIFICA LEY N° 19.578

(9231-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe respecto de la iniciativa de ley de la referencia, iniciada en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República.


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los siguientes invitados:


De la Superintendencia de Seguridad Social, la Subdirectora Fiscal, señora Lucy Marabolí, y el Jefe del Departamento de Supervisión y Control, señor Emilio Torres.


El asesor legislativo del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.


La asesora de la Honorable Senadora Rincón, señora Labibe Yumha. 

- - -


Cabe consignar que el presente proyecto de ley  fue informado, previamente, por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Dicha Comisión propuso, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la discusión en general y en particular de la iniciativa de ley, por tratarse de aquellas de artículo único. La Comisión de Hacienda hace suya esa proposición. 

- - -

NORMA DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Hacienda se remite, para estos efectos, a lo expresado por la Comisión de Trabajo y Previsión social en su informe.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO

 
1) Prorrogar la vigencia de la cotización extraordinaria del 0,05% de las remuneraciones imponibles, de cargo del empleador, a favor del seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, a partir del mes de abril de 2014 y hasta el 31 de marzo del año 2017.

2) Fijar como límite máximo del Fondo de Contingencia, financiado por dicha cotización extraordinaria y a cargo de las Mutualidades de Empleadores, el valor actual de las obligaciones por incrementos extraordinarios otorgados a las pensiones.


3) Aumentar el límite de respaldo de la reserva de pensiones constituida por las Mutualidades de Empleadores, desde el 40% al 100%.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL 

La Subdirectora Fiscal de la Superintendencia de Seguridad Social (SUSESO), señora Lucy Marabolí, efectuó la siguiente presentación sobre los alcances del proyecto de ley:

Objetivo del proyecto de ley

- Para financiar algunos mejoramientos extraordinarios de pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios  otorgados a los pensionados del seguro de la ley N° 16.744, que no son financiados con la cotización ordinaria a este seguro, el año 1998 se estableció una cotización extraordinaria de 0,05% de cargo del empleador. Con esta cotización se forma un Fondo de Contingencia, que se destina a cubrir esas obligaciones.

El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo, señor Francisco del Río, acotó que la génesis de esta cotización adicional de 0, 05% se sitúa en el año 1995, aproximadamente, cuando para abordar la problemática de los bajos montos de las pensiones, se comenzaron a otorgar diversos reajustes extraordinarios. Ante ello, las mutualidades advirtieron al Estado que sólo estaban en condiciones de financiar cobertura de riesgo, rehabilitación, prevención y pensiones, mas no esos nuevos reajustes extraordinarios. Con este fin, entonces, se fijó la nueva cotización de cargo del empleador.
- La vigencia de la cotización extraordinaria se prorrogó los años 2004, 2008 y 2011, pues el Fondo no alcanzaba el monto deseado. 

- Se hace necesario prorrogarla una vez más, ya que este Fondo aún muestra un déficit respecto a las reservas necesarias.
Fondo de Contingencia (FC)

Fondo destinado a solventar mejoramientos extraordinarios de pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios  otorgados a los pensionados del seguro de la ley N° 16.744, no financiados con la cotización ordinaria.

Utilización del Fondo de Contingencia

- Financiar el gasto, en el tiempo, de los mejoramientos extraordinarios de pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios para los pensionados.

- Financiar la formación de activos representativos de incrementos de la reserva de pensiones, originado en la obligación de aumentar dicha reserva como consecuencia de mejoramientos extraordinarios.
Financiamiento del Fondo de Contingencia (FC):

Empleadores ( Cotización extraordinaria del 0,05%, de cargo del empleador.

Mutual             ( Diferencia positiva entre el Gasto de Pensiones Equivalente (GPE) y el Gasto Ajustado de Pensiones (GAP).

· 0,25% del Ingreso por Cotizaciones (IC).
Estado   ( Contribución en determinados casos (aún no contribuye).

El año 2012 la cotización extraordinaria representó, para el conjunto de las Mutualidades, el 45,7% del total de ingresos del FC. Las Mutualidades  han contribuido con el 54,3% restante.

GPE: corresponde al monto mayor entre:

a) La suma resultante de aplicar al GPE del año anterior el porcentaje que represente el IC (cotizaciones básica y adicional más los intereses y reajustes de las mismas) del año correspondiente respecto del IC del año precedente, y

b) El monto del GPE del año precedente, incrementado por el porcentaje de variación del índice de precios al consumidor del ejercicio y por el porcentaje que represente el número total de pensionados al 31 de diciembre del año respecto del número total de pensionados existentes a igual fecha del año anterior.

GAP: corresponde a la cantidad equivalente a la suma total de las siguientes partidas:

a) La suma equivalente al gasto efectivo en pensiones y demás beneficios pecuniarios anexos a ellas pagados a sus pensionados durante el año, y

b) La suma de reservas de capitales representativos para pensiones constituidas durante el año, en cuanto no exceda de 20% del total de reservas de capitales representativos para pensiones existentes al 31 de diciembre del año anterior.
Límite del Fondo de Contingencia: situación actual

Una vez que el Fondo de Contingencia alcanza el monto que resulte mayor entre el 100% del Gasto Ajustado de Pensiones del año anterior y el valor del FC al 31 de diciembre del año anterior, los recursos excedentarios que se originen en sus distintas fuentes de financiamiento deben destinarse a respaldar el Fondo de Reserva de Pensiones por medio de inversiones en instrumentos financieros, hasta que se complete una suma equivalente al 40% del monto de la Reserva de Pensiones al 31 de diciembre del año anterior1

(1) Límite fijado en la letra b) del número 1 de la letra B) del artículo 20 de la Ley N° 19.578.

Situación Año 2012 del Fondo de Contingencia

(cifras en millones de pesos)

	Detalle
	ACHS
	MUSEG
	IST

	Saldo Inicial al 01/01/2012
	19.383 
	18.615 
	5.511 

	Ingresos por cotización extraordinaria 
	7.497 
	5.743
	1.597 

	Aporte provisorio mensual por diferencia GPE-GAP
	4.883 
	10.472
	859 

	0,25% del ingreso por cotización mensual
	563 
	452
	137 

	Disminuciones  de Capitales Representativos  Extraordinarios (CRE) 
	415 
	497 
	150 

	Otros
	31
	
	299

	Total Ingresos del FC
	13.389 
	17.164 
	3.042 

	Pago de pensiones por incrementos extraordinarios
	1.397 
	1.428
	658 

	Beneficios pecuniarios extraordinarios (aguinaldos)
	349
	288
	93

	Otros
	182 
	407 
	300 

	Total Egresos del FC
	1.928 
	2.123 
	1.051 

	Efecto de la corrección monetaria
	407
	4.889 
	123 

	Saldo Final del FC al 31/12/2012
	31.251 
	34.145 
	7.625

	Egreso por ajuste del FC al límite del 100% del GAP
	7.186
	12.287 
	532

	Saldo Final Neto del FC al 31/12/2012
	24.065 
	21.858 
	7.093 


SUFICIENCIA DEL FONDO DE CONTINGENCIA

Valor Actual de la Obligación por Incrementos Extraordinarios de Pensiones (VAOIEP) con las TM MI-2006 y B-2006 y tasa de interés del 4%. Incluye pensiones de orfandad mayores de 18 años y viudas menores de 45 años y las bonificaciones permanentes otorgadas por las leyes N° 19.578 y 19.953.

(cifras en MM$ al 31 de diciembre de 2012)
	ÍTEM
	ACHS
	MUSEG
	IST
	TOTAL

	FC
	24.065
	21.858
	7.093
	53.016

	VA OIEP
	-20.771 
	-22.668
	- 9.612
	- 53.051

	SALDO DEL FC
	3.294
	-810
	-2.519
	-351


Como se puede apreciar, los recursos del Fondo de Contingencia no resultan suficientes para financiar las obligaciones de las Mutualidades por concepto de bonificaciones y mejoramientos extraordinarios (solo en el caso de la ACHS los recursos serían suficientes).

(1) Si las TM se conmutan al 3% en lugar del 4%, el déficit de los FC de las Mutuales pasaría de MM$ 35 a MM$ 4.808, con un aumento significativo del déficit en el IST a MM$ 3.451 y en la MUSEG a MM$ 3.030.
El Jefe del Departamento de Supervisión y Control de la SUSESO, señor Emilio Torres, resaltó que con las modificaciones que la iniciativa de ley propone, el Fondo de Contingencia deberá representar el valor actual de todos sus compromisos futuros. Y para los casos en que el monto del Fondo supere dicho valor actual, deberá ser destinado a respaldar el monto de la reserva de pensiones. 

Contenido del proyecto

1) Prorrogar la cotización extraordinaria en 3 años para financiar el actual déficit del IST y de la MUSEG.

- Sin cotización extraordinaria, los FC de la MUSEG y del IST no cuentan con los recursos suficientes para financiar las obligaciones del Fondo: sus déficit suman M$ 3.329 millones.

- Los pagos que se hacen con cargo al FC no pueden realizarse liquidando activos financieros que respaldan la reserva de pensiones, sino que se deben financiar con flujos de caja de cada período (situación del IST).

- En el caso del IST se hará más difícil exigirle recalcular su reserva de pensiones, sobre la base de factores del decreto supremo N° 97, de 1983, determinados con tablas de mortalidad del año 2006 conmutadas a una tasa de interés del 4% (actualmente 6%). 

- Tanto el IST como la MUSEG, no contarían con los recursos en sus FC para hacerse cargo de futuros reajustes de pensiones.
- No prorrogar esta cotización tendría un impacto fiscal, puesto que el Instituto de Seguridad Laboral (ISL) dejaría de percibirla. En el año 2012 recibió M$ 1.644 millones por este concepto. Lo que dejaría de percibir proporcionalmente a contar del mes de mayo del presente año  2014, sería de M$1.671 millones.

- El IST queda muy debilitado, ya que afectará sus excedentes anuales. El  año 2012 ésta cotización representó el 81,7% de sus excedentes. 

- La posición financiera del IST ha mejorado, como resultado de su reestructuración interna, y del crecimiento en empleo y remuneraciones. En otro escenario económico, la situación del IST podría ser diferente.
2) Fijar el límite del FC en función del valor actual de las obligaciones por incrementos extraordinarios otorgados a las pensiones y beneficios pecuniarios otorgados a los pensionados.

- Para asegurar que el FC alcance el valor equivalente a los pasivos que debe financiar, se propone aumentar el valor exigido para el Fondo de Contingencia al monto que resulte igual al Valor Actual de las Obligaciones por Incrementos Extraordinarios otorgados a las pensiones y beneficios pecuniarios otorgados a los pensionados (sin perjuicio que dicho límite no debe ser inferior al monto vigente del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior).
3) Aumentar el límite de respaldo de la reserva de pensiones al 100%.

- Elevar el límite de respaldo de la Reserva de Pensiones del actual 40% al 100%, tiene como objetivo asegurar que la totalidad de los recursos excedentarios del Fondo de Contingencia se destinen a la compra de instrumentos financieros para respaldar el pago futuro de las pensiones por parte de las mutualidades de empleadores.

- Lo anterior, además, es concordante con lo que se propone en otro proyecto de ley, actualmente en primer trámite constitucional, en orden a que las reservas por prestaciones económicas estén totalmente respaldadas con instrumentos financieros.
Finalmente, ante una consulta del Honorable Senador señor Sabag, resaltó que el proyecto de ley no reviste costo fiscal. Por el contrario, supone nuevos ingresos para el ISL, como se expresa en el informe financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, del que se da cuenta más adelante en el presente informe.

El Honorable Senador señor Lagos preguntó cuáles son las razones por las que se estima que la cotización extraordinaria establecida el año 1998, y prorrogada ya en sucesivas ocasiones, no debe ser consagrada entonces de manera permanente. Del mismo modo, por qué se fija la extensión hasta el año 2017.
La señora Subdirectora Fiscal de la SUSESO sostuvo que siendo la finalidad de la cotización el financiamiento de beneficios extraordinarios de pensiones, y su pertinente respaldo, se requiere de una evaluación y revisión periódica. En efecto, destacó, el proyecto de ley institucionaliza la evaluación que, al menos una vez al año, deberá realizar la SUSESO del Fondo de Contingencia.

Además, hizo ver, debe tenerse en cuenta que no es sabido si en el futuro existirán nuevos beneficios adicionales, por lo que malamente podría fijarse una cotización de manera permanente.

Respecto del respaldo de la reserva de pensiones con instrumentos financieros, por otra parte, el señor Jefe del Departamento de Supervisión y Control de la SUSESO puso de manifiesto que la realidad de las tres mutualidades de empleadores existentes en el país es disímil. Mientras el Instituto de Seguridad del Trabajo (IST) se acerca a cubrir el 40% y la Asociación Chilena de Seguridad (ACHS) fluctúa entre el 40% y el 45%, la Mutual de Seguridad de la Cámara Chilena de la Construcción (MUSEG) ya cubrió, voluntariamente, el 60%. Se hace evidente, consignó, que existe espacio para aumentar dicho respaldo, que hoy la ley fija en 40%, a 100%. 

La señora Subdirectora Fiscal de la SUSESO explicó que, en la actualidad, el Fondo de Reserva de Pensiones se encuentra íntegramente respaldado, pero su composición no incluye exclusivamente instrumentos financieros, sino también otros activos como inmuebles, por ejemplo. A partir de la enmienda que se introduce, el objetivo es que estos otros activos sean reemplazados por instrumentos financieros. 

El Honorable Senador señor Kuschel comentó que de lo que se trata, entonces, es de modificar la liquidez de los respaldos, que pasarán a ser ahora instrumentos financieros cuya rentabilidad, por cierto, podrá ser superior o inferior a la de bienes raíces.

Realizó, enseguida, dos consultas: si la administración de recursos que llevan a cabo las mutualidades implica costos de administración, por una parte. Por otra, si es el diseño institucional el que permite o incentiva a alguna de esas instituciones a mantener fondos de contingencia deficitarios.

La señora Subdirectora Fiscal de la SUSESO manifestó que no existen costos de administración involucrados.

En cuanto a la liquidez de los respaldos, hizo énfasis en que llegado el momento de cumplir con grandes compromisos por  pensiones, resultará más razonable liquidar activos financieros (fundamentalmente seguros) que poner en venta, por ejemplo, un hospital. 

El señor Jefe del Departamento de Supervisión y Control de la SUSESO señaló que el modelo del Fondo de Contingencia se encuentra parametrizado de un modo tal que se puede controlar periódicamente si el aporte que realiza cada mutual es el que le corresponde. Esto, desde luego, inhibe cualquier eventual tendencia a hacer aportes más exiguos.

Puesto en votación general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Sabag.

DISCUSIÓN PARTICULAR

Artículo único


El artículo único del proyecto de ley introduce, mediante tres numerales, enmiendas en la ley N° 19.578, que concede aumento a las pensiones y establece su financiamiento por medio de modificaciones a normas tributarias.


Los numerales 1) y 2) inciden sobre el artículo 21 de la citada ley, que establece la obligación de las Mutualidades de Empleadores de formar y mantener un Fondo de Contingencia destinado a solventar mejoramientos extraordinarios de pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios para los pensionados. Además, dichas entidades deberán ajustarse a las normas de composición de activos representativos de la reserva de pensiones prevista en el artículo 20 de la ley N° 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

El número 1), en particular, modifica, a través de dos literales, la letra A.- (Fondo de Contingencia) del artículo 21.

En efecto, la letra a) cambia el parámetro de referencia para determinar el límite del Fondo de Contingencia (actualmente, el monto que resulte mayor entre el 100% del gasto ajustado de pensiones del año anterior y el valor del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior), por el siguiente: el valor actual de las obligaciones por incrementos extraordinarios otorgados a las pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios concedidos a los pensionados. Este nuevo límite no puede ser inferior al valor del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior.

Mientras, la letra b) agrega un párrafo final que dispone que sea la Superintendencia de Seguridad Social la encargada de determinar y revisar, al menos una vez al año, el valor actual de dichas obligaciones.

El número 2) del artículo único, por su parte, modifica la letra B.- (Composición de Activos Representativos) del artículo 21, aumentando el límite de respaldo de la reserva de pensiones desde el 40% al 100%.

Finalmente, el número 3) prorroga la vigencia de la cotización extraordinaria del 0,05% de las remuneraciones imponibles, de cargo del empleador, a favor del seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales (consagrada en el inciso primero del artículo sexto transitorio de la ley N° 19.578), hasta el 31 de marzo del año 2017.

Puestos en votación los numerales 1), 2) y 3) del artículo único del proyecto de ley, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Lagos, Novoa y Sabag.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 25 de noviembre de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El proyecto de ley que se presenta tiene por objetivo prorrogar la vigencia de la cotización extraordinaria del 0,05% del Seguro Social contra riesgos de accidentes del trabajo de la ley N°16.744, establecida en el artículo sexto transitorio de la ley N° 19.578, a contar del mes de abril de 2014, para que el Fondo de Contingencia destinado a financiar mejoramientos extraordinarios de pensiones y otros beneficios pecuniarios extraordinarios alcance un monto similar al de los pasivos que está llamado a financiar, representados al valor actual de los mejoramientos extraordinarios de pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios.

Con el mismo objeto, se hace también conveniente modificar la exigencia de destinar recursos al Fondo de Contingencia hasta que se complete una suma equivalente al monto que resulte mayor entre el 100% del Gasto Ajustado de Pensiones del año anterior y el valor del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior, cambiando el parámetro Gasto Ajustado de Pensiones como referencia para determinar el límite del Fondo de Contingencia, por el Valor Actual de las Obligaciones por Incrementos Extraordinarios otorgados a las pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios para los pensionados que debe financiar dicho Fondo. De esta forma, se asegura que la recaudación del 0,05% se destine íntegramente al Fondo de Contingencia hasta que el valor de este Fondo sea igual al valor actual de las obligaciones señaladas, monto que, por otra parte, debe ser determinado y revisado cada año por la Superintendencia de Seguridad Social.

Por último, este proyecto propone aumentar el límite de respaldo de la Reserva de Pensiones desde el 40% al 100%, con el objetivo de que la totalidad de los recursos excedentarios del Fondo de Contingencia sean destinados a la compra de instrumentos financieros para respaldar el pago futuro de las pensiones por parte de las Mutualidades de Empleadores.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Los contenidos del presente proyecto de ley producirán mayores ingresos fiscales estimados en $1.114.315 miles para el primer año y $1.671.473 miles en régimen.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Hacienda propone la aprobación del proyecto de ley, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Trabajo y Previsión Social en su informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.578, que concede aumento a las pensiones y establece su financiamiento por medio de modificaciones a normas tributarias:

 
1) Introdúcense los siguientes cambios en la letra A del artículo 21:

 
a) En el párrafo final del numeral 1, sustitúyese la frase “monto que resulte mayor entre el 100% del Gasto Ajustado de Pensiones del año anterior y el valor del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior”, por lo siguiente: “Valor Actual de las Obligaciones por Incrementos Extraordinarios otorgados a las pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios concedidos a los pensionados” y agrégase, a continuación del punto final, la siguiente oración: "En todo caso, el límite precedentemente citado no puede ser inferior al Valor del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior.".

 
b) Agrégase como párrafo final nuevo, el siguiente: "El valor actual de dichas obligaciones deberá ser determinado y revisado, al menos, una vez al año por la Superintendencia de Seguridad Social.".

 
2) Reemplázase en la letra B del artículo 21, en el párrafo final del número 1 y en el primer párrafo del número 2, el porcentaje "40%" por "100%".


3) Reemplázase en el inciso primero del artículo sexto transitorio, el guarismo "2014" por "2017".

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 5 de marzo de 2014, con asistencia de los Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Jovino Novoa Vásquez y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 5 de marzo de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INCORPORA COMO TERRITORIOS ESPECIALES, BAJO EL ESTATUTO JURÍDICO QUE DETERMINE UNA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL, A LOS TERRITORIOS GEOPOLÍTICAMENTE ESTRATÉGICOS ASÍ DEFINIDOS POR EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

(9160-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Orpis, Bianchi, Horvath; Larraín Fernández y Rossi.
- - -





De conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, esta Comisión solicita que el presente proyecto de reforma constitucional sea discutido en general y particular a la vez, por tratarse de un texto de artículo único.

I. NORMAS DE QUORUM ESPECIAL

Prevenimos que este proyecto de reforma constitucional, de aprobarse, debe serlo con el voto de los tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, de acuerdo con el artículo 127 de la Constitución Política.

II. OBJETIVO





Incorporar en la Constitución Política un nuevo artículo 126 ter, con el fin de instituir territorios geopolíticamente estratégicos.

III. ANCEDENTES

De derecho

Constitución Política, Capítulo XIV, sobre Gobierno y Administración Interior del Estado.

De hecho


Los autores de la moción con que se inició este proyecto de reforma constitucional se refieren, en primer lugar, al deber de los gobernantes de considerar el territorio nacional con una visión geopolítica en pro de su fortalecimiento, especialmente  en los espacios  geográficos en que esa perspectiva  tiene caracteres estratégicos.


Agregan que, por lo general y salvo excepciones, tal visión ha estado ausente  en los procesos de desarrollo, como lo demuestra el hecho de que recién en el año 2007 se aprobó una reforma constitucional que califica como territorios insulares  --no estratégicos --  a los de Isla de Pascua  y del Archipiélago de Juan Fernández, dotándolos de estatutos especiales.


Recuerda en seguida la moción los fundamentos de esa reforma destacando el que reconoce territorios insulares oceánicos  cuyo aislamiento los priva del desarrollo que beneficia al resto del país, agregando que sus estatutos de administración local han resultado inadecuados para satisfacer sus particulares requerimientos.


Señala, a continuación, que el mensaje con que se envió a trámite legislativo ese proyecto de reforma declaraba que el propósito de ésta era el de incorporar en la Constitución Política normas que facilitaran la dictación de estatutos especiales, con rango de leyes orgánico constitucionales, que permitieran una estructura de gobierno más eficiente, especialmente en lo que concierne a sus relaciones con el Ejecutivo Central.


Hace presente la moción que el año 2012 se complementó la mencionada reforma, agregando al texto constitucional que la consagra -artículo 126 bis- un inciso segundo que permite restringir el derecho de residencia y la libre circulación de personas en dichos territorios (Isla de Pascua y Archipiélago de Juan Fernández), con el propósito de resguardar el medioambiente y asegurar su desarrollo sustentable.


Si la insularidad que caracteriza a los mencionados territorios fue el fundamento para excepcionarlos del régimen general de administración regional, con mayor razón debiera establecerse otro para administrar localidades geopolíticamente estratégicas, con el fin de que la acción del Estado asegure su desarrollo, poblamiento y conectividad.


En seguida, recuerda la historia de las zonas extremas.


En 1885, Arica tenía una población de 3.900 habitantes e Iquique 19.291, aumentando esta última a más de 40.000 habitantes a raíz del auge salitrero, que representó  el 70% de la demanda mundial con un efecto benéfico para el país, pues al año 1908 el 57,8% de los ingresos fiscales provenía de la explotación de estos recursos.  Sin embargo, esta bonanza comenzó a decaer en la década de 1920 con el descubrimiento del salitre sintético, reduciéndose la participación del salitre natural en los ingresos fiscales al 25% en 1927. Su exportación cayó de 2,8 millones de toneladas a 1,4 millones y su precio bajó desde 40 a 24,5 dólares la tonelada.


Consigna a continuación la moción un relato histórico acerca del desenvolvimiento de Arica desde el año 1930 en adelante.  A esa fecha, la población ascendía a 13.140 habitantes, reduciéndose a 8.507 en el año 1952.  Al año siguiente, en 1958, bajo el gobierno del Presidente Ibáñez, se establece el puerto libre y la ciudad crece exponencialmente llegando a 87.726 habitantes en 1992.


El puerto libre y la posterior creación de la Junta de Adelanto permitieron importar bienes sin impuestos, agregarles valor y reexportarlos, generándose así un círculo virtuoso pues los ingresos se reinvertían en obras de desarrollo, universidades y un parque industrial que abarcó los rubros automotriz, electrónico, metalmecánico, textil y químico; se instalaron empresas pesqueras y se construyeron obras públicas de gran significación como fueron la carretera panamericana (Santiago-Arica); el estadio Carlos Dittborn; la central eléctrica Chapiquiña; el aeropuerto de Chacalluta; el puerto y el Casino Municipal.  En 1970, se inició la construcción del camino internacional Arica-Tambo Quemado-La Paz, y se instalaron 202 empresas generando 8.262 puestos de trabajo.  Sólo en el ámbito automotriz hubo presencia de Ford, Citróen, Datsun, Chevrolet, British Leyland y Renault.  En el electrónico, Motorola, Geloso y Toshiba.


Sin embargo, continúa la moción, en el gobierno del Presidente Jorge Alessandri empezaron los cuestionamientos acerca del costo económico del puerto libre pues el Fisco no percibía ingresos. También se observó a la Junta de Adelanto como elemento descentralizador.  En diciembre de 1961 se restringió el presupuesto de esta última y se gravaron los bienes que se importaban. En 1973 se dio término al puerto libre y el polo automotriz se desplazó a la zona central (Valparaíso, Aconcagua y O´Higgins) con las automotrices Fiat, Ford y Peugeot.


A partir de 1970, las industrias fueron intervenidas desapareciendo el sector automotriz.  Por razones estratégicas, ante las tensiones con los países vecinos el gobierno militar decidió potenciar Iquique sin buscar alternativas de desarrollo para Arica.  En 1986 la cesantía llegó en esta última al 12,6% de la fuerza laboral.


Dada la situación de abandono que alcanzó la ciudad, desde 1993 hubo manifestaciones de protesta, lo que hizo reaccionar a los gobiernos con dos leyes que no obtuvieron grandes resultados. En el año 2010, el gobierno del Presidente Piñera planteó el Plan Arica 2010-2014, como una estrategia para corregir las leyes de excepción y crear un polo productivo basado en las ventajas comparativas de la región, especialmente en los sectores de la agricultura y de la minería.  Expresión de esto último ha sido la creación del Valle La Concordia de más de 1000 hectáreas, donde se han instalado las principales empresas semilleras del mundo; se han aprovechado los recursos hídricos del valle y están en etapa de licitación el entubamiento del canal Azapa y el embalse Chironta.  Por su parte, la minería se ha transformado en el eje estratégico de la región y los primeros cátodos de cobre del yacimiento Salamanqueja serán próximamente  exportados por el puerto de Arica.


Agrega la moción que este plan estratégico y la actividad minera han logrado reducir el desempleo a un 4,6% de la fuerza laboral (un punto por debajo del promedio nacional), en tanto que han hecho posible el segundo Indicador de Actividad Económica Regional (ICER) del país.   La población ariqueña ha alcanzado una cifra superior a los doscientos mil habitantes, pero el altiplano sigue despoblado, con no más de 4 mil habitantes, pues la condición de área protegida que tiene la provincia de Parinacota impide la proliferación de fuentes productivas.

Por lo que respecta a Iquique la moción expresa que la población de 40.000 habitantes en 1940 bajó a 38.000 en años posteriores. Anteriormente, en el año 1931, el Estado debió hacerse cargo de 10.700 personas en cocinerías denominadas “ranchos” instaladas en Iquique, Pozo Almonte, Huara, San Antonio y otros poblados.  El abandono en que estaba sumida generó protestas a fines de la década de 1950; experimentando mejoras a contar de 1961 por el auge de la actividad pesquera que empezó a declinar en 1965 con la desaparición de los recursos pelágicos y la consiguiente paralización de las plantas procesadoras, situación que empezó a revertirse a partir de 1975, en que por razones geopóliticas se creó la Zona Franca que incrementó sus operaciones desde 707 millones de dólares en 1982, a 2.000 millones de dólares en 1990.  La población creció de 64.447 en 1970 a 171 mil habitantes en 1989.  En 1990 se inauguraron dos grandes establecimientos mineros “Doña Inés de Collahuassi” y  “Quebrada Blanca”, con una inversión de 3 mil millones de dólares, logrando la región reducir a 1,7% el índice de desocupación.


Estima la moción que el desarrollo de Iquique no obedeció a una visión geopolítica, sino, más bien, a la coyuntura que significó instalar la Zona Franca dando origen a la reducción de tributos y de tarifas aduaneras.  La celebración de tratados de libre comercio no afectaron la situación de esta última (Zona Franca), la que ha continuado sirviendo como palanca de desarrollo merced al comercio exterior y a la privilegiada ubicación geográfica de la ciudad que facilita el intercambio con Bolivia, Perú, Paraguay y el norte de Argentina. A lo anterior, hay que agregar la inmigración de chinos, hindúes, pakistaníes y otras nacionalidades que han transformado a la capital de la Primera Región en una comunidad cosmopolita.


Se refiere enseguida la moción a Tierra del Fuego, que presenta una situación similar a las descritas precedentemente. En el lado argentino, Ushuaia cuenta con 100 mil habitantes, constituyéndose en la puerta de entrada del turismo antártico, en tanto que el chileno no supera los 6.900 habitantes.  La base naval de Puerto Williams tiene 1.700 habitantes.


Si bien el gobierno militar y posteriormente los gobiernos democráticos se han esforzado por construir la carretera austral, la moción expresa que es inexplicable que en pleno siglo 21 el país no esté conectado por vía terrestre entre Visviri y Campos de Hielo, faltando para ello un tramo de apenas 70 kilómetros.


Tras la relación precedente, la moción concluye:


uno) Que en Chile falta una visión de Estado para potenciar los territorios geopolíticamente estratégicos;


dos) Que ejemplos como los mencionados no pueden quedar condicionados a la mayor o menor prioridad que establezca un gobierno determinado;


tres) Que ha de ser deber del Estado establecer y asegurar políticas de desarrollo y poblamiento en estas zonas especiales, y 


cuatro) Que estos asuntos no debieran tratarse solamente desde el punto de vista de la defensa sino, también, como una preocupación especial que dice relación con el poblamiento, desarrollo y conectividad del país.


Finalmente, la moción propone un proyecto de reforma constitucional que crea los territorios especiales geopolíticamente estratégicos, así calificados por el Presidente de la República, en los cuales el Estado ha de velar por su desarrollo económico y social y promover políticas de poblamiento y conectividad.  Dichos territorios se regirán por estatutos especiales establecidos en leyes orgánico constitucionales en lo concerniente a su administración financiera, inversión pública y régimen tributario.

- - -

IV. IDEA DE LEGISLAR





En sesión de 26 de noviembre pasado, esta Comisión se impuso del proyecto de reforma en informe y de sus fundamentos, con los cuales coincidió plenamente, acordando prestarle su conformidad con modificaciones de redacción de mera forma que no alteran sus disposiciones de fondo.

- - -

Con el mérito de la relación precedente, la unanimidad de los miembros de esta Comisión, Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Eduardo Frei, Jaime Orpis, Fulvio Rossi y Hosaín Sabag, aprobó este proyecto de reforma constitucional en general y en particular.
- - -

En virtud de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación del siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único.- Incorpórase el siguiente artículo 126 ter a la Constitución Política:

“Artículo 126 ter.- Son también territorios especiales los considerados geopolíticamente estratégicos, así calificados por decreto del Presidente de la República.

El Estado velará por su desarrollo económico y social y promoverá a su respecto políticas de poblamiento y conectividad. Una ley orgánica constitucional determinará los estatutos especiales por los que se regirán la administración financiera, la inversión pública y el régimen tributario aplicables a estos territorios.”.

- - -

Acordado en sesión de 26 de noviembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Bianchi (Presidente), Frei, Orpis, Rossi y Sabag.

Sala de la Comisión, a 28 de noviembre de 2013.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RESPECTO DE COMUNICACIÓN DE ÓRDENES DE APREMIO EN JUICIOS DE ALIMENTOS

(7765-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra emitir su segundo informe respecto del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Chahuán; señora Alvear y señores Espina, y Larraín, don Hernán.

A algunas de las sesiones en que la Comisión trató esta iniciativa asistieron los Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, García Ruminot; Gómez, Kuschel y Prokurica. Igualmente concurrieron,  especialmente invitadas, la Ministra del Servicio Nacional de la Mujer, señora Loreto Seguel King; la exministra del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt Zaldívar; la subdirectora del Servicio, señora Viviana Paredes; la exsubdirectora del Servicio señora Jéssica Mualim; la asesora legislativa de la señora Ministra, señora Paula García Huidobro, las abogadas asesoras de este Servicio, señoras Andrea Barros, Susan Ortega, Pamela Sarras y Rocío Sánchez, y la jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Paulina González. 

Asimismo, participaron la jueza del Tercer Juzgado de Familia de Santiago, señora Gloria Negroni Vera, los abogados y profesores de Derecho Civil de la Escuela de Derecho de Pontificia Universidad Católica de Chile, señoras Carmen Domínguez y Carolina Salinas, y de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, señores Mauricio Tapia Rodríguez y Cristián Lepín.


Además, concurrieron los asesores legislativos  de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash, Marcelo Drago y Héctor Ruiz; los asesores del Honorable Senador señor Patricio Walker, señora Paz Anastasiadis y señor Fernando Dazarola; los abogados de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Truffello y señor Juan Pablo Cavada y el abogado asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis.

Finalmente, hacemos presente que durante el estudio en particular de esta iniciativa, la Comisión recibió una serie de observaciones formuladas por la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile y por el Ministerio de Justicia. Con el fin de analizar su pertinencia, la Comisión acordó crear una subcomisión técnica conformada por los asesores de los parlamentarios señoras Paz Anastasiadis y Carmen Castañeda y señores Juan Pablo Olmedo, Jorge Cash y Leonardo Contreras, y los abogados y profesores de derecho de la Universidad de Chile, señor Cristián Lepín y señora Leonor Etcheverry; la jueza del Tercer Juzgado de Familia de Santiago, señora Gloria Negroni; el abogado del Ministerio de Justicia, señor Felipe Rayo; la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora María Jaraquemada, y la abogada del Servicio Nacional de la Mujer, señora Paula García Huidobro.


Dicha subcomisión tuvo en consideración las mencionadas observaciones, las analizó y planteó un conjunto de enmiendas al texto del proyecto. Con el fin de considerarlas, la Comisión solicitó una ampliación del plazo para formular indicaciones. La Sala del Senado, con fecha 15 de enero de 2014, accedió esta petición. Esas nuevas indicaciones se han agregado al boletín original.

-.-.-

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Cabe dejar constancia que los números 11); los incisos quinto, sexto y séptimo del artículo 13 bis, nuevo, que contempla el número 12); la letra c) del número 13), y el número 2) de la letra c) del número 16), todos del artículo primero del proyecto, tienen rango de norma orgánica constitucional por incidir en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia y, en consecuencia, deben ser aprobados por los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, de conformidad a lo que establece el inciso segundo del artículo 66, y el artículo 77, ambos de la Constitución Política de la República.
-.-.-





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay. 

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Los número 7); 11) y artículo 2° de la indicación número 1. Asimismo, las signadas con los números 1A; 1E; 1 H; 1I; 1J; 2 A, y 4. 
3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Los números 2), 3), 4), 5), 6), 8), 9), 10) y 12) de la indicación número 1. Asimismo, las indicaciones números 1B; 1 C; 1 D; 1F; 1G; y 2
4.- Indicaciones rechazadas: número 1) de la indicación número 1.
5.- Indicaciones retiradas: no hay. 

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 3.
-.-.-

CONSIDERACIONES PRELIMINARES





Hacemos presente que antes de analizar en detalle las indicaciones presentadas, la Comisión, en sesión especialmente convocada al efecto, escuchó los planteamientos de la exdirectora (S) del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), señora Jessica Mualim, quien se refirió a la importancia de esta iniciativa y a las razones que justificaban que el Gobierno hubiera presentado una indicación sustitutiva a esta iniciativa. En ella se consideran algunas materias que inciden en la ley N° 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, y en el Código Civil.





Al iniciar su intervención manifestó que para el Servicio Nacional de la Mujer y para el Gobierno era de suma importancia el proyecto de ley en estudio, pues da cuenta de los problemas que afectan a más de doscientas mil mujeres y familias que hoy necesitan con urgencia una buena ley que responda a las necesidades económicas y sociales de los niños y niñas de padres separados.





A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, le otorgó la palabra a la abogada del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros, quien se refirió en detalle a los propósitos de las indicaciones que el Gobierno presentó. Al iniciar su intervención, la asesora recordó que el proyecto se inició a través de una moción parlamentaria, con un artículo único cuyo propósito inicial era modificar el artículo 14 de la ley Nº 14.908, con el fin de perfeccionar los mecanismos que permiten aplicar y hacer efectivo el pago de pensiones de alimentos. Agregó que durante la discusión en general de la iniciativa, esta Comisión le solicitó al Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Justicia, la elaboración de una reforma más integral al sistema de cobro de alimentos, dada todas las carencias y deficiencias que afectan a éste. Por lo tanto, añadió, el SERNAM, en conjunto con el Ministerio de Justicia y la magistrada señora Negroni, prepararon la indicación que presentó el Gobierno.




Al referirse a su contenido, recordó que la legislación vigente otorga al titular de derechos de alimentos la posibilidad de demandarlos con el fin de mantener su posición social y cubrir sus necesidades. Agregó que eran titulares de este derecho el cónyuge, los ascendientes y descendientes, hermanos y quien hizo una donación cuantiosa.  Explicó que, tratándose de menores de edad, los alimentos se deben hasta los 18 años, salvo si el hijo estudia, caso en que ese derecho se extiende hasta los 28 años de edad.




Consultada sobre la forma en que se hace el  pago de los alimentos, dijo que por regla general se cancela en dinero pero también puede imputarse al goce de un usufructo o uso de habitación sobre bienes del alimentante. Añadió que para determinar el monto de los alimentos es necesario conjugar dos reglas. La primera señala que el monto por alimentario no puede ser inferior al 40 o 30% de un ingreso mínimo mensual dependiendo si hay uno o más hijos, y la segunda, que dispone que el monto total de alimentos que paga una persona no puede superar el 50% de sus rentas.




Seguidamente, precisó que la norma general en materia de cobro de alimentos es la retención de la remuneración del alimentante por parte de su empleador. Sostuvo que excepcionalmente el demandado puede pedir un cambio en la modalidad de pago, consistente, por ejemplo, en un depósito en una cuenta de ahorro.





Indicó que cuando hay un incumplimiento en el pago se debe liquidar la deuda y solicitar la aplicación de apremios. Ello  puede implicar el arresto nocturno hasta por 15 días, la suspensión de la licencia de conducir hasta por 6 meses, la retención de las devoluciones anuales de impuestos, el arraigo nacional, y el embargo y liquidación de bienes. Aclaró que, en todo caso, técnicamente, los apremios son el arresto y el embargo y las otras son medidas adicionales que se pueden adoptar.





Recordó que los alimentos cesan en el caso de  los descendientes y hermanos a los 18 ó 28 años, dependiendo de si el demandante está estudiando o no.  Sin embargo, aún cumplida esta edad los alimentos se siguen devengando hasta el que alimentante solicite judicialmente su término.





Igualmente, connotó que el principal problema de la legislación actual es que las pensiones de alimentos no se pagan, ya que un número significativo de padres sienten que es un dinero que será aprovechado por  su ex pareja y no por sus hijos. Agregó que ellos conoce todos los subterfugios que existen para evadir el cumplimiento de sus obligaciones y las medidas de apremio que fijan los tribunales.




Hizo notar que el sistema de cobro de pensión de alimento es tremendamente burocrático. Explicó que cada vez que hay un incumplimiento el acreedor de la pensión - que es típicamente una mujer y madre de familia -,  la afectada tiene que probar ante el tribunal que no se realizó el depósito de la pensión en la libreta de ahorro e indicar cuál es domicilio actual del deudor. Asimismo, debe solicitar un nuevo apremio especial, aunque anteriormente se hayan dictado otros. Indicó que frente a esta situación muchas mujeres terminan desistiendo de cobrar la pensión de alimentos que se les debe a sus hijos.




Añadió que existe una sensación social de impunidad  porque, en muchos casos, no hay un castigo judicial efectivo para el infractor que deja de cumplir con lo que ha determinado el tribunal.





Seguidamente, se refirió a los problemas que tiene la actual ley, especialmente  en la etapa declarativa del procedimiento y en la de cumplimiento. Explicó que hay problemas en la notificación de la demanda, porque muchas veces se desconoce el domicilio del demandado y el juicio queda detenido por esta razón.





Precisó que en la etapa probatoria hay dificultades para determinar cuál es la capacidad económica real del alimentante, porque  éste oculta sus bienes o porque se producen innumerables retardos en la respuesta de los oficios que ordena el tribunal. 





Respecto a la forma en que se determina el pago de los alimentos, aclaró que en general sólo se permite el pago en dinero y no en otra modalidad, aunque estas pudieran ser más beneficiosas para el alimentario. En segundo lugar, indicó que no se permite que el alimentante cancele más del 50% de sus ingresos por concepto de alimentos,  independiente de la cantidad de hijos y de cuánto está aportando de sus ingresos el progenitor que tiene a su cargo el cuidado personal de los menores.





En cuanto al modo de pago, añadió, existen  problemas en la retención por parte del empleador. Explicó que esta modalidad de pago pasa a ser la excepción y no la regla general. Indicó que muchas veces se ingresa la demanda, se decretan los alimentos provisorios y a renglón seguido el demandado solicita, amparado en la ley, que no se le retenga sino que se le permita deposita en una cuenta de ahorro de la demandante. Explicó que el demandado cumple con el depósito ordenado durante todo el procedimiento, por lo que el juez tiene fundamento para, en la sentencia definitiva, establecer que el pago de los alimentos no va a ser a través la retención judicial sino que mediante el depósito en la cuenta corriente. Añadió que muchas veces una vez dictada la sentencia el deudor no cumple con su obligación de depositar.




Puntualizó que muchas veces el empleador del demandado hace deducciones por menos dinero del que corresponde pues descuenta, antes de la retención, otras deudas del trabajador, como los créditos de cajas de compensación. Además, cuando el demandado deja de trabajar y se le paga el finiquito, no hace ninguna retención. Asimismo, aclaró que cuando se decreta la retención ella afecta sólo a los trabajadores dependientes, quedando excluidos los que perciben honorarios o pensiones.





Por último, se refirió al problema de los retrasos o faltas en el pago de alimentos. Explicó que éstos no se informan a los tribunales, lo que implica que el demandante debe hacer un nuevo trámite, ya que el incumplimiento o retraso en el pago solo genera intereses desde el segundo apremio, que puede ser decretado hasta dos años después que se cesó en el pago. En consecuencia, señaló, al demandado le conviene más dejar de pagar los alimentos que incumplir con cualquier otro pago. 




A continuación, la abogada señora Barros explicó que también hay problemas con las medidas de apremio. En primer lugar, existe la dificultad para notificarlas, porque se desconoce el nuevo domicilio del demandado. En algunas ocasiones dicha notificación se hace a su abogado patrocinante, que comúnmente ya no es su representante y no conoce nuevo domicilio de su ex cliente.




Como segundo aspecto señaló que muchas veces se abusa de la posibilidad de pedir la suspensión de los apremios, ya que el alimentante alega no tener recursos y por esta vía logra paralizarlos. 




Indicó que otro problema común es que frente a un apremio el deudor paga una fracción pequeña del monto adeudado. Explicó que mediante este mecanismo se fuerza una nueva liquidación de la deuda, lo que debe ser solicitado por la parte demandante, suspendiéndose en el intertanto el apremio ordenado.




Seguidamente, hizo presente que es difícil de aplicar la suspensión de la licencia de conducir porque es el demandado quien debe entregarla voluntariamente.





Manifestó que otro de los problemas que se presenta en estos casos se vincula con el ocultamiento de bienes por parte del demandado. En efecto, sostuvo que en las demandas por aumento o rebaja de pensión es difícil acreditar el cambio de las circunstancias que legitimaron el monto la demanda original, porque al momento de fijarse o aprobarse los alimentos no se detalló la forma como se acreditaron las necesidades económicas del alimentario, y cómo se determinó la capacidad económica del demandado. Explicó que lo anterior tiene como consecuencia que si el alimentario necesita un aumento de su pensión tiene que nuevamente justificar por qué necesita alimentos, cuánto requiere y cuál es la capacidad económica del demandado.




Sostuvo que si el demandado no tiene un contrato de trabajo sólo queda confiar en su buena voluntad, ya que en este caso no procede la retención de remuneraciones.




Por otra parte, agregó que en nuestro sistema jurídico no existe un registro de deudores morosos. Señaló que en otras latitudes, se han creado estos registros, los que tienen distintos efectos, alguno netamente morales y otros que inciden en algunos trámites civiles.  En otro orden de materias, manifestó que los padres que cumplen también tienen problemas. En primer lugar,  explicó que el cobro de los alimentos no cesan de pleno derecho, aunque existan motivos legales para ello. Explicó que en estos casos, el demandado debe requerir del tribunal su término, lo que judicializa aún más el sistema. En segundo lugar, puntualizó que no todos los tribunales permiten, por ejemplo, el pago en modalidades distintas al dinero o por medio de la constitución de un derecho real. 

A continuación, indicó que una de las principales causas del no pago de las pensiones de alimentos  se debe a que el padre deudor cree que el dinero sólo beneficia a su ex pareja. Explicó que muchos sí pagarían los alimentos si ellos fueran destinados directamente a algunos gastos de mantención del hijo, como el colegio o gastos de salud, medida que muy pocos tribunales autorizan.




A continuación, señaló que las estadísticas muestran que, entre el año 2008 y el 2011, se ha producido un aumento superior al cien por ciento en las nuevas causas por alimentos en los Tribunales de Familia, según el gráfico que se adjunta.
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· Fuente: Estadísticas del Poder Judicial y Anuarios de Justicia (para los años 2008 y 2009), Ministerio de Justicia, años respectivos.




Seguidamente, pasó a explicar los propósitos de las indicaciones que presentó el Primer Mandatario. 

Señaló que el primero de ellos es favorecer el efectivo pago de los alimentos fijados o aprobados por una resolución judicial; el segundo es mejorar la eficacia del sistema de cancelación de los alimentos debidos, y el tercero es garantizar el interés superior del niño.





En cuanto a la forma de pago de los alimentos, señaló que se refuerza la regla del pago mediante la retención de la remuneración, la cual deberá ser depositada al alimentario por el empleador del alimentante. Indicó que se obliga al juez a decretar la retención de la remuneración no solo cuando se trate de trabajadores dependientes, sino que se incluye a los trabajadores independientes sujetos a contrato de honorarios y a los pensionados por vejez, invalidez o sobrevivencia. 
 



Por otra parte, se faculta al juez para aprobar una forma de pago de los alimentos diferente. Se propone aceptar que dicho pago se destine directamente a ciertos gastos del alimentario, como son los de salud, educación o vivienda.  De esta forma, agregó, se facilita el cumplimiento para aquellos demandados que son reticentes a entregar un monto de dinero a la madre o padre que tiene los hijos a su cuidado.




En segundo lugar, en lo relativo al monto de los alimentos, informó que se exige que en la resolución que los apruebe se indique la capacidad económica del demandante y las necesidades del alimentario, de manera que cuando se pida su aumento o rebaja no haya que probar nuevamente estas dos circunstancias. Añadió que la indicación del Ejecutivo permite que, en casos excepcionales y por resolución fundada, se  supere el límite del 50% de las rentas del alimentante, llegándose a retener hasta el 70% de ellas.




En tercer lugar, respecto al cumplimiento de la resolución que fija el monto de los alimentos, explicó que se establece una multa a los empleadores que, debiendo retener una suma de dinero para el pago, desobedezcan la orden judicial o descuentan un monto distinto al decretado.




En cuanto a los pagos parciales, añadió que estos no paralizarán la ejecución del apremio, sino que solamente se descontará del monto adeudado.




Además, explicó que se configura un procedimiento con reglas precisas tanto para la tramitación de los apremios, embargos o reclusión nocturna, como para la aplicación de las otras medidas que la ley prevé para conseguir el pago, como son la suspensión de la licencia de conducir y la retención del monto debido de la devolución anual de impuestos.





Estimó que, sin perjuicio de estas reformas, es indispensable  cambiar determinadas prácticas administrativas y aumentar la coordinación entre los actores encargados de hacer cumplir las disposiciones legales vigentes.




En este sentido, precisó que se está trabajando con Carabineros de Chile, con la Policía de Investigaciones de Chile (PDI), Gendarmería de Chile y el Poder Judicial para destrabar problemas administrativos que hacen ineficiente el sistema. A modo de ejemplo, indicó  que  no existe un sistema informático integrado entre todos los servicios respecto del estado del cumplimiento o incumplimiento de las pensiones de alimentos, llegándose al absurdo de que muchas veces se procede al arresto de una persona que ya pagó su deuda.





En segundo lugar, manifestó que no hay un sistema donde queden registradas las órdenes de arresto incumplidas, como ocurre con los delitos. En estos últimos el procedimiento se establece que las órdenes de  arresto se emiten por un determinado período, y si no se encuentra a la persona buscada la orden vuelve al tribunal pero queda anotada y registrada en el sistema. Puntualizó que en el caso de los alimentos eso no ocurre, ya que esas órdenes se devuelve al tribunal y no se mantiene registro alguno. En consecuencia, actualmente si Carabineros o la Policía de Investigaciones hacen un control de identidad no sabe si esa persona tiene una orden de arresto pendiente por deudas de alimentos.




Finalmente, explicó que Gendarmería solo recibe a los detenidos de lunes a viernes desde las 9:00 hasta las 17:00 horas y el sábado hasta las 14:00 horas. Como consecuencia de lo anterior, la Policía de Investigaciones de Chile no realiza arrestos los sábados en la tarde ya que no puede retener al detenido hasta el día lunes en la mañana.




Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán agradeció a los representantes del Ejecutivo las explicaciones presentadas y que justifican la necesidad de considerarlas en este proyecto de ley.





Sin perjuicio de lo anterior, sometió a la consideración de la Comisión la admisibilidad de la indicación del Ejecutivo.





Durante el análisis de este punto, los Honorables Senadores tuvieron en cuenta que el propósito básico de la Moción en estudio es mejorar el sistema de cobro y pago de las pensiones de alimentos decretadas y no canceladas. Asimismo, estimó que si bien la indicación del Ejecutivo abarca más materias, todas ellas persiguen similar objetivo, ya que su aprobación permitirá hacer más expedito y efectivo el pago de las pensiones de alimentos adeudadas.





Teniendo en cuenta estos antecedentes, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio estimaron que la indicación del Ejecutivo se ajusta a las ideas matrices del proyecto ya que ella se vincula directamente con el propósito del mismo y, en consecuencia, perfectamente podía ser consideradas en el debate en particular de este proyecto de ley.
-.-.-

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de aquellas disposiciones del proyecto respecto de las cuales se formularon indicaciones, los debates que a su respecto se realizaron, consignándose, además, los acuerdos adoptados por la Comisión.

Indicación número 1


Ella se estructura en un artículo 1º, que se subdivide en 12 números y en un artículo 2º. Su autor el Vicepresidente de la República.


En su primera parte, propone sustituir el encabezado del proyecto por otro, que introduce un artículo primero que modifica, en diversos numerales, la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Gómez; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, acogió esta enmienda.

-.-.-


Antes de proseguir con el estudio de la indicación del Ejecutivo, la Comisión trató la indicación número 1I, cuyos autores son los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. 


Mediante ella se propone agregar un inciso final, nuevo, al artículo 1º de la ley Nº 14.908, precepto que determina, entre otras materias, que será competente para conocer de los juicios de alimentos el juez de familia y que ellos se sustanciarán conforme a lo que dispone la ley Nº 19.968 que creó los tribunales de familia, determinó su organización y el procedimiento que se utiliza en ellos.

El nuevo inciso propuesto dispone lo siguiente: 
“Las materias reguladas por esta ley deberán ser resueltas cuidando proteger siempre el interés superior de los hijos”.


Al iniciarse el estudio de esta indicación, el profesor de derecho de la Universidad de Chile, señor Cristián Lepín planteó que ella debía aprobarse pues la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, no está actualizada al cambio más relevante que se ha producido en materia de derecho de familia chileno, cual es la suscripción por parte de nuestro Estado de la Convención Internacional de los Derechos del Niño (decreto supremo Nº 830, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial el 27 de septiembre de 1990). Explicó que ese instrumento internacional introdujo en nuestro ordenamiento una regla referida a la protección del interés superior del niño, niña o adolescente.


Señaló que ella debería estar considerada en la ley Nº 14.908, en una disposición general al inicio de su articulado.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobaron la indicación número 1I, en el entendido que ella se ajusta a las reglas que establece la mencionada Convención.

La norma aprobada se incorpora como número 1) del artículo 1° del proyecto.

-.-.-
Indicación 1

Número 1)


En este número de la Indicación del Ejecutivo, se modifica el inciso final del artículo 3º de la ley Nº 14.908. La norma vigente establece que en caso de no pago o pago insuficiente de los alimentos decretados, el alimentario podrá demandar a sus abuelos. La modificación propone agregar a la disposición una frase final, del siguiente tenor:


“Cualquier persona podrá enervar la acción de alimentos interpuesta contra los abuelos, pagando al alimentario, a nombre del deudor, las pensiones de alimento adeudadas, aún contra su voluntad, teniendo una acción de reembolso contra éste equivalente al monto pagado, reajustado según el Índice de Precios al Consumidor”.


Al iniciarse el debate de esta enmienda, el Honorable Senador señor Espina consultó por su fundamento, y contra quién se dirigiría la acción de reembolso.


La asesora jurídica del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros, explicó que con ello se buscan que terceros al juicio puedan pagar la pensión de alimentos adeudada y así impedir que los abuelos sean demandados, como podría ocurrir en el caso de que el hermano del alimentante -que no cumplió con su obligación- pague la pensión adeudada con el propósito de impedir que sus padres sean demandados en su calidad de deudores subsidiarios.


Respecto a la segunda consulta, expresó que la acción de reembolso se dirige, en ese caso, contra el deudor principal, o sea, el alimentante.

En una sesión posterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, ofreció la palabra al abogado y profesor de derecho de la Universidad de Chile, señor Cristián Lepín quien señaló que la idea contenida en la indicación es solucionar el problema de los abuelos del alimentario que son demandados por deudas de alimentos que debe a alguno de sus hijos. Indicó que esta proposición efectivamente enerva la acción intentada por el alimentario contra sus abuelos cuando un tercero -comúnmente un hermano del alimentante principal- paga la deuda, pero produce el inconveniente  de que si el alimentario quiere acreditar hechos nuevos que justifiquen un aumento de su pensión alimenticia, tendrá que empezar nuevamente el procedimiento, porque la pensión original fijada contra los abuelos fue “enervada” en virtud del pago efectuado por un tercero.


Precisó que la situación de los abuelos puede corregirse con la utilización de las reglas generales de subrogación del pago que contienen los artículos 1608 y siguientes del Código Civil, disposiciones que permiten que cualquier tercero pague la obligación alimentaria. 


Atendida esta explicación, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, rechazó el número 1) de la indicación número 1. 

-.-.-


A continuación, la Comisión trató la indicación número 1J, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, para sustituir el inciso sexto del artículo 4° de la ley N° 14.908.


El referido artículo 4°prescribe, en síntesis, que en los juicios de alimentos el juez de familia deberá pronunciarse sobre los alimentos provisorios, junto con admitir la demanda a tramitación. Agrega que el demandado tendrá el plazo de cinco días para oponerse al monto provisorio decretado. Puntualiza que presentada la oposición el juez resolverá de plano, salvo que del mérito de los antecedentes estime necesario citar a una audiencia. 


En lo que interesa a este informe, su inciso sexto agrega que la resolución que decrete los alimentos provisorios o la que se pronuncie provisionalmente sobre la solicitud de aumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, será susceptible del recurso de reposición con apelación subsidiaria, la que se concederá en el solo efecto devolutivo y gozará de preferencia para su vista y fallo. 

La indicación número 1J propone el reemplazo del referido inciso sexto por el siguiente.

“La resolución que decrete, fuera de una audiencia, alimentos provisorios o que se pronuncie provisionalmente sobre la solicitud de su aumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, será susceptible del recurso de reposición con apelación subsidiaria, la que se concederá en el solo efecto devolutivo y gozará de preferencia para su visita y fallo. Si la resolución recurrida se dicta en audiencia, el recurso de reposición se deberá interponer en ella. Contra la resolución que deniegue la reposición se podrá entablar por escrito el recurso de apelación, dentro del término de tres días contado desde finalizada la audiencia, y siempre y cuando en ella el agraviado hubiere reservado su derecho para apelar.”.
En relación con esta indicación, el abogado señor Cristián Lepín explicó que la ley Nº 14.908, modificada por el presente proyecto, fue dictada cuando el procedimiento de familia era seguido ante los antiguos tribunales de menores de forma fundamentalmente escrita. Por esta razón, las normas relativas a las apelaciones presentadas en subsidio a los recursos de reposición de sentencias interlocutorias relevantes en el proceso, como la que fija los alimentos provisorios, generan problemas graves de aplicación práctica cuando la resolución recurrida es dictada en una audiencia.


Puntualizó que la indicación presentada soluciona el problema pues introduce una regla que establece que cuando se trate de una resolución dictada en una audiencia contra la que procede el recurso de reposición con apelación en subsidio, el primero deberá interponerse oralmente en la misma audiencia, y el segundo por escrito dentro de los tres días siguientes a que la audiencia en cuestión haya concluido, siempre y cuando en esa fase previa el recurrente haya reservado formalmente su derecho a apelar.


Señaló que la solución implicaría sustituir el inciso 6º del artículo 4º de la ley Nº 14.908 por el texto que se ha transcrito precedentemente.


“La resolución que decrete, fuera de la audiencia, alimentos provisorios o que se pronuncie provisionalmente sobre la solicitud de su aumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, será susceptible del recurso de reposición con apelación subsidiaria, la que se concederá en el solo efecto devolutivo y gozará de preferencia para su vista y fallo. Si la resolución recurrida se dicta en audiencia, el recurso de reposición se deberá interponer en ella. Contra la resolución que deniegue la reposición se podrá entablar por escrito el recurso de apelación, dentro del término de tres días contado desde finalizada la audiencia, y siempre y cuando en ella el agraviado hubiere reservado su derecho para apelar.”

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó esta indicación, sin enmiendas.

La norma aprobada se incorpora como número 3), nuevo, del artículo 1° del proyecto.

-.-.-

Indicación 1

número 2)


Esta indicación del Ejecutivo incide en el inciso segundo artículo 6º de la ley Nº 14.908. En lo que interesa a este informe, dicha disposición establece que toda resolución que fije una pensión de alimentos deberá determinar el monto y lugar de pago de la misma.


La modificación propuesta está contenida en dos literales. El primero agrega la expresión “o apruebe”, a continuación de la voz “fije”, para aclarar que la disposición se refiere tanto a las resoluciones que fijen como también a las que aprueben tal prestación.


El segundo litera agrega la siguiente frase final al inciso segundo del artículo 6º:


“Asimismo, deberá indicar las circunstancias consideradas para determinar la capacidad económica del alimentante y necesidades del alimentario, y señalar que la obligación de pago sólo se entenderá cumplida si ésta se sujeta a la forma fijada o aprobada por el tribunal. En caso de aprobarse una forma de pago distinta a la entrega mensual de dinero al alimentario, la resolución deberá avaluar la obligación en dinero.”.


La exsubdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Jéssica Mualim, explicó que la primera modificación busca permitir que tribunal pueda ratificar el monto de los alimentos que han acordado las partes sin intervención del tribunal. Señaló que esta situación se presenta cuando las partes han llegado privadamente a un acuerdo y lo ratifican posteriormente ante el tribunal.


Respecto del segundo literal señaló que lo que se persigue con esta norma es obligar al juez a especificar también las condiciones económicas del alimentante, las necesidades del alimentario, y la avaluación de la pensión cuando ella se haya acordado en una forma distinta que el pago en dinero. Precisó que este trámite es importante cuando posteriormente se analizan las variaciones de la pensión ya decretada.


A continuación, intervino la jueza del Tercer Juzgado de Familia de Santiago, señora Gloria Negroni, quién señaló que esta norma se relaciona  con las solicitudes hechas por las partes en orden a variar la pensión alimenticia una vez que ella se ha fijado, debido a razones tales como: cambio de las circunstancias económicas del alimentante o las necesidades económicas del alimentario. Señaló que para valorarlas es preciso tener claro, previamente, las circunstancias y montos que sirvieron de base para determinar la pensión original. Además, indicó que esta determinación también es relevante cuando se trata de la ejecución de resoluciones que ratificaron un acuerdo previo de las partes que establecía un pago en especies de la pensión.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que en localidades de provincia son más habituales los pagos de pensiones de alimentos en especie, y por ello es muy importante esta norma, porque obliga a que este tipo de prestaciones estén, desde el comienzo, muy bien determinadas. En razón de ello, propuso aprobar la indicación.

En una sesión posterior, los integrantes de la subcomisión técnica que acordó crear la Comisión propusieron introducir las siguientes enmiendas al texto de la indicación del Ejecutivo.


En primer término, reemplazar la palabra “precautorias” que utiliza el inciso primero del artículo, por la expresión “cautelar”, y hacer una referencia expresa a lo dispuesto sobre el particular en el artículo 22 de la ley que creó los tribunales de familia, Nº 19.968.


En segundo lugar, añadir al final de la primera oración la exigencia de que la pensión tenga que considerar una unidad reajustable, y una referencia a la fecha de pago de dicha obligación.


La magistrada señora Negroni explicó que este punto es importante, porque la ley de alimentos debe recoger la idea de cautelar de los derechos del niño, niña o adolescente afectado, tal como impone de forma más moderna la ley Nº 19.968.


Por su parte, el abogado señor Cristián Lepin recordó que la potestad cautelar de los jueces de familia está regulada en el artículo 22 de la Ley de Tribunales de Familia, e incluye tanto facultades meramente conservativas, como otras de índole innovativa. Expresó que la idea de medida “precautoria” sólo dice relación con el primer tipo de medidas antes señalada, y por ello es mejor aprobar un cambio de terminología para impedir complicaciones de tipo interpretativa.


En virtud de estas explicaciones, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, propuso aprobar el número 2) de la Indicación número 1 del Ejecutivo, con las enmiendas planteadas. De acuerdo con lo anterior, sugirió sustituir el artículo 6° de la ley N° 14.908, por el siguiente:

“Art. 6º Las medidas cautelares en estos juicios podrán decretarse por el monto y en la forma que el tribunal determine de acuerdo con las circunstancias del caso y lo dispuesto por el artículo 22 de la ley N°19.968.

Toda resolución que fije o apruebe una pensión de alimentos deberá determinar el monto, en una unidad reajustable, y fijar la fecha y lugar de pago de la misma. Asimismo, deberá indicar las circunstancias consideradas para determinar la capacidad económica del alimentante y necesidades del alimentario, y señalar que la obligación de pago sólo se entenderá cumplida si ésta se sujeta a la forma fijada o aprobada por el tribunal. En caso de aprobarse una forma de pago distinta a la entrega mensual de dinero al alimentario, la resolución deberá avaluar la obligación en dinero.”.


- Sometida a votación la indicación, enmendada en los términos ya indicados, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio.

La norma aprobada se incorpora como número 4) del artículo 1° del proyecto.

Indicación 1

Número 3)

Este número de la indicación del Ejecutivo incide en el artículo 7º de la ley Nº 14.908. 

Este precepto establece que la pensión máxima que se puede fijar no podrá exceder del cincuenta por ciento de las rentas del alimentante.


Este número de la indicación del Ejecutivo, agregar a este artículo los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Excepcionalmente, y por resolución fundada, se podrá superar el límite establecido en el inciso anterior, si esto fuere indispensable para:


a) satisfacer las necesidades de el o los alimentarios que sean niños, niñas o adolescentes, en conformidad al artículo 330 del Código Civil, o


b) evitar que el padre o madre que tiene el cuidado personal de un hijo que sea niño, niña o adolescente, quede obligado a contribuir a sus necesidades más allá de lo debido, atendido el grado de participación que a cada padre corresponde cubrir en las necesidades del hijo alimentario, según sus facultades económicas.


Con todo, el tribunal, en la determinación del monto de la pensión según la facultad del inciso anterior, en ningún caso podrá fijar una suma o porcentaje que exceda del setenta por ciento de las rentas del alimentante, y siempre deberá considerar el deber legal de alimentos que el padre o la madre pueda tener en relación a otras personas.”.


Al iniciarse el estudio de esta indicación, la  exsubdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Maulim, explicó que la idea que está detrás de esta redacción es que los alimentos que fije el tribunal deben efectivamente satisfacer las necesidades del alimentario, de manera que quien tenga el cuidado personal del menor no deba aportar económicamente a su sustento en una proporción mayor a la que le corresponde al alimentante.

Explicó que se mantiene como regla general que la pensión puede alcanzar sólo hasta el cincuenta por ciento de los ingresos del alimentante, y que para sobrepasar ese límite es necesario probar las circunstancias excepcionales que plantea la indicación.


El Honorable Senador señor Gómez consultó acerca de la forma en que se prueban estas circunstancias excepcionales y qué pasa cuando el demandado debe mantener a dos o tres familias.


La magistrada señora Negroni explicó que esta norma es necesaria, porque establece un mecanismo para velar por la igual obligación de sustento  que ambos padres tienen con sus hijos. 


Indicó que dicha proposición es muy relevante en los casos en que hay un matrimonio que tiene muchos hijos. Al respecto, puso como ejemplo de aquella situación que uno de los cónyuges mantiene la mitad de su ingreso para sí y el otro, en cambio, debe destinar todas sus rentas para financiar siete alimentarios. Sostuvo que los niños no deben ser víctimas de la falta de responsabilidad de sus padres.


Finalmente, manifestó que, a su juicio, la fijación del monto de la pensión debe analizarse según las reglas de la sana crítica y teniendo siempre en vista, como criterio de interpretación, el interés superior del niño. Además, puntualizó que la resolución que sobrepase el máximo legal debe ser fundada y procederá sólo ante casos excepcionales.


Seguidamente, intervino la profesora de derecho civil de la Universidad Católica de Chile, señora Carmen Domínguez, quien explicó que es importante cuidar no solo que esta norma esté redactada para regular casos excepcionales, sino que también que los adjudicadores la apliquen con prudencia, para evitar desbalances de las obligaciones de ambos cónyuges.


Para alcanzar dicho objetivo propuso precisar, en la letra a) de la indicación, que esta medida procederá sólo cuando se trate de una pluralidad de alimentarios, ojalá más de dos.


Además, observó que la letra b) de la indicación es poco clara, porque al referirse a la contribución a las necesidades del menor “más allá de lo debido” da la impresión que el legislador limita el financiamiento de las necesidades económicas del menor. Expresó que es importante aclarar en el espíritu de la ley que los niños no son una carga de los padres, y que la limitación a la contribución que corresponda por la obligación paterna tiene que apuntar, únicamente, a la capacidad económica del padre involucrado. En razón de ello, propuso a la Comisión reemplazar la expresión por “más allá de la proporción correspondiente a sus facultades económicas”.


Añadió que también es necesario agregar el adverbio “prudencialmente” en alguna parte de esta nueva atribución, para notar que el juez de la causa, ante la constatación de los hechos que dan lugar a este aumento excepcional, tenga la posibilidad de moverse entre el 50% y el 70% de los ingresos del demandado.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó como podría funcionar esta regla cuando se determine el cuidado compartido del menor.


La señora magistrada explicó que la coparentalidad como principio se funda en la idea de que las obligaciones hacia los niños son iguales y compartidas, y ello no debería cesar aunque los padres se separaran, porque ello iría en contra del interés superior del niño.


El Honorable Senador señor Gómez puntualizó que evidentemente la responsabilidad y el cuidado de los hijos es una tarea que le corresponde a ambos padres en la misma medida, aunque estén separados. 


Señaló que lo complejo de la norma que se propone es que un alimentante puede verse obligado a desprenderse de hasta el 70% de su remuneración para financiar a su primera familia, lo que lo puede dejar sin recursos para pagar la mantención de sus otros hijos. Recalcó que ante la ley chilena todos los hijos son iguales, hayan o no nacido en un matrimonio legalmente constituido.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que la situación que plantea el Honorable Senador señor Gómez se regula al final de la indicación del Ejecutivo.


La señora Negroni coincidió con la necesidad planteada y propuso precisar en este precepto que el juez deberá tener en cuenta la necesidad de otros hijos u otras personas que dependan del alimentante. En todo caso, recordó que las cargas que soportan las partes es un hecho a probar en todos los juicios de alimentos.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros explicó que la redacción de la norma considera que el alimentante también tuviere a su cargo la mantención de otras personas, como su ex cónyuge.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que este asunto puede quedar en la historia de la ley, en el sentido que la posibilidad de rebasar el tope legal del 50% de la remuneración del alimentante en la fijación de la pensión, debe tener en consideración también a las otras personas que dicho demandado puede estar en la obligación de mantener, como, por ejemplo, a su ex cónyuge.


El Honorable Senador señor Gómez observó que en este punto hay que distinguir, porque las Convenciones Internacionales y la ley chilena establecen, fuera de toda duda, que la primera responsabilidad del alimentante es para con sus hijos y por ello es muy importante que ellos tengan prioridad.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que al establecerse esta obligación no cesan las demás obligaciones que puede tener el alimentario con otras personas como, por ejemplo, con sus padres ancianos. En razón de ello, propuso agregar, tal como lo sugirió la magistrada Negroni, la obligación a considerar para fijar la pensión es la que corresponde hacia “hijos u otras personas”.


La profesora señora Domínguez expresó que en tanto esas otras personas sean también alimentarios, la distinción que se propone es válida.


La magistrada señora Negroni indicó que en tal caso es mejor precisar que se trata de “hijos u otros alimentarios”.


- Sometido a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puso en discusión la posibilidad de establecer que el aumento del límite de la pensión procederá en caso que se trate de una pluralidad de alimentarios.


La magistrado señora Negroni expresó que es mejor dejar abierta la norma, porque hay casos muy justificados, como cuando se trata de un alimentario con una discapacidad severa que requiere atención especial. En esta situación, agregó, procedería aumentar el límite de la pensión, aunque se trate de una única carga.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sugirió precisar como contra excepción que el aumento del tope de la pensión también procederá cuando el alimentario sufra una discapacidad severa.

El Honorable Senador señor Gómez consideró que en ese caso es mejor dejar la redacción abierta para que los jueces empleen su criterio, porque la disposición establece que el aumento procederá sólo mediante resolución fundada.


La profesora señora Domínguez, en cambio, fue de la idea del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, en orden a que en este caso procede precisar una contra excepción.


- la Comisión, aprobó esta modificación con la misma votación precedente.


A continuación, el Presidente de la Comisión sometió a consideración la proposición de la profesora Domínguez, en orden a reemplazar la expresión “más allá de lo debido”, que utiliza la letra b) de la indicación por “más allá de la proporción correspondiente a sus facultades económicas”.


-Sometida a votación esta proposición, fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Finalmente, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso reemplazar la frase final de la indicación (“a otras personas”) por “a otros hijos u otros alimentarios”.


- Sometida a votación la proposición, fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Como consecuencia de los acuerdos precedentes, la Comisión dio por aprobado el número 3 de la indicación 1, con las enmiendas indicadas precedentemente. Concurrieron a este acuerdo, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


En una sesión posterior, la Comisión,  a sugerencia de la subcomisión técnica que analizó este proyecto, propuso introducir dos enmiendas al texto ya aprobado.


Primero, modificar el guarismo “setenta” por “sesenta”, y


Segundo, eliminar del inciso final del artículo 3° la expresión “Secretario del”, con el propósito que cualquier funcionario autorizado del Tribunal que fijó la pensión pueda reliquidarla.


Al explicar estas propuestas, la magistrado señora Negroni señaló que el aumento de la pensión máxima que propone la norma aprobada por la Comisión es un avance importante, pues es común que la persona que se queda a cargo del cuidado de los hijos comunes -usualmente la madre- destine más del 50% de sus ingresos (que hoy constituye el máximo de la pensión) a la mantención de sus niños.


Añadió que el aumento propuesto, que incrementa el tope en cuestión hasta el setenta por ciento, fue observado como excesivo, aunque a su respecto se prevé que sólo procederá cuando hay más de dos alimentarios y siempre que haya una resolución fundada. Con todo, relató que la subcomisión propuso limitar el aumento hasta el sesenta por ciento.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó ambas modificaciones al texto ya acordado. Para adoptar esta resolución se tuvo en consideración lo que dispone el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.


La norma aprobada se incorpora como número 5) del artículo 1° del proyecto.
- - -


Seguidamente, la magistrada señora Negroni planteó, a propósito del debate precedente, que la norma del artículo 3º de la ley Nº 14.908 establece una regla de presunción de ingresos del alimentante, lo que lleva a la posibilidad de imponer una pensión mínima equivale al 40% del ingreso mínimo remuneracional.


Puntualizó que no hay una norma similar que permita presumir las necesidades económicas del menor para efectos de fijar una pensión, lo que se constituye en una excepción habitual de los demandados en orden a requerir que se prueben dichas necesidades para justificar la pensión que se fija.


Expresó que tal situación no tiene mucho sentido si se tiene en vista que la generalidad de los niños de la misma edad tienen necesidades económicas básicas similares, y que ellas fácilmente podrían presumirse a objeto de determinar el piso de la pensión, dejando abierta la posibilidad de agregar algunas necesidades especiales propias de cada alimentario en particular. Además, explicó que tal situación se aviene más al principio de oficialidad que rige la actividad de los jueces de familia, según lo que dispone el artículo 13 de la ley que regula esa judicatura.


Añadió que actuar de otra manera sólo procedería en caso que hayan hechos controvertidos por la contraparte, los que deberían ser analizados en una audiencia de juicio; pero si ellos no existe o el demandado no ha comparecido  en el juicio, debería bastar con una presunción legal para determinar la necesidad económica del menor, sobre todo en el caso que se trate de pensiones mínimas.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que si se quisiera tal norma, debería ir a continuación de la presunción de ingresos que establece el artículo 3º, indicando que estas necesidades básicas del alimentario se presumen en la misma proporción.


Seguidamente, la Comisión consideró la siguiente redacción que se agregaría como nuevo inciso tercero al artículo 3°:


“Asimismo, en estos casos, se presumirá que las necesidades básicas del alimentario son alimentación, habitación, vestuario, salud y educación.”.


Sobre esta redacción, el abogado y profesor de la Universidad de Chile, señor Cristián Lepín opinó que la modificación en comento tiene por objeto establecer una regla que excluya la necesidad de prueba de las necesidades del alimentario cuando se trata de pensiones mínimas. Con todo, observó que la redacción tiene el problema que no precisa a cuánto alcanzan las necesidades que se presumen. Agregó que la subcomisión técnica que se formó para asesorar a la Comisión propone en su reemplazo agregar el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 3° de la ley 14.908. Su texto es el siguiente:


“En los casos descritos en el inciso anterior, no se requerirá acreditar las necesidades del menor alimentario.”.


Los integrantes de la Comisión concordaron con este criterio.


- En virtud de lo establecido en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio, aprobó esta modificación, la que se consigna como nuevo inciso tercero del artículo 3º.


La norma aprobada se incorpora como número 2) del artículo 1° del proyecto.
- - -
Indicación 1

Número 4)


En este número de la indicación del Ejecutivo se modifica, en siete literales, el artículo 8º de la ley.

En lo que interesa a este informe, el artículo 8º regula el procedimiento aplicable al pago de una pensión alimenticia de un trabajador dependiente. Precisa la forma en que se notificarán las resoluciones que ordenan las retención de parte de sus ingresos y la facultad que tiene el demandado para solicitar que se le autorice a cancelar los alimentos debidos mediante una modalidad distinta al pago de una suma de dinero.

A continuación, se describen cada una de las letras en que se divide esta indicación.

Letra a)


Esta primera letra sustituye el inciso primero de la disposición citada por lo siguiente:


“Las resoluciones judiciales que ordenen el pago de una obligación de alimentos, provisorios o definitivos, por un trabajador dependiente, trabajador independiente sujeto a contrato de honorarios, o que perciba una pensión de vejez, invalidez o sobrevivencia establecerán, como modalidad de pago, la retención por parte del empleador, la persona que contrata los servicios a honorarios o la entidad pagadora de las pensiones referidas.”.


La jueza señora Negroni expresó que en esta norma es muy importante incluir a los trabajadores independientes porque mediante ella se salva la actual discusión jurisprudencial en torno a si es posible o no aplicar por analogía esta regla al sistema de la retención a los trabajadores por cuenta propia.


La profesora señora Carmen Domínguez puntualizó que esta  indicación parte de la base que los trabajadores independientes tienen un único contrato de honorarios, lo que no siempre ocurre en la práctica ya que una persona puede tener ingresos de varias fuentes laborales distintas.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, agregó que esta regla también supone que los trabajadores independientes cuentan con cierta estabilidad laboral, pero no considera que muchos de ellos hacen trabajos eventuales o discontinuos para muchas personas.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Barros, indicó que esta proposición está básicamente pensada para los funcionarios de la Administración Pública que tienen contratos a honorarios con el Estado, y los trabajadores privados que están en la misma condición. Señaló que no es posible aplicarla cuando se trata de trabajadores eventuales o que prestan servicios a muchos clientes. Añadió que también aclara la situación cuando se trata de alimentantes que son pensionados.


La profesora señora Carmen Domínguez propuso que en tal caso debiera precisarse que la retención procederá respecto de uno o más contratos de honorarios, para evitar que la retención en uno solo de ellos enerve la retención en los demás.


Por su parte, la jueza señora Negroni observó que esta disposición sólo se refiere a las resoluciones que aprueben el pago, sin tener en consideración que hay fallos que se limitan a autorizar el pago, como los que reconocen una acuerdo previo de las partes. Por ello, propuso que se precisara que la disposición se refiere a ambas situaciones

Letra b)


Seguidamente, la Comisión examinó la letra b) contenida en esta indicación del Ejecutivo.


Mediante ella se intercala un nuevo inciso segundo, del siguiente tenor: 


“La resolución judicial que ordena la retención del inciso anterior se notificará a quien deba pagar al alimentante, su sueldo, salario, pensión o cualquier otra prestación en dinero, a fin que retenga y entregue la suma o cuotas periódicas fijadas en ella directamente al alimentario, a su representante legal, o a la persona a cuyo cuidado esté.”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, observó que esta norma está en directa relación con la anterior, y debería ser acordada con una enmienda que consiste en precisar que no solo se trata de las indicaciones que “ordenan” la retención sino que también las que la “aprueban”
Letra c)


Tiene por objeto sustituir en el actual inciso segundo del artículo 8º la expresión “las resoluciones a que se refiere el inciso anterior” por la locución “estas resoluciones”.


La magistrado señora Negroni explicó que el estudio de esta disposición debería abarcar también la posibilidad de  eliminar el sistema de notificación a través de cartas certificadas. Explicó que esta forma de notificar es cara, lenta, no cumple con el propósito original, no tiene en consideración las nuevas tecnologías de la información, y en la práctica no es efectiva.


Recordó, además, que el Acta Nº 98, de 2009, elaborada por la Excelentísima Corte Suprema para regular el funcionamiento de los tribunales de familia, propende a que el tribunal ocupe, de manera intensiva como forma de comunicarse con las partes, el correo electrónico.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, coincidió con esa proposición y solicitó al Ejecutivo una redacción para solucionar este problema.

Letra d) y e)

Ambas inciden en el inciso tercero del artículo 8º de la ley Nº 14.908. Este precepto establece que el demandado dependiente podrá solicitar, por una sola vez, con fundamento plausible, antes de la dictación de la sentencia, que se sustituya la modalidad de pago de retención por otra, siempre que dé garantías suficientes de pago íntegro y oportuno.


La letra d) incide en el inciso tercero del artículo 8º, y propone suprimir en el la frase: “con fundamento plausible,”.


La letra e) tiene por finalidad sustituir la expresión final “por parte del empleador, siempre que dé garantías suficientes de pago íntegro y oportuno.”, por la siguiente: “del inciso primero de esta disposición. El tribunal accederá a esta petición, excepcionalmente, siempre que a su juicio existan motivos calificados que la justifiquen y que el alimentante dé garantías suficientes de pago íntegro y oportuno.”.


La Comisión trató ambos literales de manera conjunta.


La asesora jurídica del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros, precisó, como primer asunto, que para hacer consistente esta proposición con lo anteriormente indicado, es menester eliminar el término “dependiente” que se señala a continuación de la palabra demandado.

Explicó, a continuación, que el propósito general de estas disposiciones es consagrar que el mecanismo de la retención sea la regla general, y que, por motivos fundados, el juez autorice que ella se cambie a otras formas como el pago directo.


El Honorable Senador señor Gómez coincidió con la idea planteada, indicando que debe eliminarse todo subterfugio para no pagar la pensión.


La magistrado señora Negroni indicó que en la realidad actualmente no opera plenamente la retención, debido a que la ley ordena al juez de familia fijar una pensión provisoria en su primera resolución. 



Indicó que a esa altura del proceso no se conoce la identidad del empleador del demandado, por lo que generalmente se determina que dicha pensión provisional sea pagada en una cuenta a la vista del Banco del Estado que el tribunal obliga a la alimentaria a obtener.

El Honorable Senador señor Gómez señaló que aunque la práctica establezca que la pensión provisoria sea depositada, es indispensable que en la sentencia definitiva, cuando ya se tiene totalmente identificada la fuente de ingresos del demandado, imponga siempre la modalidad de retención, y que ella pueda ser sustituida solo si hay razones que expresamente la justifiquen. Agregó que en caso de no cumplirse oportunamente con la obligación de pago debería volverse al mecanismo de la retención en forma automática.


La profesora señora Carmen Domínguez indicó que comparte la apreciación del Honorable Senador señor Gómez, lo que también está confirmado por la práctica judicial, pues sólo el 5% de las pensiones son retenidas en la fuente de ingresos del alimentante, pese a que es el sistema más práctico y expedito.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Barros, observó que con todo debe establecerse alguna vía que permita al juez facultar al demandado para pagar a través de depósitos directos, porque hay ciertos lugares en los que una orden de retención puede ser muy perjudicial para la continuidad laboral de ese trabajador.


Añadió que la proposición indica que si el demandado que fue beneficiado con esta excepción no cumple con la modalidad alternativa ordenada, pierde el derecho a pedirla nuevamente y, de manera automática, el sistema se retrotrae a la retención.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, dio por concluido el debate y propuso aprobar las letras d) y e) que figuran en la indicación del Ejecutivo, más la enmienda de eliminar, al inicio del inciso tercero, la expresión “dependiente”, para hacer coherente estas modificaciones con lo anteriormente aprobado por la Comisión.


Seguidamente, y a propósito de una serie de observaciones que al tenor del debate se habían formulado respecto a que en materia de derecho de familia y pago de pensiones de alimentos debían regir principios distintos a los establecidos para el derecho común, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, expresó su preocupación en torno a la idea que subyace a muchos de esos planteamientos y que dan a entender que hay instituciones del Derecho Civil que dificultaban el ejercicio de la justicia de familia.


Expresó que este punto de vista supone un abordaje muy mecánico de los aspectos tratados en este proyecto, lo que es un error. Indicó que ejemplo de ello es la proposición de invertir las reglas tradicionales sobre el peso de la prueba, que tienen una arraigada y justificada presencia en el Derecho Común.


Finalmente, puntualizó que comparte las ideas que animan a este proyecto de ley, pero ellas no deben materializarse en reglas inspiradas en un práctica judicial desmedida que entran en conflicto con las normas generales del Derecho Civil. Recordó que el Derecho de Familia es uno de los aspectos nucleares de esa rama del ordenamiento jurídico.
- - -
Letra f)


El sexto literal del número 4 de la indicación del Ejecutivo propone sustituir, en el actual inciso cuarto del artículo 8º de la ley, el término “respectiva” por la expresión “del inciso anterior”.


Los miembros de la Comisión consideraron que la modificación que propone la disposición adecua el artículo a las anteriores modificaciones aprobadas, por lo que ella debe ser también acogida.

Letra g)


Este literal introduce cuatro modificaciones al inciso final del artículo 8º de la ley. 


El referido inciso establece que de existir incumplimiento en el pago de una pensión, el juez podrá, de oficio, y sin perjuicio de las sanciones y apremios que sean pertinentes, ordenar que en lo sucesivo la pensión alimenticia se pague mediante la retención de la respectiva suma de dinero por parte del empleador.

 
La primera consiste en precisar que el juez competente para establecer la modalidad de pago de la pensión alimenticia sea el que decretó los alimentos. La segunda indica que dicha modalidad también pueda ser decretada a petición de parte. La tercera permite que este cambio en la forma de pago también pueda hacerse conjuntamente con el inicio de la ejecución de alimentos adeudados y, finalmente, la última plantea una nueva regulación de las notificaciones que proceden en cumplimiento de lo dispuesto en estas nuevas proposiciones.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán señaló que la primera parte de la modificación propuesta es razonable, pero no es claro el sentido preciso de la expresión “o el inicio de la ejecución” que se propone agregar.


La asesora Jurídica del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros, explicó que el propósito de la disposición es que el cambio de sistema de pago a la modalidad de retención en caso de incumplimiento proceda incluso en paralelo al cobro de los alimentos devengados adeudados, pues la idea es que la retención opere para los alimentos futuros.


La exdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, explicó que con ello se evita cualquier subterfugio que entrabe el deber de los alimentantes de cancelar los pagos de las pensiones correspondientes.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que con ello se evita que frente a un incumplimiento haya que seguir dos procedimientos distintos: uno destinado al cobro de los alimentos devengados, y  otro dirigido a cambiar el sistema de pago por el de retención de remuneraciones u honorarios.
En una sesión posterior, el Ejecutivo acogiendo parte de las observaciones que se formularon precedentemente, propuso una nueva indicación, signada con el número 1 A del Boletín de indicaciones, mediante la cual se sustituye el número 4) de la indicación número 1.

Esta nueva indicación sustituye completamente el artículo 8° de la ley N° 14.908. Al fundamentar esta indicación los representantes del Ejecutivo hicieron presente que en ella se recogían muchos de los criterios ya debatidos por la Comisión y se precisaban de mejor manera algunas de las disposiciones que previamente habían sido considerados.
Su texto es el siguiente:
“4) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8° Las resoluciones judiciales que ordenen el pago de una obligación de alimentos, provisorios o definitivos, por un trabajador dependiente, o que perciba una pensión de vejez, invalidez o sobrevivencia establecerán, como modalidad del pago, la retención por parte del empleador o la entidad pagadora de las pensiones referidas, a menos que el tribunal establezca, por razones fundadas, su falta de idoneidad para asegurar el pago. Asimismo, si se tratare de un trabajador independiente sujeto a contrato de honorarios, el tribunal excepcionalmente podrá establecer la retención de sus honorarios, si atendida las circunstancias del caso, considera que la medida es idónea y justificada. 

La resolución judicial que ordena o aprueba la retención que indica el inciso anterior se notificará a quien deba pagar al alimentante su sueldo, salario, pensión o cualquier otra prestación en dinero, a fin que retenga y entregue la suma o cuotas periódicas fijadas en ella directamente al alimentario, a su representante legal, o a la persona a cuyo cuidado esté.
La notificación de estas resoluciones se efectuará por cédula, dejándose testimonio en el proceso de que la persona fue notificada por este medio, y de la fecha de entrega de la copia de la resolución y demás antecedentes. No obstante lo anterior, el juez podrá ordenar que la notificación de estas resoluciones se efectúe por correo electrónico u otro medio idóneo de notificación, dejando constancia de la misma.
El demandado podrá solicitar al juez, por una sola vez, en cualquier estado del juicio y antes de la dictación de la sentencia, que sustituya, por otra modalidad de pago, la retención del inciso primero de esta disposición. El tribunal podrá acceder a esta petición siempre que a su juicio existan motivos calificados que la justifiquen y que el alimentante, sin tener deudas de alimentos, en este o en otro juicio, dé garantías suficientes de pago íntegro y oportuno.”
La solicitud del inciso anterior se tramitará como incidente. En caso de ser acogida, la modalidad de pago decretada quedará sujeta a la condición de su íntegro y oportuno cumplimiento.

De existir incumplimiento, el juez que decretó los alimentos, de oficio o a petición de parte, y sin perjuicio de las sanciones y apremios que sean pertinentes o el inicio de la ejecución, ordenará que en lo sucesivo la pensión alimenticia decretada se pague conforme al inciso primero disponiendo, conjuntamente, la notificación de esta resolución en los términos del inciso segundo y tercero de este artículo.”.
Al fundamentar esta indicación, la señora Subdirectora del SERNAM, señora Viviana Paredes, explicó que la razón para proponer esta indicación se encuentra en el hecho que ella recoge, de mejor manera algunas de las ideas contenidas en el número 4) de la indicación número 1. Agregó que la subcomisión técnica fue de la opinión de cambiar la regla de la retención obligatoria respecto de los trabajadores independientes, pues era previsible que ello genere problemas prácticos de aplicación, porque muchas de las personas que laboran bajo ese régimen jurídico prestan servicios a muchos clientes distintos, lo que dificulta la retención. Señaló que la situación es diferente en el sector público, en el que hay muchas personas que tienen este tipo de acuerdo laboral de forma exclusiva con el Estado.

En razón de lo anterior, explicó que la idea de la subcomisión técnica fue mantener la regla general de la retención sólo para el caso de los trabajadores dependientes y los pensionados, y establecerla para los que prestan servicios a honorarios sólo si las condiciones lo justifican.


A su turno, el profesor señor Cristián Lepín indicó que es muy adecuado que se establezca como regla general el sistema de la retención, pues en la práctica es el que otorga mayor eficacia para el cobro y pago regular de los alimentos devengados. En relación con ello, señaló que la tercera modificación que se propone limita la posibilidad de que el tribunal pueda considerar otra modalidad de pago cuando se trate de alimentarios que estén morosos en la cancelación de sus obligaciones de familia.


Sobre el particular, la magistrada señora Negroni observó que el nuevo inciso primero del artículo 8° propuesto por el Ejecutivo considera que el juez siempre deberá decretar la retención, sea que la pensión de alimentos se fije después de una controversia judicial o sea que ella provenga de un acuerdo de las partes, respecto del cual al juez sólo le cabe su examen y aprobación. Puntualizó que en el primer caso está totalmente justificada la preferencia por la retención, pero en el segundo caso la situación es distinta, porque las partes podrían haber llegado a un acuerdo justamente sobre la base de que el pago se hará en forma directa. Por esa razón, la magistrada sostuvo que es correcto que en el primer inciso sólo se utilice la expresión “las resoluciones que ordenen el pago”.


A su turno, los Honorables Senadores señores García Huidobro y Larraín, don Hernán, observaron que está completamente justificado que la retención sea obligatoria cuando se trata de un alimentario que anteriormente no ha dado cumplimiento a sus obligaciones, pero si sólo se trata de alguien que no llegó acuerdo en la fase de conciliación previa no debería presumírsele, por ese sólo hecho, una especie de sospecha de que no quiere pagar, y aplicársele -en consecuencia-, la retención obligatoria.


Al respecto la magistrada señora Negroni señaló que es evidente que hay que ser flexible para poder obtener el pago efectivo de la pensión que se determine, y por ello la disposición en comento otorga al juez la facultad de excepcionar la retención y permitir el pago directo mediante una resolución que acredite que las circunstancias del caso, hacen que la forma alternativa de pago es idónea y justificada. 


Finalmente, el profesor señor Cristián Lepín señaló que la regla de notificación es que ella sea por cédula, tal como lo establece el inciso tercero. Explicó que esa forma de notificar es la que da más garantías a todas las partes. Agregó que excepcionalmente se podrá notificar a las partes por correo electrónico.


- Sometida a votación la indicación número 1A, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio.
Con la misma votación se dio por aprobada, con modificaciones y subsumida en esta nueva redacción, el número 4) de la indicación número 1.

La norma aprobada pasa a ser el número 6) del artículo 1° del proyecto.
- - -
Indicación 1

Número 5)


En este número de la indicación del Ejecutivo se modifica, en cinco literales, el artículo 9º de la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias.


Esta disposición faculta al juez de familia para imputar al pago de pensiones de familia los gastos útiles o extraordinarios efectuados por el alimentante a favor del alimentario. Asimismo, permite  establecer que esa imputación se pagará por medio de la constitución, a favor del alimentario, de un usufructo o un derecho de uso y habitación sobre algún bien raíz propiedad del alimentante.


Respecto de este artículo, la indicación propone introducir las siguientes modificaciones agrupadas en cinco letras.

Letra a)


Sustituye, en el inciso primero del artículo citado, la expresión “decretar o aprobar que se imputen al pago de la pensión, parcial o totalmente, los gastos útiles o extraordinarios que efectúe el alimentante para” por la siguiente frase: “, en la resolución que fija o aprueba los alimentos, aceptar como forma de pago, parcial o total, que el alimentante se obligue a solventar periódicamente determinados gastos útiles que tengan por objeto”.

Letra b)


Incorpora en el inciso primero del artículo 9º una oración final, nueva, del siguiente tenor:


“En la misma resolución, el juez deberá determinar el monto mensual de alimentos que se pagan de esta forma, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 6°, inciso segundo, de esta ley.”.


La Comisión decidió estudiar ambos literales conjuntamente, pues ellos se refieren al mismo inciso del artículo citado.


La exdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, explicó que estas normas buscan establecer en la ley mecanismos que involucren a los padres en la crianza de sus hijos, y les permita percibir que el aporte económico que deben realizar por esta causa no va en beneficio exclusivo de sus ex parejas, sino de las necesidades específicas de sus hijos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que la proposición recogería, según tiene entendido, una práctica común en los tribunales de familia.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Muñoz, explicó que dicha práctica sólo es posible en la actualidad como forma convencional de fijación de alimentos, pero no es posible que el juez la decrete en un proceso iniciado por esa causa.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que la idea contenida en la indicación parece acertada, aunque notó que queda circunscrita a gastos efectuados en materia de educación, salud o vivienda, pero no permite que por este concepto se imputen otros gastos, de similar importancia para el alimentario, debido a sus circunstancias particulares.


La exdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, señaló que la inquietud planteada por Honorable señora Senadora es plenamente atendible, y que podría acogerse agregando a la disposición “u otros gastos similares”. Añadió que la proposición también considera que la resolución que autorice el pago de la pensión por medio de esta modalidad determine el monto en dinero que ello representa, para que por esta vía el alimentante no tenga la posibilidad de variar significativamente la suma comprometida.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que la proposición también permite que el progenitor controle el gasto de la pensión y se cerciore que ella va en beneficio directo de sus hijos y no de terceros.


Seguidamente, intervino la profesora del Centro de Familia de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señora Carolina Salinas, quien agradeció la invitación cursada y expresó que aunque en principio la idea propuesta en la indicación parece buena, en la práctica dificulta las cosas para la madre que está a cargo de los alimentarios y que no genera recursos propios, porque por esta vía se le quita la administración de la pensión y queda sin ingresos para enfrentar imprevistos.


Explicó que por las razones antes indicadas es necesario que esta modalidad la pueda establecer el juez sólo después de haber escuchado a la alimentaria o a quién tiene el cuidado personal de los alimentarios menores de edad, y no con la sola propuesta del alimentante. Con este propósito indicó que podría agregarse a la disposición propuesta la siguiente frase: “habiéndose escuchado la opinión de los alimentarios o a su representante legal”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, estimó apropiada la proposición, y planteó que es imprescindible que el juez escuche a todas las partes antes de determinar esta nueva modalidad de pago de pensión. Añadió que también es importante que por este medio sólo se financien ítems permanentes y de similar importancia a los de educación, vivienda o salud del alimentario. 


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, connotó que en la proposición que se somete a consideración de la Comisión no se considera una regla que fije una proporción o un máximo entre los gastos de destino determinado y los que son de libre disposición para el alimentario o su representante legal. Señaló que este asunto es importante, porque de otra forma por esta vía el alimentario o quien tiene a su cargo su cuidado personal podría verse privado de fondos para cubrir imprevistos.


Expresó que sería importante saber cuántos de los acuerdos prejudiciales sobre alimentos se zanjan de la forma que propone esta disposición.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Muñoz, explicó que en nuestro país cerca del 60% de los alimentos son fijados en el trámite prejudicial previo de las mediaciones.


La exdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, manifestó que quizás no tiene sentido práctico establecer en la ley una proporción fija o máxima de la pensión que puede determinarse mediante esta modalidad, sobre todo teniendo en consideración que para determinar esta forma de pago el juez deberá escuchar a ambas partes.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sostuvo que la utilización de este sistema y la proporción entre gastos fijos y de libre disposición termina siendo resorte del juez, quien lo determinará escuchando a ambas partes.


- Sometidas a votación las letras a) y b) del Nº 5 de la indicación del Ejecutivo, fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán.

Letras c) y d) 


Ambas introducen modificaciones al inciso segundo del artículo 9º de la ley Nº 14.908. En lo que interesa a este informe dicho precepto señala que el juez podrá fijar también que la pensión alimenticia se impute total o parcialmente a un derecho de usufructo, uso o habitación sobre bienes del alimentante.


La letra c) sustituye en el inciso segundo del artículo  9º de la ley la expresión “fijar o aprobar que la pensión alimenticia se impute total o parcialmente a”, por la siguiente: “, en la resolución referida en el inciso anterior, decretar como forma de pago de los alimentos, total o parcialmente, la constitución de”.


La letra d) intercala en el mismo inciso segundo, entre el primer punto seguido (.) y la expresión “Si”, el siguiente oración: “Esta resolución deberá cumplir con lo establecido en el artículo 6° inciso segundo de esta ley.”.


En vista y considerando que ambos literales inciden en el mismo inciso del artículo 9º, la Comisión decidió estudiarlos conjuntamente.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros explicó que la modificación propuesta adecua la norma actual que regula la constitución de usufructos y derechos de uso y habitación sobre inmuebles del alimentante a favor del alimentario como modo de fijar la pensión, a los acuerdos anteriormente alcanzados por la Comisión.


La Honorable Senadora señora Alvear consultó como opera esta norma con la institución del patrimonio familiar, que establece el artículo 141 del Código Civil.


La profesora señora Salinas explicó que ese patrimonio se constituye en el inmueble propiedad de cualquiera de los cónyuges que sirva de residencia principal de la familia, tengan sus miembros o no derecho a exigir alimentos a ese cónyuge propietario. Añadió que el efecto de esta declaración es más restringido, porque sólo dura mientras la familia resida en el inmueble afectado, y tiene por objeto proteger la vivienda familiar.


Explicó que, en cambio, el derecho de usufructo o de uso o habitación que en esta disposición se considera como forma de solventar los alimentos fijados es más amplio, porque no solo tiene por objeto asegurar una vivienda a los alimentarios, sino que también puede abarcar inmuebles distintos a los que sirven de morada a la familia, y por esta vía se permite generar ingresos mediante de arrendamientos.


- Sometidas a votación las letras c) y d) del número 5 de la indicación del Ejecutivo, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán.

Letra e)


Tiene por finalidad intercalar un inciso sexto, nuevo, en el artículo 9º de la ley Nº 14.908. Su tenor es el siguiente:


“Con posterioridad a la dictación de la resolución que fija o aprueba los alimentos, el juez sólo podrá imputar los gastos extraordinarios que el alimentante efectúe para satisfacer las necesidades de educación, salud o vivienda del alimentario, que acaezcan con posterioridad a la resolución aludida, sin que pudieran preverse. En estos casos, para determinar la cantidad que deberá imputarse al pago de la pensión, el juez deberá atender a la naturaleza del gasto, la capacidad económica de las partes y, en su caso, el grado de participación que al alimentante y la persona que tiene el cuidado personal del alimentario corresponde cubrir en las necesidades de este último, de acuerdo a sus facultades económicas. Cualquiera sea el caso, el juez no podrá imputar al pago mensual de los alimentos una suma que exceda del 30% del monto de la pensión fijada o aprobada, debiendo proceder, si fuere necesario, a prorratear la suma total a imputar al pago de las pensiones sucesivas.”.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros, explicó que muchas veces el alimentante debe hacer gastos que exceden al monto que le corresponde pagar a título de pensión de alimentos, pero que son urgentes y esenciales para el alimentario. Explicó que para este caso la regla que se propone en este literal permite prorratear dicho gasto extraordinario entre ambos padres, y después imputarlo a pensiones futuras, con un límite del 30% de ellas.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó si este mecanismo requiere aprobación previa del juez.


La mencionada asesora respondió que no pues se trata de situaciones urgentes que el juez posteriormente puede calificar, autorizando, si corresponde, el prorrateo y la imputación correspondiente.

La Honorable Senadora señora Alvear preguntó cómo opera esta imputación si a consecuencia de un accidente del alimentario no sólo se requiere un gasto extraordinario inicial sino que además un gasto mensual permanente que excede la pensión prefijada,


La  asesora señora Muñoz, expresó que en ese evento se está en presencia de un cambio general en las necesidades del alimentario, por lo que en vez de proceder esta regla de imputación del gasto debería efectuarse un aumento permanente de la pensión de alimentos.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, manifestó que el sistema de imputación propuesto parece en principio una buena idea, pero no queda claro como operaría este mecanismo frente a pensiones que establezcan la obligación de asumir pagos determinados o en especie, como la salud, educación o vivienda del alimentario, tal como anteriormente se discutió y aprobó.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, connotó que en esas situaciones la imputación debería hacerse a los recursos de la pensión que se destinan a administración libre y no a los que tiene una finalidad determinada.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros, recordó que el mecanismo que se propone otorga una facultad que puede ser desplegada por el juez según las circunstancias del caso, y no una obligación específica.


Ante dicha observación, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, consultó qué pasa si el juez decide no ejercer esta nueva atribución y no imputa el gasto extraordinario.


La mencionada asesora señaló que en tal situación quién hizo el gasto debe soportarlo íntegramente.


La profesora señora Salinas manifestó que esta situación se refiere a casos muy acotados, porque en general todo suceso extraordinario que le ocurra al alimentario, que implique un gasto inicial importante y que deja secuelas, por definición da lugar a una aumento de pensión.


Explicó que los gastos imprevistos e imprescindibles que no producen este efecto permanente casi nunca se judicializan, salvo que hayan apremios posteriores por pensiones impagas, caso en el que aplicando la regla actual se permite que ellos se imputen a lo adeudado.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que la fórmula propuesta permite zanjar una disputa entre alimentante y alimentario en el contexto del pago regular de pensiones, otorgándole al juez herramientas flexibles para resolver situaciones puntuales que se plantean frente a hechos imprevistos.


La exdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt indicó que este mecanismo se propone para hacer frente gastos extraordinarios, lo que necesariamente merma la situación económica del alimentante y de los alimentarios. Por ello, agregó,  es necesario otorgar al juez un margen de flexibilidad para resolver este problema, que indudablemente afecta a todas las partes.


La asesora del Servicio señora Andrea Barros acotó que la imputación de gastos extraordinarios es un mecanismo que ya existe en la ley. Señaló que lo que ahora se sugiere es introducir una regulación nueva para prorratearlos e imputarlos a pensiones futuras.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que las explicaciones entregadas aclaran el sentido de la proposición, y planteó a la Comisión acogerla.


- Sometida a votación la letra e) del Nº 5 de la indicación del Ejecutivo, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán.
- - -


- Finalmente, y por la misma unanimidad, y conforme lo autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, se acordó suprimir en el inciso final del artículo 9° la frase “así decretada o acordada” de forma tal de armonizar este inciso  con las modificaciones acordadas precedentemente.

La norma aprobada pasa a ser el número 7) del artículo 1° del proyecto.
- - -
Indicación 1

Número 6)


Este número de la indicación del Ejecutivo modifica el artículo 11 de la ley Nº 14.908. En lo que interesa a este informe,  la mencionada disposición establece la calidad de título ejecutivo de toda resolución judicial que fije una pensión de alimentos. Asimismo, establece las condiciones que debe reunir una transacción extrajudicial sobre esta materia.


La indicación introduce seis modificaciones a la disposición citada, en igual número de letras.
Letra a)


Mediante este literal se reemplaza, en el inciso primero del artículo 11, la expresión “pensión”, por el término “obligación”.


La exdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, explicó que lo que se pretende con esta enmienda es establecer que la pensión de alimentos es una verdadera obligación, tan importante como las demás que tiene el alimentante respecto del alimentario.


Durante el análisis de esta indicación, se propuso aprobarla enmendada en los siguientes términos:

“a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “una pensión” por la expresión: “o aprobare una obligación”. 


Al explicar esta nueva redacción, el profesor señor Cristián Lepín manifestó que la modificación que se plantea al inciso primero tiene por objetivo uniformar el lenguaje técnico que ocupa la ley, de forma tal que las modificaciones que introduce este proyecto se apliquen tanto a las pensiones decretadas directamente por el juez, como a las que fueron acordadas previamente por las partes y que el tribunal se limitan a autorizar. 

- Sometida a votación esta letra a) del número 6) de la indicación 1, fue aprobada, enmendada en los términos propuestos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.
Letra b)


Esta letra  modifica el inciso tercero del artículo 11, precepto que precisa que el juez solo podrá dar su aprobación a las transacciones sobre alimentos futuros cuando se señalen en ellas la fecha y el lugar de pago de la pensión y el monto acordado no sea inferior al establecido en el artículo 3º de esta ley. La indicación del Ejecutivo sustituye la parte final del inciso tercero, que sigue a la locución “la fecha y lugar de pago de” por la siguiente frase: “los alimentos y, el monto acordado por las partes y las circunstancias consideradas por éstas para determinarlo, sin que pueda ser inferior a la cantidad establecida en el artículo 3º de la presente ley. Las mismas menciones serán exigibles para que el tribunal apruebe los avenimientos sobre alimentos futuros.”.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros, explicó que esta enmienda armoniza el artículo 11 de la ley con las modificaciones ya acordadas, que exigen que al momento de fijarse o aprobarse una pensión de alimentos se establezca, en la resolución o el acuerdo que la determina, las circunstancias económicas que se han considerado para ello.


La exdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, agregó que esta regulación tiene por propósito facilitar el cálculo del aumento de la pensión de alimentos cuando tal incremento sea procedente. Explicó que en la actualidad tal procedimiento no resulta expedito ya que se requiere, además de probar las nuevas circunstancias económicas del alimentante o el alimentario, las condiciones originales que se tuvieron en vista para determinar la obligación que se pretende variar.


- Sometida a votación la letra b) del Nº 6 de la indicación del Ejecutivo, fue aprobada, con enmiendas de forma, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán.
- - -
Seguidamente, la Comisión trató la indicación número 2, del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, que incorpora la siguiente frase final artículo 11 de la ley Nº 14.908:


“Si los alimentos así convenidos no se expresaren en un valor reajustable, sino en una suma determinada, ésta se reajustará semestralmente en la forma expresada en el artículo 7°, incisos cuarto y quinto.”.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán explicó que ella tiene por finalidad establecer un mecanismo automático de incremento de las pensiones proporcional al aumento del costo de la vida.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer señora Andrea Barros expresó que una regla similar ya está establecida en el artículo 7º de la ley para las pensiones que se paguen en especies o imputadas a un fin en particular, y que la proposición establece la reajustabilidad como regla general.


- Sometida a votación el número 1) de la indicación Nº 2 fue acogida, con modificaciones de forma, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán.

Ella se incorpora como oración final del nuevo inciso tercero del artículo 11.

- - -
Letras c), d) y e) 


Estas letras inciden en el inciso cuarto del artículo 11, disposición que establece que salvo estipulación en contrario, tratándose de alimentantes que sean trabajadores dependientes, el juez ordenará como modalidad de pago de la pensión acordada la retención por parte del empleador.


Mediante la letra c) se intercala en este inciso, entre la locución “trabajadores dependientes” y la coma (,) que le sigue, una coma (,) y la frase: “trabajadores independientes con contrato de honorarios o personas que perciban una pensión de vejez, invalidez o sobrevivencia”


La letra d) sustituye, en la misma disposición, la expresión “pensión acordada” por la locución: “obligación de alimentos convenida”, e incorpora a continuación una coma (,).


Finalmente, la letra e) introduce, a continuación de la expresión “por parte del empleador”, una coma (,) seguida de la siguiente frase: “la persona que contrata a honorarios la prestación de un servicio o la entidad pagadora de la pensión, según corresponda”.


Teniendo en cuenta que estos tres literales inciden en el mismo inciso, la Comisión decidió discutirlos conjuntamente.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, connotó que la disposición incluye en la retención a las pensiones de invalidez que reciban los alimentantes, las que en principio son intangibles.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros, puntualizó que conceptualmente las pensiones sustituyen a la remuneración, razón que justifica que los alimentos debidos también se puedan hacer exigibles en relación a este tipo de ingresos.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recordó que el número 1 del artículo 445 del Código de Procedimiento Civil permite que hasta un 50% de estas pensiones sean embargadas para destinarlas al pago de pensiones de alimentos establecidas judicialmente.


La exdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, expresó que en este caso se está frente a situaciones de extrema pobreza en que hay que compatibilizar el derecho de los niños y la protección que brinda el Estado a los desvalidos. Puntualizó que en este caso el rol del juez es determinante.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, puntualizó que ello puede considerarse en caso de una pensión asistencial de vejez, pero quizás el asunto sea más complicado en el caso de las pensiones de invalidez, porque ahí hay una verificación relativa al desamparo y la incapacidad de una persona para generar su propio sustento.


La Honorable Senadora señora Alvear añadió que una retención de este tipo puede acarrear problemas prácticos con el cumplimiento de las demás normas relativas a la seguridad social, por lo que propuso que, antes de adoptar una resolución en esta materia, se consulte a las Superintendencias de AFP y de Seguridad Social.


- la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán, acordaron oficiar a las mencionadas superintendencias.

En una sesión posterior, se dio cuenta del Oficio Nº 050298, de 8 de agosto de 2012, de la Superintendencia de Seguridad Social que en la parte pertinente de su informe manifestó expresamente lo siguiente:


“las pensiones otorgadas en virtud de la ley Nº 16.744, por invalidez y sobrevivencia…por aplicación de las normas generales establecidas en el Código de Procedimiento Civil, sobre ejecución de las resoluciones judiciales, artículos 231 y siguientes, los organismos administradores proceden a la retención judicial de la pensión de alimentos cuando existe una resolución judicial que así lo ordena.


En consecuencia, este Servicio en el área de su competencia, no observa problema legal o técnico alguno, en la aprobación de las norma propuesta, al incorporar expresamente en el artículo 8º de la ley Nº 14.908, la obligación de la entidad pagadora de la pensión de invalidez o sobrevivencia de la ley Nº 16.744, de retener  el monto pertinente por pensión alimenticia, puesto que solo constituiría una manifestación expresa del procedimiento existente.”.


Asimismo, se tuvo presente el Oficio ordinario Nº 19.033, de fecha 8 de agosto de 2012, de la Superintendencia de Pensiones. En ese documento el mencionado organismo precisó, en lo que interesa a este informe, que la “Superintendencia  de Pensiones debe manifestar, en el ámbito de su competencia, que no existe inconveniente operativo para que las A.F.P o que el Instituto de Previsión Social retenga de las pensiones que pagan y, a su vez, entreguen el valor correspondiente a los beneficiarios de pensiones alimenticias decretadas judicialmente, pues de hecho, ello actualmente se lleva a cabo.”.

Teniendo presente estas consideraciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso aprobar las letra c), d) y e) del número 6) de la indicación del Ejecutivo.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán, aprobaron con enmiendas de forma las mencionadas letras.


En una sesión posterior y a proposición de la subcomisión técnica que colaboró con la Comisión, se consideró la siguiente redacción para el nuevo inciso cuarto del artículo 11 ya aprobado. Su texto es el siguiente:

“Salvo estipulación en contrario, el juez ordenará al empleador del alimentante, a la entidad que pague su pensión, o a quienes lo contraten a honorarios, en los casos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 8º de esta ley, que retenga de la suma de dinero convenida que le deben cancelar, la cantidad que equivale a la obligación de alimentos convenida.”.


El profesor señor Cristián Lepín manifestó que la sustitución del inciso cuarto tiene por finalidad adecuar la disposición con lo aprobado anteriormente, respecto de la retención de las pensiones de los que prestan sus servicios bajo la modalidad de honorarios.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó esta nueva redacción para el inciso cuarto del artículo 11.

Letra f)


Esta letra modifica el inciso final del artículo 11 de la ley Nº 14.908, disposición que establece que la modalidad de pago de la retención se decretará, sin más trámite, cuando el alimentante no cumpla con la obligación alimenticia acordada.

Mediante esta letra se intercala en este inciso, entre la locución “obligación alimenticia acordada” y el punto aparte (.) que le sigue, una coma (,) y la frase: “en la forma señalada en el artículo 8 inciso final de esta ley”.


Al iniciarse el estudio de esta enmienda, la  asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros, explicó que esta modificación solo pretende efectuar una adecuación que es concordante con los cambios que ya se introdujeron en el artículo 8º.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán, aprobó esta modificación.
-.-.-


A continuación, la Comisión trató la indicación número 1 B, del Ejecutivo, que propone incorporar  un artículo 11 A, nuevo, a la ley N°14.908. Su texto es el siguiente:


“Artículo 11 A.  El empleador del alimentante, quienes lo contraten a honorarios o la entidad que pague su pensión y se encuentren obligados a practicar la retención judicial, deberán descontar el monto correspondiente a los alimentos decretados o aprobados judicialmente, a continuación de los descuentos obligatorios correspondientes a impuestos y cotizaciones obligatorias de seguridad social.”.


Al iniciarse el estudio de esta indicación, el Presidente de la Comisión Honorable Senador  Walker, don Patricio, ofreció la palabra a la subdirectora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), señora Viviana Paredes, quien agradeció la invitación a participar de la discusión. Explicó que esta proposición recoge los acuerdos alcanzados en sesiones anteriores de la Comisión y complementa las redacciones pendientes y los asuntos que requerían patrocinio del Ejecutivo.


Por su parte, la exdirectora jurídica del SERNAM, señora Susan Ortega, explicó que la norma propuesta establece que la retención de los alimentos decretados judicialmente procederá sobre las remuneraciones, honorarios o pensiones del alimentante a continuación de los descuentos obligatorios correspondientes a impuestos y cotizaciones obligatorias de seguridad social. Explicó que de esta forma se asegura que los descuentos alimenticios se hagan sobre un remanente relevante y no, como sucede en la actualidad, en una remuneración a la cual se le han descontado anteriormente todo tipo de prestaciones que van sólo en beneficio del alimentario y no de la familia que debe mantener.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, aprobó, con una enmienda de forma, esta indicación.


La norma aprobada pasa a ser el número 9) del artículo 1° del proyecto de ley. 
- - -

Seguidamente, la Comisión trató las indicaciones números 2 A, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, y el número 7) de la indicación número 1 del Ejecutivo, pues ambas recaen el artículo 12 de la ley Nº 14.908.


Cabe recordar que el artículo 12 regula la notificación del requerimiento de pago, precisa las excepciones que puede interponer el requerido, el procedimiento que se sigue en estos casos y la forma en que se ejecuta el mandamiento de embargo.


En relación con este precepto, la Comisión examinó, en primer lugar, la indicación número 2 A, que sustituye el inciso segundo de este precepto, por el siguiente: 
“Solamente serán admisibles la excepción de pago, siempre que se funde en un antecedente escrito, y la de prescripción.”.
Al iniciarse el examen de esta disposición, el profesor de derecho de la Universidad de Chile, señor Cristián Lepín explicó que en la jurisprudencia nacional existe un debate relativo acerca del plazo de prescripción debe aplicarse a las obligaciones alimenticias devengadas.


Señaló que el derecho a solicitar alimentos, por quien tiene derecho legal a hacerlo, no prescribe. Puntualizó que la situación era mucho más confusa cuando se trata de la acción para exigir el cobro de prestaciones devengadas y no pagadas. Manifestó que sobre este punto se han dado distintas respuestas. La más extrema se asila en la idea de que el principio de interés superior del niño tiene rango constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5º de la Constitución. En virtud de lo anterior, para algunos tal acción de cobro no prescribiría. Otros sostienen, argumentando en base al artículo 2515 del Código Civil, que se aplican las reglas generales que previenen un plazo de 5 años para la extinción de una acción. Finalmente, una tercera postura considera que el cobro se hace en virtud de un título que tiene carácter de ejecutivo, como es la sentencia del tribunal de familia que condena al pago de una pensión o la resolución de ese mismo tribunal que autoriza una transacción entre las partes, y por ello se trata de una acción ejecutiva que prescribe en el término de tres años.


Seguidamente, el Honorable Senador Larraín, don Hernán, sostuvo que en cuestiones relativas a derechos fundamentales o cuando hay menores involucrados, la tendencia en los últimos años es a establecer plazos largos de prescripción o derechamente la imprescriptibilidad para algunos casos.


El Honorable Senador Walker, don Patricio, señaló que en este caso debería optarse por la regla general de prescripción extintiva máxima del ordenamiento nacional.


Por su parte, el profesor Cristián Lepín recordó que en virtud del artículo 2520 del Código Civil, se aplica a este caso la interrupción de la prescripción contra los menores de edad, que establece el número 1) del inciso segundo del artículo 2509 de ese cuerpo legal. Por esa razón, el plazo máximo de prescripción extintiva de la acción de cobro puede llegar a 10 años.


Añadió que puede que no tenga justificación considerar en este caso la imprescriptibilidad de la acción, porque parece no tener sentido que un adulto, por ejemplo de 40 años y que se sustenta económicamente y sin ayuda, pueda demandar a su padre anciano por una deuda de pensión de alimentos no pagada muchos años atrás.


Agregó que para avanzar en la regulación de esta materia es necesario modificar dos leyes diferentes. Por una parte, enmendar el artículo 12 de la ley Nº 14.908, que regula las excepciones posibles de interponer ante un requerimiento ejecutivo por cobro de pensiones alimenticias adeudadas. Al respecto, se connotó que esa norma no contempla la prescripción extintiva como excepción perentoria, lo que ha generado parte de la confusión interpretativa en este tema. Por lo anterior, sugirió aprobar la indicación número 2 A. Asimismo, señaló que sería necesario modificar posteriormente el Código Civil.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó esta indicación.
A continuación, la Comisión examinó el número 7) de la indicación 1, del Ejecutivo, que intercala un inciso tercero, nuevo, en el artículo 12 de la ley Nº 14.908. Su texto es el siguiente:

“El pago parcial que efectúe el ejecutado frente al requerimiento de pago, no entorpecerá la tramitación del procedimiento de ejecución, ni hará exigible una nueva liquidación, debiendo el juez, de oficio, ordenar la deducción de la cantidad abonada, una vez acreditada, del monto expresado en el mandamiento de ejecución y embargo.”.


La exdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt explicó que esta modificación tiene por finalidad acabar con un práctica dilatoria habitual en el juicio de cobro de alimentos, consistente en abonar una suma muy inferior al monto adeudado, solicitar con ello la reliquidación del crédito y lograr, como efecto inmediato, la suspensión del procedimiento de ejecución y las sanciones corporales que este trae aparejado.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que ante esta situación las únicas excepciones que se podrían interponer serían la de pago total o de prescripción de la acción.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, puntualizó que el pago parcial puede corresponder tanto a una estrategia dilatoria del demandado como también puede ser una muestra del descalabro económico real de su patrimonio, que lo puede haber obligado a pagar todo lo que podría pero menos de lo que debía.


Señaló que tiene poco sentido que la cantidad abonada a la deuda se deduzca una vez que concluya el procedimiento de ejecución en marcha, porque en la práctica ello significa que todas estas ejecuciones terminarán en el remate de las especies embargadas.


Indicó que para soslayar los problemas anteriormente enunciados podría agregarse en la proposición sometida a consideración de la Comisión que no serán admisibles los pagos parciales a menos que ellos representen una fracción sustantiva del total adeudado, en una proporción que podría quedar determinada en el propio texto de la ley.


La Honorable Senadora señora Alvear añadió que también debe considerarse la situación en que un pago parcial pueda ser más provechoso para el alimentario que el resultado de la ejecución, porque puede tratarse de una masa con pocos bienes o porque se presentan tercerías de diversa índole en el procedimiento. Por ello, propuso que frente a un pago parcial significativo pudiera reestudiarse en el proceso las nuevas circunstancias económicas del alimentante y el alimentario.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Barros, expresó que en la situación antes descrita debe distinguirse, porque por una vía podría ir el estudio de las nuevas circunstancias económicas del alimentante o el alimentario que podrían dar lugar a una variación judicial del monto de las pensiones futuras, pero otra cosa son los alimentos pasados devengados y no pagados, respecto a los cuales proceden las vías regulares de ejecución.


Explicó que la norma que se propone no impide los pagos parciales de alimentos adeudados sino que solo se limita a regular la forma de imputación de ellos a la suma total debida, de forma de evitar que por esta vía se paralice el procedimiento.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que pareciera que hay acuerdo en la Comisión respecto a la finalidad última de la disposición, pero lo que se quiere dilucidar es si el pago parcial que se haga se deducirá del monto del remate o de una etapa previa de la ejecución.


La señora Barros puntualizó que la proposición señala que la deducción se hace del monto expresado en el mandamiento de ejecución y embargo, lo que corresponde a una etapa necesariamente anterior al remate.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que aclarado lo anterior, el otro aspecto a considerar era el relativo a la posibilidad de que frente a un pago parcial significativo, el asunto pueda ser rediscutido en sede judicial.


La asesora señora Barros expresó que una proposición de esa índole no coloca necesariamente los intereses del niño, niña o adolescente involucrado, por sobre él de los demás partícipes del juicio.


La profesora señora Salinas recordó que hasta las instituciones financieras aceptan convenios de pago si se cancela una parte significativa de lo adeudado, o una suma que revele una voluntad efectiva de pago. Observó que de todas formas hay que solucionar la situación actual, pero sin que ello implique desincentivar totalmente los pagos parciales.


La Honorable Senadora señora Alvear indicó que no sustenta a cabalidad los intereses superiores del niño la exigencia que todos los procedimientos de ejecución de alimentos adeudados terminen siempre en remate, porque por esta vía comúnmente se obtiene mucho menos de lo adeudado.


La asesora señora Barros recordó que el artículo 14 de la ley vigente ya establece que si el alimentante ejecutado por no pago de pensiones alimenticias justifica ante el tribunal que carece de los medios necesarios para el pago de su obligación, podrá suspenderse el apremio decretado en su contra.


La profesora señora Salinas observó que la norma citada se refiere a la posibilidad de suspender los apremios decretados contra la persona del alimentante pero no la vía ejecutiva seguida en su contra.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, expresó que la regla general en el procedimiento civil es que se permiten los pagos parciales, o incluso otras excepciones perentorias, distintas al pago, cuando ellas no alcanzan el total de la suma adeudada, situación que típicamente da lugar a la suspensión del procedimiento para reliquidar el crédito.


Expresó que un exceso de celo en esta sede respecto de este asunto puede desincentivar complemente los pagos parciales, lo que definitivamente es más perjudicial para los intereses del niño, niña o adolescente involucrado.


En vista de lo anterior, propuso analizar la posibilidad que una parte significativa del pago de las pensiones adeudadas suspenda momentáneamente la ejecución en curso.


Finalmente, recordó que una parte de los alimentantes que caen en esta situación son sostenedores de una segunda familia, cuyos niños también tienen derechos que deben ser compatibilizados.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, insistió en evaluar la opción de que un pago significativo dé lugar a una nueva audiencia donde se pueda discutir alguna forma de repactación. Explicó que una regla de esa índole incentivará los pagos significativos de pensiones adeudadas.


Añadió que esta fórmula de ninguna manera implica que los argumentos que sostenga el alimentante para no pagar el total sean atendidos por el juez, ni que el solo pago parcial tenga el mérito de suspender, de forma automática, el procedimiento de ejecución.


Expresó que si se adopta aquella vía, debe establecerse, como segunda medida, qué proporción del pago se considerará significativa para estos efectos.


El Honorable Senador señor Chahuán recordó que la regla general en los procedimiento de familia es que el juez falla según la sana crítica, por lo que la solicitud de audiencia para discutir la nueva situación económica del alimentante o del alimentario siempre está presente como posibilidad para ambas partes, primero como elemento a considerar en un posible común acuerdo, y después como punto a tener en cuenta cuando el juez resuelva sobre la situación, pero no como efecto de suspensión automática del procedimiento de ejecución o de los apremios ordenados.


Puntualizó que hay que tener cuidado con la aprobación de nuevas normas que permitan al alimentante evadir el pago del total de las pensiones adeudadas.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que debido al estado de la discusión sería necesario que el Ejecutivo plantee un texto que recoja las inquietudes anteriormente señaladas, para volver a discutir este asunto y resolver en definitiva.


Expresó que ese texto debe tener en consideración la situación en que el alimentante no esté en condiciones de hacer el pago total y que, pese a ello, haga un pago parcial significativo de la deuda.


La exdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, planteó que su repartición ha estudiado la posibilidad de introducir algún criterio para suspender el procedimiento ejecutivo por alimentos impagos en caso que el deudor consigne una suma significativa en el juicio.


Recordó que el sistema de cumplimiento forzado de estas deudas considera una serie de pasos previos antes de llegar a la ejecución, en los que se le otorga reiteradas oportunidades al alimentante para ponerse al día o para exponer su situación ante el juez.

La asesora de esa repartición, señora Susan Ortega, expresó que en el momento en que un deudor de pensión de alimentos incumple su obligación, la alimentaria debe recurrir al tribunal, denunciar la situación, y solicitar una liquidación de la deuda. Hecho lo anterior, el tribunal notifica la resolución que ordena el cumplimiento, y basta con que el denunciado abone una cantidad mínima para que sea necesario hacer una reliquidación del crédito, con lo que el procedimiento de apremio se suspende.


Explicó que la idea detrás de la indicación del Ejecutivo en este aspecto es impedir que las consignaciones interrumpan la ejecución de los alimentos pendientes.


A partir de lo anterior, El Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que había quedado claro que el Ejecutivo era partidario de aprobar la norma en los términos en que la presentó.

La magistrada señora Negroni expresó que comparte el propósito del Gobierno en este tema, porque a su juicio el procedimiento actual da muchas facilidades al deudor de obligaciones alimenticias para pagar parcialidades, acordar cuotas o justificar su incumplimiento.


Explicó que si el deudor que no comparece en ninguna de las etapas ya indicadas se pone de forma manifiesta  en la posición de no querer pagar la pensión impuesta, y que el recurso de pagos pequeños se hace exclusivamente como una forma de evitar los apremios personales que se decretan en el curso del procedimiento de ejecución.


Indicó que la idea de que un pago significativo de una pensión adeudada de pábulo para revisar, en sede judicial, las condiciones del proceso de ejecución, sólo tiene sentido cuando se trata de una deuda muy importante, pero ello no es, en ningún caso, la regla general que se observa en los tribunales de familia.


Agregó que, cuando los procesos por alimentos entran en la etapa de cumplimiento, se observa en general mucha reticencia a pagar.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puntualizó que está pendiente analizar la idea del efecto de los pagos parciales significativos que sean la muestra de la intención real de pagar del alimentante.

La exdirectora del Servicio, señora Carolina Schmidt, manifestó que para responder a la viabilidad de esa propuesta cabe preguntarse si antes de llegar al procedimiento de ejecución o a los apremios personales, el deudor puede exponer ante los tribunales de familia alguna situación excepcional que lo aqueje y que le impida cumplir con sus obligaciones.


La magistrado señora Negroni señaló que a ese deudor se le da toda clase de facilidades.


Tendiendo lo anterior en vista, la señora exdirectora insistió que el sistema actual da numerosas instancias al deudor de pensiones alimenticias que no puede pagar. Insistió en que los procedimientos de ejecución y apremio son las últimas de numerosas instancias.


Indicó que cuando se llega a esta etapa de ejecución forzosa y apremio volver a poner una nueva instancia extra es, a todas luces excesivo, burocrático y perjudicial para los menores de edad.


El Honorable Senador señor Gómez precisó que en este caso la situación personal del deudor o la importancia del monto cancelado es menos importante que el interés superior del menor involucrado.

Subrayó que es relevante eliminar de la ley la posibilidad que un abono de las pensiones adeudadas paralice un procedimiento judicial de cobro, sin que quepa distinguir si ese pago parcial es significativo o no.


La Honorable Senadora señora Alvear añadió que el alimentante que sufrió un detrimento en su capacidad económica siempre tiene la puerta abierta para pedir disminuciones de sus obligaciones futuras para impedir que se le acumulen incumplimientos por esta causa. Por ello, propuso a la Comisión aprobar la indicación.

Agotado el debate, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puso en votación la indicación del Ejecutivo.

- Sometida a votación el Nº 7 de la indicación número 1 del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Estas enmiendas al artículo 12, se consignan en el nuevo número 10) del artículo 1 del proyecto.

-.-.-


Seguidamente, la Comisión consideró el numeral 8) de la indicación número 1, del Ejecutivo, y las indicaciones 1C, 1D y 1E, también presentadas por el Jefe de Estado. Ellas recaen en el artículo 13 de la ley Nº 14.908.


En lo que interesa a este informe, cabe recordar que el artículo 13 regula el mecanismo de retención en la remuneración del trabajador que es condenado al pago de una pensión de alimentos, y las sanciones a que se enfrente quién está obligado a dar cumplimiento a esta orden judicial.


En el número 8) de la indicación número 1 se propone reemplazar el inciso primero del artículo 13 por el siguiente:


“Estará prohibido a la persona natural o jurídica que deba hacer la retención, en los términos de los artículos 8° y 11 de esta ley, desobedecer la respectiva orden judicial, cuestionar el monto de la retención o descontar un monto distinto a aquel decretado o aprobado por el tribunal y, en caso de hacerlo, quedará sujeto a la imposición de una multa ascendente al doble de la cantidad cuestionada o no descontada, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 18 de esta ley.”.

Mediante la indicación número 1 C se sugiere sustituir el inciso primero del artículo 13, por el siguiente:

1C.- De Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir el número 8) del indicación Nº 1, por el siguiente:

“8) Sustitúyese el inciso primero del artículo 13 por el siguiente:

“Artículo 13.- Estará prohibido a la persona natural o jurídica que deba hacer la retención, en los términos de los artículos 8º y 11 de esta ley, desobedecer la respectiva orden judicial, cuestionar el monto de la retención o descontar un monto distinto a aquel decretado o aprobado por el tribunal y, en caso de hacerlo, quedará sujeto a la imposición de una multa ascendente al doble de la cantidad cuestionada o no descontada, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 18 de esta ley y de la obligación del juez de familia de poner los antecedentes a disposición del Ministerio Público, para que instruya la investigación de acuerdo a lo señalado en el artículo 240 del Código Procedimiento Civil.”.”.

Por su parte, la indicación número 1D propone derogar los incisos tercero y siguientes del artículo 13.


Finalmente, el Ejecutivo presentó la indicación número 1 E, para sustituir las indicaciones 1C y 1 D. Mediante ella se reemplaza el artículo 13, por el siguiente:

“11) Sustitúyese el artículo 13, por el siguiente: 
“Artículo 13.- A la persona natural o jurídica que incumpla el deber de hacer la retención y pago, según lo establecido en los artículos 8° y 11 bis, o descuente una cifra distinta a la decretada o aprobada por el tribunal, se le impondrá una multa ascendente al doble de la cantidad no descontada. Asimismo, se le aplicará lo dispuesto en el artículo 18. Impuesta la multa, el juez de familia deberá poner los antecedentes a disposición del Ministerio Público, para que instruya la investigación correspondiente a efectos de sancionar al infractor de conformidad al artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.
La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo una vez ejecutoriada.”.


Al iniciarse el análisis de estas indicaciones, la Comisión consideró lo que establece el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, que regula el desacato de las resoluciones judiciales en los siguientes términos:


“Art. 240. Cumplida una resolución, el tribunal tendrá facultad para decretar las medidas tendientes a dejar sin efecto todo lo que se haga en contravención a lo ejecutado.


El que quebrante lo ordenado cumplir será sancionado con reclusión menor en su grado medio a máximo.”.


La jueza señora Negroni indicó que el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil en la práctica crea algunas dificultades porque no indica, con claridad, quien debe impetrar por la persecución pública de ese ilícito. Expresó que anteriormente existía una norma mucho más drástica en el Código Penal, pero fue derogada.


Seguidamente, la profesora de la Universidad Católica, señora Salinas, señaló que estaba de acuerdo con la proposición contenida en la indicación, porque a su juicio es una buena forma de asegurar el cumplimiento de las retenciones. Manifestó que puede haber alguna duda respecto a la aplicabilidad o compatibilidad entre esta proposición y el ilícito que establece el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, por lo que propuso agregar en la redacción la siguiente frase: “sin perjuicio de la responsabilidad que por el delito de desacato le correspondiere”.


El Honorable Senador señor Gómez expresó que para darle aplicación práctica a la persecución del delito de desacato, podría establecerse que frente a un incumplimiento de la resolución que ordena una retención, el juez de familia que la dictó oficiará al Ministerio Público solicitando la persecución del responsable.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que no es presentable que este tipo de incumplimientos sean protagonizados por instituciones públicas, por lo que propuso explorar la idea de establecer algún tipo de sanción funcionaria contra el que haya tenido participación directa en el desacato de una resolución de un tribunal de familia que ordena retener una pensión en la remuneración de una persona contratada por el Estado.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que es importante establecer algún mecanismo para impedir que las normas sobre retención sean incumplidas, sobre todo en la Administración Pública. Indicó que para ello podría ser necesario introducir alguna modificación en el Estatuto Administrativo. 


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Andrea Barros, expresó que para evitar que los empleadores hagan primero otro tipo de descuentos en la remuneración del trabajador que implique que el remanente no alcance para retener la pensión que indica el tribunal, es necesario establecer una regla de prelación de dichas retenciones y descuentos, dándole un lugar preferente al pago de los alimentos.


La Honorable Senadora señora Alvear consideró que los descuentos a las remuneraciones por causa de retenciones de alimentos también debería ser considerados “descuentos legales” para efecto de no considerarlos dentro de los topes de retenciones remuneracionales.


El Honorable Senador señor Espina consultó si las órdenes de retención que por esta causa se expiden van bajo apercibimiento de arresto.


La magistrado señora Negroni puntualizó que la norma actual no es clara en esta materia.

El Honorable Senador señor Espina manifestó que partiendo del hecho de que el delito de desacato en la actualidad no es perseguido, es importante estudiar la posibilidad de introducir alguna norma que permita apremiar personalmente a quién debe ejecutar la resolución judicial que ordena hacer una retención en la remuneración de un trabajador para pagar una pensión de alimentos.


Añadió que un apremio de arresto podría ser más efectivo en estos casos.


A su turno, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, indicó que debería establecerse un catálogo de sanciones para cada uno de los incumplimientos que indica la proposición, y una regla general de clausura que reenviara todo el resto de los incumplimientos relativos a las retenciones a las remuneraciones a las reglas sobre desacato.


Añadió que debería considerarse también en la norma propuesta una regulación especial para las personas que ganan una remuneración variable, porque es perfectamente posible que después de los descuentos tributarios y de seguridad social no quede un remanente suficiente para cubrir una pensión adeudada. Indicó que en ese caso no se trata de desconocer o cuestionar la resolución judicial, sino darle cumplimiento en la medida que es contablemente posible.


La exjefa de la Dirección Jurídica del SERNAM, señora Susan Ortega, señaló que en este caso se trata de una resolución judicial que dio termino a un proceso que tuvo en vista la situación económica real del demandado, y debió considerar, si hubiera sido del caso, la presencia de remuneraciones variables.


Expresó que mediante esta disposición se busca establecer sanciones para el caso de incumplimiento de las reglas aprobadas anteriormente, por lo que el criterio que contiene la proposición que ahora se discute también debería ser acogido.


La subdirectora del SERNAM, señora Paredes, recordó que el alimentante que se ve sujeto a una reducción de sus ingresos o si ellos se transforman en variables, tiene siempre abierta la vía judicial para solicitar una disminución proporcional de la pensión de alimentos que previamente le fijó el tribunal.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, manifestó que las consideraciones antes vertidas no obstan a que se especifique en la redacción que la retención de los alimentos que proceda luego de los descuentos tributarios e impositivos tendrá como tope el saldo real de la remuneración del trabajador o prestador de servicios. Subrayó que exigirle al agente retenedor que retenga y pague una suma superior al total que le adeuda al trabajador o prestador de servicios por concepto de remuneraciones u honorarios es imposible.


En respuesta, a este planteamiento la subdirectora del SERNAM repuso que en este caso la norma debería ponerse de parte de los alimentarios.


La Honorable Senadora señora Alvear añadió que el propósito de esta disposición es impedir que los empleadores hagan descuentos previos a la remuneración u honorarios del trabajador que produzcan un remanente líquido artificialmente bajo en desmedro de los alimentarios, pues la práctica ha demostrado que muchas veces esas maniobras se hacen en connivencia con el trabajador/alimentante.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que aunque la inquietud del Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, es válida, su ocurrencia práctica es marginal, porque la gran mayoría de las pensiones alimenticias que fijan los tribunales chilenos es una proporción de las remuneraciones del trabajador/alimentante, porque esa es la forma de controlar que estén dentro de los topes legales, que están expresados también como proporciones y no como números fijos.


La exjefa de la Dirección Jurídica del SERNAM, Susan Ortega, añadió a lo señalado que los jueces de familia parten siempre en sus cálculos de la remuneración bruta del demandado, menos los descuentos legales.


En otro orden de materias, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil considera una sanción en caso de desacato de una resolución judicial, y no propiamente un procedimiento, como lo señala la indicación, por lo que en principio parece ser más conducente hacer en esos términos el reenvío y considerar que se aplicarán las normas procesales comunes que regulan la actuación del Ministerio Público en los delitos de acción penal pública según el Código Procesal Penal. 


Añadió que, como antes lo observó el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, la norma debería estar redactada como una regla imperativa y no como una prohibitiva. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, observó que cabe la posibilidad que además de la retención judicial proveniente del proceso de alimentos, el empleador se vea obligado a hacer otras retenciones judiciales, caso en el cual valdría únicamente la regla del orden cronológico de las resoluciones.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que lo planteado por el Honorable Senador Larraín, don Carlos quedará como constancia para la historia de la ley. 

Seguidamente, los representantes del Ejecutivo hicieron presente a la Comisión que la indicación número 1 D  debía ser aprobada ya que en la indicación número 1 F, que se tratará más adelante, se consideran, en un nuevo artículo 13 bis, algunas de las materias tratadas en los incisos que se propone derogar. 


En una sesión posterior, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, puso en votación la indicación número 1 E. Como se hizo presente previamente, su texto es el siguiente:

“11) Sustitúyese el artículo 13, por el siguiente: 
“Artículo 13.- A la persona natural o jurídica que incumpla el deber de hacer la retención y pago, según lo establecido en los artículos 8° y 11 bis, o descuente una cifra distinta a la decretada o aprobada por el tribunal, se le impondrá una multa ascendente al doble de la cantidad no descontada. Asimismo, se le aplicará lo dispuesto en el artículo 18. Impuesta la multa, el juez de familia deberá poner los antecedentes a disposición del Ministerio Público, para que instruya la investigación correspondiente a efectos de sancionar al infractor de conformidad al artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.
La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo una vez ejecutoriada.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó esta indicación.


Con la misma votación, se dieron por aprobadas, con modificaciones las indicaciones, número 1 numeral 8), 1 C; y 1 D, subsumidas en la norma ya aprobada.


La norma aprobada se consigna como número 11) del artículo 1º del proyecto de ley.
- - - 


Seguidamente, la Comisión consideró la indicación número 1 F, del Ejecutivo, mediante la cual se propone introducir a la ley N° 14.908 un artículo 13 A, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 13 A.- El empleador sujeto al deber de retención, estará obligado a dar cuenta al tribunal del término de la relación laboral que le vinculaba con el alimentante, dentro de los quince días corridos siguientes a dicho término.

Si el trabajador obtuviere del empleador el pago de una indemnización, u otra suma de dinero, en razón del término de su contrato de trabajo, mediante cualquier instrumento y en cualquier instancia, sin importar la causal invocada, éste último deberá descontar y retener de la suma total que el trabajador tenga derecho a obtener, el porcentaje que corresponda al monto de la pensión de alimentos en el ingreso mensual del trabajador, con el objeto de realizar el pago al alimentario. El alimentante podrá, en todo caso, imputar el monto retenido a las futuras pensiones de alimentos que se devenguen, si corresponde.

El funcionario de la Inspección del Trabajo ante quien se alcance el acuerdo correspondiente que pone termino al contrato de trabajo, o el notario que autorice el pago de un finiquito o transacción, sólo aprobará o autorizará el documento o instrumento previa acreditación, por parte del empleador, de haberse efectuado el descuento, la retención y el depósito del monto indicado en el inciso precedente en la cuenta ordenada por el tribunal. Para dar cumplimiento a lo anterior, el funcionario de la Inspección del Trabajo o el notario, según corresponda, deberá verificar si el empleador está sujeto a la obligación de retener judicialmente la pensión de alimentos, para lo cual deberá solicitar las tres últimas liquidaciones que den cuenta de las remuneraciones mensuales del trabajador y su correspondiente descuento por retención judicial, anteriores al término de la relación laboral. En todo caso, en el evento que el alimentario lo haga constar, se admitirá copia autorizada del oficio despachado por el tribunal de conformidad al artículo 8°, o la exhibición de la libreta de ahorro en la que consta el pago de la retención ordenada judicialmente.

La obligación del inciso precedente se extenderá al presidente del sindicato, delegado del personal o sindical respectivos, si procediere de acuerdo al artículo 177 del Código del Trabajo.

Si hubiere intervención judicial, el Juez del Trabajo o de Cobranza Laboral y Previsional, una vez decretada o liquidada la suma total a pagar a favor del trabajador, ordenará al empleador descontar, retener, pagar y acompañar el comprobante del depósito o pago de la suma a que se refiere el inciso tercero de este artículo. Para estos efectos, el empleador estará obligado a poner en conocimiento del tribunal su deber de retener judicialmente la pensión alimenticia. Sin perjuicio de lo anterior, se admitirá la participación del alimentario, en calidad de tercero, a efectos de presentar en juicio los documentos que acreditan la existencia de la obligación alimenticia. El tribunal podrá oficiar al juez con competencia en materia de familia o a la institución financiera correspondiente a efectos de comprobar el efectivo depósito de los alimentos por parte del empleador.

Si el empleador incumpliere una o más de las obligaciones expresadas en este artículo, quedará sujeto a las sanciones dispuestas en el artículo 13. Asimismo, quedará obligado solidariamente al pago de las pensiones no descontadas, retenidas o depositadas a favor del alimentario.

El juez del Trabajo o de Cobranza Laboral y Previsional deberá mencionar las obligaciones contenidas en este artículo en su sentencia definitiva.”.

Al iniciarse el estudio de esta disposición, la exjefa  de la División Jurídica del SERNAM, señora Susan Ortega, explicó que el propósito de la indicación es imponer en el artículo 13 a los empleadores o receptores de los servicios la obligación de efectuar la correspondiente retención de la pensión de alimentos decretada por el juez, y regular en el nuevo artículo 13A la situación de esas obligaciones cuando termina la relación laboral, estableciendo en este último caso mecanismos para que siempre se hagan los descuentos que correspondan en la indemnización que proceda, y se evite que se burle al acreedor por esta vía.


La Honorable Senadora señora Alvear notó que la redacción del inciso segundo de la disposición no es clara porque no se entiende cuáles son los ítems que se descontarán de la eventual indemnización del trabajador.


A su turno, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, connotó que no toda indemnización se paga en dinero, por tanto la retención que proceda debería imputarse sólo a la parte que se paga de esa forma.


Seguidamente, se debatió acerca de la posibilidad de descontar de las indemnizaciones no solo alimentos devengados, sino también los alimentos futuros. Los Parlamentarios adujeron que la primera situación está completamente justificada, porque se trata de una deuda exigible. Añadieron que la situación es distinta cuando estamos frente a  alimentos futuros, porque en ese caso la deuda aún no está devengada, y por tanto no es exigible.

- - -

La Comisión discutió, en primer término, los incisos primero y segundo de la propuesta.


En relación con lo señalado en el inciso primero, se tuvo en consideración que introduce una norma que obliga al empleador que habitualmente hace la retención a comunicar al tribunal el término de la relación laboral que lo ligaba con el alimentante, a fin de que las partes del juicio de alimentos estén atentos respecto del cumplimiento de los efectos en materia de familia que emanan de este suceso.


En relación con el inciso segundo, la Honorable Senadora señora Alvear expresó que le parecía bien que se establezca un descuento automático cuando se trate de pensiones adeudadas, y que para las pensiones futuras se opere con un sistema de voluntariedad por parte del alimentante, tal como lo establece la proposición.


Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que el descuento que procede a título de alimentos devengados no debería tener tope alguno, porque se trata de una obligación exigible que consta en una sentencia judicial. En relación con los alimentos futuros, consideró adecuada la fórmula que comprende la indicación, pues ella deja abierta la posibilidad para que el propio alimentante provisione sus obligaciones futuras.


La subdirectora  del SERNAM, señora Paredes, manifestó que es positivo que se considere una fórmula para asegurar a todo evento el pago de las pensiones atrasadas, y que se indique un mecanismo para hacer de manera voluntaria una reserva para pagar obligaciones futuras.  

A continuación, la Comisión analizó el inciso tercero de la proposición. Sobre el particular los funcionarios del Ejecutivo explicaron que se trata de regular el cumplimiento efectivo de la retención cuando el trabajador firma de manera voluntaria su finiquito. En ese caso, la disposición prevé que el funcionario de la inspección del trabajo o el notario que autorice el pago del finiquito o transacción tendrán que verificar si el trabajador está sujeto a una obligación alimentaria y si se efectuó el descuento de las pensiones adeudadas en el referido finiquito o transacción.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó qué sentido tiene permitir que en esta etapa se acompañen las piezas del expediente judicial que constituyen la obligación de retener los alimentos, tal como parece autorizar la oración final del inciso en discusión.


La exjefa de la División Jurídica del SERNAM, señora Susan Ortega indicó que la única forma en la que los notarios o funcionarios de la inspección del trabajo puedan verificar la existencia de la obligación alimentaria es por medio de la exhibición de las últimas liquidaciones del sueldo del ex trabajador, en las que teóricamente se podría comprobar el descuento correspondiente por esta causa. 


Pero si el ex empleador no retuvo, o habiendo hecho el descuento no entregó las sumas retenidas al alimentario, no hay manera que alguno de los ministros de fe antes aludidos puedan suponer que existió un incumplimiento, a menos que se brinde la oportunidad al propio alimentario para exhibir la resolución judicial original que dio lugar al cobro de la obligación de alimentos, o un estado de cuenta de la libreta de ahorros que haya sido establecida en esa resolución como destino de las sumas retenidas por el empleador.


A continuación, la Comisión estudió el inciso cuarto de la proposición sustitutiva del Ejecutivo. La exjefa  de la División Jurídica del SERNAM, señora Susan Ortega explicó que en las empresas que tengan sindicato o delegado del personal cabe la posibilidad que los finiquitos sean autorizados precisamente por un miembro del sindicato o por el citado delegado de personal. En tal circunstancia, lo que procede es aplicar las mismas normas impuestas al oficial de la inspección del trabajo o al notario que intervengan en los demás casos.


Los miembros de la Comisión consideraron acertada la propuesta.


A continuación la Comisión discutió de manera conjunta los incisos quinto, sexto y séptimo de la proposición sustitutiva del Ejecutivo. Sobre el particular, los funcionarios del Gobierno explicaron que la disposición en discusión termina de configurar el sistema, estableciendo reglas especiales para garantizar el descuento de las pensiones adeudadas cuando el término de la relación laboral fue materia de un proceso judicial.


En esta materia, se prevé que el juez del trabajo –en los juicios laborales declarativos-, o el de cobranza laboral y previsional –en los juicios laborales ejecutivos-, verifiquen el cumplimiento de la retención correspondiente, pudiendo al efecto oficiar al juez de familia que la decretó. Añadieron que también se considera, como en el caso anterior, la posibilidad de que el propio alimentario comparezca en el proceso para el solo efecto de hacer valer el cumplimiento de lo dispuesto en la resolución judicial del juez de familia que lo favoreció con una pensión.


Al respecto, los miembros de la Comisión consideraron acertada la proposición, pero tuvieron en vista que la norma implica conceder a los jueces laborales, tanto a los del trabajo como a los de cobranza laboral y previsional, una competencia extraordinaria para dar cumplimiento a las sentencias emanadas de los tribunales de familia, lo que tendría el carácter de ley orgánica constitucional puesto que incide en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


A su turno, la Magistrada señora Negroni expresó que esta proposición es un avance, por cuanto supone que los derechos de familia también serán respetados en sede laboral.


Los miembros de la Comisión notaron que la frase final del inciso sexto propuesto no es necesaria, pues por regla general todas las resoluciones judiciales ejecutoriadas tienen mérito ejecutivo, por tal razón, acordaron eliminarla y aprobar el resto de la proposición.


En una sesión posterior, el Ejecutivo presentó la indicación número 1G. Mediante ella se sustituye los dos primeros incisos del artículo 13 A ya indicado, por los siguientes:

“Artículo 13 A.- El empleador sujeto al deber de retención y pago, estará obligado a dar cuenta al tribunal del término de la relación laboral que lo vinculaba con el alimentante, dentro de los quince días corridos siguientes a dicho término.

Si el trabajador obtuviere del empleador el pago de una indemnización, u otra suma de dinero, en razón del término de su contrato de trabajo, mediante cualquier instrumento y en cualquier instancia, sin importar la causal invocada, este último deberá descontar y retener de la suma total que el trabajador tenga derecho a obtener, el porcentaje que corresponda al monto de la pensión de alimentos en el ingreso mensual del trabajador, con el objeto de realizar el pago al alimentario. El alimentante deberá, en todo caso, imputar el monto retenido y pagado a las futuras pensiones de alimentos que se devenguen, si corresponde.”.


Al fundamentar esta modificación, los representantes del Ejecutivo señalaron que esta nueva redacción precisaba que los empleadores están sujetos a la obligación de retener y pagar. Asimismo, en el inciso segundo se indica que el alimentante deberá imputar el monto retenido y pagado a las futuras pensiones de alimentos que se devenguen.

A su vez, el asesor del Ministerio de Justicia, señor Felipe Rayo, manifestó que la segunda parte de la modificación vuelve a la redacción contemplada en la ley vigente del artículo 13, que distingue entre la indemnización sustitutiva del aviso previo y la que se otorga por años de servicios. Expresó que la subcomisión técnica asesora discutió este punto y acordó proponer una restricción al objeto de la retención, limitándola a las pensiones de alimentos adeudadas.


Indicó que además se introduce una norma que hace obligatoria la imputación de los montos retenidos a las futuras pensiones de alimentos que se devenguen.


Seguidamente, el Honorable Senador señor García-Huidobro consultó qué sucede si el alimentante es una persona que jubila, tiene un APV, y decide retirar todos sus recursos previsionales de una sola vez.


El señor Felipe Rayo indicó que el proyecto no contempla esta situación, pero si considera una norma de retención y pago obligatorio en caso de que se opte por renta vitalicia o por retiro programado, que son las modalidades más usuales de pago de pensiones.


Concluido el debate de estas indicaciones, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, sometió a votación la indicación número 1F, enmendada en los términos propuestos en la indicación número 1G.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó, con modificaciones, ambas indicaciones.


La norma aprobada se incorpora como número 12) del artículo 1° del proyecto de ley.

-.-.-


A continuación, la Comisión consideró el numeral 9) de la indicación número 1 del Ejecutivo, el cual recae en el artículo 14 de la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias. Dicho artículo regula las medidas de apremio que proceden cuando se ha incumplido el pago de una obligación alimenticia. 


La indicación propone hacer tres modificaciones a la disposición citada, en igual número de literales.

Letra a)


Elimina, en el inciso tercero del artículo, la locución “estrictamente”.

Letra b)


Incorpora al inciso tercero de la disposición, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, el siguiente párrafo: 


“El tribunal deberá conceder a la policía las facultades de allanamiento y descerrajamiento si, con anterioridad, se hubieren dictado dos o más órdenes de apremio en contra del alimentante o éste hubiere infringido una orden de arresto nocturno, a menos que el tribunal disponga lo contrario por resolución fundada.”.


La Comisión decidió tratar conjuntamente estos dos literales del noveno numeral de la indicación del Ejecutivo, porque ambos inciden en el mismo tema.


El Honorable Senador señor Espina recordó que el juez de familia siempre puede dictar una orden de allanamiento cuando sea necesario ubicar a la persona notificada, pero imponerle a ese magistrado dicha circunstancia como una obligación es excesivo, sobre todo teniendo en cuenta que ni los jueces de garantía, en la investigación de los delitos más graves están sometidos a una norma como esta.


Agregó que esta proposición plantea seria dudas de constitucionalidad, e hizo reserva en ese sentido.


En otro orden de cosas, manifestó que la idea que plantea el primer literal de la indicación, que elimina el adverbio “estrictamente”, es adecuada porque ese término implica una constricción innecesaria a la prudencia del juez para dictar este tipo de resoluciones.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Barros, expresó que esta proposición fue fruto de una conversación sostenida con los funcionarios de Investigaciones y de Carabineros de Chile a cargo de la ejecución material de estas resoluciones.


Esos funcionarios relataron que cuando van a hacer una notificación o hacer efectivo un apremio ordenado por el juez los alimentantes simplemente no abren la puerta o se ocultan groseramente al interior de sus domicilios, lo que al final implica que la notificación o ejecución material del apremio es producto de un acto voluntario del deudor, lo que a todas luces es impresentable.


Añadió que a diferencia de lo que pasa en los tribunales de garantía, en este caso no hay control de la detención, por tanto no hay registro de estas diligencias.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que esta norma no funciona y la proposición que la modifica es adecuada porque establece la facultad de allanamiento y descerrajamiento como último recurso después que se haya constatado en el proceso un verdadero historial del deudor de no cumplir de manera premeditada sus obligaciones alimenticias.

La magistrado señora Negroni expresó que quizás el problema de la redacción de la norma estriba en el uso del verbo “deberá” al principio del párrafo que se quiere agregar en la letra b) de la indicación, pero el fondo la idea planteada es buena, porque en la práctica el sistema de apremios para exigir el cumplimiento de alimentos impagos no funciona.


Expresó que se observa un grado de descoordinación importante entre las Policías que detienen al sujeto condenado a este apremio y Gendarmería de Chile, que administra los establecimiento en los que efectivamente aquella medida se cumple, lo que agrava aún más el nivel de incumplimiento de estas resoluciones judiciales.


Añadió que también hay un número importante de jueces que son extremadamente restrictivos con la aplicación de estos apremios, exigiendo innumerables requisitos para concederlos aunque el alimentario fundadamente lo requiera, por lo que es importante también precisar criterios objetivos para determinar su procedencia. En razón de ello también propuso que se elimine la expresión “si lo estime estrictamente necesario” del inciso tercero del artículo 14, para eliminar la discrecionalidad de su aplicación.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso, como forma de zanjar la discusión de ambos literales de la indicación, eliminar -tal como propone la magistrado-, la expresión “si lo estime estrictamente necesario” del inciso tercero de la norma, y establecer, como fórmula alternativa a la nueva frase que propone la letra b) de la indicación, que la facultad de allanamiento y descerrajamiento procederá en caso de incumplimientos graves y reiterados, que el juez deberá apreciar.


La exdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, puntualizó que establecer que estas medidas procederán sólo en caso de incumplimientos graves y reiterados vuelve a dejar todo en manos del intérprete, pues en la prácticamente nada es objetivamente tan grave para que no quede siempre un margen de apreciación.


Expresó que en nuestra cultura está extendida la idea de que los fondos de las pensiones de alimentos van para la ex pareja del alimentante, sin tener en consideración que ellas tienen por objetivo fundamental asegurar la mantención de los hijos, lo que genera un nivel importante de incumplimiento que no se observa en otras obligaciones de dinero.


El Honorable Senador señor Espina expresó que obligar a un juez a dictar a todo evento una resolución que viola garantías constitucionales básicas, sin permitirle si quiera un espacio para determinar prudencialmente si la medida procede o no, atenta contra la Carta Fundamental, y por ello reiteró su reserva de constitucionalidad sobre el punto.


 Agregó que de aprobarse esta norma habría más facultades para el juez de familia en los procesos de alimentos que para el juez de garantía en procesos penales por delitos graves.


Manifestó que esta objeción podría subsanarse si se aprueba con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán.


La profesora señora Salinas expresó que aunque la redacción propuesta en la letra b) de la indicación del Ejecutivo parece demasiado estricta, hay que tener en cuenta que en dicho caso ya se han decretado apremios anteriores y se han incumplido las órdenes de arresto nocturno previas, lo que de alguna manera objetiviza el incumplimiento grave y reiterado por parte del alimentante de las órdenes del tribunal del familia.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso zanjar la discusión respecto de la letra a) de la indicación, aprobándola con una modificación consistente en suprimir en el inciso primero del artículo 14 la frase “si lo estima estrictamente necesario”.


- Sometida a votación la letra a) de la indicación con la modificación antes señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.


A continuación el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso aprobar la letra b), agregando, luego de la expresión “el tribunal” la frase “en casos graves y reiterados”.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina propuso, además, suprimir la frase final contenida en la indicación del Ejecutivo, que señala “a menos que el tribunal disponga lo contrario por resolución fundada.”


Como consecuencia, de ambas proposición el Presidente de la Comisión, el Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso aprobar la letra b), en los siguientes términos:


“El tribunal, en casos graves y reiterados, deberá conceder a la policía las facultades de allanamiento y descerrajamiento si, con anterioridad, se hubieren dictado dos o más órdenes de apremio en contra del alimentante o éste hubiere infringido una orden de arresto nocturno.”.


- Sometida a votación la letra b) del número 9) de la indicación número 1 del Ejecutivo, en los términos transcritos precedentemente, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, don Hernán. Votó en contra el Honorable Senador señor Walker, don Patricio.

Al fundamentar su voto en contra, el Honorable Senador Walker, don Patricio, consideró que era más apropiada la redacción  contenida en la letra b), tal como originalmente propuso el Ejecutivo. 

Letra c)


Tiene por finalidad intercalar un inciso cuarto, nuevo, al artículo 14, del siguiente tenor:


“El tribunal y la unidad policial respectiva deberán adoptar las medidas de coordinación que sean necesarias para llevar a cabo la ejecución de la orden de apremio. A su vez, la policía deberá mantener un registro de las órdenes de apremio que se encuentren pendientes y que se les haya encargado diligenciar.”.


Al iniciarse la discusión sobre esta enmienda, se tuvo en vista que el texto aprobado en general en esta iniciativa consideraba una idea muy similar a la de la indicación que acá se discute. Su tenor es el siguiente:


“Tanto la orden de apremio como su suspensión, deberán ser comunicadas a la Policía de Investigaciones de Chile, para su registro.”.


El Honorable Senador señor Kuschel notó que en el texto aprobado en general se señalaba expresamente que el registro de las órdenes de apremio pendientes quedaría en manos de la Policía de Investigaciones, pero en la indicación no se establece, con claridad, cuál de los dos institutos policiales tendrá a su cargo dichas anotaciones.


El Honorable Senador señor Gómez manifestó que en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública se está trabajando en un registro único de órdenes de detención, que debería considerar esta información. Añadió que también debería establecerse un mecanismo expedito para eliminar la orden de detención ya cumplida o que ha quedado sin efecto por orden el tribunal.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sostuvo que acá se trata de una situación distinta, puesto que lo que se considera son únicamente las órdenes de apremio para juicios de alimentos, y lo que se procura es coordinar las acciones de la policía con el tribunal.


Seguidamente, intervino el profesor de derecho civil de la Universidad de Chile, señor Mauricio Tapia,  quien manifestó que no es claro que el apremio de arresto sea una medida efectiva para lograr el cumplimiento de las órdenes del tribunal de familia. Recordó que de las 15.000 órdenes de arresto que se emiten en promedio anualmente, sólo 239 son dejadas sin efecto porque el destinatario de la resolución judicial pagó lo efectivamente adeudado. Explicó que en los demás casos hay un porcentaje de cumplimiento del apremio internando al alimentante en un régimen de reclusión nocturna, y otro en los que lisa y llanamente el deudor no es habido. Explicó que en ambos grupos de casos, no hay pago efectivo de los alimentos adeudados.


Señaló que las medidas para lograr un pago oportuno de las obligaciones alimenticias deberían primero considerar la situación de los que anualmente son demandados por esta causa, para determinar cuántos no pagan porque no quieren y cuántos caen en esta situación simplemente porque no pueden afrontar sus obligaciones legales.


Expresó que, en el caso de las personas que tienen patrimonio o ingresos estables, en vez de recurrir a los apremios personales se podrían intentar otras herramientas, como la construcción de registros públicos de deudores de alimentos que tenga algún efecto en las contrataciones. De esta forma, sostuvo, el empleador sabría, de forma inmediata, si debe hacer una retención en el pago.

La jueza señora Negroni recordó que mediante esta norma se pretende mejorar las condiciones en las que procede el apremio. Observó que si para ello no hay una coordinación mínima entre las policías, cualquier resolución judicial que se dicte para lograr el pago oportuno de las pensiones adeudadas será ineficaz.


La magistrado añadió que en el caso de estas resoluciones no hay una institución pública –como el Ministerio Público en las órdenes judiciales emanas de los tribunales de garantía-, que insten por su cumplimiento, por lo que si se modifican las condiciones legales en las que se cumple el apremio, consecuencialmente mejorará su rendimiento. Recordó que en este caso no se trata de una orden de detención, sino de una manera de hacer compulsivo el pago de una obligación personal, por lo que Gendarmería no da cuenta a los tribunales del efectivo cumplimiento de esta medida.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que el profesor Tapia plantea un asunto de fondo, que es atingente a la problemática de los juicios de alimentos. Agregó que ella escapa de las hipótesis centrales del proyecto, amén de que una idea de este tipo debiera ser patrocinada por el Ejecutivo. 

Indicó que para aclarar la duda planteada por el Honorable Senador señor Kuschel era necesario especificar en el texto que la obligación de registro incumbe a ambas policías.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que hay que es difícil lograr una coordinación completa entre ambas policías por las distintas culturas institucionales que las animan, y por ello la ley Nº 20.593, que establece el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, optó por que una tercera institución experta en la mantención de Registros, como es el Servicio de Registro Civil e Identificación. 

Añadió que también hay que tener en vista que no todos los deudores de pensiones alimenticias deben ser tratados como delincuentes, porque una mayoría de ellos no cumplen con sus obligaciones dado que no están en condiciones de hacerlo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que en esta materia se observa un nivel importante de incumplimiento, a pesar que los tribunales determinan pensiones de alimentos de menor cuantía, las que se pueden ajustar si varían las condiciones económicas del deudor.


En relación con la norma en debate, manifestó que debe establecerse en ella un mecanismo eficaz para cancelar las órdenes de detención cumplidas o dejadas sin efecto por una nueva resolución del tribunal, tal como señalaba el texto aprobado en general.


La magistrado señora Negroni señaló que el problema que enfrentan los tribunales es la falta de precisión de la ley, porque ello genera diferencias de interpretación y dificulta su cumplimiento.


Puntualizó que cuando la proposición aludida se refiere al registro de órdenes de apremio, lógicamente deben considerarse en ello sólo las que estén en condición de pendientes de cumplimiento, y no las que ya fueron ejecutadas ni las que fueron dejadas sin efecto por orden del tribunal.


Recordó que en la práctica cada vez que la policía intenta infructuosamente cumplir una de estas órdenes de apremio personal, la devuelve al tribunal sin diligenciar, sin que en paralelo quede constancia en ninguna parte de ese hecho, ni que figure en registro alguno que hay una orden pendiente contra el alimentante moroso.

El Honorable Senador señor Gómez expresó que en este caso es imprescindible compatibilizar los derechos de ambas partes, porque tal como debe establecerse un mecanismo rápido para que las órdenes de detención que no han sido cumplidas aparezcan en un registro que compartan ambas policías, también es esencial que cuando se cumple dicha orden o se dicta una resolución judicial posterior que la deja sin efecto, el apremio original debe también cancelarse en el registro donde consta, para no exponer a los alimentantes a detenciones injustificadas.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que en este caso hay que tener en vista que se está en presencia de una obligación que tiene características distintas a otras de carácter civil y por ello son procedentes mecanismos especiales para exigir su cumplimiento compulsivo. Añadió que también comparte la idea de que tiene que establecerse en la ley un sistema que permita sacar inmediatamente del registro de órdenes de arresto pendiente a las que ya fueron cumplidas y/o las que fueron dejadas sin efecto por resolución posterior.


El profesor señor Mauricio Tapia señaló que en este caso parece haber cierta confusión, porque una cosa es que en las obligaciones de alimentos esté envuelto el principio del interés superior del niño, y otra es que fundado en ello se pasen a llevar las garantías constitucionales del deudor. Expresó que las relaciones de familia se estructuran en base a criterios de justicia, de distribución equitativa y equilibrada de las cargas y derechos entre padres e hijos, y por ello todas estas modificaciones relativas al derecho de alimentos deberían tratarse conjuntamente con las normas sobre cuidado personal de los niños.

Señaló que en la modificación que aquí se trata hay que preguntarse si del hecho que se obligue al deudor moroso a dormir en la cárcel surgirán medios económicos para pagar la obligación pendiente o mejorarán sus circunstancias económicas en este sentido.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Barros, señaló que el mecanismo que la indicación del Ejecutivo pretende que se establezca como forma principal para el cobro de las pensiones de alimentos es la retención judicial de la pensión por parte de la persona o institución que paga al alimentante, y por ello anteriormente se han discutido una infinidad de normas para perfeccionarla y ampliarla a los trabajadores independiente y a los que perciben jubilaciones. 


Expresó que el Ejecutivo tiene claro que el mero expediente de los apremios personales no es la solución al problema de los alimentos impagos, pero hay problemas puntuales con el cumplimiento efectivo de estas órdenes judiciales, y por ello se proponen algunas alternativas para mejorar su rendimiento.


El Honorable Senador señor Espina expresó que hay consenso en torno a la idea de crear un registro de órdenes de detención pendiente, pero aún no están claros los mecanismos para operativizarlos .


Añadió que es muy complejo que ambas policías lleven registros propios, y más difícil aún que un mismo Registro sea mantenido por las dos instituciones, por lo que planteó que estas anotaciones queden en manos del Servicio de Registro Civil e Identificación.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, observó que en este caso hay que tener en vista que los directos responsables del cumplimiento material de estas órdenes son las policías, por lo que cabe estudiar cómo participarán, de manera más directa, en el mantenimiento de este Registro. Con todo, coincidió en el diagnóstico de que la regulación de este asunto requiere más precisión.


El profesor señor Mauricio Tapia señaló que es un hecho conocido que las policías chilenas tienen problemas para coordinarse entre ellas, por lo que es muy difícil que puedan mantener un registro conjunto de órdenes de apremio, por tanto debe atribuirse la responsabilidad de este registro a una de ellas, de manera específica, o a una tercera institución pública, como lo que propone el Honorable Senador señor Espina.


Añadió que para respetar las garantías constitucionales del deudor se debe establecer en la ley un plazo mínimo dentro del cual se deberá registrar que la orden ha sido cumplida o fue dejada sin efecto.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que esta idea es parte de la estructura básica del proyecto aprobado en general. Indicó que con el registro se pretende que una vez que ha sido emitida una orden de apremio contra un deudor de alimentos dicha circunstancia conste inmediatamente en cualquier tipo de control que involucre a ese deudor. Por ejemplo, agregó, se podría detectar en un control de autopistas, en el que se ejerce en policía internacional o al ingresar un estadio de fútbol.

Manifestó que si en esas condiciones de control se ejecutan, es evidente que se observará un mayor nivel de cumplimiento de las órdenes de apremio.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que ya hay consenso en la Comisión en torno a la idea de crear este registro, por lo solicitó al Ejecutivo elaborar una propuesta que recoja la inquietudes planteadas.


En una sesión posterior y previa autorización de la Sala la Comisión conoció la indicación número 1H, del Ejecutivo, que modifica la proposición original. Su texto es el siguiente:


“c) Intercálanse, en el artículo 14, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto y así sucesivamente. 

“El tribunal y las policías respectivas deberán adoptar las medidas de coordinación que sean necesarias para llevar a cabo la ejecución de las órdenes de apremio.  


Las órdenes y contra órdenes de arresto, serán enviadas por el tribunal a ambas policías, cuando fuere posible, a través de medios idóneos que aseguren su comunicación expedita. A su vez, las policías deberán mantener un registro de las órdenes de arresto que se encuentren pendientes y que se les haya encargado diligenciar, las que solo serán eliminadas al recibir la correspondiente contra orden. Una vez cumplida la orden de arresto, deberá comunicarse al tribunal a más tardar dentro de 24 horas, para que emita la correspondiente contra orden.”.”.

La Honorable Senadora señora Alvear indicó que esta norma es un avance en dirección a establecer en un futuro cercano un registro único de órdenes de apremio diligenciadas a las policías.


La magistrada señora Negroni explicó que el problema actual en esta materia no es la emisión de las referidas órdenes de apremio sino su cumplimiento efectivo. Añadió que para que esto se materialice se requiere una decisión política que obligue a las policías y a Gendarmería de Chile a coordinarse. Indicó que se han dado algunos pasos en este sentido, pues a instancia del Poder Judicial se han celebrado reuniones interinstitucionales con los actores encargados de dar cumplimientos a estas resoluciones. 

A su turno, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, notó que la proposición llena el vacío de coordinación entre las policías para dar cumplimiento estricto a las órdenes de apremio que emanan de los procesos de familia. Sobre el particular, recalcó que esta idea es la que animó en primer término a los autores de la moción que dio lugar al proyecto de ley que acá se discute, y que constituye una de sus ideas matrices esenciales. Añadió que la nueva proposición del Ejecutivo establece un sistema de co-ejecución obligatoria de estas resoluciones para ambas policías, pero sin establecer funciones o reparticiones nuevas a cargo de esta tarea, lo que en la práctica implica que esta norma no tiene impacto presupuestario.


Por su parte, y haciéndose cargo de una observación planteada por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, la exjefa de la División Jurídica del SERNAM, señora Susan Ortega, sostuvo que la nueva indicación del Ejecutivo lleva la firma tanto de la ex Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, como también la de la actual señora Ministra de Justicia, por tanto ha de considerarse que la modalidad de coordinación planteada es respaldadla que comparte todo el Ejecutivo, incluyendo la cartera de Justicia. La funcionaria añadió que la precisión hecha por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, es muy atingente, porque una de las virtudes de esta formulación es que permite lograr la ansiada coordinación entre las policías, sin mayor costo para el erario fiscal.


- Sometida a votación la indicación 1H del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio. 

- Con la misma se dio por aprobada la letra c) del número 9), subsumida en la nueva redacción propuesta por el Ejecutivo.

- Finalmente, con la misma votación anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión introdujo una modificación de referencia en el inciso final del artículo 14 de la ley N° 14.908.
En una sesión posterior, el Honorable Senador señor Chahuán pidió dejar constancia en el informe de que a su juicio sería muy importante que las órdenes de detención sean incluidas en el sistema GEOPOL de la Policía de Investigaciones, y en el KARDEK INSTITUCIONAL de Carabineros de Chile. Manifestó que cualquier otro sistema de registro que no esté en línea no va a solucionar el problema que identifica la idea matriz de este proyecto.


En otro orden de materias, señaló que la proposición del proyecto relativa al sistema de reajustes de pensiones fijadas en montos fijos de dinero es problemática porque en la actualidad la Corte de Apelaciones de Valparaíso parece entender que existiría en este caso una especie de reajustabilidad automática respecto a las pensiones devengadas y no pagadas. Expresó que lo que es más razonable en este caso es que el alimentario tenga la facultad legal de solicitar el reajuste de pensiones fijas, y que el aumento de la pensión fijado en consecuencia por resolución judicial no sea automático.

-.-.-


Seguidamente, la Comisión consideró el numeral 10) de la indicación número 1 del Ejecutivo que introduce en la ley Nº 14.908 un artículo 14 A, nuevo, del siguiente tenor:

“Art. 14 A.- El tribunal, al proveer la solicitud de apremio del artículo anterior, dictará una resolución en la cual dispondrá la liquidación de la deuda, en base a los antecedentes que el solicitante deberá acompañar a su presentación. Si para el cumplimiento de la obligación de alimentos se hubiere dispuesto la apertura de una cuenta de ahorro, la solicitud de apremio deberá ser acompañada de una copia actualizada de la respectiva libreta de ahorro.


Efectuada la liquidación, el tribunal de oficio deberá aprobarla si no fuere objetada dentro de tercero día.


De ser objetada la liquidación, el tribunal, según el mérito de los antecedentes, resolverá de plano o previo traslado y, en este último caso, con el mérito de los antecedentes que obren en el proceso o previa citación a audiencia de prueba.


Tan pronto quede firme la resolución que fija el monto de los alimentos adeudados, el tribunal, de oficio, dispondrá que se despache el o los apremios que correspondan, con citación.


Si el alimentante se opusiere oportunamente a la solicitud de apremio, el tribunal procederá en la forma señalada en el inciso tercero de esta disposición. Si el motivo de la oposición fuere alguno de los señalados en el inciso final del artículo 14 de esta ley, el tribunal deberá dar traslado y citar a las partes a audiencia de prueba. De igual forma se tramitará la solicitud del alimentante de suspensión de la medida de apremio contemplada en el citado inciso final del artículo 14, que fuere interpuesta en otra oportunidad.


Deberá notificarse por cédula al alimentante la resolución del inciso primero de esta disposición, si fuere la primera vez que el alimentario solicita al tribunal la concesión de alguno de los apremios del artículo anterior. En cualquier otro caso, las resoluciones que se dicten en la tramitación de la solicitud de apremio se notificarán de acuerdo a las reglas generales. Lo anterior es sin perjuicio de lo que establece el artículo 52 del Código de Procedimiento Civil.


En la tramitación de la solicitud de apremio del artículo anterior, el lugar válido para practicar la notificación por cédula o, en su caso, por carta certificada según el inciso quinto del artículo 23 de la ley N°19.968, será el domicilio del alimentante que a la fecha conste en el proceso, sea por haberlo este indicado expresamente o, en su defecto, haber sido el lugar donde fue  notificado válidamente de la demanda de alimentos. Si por concurrir la hipótesis descrita en el artículo 2° inciso primero de esta ley, o por cualquier otro motivo, no constare en el proceso el domicilio del alimentante, la notificación de estas resoluciones se efectuará siempre por estado diario.”.


Al iniciarse el análisis de esta indicación, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que esta disposición establece reglas específicas para la dictación de los apremios, tal como anteriormente lo ha hecho presente la magistrado señora Negroni. 


La magistrada señora Negroni expresó que se han presentado muchas dudas relativas a si son aplicables las normas generales del procedimiento civil en la notificación de las órdenes de apremio, o si en cambio proceden las reglas especiales que establece la ley Nº 19.968, que contiene la regulación de las competencias y procedimientos ante los tribunales de familia.


Señaló que la proposición antes transcrita resuelve buena parte de las dudas; por ejemplo, especifica que las notificaciones de apremio corresponde hacerlas en el domicilio procesal del deudor indicado en sus primeras presentaciones en virtud de la obligación que al respecto se impone en el artículo 23 de la ley de tribunales de familia.


Especificó que la propuesta también tiene la virtud de permitir que frente a situaciones que aparezcan dudosas el tribunal pueda citar a las partes a una audiencia oral y requerir que se acompañen pruebas o, en cambio, cuando se trata de una situación evidente, pueda fallar de plano, como por ejemplo cuando la alimentaria acompaña el estado de su cuenta al tribunal y este arroja que no han habido abonos del alimentante.


Destacó que la norma previene que siempre la primera orden de apremio contra un deudor moroso se despachará con citación, o sea, siempre se le da la posibilidad de explicar ante el tribunal porque no está al día en sus obligaciones, y sólo después de transcurrido tres días desde la notificación de aquella puede ordenarse la ejecución material del apremio.


El Honorable Senador señor Kuschel señaló que el inciso primero de la disposición requiere que la alimentaria que solicite un apremio deba acompañar una copia actualizada de su libreta de ahorro, aunque técnicamente parece más correcto referirse a un estado de cuenta actualizado.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó si existe alguna razón para que los pagos de alimentos sólo queden limitados a depósitos en cuentas de ahorro y no en otros instrumentos financieros, como cargos en cuentas corrientes.


La magistrada señora Negroni señaló que hay un acuerdo entre los Tribunales de Familia y el Banco del Estado que permite que las personas que perciban alimentos abran cuentas a la vista sin cargo en el propio tribunal, para el solo efecto que en ellas sean depositadas los alimentos que se determinen en juicio. Con todo, agregó que es perfectamente posible que se determine que el abono pueda hacerse en una cuenta corriente.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que entonces debería ampliarse en el texto la posibilidad de que los abonos se efectúen en cuentas corrientes, cuentas vista, cuentas de ahorro y cuentas rut.


Manifestó que la norma debería establecer que los abonos se harán en cuentas a la vista bancarias o similares, y que la solicitud de apremio requerirá acompañar un estado de cuenta donde conste el no pago.


El Honorable Senador señor Espina notó que una norma de ese tipo rompe con las reglas generales del Derecho Civil, que establecen que quién alega la existencia de una obligación debe probarla, pero habiéndose acreditado esa circunstancia entonces quien afirma la extinción de ella también debe probar sus dichos. Expresó que en este caso la existencia de la obligación alimenticia está constituida, más allá de todo duda, en la propia sentencia, por tanto es al deudor de los alimentos a quien debería incumbirle la prueba del pago o satisfacción de la obligación que se alega que adeuda, y no dejarle dicha prueba a la acreedora. Explicó que tal inversión de la carga de la prueba perjudica directamente a quien la ley debería beneficiar.


Añadió que la norma que acá se propone es también particularmente injusta con las mujeres que tienen ingresos propios y que acordaron que sus alimentos deban cancelarse a través de un depósito en una cuenta corriente en la que ella también gestiona sus fondos propios. Explicó que en ese caso la alimentaria se va a ver compelida a exhibir sus cuentas personales al tribunal, y dejar esta información privada a merced de terceros.


El profesor señor Mauricio Tapia coincidió con lo expresado anteriormente, pues a su juicio en este caso el alejamiento de los principios generales del Derecho Civil hace que el acreedor de una obligación alimentaria quede en peores condiciones que los demás acreedores de obligaciones comunes.


Recordó también que este proyecto contempla que los alimentos pueden ser pagados de formas alternativas al depósito en dinero, como por ejemplo haciéndose cargo el alimentante de los gastos de educación o salud, caso en el que no constará el cumplimiento de la obligación alimentaria en el estado de cuenta que acá se quiere hacer valer como fundamento de una orden de apremio personal.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, hizo presente que este es un punto importante que no está considerado en la redacción de la indicación y que amerita más discusión.


Expresó que en el debate anterior se han planteado varias observaciones:


- ampliar el tipo de instrumentos bancarios en que puede constar el pago de los alimentos a otros que sean equivalente a las cuentas de ahorro.


- proponer una regulación que solucione el apremio por no pago de pensiones alimenticias cuyo pago se pactó en ítems específicos, como solventar la salud o la educación de los alimentarios, y no en depósitos en dinero efectivo.


- reestudiar la situación de la cuenta corriente de la mujer que maneja fondos propios por su trabajo y que además recibe por esta vía el pago de la pensión de alimentos, puesto que no parece razonable que esa alimentaria deba verse obligada a exhibir sus cuentas personales para poder solicitar un apremio contra el deudor moroso.


- ver la posibilidad de reenviar el asunto a las reglas generales, de forma tal que baste la sola alegación del no pago de los alimentos, quedando la prueba de lo contrario a cargo del deudor.


En su sesión posterior, los representantes del Ejecutivo propusieron aprobar la indicación ya presentada con algunas enmiendas. Su texto es el siguiente:


“Artículo 14 A.- El tribunal, al proveer la solicitud de apremio del artículo anterior, dictará una resolución en la cual dispondrá la liquidación de la deuda, en base a los antecedentes que el solicitante deberá acompañar a su presentación. Si para el cumplimiento de la obligación de alimentos se hubiere dispuesto la apertura de una cuenta de ahorro, la solicitud de apremio podrá ser acompañada de una copia del respectivo estado actualizado de la cuenta de ahorro u otro instrumento equivalente.


Efectuada la liquidación, el tribunal de oficio deberá aprobarla si no fuere objetada dentro de tercero día.


De ser objetada la liquidación, el tribunal, según el mérito de los antecedentes, resolverá de plano o previo traslado y, en este último caso, con el mérito de los antecedentes que obren en el proceso o previa citación a audiencia de prueba.


Tan pronto quede firma la resolución que fija el monto de los alimentos adeudados, el tribunal de oficio dispondrá que se despache el o los apremios que correspondan con citación.


Si el alimentante se opusiere oportunamente a la solicitud de apremio, el tribunal procederá en la forma señalada en el inciso tercero de esta disposición. Si el motivo de la oposición fuere alguno de los señalados en el artículo 14 inciso final de esta ley, el tribunal deberá dar traslado y citar a las partes a audiencia de prueba. De igual forma se tramitará la solicitud del alimentante de suspensión de la medida de apremio del artículo 14 inciso final que fuere interpuesta en otra oportunidad.


Deberá notificarse por cédula al alimentante la resolución del inciso primero de esta disposición, si fuere la primera vez que el alimentario solicita al tribunal la concesión de alguno de los apremios del artículo anterior. En cualquier caso, las resoluciones que se dicten en la tramitación de la solicitud de apremio se notificarán de acuerdo al inciso  tercero del artículo 8º. Lo anterior es sin perjuicio de lo que establece el artículo 52 del Código de Procedimiento Civil.


En la tramitación de la solicitud de apremio del artículo anterior, el lugar válido para practicar la notificación por cédula o, en su caso, por carta certificada según el artículo 23 inciso quinto de la ley Nº 19.968, será el domicilio del alimentante que a la fecha conste en el proceso, sea por haberlo este indicado expresamente, o en su defecto, haber sido el lugar donde fue notificado válidamente de la demanda de alimentos. Si por concurrir la hipótesis descrita en el artículo 2º inciso primero de esta ley, o por cualquier otro motivo, no constare en el proceso el domicilio del alimentante, la notificación de estas resoluciones se efectuará siempre por estado diario.”.


Dado que en este artículo se tratan materias diversas, la Comisión decidió analizar la nueva redacción propuesta por el Ejecutivo separada por incisos.

Inciso primero


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Barros, explicó que en consonancia con lo discutido al final de la sesión anterior por la Comisión, el primer inciso de la propuesta considera que para solicitar el apremio la requirente podrá –y no deberá- acompañar el estado de cuenta de su libreta de ahorros o de otro instrumento bancario análogo, para acreditar el no pago de la pensión.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso establecer que si se hubiera dispuesto el pago mediante libreta de ahorros podrá acompañarse el estado de cuenta respectivo, de forma tal de aclarar la situación que procede cuando el pago de la pensión se hace financiando directamente las necesidades de educación, salud o vivienda del alimentario.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, añadió que la facultad antes indicada también debe hacerse extensiva al caso en que el pago de los alimentos se haya establecido en cuentas a la vista, cuentas corrientes, u otros instrumentos similares.


- Sometido a votación el primer inciso de la indicación del Ejecutivo, enmendada en los términos ya indicados, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán; Prokurica y Walker, don Patricio.

Incisos segundo y tercero


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó qué sentido tiene en la disposición referirse a casos en que se procederá de plano o previo traslado.


El Honorable Senador señor Espina señaló que dichas expresiones significan que el tribunal escuchará a la contraparte si no obran en los antecedentes de autos elementos suficientes para resolver directamente; en caso que si los haya dictará la resolución con el solo mérito de estos.


Por su parte, la subcomisión técnica que asesoró a la Comisión propuso añadir en el inciso segundo propuesto en la indicación del Ejecutivo la siguiente frase final: “contado desde su notificación”.


El profesor Cristián Lepín explicó que la enmienda considerada por el grupo técnico introduce un perfeccionamiento procesal a la norma, con el propósito de facilitar su aplicación práctica.


- Sometidos a votación los incisos segundo y tercero de la indicación del Ejecutivo, fue aprobada con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García Huidobro, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. 

Incisos cuarto y quinto


La magistrada señora Negroni notó que en las disposiciones en discusión se observa un aumento de las facultades oficiosas del tribunal, en consonancia con lo que establecen los principios generales que gobiernan esta materia.


Observó que en el inciso quinto de la proposición se requiere que el magistrado siempre dé traslado a las partes y las cite a una audiencia de prueba cuando el apremiado alegue algunas de las causales de exclusión que indica el artículo 14. Sobre el particular, estimó que la dictación de dicho traslado y audiencia debería ser opcionales para el juez de la causa, pues a veces pueden obrar en los autos antecedentes suficientes como para resolver de plano este asunto.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que en todo caso debería dársele traslado a la contraparte. Agregó que podría quedar para resolución del magistrado el recibir o no el incidente a prueba. Para este propósito, respaldó la parte del inciso quinto que señala lo siguiente: “el tribunal deberá dar traslado y podrá citar a las partes a una audiencia de prueba”.


Los restantes miembros de la Comisión consideraron apropiada esta precisión y estimaron adecuado aprobar los incisos cuarto y quinto  propuestos por el Ejecutivo.

- Sometido a votación estos incisos fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán; Prokurica y Walker, don Patricio.

Inciso sexto


Al iniciarse el análisis de esta propuesta del Ejecutivo, el Honorable Senador señor Espina consultó por qué se sustituye la referencia a las normas generales en materia de notificaciones por un reenvío a lo que indica el inciso tercero del artículo 8º.


La magistrada señora Negroni explicó que ello se debe a que en sesiones anteriores la Comisión aprobó, en lo relativo a las resoluciones que establecen la retención en las remuneraciones del alimentante, como forma de pago de las pensiones alimenticias, que el sistema de notificación común será por cédula, pero que el juez, además, podrá autorizar  que ellas se puedan realizar por correo electrónico o otros medios idóneos.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, preguntó sobre la utilidad de mantener la referencia que se propone al artículo 52 del Código de Procedimiento Civil.


La magistrada señora Negroni manifestó que ello es una medida de seguridad, porque si el procedimiento ha estado suspendido por seis o más meses es prudente que se verifique que el alimentante está al tanto de la tramitación del juicio, y para ello se requiere que la resolución que lo reanude le sea comunicada, mediante una notificación personal o por cédula.


- Sometido a votación el inciso sexto de la indicación del Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán; Prokurica y Walker, don Patricio.

Inciso séptimo


La magistrada señora Negroni explicó que el artículo 2º de la ley indica que cada vez que el alimentante se cambia de domicilio personal o laboral debe avisar de tal circunstancia al tribunal, bajo sanción de una multa. Añadió que lo que agrega la disposición en discusión es que en ese caso la notificación que proceda del apremio se hará por el estado diario.


El Honorable Senador señor Espina consultó cómo se hace la notificación del apremio en la actualidad en el caso de que el alimentante se haya cambiado de domicilio sin dar aviso al tribunal.


La magistrada señora Negroni explicó que en este caso hay un vacío legal, y algunos jueces recurren a las normas generales de las notificaciones del Código de Procedimiento Civil, y otros a las normas que se regulan en ese mismo carácter para los procedimientos de familia en el artículo 23 de la ley de esa judicatura. Explicó que la elección de uno u otro estatuto conlleva que la notificación de la resolución que ordena el apremio se notifique en domicilios distintos o por mecanismos diferentes. 


Añadió que, con todo, solucionar este problema por medio de la carta certificada, tal como propone la indicación, no es una vía óptima. Manifestó que, en cambio, una vía que debería explorarse en este sentido es enfatizar las normas procesales que obligan a las partes a mantener al día la información de sus domicilios en el expediente.


El Honorable Senador señor Prokurica planteó que es muy plausible considerar los medios modernos de notificación cuando el proceso transcurre en un entorno urbano, pero en localidades rurales alejadas la notificación por cédula o carta certificada puede ser el único medio disponible o que dé garantías suficientes. 


La magistrada señora Negroni observó que en la práctica la carta certificada funciona como una especie de notificación personal, porque si no se encuentra a la persona a la que específicamente está dirigida la comunicación, el cartero la devuelve dejando constancia expresa de esa circunstancia, lo que en implica una notificación fallida que no genera efectos en el proceso.


Seguidamente recordó que después de la última modificación a la ley de tribunales de familia se impuso, como regla general, que en todos los procedimientos ante esa judicatura se exige la comparecencia con abogado, que son profesionales que tienen la obligación de comunicar al tribunal, en su primera presentación, un lugar válido para notificar las subsiguientes resoluciones, y si procede, una forma anexa de hacer estas comunicaciones oficiales, como un correo electrónico.


El Honorable Senador señor Espina observó que el artículo 23 de la Ley de Tribunales de Familia, al hacer remisión a la normas que regulan la notificación por cédula del Código de Procedimiento Civil y al establecer que toda resolución no dictada en una audiencia que ordena la comparecencia personal debe ser notifica por carta certificada, generaliza este medio de comunicación, lo que puede ser caro y lento sobre todo si hay otros medios disponibles para que el tribunal comunique sus resoluciones.


La magistrada señora Negroni relató que en la mayor parte de las ciudades grandes de nuestro país están establecidos Centro de Notificaciones, en los que funcionarios judiciales con remuneración fija están abocados toda su jornada únicamente a notificar las resoluciones judiciales de las causas de familia en que las partes comparecen representadas por la Corporación de Asistencia Judicial u otro clínica jurídica gratuita. Indicó que aquellos funcionarios practican la notificación por cédula especial que regula el artículo 23 de la Ley de Tribunales de Familia.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que despejado entonces el tema de las cartas certificadas procede estudiar qué razón justifica hacer una regulación especial para la determinación del domicilio donde se notifican las órdenes de apremio, si se supone que estas resoluciones se dictan en juicios en que ya se ha trabado la litis y se han hecho un sinnúmero de actuaciones procesales anteriores que se han notificado en un domicilio ya predeterminado.


La asesora señora Ortega expresó que estas resoluciones de apremios son dictadas después que la fase declarativa del juicio ya terminó, y lamentablemente es común que los abogados patrocinantes que participaron en esa etapa no den cuenta al tribunal del término de su relación contractual con su representado, lo que en la práctica implica que las resoluciones de apremio son notificadas en el domicilio de ese profesional, aunque ya no tenga ningún vínculo con el apremiado. En razón de ello, explicó que esta norma propone que tales resoluciones sean notificadas en el domicilio personal del alimentante que debió informar en la parte declarativa del proceso, pero debe establecerse entonces una regulación que determine como se actúa cuando ese domicilio cambió sin informar de ello al tribunal.


El Honorable Senador señor Espina notó que es una carga procesal de ambas partes del juicio informar al tribunal, en su primera presentación, cuál es su domicilio para efectos de notificaciones, y posteriormente dar cuenta de todo cambio del mismo, bajo pena de que si no avisan se les notificará en el lugar que conste en el proceso. Teniendo presente ese criterio, señaló que lo que procede, entonces, es que la notificación de la orden de apremio se haga en el último domicilio del alimentante que conste en el proceso.


Puntualizó que exigir que estas notificaciones se hagan en otro lugar que no ha sido informado previamente al tribunal es abrir la puerta para burlar la ley por la vía de cambiarse de domicilio sin dejar constancia en el juicio.



La magistrada señora Negroni planteó que en este tema hay disparidad de criterios entre tribunales. Explicó que algunos creen que la notificación de la resolución que ordena un apremio personal debe hacerse en el domicilio de la oficina del abogado que representó al apremiado en la parte declarativa del proceso, lo que acarrea los problemas anteriormente descritos por la asesora. Expresó que otros creen que debe hacerse en el domicilio original del alimentante, y aún hay una tercera posición, que consiste en notificar el apremio en el nuevo domicilio del alimentante señalado por la alimentaria en el escrito en el que solicita esa medida.


La jueza señaló que las tres posturas presentan problemas, por lo que abogó por la solución expresada por el Honorable Senador señor Espina, que considera que el apremio debe notificarse en el último domicilio del alimentante que conste en el proceso, lo que enfatiza la carga procesal ya existente en la ley para esa parte, que le obliga a informar al tribunal todos sus cambios ulteriores de domicilio.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso zanjar la discusión indicando que la notificación de la resolución que ordena el apremio se hará en el último domicilio del alimentante que conste en el proceso, o en su defecto en el lugar en que fue válidamente notificado de la demanda, y eliminar la referencia a la carta certificada y al artículo 23 de la ley Nº 19.968 que hace la primera parte del inciso séptimo de la proposición en análisis.


- Sometida a votación esta parte de la indicación del Ejecutivo, fue aprobada, con las referidas enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Espina y Larraín, don Hernán.


A continuación, el Presidente de la Comisión sometió a consideración la frase final del inciso séptimo de la proposición del Ejecutivo. 


Explicó que dicha disposición regula la situación del alimentante que se cambió de domicilio y no da cuenta de ello al tribunal. Expresó que en tal caso se propone que la notificación se haga por el Estado Diario.


El Honorable Senador señor Espina se mostró contrario a la disposición propuesta, porque a su juicio anteriormente quedó claro que estas notificaciones deben hacerse en el domicilio del alimentante que conste en el expediente. Explicó que el hecho de haberse notificado válidamente la demanda deja constancia en el expediente de un domicilio válido para notificar al alimentante, y si este dato cambió pero ello no fue actualizado en su oportunidad, las consecuencias de esa omisión deberían ser de cargo de quien tenía la obligación de informar –el alimentante- y no de otra persona.


Señaló que establecer que en caso de cambio de domicilio no informado al tribunal la notificación deberá hacerse por el estado diario complica mucho las cosas, porque es difícil de probar algo que no consta en el expediente.


El asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola notó que la última oración del inciso propuesto induce a confusión y perfectamente podría ser eliminado.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que debe quedar claro en la proposición anteriormente votada que la notificación del apremio siempre se entenderá válidamente realizada cuando se efectúe en el último domicilio del alimentante que conste en el expediente. Respecto de la parte de la segunda oración de la proposición, coincidió con el hecho de que ella induce a confusiones, por lo que propuso eliminarla.


- Sometida a votación ambas proposiciones, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Espina y Larraín, don Hernán.


La norma aprobada se consigna como nuevo número 14) del artículo 1° del proyecto de ley.
- - - 


A continuación, la Comisión consideró el numeral 11) de la indicación número 1 del Ejecutivo, el cual incide en el artículo 15 de la ley. Esta disposición permite la aplicación de apremios personales contra el demandado de alimentos que renuncia a su trabajo sin causa justificada y queda, como consecuencia de ese hecho, carente de medios económicos para cumplir con sus obligaciones familiares.


La modificación propuesta consiste en sustituir  la expresión “precedente” por el guarismo “14” de la ley.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puntualizó que la actualización de la referencia que hace el artículo es necesaria, porque anteriormente la Comisión aprobó introducir a la norma un artículo 14 bis, nuevo.


- Sometido a votación el Nº 11) de la indicación número 1 del Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.

-.-.-


Seguidamente, la Comisión consideró el numeral 12) de la indicación número 1 del Ejecutivo que propone introducir diversas modificaciones al artículo 16 de la ley N°14.908. 
En la parte que interesa a este informe, el artículo 16 regula, en su primer numeral, un mecanismo especial para descontar de la devolución anual de impuesto del alimentante las pensiones devengadas que tenga adeudas, y en el segundo, establece un apremio especial consistente en la suspensión de la licencia de conducir del alimentante cuando aquél no haya dado cumplimiento a su obligación.


La indicación, distribuida en cuatro literales, modifica ambas medidas.

Letra a)


Añade al número 1) del artículo 16 el siguiente párrafo final:


“El tribunal proveerá la solicitud de retención en la forma señalada en el artículo 14 A, inciso primero al quinto. Dicha solicitud se notificará al alimentante por cédula en el domicilio indicado en el artículo 14 A, inciso final.”.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, explicó que esta indicación pone a tono esta disposición con la nueva regulación sobre notificación aprobada en el artículo 14 bis, introducido anteriormente por la Comisión. En consecuencia, propuso aprobarla con la enmienda de hacer referencia al artículo 14 bis y no 14 A como aparece en la indicación.

- Sometida a votación la letra a) del Nº 12) de la indicación del Ejecutivo, fue aprobada, con las enmiendas ya indicadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.

Letra b)


Este literal incide en el número 2 del artículo, que establece una medida de apremio especial contra el alimentante consistente en la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados. La modificación propuesta añade los siguientes párrafos nuevos a la disposición:



“La solicitud de suspensión de la licencia de conducir, se tramitará en la forma señalada en los incisos primero al quinto del artículo 14 A. Con todo, si el motivo de la oposición a la resolución que concede con citación la solicitud de suspensión fuere el indicado en el inciso sexto de este numeral, el tribunal deberá dar traslado y citar a las partes a audiencia de prueba. La resolución que provee la solicitud de suspensión se notificará al alimentante por cédula despachada al domicilio indicado en el artículo 14 A inciso final.


El tribunal, al dictar la resolución que concede con citación la solicitud de suspensión, ordenará al alimentante hacer entrega al administrador del tribunal de su licencia de conducir dentro del término de 15 días contados desde que dicha resolución sea exigible.


Transcurrido el término de tres días, sin que el alimentante se oponga, o en su defecto, desde que el tribunal resuelve la incidencia, concediendo la solicitud de suspensión de la licencia de conducir del alimentante, el tribunal dispondrá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación, a fin que proceda a subinscribir la suspensión en el Registro Nacional de Conductores. Del mismo modo, el juez oficiará al servicio, tan pronto el alimentante entregue al administrador del tribunal su licencia de conducir, a objeto de comunicar la fecha en la cual deberá ser cancelada la referida subinscripción. En caso de ser procedente la prórroga del plazo de suspensión de la licencia de conducir, el tribunal deberá emitir una nueva orden para dejar subsistente la subinscripción.


Para efectos del cómputo del plazo establecido en el inciso tercero de este numeral, el administrador del tribunal deberá llevar un registro de las resoluciones que ordenen la suspensión de la licencia de conducir y, en base a éste, informar al tribunal, vencido el término referido, si el alimentante dio cumplimiento a su obligación de entregar su licencia de conducir. Si el alimentante no hiciere entrega oportuna de su licencia al administrador del tribunal, ni ofreciere en dicho plazo una justificación suficiente, el juez de oficio oficiará a la policía a efectos de disponer su incautación. La unidad policial a la que el tribunal encargó diligenciar la incautación referida en este inciso, deberá mantener un registro de las órdenes de incautación pendientes, y en su caso, coordinarse con otras unidades policiales a efectos de cumplir con el encargo.”.


Al iniciarse  el estudio de esta letra, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó, como primer asunto, que en principio no parece haber relación alguna entre el derecho a tener licencia de conducir y el no pago de alimentos, y no se observa como privar de la primera al alimentante incidirá en el efectivo cumplimiento de su obligación. Añadió que en ese contexto es muy plausible la excepción que se plantea para quienes necesiten su licencia por razones laborales.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que aunque en principio las aprensiones expresadas por la Honorable Senadora señora Alvear son válidas, ha de tenerse en vista que esta medida de apremio ya existe en la ley vigente, y la modificación propuesta tiene por única finalidad afinar el procedimiento para hacer efectivo este apremio vigente.


La exdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, manifestó que la idea de la indicación del Ejecutivo no es crear nuevas sanciones contra quien no paga una obligación alimentaria, sino por el contrario, el propósito que se persigue es establecer las medidas adecuadas para incentivar el pago de los alimentos adeudados.


Expresó que con esto se pretende que quien no cumpla la obligación que le impuso el juez de familia sufra alguna consecuencia que desincentive el incumplimiento, lo que contrasta mucho con la situación práctica actual, en la que hay innumerables vías de evitar el cumplimiento efectivo de un apremio impuesto por el tribunal.


Manifestó que aunque la medida de apremio de suspensión de licencia de conducir existe en la ley hace años, en la práctica no se emplea casi nunca porque no hay un procedimiento claramente establecido para hacerla efectiva. Explicó que esta parte de la indicación busca solucionar dicho problema.


Agregó que, para mejorar el procedimiento que se propone, se establece un nuevo registro de resoluciones que ordenan la suspensión de licencias de conducir que no han sido cumplidas por el alimentante, que estará disponible para Carabineros de forma tal de que ellos puedan controlar su cumplimiento en cualquier control caminero.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Barros, explicó que la proposición contenida en la indicación introduce en la ley las directrices que al respecto ya ha señalado la Excelentísima Corte Suprema, tribunal que al efecto emitió el Auto Acordado Nº 55, de 4 de abril de 2008, cuyo texto es el siguiente:


“En Santiago a cuatro de abril de dos mil ocho, se reunió el Tribunal Pleno bajo la Presidencia de su subrogante don Milton Juica Arancibia y con la asistencia de los Ministros señores Segura, Oyarzún, Ballesteros y Muñoz, señora Herreros, señores Dolmestch, Valdés, Carreño y Pierry, señoras Pérez y Araneda y señor Künsemüller, y del Ministro Suplente señor Torres.


INSTRUCCIONES PARA HACER EFECTIVAS LAS SUSPENSIONES DE LICENCIAS DE CONDUCIR DECRETADAS EN JUICIO POR COBRO DE PENSIONES ALIMENTICIAS QUE EMANEN DE LOS JUZGADOS DE FAMILIA

     
Teniendo en consideración la presentación efectuada por el Servicio Nacional de la Mujer que plantea sus inquietudes acerca del procedimiento para hacer efectivo ante el Servicio de Registro Civil las suspensiones de licencias de conducir decretadas en juicio por cobro de pensiones alimenticias que emanen de los Juzgados de Familia o de Letras con competencia en esta materia y de conformidad a lo establecido en los artículos 82 de la Constitución Política de la República y 96 N°4 del Código Orgánico de Tribunales, se acuerda:


Instruir a los jueces que ejercen competencia en materia de Familia, en el sentido que al disponer suspensión de Licencia de conducir vehículos motorizados conforme lo establece el artículo 16 numeral 2 de la ley 20.152, de 09 de enero de 2007, que modificó la Ley 14.908, la orden correspondiente se entenderá cumplida una vez que el alimentante ponga a disposición del Administrador del Tribunal la respectiva licencia de conducir, quien certificará que dicho documento se encuentra bajo su custodia. 


No habiendo solicitud de interrupción de este apremio, el Juez respectivo deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación -inmediatamente después de notificada la resolución que decreta el apremio, lo que se llevará a cabo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 12 de la ley 14908- para la inscripción de la suspensión de la licencia de conducir en el Registro Nacional de Conductores, señalando la fecha específica del fin del apremio, de tal manera que dicho Servicio pueda dejarlo sin efecto una vez cumplido el plazo. El juez deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación si es que acogiera prorrogar el plazo de suspensión en la misma forma antes señalada, del mismo modo si acogiera una interrupción del apremio.


La resolución que da cuenta de la medida de apremio de suspensión de una Licencia de Conducir debe ser remitida por correo electrónico al Administrador del Tribunal, quien llevará un registro al efecto, e informará mediante certificación en el Sistema Informático al juez si al cabo de 15 días no se ha puesto a su disposición la correspondiente licencia de conducir.


Asimismo, se acordó Instruir a los jueces que ejercen competencia en materias de Familia en el sentido que al disponer arraigos de carácter exclusivamente proteccional, la orden correspondiente deberá consignar la fecha exacta en que dejará de tener efecto, incluyendo todos los antecedentes del menor, tales como nombre completo, rut y fecha de nacimiento. Si la respectiva orden de arraigo es decretada hasta cumplir la mayoría de edad del menor, deberá consignarlo expresamente en la misma resolución.


Para el caso de aquellas órdenes que se emitieron con anterioridad al presente Auto Acordado ya sea por Tribunales de Familia, de Letras con competencia en Familia, o Juzgados de Menores, Policía de Investigaciones de Chile deberá informar a cada tribunal los casos específicos, para posteriormente el Tribunal emita una contraorden de arraigo si correspondiere para cada caso.


Háganse las comunicaciones pertinentes.


Para constancia se extiende la presente acta.


Carlos A. Meneses Pizarro


Secretario”.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que la norma propuesta en la indicación refuerza los criterios judiciales ya existentes sobre esta materia, y  dan efectividad a la ley vigente, por lo que se mostró partidario de su aprobación.


La Honorable Senadora señora Alvear consultó cuál es la razón por la que la indicación establece la existencia de dos registros para esta iniciativa.


La señora Barros explicó que hay un primer registro que mantiene el Administrador del Tribunal, que contiene las órdenes de suspensión de licencia enviadas por oficio al Servicio de Registro Civil e Identificación, de forma de individualizar y reversar la medida, en el más breve plazo, cuando el alimentante afectado dé cumplimiento a su obligación.


Manifestó que el segundo registro tiene lugar cuando el alimentante condenado a este apremio no ha dado cumplimiento de él, entregando voluntariamente su licencia en el tribunal. Indicó que en este caso se da cuenta de la situación a una Unidad Policial encargada de ejecutar esta orden, la que mantendrá un registro de estas comunicaciones con el objeto de que ante cualquier control caminero que afecte al alimentante, por cualquier causa, salga a relucir el incumplimiento referido y se proceda a la incautación inmediata de la licencia en cuestión.


- Sometida a votación la letra b) del Nº 12) de la indicación del Ejecutivo, fue aprobada, con enmiendas de forma, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.

Letras c) y d)


En estas letras se modifica el citado segundo numeral del artículo 16. Las enmiendas propuestas consisten, en primer lugar, en añadir en su párrafo segundo, que pasó a ser sexto luego de la modificación antes aprobada, la frase “haga entrega de su licencia de conducir”, a continuación de la expresión “siempre que”. Por su parte, el segundo literal de la indicación debatida agrega, al final del citado párrafo, lo siguiente:


“De concederse la interrupción del apremio, se dispondrá que el administrador del tribunal conceda al alimentante una licencia de conducir provisoria por un término de 30 días, reteniéndose la licencia hasta el pago íntegro de la deuda. El tribunal dispondrá la renovación de la licencia de conducir provisoria del alimentante, si éste así lo solicita y acredita el cumplimiento de las condiciones fijadas y el pago de la pensión alimenticia que se vaya devengando.”.


La Comisión discutió ambas proposiciones conjuntamente.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, observó que la norma propuesta faculta al tribunal para interrumpir este apremio cuando la licencia es necesaria para el desarrollo de la actividad económica u oficio del alimentante, otorgándole al efecto una licencia provisoria por el plazo de 30 días. Señaló que ello supone que dentro de dicho exiguo plazo el alimentante deberá ponerse al día con el total de su deuda, ya que si no lo hace la suspensión se torna en permanente. Agregó que esto impediría que dicho deudor ejerza el oficio o negocio con el cual generaría nuevos recursos para pagar la deuda alimentaria.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer señora Barros, señaló que esta interrupción del apremio procede cuando el alimentante suscribe un convenio de pago de los alimentos adeudados, y mientras esté al día en él procederán subsecuentes renovaciones provisionales de la licencia suspendida hasta el pago efectivo del total.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, consultó si en la actualidad los tribunales de justicia tienen atribuciones para otorgar licencias provisorias.


La asesora respondió señalando que en la actualidad los tribunales de familia no tienen esta atribución, pero ella se establece justamente a través de esta proposición. Añadió que otras judicaturas, como los jueces de garantía, si tienen esta facultad y la aplican cotidianamente cuando se trata de la investigación de delitos en los que estuvo involucrada la conducción de vehículos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos expresó que de la lectura de la proposición debe entenderse que el hecho de ser necesaria tal licencia para el ejercicio de una actividad o empleo que genera recursos económicos para el alimentante no está circunscrita únicamente a la situación de los conductores profesionales, sino a toda persona que necesite transportarse en un vehículo particular, por razones laborales o económicas.


- Sometidas a votación las letras c) y d) del número 12) de la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


La norma aprobada se incorpora como número 16) del artículo 1°.

- - -

A continuación, la Comisión trató la indicación número 3, de los Honorables Senadores señores Gómez y Walker, don Patricio, para introducir modificaciones, en dos numerales, a los artículo 16 y 19 de la ley.

Número 1)


Agrega al citado artículo 16 un numeral 3), nuevo, del siguiente tenor:


“3. Ordenará la retención desde la cuenta de capitalización individual afecta al decreto ley Nº 3.500 de 1980, del alimentante, en un monto equivalente a las pensiones insolutas”.


La ex directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, señaló que la idea de la indicación parece en principio atendible, pues por su intermedio se obtiene el pago de las pensiones adeudadas, que es el objetivo central de este proyecto, el cual es plenamente compartido por el Ejecutivo. 


Con todo,  agregó que este asunto fue analizado con profundidad y se detectaron algunos fallos del Tribunal Constitucional (roles 334, cons. 5º a 7º, y 767 cons. 12º a 15º) que abonarían la tesis de que este mecanismo es inconstitucional, porque supondría sacar fondos destinados a las pensiones futuras para otras finalidades atendibles, pero distintas.


Explicó que este criterio restrictivo sólo permite en la actualidad trasladar cotizaciones previsionales de una cuenta de capitalización individual a otra, como sucede en el mecanismo de las compensaciones por divorcio entre los ex cónyuges, por lo que el sistema que plantea la indicación sería inviable desde la perspectiva constitucional.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que una medida de este tipo soluciona un problema actual, pero crea otro para el futuro.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, replicó manifestando que es preferible asegurar la mantención actual de los niños, aun a costa del detrimento previsional futuro del alimentante incumplidor.


La asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Barros, expresó que la inadmisibilidad de esta indicación no estriba sólo en un problema formal, como es la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en materia de seguridad social, sino también en un asunto de fondo, que es la muy probable declaración de inconstitucionalidad de una disposición de este tipo. Explicó que el Tribunal Constitucional con ocasión de un requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad podría declarar inconstitucional este precepto. Señaló que de no existir este segundo inconveniente de fondo, el Ejecutivo habría estado dispuesto a estudiar la posibilidad de patrocinar esta proposición.


- En virtud de lo dispuesto en el artículo  25 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el Presidente de la Comisión declaró inadmisible el número 1) de la indicación 3), por infringir lo dispuesto en el número 6º del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

A continuación, la Comisión trató el número 2) de la indicación número 2, del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán. Mediante ella propone agregar a la ley un artículo 17, nuevo, del siguiente tenor:

"Artículo 17.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, los alimentos adeudados devengarán el interés corriente para operaciones reajustables, determinado por la Superintendencia de Bancos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 6° de la ley N°18.010, que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones en dinero que indica.”.


Por su parte, la Comisión tuvo en vista que el artículo 6º de la ley Nº 18.010 define el interés corriente y el máximo convencional en los siguientes términos:


“Artículo 6º.- Interés corriente es el interés promedio cobrado por los bancos y las sociedades financieras establecidas en Chile en las operaciones que realicen en el país, con exclusión de las comprendidas en el artículo 5º. Corresponde a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras determinar las tasas de interés corriente, pudiendo distinguir entre operaciones en moneda nacional, reajustables o no 

reajustables, en una o más monedas extranjeras o expresadas en dichas monedas o reajustables según el valor de ellas, como asimismo, por el monto de los créditos, no pudiendo establecerse más de dos límites para este efecto, o según los plazos a que se hayan pactado tales operaciones.


Los promedios se establecerán en relación con las 

operaciones efectuadas durante cada mes calendario y las tasas resultantes se publicarán en el Diario Oficial durante la primera quincena del mes siguiente, para tener vigencia hasta el día anterior a la próxima publicación.


Para determinar el promedio que corresponda, la Superintendencia podrá omitir las operaciones sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, distorsionen la tasa del mercado.


No puede estipularse un interés que exceda en más de un 50% al corriente que rija al momento de la convención, ya sea que se pacte tasa fija o variable. Este límite de interés se denomina interés máximo convencional.


Será aplicable a las operaciones de crédito de dinero que realicen los bancos, lo dispuesto en el inciso primero del artículo 17 de la ley Nº 19.496 y la obligación de información que contempla la letra c) del artículo 37 de la misma ley citada, debiendo identificarse el servicio que la origina.”.


La profesora señora Carmen Domínguez manifestó que es perfectamente posible elevar en este caso el interés que se aplica al máximo convencional.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, manifestó que en acuerdos previos de la Comisión se ha establecido que las pensiones de alimentos siempre serán reajustables, aunque se pacten en sumas fijas, por lo que la norma que acá se propone no persigue mantener el poder adquisitivo de las pensiones devengadas, sino que simplemente hacer más gravoso su monto, si se produce un incumplimiento.


Observó que el mero expediente de aumentar la entidad de una obligación vencida no facilita al deudor, en ningún caso, el pago de la obligación.


La asesora señora Barros indicó que a diferencia de todo el resto de las obligaciones comerciales del tráfico económico habitual de las personas naturales, las pensiones de alimentos no generan intereses, por tanto frente a una estrechez económica del alimentante es muy entendible que aquél opte por cancelar otras deudas cuyo incumplimiento si generan intereses moratorios, en detrimento de las deudas que no lo producen. Agregó que también debe tenerse en vista que quien no paga una obligación con una casa comercial inevitablemente termina en Dicom, no así quien no cancela las pensiones de alimentos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, reiteró que las pensiones de alimentos pueden ser canceladas mediante descuentos forzados de remuneraciones o de devoluciones de impuestos, y su no pago puede acarrear apremios como los arrestos o las suspensiones de licencias de conducir, que son medidas inimaginables como formas de obligar al cumplimiento de los créditos normales.


La profesora señora Domínguez expresó que en la actualidad los apremios como formas de obligar el pago de pensiones de alimentos son vías meramente teóricas, porque en la práctica dichos apremios son fácilmente incumplidos. La catedrática añadió que la norma que se propone deja a las obligaciones alimenticias en pie de igualdad con los demás créditos del alimentante, y observó que si no se toman medidas legislativas en esta línea las pensiones de alimentos mantendrán su calidad de obligaciones irrelevantes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, declaró cerrado el debate y sometió la indicación a votación.


- Sometida a votación el número 2) de la indicación Nº 2, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio. Votó en contra el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos.
- - -
Seguidamente, la Comisión trató el número 2) de la indicación Nº 3, cuyos autores son los Honorables Senadores señores Gómez y Walker, don Patricio. Mediante ella se propone incorporar al artículo 19 de la ley N° 14. 908 un número 4, nuevo. 


Cabe recordar que el artículo 19 establece medidas que puede adoptar el juez de familia de familia, a petición de parte, cuando se han decretado en el proceso dos o más apremios contra el demandado, como es, por ejemplo, la separación judicial de bienes de los cónyuges. 


La norma que se propone incorporar a este precepto persigue permitir que el juez pueda ordenar el traspaso de fondos desde la Tesorería General de la República o desde la cuenta de capitalización individual afecta al decreto ley Nº 3.500 de 1980, del alimentante, el monto equivalente a las pensiones insolutas, a la cuenta del tribunal para proceder a la cancelación de las deudas por pensiones de alimentos.”.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, declaró inadmisible esta indicación por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.

-.-.-

A continuación, la Comisión consideró la letra a) de la indicación número 4, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. Mediante ella se propone modificar el inciso primero del artículo 331 del Código Civil, norma que dispone que los alimentos se deben desde la primera demanda, y se pagarán por mesadas anticipadas.

La enmienda consiste en reemplazar la expresión “primera” por “notificación de la”.

Al iniciarse el estudio de este precepto, el profesor de derecho de la Universidad de Chile, señor Cristián Lepín respaldó esta indicación ya que a su juicio es necesario especificar que los alimentos se deben desde la notificación de la demanda, tal como lo precisa esta parte de la indicación número 4. 

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, aprobó esta indicación.
A continuación, la Comisión trató las letras a) y b) del números 1) del artículo 2° que agrega la indicación número 1, del Ejecutivo. Mediante ella se modifica el artículo 332 del Código Civil. 
La disposición vigente establece que por regla general el derecho a alimentos persistirá por toda la vida del alimentario mientras se mantengan las circunstancias que le dieron lugar. Excepcionalmente se indica que quedará limitado cuando se trata de alimentos concedidos a descendientes o hermanos de alimentante, cuando ellos cumplan 21 años, o 28 si están estudiando una profesión u oficio.


A su respecto, Su Excelencia el Vicepresidente de la República propone dos enmiendas.


La primera para sustituir la frase que señala que tal beneficio se mantendrá si a los alimentarios “les afecte una incapacidad física o mental que les impida subsistir por si mismos o que, por circunstancias calificadas, el juez los considere indispensable para su subsistencia” por otra que señala que “La ausencia de las condiciones referidas, hará cesar, de pleno derecho, la obligación de pagar alimentos.”.

La segunda propone agregar el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 332 del Código Civil:


“No se aplicará lo establecido en el inciso anterior, cuando al alimentario le afectare una incapacidad física o mental que le impidiere subsistir por sí mismo, o que, por circunstancias calificadas, el juez lo considerare indispensable para su subsistencia”.


La asesora señora Barros explicó que esta indicación propone que las pensiones decretadas en favor de descendientes o hermanos cesen de forma automática y sin necesidad de declaración judicial, por el sólo hecho de que el alimentario alcance la edad de 21 años, o de 28 si ha mantenido la calidad de estudiante. Explicó que con esta medida se aliviará la carga de trabajo de los tribunales, porque será innecesario iniciar por esta causa un procedimiento especial de cese de pensión de alimentos.


Añadió que el inciso final que se propone establece una excepción a la regla anterior, que impide el término automático de la pensión cuando se trata de un alimentario afectado por una incapacidad física o mental que le impide subsistir por sí mismo.


- Sometida a votación esta parte de la indicación número 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Número 2)


Incide en el artículo 333 del Código Civil. Esta disposición faculta al juez para fijar la forma y cuantía de los alimentos. La indicación de Su Excelencia el señor Presidente de la República agrega un inciso segundo, nuevo, al artículo, cuyo tenor es el siguiente:


“La resolución del juez, que fija o aprueba los alimentos, deberá indicar, expresamente, que la obligación referida sólo se entiende cumplida si el pago se sujeta estrictamente a la forma que ésta fije o apruebe.”.


La asesora señora Barros explicó que esta indicación actualiza en el Código Civil las modificaciones antes aprobadas en la ley Nº 14.908, en orden a que la resolución judicial que condene a pagar alimentos deberá señalar, expresamente, las circunstancias precisas que darán por cumplida la obligación del condenado.


- Sometido a votación este número del artículo 2° de la indicación número 1 fue aprobado, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

-.-.-


Finalmente, la Comisión consideró la letra b) de la indicación número 4, de los Honorables Senadores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Mediante ella se modifica el artículo 336 del Código Civil. 


El referido precepto dispone que las pensiones alimenticias atrasadas podrán renunciarse o compensarse; y el derecho de demandarlas trasmitirse por causa de muerte, venderse y cederse, sin perjuicio de la prescripción que compete al deudor.

La indicación consiste en agregar a esta norma un inciso segundo que dispone que las pensiones alimenticias devengadas prescriben en el plazo de diez años contado desde que se hicieron exigibles.

Sobre este precepto, el profesor de derecho de la Universidad de Chile, señor Cristian Lepín manifestó que es necesario precisar en este precepto del Código Civil que las pensiones de alimentos devengadas prescriben en el plazo que señala la indicación. Señaló que de esta manera se resuelve, mediante una regla precisa, una cuestión que ha venido siendo discutida en la jurisprudencia.


Recordó que como ya había señalado hay una disputa importante en la jurisprudencia nacional sobre derecho familia, relativa a qué plazo de prescripción debe aplicarse a las obligaciones alimenticias devengadas.


Explicó que el derecho a solicitar alimentos por quien tiene derecho legal a hacerlo no prescribe, pero la situación es mucho más confusa cuando se trata de la acción para exigir el cobro de prestaciones devengadas y no pagadas. Manifestó que acá se han intentado varias posturas. La más extrema se asila en la idea de que el principio de interés superior del niño tiene rango constitucional en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5º de la Constitución, y por esa causa tal acción de cobro tampoco prescribiría. Otros sostienen, argumentando en base al artículo 2515 del Código Civil, que se aplican las reglas generales que previenen un plazo de 5 años para la extinción de un acción. Finalmente, una tercera postura considera que el cobro se hace en virtud de un título que tiene carácter de ejecutivo, como es la sentencia del tribunal de familia que condena al pago de una pensión o la resolución de ese mismo tribunal que autoriza una transacción entre las partes, y por ello se trata de una acción ejecutiva, cuyo plazo común es de tres años.


Con el fin de despejar estas dudas propuso aprobar la letra b) de la indicación número 4.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, sostuvo que en cuestiones relativas a derechos fundamentales o cuando hay menores involucrados, la tendencia en los últimos años es a establecer plazos más largos de prescripción o derechamente la imprescriptibilidad para los casos extremos.


El Honorable Senador Walker, don Patricio, señaló que en este caso debería optarse por la regla general de prescripción extintiva máxima del ordenamiento nacional, que considera 10 años de plazo.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, aprobó esta indicación.
- - -
MODIFICACIONES PROPUESTAS


En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:
Artículo único

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 7° del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia: (Unanimidad. 4 x 0).
1).- Agrégase en el artículo 1°, el siguiente inciso final, nuevo:

“Las materias reguladas por esta ley deberán ser resueltas cuidando proteger siempre el interés superior de los hijos”. (Unanimidad. 3 x 0). 
2).- Agrégase en el artículo 3°, el siguiente inciso tercero, nuevo:

“En los casos descritos en el inciso anterior, no se requerirá acreditar las necesidades del menor alimentario.”. (Unanimidad.  3 x 0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
3).- Sustitúyese el inciso sexto del artículo 4°, por el siguiente:

“La resolución que decrete, fuera de una audiencia, alimentos provisorios o que se pronuncie provisionalmente sobre la solicitud de su aumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, será susceptible del recurso de reposición con apelación subsidiaria, la que se concederá en el solo efecto devolutivo y gozará de preferencia para su visita y fallo. Si la resolución recurrida se dicta en audiencia, el recurso de reposición se deberá interponer en ella. Contra la resolución que deniegue la reposición se podrá entablar por escrito el recurso de apelación, dentro del término de tres días contado desde finalizada la audiencia, y siempre y cuando en ella el agraviado hubiere reservado su derecho para apelar.”. (Unanimidad. 3 x 0). 
4) Sustitúyese el artículo 6° por el siguiente: 

“Art. 6º Las medidas cautelares en estos juicios podrán decretarse por el monto y en la forma que el tribunal determine de acuerdo con las circunstancias del caso y lo dispuesto por el artículo 22 de la ley N°19.968.

Toda resolución que fije o apruebe una pensión de alimentos deberá determinar el monto, en una unidad reajustable, y fijar la fecha y lugar de pago de la misma. Asimismo, deberá indicar las circunstancias consideradas para determinar la capacidad económica del alimentante y necesidades del alimentario, y señalar que la obligación de pago sólo se entenderá cumplida si ésta se sujeta a la forma fijada o aprobada por el tribunal. En caso de aprobarse una forma de pago distinta a la entrega mensual de dinero al alimentario, la resolución deberá avaluar la obligación en dinero. (Unanimidad. 3 x 0). 

5) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 7°:

Uno) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto y así sucesivamente:

“Excepcionalmente y por resolución fundada, el tribunal podrá, en forma prudencial, superar el límite establecido en el inciso anterior, siempre que se presente alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que se trate de satisfacer las necesidades de más de dos niñas, niños o adolescentes, o de uno que sufran una discapacidad o enfermedad severa.

b) Que se trate de evitar que el padre o madre que tiene el cuidado personal del alimentario, quede obligado a contribuir  más allá de la proporción correspondiente a sus capacidades económicas, atendido el grado de participación que a cada padre le corresponde cubrir en las necesidades de su hijo.

Con todo, el tribunal, en la determinación del monto de la pensión, en ningún caso podrá fijar una suma o porcentaje que exceda del sesenta por ciento de las rentas del alimentante, y siempre deberá considerar el deber legal de alimentos que el padre o la madre pueda tener en relación con otros hijos o alimentarios.”. (Unanimidad. 3 x 0).
Dos) Suprímese, en el inciso final, la expresión: “Secretario del” (Unanimidad. 3 x 0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.).
6) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8° Las resoluciones judiciales que ordenen el pago de una obligación de alimentos, provisorios o definitivos, por un trabajador dependiente, o que perciba una pensión de vejez, invalidez o sobrevivencia establecerán, como modalidad del pago, la retención por parte del empleador o la entidad pagadora de las pensiones referidas, a menos que el tribunal establezca, por razones fundadas, su falta de idoneidad para asegurar el pago. Asimismo, si se tratare de un trabajador independiente sujeto a contrato de honorarios, el tribunal excepcionalmente podrá establecer la retención de sus honorarios, si atendida las circunstancias del caso, considera que la medida es idónea y justificada. 

La resolución judicial que ordena o aprueba la retención que indica el inciso anterior se notificará a quien deba pagar al alimentante su sueldo, salario, pensión o cualquier otra prestación en dinero, a fin que retenga y entregue la suma o cuotas periódicas fijadas en ella directamente al alimentario, a su representante legal, o a la persona a cuyo cuidado esté.

La notificación de estas resoluciones se efectuará por cédula, dejándose testimonio en el proceso de que la persona fue notificada por este medio, y de la fecha de entrega de la copia de la resolución y demás antecedentes. No obstante lo anterior, el juez podrá ordenar que la notificación de estas resoluciones se efectúe por correo electrónico u otro medio idóneo de notificación, dejando constancia de la misma.

El demandado podrá solicitar al juez, por una sola vez, en cualquier estado del juicio y antes de la dictación de la sentencia, que sustituya, por otra modalidad de pago, la retención del inciso primero de esta disposición. El tribunal podrá acceder a esta petición siempre que a su juicio existan motivos calificados que la justifiquen y que el alimentante, sin tener deudas de alimentos, en este o en otro juicio, dé garantías suficientes de pago íntegro y oportuno.

La solicitud del inciso anterior se tramitará como incidente. En caso de ser acogida, la modalidad de pago decretada quedará sujeta a la condición de su íntegro y oportuno cumplimiento.

De existir incumplimiento, el juez que decretó los alimentos, de oficio o a petición de parte, y sin perjuicio de las sanciones y apremios que sean pertinentes o el inicio de la ejecución, ordenará que en lo sucesivo la pensión alimenticia decretada se pague conforme al inciso primero disponiendo, conjuntamente, la notificación de esta resolución en los términos del inciso segundo y tercero de este artículo.”. (Unanimidad 3 x 0.) 

7) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 9º. El juez podrá, en la resolución que fija o aprueba los alimentos, habiendo escuchado previamente a las partes, aceptar como forma de pago, parcial o total, que el alimentante se obligue a solventar periódicamente determinados gastos útiles que tengan por objeto satisfacer necesidades de educación, salud o vivienda del alimentario u otros gastos similares de carácter permanente. En la misma resolución, el juez deberá determinar el monto mensual de alimentos que se pagan de esta forma, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo  del artículo 6°.”. (Unanimidad. 3 x 0).
b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“El juez podrá también, en la resolución referida en el inciso anterior, decretar como forma de pago de los alimentos, total o parcialmente, la constitución de un derecho de usufructo, uso o habitación sobre bienes del alimentante, quien no podrá enajenarlos ni gravarlos sin autorización del juez. Esta resolución deberá cumplir con lo establecido en el inciso segundo del artículo 6°. Si se tratare de un bien raíz, la resolución judicial servirá de título para inscribir los derechos reales y la prohibición de enajenar o gravar en los registros correspondientes del Conservador de Bienes Raíces. Podrá requerir estas inscripciones el propio alimentario.”. (Unanimidad 3 x 0).

c) Intercálase el siguiente inciso sexto nuevo, pasando el actual inciso sexto y final a ser séptimo: 

“Con posterioridad a la dictación de la resolución que fija o aprueba los alimentos, el juez sólo podrá imputar los gastos extraordinarios que el alimentante efectúe para satisfacer las necesidades de educación, salud o vivienda del alimentario, que acaezcan con posterioridad a la resolución aludida, sin que pudieran preverse. En estos casos, para determinar la cantidad que deberá imputarse al pago de la pensión, el juez deberá atender a la naturaleza del gasto, la capacidad económica de las partes y, en su caso, el grado de participación que al alimentante y la persona que tiene el cuidado personal del alimentario corresponde cubrir en las necesidades de este último, de acuerdo a sus facultades económicas. Cualquiera sea el caso, el juez no podrá imputar al pago mensual de los alimentos una suma que exceda del treinta por ciento del monto de la pensión fijada o aprobada, debiendo proceder, si fuere necesario, a prorratear la suma total a imputar al pago de las pensiones sucesivas.”. (Unanimidad. 3 x 0)
d) Suprímese en el inciso final la frase “Así decretada o acordada”. (Unanimidad. 3 x 0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.)

8) Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “una pensión” por la expresión: “o aprobare una obligación”. (Unanimidad. 3 x 0).

b) Remplázase el inciso tercero por el siguiente: 

“El juez sólo podrá dar su aprobación a las transacciones sobre alimentos futuros, a que hace referencia el artículo 2.451 del Código Civil, cuando se señalare en ellas la fecha y lugar de pago de los alimentos y, el monto acordado por las partes y las circunstancias consideradas por éstas para determinarlo, sin que pueda ser inferior a la cantidad establecida en el artículo 3º de la presente ley. Las mismas menciones serán exigibles para que el tribunal apruebe los avenimientos sobre alimentos futuros. Si los alimentos así convenidos se fijan en una suma de dinero no variable, ésta se reajustará  semestralmente en la forma establecida en los incisos quinto y sexto del artículo 7°.”.(Unanimidad. 3 x 0).
c) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:

“Salvo estipulación en contrario, el juez ordenará al empleador del alimentante, a la entidad que pague su pensión, o a quienes lo contraten a honorarios, en los casos previstos en el inciso primero del artículo 8° de esta ley, que retengan de la suma de dinero que le deben cancelar, la cantidad que equivale a la obligación de alimentos convenida.”. (Unanimidad. 3 x 0). 

d) Intercálase en el inciso final, entre la frase “obligación alimenticia acordada” y el punto aparte (.) que le sigue, la siguiente frase: “, en la forma señalada en el inciso final del artículo 8°.”.  (Unanimidad. 3 x 0).
9) Agrégase el siguiente artículo 11 bis, nuevo:

“Artículo 11 bis.  El empleador del alimentante o quienes lo contraten a honorarios o la entidad que pague su pensión y que se encuentren obligados a practicar la retención judicial, deberán descontar el monto correspondiente a los alimentos decretados o aprobados judicialmente, a continuación de los descuentos obligatorios correspondientes a impuestos y cotizaciones obligatorias de seguridad social.”. (Unanimidad. 4 x 0).
10) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 12

Uno) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 

“Solamente serán admisibles la excepción de pago, siempre que se funde en un antecedente escrito, y la de prescripción.”. (Unanimidad 3 x 0).
Dos) Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el inciso tercero a ser cuarto y así sucesivamente:

“El pago parcial que efectúe el ejecutado frente al requerimiento de pago, no entorpecerá la tramitación del procedimiento de ejecución, ni hará exigible una nueva liquidación, debiendo el juez, de oficio, ordenar la deducción de la cantidad abonada, una vez acreditada, del monto expresado en el mandamiento de ejecución y embargo.”. (Unanimidad. 3 x 0).

11) Sustitúyese el artículo 13, por el siguiente: 

“Artículo 13.- A la persona natural o jurídica que incumpla el deber de hacer la retención y pago, según lo establecido en los artículos 8° y 11 bis, o descuente una cifra distinta a la decretada o aprobada por el tribunal, se le impondrá una multa ascendente al doble de la cantidad no descontada. Asimismo, se le aplicará lo dispuesto en el artículo 18. Impuesta la multa, el juez de familia deberá poner los antecedentes a disposición del Ministerio Público, para que instruya la investigación correspondiente a efectos de sancionar al infractor de conformidad al artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.

La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo una vez ejecutoriada.”. (Unanimidad 3 x 0). 

12) Incorpórase el siguiente artículo 13 bis, nuevo:

“Artículo 13 bis.- El empleador sujeto al deber de retención y pago, estará obligado a dar cuenta al tribunal del término de la relación laboral que lo vinculaba con el alimentante, dentro de los quince días corridos siguientes a dicho término.
Si el trabajador obtuviere del empleador el pago de una indemnización, u otra suma de dinero, en razón del término de su contrato de trabajo, mediante cualquier instrumento y en cualquier instancia, sin importar la causal invocada, este último deberá descontar y retener de la suma total que el trabajador tenga derecho a obtener, el porcentaje que corresponda al monto de la pensión de alimentos en el ingreso mensual del trabajador, con el objeto de realizar el pago al alimentario. El alimentante deberá, en todo caso, imputar el monto retenido y pagado a las futuras pensiones de alimentos que se devenguen, si corresponde.

El funcionario de la Inspección del Trabajo ante quien se alcance el acuerdo correspondiente que pone termino al contrato de trabajo, o el notario que autorice el pago de un finiquito o transacción, sólo aprobará o autorizará el documento o instrumento previa acreditación, por parte del empleador, de haberse efectuado el descuento, la retención y el depósito del monto indicado en el inciso precedente en la cuenta ordenada por el tribunal. Para dar cumplimiento a lo anterior, el funcionario de la Inspección del Trabajo o el notario, según corresponda, deberá verificar si el empleador está sujeto a la obligación de retener judicialmente la pensión de alimentos, para lo cual deberá solicitar las tres últimas liquidaciones que den cuenta de las remuneraciones mensuales del trabajador y su correspondiente descuento por retención judicial, anteriores al término de la relación laboral. En todo caso, en el evento que el alimentario lo haga constar, se admitirá copia autorizada del oficio despachado por el tribunal de conformidad al artículo 8°, o la exhibición de la libreta de ahorro en la que consta el pago de la retención ordenada judicialmente.

La obligación del inciso precedente se extenderá al presidente del sindicato, delegado del personal o sindical respectivos, si procediere de acuerdo al artículo 177 del Código del Trabajo.

Si hubiere intervención judicial, el Juez del Trabajo o de Cobranza Laboral y Previsional, una vez decretada o liquidada la suma total a pagar a favor del trabajador, ordenará al empleador descontar, retener, pagar y acompañar el comprobante del depósito o pago de la suma a que se refiere el inciso tercero de este artículo. Para estos efectos, el empleador estará obligado a poner en conocimiento del tribunal su deber de retener judicialmente la pensión alimenticia. Sin perjuicio de lo anterior, se admitirá la participación del alimentario, en calidad de tercero, a efectos de presentar en juicio los documentos que acreditan la existencia de la obligación alimenticia. El tribunal podrá oficiar al juez con competencia en materia de familia o a la institución financiera correspondiente a efectos de comprobar el efectivo depósito de los alimentos por parte del empleador.

Si el empleador incumpliere una o más de las obligaciones expresadas en este artículo, quedará sujeto a las sanciones dispuestas en el artículo 13. Asimismo, quedará obligado solidariamente al pago de las pensiones no descontadas, retenidas o depositadas a favor del alimentario.

El juez del Trabajo o de Cobranza Laboral y Previsional deberá mencionar las obligaciones contenidas en este artículo en su sentencia definitiva.”. (Unanimidad 3 x 0.) 

13) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:

a) Elimínase en la primera oración del inciso tercero la frase “, si lo estima estrictamente necesario,”. (Unanimidad 4 x 0).
b) Agrégase al final del inciso tercero la siguiente oración: 

“El tribunal, en casos graves y reiterados, deberá conceder a la policía las facultades de allanamiento y descerrajamiento si, con anterioridad, se hubieren dictado dos o más órdenes de apremio en contra del alimentante o éste hubiere infringido una orden de arresto nocturno.”. (Mayoría de votos. 3 x 1 en contra).
c) Intercálase los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto y así sucesivamente:

“El tribunal y las policías respectivas deberán adoptar las medidas de coordinación que sean necesarias para llevar a cabo la ejecución de las órdenes de apremio.  

Las órdenes y contra órdenes de arresto, serán enviadas por el tribunal a ambas policías, cuando fuere posible, a través de medios idóneos que aseguren su comunicación expedita. A su vez, las policías deberán mantener un registro de las órdenes de arresto que se encuentren pendientes y que se les haya encargado diligenciar, las que solo serán eliminadas al recibir la correspondiente contra orden. Una vez cumplida la orden de arresto, deberá comunicarse al tribunal a más tardar dentro de 24 horas, para que emita la correspondiente contra orden.”. (Unanimidad. 3 x 0).
d) Sustitúyese en el inciso final, la palabra “cuarto” por “sexto”. (Unanimidad 3 x 0.) 

14) Incorpórase, a continuación del artículo 14, el siguiente artículo 14 bis, nuevo:

“Artículo 14 bis.- El tribunal, al proveer la solicitud de apremio del artículo anterior, dictará una resolución en la cual dispondrá la liquidación de la deuda, en base a los antecedentes que el solicitante deberá acompañar a su presentación. Si para el cumplimiento de la obligación de alimentos se hubiere dispuesto la apertura de una cuenta de ahorro u otro instrumento equivalente, la solicitud de apremio podrá ser acompañada de una copia del respectivo estado actualizado de dicha cuenta o instrumento. (Unanimidad. 4 x 0). 

Efectuada la liquidación, el tribunal de oficio deberá aprobarla si no fuere objetada dentro de tercero día contado desde su notificación. 

De ser objetada la liquidación, el tribunal, según el mérito de los antecedentes, resolverá de plano o previo traslado y, en este último caso, con el mérito de los antecedentes que obren en el proceso o previa citación a audiencia de prueba. (Unanimidad. 3 x 0).
Tan pronto quede firme la resolución que fija el monto de los alimentos adeudados, el tribunal, de oficio, dispondrá que se despache el o los apremios que correspondan, con citación.

Si el alimentante se opusiere oportunamente a la solicitud de apremio, el tribunal procederá en la forma señalada en el inciso tercero de esta disposición. Si el motivo de la oposición fuere alguno de los señalados en el inciso final del artículo 14 de esta ley, el tribunal deberá dar traslado y podrá citar a las partes a audiencia de prueba. De igual forma se tramitará la solicitud del alimentante de suspensión de la medida de apremio contemplada en el citado inciso final del artículo 14, que fuere interpuesta en otra oportunidad. (Unanimidad. 4 x 0). 

Deberá notificarse por cédula al alimentante la resolución del inciso primero de esta disposición, si fuere la primera vez que el alimentario solicita al tribunal la concesión de alguno de los apremios del artículo anterior. En cualquier otro caso, las resoluciones que se dicten en la tramitación de la solicitud de apremio se notificarán de acuerdo al inciso tercero del artículo 8°. Lo anterior es sin perjuicio de lo que establece el artículo 52 del Código de Procedimiento Civil. (Unanimidad. 4 x 0). 

En la tramitación de toda solicitud de apremio siempre se considerará válida la notificación que se practique en el domicilio del alimentante que conste en el expediente. Para determinar dicho lugar, se estará al domicilio que el demandado haya fijado  expresamente en el proceso o, en su defecto, al lugar donde fue notificado válidamente de la demanda de alimentos.”. (Unanimidad 3 x 0).

15) Sustitúyese en el artículo 15 la voz “precedente” por el guarismo “14”.”.(Unanimidad. 3 x 0).
16) Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:

a) Incorpórase al numeral 1., el siguiente párrafo tercero, nuevo:

“El tribunal proveerá la solicitud de retención en la forma señalada en el artículo 14 bis, incisos primero al quinto. Dicha solicitud se notificará al alimentante por cédula en el domicilio indicado en el artículo 14 bis, inciso final.”. (Unanimidad. 3 x 0).
b) Agréganse al numeral 2. los siguientes párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto nuevos, pasando los actuales párrafos segundo y tercero a ser sexto y séptimo, respectivamente:

“La solicitud de suspensión de la licencia de conducir, se tramitará en la forma señalada en los incisos primero al quinto del artículo 14 bis. Con todo, si el motivo de la oposición a la resolución que concede con citación la solicitud de suspensión fuere el indicado en el inciso sexto de este numeral, el tribunal deberá dar traslado y citar a las partes a audiencia de prueba. La resolución que provee la solicitud de suspensión se notificará al alimentante por cédula despachada al domicilio indicado en el artículo 14 bis, inciso final.

El tribunal, al dictar la resolución que concede con citación la solicitud de suspensión, ordenará al alimentante hacer entrega al administrador del tribunal de su licencia de conducir dentro del término de 15 días contados desde que dicha resolución sea exigible.

Transcurrido el término de tres días, sin que el alimentante se oponga, o en su defecto, desde que el tribunal resuelve la incidencia, concediendo la solicitud de suspensión de la licencia de conducir del alimentante, el tribunal dispondrá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación, a fin que proceda a subinscribir la suspensión en el Registro Nacional de Conductores. Del mismo modo, el juez oficiará al servicio, tan pronto el alimentante entregue al administrador del tribunal su licencia de conducir, a objeto de comunicar la fecha en la cual deberá ser cancelada la referida subinscripción. En caso de ser procedente la prórroga del plazo de suspensión de la licencia de conducir, el tribunal deberá emitir una nueva orden para dejar subsistente la subinscripción.

Para efectos del cómputo del plazo establecido en el inciso tercero de este numeral, el administrador del tribunal deberá llevar un registro de las resoluciones que ordenen la suspensión de la licencia de conducir y, en base a éste, informar al tribunal, vencido el término referido, si el alimentante dio cumplimiento a su obligación de entregar su licencia de conducir. Si el alimentante no hiciere entrega oportuna de su licencia al administrador del tribunal, ni ofreciere en dicho plazo una justificación suficiente, el juez de oficio oficiará a la policía a efectos de disponer su incautación. La unidad policial a la que el tribunal encargó diligenciar la incautación referida en este inciso, deberá mantener un registro de las órdenes de incautación pendientes, y en su caso, coordinarse con otras unidades policiales a efectos de cumplir con el encargo.” (Unanimidad 3 x 0).
c) Introdúcense las siguientes enmiendas al antiguo párrafo segundo, que ha pasado a ser párrafo sexto, del numeral 2:

1.- Intercálase entre la expresión “siempre que” y la voz “garantice”, la siguiente frase: “haga entrega de su licencia de conducir,”.

2.- Agrégase, al final de este párrafo, la siguiente oración: 

“De concederse la interrupción del apremio, se dispondrá que el administrador del tribunal conceda al alimentante una licencia de conducir provisoria por un término de treinta días, reteniéndose la licencia hasta el pago íntegro de la deuda. El tribunal dispondrá la renovación de la licencia de conducir provisoria del alimentante, si éste así lo solicita y acredita el cumplimiento de las condiciones fijadas y el pago de la pensión alimenticia que se vaya devengando.”. (Unanimidad. 4 x 0). 

17) Incorpórase el siguiente artículo 17, nuevo:

“Artículo 17.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, los alimentos adeudados devengarán el interés corriente para operaciones reajustables, determinado por la Superintendencia de Bancos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 6º de la ley Nº 18.010, que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones en dinero que indica.”.”. (Mayoría de votos.  3 x 1).
Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio de Justicia:

1) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 331, la voz “primera” por la expresión “notificación de la”. (Unanimidad. 3 x 0).

2) Modifícase el artículo 332, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese la frase final del inciso segundo que establece “; que les afecte una incapacidad física o mental que les impida subsistir por sí mismo, o que, por circunstancias calificadas, el juez los considere indispensables para su subsistencia” por la siguiente: “La ausencia de las circunstancias referidas, hará cesar, de pleno derecho, la obligación de pagar alimentos.”.

b) Incorpórase, el siguiente inciso tercero y final:

“No se aplicará lo establecido en el inciso anterior, cuando al alimentario le afectare una incapacidad física o mental que le impidiere subsistir por sí mismo, o que, por circunstancias calificadas, el juez lo considerare indispensable para su subsistencia.”. (Unanimidad. 4 x 0).  

3) Incorpórase al artículo 333, el siguiente inciso segundo y final:

“La resolución del juez que fija o aprueba los alimentos deberá indicar expresamente que la obligación referida sólo se entiende cumplida si el pago se sujeta estrictamente a la forma que dicha resolución fije o apruebe.”. (Unanimidad. 4 x 0).  

4).- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 336:

“Las pensiones alimenticias devengadas prescriben en el plazo de diez años contado desde que se hicieron exigibles.”.”.  (Unanimidad. 3 x 0).
-.-.-


En virtud de las modificaciones ya señaladas, el proyecto de ley en estudio quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:
Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 7° del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:

1).- Agrégase en el artículo 1°, el siguiente inciso final, nuevo:

“Las materias reguladas por esta ley deberán ser resueltas cuidando proteger siempre el interés superior de los hijos”.

2).- Agrégase en el artículo 3°, el siguiente inciso tercero, nuevo:

“En los casos descritos en el inciso anterior, no se requerirá acreditar las necesidades del menor alimentario.”. 

3).- Sustitúyese el inciso sexto del artículo 4°, por el siguiente:

“La resolución que decrete, fuera de una audiencia, alimentos provisorios o que se pronuncie provisionalmente sobre la solicitud de su aumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, será susceptible del recurso de reposición con apelación subsidiaria, la que se concederá en el solo efecto devolutivo y gozará de preferencia para su visita y fallo. Si la resolución recurrida se dicta en audiencia, el recurso de reposición se deberá interponer en ella. Contra la resolución que deniegue la reposición se podrá entablar por escrito el recurso de apelación, dentro del término de tres días contado desde finalizada la audiencia, y siempre y cuando en ella el agraviado hubiere reservado su derecho para apelar.”.

4) Sustitúyese el artículo 6° por el siguiente: 

“Art. 6º Las medidas cautelares en estos juicios podrán decretarse por el monto y en la forma que el tribunal determine de acuerdo con las circunstancias del caso y lo dispuesto por el artículo 22 de la ley N°19.968.

Toda resolución que fije o apruebe una pensión de alimentos deberá determinar el monto, en una unidad reajustable, y fijar la fecha y lugar de pago de la misma. Asimismo, deberá indicar las circunstancias consideradas para determinar la capacidad económica del alimentante y necesidades del alimentario, y señalar que la obligación de pago sólo se entenderá cumplida si ésta se sujeta a la forma fijada o aprobada por el tribunal. En caso de aprobarse una forma de pago distinta a la entrega mensual de dinero al alimentario, la resolución deberá avaluar la obligación en dinero.”.

5) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 7°:

Uno) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto y así sucesivamente:

“Excepcionalmente y por resolución fundada, el tribunal podrá, en forma prudencial, superar el límite establecido en el inciso anterior, siempre que se presente alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que se trate de satisfacer las necesidades de más de dos niñas, niños o adolescentes, o de uno que sufran una discapacidad o enfermedad severa.

b) Que se trate de evitar que el padre o madre que tiene el cuidado personal del alimentario, quede obligado a contribuir  más allá de la proporción correspondiente a sus capacidades económicas, atendido el grado de participación que a cada padre le corresponde cubrir en las necesidades de su hijo.

Con todo, el tribunal, en la determinación del monto de la pensión, en ningún caso podrá fijar una suma o porcentaje que exceda del sesenta por ciento de las rentas del alimentante, y siempre deberá considerar el deber legal de alimentos que el padre o la madre pueda tener en relación con otros hijos o alimentarios.”.

Dos) Suprímese, en el inciso final, la expresión: “Secretario del” 

6) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo 8° Las resoluciones judiciales que ordenen el pago de una obligación de alimentos, provisorios o definitivos, por un trabajador dependiente, o que perciba una pensión de vejez, invalidez o sobrevivencia establecerán, como modalidad del pago, la retención por parte del empleador o la entidad pagadora de las pensiones referidas, a menos que el tribunal establezca, por razones fundadas, su falta de idoneidad para asegurar el pago. Asimismo, si se tratare de un trabajador independiente sujeto a contrato de honorarios, el tribunal excepcionalmente podrá establecer la retención de sus honorarios, si atendida las circunstancias del caso, considera que la medida es idónea y justificada. 

La resolución judicial que ordena o aprueba la retención que indica el inciso anterior se notificará a quien deba pagar al alimentante su sueldo, salario, pensión o cualquier otra prestación en dinero, a fin que retenga y entregue la suma o cuotas periódicas fijadas en ella directamente al alimentario, a su representante legal, o a la persona a cuyo cuidado esté.

La notificación de estas resoluciones se efectuará por cédula, dejándose testimonio en el proceso de que la persona fue notificada por este medio, y de la fecha de entrega de la copia de la resolución y demás antecedentes. No obstante lo anterior, el juez podrá ordenar que la notificación de estas resoluciones se efectúe por correo electrónico u otro medio idóneo de notificación, dejando constancia de la misma.
El demandado podrá solicitar al juez, por una sola vez, en cualquier estado del juicio y antes de la dictación de la sentencia, que sustituya, por otra modalidad de pago, la retención del inciso primero de esta disposición. El tribunal podrá acceder a esta petición siempre que a su juicio existan motivos calificados que la justifiquen y que el alimentante, sin tener deudas de alimentos, en este o en otro juicio, dé garantías suficientes de pago íntegro y oportuno.

La solicitud del inciso anterior se tramitará como incidente. En caso de ser acogida, la modalidad de pago decretada quedará sujeta a la condición de su íntegro y oportuno cumplimiento.

De existir incumplimiento, el juez que decretó los alimentos, de oficio o a petición de parte, y sin perjuicio de las sanciones y apremios que sean pertinentes o el inicio de la ejecución, ordenará que en lo sucesivo la pensión alimenticia decretada se pague conforme al inciso primero disponiendo, conjuntamente, la notificación de esta resolución en los términos del inciso segundo y tercero de este artículo.”.

7) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 9º. El juez podrá, en la resolución que fija o aprueba los alimentos, habiendo escuchado previamente a las partes, aceptar como forma de pago, parcial o total, que el alimentante se obligue a solventar periódicamente determinados gastos útiles que tengan por objeto satisfacer necesidades de educación, salud o vivienda del alimentario u otros gastos similares de carácter permanente. En la misma resolución, el juez deberá determinar el monto mensual de alimentos que se pagan de esta forma, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo  del artículo 6°.”.

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“El juez podrá también, en la resolución referida en el inciso anterior, decretar como forma de pago de los alimentos, total o parcialmente, la constitución de un derecho de usufructo, uso o habitación sobre bienes del alimentante, quien no podrá enajenarlos ni gravarlos sin autorización del juez. Esta resolución deberá cumplir con lo establecido en el inciso  segundo del artículo 6°. Si se tratare de un bien raíz, la resolución judicial servirá de título para inscribir los derechos reales y la prohibición de enajenar o gravar en los registros correspondientes del Conservador de Bienes Raíces. Podrá requerir estas inscripciones el propio alimentario.”.

c) Intercálase el siguiente inciso sexto nuevo, pasando el actual inciso sexto y final a ser séptimo: 

“Con posterioridad a la dictación de la resolución que fija o aprueba los alimentos, el juez sólo podrá imputar los gastos extraordinarios que el alimentante efectúe para satisfacer las necesidades de educación, salud o vivienda del alimentario, que acaezcan con posterioridad a la resolución aludida, sin que pudieran preverse. En estos casos, para determinar la cantidad que deberá imputarse al pago de la pensión, el juez deberá atender a la naturaleza del gasto, la capacidad económica de las partes y, en su caso, el grado de participación que al alimentante y la persona que tiene el cuidado personal del alimentario corresponde cubrir en las necesidades de este último, de acuerdo a sus facultades económicas. Cualquiera sea el caso, el juez no podrá imputar al pago mensual de los alimentos una suma que exceda del treinta por ciento del monto de la pensión fijada o aprobada, debiendo proceder, si fuere necesario, a prorratear la suma total a imputar al pago de las pensiones sucesivas.”.

d) Suprímese en el inciso final la frase “así decretada o acordada”

8) Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “una pensión” por la expresión: “o aprobare una obligación”. 

b) Remplázase el inciso tercero por el siguiente: 

“El juez sólo podrá dar su aprobación a las transacciones sobre alimentos futuros, a que hace referencia el artículo 2.451 del Código Civil, cuando se señalare en ellas la fecha y lugar de pago de los alimentos y, el monto acordado por las partes y las circunstancias consideradas por éstas para determinarlo, sin que pueda ser inferior a la cantidad establecida en el artículo 3º de la presente ley. Las mismas menciones serán exigibles para que el tribunal apruebe los avenimientos sobre alimentos futuros. Si los alimentos así convenidos se fijan en una suma de dinero no variable, ésta se reajustará semestralmente en la forma establecida en los incisos quinto y sexto del artículo 7°.”.

c) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:

“Salvo estipulación en contrario, el juez ordenará al empleador del alimentante, a la entidad que pague su pensión, o a quienes lo contraten a honorarios, en los casos previstos en el inciso primero del artículo 8° de esta ley, que retengan de la suma de dinero que le deben cancelar, la cantidad que equivale a la obligación de alimentos convenida.”.

d) Intercálase en el inciso final, entre la frase “obligación alimenticia acordada” y el punto aparte (.) que le sigue, la siguiente frase: “, en la forma señalada en el inciso final del artículo 8°.”.

9) Agrégase el siguiente artículo 11 bis, nuevo:

“Artículo 11 bis.  El empleador del alimentante o quienes lo contraten a honorarios o la entidad que pague su pensión y que se encuentren obligados a practicar la retención judicial, deberán descontar el monto correspondiente a los alimentos decretados o aprobados judicialmente, a continuación de los descuentos obligatorios correspondientes a impuestos y cotizaciones obligatorias de seguridad social.”

10) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 12

Uno) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 

“Solamente serán admisibles la excepción de pago, siempre que se funde en un antecedente escrito, y la de prescripción.”. 

Dos) Agrégase en el artículo 12, el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el inciso tercero a ser cuarto y así sucesivamente:

“El pago parcial que efectúe el ejecutado frente al requerimiento de pago, no entorpecerá la tramitación del procedimiento de ejecución, ni hará exigible una nueva liquidación, debiendo el juez, de oficio, ordenar la deducción de la cantidad abonada, una vez acreditada, del monto expresado en el mandamiento de ejecución y embargo.”. 
11) Sustitúyese el artículo 13, por el siguiente: 

“Artículo 13.- A la persona natural o jurídica que incumpla el deber de hacer la retención y pago, según lo establecido en los artículos 8° y 11 bis, o descuente una cifra distinta a la decretada o aprobada por el tribunal, se le impondrá una multa ascendente al doble de la cantidad no descontada. Asimismo, se le aplicará lo dispuesto en el artículo 18. Impuesta la multa, el juez de familia deberá poner los antecedentes a disposición del Ministerio Público, para que instruya la investigación correspondiente a efectos de sancionar al infractor de conformidad al artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.

La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo una vez ejecutoriada.”.

12) Incorpórase el siguiente artículo 13 bis, nuevo:

“Artículo 13 bis.- El empleador sujeto al deber de retención y pago, estará obligado a dar cuenta al tribunal del término de la relación laboral que lo vinculaba con el alimentante, dentro de los quince días corridos siguientes a dicho término.
Si el trabajador obtuviere del empleador el pago de una indemnización, u otra suma de dinero, en razón del término de su contrato de trabajo, mediante cualquier instrumento y en cualquier instancia, sin importar la causal invocada, este último deberá descontar y retener de la suma total que el trabajador tenga derecho a obtener, el porcentaje que corresponda al monto de la pensión de alimentos en el ingreso mensual del trabajador, con el objeto de realizar el pago al alimentario. El alimentante deberá, en todo caso, imputar el monto retenido y pagado a las futuras pensiones de alimentos que se devenguen, si corresponde.

El funcionario de la Inspección del Trabajo ante quien se alcance el acuerdo correspondiente que pone termino al contrato de trabajo, o el notario que autorice el pago de un finiquito o transacción, sólo aprobará o autorizará el documento o instrumento previa acreditación, por parte del empleador, de haberse efectuado el descuento, la retención y el depósito del monto indicado en el inciso precedente en la cuenta ordenada por el tribunal. Para dar cumplimiento a lo anterior, el funcionario de la Inspección del Trabajo o el notario, según corresponda, deberá verificar si el empleador está sujeto a la obligación de retener judicialmente la pensión de alimentos, para lo cual deberá solicitar las tres últimas liquidaciones que den cuenta de las remuneraciones mensuales del trabajador y su correspondiente descuento por retención judicial, anteriores al término de la relación laboral. En todo caso, en el evento que el alimentario lo haga constar, se admitirá copia autorizada del oficio despachado por el tribunal de conformidad al artículo 8°, o la exhibición de la libreta de ahorro en la que consta el pago de la retención ordenada judicialmente.

La obligación del inciso precedente se extenderá al presidente del sindicato, delegado del personal o sindical respectivos, si procediere de acuerdo al artículo 177 del Código del Trabajo.

Si hubiere intervención judicial, el Juez del Trabajo o de Cobranza Laboral y Previsional, una vez decretada o liquidada la suma total a pagar a favor del trabajador, ordenará al empleador descontar, retener, pagar y acompañar el comprobante del depósito o pago de la suma a que se refiere el inciso tercero de este artículo. Para estos efectos, el empleador estará obligado a poner en conocimiento del tribunal su deber de retener judicialmente la pensión alimenticia. Sin perjuicio de lo anterior, se admitirá la participación del alimentario, en calidad de tercero, a efectos de presentar en juicio los documentos que acreditan la existencia de la obligación alimenticia. El tribunal podrá oficiar al juez con competencia en materia de familia o a la institución financiera correspondiente a efectos de comprobar el efectivo depósito de los alimentos por parte del empleador.

Si el empleador incumpliere una o más de las obligaciones expresadas en este artículo, quedará sujeto a las sanciones dispuestas en el artículo 13. Asimismo, quedará obligado solidariamente al pago de las pensiones no descontadas, retenidas o depositadas a favor del alimentario.

El juez del Trabajo o de Cobranza Laboral y Previsional deberá mencionar las obligaciones contenidas en este artículo en su sentencia definitiva.”.

13) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:

a) Elimínase en la primera oración del inciso tercero la frase “, si lo estima estrictamente necesario,”

b) Agrégase al final del inciso tercero la siguiente oración: 

“El tribunal, en casos graves y reiterados, deberá conceder a la policía las facultades de allanamiento y descerrajamiento si, con anterioridad, se hubieren dictado dos o más órdenes de apremio en contra del alimentante o éste hubiere infringido una orden de arresto nocturno.”.

c) Intercálase los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto y así sucesivamente:

“El tribunal y las policías respectivas deberán adoptar las medidas de coordinación que sean necesarias para llevar a cabo la ejecución de las órdenes de apremio.  

Las órdenes y contra órdenes de arresto, serán enviadas por el tribunal a ambas policías, cuando fuere posible, a través de medios idóneos que aseguren su comunicación expedita. A su vez, las policías deberán mantener un registro de las órdenes de arresto que se encuentren pendientes y que se les haya encargado diligenciar, las que solo serán eliminadas al recibir la correspondiente contra orden. Una vez cumplida la orden de arresto, deberá comunicarse al tribunal a más tardar dentro de 24 horas, para que emita la correspondiente contra orden.”.

14) Incorpórase, a continuación del artículo 14, el siguiente artículo 14 bis, nuevo:

“Artículo 14 bis.- El tribunal, al proveer la solicitud de apremio del artículo anterior, dictará una resolución en la cual dispondrá la liquidación de la deuda, en base a los antecedentes que el solicitante deberá acompañar a su presentación. Si para el cumplimiento de la obligación de alimentos se hubiere dispuesto la apertura de una cuenta de ahorro u otro instrumento equivalente, la solicitud de apremio podrá ser acompañada de una copia del respectivo estado actualizado de dicha cuenta o instrumento. 

Efectuada la liquidación, el tribunal de oficio deberá aprobarla si no fuere objetada dentro de tercero día contado desde su notificación.

De ser objetada la liquidación, el tribunal, según el mérito de los antecedentes, resolverá de plano o previo traslado y, en este último caso, con el mérito de los antecedentes que obren en el proceso o previa citación a audiencia de prueba.

Tan pronto quede firme la resolución que fija el monto de los alimentos adeudados, el tribunal, de oficio, dispondrá que se despache el o los apremios que correspondan, con citación.

Si el alimentante se opusiere oportunamente a la solicitud de apremio, el tribunal procederá en la forma señalada en el inciso tercero de esta disposición. Si el motivo de la oposición fuere alguno de los señalados en el inciso final del artículo 14 de esta ley, el tribunal deberá dar traslado y podrá citar a las partes a audiencia de prueba. De igual forma se tramitará la solicitud del alimentante de suspensión de la medida de apremio contemplada en el citado inciso final del artículo 14, que fuere interpuesta en otra oportunidad.

Deberá notificarse por cédula al alimentante la resolución del inciso primero de esta disposición, si fuere la primera vez que el alimentario solicita al tribunal la concesión de alguno de los apremios del artículo anterior. En cualquier otro caso, las resoluciones que se dicten en la tramitación de la solicitud de apremio se notificarán de acuerdo al inciso tercero del artículo 8°. Lo anterior es sin perjuicio de lo que establece el artículo 52 del Código de Procedimiento Civil.

En la tramitación de toda solicitud de apremio siempre se considerará válida la notificación que se practique en el domicilio del alimentante que conste en el expediente. Para determinar dicho lugar, se estará al domicilio que el demandado haya fijado  expresamente en el proceso o, en su defecto, al lugar donde fue notificado válidamente de la demanda de alimentos.”.

15) Sustitúyese en el artículo 15 la voz “precedente” por el guarismo “14”.”.

16) Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:

a) Incorpórase al numeral 1., el siguiente párrafo tercero, nuevo:

“El tribunal proveerá la solicitud de retención en la forma señalada en el artículo 14 bis, incisos primero al quinto. Dicha solicitud se notificará al alimentante por cédula en el domicilio indicado en el artículo 14 bis, inciso final.”.

b) Agréganse al numeral 2. los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto nuevos, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser incisos sexto y séptimo, respectivamente:

 “La solicitud de suspensión de la licencia de conducir, se tramitará en la forma señalada en los incisos primero al quinto del artículo 14 bis. Con todo, si el motivo de la oposición a la resolución que concede con citación la solicitud de suspensión fuere el indicado en el inciso sexto de este numeral, el tribunal deberá dar traslado y citar a las partes a audiencia de prueba. La resolución que provee la solicitud de suspensión se notificará al alimentante por cédula despachada al domicilio indicado en el artículo 14 bis, inciso final.

El tribunal, al dictar la resolución que concede con citación la solicitud de suspensión, ordenará al alimentante hacer entrega al administrador del tribunal de su licencia de conducir dentro del término de 15 días contados desde que dicha resolución sea exigible.

Transcurrido el término de tres días, sin que el alimentante se oponga, o en su defecto, desde que el tribunal resuelve la incidencia, concediendo la solicitud de suspensión de la licencia de conducir del alimentante, el tribunal dispondrá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación, a fin que proceda a subinscribir la suspensión en el Registro Nacional de Conductores. Del mismo modo, el juez oficiará al servicio, tan pronto el alimentante entregue al administrador del tribunal su licencia de conducir, a objeto de comunicar la fecha en la cual deberá ser cancelada la referida subinscripción. En caso de ser procedente la prórroga del plazo de suspensión de la licencia de conducir, el tribunal deberá emitir una nueva orden para dejar subsistente la subinscripción.

Para efectos del cómputo del plazo establecido en el inciso tercero de este numeral, el administrador del tribunal deberá llevar un registro de las resoluciones que ordenen la suspensión de la licencia de conducir y, en base a éste, informar al tribunal, vencido el término referido, si el alimentante dio cumplimiento a su obligación de entregar su licencia de conducir. Si el alimentante no hiciere entrega oportuna de su licencia al administrador del tribunal, ni ofreciere en dicho plazo una justificación suficiente, el juez de oficio oficiará a la policía a efectos de disponer su incautación. La unidad policial a la que el tribunal encargó diligenciar la incautación referida en este inciso, deberá mantener un registro de las órdenes de incautación pendientes, y en su caso, coordinarse con otras unidades policiales a efectos de cumplir con el encargo.”

c) Introdúcense las siguientes enmiendas al antiguo párrafo segundo, que ha pasado a ser párrafo sexto, del numeral 2:

1.- Intercálase entre la expresión “siempre que” y la voz “garantice”, la siguiente frase: “haga entrega de su licencia de conducir,”.

2.- Agrégase, al final de este párrafo, la siguiente oración: 

“De concederse la interrupción del apremio, se dispondrá que el administrador del tribunal conceda al alimentante una licencia de conducir provisoria por un término de treinta días, reteniéndose la licencia hasta el pago íntegro de la deuda. El tribunal dispondrá la renovación de la licencia de conducir provisoria del alimentante, si éste así lo solicita y acredita el cumplimiento de las condiciones fijadas y el pago de la pensión alimenticia que se vaya devengando.”.

17) Incorpórase el siguiente artículo 17, nuevo:

“Artículo 17.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, los alimentos adeudados devengarán el interés corriente para operaciones reajustables, determinado por la Superintendencia de Bancos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 6º de la ley Nº 18.010, que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones en dinero que indica.”.

Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio de Justicia:

1) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 331, la voz “primera” por la expresión “notificación de la”.

2) Modifícase el artículo 332, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese la frase final del inciso segundo que establece “; que les afecte una incapacidad física o mental que les impida subsistir por sí mismo, o que, por circunstancias calificadas, el juez los considere indispensables para su subsistencia” por la siguiente: “La ausencia de las circunstancias referidas, hará cesar, de pleno derecho, la obligación de pagar alimentos.”.

b) Incorpórase, el siguiente inciso tercero y final:

“No se aplicará lo establecido en el inciso anterior, cuando al alimentario le afectare una incapacidad física o mental que le impidiere subsistir por sí mismo, o que, por circunstancias calificadas, el juez lo considerare indispensable para su subsistencia.”.

3) Incorpórase al artículo 333, el siguiente inciso segundo y final:

“La resolución del juez que fija o aprueba los alimentos deberá indicar expresamente que la obligación referida sólo se entiende cumplida si el pago se sujeta estrictamente a la forma que dicha resolución fije o apruebe.”.

4).- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 336:

“Las pensiones alimenticias devengadas prescriben en el plazo de diez años contado desde que se hicieron exigibles.”.”.

-.-.-


Acordado en sesiones celebradas los días 20 de junio; 3, 11 y 18 de julio; 1, 8, 14 y 28 de agosto, todas del año 2012, 14 de mayo y 18 de diciembre del año 2013 y 8 y 15 de enero del año 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (José Antonio Gómez Urrutia) y señores Alberto Espina Otero (Baldo Prokurica Prokurica y Alejandro García Huidobro Sanfuentes), Carlos Larraín Peña (Baldo Prokurica Prokurica, Francisco Chahuán Chahuán, José García Ruminot y Carlos Ignacio Kuschel Silva), Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.


Valparaíso, 3 de marzo de 2014
(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 17.798, DE CONTROL DE ARMAS, Y EL CÓDIGO PROCESAL PENAL

(6201-02)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora María Angélica Cristi Marfil y señores Eugenio Bauer Jouanne, Alberto Cardemil Herrera, José Pérez Arriagada, Jorge Ulloa Aguillón, Ignacio Urrutia Bonilla y Gastón Von Mühlenbrock Zamora, y de los ex Diputados señores Sergio Correa de la Cerda, Renán Fuentealba Vildósola y Alfonso Vargas Lyng.


Concurrieron a una sesión en que se consideró esta iniciativa los Honorables Senadores señores Frei, Kuschel y Larraín, don Carlos.


Asistieron, además, a una o más sesiones, el asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y posteriormente del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli; los asesores del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señores Carlos Cruz Coke; Alejandro Rojas y Cristóbal Pérez. De la Subsecretaría de Prevención del Delito, el Subsecretario, señor Juan Cristóbal Lira; el asesor, señor Luis Eguiguren, y el cientista político señor Antonio Canale-Mayet. Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el asesor, señor Gabriel Jiménez. De la Unidad Especializada de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado de la Fiscalía Nacional, el Director, señor Mauricio Fernández, y el abogado, señor Antonio Segovia. De la Biblioteca del Congreso Nacional, los analistas, señora Verónica Barrios y señor Juan Pablo Cavada. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores señorita Carol Parada, y señores Tomás Celis y Luis Fernando Sánchez. Del Instituto Libertad, la asesora, señorita Javiera Bayer. También estuvieron presentes los asesores del Honorable Senador señor Prokurica, señora Carmen Castañaza y señor Javier Coopman; la asesora del Honorable Senador señor Patricio Walker, señorita Paz Anastasiadis, y el asesor del Comité Partido Renovación Nacional, señor Hernán Castillo.


Cabe tener presente que en esta iniciativa de ley, por acuerdo de la Sala adoptado en su oportunidad, se abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, período en el cual se formularon las que más adelante se consignan. Con el objeto de no variar la numeración del Boletín correspondiente, a las nuevas indicaciones se les ha asignado un número que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El artículo 1°, número 3, del proyecto de ley es de quórum calificado, de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 103, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de la Carta Fundamental.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1; 3 a), c) y d); 3 bis a), b), d), e) y f); 4 e) en su letra i); 4 bis a), c), d,) e), f) y g); 4 ter; 4 quáter; 5; 5 bis; 11; 11 bis; 12; 12 bis; 15; 15 bis; 16; 17; 17 bis y 18 bis.

3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 6; 7; 9; 9 bis; 9 ter; 9 quáter; 14, 14 bis; 19 bis; 20 y 23.

4.-
Indicaciones rechazadas: números 3 bis c); 4 bis b); 7 bis; 10; 10 bis y 20 bis.

5.-
Indicaciones retiradas: números 2; 3 b); 4 a), b), c) d), e) en sus letras g) y h), y f); 8; 13; 18; 19; 21 y 22.

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: 3 e) y f).

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El Honorable Senador señor Prokurica, antes de comenzar el estudio de las indicaciones, expresó que la iniciativa representa un gran avance en materia de control de armas, destacando que permitirá -entre otras materias- agilizar los trámites que los particulares deben realizar para poseer o tener alguno de estos elementos. Llamó a aprobar este proyecto de ley y a utilizar los avances tecnológicos, como internet, para evitar la burocracia y la pérdida de tiempo.


Añadió que las indicaciones de su autoría también  persiguen que los herederos de las personas fallecidas que hayan tenido un arma inscrita, sean informados por la autoridad fiscalizadora de esta situación, con el objeto de que efectúen los trámites legales pertinentes y regularicen la inscripción.


Asimismo, señaló no ser partidario de sancionar con pena de cárcel a quienes entreguen un arma a un menor de edad, a menos que sea con la manifiesta intención de cometer algún delito. 


Anunció que otra de sus indicaciones propone aumentar el monto cobrado por la Dirección General de Movilización Nacional (DGMN) por la emisión de permisos de explosivos, teniendo en consideración que las principales empresas mineras del país -que son las que mayoritariamente utilizan este servicio- pagan en la actualidad lo mismo que un pequeño pirquinero.


Además, recomendó establecer como requisito para inscribir un arma la realización de un curso para su uso responsable, a fin de contribuir a la certeza de que serán manipuladas por personas capacitadas con las técnicas apropiadas, resguardando la seguridad de la ciudadanía.


El asesor del Ministerio del Interior y de Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, recordó la historia y el origen del proyecto de ley en estudio, y anunció el apoyo de esta Secretaría de Estado a los objetivos que persigue. Destacó, entre otros, una fiscalización más estricta; la sanción por la entrega de armas a menores de edad con fines delictivos, y el establecimiento de una nueva medida cautelar referida a la incautación de un arma cuando exista algún juicio pendiente, por ejemplo, de violencia intrafamiliar.

Puso de relieve que en la legislación comparada ha sido muy exitosa la experiencia de otorgar dinero o alguna otra recompensa por cada arma ilegal o ilícita que es devuelta a la autoridad. En este sentido, dijo, la iniciativa de ley faculta para generar incentivos y realizar las campañas correspondientes.


Luego de estos comentarios preliminares, la Comisión acordó ciertos criterios que deberían orientar la aprobación de las indicaciones, a saber:


1) Posibilidad de solicitar las autorizaciones de traslado de armas por internet.


2) Coordinación entre el Servicio de Registro Civil e Identificación y la Dirección General de Movilización Nacional (DGMN), para que aquél comunique a ésta las defunciones de personas que tenían un arma inscrita, con la finalidad de mantener actualizada la base de datos. 

 
3) Ampliar el rango -de una a tres UTM- la tasa de derechos a pagar, principalmente, por la emisión de permisos de explosivos.

 
4) La persona que quiera inscribir un arma deberá realizar un curso para acreditar idoneidad, el que podrá ser impartido por los clubes de tiro, pesca y caza, o por las Instituciones Armadas.
 
5) Tipificar como delito la entrega a un menor de un arma para la comisión de un hecho delictivo.

En una sesión posterior, el Honorable Senador señor Orpis consultó por la situación de las armas hechizas; y el asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, respondió que estos instrumentos no están sujetos la Ley sobre Control de Armas, precisamente porque son ilegales y están prohibidas. Acotó que sólo el 5% del armamento incautado corresponde a elementos hechizos, que suelen ser fabricados con un tubo metálico y un percutor.


Su Señoría propuso que las infracciones a la Ley sobre Control de Armas sean incluidas dentro de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, sancionando penalmente al adulto que entregue un arma a un menor de 18 y mayor de 14 años para que sea utilizada en un hecho delictual.


La Comisión acordó solicitar la opinión del abogado penalista señor Juan Domingo Acosta acerca de las indicaciones presentadas, quien acompañó una minuta escrita con algunas observaciones, la cual se anexa a este informe. 


Asimismo, recibió informes del Instituto de Ciencias Penales; de la Biblioteca del Congreso Nacional, y del abogado, señor Víctor Manuel Avilés.


Posteriormente, el profesor Acosta concurrió a la Comisión y elaboró una serie de propuestas en base a criterios compartidos por los señores Senadores.
- - -


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se transcriben, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Defensa Nacional.

ARTÍCULO 1°


Su encabezamiento dispone lo siguiente:


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 400, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional.
° ° °

 
La indicación número 1, de S.E. el Presidente de la República, es para introducir un número, nuevo, del siguiente tenor:

 
“  .- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 1°:

 
“Lo dispuesto en los incisos precedentes, es sin perjuicio de las funciones que corresponden al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en la coordinación y fomento de medidas de prevención y control de la violencia relacionada con el uso de armas, conforme a lo dispuesto en las letras g) y h) del artículo 3° de la ley N° 20.502.”.”.

El Honorable Senador señor Patricio Walker consultó si existe alguna política de Gobierno para detectar armas hechizas y los lugares donde son fabricadas.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, reiteró que el porcentaje de delitos cometidos con armas hechizas es bajo, y que estos instrumentos son de microfabricación generalmente artesanal. 


El Honorable Senador señor Gómez manifestó su preocupación en cuanto a que no existe claridad respecto de los roles y las atribuciones que les corresponden a los organismos públicos con competencia en materia de armas, esto es, Carabineros y los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Defensa Nacional.


El Honorable Senador señor Pérez Varela recordó que Carabineros -durante la discusión en general de esta iniciativa-, puso de relieve la falta de coordinación entre la Institución Policial y la DGMN para la entrega de información sobre las inscripciones de armas que posee esta última, por cuanto sólo tienen acceso a la base de datos los funcionarios con grado de Coronel, en razón de que se trata de información amparada por la ley que regula la protección de datos personales.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, explicó que existen diversas clases de armas, unas para fines civiles y otras para objetivos militares. Por ello se pretende dividir las funciones correspondientes a la DGMN respecto de armas de guerra, explosivos y armas químicas y biológicas; en tanto que las armas de particulares, deportivas o de caza quedarían bajo la fiscalización de Carabineros. Anunció un proyecto de ley que dispondrá claramente las atribuciones de cada Organismo.


Añadió que las armas incautadas en procedimientos judiciales son resguardadas en el Depósito Central de Armas de Carabineros. 


El Honorable Senador señor Gómez manifestó que esta discusión podría ser la oportunidad para definir las atribuciones de cada Institución en materia de control de armas.


El Honorable Senador señor Patricio Walker preguntó por los programas de entrega voluntaria de armas; y el asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública respondió que es necesario establecer estímulos para que los particulares proporcionen sus armas a la autoridad, a fin de evitar la comercialización de estos instrumentos. Recordó que se trata de una materia de competencia de los programas de prevención de delitos, que son diseñados, ejecutados y evaluados por la Subsecretaría de Prevención del Delito.


El Honorable Senador señor Prokurica destacó que la fiscalización de la Ley sobre Control de Armas está radicada en Carabineros por una razón práctica, ya que la Institución tiene presencia en todo el territorio nacional, incluso en las localidades más pequeñas y aisladas, lo que no ocurre con la DGMN.


El Honorable Senador señor Gómez consideró inconveniente que el Registro de Armas lo administre la DGMN y que el control lo efectúe la Policía Uniformada.


El Honorable Senador señor Prokurica sugirió que el Registro sea administrado conjuntamente y en línea por la DGMN, Carabineros y el Registro Civil. Explicó que esta última Entidad sería la encargada de notificar a la autoridad fiscalizadora y a los herederos en aquellos casos en que el causante poseía un arma inscrita para efectos de actualizar esta anotación.


El Honorable Senador señor Gómez anunció su voto favorable a la indicación en estudio, previniendo que es indispensable contar con una institucionalidad clara y fortalecida en materia de control de armas, a fin de que todos los organismos comprometidos tengan sus competencias definidas, comenzando por el tipo de armas sobre las cuales deberán ejercer la fiscalización.


- La indicación número 1 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Patricio.
° ° °

 
La indicación número 2, del Honorable Senador señor Prokurica, es para intercalar el siguiente número, nuevo:

 
“  .- Agrégase en el artículo 4º, un nuevo inciso séptimo del siguiente tenor, pasando el actual inciso séptimo a ser octavo:

 
“Todo cambio del lugar autorizado para la posesión, tenencia, almacenamiento o depósito de las armas y elementos singularizados en el artículo 2º deberá ser comunicado por el poseedor, tenedor, almacenero o depositario a la autoridad fiscalizadora correspondiente con anterioridad a su realización. Para los efectos del transporte y traslado de las armas y elementos mencionados, el interesado deberá solicitar a la autoridad fiscalizadora competente una guía de libre tránsito, en la que deberá establecerse el plazo en que podrá efectuarse el traslado. La autorización se pedirá y concederá preferentemente por medios electrónicos, en la forma que determine el reglamento.”.”.


El Honorable Senador señor Prokurica explicó que la indicación tiene por objeto agilizar los trámites de autorización de traslado de armas, y citó como ejemplo el caso de un particular que teniéndola inscrita en su domicilio de la ciudad, desea trasladarla a su casa de campo.


Añadió que la iniciativa no debe incrementar las numerosas obligaciones que la ley ya impone a las personas que tienen armas inscritas en el Registro.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, sugirió, como técnica legislativa, introducir esta modificación en el artículo 5° de la ley, que regula el Registro Nacional de Armas. Además, hizo ver que la indicación sólo alude al transporte y al traslado de armas, existiendo otros trámites de autorización que se deben cumplir, por lo que consultó que si estaría en el espíritu de la indicación incluirlos. 


El autor de la indicación respondió afirmativamente, señalando que se trata de simplificar todas las actuaciones que tengan que ver con el traslado y transporte de armas inscritas.





En una sesión posterior, el Honorable Senador señor Prokurica reiteró que se trata de evitar que las personas que tengan debidamente inscrita un arma se vean perjudicadas por trámites engorrosos y burocráticos. Destacó la importancia de aprovechar los avances tecnológicos, como internet, para realizar estas actuaciones.





Recordó que la obligación de que el arma esté registrada en un lugar determinado -ya sea la residencia, el trabajo o el lugar que se persigue proteger-, es para que la autoridad fiscalizadora sepa en qué sitios existe armamento.




El asesor, señor Galli, propuso establecer la solicitud vía electrónica como facultativa para el interesado, tomando en consideración que algunos podrían no tener acceso a este medio.


Finalmente, el Honorable Senador señor Prokurica retiró la indicación número 2, por cuanto su propósito, esto es, facilitar las solicitudes referidas a armas de fuego, fue recogido por el Ejecutivo en la indicación 3 bis, letra d), al artículo 5° de la Ley sobre Control de Armas.
° ° °


Para una mayor comprensión de Sus Señorías, la Comisión acordó discutir todas las indicaciones recaídas en un mismo texto en forma sucesiva, aun cuando esto signifique, en algunas oportunidades, alterar su orden correlativo.

Número 1


Modifica el artículo 5° de la ley sobre Control de Armas que, en doce incisos, regula la obligación de inscribir estos elementos. 





“ARTICULO 5°.- Toda arma de fuego que no sea de las señaladas en el artículo 3° deberá ser inscrita a nombre de su poseedor o tenedor ante las autoridades indicadas en el artículo anterior. En el caso de las  personas naturales, la autoridad competente será la que  corresponda a la residencia del interesado, y en el caso de las personas jurídicas, la del lugar en que se guarden las armas.





La Dirección General de Reclutamiento y Movilización llevará un Registro Nacional de las inscripciones de armas.





La inscripción sólo autoriza a su poseedor o tenedor para mantener el arma en el bien raíz declarado correspondiente a su residencia, a su sitio de trabajo o al lugar que se pretende proteger.





Las referidas autoridades sólo permitirán la inscripción del arma cuando, a su juicio, su poseedor o tenedor sea persona que, por sus antecedentes, haga presumir que cumplirá lo prescrito en el inciso  anterior.





El cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero podrá ser verificado exclusivamente por las autoridades fiscalizadoras a que se refiere el artículo 1º de esta ley, dentro de su respectiva jurisdicción, y por los funcionarios de Carabineros de Chile, quienes  deberán exhibir una orden escrita expedida por el Comisario a cuya jurisdicción corresponda el lugar  autorizado para mantener el arma.





Esta diligencia sólo podrá realizarse entre las ocho y las veintidós horas y no requerirá de aviso  previo. La fiscalización referida no facultará a quien  la practique para ingresar al domicilio del fiscalizado. 





El poseedor o tenedor estará obligado a exhibir el arma, presumiéndose que ésta no se encuentra en el lugar autorizado, en caso de negativa de aquél a mostrarla. Si el arma no es exhibida, se lo denunciará, a fin de que se investigue la eventual comisión de alguno de los delitos previstos en los artículos 11 ó 14 A. Si el  poseedor o tenedor no es habido, no podrá practicarse  la fiscalización.





Sin perjuicio de lo anterior, si el poseedor o  tenedor se ausentare del lugar autorizado para mantener  el arma, podrá depositarla, por razones de seguridad,  ante la autoridad contralora de su domicilio, la que, en  la forma que disponga el reglamento, emitirá una guía de libre tránsito para su transporte, guarda y depósito.





Asimismo, el poseedor o tenedor, previa solicitud fundada, será autorizado para transportar el arma de fuego al lugar que indique y mantenerla allí hasta por un plazo de sesenta días. La autorización deberá señalar los días específicos en que el arma podrá transportarse. En caso de que el poseedor o tenedor, por cualquier  circunstancia, requiera transportar el arma de fuego en día distinto del señalado en la autorización, podrá solicitar, por una sola vez, un permiso especial a la autoridad contralora correspondiente.





Las personas que al momento de inscribir un arma ante la autoridad fiscalizadora, se acrediten como deportistas o cazadores tendrán derecho, en el mismo acto, a obtener un permiso para transportar las armas que utilicen con esas finalidades. El permiso antes señalado se otorgará por un período de dos años y no autorizará a llevar las armas cargadas en la vía pública.





El transporte a que se refiere este artículo no constituirá porte de armas para los efectos del artículo 6º.


En caso de fallecimiento de un poseedor o tenedor de arma de fuego inscrita, el heredero o la persona que  tenga la custodia de ésta u ocupe el inmueble en el que el causante estaba autorizado para mantenerla, o aquél  en que efectivamente ella se encuentre, deberá comunicar a la autoridad contralora la circunstancia del fallecimiento y la individualización del heredero que, bajo su responsabilidad, tendrá la posesión provisoria  de dicha arma hasta que sea adjudicada, cedida o transferida a una persona que cumpla con los requisitos  para inscribir el arma a su nombre. Si la adjudicación, cesión o transferencia no se hubiere efectuado dentro  del plazo de noventa días, contado a partir de la fecha  del fallecimiento, el poseedor tendrá la obligación de  entregar el arma en una Comandancia de Guarnición de las  Fuerzas Armadas o en una Comisaría, Sub Comisaría o  Tenencia de Carabineros de Chile. La autoridad  contralora procederá a efectuar la entrega a quien exhiba la inscripción, a su nombre, del arma de fuego  depositada. La infracción de lo establecido en esta  norma será sancionada por la autoridad contralora con multa de cinco a diez unidades tributarias mensuales.”.

El texto de este numeral, aprobado en general por la Sala, es el siguiente:


1.- Agrégase en el inciso tercero del artículo 5°, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) el siguiente párrafo final: 


"Todo cambio del lugar autorizado deberá ser comunicado por el poseedor o tenedor de un arma inscrita a la autoridad fiscalizadora correspondiente.".


La indicación número 3, del Honorable Senador señor Prokurica, y la indicación 3 bis, de S.E. el Presidente de la República son para reemplazar este número por otro que consta de seis literales.


La Comisión acordó discutir cada literal por separado.


El encabezamiento y la letra a) de ambas indicaciones son de idéntico tenor, y señalan lo siguiente:





“  .- Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 5º:





a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:
 



"La Dirección General de Movilización Nacional llevará un Registro Nacional de las inscripciones de armas.".




El Honorable Senador señor Prokurica explicó que la indicación busca actualizar la ley en discusión con la nueva denominación del organismo encargado de la aplicación administrativa de la ley sobre Control de Armas, esto es, la Dirección General de Movilización Nacional, en reemplazo de la Dirección General de Reclutamiento y Movilización.


- La letra a) de las indicaciones 3 y 3 bis, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Pizarro y Prokurica.

La letra b) de la indicación 3 bis, de S.E. el Presidente de la República, reitera, textualmente, el texto aprobado en general por la Sala para el número 1 en discusión, transcrito anteriormente.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Pizarro y Prokurica.




La letra b) de la indicación número 3, del Honorable Senador señor Prokurica, es para intercalar en el inciso séptimo, en su segunda oración, a continuación de las palabras “previstos en los artículos”, lo siguiente: “10,”.




- Esta indicación fue retirada por su autor.


La letra c) de la indicación número 3), del Honorable Senador señor Prokurica, es para agregar en el inciso noveno, luego del punto seguido que sucede a la palabra "transportarse", la siguiente oración: “Esta autorización será especialmente necesaria para llevar el arma de fuego a reparación, a evaluación ante el Banco de Pruebas de Chile y para las pruebas de tiro que sean necesarias para efectos de lo preceptuado en la letra c) del inciso primero del artículo 5º A y el inciso cuarto de la misma disposición.”.




La letra c) de la indicación 3 bis, de S.E. el Presidente de la República, es para intercalar en el inciso noveno, entre el punto seguido que sucede a la palabra "transportarse" y la expresión “En caso”, la siguiente oración: “Sin perjuicio de lo anterior, esta autorización será especialmente necesaria para llevar el arma de fuego a reparación, a evaluación ante el Banco de Pruebas de Chile y para las pruebas de tiro que sean necesarias para efectos de lo preceptuado en la letra c) del inciso primero del artículo 5º A y el inciso cuarto de la misma disposición.”.




El Honorable Senador señor Prokurica explicó que su indicación tiene por objeto reparar un vacío legal, puesto que las conductas descritas no están hoy reguladas, cuestión particularmente relevante tratándose de pruebas de tiro necesarias para que el interesado acredite conocimientos y una aptitud física y psíquica compatible con el uso del arma, requisitos indispensables para su inscripción. 





Lo mismo ocurre, dijo, cuando un arma ya inscrita debe ser llevada a reparación, o bien si los herederos de un causante que tenía un arma inscrita la entregan a la autoridad.




La Comisión tuvo en consideración que ambas indicaciones -salvo la expresión inicial “Sin perjuicio de lo anterior”, que figura en la del Ejecutivo-, son semejantes. Estimó que dicha frase en nada aporta a la claridad de la norma y que, por el contrario, podría inducir a confusiones, por lo que decidió aprobar la proposición del Honorable Senador señor Prokurica.

- La indicación número 3, letra c), fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Pizarro y Prokurica.

- Con la misma votación la Comisión rechazó la indicación 3 bis, letra c).


La letra d) de la indicación 3 bis, de S.E. el Presidente de la República, es para agregar un inciso décimo nuevo, pasando los actuales incisos décimo, undécimo y duodécimo a ser undécimo, duodécimo y decimotercero, respectivamente:

 



“Las solicitudes de transporte y libre tránsito a que hacen referencia los incisos precedentes, podrán solicitarse y concederse preferentemente por medios electrónicos, en la forma que determine el reglamento.”.





De conformidad a lo expresado con ocasión del debate de la indicación número 2, del Honorable Senador señor Prokurica, la Comisión estuvo conteste en la conveniencia de aprobar la indicación en estudio.


- La letra d) de la indicación 3 bis fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Pizarro y Prokurica.

La letra d) de la indicación 3, del Honorable Senador señor Prokurica, y la letra e) de la indicación 3 bis, de S.E. el Presidente de la República, son para enmendar el inciso duodécimo del artículo 5° en análisis, del modo siguiente: 




“i) Agrégase, a continuación de las expresiones “tendrá la posesión provisoria de dicha arma”, lo siguiente: “y sus municiones”;

 



 ii) añádase, luego de la locución “el poseedor tendrá la obligación de entregar el arma”, lo siguiente: “y sus municiones”.”.





El Honorable Senador señor Prokurica indicó que el inciso en que recaen las indicaciones prescribe los trámites que deben cumplir los herederos de una persona que tenía un arma inscrita. Destacó que la norma regula qué deben hacer con el arma, pero no con sus municiones, existiendo un vacío a este respecto. Por ello, las indicaciones pretenden incorporarlas, ya que son elementos esenciales del arma inscrita.





- Las indicaciones números 3, letra d), i) e ii), y 3 bis, letra e), i) e ii), fueron aprobadas, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Pizarro y Prokurica.

La letra e) de la indicación número 3, del Honorable Senador señor Prokurica, es para agregar los siguientes incisos decimotercero y decimocuarto al artículo 5°:





“Con el fin de facilitar la difusión de las obligaciones legales; mantener a las autoridades fiscalizadoras informadas del destino de las armas de fuego y mantener actualizada la base de datos del registro de armas, los Oficiales Civiles, antes de proceder a la inscripción de una defunción, deberán consultar la base de datos a que hace mención el inciso cuarto del artículo 16, para revisar si el difunto tenía vigente a su nombre la inscripción de algún arma de fuego.

 



En caso de existir esta última, les pedirá a los solicitantes de la inscripción de defunción a que hace mención el artículo 44 de la ley N° 4.808, sobre Registro Civil, que le proporcionen su nombre completo, rol único nacional, domicilio y datos de contacto. Si no fuera un heredero el solicitante de la inscripción de defunción les solicitará la información que posean sobre los herederos del poseedor o tenedor del arma de fuego inscrita; les comunicará las obligaciones legales y reglamentarias que pesan sobre ellos respecto del destino del arma de fuego y sus municiones; y remitirá la información recabada y una copia del certificado de defunción del poseedor o tenedor del arma de fuego inscrita, por la vía más expedita posible, a las autoridades fiscalizadoras, de modo que éstas puedan cumplir con su labor.”.

El autor de la indicación sostuvo que pretende que los Oficiales Civiles -que tienen antecedentes sobre las defunciones- participen activamente en la actualización de la base de datos de inscripciones de armas, evitando las lagunas y desfases que se producen hoy en día.


Los representantes del Ejecutivo coincidieron en la necesidad de que exista una coordinación entre los diversos actores que tienen participación en este ámbito, y se comprometieron a estudiar una propuesta para cumplir con el objetivo de la indicación del señor Senador.


- El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación número 3, letra e), por recaer en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad al número 2°, inciso cuarto, del artículo 65 de la Carta Fundamental.

La letra f) de la indicación número 3, del Honorable Senador señor Prokurica, es para agregar los siguientes incisos decimoquinto, decimosexto y décimo séptimo al artículo 5°:




“Las autorizaciones de transporte y guías de libre tránsito a que hace mención este artículo, se solicitarán y concederán de conformidad a lo expresado en el inciso séptimo del artículo 4º. Las armas de fuego, salvo el porte autorizado que regula el artículo 6º, se transportarán siempre descargadas y con su munición aparte. Salvo los casos de depósito, custodia o cambio de domicilio donde se mantendrá el arma de fuego, esta última no será transportada conjuntamente con su munición.

 



El reglamento definirá la tasa de derechos a pagar por la custodia o depósito de las armas de fuego y municiones que permanezcan bajo el cuidado de la alguna de las autoridades fiscalizadoras, o que sean almacenadas en el Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile.

 



Si un arma de fuego y sus municiones, que no se encuentre sujeta a una medida cautelar o que haya caído en comiso, permanece más de 5 años en custodia o depósito, sin ser reclamada por su poseedor o tenedor inscrito, pasará a dominio fiscal como pago por el valor que se adeude por los derechos mencionados en el inciso anterior, sí éste no es solucionado y el arma y sus municiones retiradas dentro de los 60 días que sigan al envío de la carta certificada, dirigida al domicilio declarado por el titular de la inscripción, que será enviada por la autoridad fiscalizadora que mantenga la tenencia material de dichos objetos para comunicarle el monto adeudado y la fecha de expiración de su derecho a recuperar su arma y municiones. Cumplido el plazo señalado sin que se produzca el pago y retiro de las especies, se entenderá que el titular de la inscripción renuncia a sus derechos sobre éstas abandonándolas en favor del Fisco, debiendo la autoridad fiscalizadora proceder a cancelar la inscripción vigente y disponer su destrucción, fijando también el destino de la munición. Al momento de efectuar la solicitud de custodia o depósito, se informará al solicitante de los valores del servicio y de los efectos del no retiro en tiempo y forma de los objetos entregados. La misma advertencia deberá aparecer en los recibos que se entreguen al solicitante para acreditar la custodia o depósito efectuado. La regulación correspondiente en estas materias en lo relativo a los comerciantes o importadores autorizados y a las armas incautadas o decomisadas la determinará el reglamento.”.


- El Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación número 3, letra f), por recaer en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad al número 2°, inciso cuarto, del artículo 65 de la Carta Fundamental.

La letra f) de la indicación 3 bis, de S.E. el Presidente de la República, es para un agregar un inciso final, nuevo, al artículo 5°, del siguiente tenor:




“La Dirección General de Movilización Nacional deberá requerir al Servicio de Registro Civil e Identificación, con una periodicidad al menos trimestral, la información correspondiente a las personas cuyas defunciones hubieren sido registradas durante el trimestre inmediatamente anterior por dicho servicio, con el objeto de llevar a cabo las actuaciones que sean conducentes para regularizar, si fuere necesario, la posesión e inscripción de la o las armas inscritas a nombre de las personas cuya defunción se haya informado.”.




Como se señaló anteriormente, y en cumplimiento del compromiso adquirido, el Ejecutivo presentó esta indicación para recoger las observaciones de los miembros de la Comisión.




El Honorable Senador señor Prokurica, autor de la indicación declarada inadmisible sobre esta materia, explicó que en la actualidad la ley obliga a los herederos del causante poseedor o tenedor de un arma de fuego a comunicar a la autoridad contralora la circunstancia del fallecimiento, así como a individualizar al heredero que tendrá bajo su responsabilidad la posesión provisoria.





Agregó que, no obstante lo anterior, en muchas ocasiones los herederos ignoran la circunstancia de que el causante haya sido poseedor o tenedor de un arma; por ello, su indicación pretendía disponer que el Servicio de Registro Civil e Identificación debía verificar si las defunciones registradas correspondían o no a causantes que tenían estos elementos.





El Honorable Senador señor Coloma manifestó su conformidad con la indicación en estudio, pues obliga a la Dirección General de Movilización Nacional (DGMN) a solicitar al mencionado Servicio -en forma trimestral- el listado de defunciones para verificar si los fallecidos tenían armas inscritas, a fin de regularizar y mantener actualizados sus registros.

- La indicación número 3 bis, letra f), fue aprobada, sin enmiendas,  por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Pizarro y Prokurica.
Número 2


Este numeral introduce -por medio de cinco literales- diversas enmiendas al artículo 5° A de la ley sobre Control de Armas, que establece los requisitos que debe cumplir el poseedor o el tenedor de un arma para inscribirla debidamente.


El texto del artículo 5° A es el siguiente:





“Artículo 5º A.- Las autoridades señaladas en el artículo 4º sólo permitirán la inscripción de una o más  armas cuando su poseedor o tenedor cumpla con los siguientes requisitos:




a) Ser mayor de edad. Se exceptúan de este  requisito los menores de edad que se encuentren  registrados como deportistas, debidamente autorizados por sus representantes legales, para el solo efecto del desarrollo de dichas actividades. En este caso, el uso y transporte de las armas deberá ser supervisado por una  persona mayor de edad, quien será legalmente responsable del uso y transporte de las mismas;




b) Tener domicilio conocido;





c) Acreditar que tiene los conocimientos necesarios  sobre conservación, mantenimiento y manejo del arma que  pretende inscribir, y que posee una aptitud física y psíquica compatible con el uso de armas.

El reglamento determinará el modo de acreditar dicha aptitud física y psíquica;




d) No haber sido condenado por crimen o simple  delito, lo que se acreditará con el respectivo certificado de antecedentes. Sin embargo, en el caso de personas que no hayan sido condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, el Subsecretario de Guerra, previo informe del Director General de Movilización Nacional, podrá autorizar se practique la inscripción del arma por resolución fundada, la que deberá considerar la naturaleza y gravedad del delito cometido, la pena aplicada, el grado de participación, la condición de reincidencia, el tiempo transcurrido desde el hecho sancionado y la necesidad, uso, tipo y características del arma cuya inscripción se requiere;





e) No haber sido dictado a su respecto auto de apertura del juicio oral. Para estos efectos, los jueces de garantía deberán comunicar mensualmente a la Dirección General de Movilización Nacional las personas respecto de las cuales se hubiera dictado dicha resolución, y





f) No haber sido sancionado en procesos relacionados con la ley Nº 19.325, sobre Violencia Intrafamiliar.





La letra c) del inciso primero no se aplicará a los  miembros en servicio activo de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería de Chile.





El cumplimiento del requisito establecido en la letra f) se acreditará con el respectivo certificado de antecedentes emitido por el Servicio de Registro Civil e Identificación.





El poseedor o tenedor de un arma inscrita deberá acreditar, cada cinco años, contados desde la fecha de la inscripción, que cumple con el requisito contemplado en la letra c) del inciso primero de este artículo.


Si, por circunstancia sobreviniente, el poseedor o tenedor de un arma inscrita pierde las aptitudes consignadas en la letra c) o es condenado en conformidad con la letra d), o bien sancionado en los procesos a que se refiere la letra f), la Dirección General de Movilización Nacional deberá proceder a cancelar la respectiva inscripción, reemplazándola por una nueva a nombre de la persona que el poseedor o tenedor original señale y que cuente con autorización para la posesión o tenencia de armas.”.

El texto del número 2 aprobado en general por la Sala, es el siguiente:


“2.- En el artículo 5° A:


a) Reemplázase la letra d), por la siguiente:


"d) No haber sido condenado por crimen o simple delito;".


 b) Sustitúyense en la letra e) la coma (,) y la conjunción copulativa "y" que le sigue, por un punto y coma (;).


c) Reemplázase en la letra f) el punto aparte (.) por un punto y coma (;). 


d) Incorpóranse las siguientes letras g) y h):  


"g) No encontrarse sujeto a medida cautelar personal que le impida la tenencia, posesión o porte de armas de fuego, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 del Código Procesal Penal.


Para el control de este requisito, los juzgados de garantía deberán comunicar a la Dirección General de Movilización Nacional la medida cautelar de impedimento de posesión o tenencia de armas de fuego dentro de las 24 horas siguientes a que la hubieren decretado, y


h) No habérsele cancelado a su respecto alguna inscripción de armas de fuego en los cinco años anteriores a la solicitud.".


e) Agrégase el siguiente inciso sexto:


"Las armas que se encuentren inscritas a nombre de la persona respecto de la cual se hubiere decretado la medida señalada en la letra g) de este artículo, serán incautadas por orden del tribunal respectivo y remitidas a la autoridad fiscalizadora para que ésta las deposite en los Arsenales de Guerra hasta el alzamiento de la medida.".

La indicación número 4, del Honorable Senador señor Prokurica, sustituye este numeral por otro que contiene seis letras.

La indicación número 4 bis, de S. E. el Presidente de la República, reemplaza este numeral por otro que consta de siete literales.

La Comisión acordó discutir cada literal por separado.

La letra a) de la indicación número 4, propone reemplazar la letra c) del inciso primero del texto vigente, por la que se señala a continuación:




 
“c) Acreditar que tiene los conocimientos necesarios sobre conservación, mantenimiento y manejo del arma que pretende inscribir, y que posee una aptitud física y psíquica compatible con el uso de armas.

 


 
El reglamento determinará el modo de acreditar los conocimientos sobre el arma de fuego, los plazos y lugares dónde se realizarán las pruebas prácticas de desarme, arme, limpieza, observancia de medidas de seguridad para el uso de arma de fuego y habilidades de tiro. Éstas últimas tendrán que ceñirse, a lo menos, a los rangos mínimos de precisión en el disparo que fije el reglamento. El mismo texto normativo señalará la manera de acreditar la aptitud física y psíquica del solicitante.

 


 
Para todos los efectos legales y reglamentarios, el solicitante podrá comprobar sus conocimientos acompañando un certificado de aprobación de uno o más cursos de tiro, manejo y cuidado sobre el tipo de arma y calibre que pretende inscribir, emitidos por un club o federación de tiro reconocido por las autoridades fiscalizadoras.

 



Quienes en los 5 años anteriores a la solicitud hayan efectuado su servicio militar y obtenido su valer militar, pasando a la Reserva Nacional con instrucción; se hayan retirado de las escuelas de oficiales o suboficiales de las Fuerzas Armadas, alcanzando algún grado militar, o de las instituciones educacionales de las Fuerzas de Orden y Seguridad, habiendo completado al menos un año de estudios, no tendrán que acreditar sus conocimientos de conservación, mantenimiento y manejo de un arma de fuego para obtener la inscripción. Lo mismo se aplicará para aquellas personas que formen parte de la Reserva Nacional y hayan participado en cursos o campañas de instrucción en los últimos 2 años.”.




El Honorable Senador señor Prokurica anunció el retiro de su indicación, puesto que su propósito fue recogido en otra presentada por el Ejecutivo, y destacó que la tenencia responsable de armas exige que el interesado tenga habilidades físicas y psíquicas para ello, pero además que posea los conocimientos técnicos necesarios para utilizarla. Aseveró que si bien el deber de realizar un curso de especialización está contemplado en el reglamento correspondiente, en la práctica no se cumple, por lo que es necesario elevar el rango de la norma que impone esta obligación.





- La indicación número 4, letra a), fue retirada por su autor.


La letra a) de la indicación 4 bis, de S.E. el Presidente de la República, corresponde a la idea contenida en la descrita anteriormente que, como se dijo, fue retirada.


Señala lo siguiente:





“a) Reemplázase la letra c) del inciso primero por la siguiente: 

 



“c) Acreditar que tiene los conocimientos necesarios sobre conservación, mantenimiento y manejo del arma que pretende inscribir, y que posee una aptitud física y psíquica compatible con el uso de armas.
 



El reglamento determinará el estándar de conocimientos mínimos sobre conservación, mantenimiento y manejo del arma de fuego que deberá tener el solicitante, así como la forma en que podrá acreditarse dicho conocimiento. 
 



El reglamento determinará, además, la manera de acreditar la aptitud física y psíquica del solicitante, exigiéndose, al menos, una evaluación completa y razonada del mismo, efectuada por un profesional idóneo.
 



Para todos los efectos legales y reglamentarios, el solicitante podrá comprobar sus conocimientos acompañando un certificado que acredite la aprobación, por parte del  mismo, de uno o más cursos de tiro, manejo y cuidado sobre el tipo de arma y calibre que pretende inscribir, emitidos por un club o  federación de tiro reconocido por las autoridades fiscalizadoras, o bien que posee instrucción militar previa en un nivel suficiente para acreditar dichos conocimientos, según determine el reglamento.”.”. 




El Honorable Senador señor Prokurica expresó que el Ejecutivo acogió en la indicación en estudio las principales sugerencias realizadas por la Comisión, entre ellas, la exigencia de una evaluación completa efectuada por un profesional idóneo para acreditar la aptitud física y psíquica del solicitante.

 



- La indicación número 4 bis, letra a), fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Pizarro y Prokurica.

La letra b) de la indicación número 4, del Honorable Senador señor Prokurica, recae sobre la letra d) del artículo 5°A, e prescribe como requisito para la inscripción el no haber sido condenado por crimen o simple delito.




El texto vigente de este literal es el siguiente: 





“d) No haber sido condenado por crimen o simple  delito, lo que se acreditará con el respectivo certificado de antecedentes. Sin embargo, en el caso de personas que no hayan sido condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, el Subsecretario de Guerra, previo informe del Director General de Movilización Nacional, podrá autorizar se practique la inscripción del arma por resolución fundada, la que deberá considerar la naturaleza y gravedad del delito cometido, la pena aplicada, el grado de participación, la condición de reincidencia, el tiempo transcurrido desde el hecho sancionado y la necesidad, uso, tipo y características del arma cuya inscripción se requiere;”.

La indicación 4 b) señala lo que se indica:





“b) Modifícase la letra d) del inciso primero de la siguiente manera:

 



 i) reemplázase el punto y coma (;) que aparece a continuación de las palabras “se requiere”, por un punto seguido; e 

 



ii) agrégase la siguiente oración final:

 



 “No se podrá autorizar que se practique la inscripción si el solicitante ha cometido alguno de los crímenes o simples delitos contemplados en los títulos I; II; III, párrafo 3º; VI, párrafos 1º, 10º, 11º, 12º, 16º; VII, párrafos 5º, 6º, y 7º; VIII, párrafos 1º y 2º; y IX, párrafos 2º, 3º, 6º y 9º del Libro Segundo del Código Penal”.




El Honorable Senador señor Prokurica puso de relieve que el texto aprobado en general por la Sala para este literal establece de manera perentoria y sin excepciones que no pueden inscribir un arma los que hayan sido condenados por crimen o simple delito, terminando de este modo con la facultad que la ley vigente entrega a la autoridad para autorizar una inscripción, cumplidos que sean ciertos requisitos, y siempre que se trate de personas que no hayan sido condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva.





Puntualizó que su indicación se ubica en un punto intermedio, puesto que pretende que la comisión de ciertos delitos de la mayor gravedad -que individualiza-, sea considerada como un impedimento absoluto para que el solicitante inscriba un arma.





Sin embargo, Su Señoría opinó que existen tipos penales, como el giro doloso de cheques, que no guardan relación con la idoneidad o capacidad de una persona para inscribir el arma y, en este caso, es preferible que la autoridad tenga la atribución de permitir la inscripción por resolución fundada, como lo prescribe la disposición vigente.





Reconoció que el abogado señor Juan Domingo Acosta, en su oportunidad, recomendó no utilizar listados de delitos para un caso en particular como técnica legislativa, puesto que de los señalados en la indicación sería posible excluir algunos e incorporar otros.





El Honorable Senador señor Coloma afirmó que compartía la observación del señor Acosta, ya que singularizar en la ley los delitos puede producir el efecto señalado y, como dijo el Honorable Senador señor Prokurica, es preferible que algunos tipos penales puedan ser excluidos en razón de su naturaleza.


- La indicación número 4, letra b), fue retirada por su autor.

La indicación número 4 bis, letra b), de S.E. el Presidente de la República, dice lo siguiente:





“b) Reemplázase la letra d), por la siguiente:

 



“d) No haber sido condenado por crimen o simple delito, lo que se acreditará con el respectivo certificado de antecedentes.".




El Honorable Senador señor Coloma recordó que dentro de los requisitos exigidos por la autoridad para inscribir un arma se dispone el no haber sido condenado por crimen o simple delito, lo cual es reiterado por la indicación, pero de manera absoluta, sin admitir excepciones, como lo hace la ley actual por medio de una atribución otorgada al Subsecretario de Guerra, hoy Subsecretario para las Fuerzas Armadas, en virtud de la ley N° 20.424, Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional.





Manifestó no ser partidario de establecer este requisito de manera categórica y sin salvedades, por los motivos que expuso anteriormente.





Llamó a tener presente que en la actualidad el Subsecretario para las Fuerzas Armadas puede autorizar, de manera fundada, la inscripción a un solicitante condenado por crimen o simple delito que no merezca pena aflictiva, considerando la naturaleza y la gravedad del ilícito .





- La letra b) de la indicación 4 bis fue rechazada por dos votos en contra y uno a favor. Votaron por la negativa los Honorables Senadores señores Coloma y Prokurica. A favor lo hizo el Honorable Senador señor Pizarro.






- Como resultado de lo anterior, el señor Presidente sometió a votación el texto aprobado en general por la Sala para la letra d) del artículo 5 °A, contenido en la letra a) del número 2 en discusión, que fue rechazado con idéntica votación.





- En consecuencia, al no haber enmiendas aprobadas, la letra d) vigente del artículo 5° A de la Ley de Control de Armas no fue objeto de modificaciones, en esta parte.




La indicación 4 ter, del Honorable Senador, señor Prokurica, es para reemplazar, en la letra d), la expresión “Subsecretario de Guerra” por “Subsecretario para las Fuerzas Armadas”.





El Honorable Senador señor Prokurica explicó que la indicación sólo persigue actualizar la denominación del organismo, el cual, luego de la entrada en vigencia de la ley N° 20.424, Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional, fue sucedido por la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.




- La indicación número 4 ter fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Pizarro y Prokurica.
- - - 


A continuación, el Honorable Senador señor Prokurica, como una forma de facilitar el debate, anunció el retiro de los demás literales de la indicación número 4 -esto es, c), d), e) y f)-, puesto que la indicación 4 bis, de S. E. el Presidente de la República, contiene sus propuestas.

El texto de las referidas letras es el siguiente:

 



c) Sustitúyense, en la letra e), la coma (,) y la conjunción copulativa "y" que le sigue, por un punto y coma (;).
 



d) Reemplázase, en la letra f), el punto aparte (.) por un punto y coma (;). 
 



e) Incorpóranse las siguientes letras g), h) e i):

 



“g) Presentar un Certificado de Asistencia Técnica, otorgado por el Banco de Pruebas de Chile, para toda arma que se inscriba por primera vez; como producto de una transferencia entre particulares; o en aquellos casos en que se regularice la situación de tenencia o posesión de un arma, que certifique, al menos, la calidad, funcionalidad y condiciones de seguridad del arma.




h) No encontrarse sujeto a medida cautelar personal que le impida la tenencia, posesión o porte de armas de fuego, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 del Código Procesal Penal o del artículo 92 de la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia.

 



Para el control de este requisito, los juzgados de garantía o de familia deberán comunicar a la Dirección General de Movilización Nacional la medida cautelar de impedimento de posesión o tenencia de armas de fuego dentro de las 24 horas siguientes a que la hubieren decretado.




i) No habérsele cancelado a su respecto alguna inscripción de armas de fuego en los cinco años anteriores a la solicitud.".
 



- El Honorable Senador señor Prokurica señaló que retiraba su propuesta para incorporar una letra g), nueva, al artículo 5° A considerando que esta exigencia está contemplada en el Reglamento de la Ley sobre Control de Armas. Resaltó, en todo caso, la conveniencia de que la norma tenga rango legal.

 



- En cuanto a la nueva letra h) que sugería introducir, Su Señoría explicó que establece, dentro de los requisitos para inscribir un arma, el no encontrarse sujeto a una medida cautelar de conformidad a la ley de Tribunales de Familia o del Código Procesal Penal.





Su Señoría anunció que el Ejecutivo recogió este planteamiento en la indicación número 4 bis letra e).





Finalmente, en relación al literal i), que el Senador Prokurica sugería incorporar al artículo 5° A, el asesor del Ministerio de Defensa, señor Juan Francisco Galli, explicó que es necesario contemplar esta causal como requisito para inscribir un arma, ya que la indicación número 4 quáter propone introducir un artículo 5° B, nuevo, a la Ley sobre Control de Armas, imponiendo sanciones de multa para el poseedor o tenedor de un arma inscrita que la tenga en un lugar distinto al declarado; o que se negare a exhibir el arma, o que no cumpla con el requisito de acreditación. En caso de reincidencia, se castiga con la cancelación de la inscripción y se especifica que esta última impedirá inscribir un arma en los 5 años siguientes a la cancelación. Por ello, enfatizó, es preciso contar con este impedimento para inscribir el arma nuevamente.





- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio, tuvo presente que este requisito ya fue aprobado en general por la Sala, y acordó mantenerlo dentro de las enmiendas que propondrá al artículo 5°A.




Finalmente, el texto de la 
indicación número 4, letra f), que fue retirada por su autor, es del tenor siguiente:




“f) Agrégase el siguiente inciso sexto:

 



"Las armas de fuego que se encuentren inscritas a nombre de la persona respecto de la cual se hubiere decretado alguna de las medidas cautelares señaladas en la letra h) de este artículo y su respectiva munición, serán incautadas por orden del tribunal respectivo y remitidas directamente al Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile hasta el alzamiento de la medida. Una vez que cese la medida cautelar el poseedor o tenedor del arma de fuego inscrita podrá solicitar su devolución, conjuntamente con su munición, de acuerdo con lo indicado en la parte final del inciso duodécimo del artículo 5º.”.”.
- - - 


Las letras c) y d) de la indicación 4 bis, de S. E. el Presidente de la República, son del siguiente tenor:





“c) Sustitúyense, en la letra e), la coma (,) y la conjunción copulativa "y" que le   sigue, por un punto y coma (;).

d) Reemplázase, en la letra f), el punto aparte (.) por la expresión “; y”.”.




- La indicación número 4 bis, letras c) y d), fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Pizarro y Prokurica.




La letra e) de la indicación 4 bis, de S. E. el Presidente de la República, es para incorporar la siguiente letra g) al artículo 5° A:
 



"g) No encontrarse sujeto a medida cautelar personal que le impida la tenencia, posesión o porte de armas de fuego, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 del Código Procesal Penal o el número 6 del artículo 92 de la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia.





Para el control de este requisito, los juzgados de garantía o de familia deberán comunicar a la Dirección General de Movilización Nacional la medida cautelar de impedimento de posesión o tenencia de armas de fuego dentro de las 24 horas siguientes a que la hubieren decretado.”.

- La indicación número 4 bis, letra e), fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio.

La letra f) de la indicación 4 bis, de S. E. el Presidente de la República, es del siguiente tenor:





“f) Reemplázase el punto final del inciso cuarto (.), por una (,), y agrégase a continuación la siguiente frase: “salvo que la autoridad disponga, de manera fundada, atendido el estado de salud general del solicitante y la existencia de otras condiciones físicas o síquicas que puedan afectar su capacidad para manejar o poseer armas, que dicha acreditación se efectúe en un plazo menor, el que no podrá ser inferior a dos años.”. 




El Honorable Senador señor Coloma explicó que este literal busca regular una situación excepcional respecto del poseedor que debe acreditar que cumple con los requisitos relativos a conocimientos y de aptitud física y psíquica compatible con el uso de armas, cada cinco años.





El Honorable Senador señor Prokurica manifestó que la reducción del período de acreditación de cinco a dos años podría ser engorrosa en algunas situaciones, como por ejemplo, tratándose de solicitantes de sectores rurales.





El Subsecretario de Prevención del Delito indicó que este lapso inferior implicará, en algunos casos, una mayor frecuencia en los exámenes de acreditación, sobre todo para personas que padecen ciertos tipos de enfermedades, o bien que tengan antecedentes de los que pueda desprenderse que eventualmente su capacidad para poseer armas se verá afectada. Resaltó que cada situación de excepción deberá contar con una resolución fundada de la autoridad, a fin de evitar arbitrariedades en su uso.





El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli, sostuvo que esta medida está pensada principalmente para ciertas enfermedades sobrevinientes, como el mal de Parkinson.


- La indicación número 4 bis, letra f), fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio.

La letra g) de la indicación 4 bis, de S. E. el Presidente de la República, es del siguiente tenor:





“g) Agrégase el siguiente inciso sexto:

 



"Las armas de fuego que se encuentren inscritas a nombre de la persona respecto de la cual se hubiere decretado alguna de las  medidas cautelares señaladas en la letra g) de este artículo y su respectiva munición, serán retenidas provisoriamente por orden del tribunal respectivo y remitidas directamente al Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile hasta el alzamiento de la medida cautelar respectiva. Una vez que cese dicha medida, el poseedor o tenedor del arma de fuego inscrita podrá solicitar su devolución, conjuntamente con su munición, previo pago de los derechos que correspondan.”.




El Subsecretario de Prevención del Delito aclaró que la indicación del Ejecutivo es similar a la presentada por el Honorable Senador señor Prokurica -y que Su Señoría retiró-, con la salvedad de que el vocablo “incautadas” se reemplaza por “retenidas”, acogiendo una sugerencia del abogado señor Juan Domingo Acosta para utilizar el vocabulario jurídico adecuado.

 



- La indicación número 4 bis, letra g), fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio.
° ° °

 



La indicación 4 quáter, de S.E. el Presidente de la República, es para agregar un número, nuevo, al proyecto de ley, y su texto es el que se indica:
 



“  .- Agrégase el siguiente artículo 5° B, nuevo:

 



“El poseedor o tenedor de un arma inscrita que la tenga en un lugar distinto de aquel declarado para estos efectos; que se  negase a exhibir el arma, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 o que no diese cumplimiento a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 5 A, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se impondrá por la Dirección General de Movilización Nacional mediante acto administrativo fundado. En caso de reincidencia, la multa se elevará al doble y la Dirección General de Movilización Nacional procederá a la cancelación de la inscripción. Para efectos de la reincidencia, no se considerarán aquellas sanciones cuya aplicación tengan una antigüedad superior a cinco años. Serán aplicables, a estos efectos, el procedimiento y demás normas contenidas en la ley N° 19.880.
 



Quien sea sancionado con la cancelación de la inscripción conforme a este artículo, no podrá inscribir un arma o elemento   señalado en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, en los cinco años siguientes a la cancelación.”.”.





El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli, explicó que el Ejecutivo optó por otorgar la facultad de aplicar la multa a la DGMN mediante un acto administrativo fundado para esta nueva infracción, con la finalidad de hacer el trámite más expedito. Además, puso de relieve que el Ministerio Público al investigar un delito con pena de falta, generalmente archiva la causa, debido a su sobrecarga laboral.

 
- La indicación número 4 quáter,  fue aprobada, con modificaciones simplemente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio.
° ° °





La indicación número 5, del Honorable Senador señor Prokurica, es para incorporar el siguiente número, nuevo:





“  .- Sustitúyese el texto inicial del inciso segundo del artículo 7°, antes de la coma (,), por lo siguiente: “Sin embargo por resolución fundada de la Dirección General de Movilización Nacional”.”.




La indicación 5 bis, de S.E. el Presidente de la República, es para intercalar el siguiente número, nuevo:





“  .- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 7°, la expresión “Dirección General de Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas” por “Dirección General de Movilización Nacional”.”.




El Honorable Senador señor Prokurica indicó que esta indicación persigue actualizar la denominación del Organismo que otorga los permisos y las autorizaciones en materia de armas.

- Las indicaciones números 5 y 5 bis fueron aprobadas, con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio.
° ° °





La indicación número 6, del Honorable Senador señor Prokurica, es para consultar el siguiente número, nuevo:

 



“  .- Intercálase en la primera oración del inciso quinto del artículo 8º, entre la palabra “almacenamiento” y la expresión “de armas”, la locución “ilegal”, y a continuación de la palabra “armas”, lo siguiente: “y municiones”.”.





Dicho inciso establece lo que se indica a continuación:





“En los casos en que se descubra un almacenamiento de armas, se presumirá que forman parte de las organizaciones a que se refieren los dos primeros incisos de este artículo, los moradores de los sitios en que estén situados los almacenamientos y los que hayan tomado en arrendamiento o facilitado dichos sitios. En estos casos se presumirá que hay concierto entre todos los culpables.”.




El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli, explicó que añadir el vocablo “ilegal”, como propone la indicación, torna compleja la situación en caso de descubrirse un almacenamiento de armas, tal como lo previno, en su oportunidad, el abogado señor Juan Domingo Acosta, quien advirtiendo su desacuerdo con las presunciones simplemente legales en materia penal, como las de especie, por comprometer el principio de culpabilidad y contradecir el principio de convicción que gobierna las decisiones de los tribunales al dictar sentencia (artículo 340 del Código Procesal Penal), reconoció que están ya contempladas en el texto vigente de la Ley sobre Control de Armas. 





El profesor Acosta, hecha esa precisión, estimó que la palabra “ilegal” es innecesaria, pero tampoco manifestó reparos en su incorporación, y compartió el criterio de extender la presunción a las municiones.





Atendiendo a lo anterior, la Comisión concordó en la conveniencia de eliminar el referido vocablo de la indicación.


- La indicación número 6 fue aprobada, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio.
° ° °

Número 3


Su texto es el siguiente:


3) Intercálanse en el artículo 9° los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, pasando el actual tercero a ser sexto:


"El poseedor o tenedor de un arma inscrita que la tenga en un lugar distinto de aquel declarado para estos efectos, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se procederá a la cancelación de la inscripción y la multa se elevará al doble. Para efectos de la reincidencia, no se considerarán aquellas sanciones cuya aplicación tengan una antigüedad superior a cinco años. Quien sea sancionado con la cancelación de la inscripción conforme a este inciso, no podrá inscribir un arma o elemento señalado en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, en los cinco años siguientes a la cancelación.


El que entregare, a cualquier título, a menores de edad alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y a una multa de ocho a cien unidades tributarias mensuales. No se aplicará esta pena al que entregue un arma inscrita a un menor de edad debidamente acreditado como deportista conforme a la letra a), del artículo 5° A, de la presente ley.


Dicha pena se elevará a presidio mayor en su grado máximo si se tratare de la entrega de los elementos señalados en el artículo 3°.".





La indicación número 7, de S.E. el Presidente de la República, es para reemplazar este número 3 por el siguiente:

 


 
“  .- Agrégase en el artículo 9º, un nuevo inciso tercero, pasando el actual tercero a ser cuarto:

 



“El poseedor o tenedor de un arma inscrita que la tenga en un lugar distinto de aquel declarado para estos efectos, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se procederá a la cancelación de la inscripción y la multa se elevará al doble. Para efectos de la reincidencia, no se considerarán aquellas sanciones cuya aplicación tengan una antigüedad superior a cinco años. Quien sea sancionado con la cancelación de la inscripción conforme a este inciso, no podrá inscribir un arma o elemento señalado en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, en los cinco años siguientes a la cancelación.”.”.




La Comisión recordó los fundamentos para aprobar la indicación 4 quáter -que incorpora un artículo 5° B, nuevo- por lo que entendió incorporada la indicación en análisis en aquella, y la estimó aprobada, con enmiendas.





- La indicación número 7 fue aprobada, en los términos expresados, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Gómez, Prokurica y Walker, don Patricio.





La indicación 7 bis, de S.E. el Presidente de la República, para agregar un número, nuevo, del siguiente tenor:
 



“  .- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 9°, la frase “si de las circunstancias o antecedentes del proceso pudiera presumirse fundadamente” por “si el que portare el arma de fuego justificare”.”.





El Subsecretario de Prevención del Delito explicó que, en la práctica, las personas que tienen la posesión o tenencia de un arma en las circunstancias descritas en el inciso primero del artículo 9 -hecho que conlleva la pena de presidio-, son sancionadas solo con multa, en virtud del inciso segundo, cuando de los antecedentes del proceso pudiere presumirse fundadamente que la posesión o tenencia estaba destinada a fines distintos a los de alterar el orden público, a atacar a las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, o a perpetrar otro delito.

 



Recordó que en nuestro país está prohibido el porte de armas inscritas o no, salvo una veintena de personas que tienen esta autorización específica.





Añadió que en ocasiones se sorprende a personas en el centro de la ciudad con armamento, pero es imposible para la autoridad comprobar que pretendían cometer un hecho delictivo con estos elementos, aun cuando así se evidencie claramente de las circunstancias y antecedentes del caso.





Hizo presente que la multa prescrita en el inciso segundo del artículo 9° tampoco se persigue por la Fiscalía, debido a la recarga laboral que tiene el Ministerio Público.





El Honorable Senador señor Prokurica estuvo en desacuerdo con la indicación del Ejecutivo, por cuanto no estimó pertinente que el peso de la prueba recaiga en la persona que es sorprendida con un arma, considerando que la ley en estudio ya impone un sinnúmero de deberes al que tiene uno de estos elementos inscrito. Connotó que, además, la posesión o tenencia de escopetas y armas de caza en los sectores rurales es un hábito común que tiene una finalidad, obviamente, diversa a la delinquir.





El Subsecretario de Prevención del Delito explicó que ese tipo de armamento tiene una normativa especial y que su porte no está permitido, salvo en el caso de competencias deportivas.





El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli, enfatizó que prácticamente no existen condenas por aplicación del artículo 9°, inciso segundo, en análisis, puesto que cada vez que una persona es sorprendida con un arma es citada a la Fiscalía, la que archiva el proceso, por carecer de los elementos necesarios para probar el delito.





El Honorable Senador señor Gómez indicó que el artículo 9° regula dos situaciones distintas: una es el poseer o tener un arma sin la autorización e inscripción necesarias, y la otra, es una presunción de que la persona que está en posesión o tenencia no tenía la intención de cometer un ilícito. Manifestó que establecer una presunción -como lo hace la indicación- de que se va a cometer un delito por el solo hecho de poseer un arma atenta contra el principio de inocencia.





Recordó que el abogado, señor Juan Domingo Acosta, expresó que los jueces deben actuar en base al principio de objetividad en los hechos en los que se funda o exime de responsabilidad, por lo que el cambio en el peso de la prueba tampoco tendría efecto práctico.





El Subsecretario de Prevención del Delito enfatizó que la inoperancia en la aplicación del artículo 9° de la Ley sobre Control de Armas representa una señal para los delincuentes, en el sentido de que pueden poseer o portar un arma sin sanción penal. Hizo un llamado a aprobar la indicación, para que los antisociales sepan de antemano que el tener un arma en su poder con la intención de cometer un ilícito constituye una infracción grave.





En vista de lo anterior, la Comisión concordó algunos criterios y el Ejecutivo anunció una propuesta de indicación para una próxima sesión.






Con posterioridad, el representante del Ejecutivo presentó el siguiente texto:

 



 “Artículo 9°.- Los que poseyeren o tuvieren algunas de las armas o elementos señalados en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, sin las autorizaciones a que se refiere el artículo 4°, o sin la inscripción establecida en el artículo 5°, serán sancionados con presidio menor en su grado mínimo a medio.
 



Si se acreditare que la posesión o tenencia de las armas o elementos a que se refiere el inciso anterior estaba destinada a alterar el orden público, atacar a las Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública o perpetrar otros delitos, no se aplicará el grado inferior de la pena.”.




El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli, aseveró que la referida proposición cambia la actual situación que consiste en sancionar el delito de posesión o tenencia de armas sin las autorizaciones o la inscripción debida, con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, esto es, 3 años y 1 día a 10 años. No obstante, y de conformidad al actual inciso segundo, si se presume que este hecho estaba destinado a fines distintos a los de alterar el orden público, atacar a las Fuerzas Armadas, o de Orden y Seguridad Pública o perpetrar otros delitos, la acción es castigada solo con multa.





El precepto sugerido, explicó, rebaja la pena de presidio -desde 61 días a 3 años-, y cambia el peso de la prueba, en el entendido de que el Fiscal deberá acreditar que la posesión o tenencia del arma estaba destinada a cometer alguno de los ilícitos señalados, en cuyo caso no se aplicará el grado inferior de la pena.





El Honorable Senador señor Coloma recordó que la Comisión estimó que la sanción del actual artículo 9° es muy elevada y, además, planteó la conveniencia de cambiar el peso de la prueba para que sea la Fiscalía quien acredite la intención de alterar el orden público, atacar a las Fuerzas Armadas, a las de Orden y Seguridad Pública, o perpetrar otros delitos.





Su Señoría consultó cuántas armas están inscritas en el Registro correspondiente hoy en día, a lo que el asesor del Ministerio de Defensa Nacional contestó que existen alrededor de 750.000 inscripciones, lo que no significa que haya, necesariamente, igual número de armas.





El Honorable Senador señor Gómez preguntó -en base a esta nueva propuesta de redacción- qué ocurriría con las personas que tienen un arma inscrita en su casa.

 



El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli, explicó que la persona que tenga un arma inscrita, pero en un domicilio distinto al registrado, configura otro ilícito, sancionado con pena de multa en el nuevo artículo 5° B aprobado por medio de la indicación 4 quáter.





El Honorable Senador señor Gómez anunció su voto favorable para la nueva redacción de la indicación 7 bis, en el entendido de que la autoridad se encargará de dar la debida difusión pública al cambio de esta figura penal.





El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli, hizo presente que la petición de Su Señoría se recoge en el nuevo inciso del artículo 1° de la Ley sobre Control de Armas -introducido por la indicación número 1, y que fue aprobada en su oportunidad-, que faculta al Ministerio del Interior y Seguridad Pública para realizar campañas de publicidad e incentivo de entrega de armas.





- La indicación número 7 bis fue aprobada, con su nueva redacción, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Gómez, Prokurica y Walker, don Patricio.





Con posterioridad, la Comisión unánimemente reabrió el debate de esta indicación a fin de discutir una propuesta integral de redacción para los artículos 9° a 11 de la Ley sobre Control de Armas, basada en el respeto al principio de proporcionalidad de las penas, y que comprenda los criterios acordados por Sus Señorías.





El abogado señor Juan Domingo Acosta, hizo las siguientes propuestas para los artículos 9° y 9° A vigentes, separando esta última disposición en dos preceptos distintos:





“Artículo 9°- Los que poseyeren o tuvieren algunas de las armas o elementos señalados en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, sin las autorizaciones a que se refiere el artículo 4°, o sin la inscripción establecida en el artículo 5°, serán sancionados con presidio menor en su grado mínimo.  

 



Si la posesión o tenencia de las armas o elementos a que se refiere el inciso anterior estuviere destinada a alterar el orden público, atacar a las Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública o perpetrar otros delitos, la pena será de presidio menor en su grado medio a máximo.

 



En tiempo de guerra la pena será presidio mayor en cualquiera de sus grados, siempre que las circunstancias  o antecedentes permitan presumir al Tribunal que la  posesión o tenencia de armas, estaba destinada a alterar el orden público o a atacar a las Fuerzas Armadas, a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública o a civiles.
 


 
Artículo 9º A.- Será sancionado con presidio menor en su grado mínimo el que: 
 


 
1º No siendo poseedor, tenedor o portador de un arma de fuego inscrita, adquiriere las municiones o cartuchos a que se refiere la letra c) del artículo 2º.
 



2º Siendo poseedor, tenedor o portador de un arma de fuego inscrita, adquiriere municiones o cartuchos que no correspondan al calibre de ésta.

 



Artículo 9º B.- Será sancionado con la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados, el que: 

 



1º Vendiere municiones o cartuchos sin contar con la autorización respectiva.

 



2º Estando autorizado para vender municiones o cartuchos, omitiere registrar la venta con la individualización completa del comprador y del arma respectiva.”.




El señor Acosta explicó que su propuesta para el artículo 9° consiste en sancionar la conducta específica tipificada en la ley vigente con una pena privativa de libertad rebajada, más una figura agravada, en el inciso segundo, bajo los supuestos de alterar el orden público, o atacar a las Fuerzas Armadas, o a las de Orden y Seguridad Pública, o perpetrar otros delitos. Añadió que también se penaliza este ilícito en tiempos de guerra, en los mismos términos en que lo hace la ley actualmente.
 



Recalcó que se trata de establecer un delito base de peligro y otro agravado, en el inciso segundo, cuando es cometido con la intención de realizar cualquiera de los fines señalados anteriormente. En definitiva, se reconfigura el ilícito para adecuarlo a la realidad, y terminar con las multas que no son aplicadas.





Respecto del artículo 9° A, recomendó rebajar la sanción existente, conjuntamente con eliminar el vocablo “a sabiendas” de su encabezamiento, por cuanto genera dificultades interpretativas y es innecesario, ya que todo delito requiere dolo para configurarse como tal. 





Lo anterior, para efectos de armonizar la penalidad de estas conductas con las modificaciones que se proponen introducir a los artículo 9°, 10° y 11° de la Ley sobre Control de Armas.





Explicó que también sugiere incorporar un artículo 9° B, nuevo, relativo a la venta de municiones o cartuchos, o a la omisión del registro de venta respectivo, extrayendo esta figura del actual artículo 9° A para considerarlo en un precepto distinto.





De este modo, concluyó, quedarían sancionadas las conductas relativas a las “municiones o cartuchos” de manera sincronizada.





- Puesta en votación la propuesta antes referida, en relación a los artículos 9°, 9° A y 9° B, fue aprobada por dos votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Coloma y Prokurica, y se abstuvo el Honorable Senador señor Gómez.

- En consideración a lo anterior, la indicación número 7 bis se dio por rechazada con la misma votación.




La indicación número 8, del Honorable Senador señor Prokurica, es para sustituir el número 3 por el siguiente:

 



“  .- Agrégase un inciso final al artículo 9º, en los siguientes términos:
 



“El poseedor o tenedor de un arma de fuego inscrita que la tenga en un lugar distinto de aquel declarado para estos efectos, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se procederá a la cancelación de la inscripción y la multa se elevará al doble. Para efectos de la reincidencia, no se considerarán aquellas sanciones cuya aplicación tengan una antigüedad superior a cinco años. Quien sea sancionado con la cancelación de la inscripción conforme a este inciso, no podrá inscribir un arma de fuego o solicitar autorización alguna para celebrar actos jurídicos relativos a municiones y cartuchos, en los cinco años siguientes a la cancelación.”.”.




El Honorable Senador señor Prokurica anunció el retiro de esta indicación, por cuanto su contenido fue considerado en la indicación 4 quáter, ya aprobada.




- La indicación número 8 fue retirada por su autor.

Número 4


Su texto es el siguiente:


“4) Agrégase en el artículo 10 el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual quinto a ser sexto:


"El padre, madre o persona que tenga a su cuidado a un menor de 14 años que, fuera de los casos señalados en el inciso cuarto del artículo precedente, permitiere  que el menor tenga en su poder alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, o en el artículo 3°, será sancionado con multa de diez a quince unidades tributarias mensuales. Si dicha tenencia se produjere por descuido o negligencia del padre, madre o persona que tiene a su cuidado al menor de 14 años, la pena será de multa de tres a diez unidades tributarias mensuales.".   

El artículo 10 dispone lo que se indica a continuación:





“Artículo 10°.- Los que fabricaren, armaren,  transformaren, importaren, internaren al país, exportaren, transportaren, almacenaren, distribuyeren o celebraren convenciones respecto de los elementos indicados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, sin la autorización a que se refiere el artículo 4°, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado medio.





La misma sanción se aplicará a quienes construyan, acondicionen, utilicen o posean las instalaciones señaladas en la letra g) del artículo 2°, sin la  autorización que exige el inciso primero del artículo 4°.                                                                 





No obstante lo establecido en los incisos anteriores, si las circunstancias y antecedentes del proceso permiten presumir fundadamente que el transporte, almacenamiento o celebración de convenciones  respecto de las armas o elementos indicados en las letras b) y c) del artículo 2º no estaban destinados a  alterar el orden público, atacar a las Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública o a perpetrar otros  delitos, se aplicará únicamente la pena de multa de once a cincuenta y siete unidades tributarias mensuales.





El incumplimiento grave de las condiciones impuestas en la autorización otorgada en la forma prevista por el artículo 4°, será sancionado con la pena de multa de ciento noventa a mil novecientas unidades tributarias mensuales y con la clausura de las instalaciones,  almacenes o depósitos, además de la suspensión y revocación de aquélla, en la forma que establezca el reglamento.


La pena establecida en el inciso primero, en tiempo de guerra será presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo.”.

Para una mayor claridad, se transcribirán a continuación todas las indicaciones presentadas al numeral 4 en discusión, puesto que la Comisión, luego de debatir arduamente el precepto en que recae y los siguientes de la ley en estudio, alcanzó un acuerdo sobre esta materia.





La indicación número 9, de S.E. el Presidente de la República, es para reemplazar el número 4 por el siguiente:

 


“  .- En el artículo 10°:

 


 
a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la palabra “distribuyeren”, la expresión “, suministraren, entregaren a cualquier título”.

 


 
b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual segundo a ser quinto y así sucesivamente:

 



“Si alguna de las conductas descritas en el inciso anterior se realizaran respecto de los elementos señalados en los incisos primero, segundo o tercero del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en su grado medio.

 



Si las armas fueren material de uso bélico o aquellas señaladas en el inciso final del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en sus grados medio a máximo.

 



El que entregare o suministrare a menores de edad, a cualquier título, alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2º, será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. No se aplicará esta pena al que entregue un arma inscrita a un menor de edad debidamente acreditado como deportista conforme a la letra a), del artículo 5º A, de la presente ley.”.

 



c) Agrégase en el inciso quinto, actual segundo, a continuación de la palabra “sanción”, la frase “señalada en el inciso primero,”.”.




La indicación 9 bis, de S. E. el Presidente de la República, es para reemplazar el número 4 de la iniciativa, por el siguiente:





“  .- Modifícase el Artículo 10°, del siguiente modo:

 



a) Agrégase en el inciso primero, a  continuación de la palabra “distribuyeren,”, la expresión “entregaren a cualquier título”.
 



b) Agrégase en el inciso primero, a  continuación del punto aparte (.) la siguiente frase:

  



“Si la distribución, entrega o celebración de convenciones se realizase respecto de un menor de edad, sin la autorización a que se refiere el artículo 4°, se aplicará la pena de presidio menor en grado máximo a presidio mayor en grado medio.”.

 



c) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual segundo a ser cuarto y así sucesivamente:

 



“Si alguna de las conductas descritas en el inciso anterior se realizaran respecto de los elementos a que se hace referencia en los incisos primero, segundo o tercero del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en su grado medio.

 



Si las armas fueren material de uso bélico o aquellas a que se hace referencia en el inciso final del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en sus grados medio a máximo.”.

 



d) Agrégase en el inciso cuarto, actual segundo, a continuación de la palabra “sanción”, la frase “señalada en el inciso primero,”.”.

 



e) Reemplázase el inciso quinto, por el siguiente:

 



“No obstante lo establecido en los incisos anteriores, si quien incurriere en el transporte, almacenamiento, entrega o celebración de convenciones respecto de las armas o elementos indicados en las letras b) y c) del artículo 2º justificare que dichas conductas estaban destinadas a fines distintos que los de alterar el orden público, atacar a las Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública o a perpetrar otros delitos, se aplicará únicamente la pena de multa de once a cincuenta y siete unidades tributarias mensuales.”.”.
 



La indicación 9 ter, de S.E. el Presidente de la República, es para agregar un número, nuevo: 
 



“  .- Agrégase un artículo 10° A, nuevo:

 



“10° A.- El padre, madre o persona que tenga a su cuidado a un menor de 14 años que, fuera de los casos señalados en el inciso quinto del artículo 10 y en el inciso precedente, permitiere que el menor tenga en su poder alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, o aquellas a que hacen referencia los incisos primero, segundo y tercero del artículo 3°, será sancionado con multa de siete a once unidades tributarias mensuales. Si dicha tenencia se produjere por descuido o negligencia del padre, madre o persona que tiene a su cuidado al menor de 14 años, la pena será de multa de tres a siete unidades tributarias mensuales.”.”.





La indicación 9 quáter, del Honorable Senador señor Prokurica, es para incorporar un nuevo numeral, del siguiente tenor:

 


 
“  .- Incorpórase un artículo 10° A, nuevo:

 



“Si, verificándose los supuestos establecidos en el inciso quinto del artículo 10, la conducta consistiese en la entrega de una de las armas o elementos indicados en dicho inciso a un menor de edad por parte de su padre, madre o persona que lo tenga bajo su cuidado, y siempre que el arma o elemento del que se trate haya estado debidamente inscrito a nombre de quien haya efectuado su entrega, se aplicará a éste únicamente la pena de once a veintiocho unidades tributarias mensuales.

 



El padre o madre o persona que tenga a su cuidado a un menor de 14 años que, fuera de los casos señalados en el inciso quinto del artículo 10 y el inciso precedente, permitiere que el menor tenga en su poder alguno de los elementos señalados en las letras a), b) c), d) y e) del artículo 2º, o aquellas a que hacen referencia los incisos primero, segundo y tercero del artículo 3º, será sancionado con multa de siete a once unidades tributarias mensuales. Si dicha tenencia se produjere por descuido o negligencia del padre, madre o persona que tiene a su cuidado al menor de 14 años, la pena será de multa de tres a siete unidades tributarias mensuales.”.”.




Respecto del número 4 y de las indicaciones que recibió, la Comisión debatió ampliamente sus alcances y consecuencias, fundamentalmente en lo que dice relación con la entrega de armas a menores de edad.





Para alcanzar un acuerdo, encargó al señor Acosta una propuesta de redacción que recogiese las distintas opiniones de Sus Señorías e indicaciones presentadas, para ser debatida en la Comisión.





En una sesión posterior, el abogado, señor Acosta, explicó que separó los verbos del tipo penal del inciso primero del artículo 10° vigente en dos preceptos distintos, a fin de agruparlos según su naturaleza y gravedad. 

 



De este modo, en el inciso primero del artículo 10° se incluye a los que fabricaren, armaren, transformaren, importaren, internaren al país o exportaren algunos de los elementos allí indicados sin la autorización correspondiente, rebajando el tope actual de la pena. Seguidamente, en el inciso segundo, se propone aumentar la sanción si estos elementos consisten en algunos de los mencionados en los incisos primero, segundo y tercero del artículo 3° de la ley. 





Explicó que esta redacción sigue la misma lógica y razonamiento que utilizó para el artículo 9° aprobado por la Comisión.





Precisó que en este caso específico, además, diferenció las conductas actualmente tipificadas en el inciso primero ya que no están en el mismo nivel, agrupando las acciones de transportar y celebrar convenciones por un lado, y las de fabricar, importar, armar o transformar, etc., por otro.




Finalmente, destacó que su sugerencia también considera la sanción de todas las conductas descritas, cuando son cometidas en tiempos de guerra.





A continuación, el señor Acosta, indicó que el artículo 10° A que plantea recoge los verbos rectores de transportar, almacenar, distribuir o entregar a cualquier título, o celebrar convenciones, respecto de algunos de los elementos allí especificados sin la autorización pertinente, diferenciando las sanciones según el tipo de armas a que se refiera, de conformidad a los artículos 2° y 3° de la ley.





En el inciso primero, agregó, también se considera la figura especial cuando la distribución, entrega o celebración de convenciones se efectúa respecto de un menor de edad, sin la autorización respectiva.





Manifestó que también se contempla una sanción para el evento de que las referidas conductas estuvieren destinadas a alterar el orden público, a atacar a las Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública, o a perpetrar otros delitos, al igual que las figuras anteriores. Además, se dispone la sanción de estos tipos en tiempos de guerra dependiendo de si se comete la figura simple del inciso primero, o la agravada del inciso segundo.  





Asimismo, llamó a tener cautela con el sujeto activo del delito, ya que la entrega del arma al menor puede ser realizada por el padre, la madre, el cuidador o un tercero cualquiera; por ello, sostuvo que corresponde sancionar al adulto que tenga el deber de cuidado respecto del menor.





Aclaró que en este grupo de figuras penales es preciso decidir si se sancionará la omisión o la tolerancia de que un menor tenga un arma.




El Honorable Senador señor Prokurica consultó a qué se refiere la expresión “celebraren convenciones” del artículo 10° A en análisis, a lo que el asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Galli, explicó que alude a la celebración de acuerdos o tratos respecto de un arma.





El Honorable Senador señor Gómez hizo notar la alta penalidad para el delito actualmente tipificado en el artículo 10°, inciso primero, que va desde los 541 días a 15 años.





La Comisión acordó solicitar a la Biblioteca del Congreso Nacional un estudio acerca de los delitos y de las penas de la Ley sobre Control de Armas, con la finalidad de tener una visión general y modificar la escala de sanciones de manera proporcional en los artículos en discusión. 





En una sesión posterior, el señor Juan Pablo Cavada, analista de la BCN, hizo entrega del documento respectivo -que se anexa a este informe-, y enunció sus principales aspectos. 





Luego debatir la materia en estudio, la Comisión se abocó a la discusión de la propuesta del señor Acosta, que es del siguiente tenor:





“Artículo 10°.- Los que fabricaren, armaren,  transformaren, importaren, internaren al país o exportaren los elementos indicados en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, sin la autorización a que se refiere el artículo 4°, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo.

 



Si alguna de las conductas descritas en el inciso anterior se realizaran respecto de los elementos a que se hace referencia en los incisos primero, segundo o tercero del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en su grado mínimo a medio. Si las armas fueren material de uso bélico o aquellas a que se hace referencia en el inciso final del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en sus grados medio a máximo.

 



La pena señalada en el inciso primero se aplicará a quienes construyan, acondicionen, utilicen o posean las instalaciones señaladas en la letra g) del artículo 2°, sin la  autorización que exige el inciso primero del artículo 4°.   

 



El incumplimiento grave de las condiciones impuestas en la autorización otorgada en la forma prevista por el artículo 4°, será sancionado con la pena de multa de ciento noventa a mil novecientas unidades tributarias mensuales y con la clausura de las instalaciones,  almacenes o depósitos, además de la suspensión y revocación de aquélla, en la forma que establezca el reglamento.

 



En tiempos de guerra, la pena establecida para las conductas descritas en los incisos primero a tercero será presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo. 

 



Artículo 10 A.- Los que transportaren, almacenaren, distribuyeren, entregaren a cualquier título o celebraren convenciones respecto de los elementos indicados en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, sin la autorización a que se refiere el artículo 4°, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio. Si la distribución, entrega o celebración de convenciones se realizare respecto de un menor de edad, sin la autorización a que se refiere el artículo 4°, la pena será presidio menor en grado medio a máximo.
 


 
Si alguna de las conductas descritas en el inciso anterior estuviere destinada a alterar el orden público, a atacar a las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad Pública o perpetrar otros delitos, la pena será presidio menor en su grado máximo.
 



Si alguna de las conductas descritas en el inciso primero se realizare respecto de los elementos a que se hace referencia en los incisos primero, segundo o tercero del artículo 3º, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. Si las armas fueren material de uso bélico o aquellas a que se hace referencia en el inciso final del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en su grado mínimo a medio.
 



En tiempos de guerra, la pena establecida para las conductas descritas en el inciso primero será presidio mayor en su grado mínimo. Tratándose de las conductas descritas en el inciso segundo la pena será presidio mayor en cualquiera de sus grados y en el caso del inciso tercero, la pena será presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo.”. 

 



- En virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento el Senado, la Comisión aprobó los artículos 10° y 10° A antes descritos, por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Coloma y Prokurica, y la abstención del Honorable Senador señor Gómez. 





Con la misma votación, la Comisión dio por aprobadas, con modificaciones, las indicaciones números 9 y 9 bis, por considerar que sus elementos están recogidos en los artículos recién aprobados.





Para las indicaciones 9 ter y 9 quáter, el abogado, señor Acosta, propuso la siguiente alternativa de redacción:

 



“Artículo 10° B.- El que, contando con la autorización a que se refiere el artículo 4°, entregare a un menor de edad alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, o aquellas a que hacen referencia los incisos primero, segundo y tercero del artículo 3°, será sancionado con multa de siete a once unidades tributarias mensuales. 

 



La misma pena se impondrá al que teniendo a su cargo a un menor de 14 años, permitiere que éste tenga en su poder alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, o aquellas a que hacen referencia los incisos primero, segundo y tercero del artículo 3°. Si dicha tenencia se produjere por imprudencia de la persona que tiene a su cuidado al menor de 14 años, la pena será de multa de tres a siete unidades tributarias mensuales.”.





Sobre el artículo 10° B, explicó que su inciso primero castiga al que contando con autorización del artículo 4° entregare a un menor de edad en forma dolosa algunos de los elementos allí señalados. El inciso segundo sanciona al que permitiere que un menor de 14 años tenga en su poder algunos de dichos elementos, o bien que ésta se produzca por imprudencia de quien tiene a su cargo un menor de edad.





El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli, destacó que la propuesta persigue incorporar una nueva figura que se haga cargo de una realidad que se ha vuelto habitual, cual es la entrega de armas a menores de edad para que cometan ilícitos amparándose en su inimputabilidad.





El Honorable Senador señor Prokurica planteó que no tiene sentido disponer, como lo hace la propuesta en el inciso segundo, que el sujeto pasivo sea un menor de 14 años, por cuanto el hecho de permitir que cualquier menor de edad tenga en su poder un arma reviste peligrosidad, incluso para el propio menor que manipula este instrumento, por lo que sugirió sustituir la expresión “menor de 14 años” por “menor de edad”, las dos veces que aparece.





Su Señoría aseveró que la Ley sobre Control de Armas no sanciona actualmente a los menores de edad, en tanto que la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil tampoco considera las infracciones a la ley en estudio dentro de aquellas que permiten penalizar a un menor.





El señor Juan Domingo Acosta indicó que debe distinguirse el caso del adulto que teniendo bajo su cuidado a un menor permite dolosamente que tenga acceso a un arma, del referido al adulto que lo hace por negligencia. Reiteró la conveniencia de ampliar el sujeto activo del tipo penal a cualquier persona que entregue un arma al menor, además de penalizar específicamente al que tiene a cargo a un menor y le permite tener en su poder uno de estos elementos, o bien cuando dicha tenencia se produjere por su negligencia.





El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Galli, hizo presente que esta figura dice relación con armas permitidas, pero en ningún con las prohibidas





Miembros de la Comisión estuvieron contestes en la redacción del artículo 10° B, en atención a que un arma empleada por cualquier menor de edad constituye un peligro, tanto para él como para la sociedad. Además, consideraron que en la actualidad se utiliza a menores para delinquir aprovechando su inimputabilidad, por lo que el precepto regulará una realidad de la cual la ley debe hacerse cargo. Afirmaron que es imprescindible dar una señal clara a la delincuencia, en el sentido de que quienes involucran a menores armados para la comisión de delitos serán severamente sancionados.





- En virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento el Senado, la Comisión aprobó el artículo 10° B antes transcrito, con la enmienda sugerida, por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Coloma y Prokurica, y la abstención del Honorable Senador señor Gómez. 


Con la misma votación, la Comisión dio por aprobadas, con modificaciones, las indicaciones números 9 ter y 9 quáter, por considerar que sus elementos están recogidos en el precepto recién aprobado.
° ° °

 
Las indicaciones números 10 y 10 bis, ambas de S.E. el Presidente de la República, son para agregar el siguiente número, nuevo:

 
“  .- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 11°, la frase “si de las circunstancias o antecedentes del proceso pudiera presumirse fundadamente” por “si el que portare el arma de fuego justificare”.”.




El señor Juan Domingo Acosta presentó la siguiente propuesta de redacción para el artículo 11°, compuesta, al igual que en casos anteriores, de una figura básica y otra agravada:





“Artículo 11°.- Los que portaren armas de fuego sin el permiso establecido en el artículo 6º serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.

 



Si la posesión o porte del arma estaba destinado a alterar el orden público, atacar a las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad Pública o perpetrar otros delitos, se la pena será presidio menor en su grado máximo.

 



En tiempo de guerra, la pena será de presidio mayor en su grado mínimo a presidio perpetuo, siempre que las circunstancias o antecedentes permitan presumir al tribunal que el arma que se portaba estaba destinada a alterar el orden público o a atacar a las Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública o a civiles.”.





El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli, hizo notar que este delito castiga al que porta un arma sin permiso, destacando que en nuestro país solamente 22 personas cuentan con esta autorización.





Respecto de los deportistas que deben portar armas, expresó que no caben en esta figura por cuanto tienen un permiso especial de transporte del arma descargada, al igual que los coleccionistas.





El Honorable Senador señor Gómez advirtió que la sugerencia en estudio para el caso de que el ilícito sea cometido en tiempos de guerra no distingue entre la comisión del delito básico, contenido en el inciso primero, y el agravado, del inciso segundo, tal como se aprobó por la Comisión para el artículo 10, por lo que recomendó uniformar estas figuras siguiendo el mismo parámetro, aun cuando anunció su voto de abstención.





En consideración a ello, la Comisión resolvió agregar una oración que señale que: “En los demás casos se aplicará la pena del inciso primero.”.





- En virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento el Senado, la Comisión aprobó el artículo 11° antes transcrito, con la enmienda sugerida, por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Coloma y Prokurica, y la abstención del Honorable Senador señor Gómez. 





Con la misma votación, la Comisión rechazó las indicaciones números 10 y 10 bis.

° ° °
 
Las indicaciones números 11 y 11 bis, ambas de S.E. el Presidente de la República, son para incorporar un nuevo numeral, del siguiente tenor:

 
“  .- Agrégase en el artículo 14° C, el siguiente inciso segundo:

 
“El Ministerio de Defensa Nacional, a través de la Dirección General de Movilización Nacional, y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaría de Prevención del Delito, podrán diseñar, ejecutar, evaluar y difundir programas de incentivo para la entrega voluntaria de armas o elementos señalados en los artículos 2° y 3° de la presente ley. Dicha entrega deberá realizarse a las autoridades señaladas en el artículo 1° de la presente ley. Los programas recién señalados, podrán ejecutarse a través de la autoridad fiscalizadora, de otros servicios públicos o de particulares.”.”.





El Honorable Senador señor Prokurica explicó que la atribución que se otorga a la Subsecretaría de Prevención del Delito para realizar las mencionadas campañas de incentivo, es de suma relevancia para el control de armas.





El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli, adhirió al planteamiento de Su Señoría, y recordó que en su oportunidad el Gobierno quiso efectuar dicha campaña, pero que no la pudo llevar a cabo por carecer de la facultad correspondiente.


- Las indicaciones números 11 y 11 bis fueron aprobadas, con modificaciones meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio. 
° ° °


La indicación número 12, del Honorable Senador señor Prokurica, es para contemplar el siguiente número, nuevo:

 
“  .- Sustitúyense las expresiones “debiendo ellas ser remitidas a Arsenales de Guerra”, que aparecen en el inciso primero del artículo 15°, por las siguientes: “debiendo ellas ser remitidas al Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile”.”.




La indicación 12 bis, de S.E. el Presidente de la República, es para agregar un número, nuevo:
 



“  .-Intercálase en el inciso primero del artículo 15°, entre la frase “debiendo ellas ser remitidas a Arsenales de Guerra” y el punto aparte (.), la frase “o al Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile, según corresponda”.”.


La Comisión tuvo en consideración que las indicaciones del Ejecutivo mantienen la posibilidad actual -en el sentido de remitir las armas a los Arsenales de Guerra-, e incorporan la opción de enviarlas al Depósito Central de Carabineros de Chile, dependiendo del tipo de arma de que se trate.

- La indicaciones números 12 y 12 bis fueron aprobadas, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio.
° ° °

 
La indicación número 13, del Honorable Senador señor Prokurica, es para incorporar el siguiente número, nuevo:

 
“  .- Reemplázase el inciso cuarto del artículo 16° por el siguiente:

 
“Sin perjuicio de lo anterior y de las facultades de supervigilancia y control de las armas que corresponden al Ministerio encargado de la Defensa Nacional o a organismos de su dependencia, Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile estarán interconectados con la base de datos sobre inscripciones y registro de armas que debe mantener la Dirección General de Movilización Nacional. El Servicio de Registro Civil e Identificación también estará interconectado con la base de datos sobre inscripciones y registro de armas que debe mantener la Dirección General de Movilización Nacional, para los efectos de lo dispuesto en los incisos décimo tercero a décimo quinto del artículo 5º, pudiendo consultarla únicamente los Oficiales Civiles. El reglamento fijará las normas con arreglo a las cuales se consultará dicha base de datos debiendo, en todo caso, registrarse dicha consulta y resguardarse la reserva de los antecedentes contenidos en aquella.”.”.





El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli, explicó que la Secretaría de Estado se encuentra trabajando en un mecanismo de integración de las bases de datos de inscripciones de armas entre los diversos organismos con competencia en la materia -que no existe hoy-, con el objeto de contribuir a la cooperación que debe haber entre las entidades relacionadas.





- La indicación número 13 fue retirada por su autor.
° ° ° 

 
La indicación número 14, de S.E. el Presidente de la República, es para consultar un nuevo numeral, del siguiente tenor:

 
“  .- Modifícase el inciso primero del artículo 18° como sigue:

 
a) Reemplázase la letra “y”, a continuación del número “11”, por una coma (,).

 
b) Agrégase a continuación de la expresión “14 A”, la siguiente frase: “y 10° incisos segundo, tercero y cuarto”.”.





La indicación 14 bis, de S.E. el Presidente de la República, es para agregar un número, nuevo, del siguiente tenor:


“  .-Agrégase, en el inciso primero del artículo 18°, entre las expresiones “9° A” y “11”, las expresiones: “10°, 10° A”.




El abogado señor Acosta presentó la siguiente propuesta para el inciso primero del artículo 18:





“Artículo 18°.- Los delitos tipificados en los artículos 9º, 9º A, 9° B, 10°, 10° A, 10° B, 11° y 14° A de esta ley serán conocidos por los jueces de garantía y tribunales de juicio oral en lo penal, con arreglo al Código Procesal Penal. Los mismos tribunales conocerán de los delitos tipificados en los artículos 13 y 14 cuando se cometan con bombas o artefactos incendiarios, con armas de fabricación artesanal o transformadas respecto de su condición original, o bien con armas cuyos números de serie se encuentren adulterados o borrados.”. 
 



La Comisión estimó que la nueva redacción obedece a una adecuación del articulado, de manera de incorporar, dentro de las reglas de competencia, los nuevos tipos penales aprobados en las indicaciones.





- Las indicaciones números 14 y 14 bis fueron aprobadas, con la redacción señalada, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma y Prokurica. El Honorable Senador señor Gómez se abstuvo.
° ° °

 
Las indicaciones números 15 y 15 bis, del Honorable Senador señor Prokurica y de S.E. el Presidente de la República, respectivamente, son para intercalar el siguiente número, nuevo:

 
“  .- Sustitúyese, en el artículo 21°, las expresiones "Dirección General de Reclutamiento y Movilización" por "Dirección General de Movilización Nacional".”.


- Las indicaciones números 15 y 15 bis fueron aprobadas, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio.
° ° °

 
La indicación número 16, del Honorable Senador señor Prokurica, es para agregar el siguiente número, nuevo:

 
“  .- Sustitúyense, en el artículo 22°, las palabras "Dirección General de Reclutamiento y Movilización" por "Dirección General de Movilización Nacional".”.


- La indicación número 16 fue aprobada, en los mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio.
° ° °

 
La indicación número 17, del Honorable Senador señor Prokurica, es para introducir el siguiente número, nuevo:

 
“….- Remplázanse, en el inciso primero del artículo 23, las expresiones “Arsenales de Guerra” por las siguientes: “el Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile”.”.





La indicación 17 bis, de S.E. el Presidente de la República, es para agregar un número, nuevo, con el siguiente texto:
 



“  .- Reemplázase el artículo 23°, por el siguiente:





“Artículo 23°.- El Ministerio Público o los tribunales de justicia, en su caso,  mantendrán en depósito en Arsenales de Guerra, tratándose de material de uso bélico y explosivos, o en el Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile, tratándose de los demás objetos o instrumentos de delito, sometidos a control por la presente ley, hasta el término del respectivo procedimiento. Lo mismo ocurrirá con las armas y demás elementos sometidos a control que hayan sido retenidos en las Aduanas del país, por irregularidades en su importación o internación, y aquellas armas y elementos respecto de los cuales se ordene su retención o incautación por cualquier causa.
 



Si dichas especies fueren decomisadas en virtud de sentencia judicial ejecutoriada, quedarán bajo el control de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, según corresponda, y se procederá a su destrucción.
 



Exceptúense de esta norma aquellas armas de interés histórico o científico policial, las cuales, previa resolución de la   Dirección General de Movilización Nacional, se mantendrán en los museos que en ese acto administrativo se indique.
 



Las armas de fuego y demás elementos de que trata esta ley que se incautaren, retuvieren o fueren abandonados, y cuyo poseedor o tenedor se desconozca, pasarán al dominio  fiscal y se procederá a su destrucción inmediata, a menos que se reclamare su posesión o tenencia legal dentro del plazo de treinta días, contados desde la fecha de su retención, incautación o hallazgo. Lo mismo se aplicará respecto de las armas y demás elementos de que trata esta ley que sean entregados voluntariamente a las autoridades indicadas en el artículo 4°.
 



En todo caso, las armas y demás   elementos de que trata esta ley respecto de los cuales no se haya decretado su decomiso, y cuya situación no se encuentre expresamente regulada en los incisos precedentes, serán destruidos transcurridos cinco años contados desde su depósito en Arsenales de Guerra o en el Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile.
 



Sin perjuicio de lo establecido en los incisos segundo y cuarto, las armas y   demás elementos a que hacen referencia dichos incisos podrán destinarse al uso de las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad, si así se dispusiese mediante decreto  supremo del Ministerio de Defensa Nacional y del Interior y Seguridad Pública. Para estos efectos, una Comisión de Material de Guerra, compuesta por personal técnico de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, designada por decreto supremo suscrito por los Ministros de Defensa Nacional y del Interior y Seguridad Pública, a proposición del Director General de Movilización Nacional y el General Director de Carabineros, propondrá el armamento y demás elementos sujetos a control que se destinarán a dicho uso.”.





El asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Juan Francisco Galli, explicó que esta indicación tiene por objeto facilitar la destrucción de armas retenidas o incautadas en los depósitos mediante un procedimiento expedito. Añadió que se contemplan dos situaciones: la primera, para el caso de las armas que no se raclaman en un plazo de 5 años; y la otra, referida a aquéllas cuyo poseedor o tenedor se desconoce.





Hizo presente que también se incorpora mediante una indicación un artículo transitorio al proyecto de ley para facultar a la DGMN a destruir las armas que hayan permanecido en depósito por un plazo de 5 años.





La Comisión acordó efectuar algunas modificaciones formales en el texto del artículo 23° propuesto, a saber: en su inciso segundo, reemplazar el vocablo “decomisadas” por “objeto de comiso”, con el fin de utilizar la terminología legal adecuada.





Asimismo, en su inciso sexto, resolvió sustituir el verbo “dispusiese” por “dispusiere”.


- La indicación número 17 fue aprobada, con modificaciones meramente de forma, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio.

- Con la misma votación, la Comisión aprobó la indicación 17 bis, con enmiendas meramente formales.
° ° °

 
La indicación número 18, del Honorable Senador señor Prokurica, es para contemplar el siguiente número, nuevo:

 
“  .- Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 26°:

 
i) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

 
“Artículo 26°.- Las solicitudes, custodias y depósitos relacionadas con esta ley estarán afectas a derechos cuyas tasas no podrán exceder de una unidad tributaria mensual.”.

 
ii) Sustitúyese, en el inciso tercero, la locución "Dirección General de Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas" por "Dirección General de Movilización Nacional".”.





La indicación 18 bis, de S.E. el Presidente de la República, es para contemplar un número nuevo, del siguiente tenor:
 



“  .- Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 26°:

 



i)
Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

 



“Artículo 26°.- Las solicitudes que se efectúen en virtud de esta ley, así como la custodia y depósito de armas u otros elementos sujetos a control, estarán afectas a los derechos que determine el reglamento, cuyas tasas no podrán exceder de tres unidades tributarias mensuales.”.
 



ii) Sustitúyese, en el inciso tercero, la locución "Dirección General de Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas" por "Dirección General de Movilización Nacional".”.




El Honorable Senador señor Prokurica anunció el retiro de su indicación, haciendo presente la necesidad de aumentar el rango para el cobro de tasas por peticiones relacionadas con la Ley sobre Control de Armas. Llamó a considerar la diversidad de realidades de los solicitantes, como por ejemplo, un pirquinero y una empresa minera, que en la actualidad pagan lo mismo por requerir una autorización de uso de explosivos para sus actividades propias.





- La indicación número 18 fue retirada por su autor.




- La indicación número 18 bis i) fue aprobada, sin enmiendas, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica y Walker, don Patricio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.


- La indicación número 18 bis ii), fue aprobada, en los mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker, don Patricio.
° ° °
 

ARTÍCULO 2°


Señala lo siguiente:

 
“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 155 del Código Procesal Penal:


a) Reemplázanse en la letra f) la coma (,) y la conjunción copulativa "y" que le sigue, por un punto y coma (;).


b) Sustitúyese en la letra g) el punto aparte (.) por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".


c) Incorpórase la siguiente letra h):


"h) La prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego.".".

 
La indicación número 19, del Honorable Senador señor Prokurica, es para sustituirlo por el siguiente:

 
“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 155 del Código Procesal Penal:

 
a) Reemplázanse, en la letra f), la coma (,) y la conjunción copulativa "y" que le sigue, por un punto y coma (;).

 
b) Sustitúyese, en la letra g), el punto aparte (.) por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".

 
c) Incorpórase la siguiente letra h):

 
"h) La prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego y la incautación de las que posea el imputado; y la prohibición de adquirir, poseer, tener o almacenar los objetos singularizados en el artículo 2º de la ley 17.798, sobre Control de Armas, salvo los contenidos en las letras c) y f) y los que se excluyan de la medida, a petición del imputado, al demostrar que sus actividades industriales, comerciales o mineras requieren alguno de esos elementos.”.".





La indicación 19 bis, de S.E. el Presidente de la República, es para sustituir el artículo 2° de la iniciativa en discusión por el siguiente:
 



“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 155 del Código Procesal Penal:
 



a) Reemplázanse, en la letra f), la coma (,) y la conjunción copulativa “y” que le sigue, por un punto y coma (;).




b) Sustitúyese, en la letra g), el punto aparte (.) por 
una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".





c) Incorpórase la siguiente letra h):





“h) La prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego u otros elementos sometidos a control en virtud de lo establecido en el artículo 2º de la ley N° 17.798, sobre  Control de Armas, y la retención de las que posea el imputado.”.”.





El abogado, señor Juan Domingo Acosta, hizo presente que incluir todos los elementos del artículo 2° -referido en la letra h) recién señalada-, era innecesario, bastando incorporar al concepto de armas, cartuchos y municiones.





En cuanto a los demás elementos regulados en el artículo 2° de la ley, sostuvo lo siguiente:





- Los de la letra a) deben excluirse porque lo relevante para la medida cautelar son las armas y no otros implementos de uso bélico.





- Los de la letra b) están comprendidos en el concepto de armas. Acerca de las piezas y partes no le pareció que deban ser objeto de una medida cautelar personal.





- Los de la letra c) deben incorporarse porque las municiones y cartuchos se pueden usar en armas hechizas o artesanales.





- Los de la letra d) estimó que lo único relevante son los explosivos, en los casos en que el imputado está autorizado para tenerlos y usarlos. 





- Los de la letra e) opinó que una prohibición de tenencia o porte decretada como medida cautelar personal, no tendría mayor fundamento. 





- Las letra f) y g) deben excluirse. 






La Comisión estuvo conteste con esta sugerencia y efectuó, además, algunas adecuaciones de redacción de carácter formal.





- La indicación 19 fue retirada por su autor.
 



- La indicación número 19 bis fue aprobada, con las modificaciones señaladas, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma y Prokurica. El Honorable Senador señor Gómez se abstuvo.

° ° °

 
La indicación número 20, del Honorable Senador señor Prokurica, es para incorporar un artículo 3°, nuevo, del siguiente tenor:

 
“Artículo 3°.- Reemplázase el número 6 del inciso primero del artículo 92 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, por el siguiente:

 
“6.- Prohibir el porte y tenencia o incautar cualquier arma de fuego, y la prohibición de adquirir, poseer, tener o almacenar los objetos singularizados en el artículo 2º de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, salvo los  contenidos en las letras c) y f) y aquellos que se excluyan de la medida, a petición del imputado, al demostrar que sus actividades industriales, comerciales o mineras requieren alguno de esos elementos. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director del Servicio respectivo para los fines legales y reglamentarios que correspondan.”.”.





La indicación 20 bis, de S.E. el Presidente de la República, es para incorporar el siguiente artículo 3°, nuevo:

 



“Artículo 3°.- Reemplázase el número 6 del inciso primero del artículo 92 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, por el siguiente: 

 



“6.- Prohibir el porte y tenencia o retener cualquier arma de fuego u otros elementos sometidos a control en virtud de lo  establecido en el artículo 2º de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas. De ello se  informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director del Servicio respectivo para los fines legales y reglamentarios que correspondan.”.”.




El Honorable Senador señor Prokurica explicó que dentro de las medidas cautelares que hoy puede decretar el juez de familia está la prohibición del porte y tenencia y la incautación de cualquier arma de fuego. Su indicación, acotó, persigue ampliar la procedencia de esta medida a adquirir, poseer, tener o almacenar algunos de los elementos del artículo 2° de la ley, con la excepción del caso en que el imputado demuestre que algunos de ellos son necesarios para el desarrollo de su actividad laboral.





La Comisión acordó reemplazar el vocablo “incautar” por “retener”, para utilizar el término jurídico adecuado.

 



- La indicación número 20 fue aprobada, con la modificación señalada, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma y Prokurica, y con la abstención del Honorable Senador señor Gómez.

- La indicación número 20 bis fue rechazada con idéntica votación.
° ° °
 
La indicación número 21, del Honorable Senador señor Prokurica, es para intercalar un artículo, nuevo, del siguiente tenor:

 
“Artículo  .- Reemplázase el artículo único del decreto con fuerza de ley N° 216, del Ministerio de Hacienda, del año 1931, por el siguiente:

 
“Artículo único.- El propietario u ocupante a cualquier otro título de una vivienda, para cambiar su domicilio, deberá efectuar una declaración jurada ante el Oficial Civil del Registro Civil e Identificación con competencia en la comuna en que el declarante tiene actualmente su morada, en la cual dejará constancia del domicilio del cual se mudará y de aquel al cual lo hará. En esta declaración jurada se deberá dejar constancia, además, de que el declarante no tiene impedimento legal, judicial ni contractual para efectuar la mudanza.

 
El Oficial Civil ante el cual se realice la declaración señalada en el inciso precedente, solicitará al declarante antecedentes que acrediten la calidad invocada, para lo cual bastará exhibir los recibos del impuesto territorial o del pago de los servicios, extendidos a su nombre. Si quien se trasladará no es el propietario, deberá presentar la autorización de éste o de quien haya recibido la tenencia del inmueble extendidas ante notario o efectuada ante el mismo Oficial del Registro Civil competente en el mismo lugar, si allí no hubiere notario, o el recibo que acredite el pago de la renta de arrendamiento correspondiente al último mes, extendido o efectuado con las mismas formalidades, así como las constancias de encontrarse al día en el pago de los servicios con que cuente el inmueble. Sin perjuicio de lo anterior, el Oficial Civil deberá dar cumplimiento, en todo caso, a lo señalado en el artículo 5º de la ley N° 17.798, de Control de Armas.

 
El arancel por la declaración jurada señalada en el inciso primero no podrá ser superior a dieciocho milésimos de unidad tributaria mensual.

 
Si no se ha dado cumplimiento a las disposiciones precedentes, Carabineros impedirá que se efectúe la mudanza. Sin perjuicio de ello, la infracción será castigada con multa de cinco a diez unidades tributarias mensuales, por el respectivo juzgado de policía local.”.”.


- La indicación número 21 fue retirada por su autor.

° ° °

 
La indicación número 22, del Honorable Senador señor Prokurica, es para consultar un artículo, nuevo, del siguiente tenor:

 
“Artículo  .- Incorpórase el siguiente inciso cuarto al artículo 44 de la ley N° 4.808, sobre Registro Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se contiene en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, del año 2000:

 
“Una vez recibida la solicitud y antes de efectuar la inscripción a que hace mención este artículo y los dos siguientes, el Oficial Civil deberá cumplir con las obligaciones señaladas en el artículo 5º de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas.”.”.


- La indicación número 22 fue retirada por su autor.

° ° °






La indicación número 23 de S.E. el Presidente de la República, es para agregar el siguiente artículo transitorio:

 
“Artículo Transitorio: Facúltese a la Dirección General de Movilización Nacional  para proceder, dentro del plazo de 180 días a contar de la entrada en vigencia de esta ley, a la destrucción de las armas y demás elementos de que trata la Ley N° 17.798 que hayan permanecido en depósito en Arsenales de Guerra por un plazo igual o superior a cinco años.”.




El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que este artículo está relacionado con el artículo 23 aprobado por medio de la indicación 17 bis. Agregó que se trata de facilitar la destrucción del sobre stock de armas en los casos allí señalados, tomando los debidos resguardos respecto de las armas depositadas por procedimientos judiciales pendientes, o bien, las que tengas algún valor histórico o patrimonial.





Considerando el planteamiento de Su Señoría, la Comisión estuvo por agregar una frase inicial que disponga que lo señalado en este precepto transitorio es “Sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 23”.

 



- La indicación número 23 fue aprobada, con la modificación señalada, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma y Prokurica. Se abstuvo el Honorable Senador señor Gómez.

° ° °

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO 1º

° ° °


Incorporar un número 1, nuevo, del siguiente tenor:


“1.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 1°:

 
“Lo dispuesto en los incisos precedentes, es sin perjuicio de las funciones que corresponden al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en la coordinación y fomento de medidas de prevención y control de la violencia relacionada con el uso de armas, conforme a lo dispuesto en las letras g) y h) del artículo 3° de la ley N° 20.502.”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 1).

° ° °

Número 1


Pasa a ser número 2, sustituido por el siguiente:


“2.- En el artículo 5°:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“La Dirección General de Movilización Nacional llevará un Registro Nacional de las inscripciones de armas.”.


b) Agrégase en el inciso tercero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: "Todo cambio del lugar autorizado deberá ser comunicado por el poseedor o tenedor de un arma inscrita a la autoridad fiscalizadora correspondiente.".


c) Agrégase en el inciso noveno, luego del punto seguido que sucede a la palabra "transportarse", la siguiente oración: “Esta autorización será especialmente necesaria para llevar el arma de fuego a reparación, a evaluación ante el Banco de Pruebas de Chile y para las pruebas de tiro que sean necesarias para efectos de lo preceptuado en la letra c) del inciso primero del artículo 5º A y el inciso cuarto de la misma disposición.”.




d) Intercálase el siguiente inciso décimo, nuevo:


“Las solicitudes de transporte y libre tránsito a que hacen referencia los incisos precedentes, podrán solicitarse y  concederse preferentemente por medios electrónicos, en la forma que determine el reglamento.”
 



e) Modifícase el actual inciso decimosegundo del siguiente modo:
 



 i) Agrégase, a continuación de la expresión “tendrá la posesión provisoria de dicha arma”, lo siguiente: “y sus municiones”;
 
 ii) añádase, luego de la locución “el poseedor tendrá la obligación de entregar el arma”, lo siguiente: “y sus municiones”.
 



f) Agrégase el siguiente inciso final:


“La Dirección General de Movilización Nacional deberá requerir al Servicio de Registro Civil e Identificación, con una periodicidad al menos trimestral, la información correspondiente a las personas cuyas defunciones hubieren sido registradas durante el trimestre inmediatamente anterior por dicho servicio, con el objeto de llevar a cabo las actuaciones que sean conducentes para regularizar, si fuere necesario, la posesión e inscripción de la o las armas inscritas a nombre de las personas cuya defunción se haya informado.”.”.

(Encabezamiento y letra a), unanimidad 3x0. Indicaciones números 3 a) y 3 bis a)).


(Letra b), unanimidad 3x0. Indicación número 3 bis b)).


(Letra c), unanimidad 3x0. Indicación número 3 c)).


(Letra d), unanimidad 3x0. Indicación número 3 bis d)).


(Letra e), unanimidad 3x0. Indicaciones números 3 d) y 3 bis e)).


(Letra f), unanimidad 3x0. Indicación número 3 bis f)).

Número 2

Pasa a ser número 3, reemplazado por el siguiente:


“3.- En el artículo 5° A:





a) Reemplázase la letra c) del inciso primero por la siguiente: 
 



“c) Acreditar que tiene los conocimientos necesarios sobre conservación, mantenimiento y manejo del arma que pretende inscribir, y que posee una aptitud física y psíquica compatible con el uso de armas.

 



El reglamento determinará el estándar de conocimientos mínimos sobre conservación, mantenimiento y manejo del arma de fuego que deberá tener el solicitante, así como la forma en que podrá acreditarse dicho conocimiento. 

 



El reglamento determinará, además, la manera de acreditar la aptitud física y psíquica del solicitante, exigiéndose, al   menos, una evaluación completa y razonada del mismo, efectuada por un profesional idóneo.


Para todos los efectos legales y  reglamentarios, el solicitante podrá comprobar sus conocimientos acompañando un certificado que acredite la aprobación, por parte del  mismo, de uno o más cursos de tiro, manejo y cuidado sobre el tipo de arma y calibre que pretende inscribir, emitidos por un club o  federación de tiro reconocido por las autoridades fiscalizadoras, o bien que posee instrucción militar previa en un nivel suficiente para acreditar dichos conocimientos, según determine el reglamento.”.

b) Sustitúyese en la letra d) del inciso primero la expresión “Subsecretario de Guerra” por “Subsecretario para las Fuerzas Armadas”.





c) Sustitúyese en la letra e) del inciso primero la coma (,) y la conjunción copulativa "y" que le sigue, por un punto y coma (;).

d) Reemplázase en la letra f) del inciso primero el punto aparte (.) por “; y”.

e) Incorpórase al inciso primero la siguiente letra g), nueva: 





“g) No encontrarse sujeto a medida cautelar personal que le impida la tenencia, posesión o porte de armas de fuego, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 del Código Procesal Penal o el número 6 del artículo 92 de la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia.

Para el control de este requisito, los juzgados de garantía o de familia deberán comunicar a la Dirección General de Movilización Nacional la medida cautelar de impedimento de posesión o tenencia de armas de fuego dentro de las 24 horas siguientes a que la hubieren decretado.”.

f) Reemplázase el punto final del inciso cuarto (.), por una (,), y agrégase a continuación la siguiente oración: “salvo que la autoridad disponga, de manera fundada, atendido el estado de salud general del solicitante y la existencia de otras condiciones físicas o síquicas que puedan afectar su capacidad para manejar o poseer armas, que dicha acreditación se efectúe en un plazo menor, el que no podrá ser inferior a dos años.”.




g) Agrégase el siguiente inciso sexto:


“Las armas de fuego que se encuentren inscritas a nombre de la persona respecto de la cual se hubiere decretado alguna de las  medidas cautelares señaladas en la letra g) de este artículo y su respectiva munición, serán retenidas provisoriamente por orden del tribunal respectivo y remitidas directamente al  Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile hasta el alzamiento de la medida cautelar respectiva. Una vez que cese dicha medida, el poseedor o tenedor del arma de fuego inscrita podrá solicitar su devolución, conjuntamente con su munición, previo pago de los derechos que correspondan.”.

(Letra a), unanimidad 3x0. Indicación número 4 bis a)).


(Letra b), unanimidad 3x0. Indicación número 4 ter).


(Letras c) y d), unanimidad 3x0. Indicación número 4 bis c) y d)).


(Letra e), unanimidad 3x0. Indicación número 4 bis e)).


(Letra f), unanimidad 3x0. Indicación número 4 bis f)).

(Letra g), unanimidad 3x0. Indicación número 4 bis g)).

° ° °


Incorporar el número 4, nuevo, que se indica a continuación:

“4.- Introdúcese el siguiente artículo 5° B, nuevo:





“Artículo 5° B.- “El poseedor o tenedor de un arma inscrita que la tenga en un lugar distinto de aquel declarado para estos efectos; que se  negase a exhibir el arma, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 o que no diese cumplimiento a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 5 A, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se impondrá por la Dirección General de Movilización    Nacional mediante acto administrativo fundado. En caso de reincidencia, la multa se elevará al doble y la Dirección General de Movilización Nacional procederá a la cancelación de la inscripción. Para efectos de la reincidencia, no se considerarán aquellas sanciones cuya aplicación tenga una antigüedad superior a cinco años. Serán aplicables, a estos efectos, el procedimiento y demás normas contenidas en la ley N° 19.880.

Quien sea sancionado con la cancelación de la inscripción conforme a este artículo, no podrá inscribir un arma o los elementos   señalado en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, en los cinco años siguientes a la cancelación.”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 4 quáter).

° ° °


Incorporar un número 5, nuevo, del siguiente tenor:


“5) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 7°, la expresión “Dirección General de Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas, por “Dirección General de Movilización Nacional”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 5 y 5 bis).

° ° °


Introducir un número 6, nuevo, con el texto que se indica:


“6.- Agrégase en el inciso quinto del artículo 8º, a continuación de la palabra “armas”, lo siguiente: “y municiones”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 6).

° ° °

Número 3


Pasa a ser número 7, sustituido por el siguiente:


“7.- Reemplázanse los artículos 9° y 9° A por los siguientes; e intercálase el artículo 9° B, que se señala a continuación:





“Artículo 9°- Los que poseyeren o tuvieren algunas de las armas o elementos señalados en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, sin las autorizaciones a que se refiere el artículo 4°, o sin la inscripción establecida en el artículo 5°, serán sancionados con presidio menor en su grado mínimo.  

 



Si la posesión o tenencia de las armas o elementos a que se refiere el inciso anterior estuviere destinada a alterar el orden público, atacar a las Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública o perpetrar otros delitos, la pena será de presidio menor en su grado medio a máximo.

 



En tiempo de guerra la pena será presidio mayor en cualquiera de sus grados, siempre que las circunstancias o antecedentes permitan presumir al Tribunal que la  posesión o tenencia de armas, estaba destinada a alterar el orden público o a atacar a las Fuerzas Armadas, a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública o a civiles. 

 


 
Artículo 9º A.- Será sancionado con presidio menor en su grado mínimo el que: 

 


 
1º No siendo poseedor, tenedor o portador de un arma de fuego inscrita, adquiriere las municiones o cartuchos a que se refiere la letra c) del artículo 2º.

 



2º Siendo poseedor, tenedor o portador de un arma de fuego inscrita, adquiriere municiones o cartuchos que no correspondan al calibre de ésta.

 



Artículo 9º B.- Será sancionado con la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados, el que: 

 



1º Vendiere municiones o cartuchos sin contar con la autorización respectiva.

 
2º Estando autorizado para vender municiones o cartuchos, omitiere registrar la venta con la individualización completa del comprador y del arma respectiva.”.

(Mayoría 2x1 abstención. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 4


Pasa a ser número 8, reemplazado por el siguiente:


“8.- Reemplázase el artículo 10° por el siguiente; e intercálanse los artículos 10° A y 10° B, que se indican a continuación:





“Artículo 10°.- Los que fabricaren, armaren,  transformaren, importaren, internaren al país o exportaren los elementos indicados en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, sin la autorización a que se refiere el artículo 4°, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo.





Si alguna de las conductas descritas en el inciso anterior se realizaran respecto de los elementos a que se hace referencia en los incisos primero, segundo o tercero del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en su grado mínimo a medio. Si las armas fueren material de uso bélico o aquellas a que se hace referencia en el inciso final del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en sus grados medio a máximo.





La pena señalada en el inciso primero se aplicará a quienes construyan, acondicionen, utilicen o posean las instalaciones señaladas en la letra g) del artículo 2°, sin la autorización que exige el inciso primero del artículo 4°.
 



El incumplimiento grave de las condiciones impuestas en la autorización otorgada en la forma prevista por el artículo 4°, será sancionado con la pena de multa de ciento noventa a mil novecientas unidades tributarias mensuales y con la clausura de las instalaciones,  almacenes o depósitos, además de la suspensión y revocación de aquélla, en la forma que establezca el reglamento.

 



En tiempos de guerra, la pena establecida para las conductas descritas en los incisos primero a tercero será presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo. 

 



Artículo 10° A.- Los que transportaren, almacenaren, distribuyeren, entregaren a cualquier título o celebraren convenciones respecto de los elementos indicados en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, sin la autorización a que se refiere el artículo 4°, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio. Si la distribución, entrega o celebración de convenciones se realizare respecto de un menor de edad, sin la autorización a que se refiere el artículo 4°, la pena será presidio menor en grado medio a máximo.

 


 
Si alguna de las conductas descritas en el inciso anterior estuviere destinada a alterar el orden público, a atacar a las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad Pública o perpetrar otros delitos, la pena será presidio menor en su grado máximo.

 



Si alguna de las conductas descritas en el inciso primero se realizare respecto de los elementos a que se hace referencia en los incisos primero, segundo o tercero del artículo 3º, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. Si las armas fueren material de uso bélico o aquellas a que se hace referencia en el inciso final del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en su grado mínimo a medio.


En tiempos de guerra, la pena establecida para las conductas descritas en el inciso primero será presidio mayor en su grado mínimo. Tratándose de las conductas descritas en el inciso segundo la pena será presidio mayor en cualquiera de sus grados y en el caso del inciso tercero, la pena será presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo.




Artículo 10° B.- El que, contando con la autorización a que se refiere el artículo 4°, entregare a un menor de edad alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, o aquellas a que hacen referencia los incisos primero, segundo y tercero del artículo 3°, será sancionado con multa de siete a once unidades tributarias mensuales. 


La misma pena se impondrá al que teniendo a su cargo a un menor de edad, permitiere que éste tenga en su poder alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, o aquellas a que hacen referencia los incisos primero, segundo y tercero del artículo 3°. Si dicha tenencia se produjere por imprudencia de la persona que tiene a su cuidado al menor de edad, la pena será de multa de tres a siete unidades tributarias mensuales.”.

(Mayoría 2x1 abstención. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

° ° °


Introducir un número 9, nuevo, con el texto que se indica:


“9.- Reemplázase el artículo 11°, por el siguiente:





“Artículo 11°- Los que portaren armas de fuego sin el permiso establecido en el artículo 6º serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.





Si la posesión o porte del arma estuviere destinado a alterar el orden público, atacar a las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad Pública o perpetrar otros delitos, se la pena será presidio menor en su grado máximo.


En tiempo de guerra, la pena será de presidio mayor en su grado mínimo a presidio perpetuo, siempre que las circunstancias o antecedentes permitan presumir al tribunal que el arma que se portaba estaba destinada a alterar el orden público o a atacar a las Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública o a civiles. En los demás casos se aplicará la pena del inciso primero.”.”.

(Mayoría 2x1 abstención. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

° ° °


Incorporar un número 10, nuevo, del siguiente tenor:





“10.- Agrégase en el artículo 14° C, el siguiente inciso segundo:

 
“El Ministerio de Defensa Nacional, a través de la Dirección General de Movilización Nacional, y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, por medio de la Subsecretaría de Prevención del Delito, podrán diseñar, ejecutar, evaluar y difundir programas de incentivo para la entrega voluntaria de armas o elementos señalados en los artículos 2° y 3° de la presente ley. Dicha entrega deberá realizarse a las autoridades indicadas en el artículo 1° de la presente ley. Estos programas podrán ejecutarse a través de la autoridad fiscalizadora, de otros servicios públicos o de particulares.”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 11 y 11 bis).

° ° °


Introducir un número 11, nuevo, con el texto que se indica:


“11.- Agrégase en el inciso primero del artículo 15°, a continuación de la expresión “Arsenales de Guerra”, la frase “o al Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile, según corresponda”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 12 y 12 bis).
° ° °


Incorporar un número 12, nuevo, del tenor que se señala a continuación:


“12.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 18 la expresión “artículos 9°, 9° A, 11 y 14 A” por “artículos 9°, 9° A, 9° B, 10°, 10° A, 10° B, 11° y 14° A”.


(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 14 y 14 bis).
° ° °


Incorporar un número 13, nuevo, del tenor que se señala a continuación:


“13.- Sustitúyese en el artículo 21°, la expresión “Dirección General de Reclutamiento y Movilización” por “Dirección General de Movilización Nacional”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 15 y 15 bis).
° ° °


Incorporar un número 14, nuevo, con el texto que se indica:


“14.- Sustitúyese en el artículo 22° la expresión “Dirección General de Reclutamiento y Movilización” por “Dirección General de Movilización Nacional”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 16).
° ° °


Incorporar un número 15, nuevo, del tenor que se señala a continuación:





“15.- Reemplázase el artículo 23°, por el siguiente:

 



“Artículo 23°.- El Ministerio Público o los tribunales de justicia, en su caso, mantendrán en depósito en Arsenales de Guerra, tratándose de material de uso bélico y explosivos, o en el Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile, tratándose de los demás objetos o instrumentos de delito, sometidos a control por la presente ley, hasta el término del respectivo procedimiento. Lo mismo ocurrirá con las armas y demás elementos sometidos a control que hayan sido retenidos en las Aduanas del país, por irregularidades en su importación o internación, y aquellas armas y elementos respecto de los cuales se ordene su retención o incautación por cualquier causa.

 



Si dichas especies fueren objeto de comiso en virtud de sentencia judicial ejecutoriada, quedarán bajo el control de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, según corresponda, y se procederá a su destrucción.

 



Exceptúense de esta norma aquellas armas de interés histórico o científico policial, las cuales, previa resolución de la   Dirección General de Movilización Nacional, se mantendrán en los museos que en ese acto administrativo se indique.

 



Las armas de fuego y demás elementos de que trata esta ley que se incautaren, retuvieren o fueren abandonados, y cuyo poseedor o tenedor se desconozca, pasarán al dominio  fiscal y se procederá a su destrucción inmediata, a menos que se reclamare su posesión o tenencia legal dentro del plazo de treinta días, contados desde la fecha de su retención, incautación o hallazgo. Lo mismo se aplicará respecto de las armas y demás elementos de que trata esta ley que sean entregados voluntariamente a las autoridades indicadas en el artículo 4°.

 



En todo caso, las armas y demás elementos de que trata esta ley, respecto de los cuales no se haya decretado su comiso, y cuya situación no se encuentre expresamente regulada en los incisos precedentes, serán destruidos transcurridos cinco años contados desde su depósito en Arsenales de Guerra o en el Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos segundo y cuarto, las armas y demás elementos a que hacen referencia dichos incisos podrán destinarse al uso de las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad, si así se dispusiere mediante decreto supremo del Ministerio de Defensa Nacional y del Interior y Seguridad Pública. Para estos efectos, una Comisión de Material de Guerra, compuesta por personal técnico de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, designada por decreto supremo suscrito por los Ministros de Defensa Nacional y del Interior y Seguridad Pública, a proposición del Director General de Movilización Nacional y el General Director de Carabineros, respectivamente, propondrá el armamento y demás elementos sujetos a control que se destinarán a dicho uso.”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 17 y 17 bis).
° ° °


Introducir un número 16, nuevo, con el texto que se señala a continuación:


“16.- En el artículo 26°:





i) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

 



“Artículo 26°.- Las solicitudes que se efectúen en virtud de esta ley, así como la custodia y depósito de armas u otros elementos sujetos a control, estarán afectos a los derechos que determine el reglamento, cuyas tasas no podrán exceder de tres unidades tributarias mensuales.”.
 
ii) Sustitúyese en el inciso tercero la locución “Dirección General de Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas” por “Dirección General de Movilización Nacional”.”.

(i), mayoría 2x1 abstención. Indicación número 18 bis i)).


(ii), unanimidad 3x0. Indicación número 18 bis ii)).
° ° °

ARTÍCULO 2°


Reemplazar la letra h) propuesta, por la siguiente:

“h) La prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego, municiones y cartuchos, y su retención cuando corresponda.”.

(Mayoría 2x1 abstención. Indicación número 19 bis).
° ° °


Incorporar el siguiente artículo 3°:

  



“Artículo 3°.- Reemplázase el número 6 del inciso primero del artículo 92 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, por el siguiente:

 
“6.- Prohibir el porte y tenencia o retener cualquier arma de fuego, y la prohibición de adquirir, poseer, tener o almacenar los objetos singularizados en el artículo 2º de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, salvo los  contenidos en las letras c) y f) y aquellos que se excluyan de la medida, a petición del imputado, al demostrar que sus actividades industriales, comerciales o mineras requieren alguno de esos elementos. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director del Servicio respectivo para los fines legales y reglamentarios que correspondan.”.”.

(Mayoría 2x1 abstención. Indicación número 20).
° ° °


Agregar la siguiente disposición transitoria:


“Artículo transitorio.- Sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 23 de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, facúltese a la Dirección General de Movilización Nacional para proceder, dentro del plazo de 180 días a contar de la entrada en vigencia de esta ley, a la destrucción de las armas y demás elementos de que trata la Ley N° 17.798 que hayan permanecido en depósito en Arsenales de Guerra por un plazo igual o superior a cinco años.”.

(Mayoría 2x1 abstención. Indicación número 23).
° ° °

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 400, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional.

1.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 1°:

 
“Lo dispuesto en los incisos precedentes, es sin perjuicio de las funciones que corresponden al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en la coordinación y fomento de medidas de prevención y control de la violencia relacionada con el uso de armas, conforme a lo dispuesto en las letras g) y h) del artículo 3° de la ley N° 20.502.”.


2.- En el artículo 5°:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“La Dirección General de Movilización Nacional llevará un Registro Nacional de las inscripciones de armas.”.


b) Agrégase en el inciso tercero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “Todo cambio del lugar autorizado deberá ser comunicado por el poseedor o tenedor de un arma inscrita a la autoridad fiscalizadora correspondiente.”.


c) Agrégase en el inciso noveno, luego del punto seguido que sucede a la palabra “transportarse”, la siguiente oración: “Esta autorización será especialmente necesaria para llevar el arma de fuego a reparación, a evaluación ante el Banco de Pruebas de Chile y para las pruebas de tiro que sean necesarias para efectos de lo preceptuado en la letra c) del inciso primero del artículo 5º A y el inciso cuarto de la misma disposición.”.




d) Intercálase el siguiente inciso décimo, nuevo:


“Las solicitudes de transporte y libre tránsito a que hacen referencia los incisos precedentes, podrán solicitarse y  concederse preferentemente por medios electrónicos, en la forma que determine el reglamento.”.
 



e) Modifícase el actual inciso decimosegundo del siguiente modo:

 



 i) Agrégase, a continuación de la expresión “tendrá la posesión provisoria de dicha arma”, lo siguiente: “y sus municiones”;

 
 ii) añádase, luego de la locución “el poseedor tendrá la obligación de entregar el arma”, lo siguiente: “y sus municiones”.
 



f) Agrégase el siguiente inciso final:


“La Dirección General de Movilización Nacional deberá requerir al Servicio de Registro Civil e Identificación, con una periodicidad al menos trimestral, la información correspondiente a las personas cuyas defunciones hubieren sido registradas durante el trimestre inmediatamente anterior por dicho servicio, con el objeto de llevar a cabo las actuaciones que sean conducentes para regularizar, si fuere necesario, la posesión e inscripción de la o las armas inscritas a nombre de las personas cuya defunción se haya informado.”.

3.- En el artículo 5° A:





a) Reemplázase la letra c) del inciso primero por la siguiente: 

 



“c) Acreditar que tiene los conocimientos necesarios sobre conservación, mantenimiento y manejo del arma que pretende inscribir, y que posee una aptitud física y psíquica compatible con el uso de armas.

 



El reglamento determinará el estándar de conocimientos mínimos sobre conservación, mantenimiento y manejo del arma de fuego que deberá tener el solicitante, así como la forma en que podrá acreditarse dicho conocimiento. 

 



El reglamento determinará, además, la manera de acreditar la aptitud física y psíquica del solicitante, exigiéndose, al   menos, una evaluación completa y razonada del mismo, efectuada por un profesional idóneo.


Para todos los efectos legales y  reglamentarios, el solicitante podrá comprobar sus conocimientos acompañando un certificado que acredite la aprobación, por parte del  mismo, de uno o más cursos de tiro, manejo y cuidado sobre el tipo de arma y calibre que pretende inscribir, emitidos por un club o  federación de tiro reconocido por las autoridades fiscalizadoras, o bien que posee instrucción militar previa en un nivel suficiente para acreditar dichos conocimientos, según determine el reglamento.”.

b) Sustitúyese en la letra d) del inciso primero la expresión “Subsecretario de Guerra” por “Subsecretario para las Fuerzas Armadas”.





c) Sustitúyese en la letra e) del inciso primero la coma (,) y la conjunción copulativa “y” que le sigue, por un punto y coma (;).


d) Reemplázase en la letra f) del inciso primero el punto aparte (.) por “; y”.

e) Incorpórase al inciso primero la siguiente letra g), nueva: 





“g) No encontrarse sujeto a medida cautelar personal que le impida la tenencia, posesión o porte de armas de fuego, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 del Código Procesal Penal o el número 6 del artículo 92 de la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia.


Para el control de este requisito, los juzgados de garantía o de familia deberán comunicar a la Dirección General de Movilización Nacional la medida cautelar de impedimento de posesión o tenencia de armas de fuego dentro de las 24 horas siguientes a que la hubieren decretado.”.


f) Reemplázase el punto final del inciso cuarto (.), por una (,), y agrégase a continuación la siguiente oración: “salvo que la autoridad disponga, de manera fundada, atendido el estado de salud general del solicitante y la existencia de otras condiciones físicas o síquicas que puedan afectar su capacidad para manejar o poseer armas, que dicha acreditación se efectúe en un plazo menor, el que no podrá ser inferior a dos años.”.





g) Agrégase el siguiente inciso sexto:


“Las armas de fuego que se encuentren inscritas a nombre de la persona respecto de la cual se hubiere decretado alguna de las  medidas cautelares señaladas en la letra g) de este artículo y su respectiva munición, serán retenidas provisoriamente por orden del tribunal respectivo y remitidas directamente al  Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile hasta el alzamiento de la medida cautelar respectiva. Una vez que cese dicha medida, el poseedor o tenedor del arma de fuego inscrita podrá solicitar su devolución, conjuntamente con su munición, previo pago de los derechos que correspondan.”.


4.- Introdúcese el siguiente artículo 5° B, nuevo:





“Artículo 5° B.- El poseedor o tenedor de un arma inscrita que la tenga en un lugar distinto de aquel declarado para estos efectos; que se  negase a exhibir el arma, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 o que no diese cumplimiento a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 5 A, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se impondrá por la Dirección General de Movilización Nacional mediante acto administrativo fundado. En caso de reincidencia, la multa se elevará al doble y la Dirección General de Movilización Nacional procederá a la cancelación de la inscripción. Para efectos de la reincidencia, no se considerarán aquellas sanciones cuya aplicación tenga una antigüedad superior a cinco años. Serán aplicables, a estos efectos, el procedimiento y demás normas contenidas en la ley N° 19.880.


Quien sea sancionado con la cancelación de la inscripción conforme a este artículo, no podrá inscribir un arma o los elementos   señalado en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, en los cinco años siguientes a la cancelación.”.

5) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 7°, la expresión “Dirección General de Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas, por “Dirección General de Movilización Nacional”.”.

6.- Agrégase en el inciso quinto del artículo 8º, a continuación de la palabra “armas”, lo siguiente: “y municiones”.”.


7.- Reemplázanse los artículos 9° y 9° A por los siguientes; e intercálase el artículo 9° B, nuevo, que se señala a continuación:





“Artículo 9°- Los que poseyeren o tuvieren algunas de las armas o elementos señalados en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, sin las autorizaciones a que se refiere el artículo 4°, o sin la inscripción establecida en el artículo 5°, serán sancionados con presidio menor en su grado mínimo.  

 



Si la posesión o tenencia de las armas o elementos a que se refiere el inciso anterior estuviere destinada a alterar el orden público, atacar a las Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública o perpetrar otros delitos, la pena será de presidio menor en su grado medio a máximo.

 



En tiempo de guerra la pena será presidio mayor en cualquiera de sus grados, siempre que las circunstancias o antecedentes permitan presumir al Tribunal que la  posesión o tenencia de armas, estaba destinada a alterar el orden público o a atacar a las Fuerzas Armadas, a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública o a civiles. 

 


 
Artículo 9º A.- Será sancionado con presidio menor en su grado mínimo el que: 

 


 
1º No siendo poseedor, tenedor o portador de un arma de fuego inscrita, adquiriere las municiones o cartuchos a que se refiere la letra c) del artículo 2º.

 



2º Siendo poseedor, tenedor o portador de un arma de fuego inscrita, adquiriere municiones o cartuchos que no correspondan al calibre de ésta.

 



Artículo 9º B.- Será sancionado con la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados, el que: 

 



1º Vendiere municiones o cartuchos sin contar con la autorización respectiva.

 
2º Estando autorizado para vender municiones o cartuchos, omitiere registrar la venta con la individualización completa del comprador y del arma respectiva.”.

8.- Reemplázase el artículo 10° por el siguiente; e intercálanse los artículos 10° A y 10° B, nuevos, que se indican a continuación:





“Artículo 10°.- Los que fabricaren, armaren,  transformaren, importaren, internaren al país o exportaren los elementos indicados en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, sin la autorización a que se refiere el artículo 4°, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo.





Si alguna de las conductas descritas en el inciso anterior se realizaran respecto de los elementos a que se hace referencia en los incisos primero, segundo o tercero del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en su grado mínimo a medio. Si las armas fueren material de uso bélico o aquellas a que se hace referencia en el inciso final del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en sus grados medio a máximo.





La pena señalada en el inciso primero se aplicará a quienes construyan, acondicionen, utilicen o posean las instalaciones señaladas en la letra g) del artículo 2°, sin la autorización que exige el inciso primero del artículo 4°.

 



El incumplimiento grave de las condiciones impuestas en la autorización otorgada en la forma prevista por el artículo 4°, será sancionado con la pena de multa de ciento noventa a mil novecientas unidades tributarias mensuales y con la clausura de las instalaciones,  almacenes o depósitos, además de la suspensión y revocación de aquélla, en la forma que establezca el reglamento.

 



En tiempos de guerra, la pena establecida para las conductas descritas en los incisos primero a tercero será presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo. 

 



Artículo 10° A.- Los que transportaren, almacenaren, distribuyeren, entregaren a cualquier título o celebraren convenciones respecto de los elementos indicados en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, sin la autorización a que se refiere el artículo 4°, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio. Si la distribución, entrega o celebración de convenciones se realizare respecto de un menor de edad, sin la autorización a que se refiere el artículo 4°, la pena será presidio menor en grado medio a máximo.

 


 
Si alguna de las conductas descritas en el inciso anterior estuviere destinada a alterar el orden público, a atacar a las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad Pública o perpetrar otros delitos, la pena será presidio menor en su grado máximo.

 



Si alguna de las conductas descritas en el inciso primero se realizare respecto de los elementos a que se hace referencia en los incisos primero, segundo o tercero del artículo 3º, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. Si las armas fueren material de uso bélico o aquellas a que se hace referencia en el inciso final del artículo 3º, la pena será de presidio mayor en su grado mínimo a medio.


En tiempos de guerra, la pena establecida para las conductas descritas en el inciso primero será presidio mayor en su grado mínimo. Tratándose de las conductas descritas en el inciso segundo la pena será presidio mayor en cualquiera de sus grados y en el caso del inciso tercero, la pena será presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo.




Artículo 10° B.- El que, contando con la autorización a que se refiere el artículo 4°, entregare a un menor de edad alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, o aquellas a que hacen referencia los incisos primero, segundo y tercero del artículo 3°, será sancionado con multa de siete a once unidades tributarias mensuales. 


La misma pena se impondrá al que teniendo a su cargo a un menor de edad, permitiere que éste tenga en su poder alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, o aquellas a que hacen referencia los incisos primero, segundo y tercero del artículo 3°. Si dicha tenencia se produjere por imprudencia de la persona que tiene a su cuidado al menor de edad, la pena será de multa de tres a siete unidades tributarias mensuales.”.

9.- Reemplázase el artículo 11°, por el siguiente:





“Artículo 11°- Los que portaren armas de fuego sin el permiso establecido en el artículo 6º serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.





Si la posesión o porte del arma estuviere destinado a alterar el orden público, atacar a las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad Pública o perpetrar otros delitos, se la pena será presidio menor en su grado máximo.

En tiempo de guerra, la pena será de presidio mayor en su grado mínimo a presidio perpetuo, siempre que las circunstancias o antecedentes permitan presumir al tribunal que el arma que se portaba estaba destinada a alterar el orden público o a atacar a las Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública o a civiles. En los demás casos se aplicará la pena del inciso primero.”.




10.- Agrégase en el artículo 14° C, el siguiente inciso segundo:

 
“El Ministerio de Defensa Nacional, a través de la Dirección General de Movilización Nacional, y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, por medio de la Subsecretaría de Prevención del Delito, podrán diseñar, ejecutar, evaluar y difundir programas de incentivo para la entrega voluntaria de armas o elementos señalados en los artículos 2° y 3° de la presente ley. Dicha entrega deberá realizarse a las autoridades indicadas en el artículo 1° de la presente ley. Estos programas podrán ejecutarse a través de la autoridad fiscalizadora, de otros servicios públicos o de particulares.”.

11.- Agrégase en el inciso primero del artículo 15°, a continuación de la expresión “Arsenales de Guerra”, la frase “o al Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile, según corresponda”.

12.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 18 la expresión “artículos 9°, 9° A, 11 y 14 A” por “artículos 9°, 9° A, 9° B, 10°, 10° A, 10° B, 11° y 14° A”.


13.- Sustitúyese en el artículo 21°, la expresión “Dirección General de Reclutamiento y Movilización” por “Dirección General de Movilización Nacional”.

14.- Sustitúyese en el artículo 22° la expresión “Dirección General de Reclutamiento y Movilización” por “Dirección General de Movilización Nacional”.




15.- Reemplázase el artículo 23°, por el siguiente:

 



“Artículo 23°.- El Ministerio Público o los tribunales de justicia, en su caso, mantendrán en depósito en Arsenales de Guerra, tratándose de material de uso bélico y explosivos, o en el Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile, tratándose de los demás objetos o instrumentos de delito, sometidos a control por la presente ley, hasta el término del respectivo procedimiento. Lo mismo ocurrirá con las armas y demás elementos sometidos a control que hayan sido retenidos en las Aduanas del país, por irregularidades en su importación o internación, y aquellas armas y elementos respecto de los cuales se ordene su retención o incautación por cualquier causa.

 



Si dichas especies fueren objeto de comiso en virtud de sentencia judicial ejecutoriada, quedarán bajo el control de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, según corresponda, y se procederá a su destrucción.

 



Exceptúense de esta norma aquellas armas de interés histórico o científico policial, las cuales, previa resolución de la   Dirección General de Movilización Nacional, se mantendrán en los museos que en ese acto administrativo se indique.

 



Las armas de fuego y demás elementos de que trata esta ley que se incautaren, retuvieren o fueren abandonados, y cuyo poseedor o tenedor se desconozca, pasarán al dominio  fiscal y se procederá a su destrucción inmediata, a menos que se reclamare su posesión o tenencia legal dentro del plazo de treinta días, contados desde la fecha de su retención, incautación o hallazgo. Lo mismo se aplicará respecto de las armas y demás elementos de que trata esta ley que sean entregados voluntariamente a las autoridades indicadas en el artículo 4°.

 



En todo caso, las armas y demás elementos de que trata esta ley, respecto de los cuales no se haya decretado su comiso, y cuya situación no se encuentre expresamente regulada en los incisos precedentes, serán destruidos transcurridos cinco años contados desde su depósito en Arsenales de Guerra o en el Depósito Central de Armas de Carabineros de Chile.

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos segundo y cuarto, las armas y demás elementos a que hacen referencia dichos incisos podrán destinarse al uso de las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad, si así se dispusiere mediante decreto supremo del Ministerio de Defensa Nacional y del Interior y Seguridad Pública. Para estos efectos, una Comisión de Material de Guerra, compuesta por personal técnico de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, designada por decreto supremo suscrito por los Ministros de Defensa Nacional y del Interior y Seguridad Pública, a proposición del Director General de Movilización Nacional y el General Director de Carabineros, respectivamente, propondrá el armamento y demás elementos sujetos a control que se destinarán a dicho uso.”.

16.- En el artículo 26°:





i) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

 



“Artículo 26°.- Las solicitudes que se efectúen en virtud de esta ley, así como la custodia y depósito de armas u otros elementos sujetos a control, estarán afectos a los derechos que determine el reglamento, cuyas tasas no podrán exceder de tres unidades tributarias mensuales.”.

 
ii) Sustitúyese en el inciso tercero la locución “Dirección General de Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas” por “Dirección General de Movilización Nacional”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 155 del Código Procesal Penal:


a) Reemplázanse en la letra f) la coma (,) y la conjunción copulativa "y" que le sigue, por un punto y coma (;).


b) Sustitúyese en la letra g) el punto aparte (.) por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".


c) Incorpórase la siguiente letra h):

“h) La prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego, municiones y cartuchos, y su retención cuando corresponda.”.
 



Artículo 3°.- Reemplázase el número 6 del inciso primero del artículo 92 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, por el siguiente:
 
“6.- Prohibir el porte y tenencia o retener cualquier arma de fuego, y la prohibición de adquirir, poseer, tener o almacenar los objetos singularizados en el artículo 2º de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, salvo los  contenidos en las letras c) y f) y aquellos que se excluyan de la medida, a petición del imputado, al demostrar que sus actividades industriales, comerciales o mineras requieren alguno de esos elementos. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director del Servicio respectivo para los fines legales y reglamentarios que correspondan.”.

Artículo transitorio.- Sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 23 de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, facúltese a la Dirección General de Movilización Nacional para proceder, dentro del plazo de 180 días a contar de la entrada en vigencia de esta ley, a la destrucción de las armas y demás elementos de que trata la Ley N° 17.798 que hayan permanecido en depósito en Arsenales de Guerra por un plazo igual o superior a cinco años.”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 12 de marzo; 2 y 10 de abril; 8 de mayo; 4 y 11 de junio; 9 y 30 de julio; 15 y 29 de octubre; 4 y 19 de noviembre, y 10 y 18 de diciembre de 2013, y 7 y 21 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente) y Juan Antonio Coloma Correa (Presidente) (Jaime Orpis Bouchon), José Antonio Gómez Urrutia, Pedro Muñoz Aburto, Baldo Prokurica Prokurica y Patricio Walker Prieto (Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Jorge Pizarro Soto).  



Sala de la Comisión, a 4 de marzo de 2014.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EL DERECHO REAL DE CONSERVACIÓN

(5823-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Diputados señores Eugenio Bauer Jouanne, Jorge Burgos Varela, Edmundo Eluchans Urenda, Carlos Montes Cisternas, Alberto Robles Pantoja y Patricio Vallespín López, y de la ex Diputada señora Carolina Tohá Morales. 


De la iniciativa se dio cuenta en la Sala de la Corporación en sesión de 14 de agosto de 2012, acordándose, en la oportunidad, su estudio por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y la de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, Unidas.


Posteriormente, en sesión celebrada el 28 de agosto de 2013, la Corporación dispuso que la iniciativa fuera considerada, en el primer informe, por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, y en la discusión en particular por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, Unidas.


La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

Asistió a una de las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley, el Honorable Senador señor Carlos Ignacio Kuschel Silva.


Asimismo, concurrieron la Ministra del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez, la Jefe de la División Jurídica del Ministerio, señora Ingrid Henríquez, el representante legal en Chile de la Organización “The Nature Conservancy”, don Francisco Solís Germani; el Director de la ONG “Así Conserva Chile”, señor Diego Urrejola, y el Director del Centro de Derecho de Conservación, señor Jaime Ubilla Fuenzalida. 

OBJETIVO DEL PROYECTO


El objetivo de la iniciativa es fomentar y desarrollar la participación del sector privado en la conservación y protección ambiental. Con tal propósito establece el derecho real de conservación, el que nacería de un acuerdo de voluntades entre el propietario de un inmueble sobre el que recae el derecho y una persona jurídica sin fines de lucro, denominada titular, destinado a preservar el medio ambiente mediante limitaciones o gravámenes al dominio del bien raíz afectado.

- - - 
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

No contiene.
- - - 
ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Constitución Política de la República, artículo19, numerales 8, 9 y 24.

2.- Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, artículo 2°, letra a).

3.- Código Civil, artículos 826, 828, 829 y 830.

4.- Ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la investigación privada y desarrollo.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

II.a.- La Moción

Al fundamentar la Moción, los autores afirman que nuestro país tiene una oportunidad única para avanzar hacia el desarrollo sostenible, velando por armonizar al mismo tiempo dos intereses estratégicos: por una parte, continuar con su crecimiento económico; y por la otra, buscar los mecanismos para el manejo y utilización racional de sus recursos naturales, preservando a la vez sus paisajes y ecosistemas y contribuyendo a la protección del ambiente.


Añaden que Chile debe aprovechar esta oportunidad histórica a través de mecanismos concretos, asumiendo de esta manera una posición de liderazgo en Latinoamérica, lo cual contribuye, además, a mejorar notoriamente la imagen internacional del país, al convertirse en un paradigma de conservación, cuidando la naturaleza y preservando el patrimonio ambiental.


La creación del derecho real de conservación, otorga un marco legal adecuado y específico a los propósitos ya indicados. En efecto en la doctrina chilena se ha definido el derecho real de conservación como aquel “derecho real que recae sobre un predio y que cede a favor de una persona natural o jurídica, que impone restricciones al ejercicio del dominio sobre el predio, y que eventualmente establece obligaciones de hacer al titular del predio o incluso al titular del derecho real, con el objeto de preservar o conservar, en distintos grados, los recursos naturales existentes en tal predio”.

Agregan que esta figura viene a llenar un vacío de nuestra legislación en materia de instrumentos para desarrollar la conservación privada. La virtud de este derecho, en opinión de los autores, radica principalmente en la inminente necesidad de conservar el ambiente proporcionando un marco jurídico para ello; facilita a los propietarios de inmuebles e instituciones sin fines de lucro a contribuir con tal propósito, a través de un mecanismo simple y eficiente; sirve como plataforma de inversión, y opera como instrumento de fomento de la conservación ambiental al tratarse de un derecho real que goza de una fuerte protección legal, asegurando que los inmuebles afectados estarán efectivamente resguardados y contribuirán a la finalidad de conservación, ya que introduce los controles necesarios para ello.


Seguidamente señalan que esta situación presenta similitudes con lo sucedido en Estados Unidos hace tres décadas, cuando prácticamente cualquier forma de protección de la naturaleza que se llevaba a cabo en ese país la realizaba el Estado, añadiendo que lo mismo se repite en casi todos los países de Latinoamérica, Destacan que no obstante lo señalado, hace 30 años, un pequeño grupo de individuos y propietarios privados en Estados Unidos se interesaron en la posibilidad de actuar por sus propios medios, para manejar armónicamente sus bienes raíces desde el punto de vista de la conservación ambiental. Algunos de estos dueños poseían inmuebles de gran valor ecológico, de importancia para todo el país.


Es así, prosiguen, como un trabajo conjunto realizado por estos propietarios y el Gobierno estadounidense concluyó en la creación de un instrumento legal que permitió asegurar los fines de conservación y, al mismo tiempo, proteger sus derechos como propietarios de los bienes raíces. En los Estados Unidos esta herramienta ‑que se usa comúnmente‑ se llama "conservation easement" o servidumbre de conservación. Como resultado, se produjo un gran aumento de la conservación practicada por privados en los Estados Unidos.


Destacan los autores que el movimiento privado de conservación y la creación de organizaciones no gubernamentales dedicadas a los proyectos conservacionistas (llamadas land trusts en Estados Unidos), se han convertido en el sector de más rápido crecimiento en la comunidad ambiental, permitiendo la protección de varios millones de hectáreas. En este esquema, la conservación es mayoritariamente privada. El dueño decide proteger su propiedad de manera totalmente voluntaria.


Continúan anotando que si se establecen los instrumentos idóneos, los propietarios de bienes raíces podrían tomar medidas significativas para conservarlos ambientalmente, motivados adicionalmente porque con ello ‑a la vez‑ pueden realizar ahorros económicos, mantienen su derecho de propiedad e, inclusive, podrían continuar ellos mismos manejando sus inmuebles de manera ambientalmente sostenible, ya sea para uso residencial, productivo, turístico, etc.


En este desafío, sostienen, es imprescindible sumar el esfuerzo de una amplia gama de actores públicos y privados, incluyendo todos los niveles de autoridades de Gobierno e instituciones estatales, organizaciones no gubernamentales, el sector privado y propietarios particulares, en proyectos cooperativos que ayuden, en definitiva, a proteger los recursos naturales y los hábitats de la vida silvestre, con el fin de preservarlos para las generaciones futuras, mediante un modelo de desarrollo sostenible.


Afirman que no puede omitirse la constatación de la deficiente representatividad del actual sistema de conservación ambiental del Estado: el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (en adelante SNASPE) cubre aproximadamente el 19% de la superficie terrestre del país, lo que a primera vista parece bastante. Sin embargo, se han comprobado diversas falencias, destacando que el 84% de las zonas protegidas por el SNASPE se ubican en las regiones de Aysén y de Magallanes.  En las regiones centrales, desde la V de Valparaíso a la VIII del Bío Bío, el área total protegida es menor a un 10%, y cada una tiene un tamaño que en general no permite sustentar poblaciones viables de mamíferos de tamaño mediano y grande. Las regiones de Coquimbo, del Maule y Metropolitana tienen menos del 1% de su territorio dentro del SNASPE, en circunstancias de que se trata de zonas de alta diversidad y endemismo del ecosistema mediterráneo.


Por otro lado, es indispensable que las áreas protegidas privadas lleguen a ser un elemento fundamental del sistema nacional de conservación, puesto que una gran parte de los sitios prioritarios ya identificados son de propiedad privada. Así ocurre, v. g., con la totalidad de los sitios prioritarios reconocidos por la Estrategia Nacional de Biodiversidad para la Ecorregión de los Bosques Mediterráneos. Es por ello que dicha Estrategia y su correspondiente Plan de Acción, así como la Política Nacional de Áreas Protegidas elaborada por la CONAMA, admiten el aporte estratégico que las áreas protegidas privadas están destinadas a cumplir. No obstante, a la fecha el país carece de instrumentos relevantes de política pública que promuevan o al menos reconozcan el aporte de las iniciativas de conservación privadas.

Luego los autores de la Moción abordaron la legislación comparada, reiterando que la institución del derecho real de conservación tiene su origen en los Estados Unidos de América, donde se conoce como "conservation easement”. Actualmente está también operando o en vías de implementación en otros países, incluyendo algunos de América Latina.


En cuanto a la constitucionalidad de la incorporación de este derecho real en nuestro ordenamiento jurídico, citan diversas normas de la Carta Fundamental, como el artículo 19 N°8 que asegura a todas las personas el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, imponiendo al Estado la obligación de velar por este derecho y por la preservación de la naturaleza, permitiendo a la ley imponer restricciones al ejercicio de determinados derechos y libertades; el artículo 19 N°1 que garantiza el derecho a la vida; el artículo 19 N°9, que garantiza la protección de la salud, y el artículo 19 N° 24, que asegura el derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales e incorporales, lo que posibilitará que este nuevo derecho real como bien corporal que es, tenga la debida protección jurídica que es propia del derecho de propiedad.


Asimismo, destacan las principales características de esta institución, señalando que se constituye como un derecho real, esto es aquel que se tiene sobre una cosa sin respecto a determinada persona, vale decir puede exigirse y hacerse valer en contra de cualquiera.


Enseguida, los autores denotan la voluntariedad de esta nueva institución, a diferencia de otros institutos ‑como la servidumbre legal‑ ya que es el propio dueño de un bien raíz quien decide convenir alguna limitación de su derecho de propiedad sobre aquel, con el propósito de aplicarlo a la conservación ambiental. Por esto es determinante el contrato constitutivo, en el cual ‑sobre la base de un contenido mínimo que establece la ley-, fijan el tenor y la amplitud de sus derechos y obligaciones.


El ejercicio y la protección del derecho quedan encomendados a una persona jurídica, denominada titular, quién podrá exigir su cumplimiento.


Continúan los autores señalando que por razones de seguridad y publicidad, el derecho se constituye mediante un contrato constitutivo, celebrado por escritura pública, que servirá como título para requerir la inscripción en el Conservador de Bienes Raíces competente. 


Finalmente, advierten los mocionantes que para la estabilidad y permanencia del derecho real de conservación se proponen diversos preceptos, tales como la inoponibilidad frente a terceros; la enumeración taxativa de quienes pueden ser titulares, las solemnidades para su constitución, y las causales limitadas para su extinción.



II.b.- El Oficio N° 10321, de 13 de agosto de 2012, de la Honorable Cámara de Diputados mediante el cual comunica que ha tenido a bien aprobar el proyecto de ley que establece el derecho real de conservación En dicha Corporación, el proyecto fue aprobado en general por 92 votos a favor, ningún voto en contra y ninguna abstención. Fue informado por la Comisiones de Recursos Naturales; por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y por la de Hacienda. 

Esta última Comisión en el informe recaído en el proyecto expresa que “El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 5 de marzo de 2012, referido a la indicación que asigna al Ministerio de Medio Ambiente la responsabilidad de llevar el Registro de las organizaciones interesadas en ser titulares de un derecho real de conservación señala que no implica mayor gasto fiscal su implementación.”.
CONTENIDO DEL PROYECTO

El proyecto aprobado se desarrolla en dieciséis artículos permanentes. 

Artículo 1°.- Normativa aplicable.
Establece un derecho real, denominado derecho real de conservación, el que será regulado por la ley en informe.

Añade el inciso segundo que se aplicarán las definiciones contenidas en el artículo 2° de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, así como, en forma supletoria las demás disposiciones contenidas en la citada ley.

Su inciso tercero dispone que en lo no previsto por esta ley ni por el contrato constitutivo, se aplicarán al derecho real de conservación, en lo que fuere procedente, los artículos 826, 828, 829 y 830 del Código Civil.

Artículo 2°.- Definiciones. 

Efectúa definiciones de los términos que emplea la ley.

Así, define al derecho real de conservación como aquel que se constituye de manera voluntaria por el propietario de un inmueble sobre el mismo, en virtud del cual se establecen uno o más de los gravámenes señalados en el artículo 7° en beneficio de la conservación del patrimonio ambiental, y cuyo ejercicio queda entregado a una persona jurídica determinada.

Su inciso segundo agrega que se denomina inmueble o bien raíz gravado aquel sobre el cual recae el derecho real de conservación; y titular, la persona jurídica diferente del dueño a la cual queda entregado el ejercicio del derecho.

Artículo 3°.- Características. 

Señala que el derecho real que se establece es de naturaleza inmueble, distinto e independiente del dominio del bien raíz gravado, y oponible a terceros.

Además, es transferible, indivisible, e inseparable del inmueble o de la parte de él que se grava y se puede constituir sobre cualquier inmueble de propiedad privada.

El inciso final preceptúa que el derecho real de conservación producirá sus efectos desde su inscripción en el Conservador de Bienes Raíces respectivo.

Artículo 4°.- Titulares.

Reserva a las personas jurídicas señaladas taxativamente en esta norma la posibilidad de ser titulares del derecho real de conservación, estableciendo, además, como requisito que éstas se encuentren inscritas en el Registro a que se refiere el artículo 5°del proyecto en análisis.


Las personas jurídicas que pueden ser titulares del derecho real que se crea, son las siguientes:

1.- Las corporaciones y fundaciones constituidas con sujeción al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, siempre que tengan como objeto principal, tanto conforme a sus estatutos como a su actividad práctica, la conservación del patrimonio ambiental o la contribución y el fomento a la educación, investigación, capacitación o formación de conciencia sobre la ecología, el cuidado del ambiente y los recursos naturales.


2.- Las corporaciones y fundaciones que hayan sido autorizadas para desarrollar actividades en Chile, de conformidad al artículo 34 del Reglamento sobre Concesión de Personalidad Jurídica a Corporaciones y Fundaciones, contenido en el decreto N° 110, de 1979, del Ministerio de Justicia, siempre que cumplan con la exigencia descrita en el número 1 precedente en cuanto a su objeto.


3.- Los centros de investigación, registrados conforme a la ley N° 20.241.


4.- Las universidades acreditadas.

Cabe destacar que la Moción incluía como titulares del derecho real de conservación, además, al Ministerio de Bienes Nacionales; a la Comisión Nacional del Medio Ambiente, a la Corporación Nacional Forestal y a las Municipalidades, todas las cuales fueron eliminadas como titulares del derecho real de conservación en el primer trámite constitucional.


Lo anterior, entre otras razones, habida consideración que el otorgamiento de facultades que se entregan al titular del derecho real de conservación, -que se transformarían en atribuciones tratándose de organismos públicos-, es una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Artículo 5°.- Registro. 



El Registro que crea esta norma, estará a cargo del Ministerio del Medio Ambiente, y en él deberán solicitar su incorporación las organizaciones interesadas en ser titulares de un derecho real de conservación.


El Ministerio del Medio Ambiente deberá inscribir a todas aquellas organizaciones interesadas que acrediten poseer la calidad jurídica de alguna de las entidades descritas en el artículo 4°.


El Registro será público y estará sujeto a las disposiciones de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.


Se hace notar que la presente disposición fue incorporada en el primer trámite constitucional, mediante una indicación formulada por S.E. el Presidente de la República. El Ejecutivo manifestó que la indicación referida tiene por objeto facilitar la aplicación de la ley, por ser el Ministerio del Medio Ambiente la Secretaría de Estado encargada del establecimiento y desarrollo del patrimonio ambiental. 

Artículo 6.-Contrato constitutivo. 

Señala que el contrato constitutivo que establece el derecho real de conservación, deberá celebrarse por escritura pública entre el dueño del bien raíz que se pretende gravar y alguno de los titulares inscritos en el Registro. El señalado contrato deberá expresar el acuerdo destinado a constituir el derecho real de conservación e incluir, a lo menos, las menciones que indica el artículo 8°.

Agrega, en el inciso segundo, que el contrato otorgado por escritura pública servirá como título para requerir la inscripción en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente.

Artículo 7°. Gravámenes al inmueble.
Preceptúa que en el contrato constitutivo se establecerán los gravámenes al inmueble, los que deberán tener como finalidad la conservación del patrimonio ambiental. Para tal efecto las partes acordarán al menos una de las siguientes prohibiciones, restricciones y obligaciones:

1.- Restricción o prohibición de destinar el inmueble a uno o más determinados giros inmobiliarios, comerciales, turísticos, industriales, de explotación agrícola, forestales o de otro tipo.

2.- Obligación de hacerse cargo o de contratar servicios para la mantención, limpieza, descontaminación, reparación, resguardo, administración o uso y aprovechamiento racionales del bien raíz.

3.- Obligación de ejecutar o supervisar un plan de manejo acordado en el contrato constitutivo, con miras al uso y aprovechamiento racionales de los recursos naturales del inmueble gravado, dentro del marco de un uso sostenible de los mismos.

Añade la disposición que podrán fijarse límites de montos para las obligaciones pecuniarias que se acuerden, así como convenir plazos diferentes para el cumplimiento de los distintos gravámenes que se establezcan. No se podrá diferir el nacimiento del derecho real de conservación para después de su inscripción.


Con todo, el derecho real de conservación no podrá afectar la constitución ni el legítimo ejercicio de los derechos de aprovechamiento de aguas, de las concesiones mineras, eléctricas u otros que se otorguen de acuerdo a la ley, ni de las servidumbres, permisos, cargas o gravámenes que se puedan imponer, conferir o autorizar en conformidad a la normativa aplicable.


Sin perjuicio de las normas de carácter general, serán nulos los contratos en que se estipulen gravámenes al inmueble: a) que no sean específicos; b) que sólo consistan en obligarse a cumplir normas vigentes, o c) que no se ajusten a lo dispuesto en esta ley.


En relación a la norma descrita, es preciso señalar que en el debate habido en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara de Diputados, se expresaron dudas respecto a la interpretación que podía darse al N°1 del inciso primero del texto original del artículo descrito, ya que el incluir varios giros, la prohibición o restricción que se pactara, podría comprenderlos a todos, no bastando que se remitiera solamente a uno.


En la oportunidad se hizo notar la importancia de mantener la flexibilidad de permitir al propietario restringirse en la forma que lo desee. Por ello se modificó la redacción de la norma por la que viene propuesta, restringiendo la prohibición a uno de los giros a que se refiere el citado número 1 del inciso primero de la presente disposición.

Artículo 8°. Menciones del contrato. 

La disposición señala las menciones mínimas que deberá contener el contrato constitutivo, a saber:
1.-Individualización completa del propietario del inmueble y del titular; 

2.- Identificación clara y precisa del o de los bienes raíces gravados, con sus correspondientes deslindes. Se deberá anexar un plano, suscrito por los comparecientes, en que se grafique el inmueble o la parte de él que se grave, y que se entenderá formar parte del contrato. El plano deberá cumplir los siguientes requisitos: 

a) Deberá indicar los datos de inscripción del bien raíz en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces competente, su ubicación y la región, provincia y comuna a que pertenezca, y 

b) Deberá incluir los deslindes del inmueble, identificando cada uno de los vértices del perímetro del bien raíz en coordenadas U.T.M., utilizando al efecto el mismo procedimiento contemplado en la Ley de Concesiones Mineras y su reglamento.


3.- La declaración de si la constitución es a título gratuito u oneroso. En este último caso, se deberá señalar el monto de dinero u otras contraprestaciones que las partes acuerden;


4.- Indicación del o de los gravámenes acordados;


5.- El derecho real de conservación durará como mínimo quince años y como máximo cuarenta años, y 


6.- Si el derecho se constituye a favor de dos o más titulares, o si el o los bienes raíces gravados pertenecen a dos o más dueños, se deberá indicar en el contrato las obligaciones y derechos de cada uno.


En relación a esta norma, es dable hacer notar la mención que se consigna  en el numeral 5, que establece la duración mínima y máxima del contrato del derecho real de conservación, ya que este plazo sigue la tendencia existente en el derecho comparado, estableciendo un período de duración razonablemente largo que permite satisfacer adecuadamente los objetivos de conservación ambiental.

Artículo 9°. Inscripción 
Dispone que la inscripción del derecho real de conservación, es requisito, prueba y garantía del mismo, y sin ella no producirá efecto alguno y será inoponible a terceros.

Prescribe, además, que dentro del plazo de sesenta días, contados desde la celebración del contrato constitutivo, se deberá requerir la inscripción en el Registro de Hipotecas y Gravámenes en cuyo territorio esté situado el inmueble. Agrega que si el inmueble gravado pertenece a varios territorios deberá inscribirse en todos los Conservadores de Bienes Raíces competentes. Asimismo, si el derecho real de conservación gravase a dos o más bienes raíces, deberá practicarse la inscripción en los registros correspondientes de cada uno de ellos. 

La disposición obliga a incluir, a lo menos, las menciones enumeradas en artículo anterior y además en lo que corresponda, lo establecido en el artículo 78 del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces. 

El Conservador de Bienes Raíces competente practicará, de oficio, una anotación al margen de la inscripción del inmueble, en la que se dé cuenta de la constitución del derecho real de propiedad. Igual procedimiento deberá efectuar si se produce la modificación, transferencia o terminación del derecho.

Asimismo, obliga a los titulares del derecho, a informar al Ministerio del Medio Ambiente la constitución, modificación o terminación de un derecho real de conservación, remitiendo una copia de la inscripción en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces correspondiente.

Artículo 10. Transferencia.
La transferencia, a cualquier título, del derecho real de conservación, requerirá autorización previa del propietario del inmueble. El respectivo acto o contrato constitutivo deberá celebrarse por escritura pública y practicarse la pertinente inscripción en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, aplicándose en lo que corresponda las disposiciones contenidas en los artículos 6°, 8°, 9° y 14.

Añade que si la transferencia se verifica por orden judicial o de la autoridad pública competente, la resolución respectiva será considerada como título traslaticio.

Es preciso destacar que en el primer trámite constitucional, se introdujo el requisito de la autorización previa del dueño del inmueble para transferir el derecho real de conservación. Ello, habida consideración que la persona que ha constituido voluntariamente este derecho, normalmente lo hace por la confianza que le inspira la persona del titular.
Artículo 11. Derechos del dueño del inmueble.

Establece los derechos del propietario del inmueble, a saber: 1) exigir el cumplimiento forzado de las obligaciones legales y contractuales del titular derivadas del derecho real de conservación y, en su caso, solicitar las indemnizaciones que procedan; 2) demandar el reemplazo del titular conforme a lo prevenido en el artículo 13; 3) elegir a la persona jurídica que reemplazará al titular original, según lo dispuesto en el artículo 13, y, 4) los demás que esta ley, otras normas o el contrato constitutivo establezcan.

Artículo 12. Conflicto de intereses.

Preceptúa que no se podrá constituir el derecho real de conservación, ni el titular podrá aprobar, celebrar o llevar a cabo actos, contratos, negociaciones u operaciones relativos a dicho derecho cuando el dueño del bien raíz y el titular estén relacionados en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, ni cuando exista un interés patrimonial directo del presidente, director, administrador, gerente, ejecutivo principal o de cualquier otra persona que represente legal o convencionalmente al titular o que tenga facultades de administración o dirección a su respecto.  No obstante, agrega, si la decisión correspondiere a un órgano de carácter colegiado, se podrá otorgar la autorización, siempre que el miembro que tenga interés se inhabilite para la votación y que se ejecute en condiciones objetivas y de mercado.


Su inciso segundo agrega que esta norma se aplicará también cuando en la constitución del derecho, exista interés patrimonial directo del cónyuge de la persona interesada, o de algún pariente por consanguinidad o afinidad en línea recta hasta el segundo grado y colateral hasta el cuarto grado inclusive, o de una sociedad o empresa en la cual sea gerente, director, presidente, representante, administrador o dueño directo o a través de otras personas naturales o jurídicas de un diez por ciento o más de su capital.


Finalmente, su inciso tercero dispone que la contravención a esta norma dará derecho al afectado para demandar el reemplazo del titular, tratándose del propietario del bien raíz gravado, y a poner término al derecho real de conservación, cualquiera sea la parte afectada, en la forma descrita en el artículo 13, todo ello sin perjuicio de demandar indemnización de los daños ocasionados.

Artículo 13. Demanda de reemplazo del titular, terminación del derecho o ejecución forzada del contrato si procediere.

Faculta al dueño del inmueble para solicitar judicialmente el reemplazo del titular, que se ponga término al derecho real de conservación o la ejecución forzada del contrato si así procediere. A su vez, el titular del derecho real de conservación podrá demandar judicialmente tanto la terminación del derecho como la ejecución forzada del contrato si procediere, cuando el propietario del bien raíz gravado infringiere sus obligaciones.


El inciso segundo señala el procedimiento que ha de observarse para el reemplazo, disponiendo que el propietario tendrá derecho a elegir al nuevo titular en el mismo procedimiento judicial, dentro de la nómina de entidades inscritas en el registro a que se refiere el artículo 5° del proyecto, quién deberá expresar en el mismo juicio su aceptación o rechazo. En caso de rechazo o si no se pronunciare, el propietario nombrará a otra persona del Registro, la que deberá dar respuesta en la misma forma y así sucesivamente.

El inciso final dispone que el nuevo titular deberá ceñirse a las condiciones estipuladas en el contrato constitutivo, a menos que acuerde su modificación con el dueño del bien raíz gravado, con sujeción a las formalidades exigidas para la constitución del derecho real de conservación.


Artículo 14.-Modificaciones.

Establece que si el contrato fuese modificado de cualquier forma, se deberá requerir la inscripción de la modificación, así como la anotación al margen de la inscripción constitutiva. Si no se practica la inscripción, el cambio o modificación no producirá ningún efecto, debiendo ajustarse la inscripción, en lo que proceda, al artículo 9°.


Artículo 15.- Prelación de derechos sobre el inmueble. 

Preceptúa que si se hubieren constituido hipotecas, servidumbres u otros derechos reales, garantías o gravámenes voluntarios sobre todo o parte del inmueble, con anterioridad a la inscripción del derecho real de conservación, este último no podrá restringir, alterar, oponerse ni impedir el legítimo ejercicio de aquellos. Si en virtud de la ejecución de una hipoteca el bien raíz gravado fuere transferido, se extinguirá el derecho real de conservación.



Su inciso segundo agrega que en el caso que las hipotecas, servidumbres u otros derechos reales, garantías o gravámenes voluntarios  fueren constituidos con posterioridad a la inscripción del derecho real de conservación, aquellos le serán inoponibles, debiendo el derecho real de conservación ser íntegramente respetado por el acreedor, dueño del predio dominante y cualquier tercero, todo ello sin perjuicio de lo establecido en el inciso tercero del artículo 7°.


Os hacemos presente que en el texto original de la iniciativa legal en estudio, no se hacía distinción alguna respecto de la prelación de los derechos reales de que trata, atendiendo solamente a la precedencia de la respectiva inscripción en el Conservador de Bienes Raíces, produciéndose una colisión con el inciso tercero del artículo 7° del proyecto que establece que el derecho real de conservación “no podrá afectar la constitución ni el legítimo ejercicio de los derechos de aprovechamiento de aguas , de las concesiones mineras, eléctricas u otros que se otorguen de acuerdo a la ley, ni de las servidumbres, permisos, cargas o gravámenes que se puedan imponer, conferir o autorizar en conformidad a la normativa aplicable”. De tal manera, este inciso en su redacción primitiva era contrario a la Constitución Política de la República por contravenir el inciso sexto del N° 24 del artículo 19, que reconoce al Estado el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas, circunstancia que se obvió, en el primer trámite constitucional, modificando el citado inciso segundo para lo cual se efectuó la correspondiente salvedad.
Artículo 16.- Terminación del derecho real de conservación. 
Señala las causales de término del citado derecho, a saber: expiración del plazo; transferencia del bien raíz gravado, en el caso del artículo 15, inciso primero; revocación por fraude; declaración judicial de terminación; disolución de la persona jurídica titular del derecho; mutuo acuerdo de las partes; expropiación del inmueble gravado, si hubiere expropiación parcial, subsistirá el derecho real de conservación sobre la parte no expropiada; confusión, que ocurre cuando el titular se hace dueño del bien raíz gravado; renuncia del titular, y las demás causales que la ley disponga.


Agrega la norma que en caso de producirse la terminación por cualquier causa, se extinguirán los derechos y obligaciones de las partes. No obstante, si hubiese alguna devolución o restitución pendiente, podrá reclamarse de conformidad a las reglas generales, y se aplicará lo establecido en los artículos 904 a 915 del Código Civil en lo que sea procedente.
DISCUSIÓN EN GENERAL


La Ministra del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez, antes de expresar la opinión de la Cartera de Estado sobre el presente proyecto de ley, se refirió al marco internacional que rige la materia.


En primer término abordó el Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB) de las Naciones Unidas, del año 1992, y el Plan Estratégico para la Diversidad Biológica 2011-2020 y las Metas de Aichi, emanado de la Secretaría Ejecutiva de dicho Convenio.


Al respecto, afirmó que el objetivo estratégico establecido en la letra A de dicho Plan es el de abordar las causas subyacentes de la pérdida de diversidad biológica mediante la incorporación de la diversidad biológica en todos los ámbitos gubernamentales y de la sociedad. Asimismo, agregó, una de las metas fijadas para el cumplimiento de tal objetivo fue la Meta 4 de Aichi, incorporada en el mismo Plan Estratégico, y que planteó la puesta en marcha de planes de distintos actores para lograr la sostenibilidad en la producción y el consumo.


A su vez, continuó, el objetivo estratégico establecido en la letra C, determinó mejorar la situación de la biodiversidad biológica salvaguardando los ecosistemas, las especies y la diversidad genética, fijando la Meta 11 de Aichi que promueve la conservación de, al menos, el 17% de zonas terrestres y de aguas continentales, y 10% de las marinas, especialmente, aquellas de particular importancia, por medio de sistemas de áreas protegidas y otras medidas eficaces basadas en áreas de protección.


Lo anterior, señaló, tiene relación con el trabajo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) en materia de conservación de biodiversidad, cuyas publicaciones proponen la diversificación de instrumentos de gestión en materia de biodiversidad y de fuentes de financiamiento para conservación pública y privada.


Ahora bien, declaró, la situación de las áreas protegidas en Chile evidencia una concentración de las áreas de conservación bajo el dominio público, por medio del Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado (SNASPE), que cubre, aproximadamente, el 20% de la superficie terrestre nacional, aunque de manera marcadamente asimétrica.


Así lo demuestra, aseguró, la reunión del 84% de las áreas protegidas del Estado en las Regiones de Aysén y Magallanes, mientras en las Regiones centrales del país (desde la V Región de Valparaíso a la VIII Región del Biobío), el área total protegida no supera el 10% nacional.


La concentración de las áreas de conservación a cargo del Estado, sostuvo, muestra el déficit de instrumentos adecuados en Chile para el desarrollo de conservación ambiental y protección de la biodiversidad por parte del sector privado.


Más aún, alegó, aunque el artículo 35 de la ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente prescribe que el Estado fomentará e incentivará la creación de áreas protegidas de propiedad privada, encargando al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas la afectación y supervisión de dichas áreas, hasta el momento el país carece de definiciones operativas básicas, estándares y procedimientos administrativos que establezcan los criterios y condiciones que deben cumplir las iniciativas privadas para ser oficialmente reconocidas.


Pese a las dificultades para participar en iniciativas de conservación privada, declaró, un estudio elaborado en conjunto por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), el Ministerio del Medio Ambiente, la asociación gremial Así Conserva Chile A.G. y la Fundación Senda Darwin, el año 2013, identificó un total de 308 iniciativas de conservación privada, que cubren una superficie total estimada de 1.651.916 hectáreas.


Las iniciativas, prosiguió, se ubican en todas las Regiones del país, excepto en la Región de Tarapacá, concentrándose en las Regiones de Los Lagos (86 iniciativas con una superficie de 480 mil hectáreas), de Los Ríos (72 iniciativas con una superficie de 190 mil hectáreas), y Magallanes (8 iniciativas con una superficie de 360 mil hectáreas).


El 60% de las iniciativas de conservación privada, señaló, corresponden a pequeños propietarios (superficies inferiores a 200 hectáreas), no obstante, 5 iniciativas concentran el 63% de la superficie privada protegida a nivel nacional, con un área total de 1.044.655 hectáreas.


Respecto al tipo de gestor, añadió, el 80% corresponde a propietarios privados individuales, con más de 200 iniciativas. Sin embargo, acotó, son las fundaciones y las organizaciones no gubernamentales las que administran más de un millón de hectáreas de tierras privadas destinadas a la conservación.


Dentro de las actividades desarrolladas en las iniciativas de conservación privada, explicó, predominan la provisión de servicios ecosistémicos, la preservación, la investigación, el manejo de recursos naturales, el turismo de bajo impacto y la educación ambiental.


A su vez, agregó, el 25% de ellas se incorporan con territorios de valor ambiental, tales como humedales de importancia internacional o sitios protegidos por la Convención Ramsar y Sitios Prioritarios, entre otros. De igual modo, un 10% de la superficie de las iniciativas de conservación privada coincide territorialmente con Sitios Prioritarios para la conservación de la biodiversidad.


Por otro lado, manifestó, el 92% de los titulares de iniciativas de conservación privada encuestados declararon la disponibilidad para un reconocimiento formal del Estado de Chile, sin embargo, el 59% subordinó la idea a los posibles requisitos e incentivos estatales. Por el contrario, llamó la atención sobre el 33% restante que expresó interés en un reconocimiento oficial sin exigir incentivos a cambio.


En cuanto a las principales motivaciones para establecer una iniciativa de conservación privada en Chile, declaró, las intenciones más recurrentes son de índole altruistas, como el compromiso de colaborar con la conservación de la biodiversidad, o para preservar los recursos naturales y culturales, o por amor a la naturaleza.


Por su parte, expuso, sólo un 28% de los titulares de iniciativas de conservación privada entrevistados declaró tener objetivos claros asociados a un plan de trabajo, con metas y resultados verificables, asociados al proyecto de conservación.


Tanto es así, afirmó, que más del 60% de las iniciativas de conservación privada no presenta un plan de trabajo asociado al proyecto de conservación, evidenciando la ausencia de planificación en la adopción de decisiones sobre conservación. Por ello, instó, se requiere de incentivos para perfeccionar las capacidades técnicas de las iniciativas, desde definir un proyecto y desarrollar un plan de trabajo con objetivos y metas verificables, hasta la asistencia de una entidad técnica que acompañe dicho proceso.


Luego, comentó que la política pública nacional en materia de biodiversidad considera propuestas en elaboración, como la nueva Política Nacional de Conservación de la Biodiversidad; una indicación sustitutiva a presentar en la tramitación del proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas (Boletín N° 7487-12); y el Reglamento de Áreas Protegidas de Propiedad Privada.


Además, señaló, la política mencionada contempla la diversificación de instrumentos públicos de conservación en áreas protegidas, planes de conservación de especies, conservación de especies fuera del lugar de hábitat (ex situ), compensaciones de biodiversidad en el marco de la aplicación del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, erradicación de incentivos perversos, y, paisajes de conservación en zonas productivas, entre otros.


Sobre la presente iniciativa legal que crea el derecho real de conservación, destacó la sintonía de la nueva institución con el Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB), pues la conservación in situ – tanto pública como privada – es el instrumento más relevante de la Convención.


El derecho real de conservación, agregó, constituye un instrumento coadyuvante de la política pública en la conservación del patrimonio ambiental, por ello, aseveró, el Ministerio del Medio Ambiente considera la iniciativa como una contribución para la gestión y financiamiento de proyectos de conservación privados.   


En este sentido, apuntó, el derecho real de conservación es compatible y complementario, y a su vez independiente, de las prioridades de política pública en materia de biodiversidad, ya que no obsta a la conservación en zonas prioritarias, pudiendo utilizarse para ejecutar acciones de conservación en ellas.


Sin embargo, precisó, el nuevo instrumento propuesto no tendría efectos para el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, luego que se trata de un acuerdo privado de conservación y no corresponde a una nueva categoría de área puesta bajo protección oficial, aún más, alegó, los bienes raíces protegidos por el derecho real de conservación no se constituirían por sí mismo en sitios prioritarios para la conservación o en áreas con alto valor ambiental.


Si la figura jurídica propuesta en el presente proyecto de ley, agregó, evidencia un resultado favorable en su aplicación, bien podría concebirse para la conservación de otro tipo de patrimonios de relevancia para el país, como el patrimonio histórico.


Más en detalle, observó que el artículo 1° de la presente iniciativa legal hace referencia a la aplicación supletoria de la ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, no obstante, advirtió, no es claro el ámbito de aplicación, dado que se tratará de un derecho surgido de un acuerdo entre privados.


Respecto de los titulares del derecho real de conservación, indicó que podría considerarse al órgano público a cargo de la administración de las áreas protegidas del Estado como posible titular de dicho derecho, siempre, recalcó, en función del objeto de protección de un área determinada.


Finalmente, en cuanto a la duración del derecho real de conservación, propuso se considere la duración indefinida del derecho, asimilando la situación a las servidumbres voluntarias, ya que resulta más compatible con los fines de conservación pretendidos y con la autonomía de la voluntad de los contratantes; sin perjuicio de las causales de término anticipado procedentes, entre ellas, la renuncia del dueño del predio protegido previa compensación al titular del derecho real de conservación.


A continuación, el Honorable Senador señor Horvath, consultó por la consideración en el presente proyecto de ley de incentivos estatales dirigidos a privados administradores de sitios prioritarios para la biodiversidad.


A su vez, recordó las distintas ópticas de la conservación, valorando el aporte ecológico y ambiental, pero sin desconocer la capacidad económica de generar riqueza, como puede ser la construcción de infraestructura turística en un sector aledaño a un sitio protegido.


Por último, instó por la debida armonización de los intereses productivos y la conservación del patrimonio ambiental, evitando posiciones inconciliables que impidan el desarrollo de un área de la sociedad en desmedro de otra.


El Representante de The Nature Conservancy en Chile, señor Francisco Solís Germani expuso que la organización que representa forma parte de una agrupación mayor denominada Así Conserva Chile A.G., asociación gremial que reúne las iniciativas de conservación privada y de pueblos originarios en el país.


Así, destacó como proyectos de conservación asociados a la entidad: Hacienda El Durazno, Región de Coquimbo; Reserva Ecológica Oasis La Campana, Región de Valparaíso; Altos de Cantillana, Región Metropolitana; Las Cardillas y Comunidad Alto Huemul, Región de O’Higgins; Parque Eólico de Lebu y Red Conservacionista de Contulmo, Región del Biobío; Reserva de Nasampulli, Región de la Araucanía; Reserva Costera Valdiviana, Región de Los Ríos; Red de Parques Indígenas Mapu Lahual, Parque Juan Melillanca Naguian y Parque Katalapi, Región de Los Lagos; y Reserva Natural Patagonia Sur,  Aumén y Punta de Vitts, Región de Aysén.


La idea de establecer un derecho real de conservación, afirmó, surge en el derecho anglosajón con iniciativas de conservación privada como la creación del Boston Common en 1634, el parque público más antiguo de los Estados Unidos.


En la actualidad, señaló, el tema ambiental es un tema contingente, como lo demuestra una encuesta elaborada por Edelman Good Purpose, una organización dedicada al estudio de las actitudes de los consumidores en relación con los propósitos sociales, que ubicó a la protección del medio ambiente como la mayor preocupación social en el mundo, con un apoyo de un 86% de los encuestados.


Por otro lado, indicó, la conservación ha cambiado su concepción original asociada a un costo oneroso para los países, o más bien un lujo de naciones desarrolladas. Un estudio del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) elaborado en conjunto con The Nature Conservancy (TNC), concluyó que la relación entre beneficios y costos de conservar es de 25 a uno, es decir, por cada peso que se invierte en conservación, retornan 25 a la sociedad.


La idea promovida por la organización que representa, precisó, es conservar no preservar, concepto que armoniza la protección y uso apropiado de los recursos naturales y sus beneficios, con participación voluntaria de actores privados.


El Director del Centro de Derecho de Conservación, señor Jaime Ubilla, explicó, por su parte, que diversos informes emanados de la Convención de Biodiversidad (CBD) revelan que las metas establecidas para el año 2010 no fueron cumplidas, principalmente, por dificultades en la implementación a nivel local, ya que no ha habido capacidad de generar procesos ciudadanos de iniciativas de conservación privada.


Así, sostuvo, surge la necesidad de establecer el derecho real de conservación, cuyos pilares básicos permiten dotar de eficiencia económica al sistema, pues para lograr la conservación de un ecosistema puntual, no es necesario adquirir todos los atributos del derecho de propiedad, reduciendo los costos de transacción.


En segundo término, acotó, facilita la integración de diversos intereses porque sobre un mismo predio pueden coexistir diversos derechos reales de conservación, por ejemplo, graficó, la asociación de hoteleros de una zona lacustre puede interesarse en proteger el paisaje de predios colindantes pertenecientes a terceros, por medio del derecho real de conservación, pues el rubro que desarrollan se beneficia directamente del paisaje protegido.


A su vez, continuó, podría interesarse en proteger el lago una asociación de acuicultores de aguas abajo que se beneficia por la capacidad de la cuenca, luego, una universidad podría pretender el acceso a la bioprospección de información biogenética en la flora para desarrollar ciencia o nuevos productos biomédicos, y así, sucesivamente.


De esta forma, aseguró, el sistema propuesto en el presente proyecto de ley puede generar reflexividad social y creación de conocimiento, es decir, que todos los integrantes de la comunidad coparticipen en un ecosistema, en el ejemplo: los hoteleros, los acuicultores y la Universidad, como titulares de distintos intereses intangibles parciales; cofinanciando la conservación y acordando un plan de manejo del área protegida, sin privar al titular original del derecho de propiedad del dominio del bien raíz.


Lo anterior, agregó, revela un tercer fundamento para el establecimiento del derecho real de conservación, la concepción de la biodiversidad como un capital natural y no como un gravamen. El titular del dominio del bien a conservar, aseveró, puede gozar de un incremento económico en la valorización del bien, si observa los diferentes intereses intangibles que se pueden beneficiar de la protección del predio, generando riqueza. Por ello, alegó, el derecho real de conservación debe ser concebido como un activo y no como una carga.


El Representante de The Nature Conservancy en Chile, señor Francisco Solís Germani, retomó su exposición advirtiendo sobre la paradoja nacional existente entre la protección de la biodiversidad y las áreas silvestres protegidas.


Al respecto, indicó que la mayor cantidad de especies nacionales se concentran entre las zonas del norte-centro (Región de Coquimbo) y centro-sur de Chile (Regiones de O’Higgins, Maule, Biobío, La Araucanía, Los Ríos y Los Lagos). Por el contrario, señaló, la mayor cantidad de territorio silvestre protegido se ubica en los extremos norte y sur del país (Regiones de Arica, Parinacota, Aysén y Magallanes).


Motivo, apuntó, que hace urgente la creación de nuevas zonas de conservación en el área central del país para una mayor protección de la biodiversidad, objetivo que se puede lograr con iniciativas privadas amparadas en el derecho real de conservación.


Luego, se refirió a un estudio del año 2013 encargado por el Ministerio del Medio Ambiente, denominado “Diagnóstico y Caracterización de las Iniciativas de Conservación Privada en Chile”, que arrojó como resultado la existencia de 308 iniciativas de conservación privadas, que cubren 1.651.916 hectáreas.


La mayor parte de ellas, acotó, se concentra en las Regiones de Los Lagos, Aysén y Magallanes, con un total aproximado de 1.000.000 de hectáreas; por otro lado, la Región de Tarapacá es la única que no presenta iniciativas de esta índole.


Asimismo, añadió, más del 60% de las iniciativas de conservación privadas se desarrollan en pequeñas propiedades (menos de 200 hectáreas), sin embargo, la atención la captan las cinco iniciativas que concentran más del 60% de la superficie total de áreas protegidas.


En cuanto al tipo de gestor, manifestó que el 80% corresponde a propietarios particulares, 6% a corporaciones o fundaciones, 5% a empresas y sociedades, y 3% a comunidades indígenas. 


Respecto a la voluntad de reconocimiento oficial de los gestores de iniciativas de conservación privada, apuntó que el 92% declara estar disponible, de los cuales, el 58% manifestó que lo haría dependiendo de los requisitos o incentivos, especialmente tributarios, y el 33% restante expresó interés sin exigir incentivos a cambio.


También aludió a la correspondencia de las iniciativas de conservación privadas con áreas de alto valor ambiental. En Chile, señaló, el 25% de las iniciativas se incorporan con territorios de alto valor ambiental o sitios prioritarios, lo que permite dar cumplimiento a la Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas, conocida como Convenio de Ramsar.


Por otra parte, declaró, la superficie del 44% de las iniciativas privadas de conservación coinciden con sitios prioritarios de conservación de la biodiversidad comprendidos en las Estrategias Regionales de Biodiversidad, así como el 11% representan iniciativas de conservación promovidas por pueblos originarios, con un total aproximado de 257.412 hectáreas.


No obstante lo expuesto, sostuvo, se han detectado diversas carencias que afectan el desarrollo de la conservación en el país, principalmente, asociadas al financiamiento y a la ausencia de estructuras y entidades técnicas acompañantes.


Para superar tales dificultades, precisó, se debe avanzar en tres áreas: marco legal, ámbito donde se encuentra el establecimiento del derecho real de conservación, en conjunto con el Reglamento de Áreas Protegidas Privadas que prepara actualmente el Ejecutivo; incentivos, tanto exenciones tributarias como subsidios sectoriales; e institucionalidad, con la creación de entidades de conservación (Land Trust), similares a la organización Así Conserva Chile A.G.


Enseguida, el señor Solís se refirió a las características del derecho real de conservación que pretende establecer la presente iniciativa legal, el que, detalló, se basa en un acuerdo eminentemente voluntario entre privados, que reconoce y mantiene la propiedad privada; es flexible, pues puede aplicarse a todo o parte de un predio; transferible; complementario al cumplimiento de metas nacionales de conservación; no representa mayor costo para el Estado; y fortalece el rol de la sociedad civil.


El instrumento, especificó, funciona de la siguiente manera. El propietario conviene un derecho real de conservación con una entidad de conservación privada, se define de común acuerdo el área o los atributos del área sujetos al derecho de conservación, luego las entidades fijan estándares de conservación y abogan por incentivos económicos para conservar el área protegida, y finalmente, el Estado facilita incentivos, promueve recursos públicos y privados para la conservación, y además, fija prioridades donde radicar este instrumento.


Sobre la estructura de la iniciativa legal, explicó que el artículo 1° del proyecto de ley remite en materia de definiciones a la ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente y al Código Civil, en su artículo 2° define el derecho real de conservación, como el derecho que se constituye de manera voluntaria por el propietario de un inmueble sobre el mismo, en virtud del cual se establece uno o más de los gravámenes señalados en el artículo 7°, en beneficio de la conservación del patrimonio ambiental de acuerdo a la normativa vigente, y cuyo ejercicio queda especialmente entregado a una persona jurídica determinada.


El artículo 3°, continuó, señala como características principales del derecho real de conservación las siguientes: el objeto del derecho es un inmueble, el derecho es distinto e independiente del dominio del bien raíz sobre el cual recae, es oponible a terceros, establece ciertas formalidades, determina quienes pueden ser titulares del derecho (corporaciones, fundaciones, centros de investigación, universidades), entre otras.


Por su parte, señaló, el artículo 6° y 7°, respectivamente, establecen el contrato constitutivo y los gravámenes que se pueden imponer al inmueble, entre ellos, restricciones o prohibiciones a destinar el inmueble a uno o más determinados giros inmobiliarios, comerciales, turísticos, industriales, de explotación agrícola, forestal o de otro tipo.


De igual modo, agregó, el mismo artículo 7° establece obligaciones de hacer, como hacerse cargo o de contratar servicios para la mantención, limpieza, descontaminación, reparación, resguardo, administración o uso y aprovechamiento racionales del bien raíz; o bien, ejecutar o supervisar un plan de manejo acordado en el contrato constitutivo.


Con todo, añade el artículo referido, el derecho real de conservación no podrá afectar la constitución ni el legítimo ejercicio de los derechos de aprovechamiento de aguas, de las concesiones mineras, eléctricas u otros que se otorguen de acuerdo a la ley, ni de las servidumbres, permisos, cargas o gravámenes que se puedan imponer, conferir o autorizar en conformidad a la normativa aplicable.


En aspectos generales, acotó, los demás artículos se refieren a las menciones del contrato; el procedimiento de inscripción; la transferencia del derecho real de conservación; los derechos específicos del dueño del inmueble; conflicto de intereses; demanda de reemplazo del titular, terminación del derecho o ejecución forzada del contrato si procediere; modificaciones del derecho real de conservación; prelación de derechos sobre el inmueble; y terminación del derecho real de conservación.


El Director del Centro de Derecho de Conservación, señor Jaime Ubilla, a su turno, compartió la inquietud de la Ministra del Medio Ambiente respecto a la posibilidad de incorporar en el presente proyecto de ley una modificación que habilite a las partes para acordar un derecho real de conservación de carácter indefinido sobre un bien raíz determinado, con la posibilidad de terminar anticipadamente el contrato por la concurrencia de una causal establecida en la ley.


Lo anterior, explicó, porque a diferencia de los derechos reales establecidos en el Código Civil, el derecho real de conservación no tendría un carácter de gravamen, sino más bien, sería concebido como un activo o capital natural capaz de crear riqueza. En consecuencia, afirmó, no limitaría la circulación de los bienes, principio que inspiró el espíritu del Código Civil de limitar temporalmente los gravámenes, sino por el contrario, la promovería, justificando la capacidad de las partes para acordar un derecho temporalmente indefinido, sin perjuicio de gozar de un mecanismo de terminación anticipada de contrato.


El Honorable Senador señor Navarro, por su parte, valoró la iniciativa legal, pero adelantó ciertas dudas en aspectos relacionados con la distinción entre preservación y conservación, pues, si bien no es contrario a la interacción de diversas actividades humanas en un predio protegido, incluso la económica, ciertas áreas del territorio nacional no debieran ser intervenidas por su alto valor ambiental.


De igual manera, manifestó preocupación por el destino del bien raíz protegido por un derecho real de conservación, una vez terminado el contrato que originó ese derecho, dado que el inmueble conservado adquiriría un mayor valor por su cualidad ambiental, que sólo aprovecharía el titular del derecho de dominio. Asimismo, puntualizó, en caso que el Estado pretenda expropiar el bien para su conservación, no sería justo, en su opinión, que pagase el precio de ese mayor valor.


Finalmente, consultó por dos temas. Primero, si el proyecto de ley considera a los futuros titulares del derecho real de conservación como sujetos obligados al pago del impuesto territorial, y luego, si la iniciativa legal contempla la posibilidad que una empresa sea propietaria de un bien raíz, y a su vez, mediante una corporación o fundación sea titular de un derecho real de conservación sobre ese mismo inmueble, caso similar al del ciudadano Douglas Tompkins y la Fundación Pumalín.


El Director del Centro de Derecho de Conservación, señor Jaime Ubilla, precisó, que la proposición del presente proyecto de ley se enmarca en un contexto internacional liderado, principalmente, por la Convención sobre la Diversidad Biológica (CDB), instrumento internacional de amplio consenso mundial.


Dicha convención, agregó, estableció una serie de herramientas, como la conservación in situ por medio de la protección de determinadas áreas, reconociendo a la conservación pública y privada como mecanismo relevante de protección de la biodiversidad.


Luego de la firma de la convención mencionada, declaró, las partes observaron el incumplimiento de los objetivos trazados el año 1992, motivo por el cual, los firmantes se reúnen nuevamente el año 2002 para determinar nuevos objetivos, propósito alcanzado mediante el documento denominado Plan Estratégico 2010 (Biodiversity Target 2010).


Sin embargo, expresó, dicho plan nuevamente fracasó, como consta en el documento denominado Outlook 3 2010, donde se describen los obstáculos presentados para lograr el objetivo de conservar la biodiversidad. Entre ellos, afirmó, se destacan problemas institucionales de implementación local a nivel de cada país, dificultad para involucrar a todos los grupos de interés de cada comunidad y complejidad para generar conocimiento respecto a la biodiversidad.


Por tal razón, aseguró, una de las metas que los participantes de la Convención se propusieron en la reunión sostenida en Aichi, Japón, y fijada en el Plan Estratégico 2011-2020, fue buscar la manera de promover la interacción de todos los sujetos interesados; generar conocimiento y flujo de información; y fomentar nuevas alternativas de conservación de biodiversidad y uso sustentable de los recursos naturales.


No obstante, alegó, a su juicio, el Plan Estratégico 2011-2020 continuó enfatizando la estrategia del período 2002-2010, pues insiste en perfeccionar los mecanismos de implementación de la Convención, sin entender la necesidad de elaborar una nueva estrategia de carácter integral, que considere a los distintos sectores de la comunidad en torno a la conservación de la biodiversidad.


Lamentablemente, añadió, a nivel global el Derecho ha sido incapaz de abordar la anterior problemática, porque si bien la Convención y las leyes a nivel nacional se han propuesto lograr tales objetivos, finalmente, no se alcanzan, evidenciando la existencia de una brecha entre marco normativo, esfuerzos políticos y realidad social, fracaso del derecho regulatorio que ha dado origen a nuevos modelos denominados post regulatorios.


A pesar de la riqueza dogmática de la Convención, precisó, cuando desciende a los sistemas normativos tradicionales de los países contratantes, específicamente, en materia de conservación in situ, aterriza en uno de los instrumentos más conservadores y rígidos que existen, el derecho de propiedad, entendido en su concepción tradicional, como un derecho absoluto, exclusivo y excluyente.


Tal mecanismo, detalló, genera una estrategia binaria entre el dueño y los terceros no poseedores, surgiendo una de serie de problemas de difícil solución. Autores como Elinor Ostrom, indicó, han intentado buscar una explicación proponiendo un sistema de gobernanza de los bienes comunes.


Intangibles ecosistémicos como el agua, explicó, son incapaces de ser capturados por el derecho de propiedad tradicional, pues éste sólo captura elementos básicos del bien apropiado, pero no los intangibles que a veces superan los límites del derecho de propiedad tradicional.


En general, señaló, el derecho de propiedad no promueve un sistema interrelacionado de comunicación y conocimiento, sino más bien, genera conductas estratégicas de las partes con monopolios bilaterales, bien sea propiedad estatal (parques nacionales) o privada, produciéndose un desfase conceptual entre la Convención de Diversidad Biológica (CDB) y la noción tradicional del derecho de propiedad.


En un breve análisis económico del derecho real de conservación, aseveró, se puede apreciar un comportamiento más eficiente de la institución propuesta en la presente iniciativa legal, que el uso del concepto del derecho de propiedad tradicional.


Crear un derecho especifico, sostuvo, capaz de capturar intangibles, y a su vez, habilitar sobre el mismo espacio la existencia de distintos titulares que interactúan y financian el predio, le permite al propietario mantener el dominio sobre el inmueble, reduciendo los costos de transacción y generando financiamiento desde los diversos ámbitos beneficiados por los servicios ecosistémicos del lugar (sectores productivos, de investigación, conservación, turismo, etc.).


Afirmó que aunque la economía parte del supuesto equivocado de existencia de información, el análisis social, en cambio, aborda estos problemas complejos desde un ámbito multidimensional que exige el diseño de un derecho flexible, capaz de capturar activos que deben ser configurados distintamente para el cumplimiento de diversas funciones o servicios ecosistémicos.


Para crear tal flexibilidad, continuó, era necesario alinear el lenguaje económico con los discursos sociales provenientes del área turística, ecológica o agrícola, donde se reflejara el derecho como un activo o capital natural y no como un gravamen, liberándolo de la limitación temporal del Código Civil porque no se impide la circulación de la riqueza, sino por el contrario, se crea.


En resumen, declaró, el derecho real de conservación motiva la cooperación e interacción de distintos sujetos en un mismo espacio territorial mediante la prevalencia de los servicios ecosistémicos,  posibilitando la comunicación del conocimiento y la creación de nuevas posibilidades de uso sustentable de tales servicios, cooperación que permite el financiar la conservación y no sólo extraer recursos naturales.


Luego, el Director de Así Conserva Chile A.G., señor Diego Urrejola, expuso que dicha organización corresponde a una asociación gremial de iniciativas de conservación en áreas privadas y de pueblos originarios de Chile, que nace de una asamblea general constitutiva celebrada en Valdivia, en octubre de 2010, como resultado de un proceso de reuniones sostenidas durante varios años por diferentes personas, instituciones, fundaciones y empresas ligadas a la conservación ambiental.


La idea de formar una asociación, mencionó, nace de la necesidad de apoyo mutuo e intercambio de conocimientos y experiencia en áreas tales como: gestión territorial, manejo y uso sustentable de predios, investigación científica, programas de restauración de ecosistemas, rescate cultural, turismo sustentable y educación ambiental.


Los objetivos de Así Conserva Chile A.G., señaló, son promover e impulsar el desarrollo sustentable apoyando la creación e implementación de áreas protegidas privadas y de pueblos originarios en conjunto con distintas personas naturales y/o jurídicas interesadas en conservación de la biodiversidad, desarrollo económico e integración de la comunidad.


La visión del organismo, manifestó, es integrarse a un sistema nacional de áreas protegidas que incorpore tanto áreas públicas como iniciativas de conservación en áreas privadas y de pueblos originarios.


Por ello, aseguró, son diversos actores sociales los que participan de la asociación, desde individuos, familias, medianos y pequeños propietarios, comunidades de conservación, universidades, comunidades rurales, pueblos originarios, organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales, a empresas privadas con y sin fines de lucro.


El año 2010, apuntó, fueron 38 los socios fundadores, titulares de 22 iniciativas de conservación en áreas privadas protegidas, que cubrían una superficie total de 200.000 hectáreas. A octubre del año 2013, enfatizó, ya eran 50 socios, titulares de 35 iniciativas que casi alcanzaban las 600.000 hectáreas protegidas.


En la actualidad, declaró, en Chile existen más de 300 iniciativas de conservación en áreas privadas y de pueblos originarios que abarcan más de 1.600.000 hectáreas. El desafío para el año 2015, puntualizó, es superar los 300 miembros y alcanzar las 900.000 hectáreas protegidas.


El objetivo de las áreas protegidas de propiedad privada y de pueblos originarios, manifestó, es conservar la biodiversidad, promover servicios ecosistémicos, aportar al desarrollo sustentable de Chile, crear desarrollo económico y de regiones, contribuir al cuidado de la belleza paisajística, participar de la educación ambiental e investigación científica y promover el rescate cultural en el país.


En ese sentido, afirmó, Así Conserva Chile A.G. contribuye a la conservación de áreas protegidas en la zona central del país complementando la acción pública de la Nación, ya que los ecosistemas protegidos por el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE), se concentran mayoritariamente en zonas extremas.


Asimismo, destacó la simbiosis entre conservación ambiental y aporte cultural desarrollada por distintas comunidades de pueblos originarios, citando como ejemplos el Parque Juan Melillanca Naguian y la Red de Parques Indígenas Mapu Lahual.


No obstante los objetivos loables reseñados, advirtió que los costos de conservación efectiva de buena calidad superan en amplio margen los ingresos obtenidos por los titulares de las iniciativas (cercado, guardaparques, capacitación, investigación científica, restauración, educación, infraestructura, defensa legal y costo de oportunidad).


Por tal motivo, alertó, si el Estado no apoya ni se compromete con las iniciativas de conservación en áreas privadas y de pueblos originarios, la protección del capital natural seguirá recayendo en la convicción y buena voluntad de los custodios.


En otro ámbito, subrayó la participación de la asociación gremial en diversos proyectos relacionados con la protección del medio ambiente. Por ejemplo, comentó, uno de los siete pilares de la estrategia de promoción turística elaborada por el Consejo Consultivo de Promoción Turística – promover y difundir la industria turística sustentable y certificada en los mercados extranjeros – fue impulsado por Así Conserva Chile A.G.


Asimismo, la organización participó en el proyecto de diagnóstico y caracterización de iniciativas de conservación privada en Chile, desarrollado por la Fundación Senda Darwin en colaboración con Así Conserva Chile A.G., en el marco del proyecto denominado “Creación de un Sistema Nacional e Integrado de Áreas Protegidas para Chile: Estructura Financiera y Operacional”. 


En la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO), agregó, concurrió a los proyectos de plataforma para la gestión y comercialización asociativa del turismo en iniciativas de conservación privadas de tres eco regiones de Chile y nodo de emprendimientos sustentables en áreas protegidas voluntarias.


Los desafíos de Así Conserva Chile A.G., concluyó, son colaborar en la discusión del proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas, el que crea el Servicio Forestal, el que establece el derecho real de conservación y la futura ley única de donaciones, así como otras iniciativas legales de su interés.


También son desafíos, añadió, instalar la conservación de la biodiversidad como eje fundamental de los lineamientos estratégicos del Consejo Consultivo de Promoción Turística; y por último, apuntar a un cambio de paradigma, donde la visión de mediano plazo sea reemplazada por una proyección más prolongada y global, y la protección de la biodiversidad se constituya en un interés público, aun cuando sea en terrenos de propiedad privada o perteneciente a pueblos originarios.


Luego, el Honorable Senador señor Horvath consultó si el presente proyecto de ley considera un sistema de incentivos tributarios para promover la protección de la biodiversidad.


El Honorable Senador señor Navarro, a su turno, preguntó por la participación del Estado en países donde actualmente funciona la institución del derecho real de conservación.


El Representante de The Nature Conservancy en Chile, señor Francisco Solís Germani, respondió que se ha intentado promover un sistema de incentivo estatal en varias oportunidades, una de ellas asociada a la presente iniciativa legal, mediante una estrategia de incentivo fiscal para la conservación en terrenos privados asociados al derecho real de conservación.


Sin embargo, expresó, durante la tramitación del proyecto de ley en la Cámara de Diputados observaron el efecto limitado que tendría la iniciativa, motivo por el cual, prefirieron unirse a propuestas más amplias, como la promoción de las últimas modificaciones a la actual ley de donaciones, momento donde, lamentablemente, no pudieron incluir la conservación del patrimonio natural como parte de la conservación del patrimonio en general, tal como lo reconoce la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO).


Sobre la otra consulta, manifestó que en algunos modelos donde se ha instaurado el derecho real de conservación, el rol del Estado ha sido relevante porque ha impulsado este nuevo instrumento legal mediante el aporte de incentivos tributarios para focalizar el uso de esta herramienta en lugares donde el Estado no puede llegar o le resulta más costoso. Paradójicamente, puntualizó, el movimiento de conservación privada en los Estados Unidos ha progresado por la decisión del Estado de incentivar la actividad.

La Honorable Senadora señora Allende, expresó su acuerdo con la presente iniciativa, señalando que la considera un positivo avance en materia de protección del medio ambiente, integrando el interés privado por la conservación ambiental con el deber del Estado de preservar el patrimonio natural.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó su preocupación por el establecimiento de áreas protegidas sobre concesiones marítimas sin sujeción a control oficial, en especial, por los hechos lamentables sucedidos con ocasión de la explotación de la industria salmonera en la Región de Los Lagos.

ACUERDO DE LA COMISIÓN

--Puesto en votación el proyecto, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señor Antonio Horvath Kiss (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señor Alejandro Navarro Brain.
- -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales os propone aprobar en general:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1°.- Normativa aplicable. Establécese un derecho real, denominado derecho real de conservación, regulado por esta ley.


Se aplicarán las definiciones comprendidas en el artículo 2° de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, así como, en forma supletoria, las demás disposiciones de dicho cuerpo legal.


En lo no previsto por esta ley  ni por el contrato constitutivo, se aplicarán al derecho real de conservación, en lo que fuere procedente, los artículos 826, 828, 829 y 830 del Código Civil.


Artículo 2°.- Definiciones. El derecho real de conservación es el que se constituye de manera voluntaria ´por el propietario de un inmueble sobre el mismo, en virtud del cual se establece uno o más de los gravámenes señalados en el artículo 7°, en beneficio de la conservación del patrimonio ambiental de acuerdo a la normativa vigente, y cuyo ejercicio queda especialmente entregado a una persona jurídica determinada.


Se denomina inmueble o bien raíz gravado aquel sobre el cual recae el derecho real de conservación; y titular, la persona jurídica diferente del dueño a la cual queda entregado el ejercicio del derecho.


Artículo 3°.- Características. El derecho real de conservación es inmueble; distinto e independiente del dominio del bien raíz gravado, y oponible a terceros.


Es además transferible, indivisible e inseparable del inmueble o de la parte de él que se grava, y se puede constituir sobre cualquier inmueble de propiedad privada.


El derecho real de conservación producirá sus efectos desde su inscripción en el Conservador de Bienes Raíces respectivo.


Artículo 4°.- Titulares. Sólo podrán ser titulares las siguientes personas jurídicas que se encuentren incorporadas en el Registro a que se refiere el artículo siguiente:


1.- Las corporaciones y fundaciones constituidas con sujeción al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, siempre que tengan como objeto principal, tanto conforme a sus estatutos como a su actividad práctica, la conservación del patrimonio ambiental o la contribución y el fomento a la educación, investigación, capacitación o formación de conciencia sobre la ecología, el cuidado del ambiente  y los recursos naturales.


2.- Las corporaciones y fundaciones que hayan sido autorizadas para desarrollar actividades en Chile, de conformidad al artículo 34 del Reglamento sobre Concesión de Personalidad Jurídica a Corporaciones y Fundaciones, contenido en el decreto N° 110, de 1979, del Ministerio de Justicia, siempre que cumplan con la exigencia descrita en el número 1 precedente en cuanto a su objeto.


3.- Los centros de investigación, registrados conforme a la ley N° 20.241.

4.- Las universidades acreditadas.


Artículo 5°.- Registro. Para los efectos de esta ley, las organizaciones interesadas en ser titulares de un derecho real de conservación, deberán solicitar su incorporación al Registro que, para estos efectos, llevará el Ministerio del Medio Ambiente.


El Ministerio del Medio Ambiente deberá inscribir a todas aquellas organizaciones interesadas que acrediten poseer la calidad jurídica de alguna de las entidades descritas en el artículo precedente.


El Registro será público y estará sujeto a las disposiciones de la ley N° 20.285.


Artículo 6°.- Contrato constitutivo. El contrato que establece el derecho real de conservación deberá celebrarse por escritura pública entre el dueño del bien raíz que se pretende gravar y alguno de los titulares incorporados en el Registro. Deberá expresar el acuerdo destinado a constituir el derecho real de conservación e incluir, a lo menos, las menciones del artículo 8°.


El contrato otorgado por escritura pública servirá como título para requerir la inscripción en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente.


Artículo 7°.-  Gravámenes al inmueble. En el contrato a que se refiere el artículo anterior, se establecerán gravámenes al inmueble, que deberán tener como finalidad la conservación del patrimonio ambiental. Para tal efecto las partes deberán acordar al menos una de las siguientes prohibiciones, restricciones y obligaciones:


1.- Restricción o prohibición de destinar el inmueble a uno o más determinados giros inmobiliarios, comerciales, turísticos, industriales, de explotación agrícola, forestales o de otro tipo.


2.- Obligación de hacerse cargo o de contratar servicios para la mantención, limpieza, descontaminación, reparación, resguardo, administración o uso y aprovechamiento racionales del bien raíz.


3.- Obligación de ejecutar o supervisar un plan de manejo acordado en el contrato constitutivo, con miras al uso y aprovechamiento racionales de los recursos naturales del inmueble gravado, dentro del marco de un uso sostenible de los mismos.


Se podrán fijar límites de montos para las obligaciones pecuniarias que se acuerden, así como convenir plazos diferentes para el cumplimiento de los distintos gravámenes que se establezcan. No se podrá diferir el nacimiento del derecho real de conservación para después de su inscripción.


Con todo, el derecho real de conservación no podrá afectar la constitución ni el legítimo ejercicio de los derechos de aprovechamiento de aguas, de las concesiones mineras, eléctricas u otros que se otorguen de acuerdo a la ley, ni de las servidumbres, permisos, cargas o gravámenes que se puedan imponer, conferir o autorizar en conformidad a la normativa aplicable.


Sin perjuicio de las normas de carácter general, serán nulos los contratos en que se estipulen gravámenes al inmueble: a) que no sean específicos; b) que sólo consistan en obligarse a cumplir normas vigentes,  o c) que no se ajusten a lo dispuesto en esta ley.


Artículo 8°.- Menciones del contrato. El contrato deberá contener, a lo menos, lo siguiente:


1.- Individualización completa del propietario del inmueble y del titular; 


2.- Identificación clara y precisa del o de los bienes raíces gravados, con sus correspondientes deslindes. Se deberá anexar un plano, suscrito por los comparecientes, en que se grafique el inmueble o la parte de él que se grave, y que se entenderá formar parte del contrato. El plano deberá cumplir los siguientes requisitos: 


a) Deberá indicar los datos de inscripción del bien raíz en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces competente, su ubicación y la región, provincia y comuna a que pertenezca, y 


b) Deberá incluir los deslindes del inmueble, identificando cada uno de los vértices del perímetro del bien raíz en coordenadas U.T.M., utilizando al efecto el mismo procedimiento contemplado en la Ley de Concesiones Mineras y su reglamento.

3.- La declaración de si la constitución es a título gratuito u oneroso. En este último caso, se deberá señalar el monto de dinero u otras contraprestaciones que las partes acuerden;


4.- Indicación del o de los gravámenes acordados;


5.- El derecho real de conservación durará como mínimo quince años y como máximo cuarenta años, y 


6.- Si el derecho se constituye a favor de dos o más titulares, o si el o los bienes raíces gravados pertenecen a dos o más dueños, se deberá indicar en el contrato las obligaciones y derechos de cada uno.


Artículo 9°.-  Inscripción. Esta se ajustará a las siguientes reglas:


1) La inscripción del contrato en que se establece el derecho real de Conservación en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces, así como sus modificaciones, es requisito, prueba y garantía del derecho real de conservación, y sin ella no producirá efecto alguno y será inoponible a terceros; 


2) Dentro del plazo de sesenta días corridos, contado desde la fecha de celebración del contrato constitutivo, se deberá requerir la mencionada inscripción en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces en cuyo territorio esté situado el inmueble. Si el bien raíz gravado perteneciere a varios territorios, deberá inscribirse en todos los conservadores competentes. Asimismo, si el derecho gravase a dos o más inmuebles, deberá practicarse la inscripción en los Registros correspondientes respecto de cada uno de ellos, y


3) La inscripción deberá incluir a lo menos las menciones enumeradas en el artículo anterior y, además, en lo que corresponda, lo establecido en el artículo 78 del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces.


El Conservador de Bienes Raíces competente practicará, de oficio, una anotación al margen de la inscripción del inmueble en el Registro de Propiedad, en la que se  dé cuenta de la constitución del derecho real de conservación. Deberá igualmente practicar esta anotación marginal si se produce la modificación, transferencia o terminación del derecho. En el caso de que un inmueble fuere gravado parcialmente, al requerir la inscripción ante el Conservador de Bienes Raíces se deberá acompañar el plano referido en el artículo 8°, numeral 2, para que sea archivado.


Los titulares deberán informar al Ministerio del Medio Ambiente la constitución, modificación o terminación de un derecho real de conservación remitiendo para estos efectos una copia de la inscripción en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces correspondiente.


Artículo 10.- Transferencia. La transferencia a cualquier título del derecho real de conservación requerirá autorización previa del propietario del inmueble. El respectivo acto o contrato deberá celebrarse por escritura pública y practicarse la pertinente inscripción. A este respecto se aplicarán, en lo que corresponda, los artículos 6°, 8°, 9° y 14.


Si la transferencia se verifica por orden judicial o de la autoridad pública competente, la resolución respectiva será considerada como título translaticio.


En todo caso, sólo se podrá transferir el derecho a las personas jurídicas mencionadas en el artículo 4°.


Artículo 11.- Derechos del dueño del inmueble. El propietario del inmueble tendrá los siguientes derechos:


1.- Exigir el cumplimiento forzado de las obligaciones legales y contractuales del titular derivadas del derecho real de conservación y, en su caso, solicitar las indemnizaciones que procedan.


2.- Demandar el reemplazo del titular conforme a lo prevenido en el artículo 13.


3.- Elegir a la persona jurídica que reemplazará al titular original, según lo dispuesto en el artículo 13.


4.- Los demás que esta ley, otras normas o el contrato constitutivo establezcan.


Artículo 12.- Conflicto de intereses. No se podrá constituir el derecho real de conservación, ni el titular podrá aprobar, celebrar o llevar a cabo actos, contratos, negociaciones u operaciones relativos a dicho derecho cuando el dueño del bien raíz y el titular estén relacionados en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, ni cuando exista un interés patrimonial directo del presidente, director, administrador, gerente, ejecutivo principal o de cualquier otra persona que represente legal o convencionalmente al titular o que tenga facultades de administración o dirección a su respecto. No obstante, si la decisión correspondiere a un órgano de carácter colegiado, podrá darse la autorización, siempre que el miembro que tenga interés se inhabilite para la votación y que se ejecute en condiciones objetivas y de mercado.


Esta regla se aplicará también cuando en la constitución del derecho, exista interés patrimonial directo del cónyuge de la persona interesada, o de algún pariente por consanguinidad o afinidad en línea recta hasta el segundo grado y colateral hasta el cuarto grado inclusive, o de una sociedad o empresa en la cual sea gerente, director, presidente, representante, administrador o dueño directo o a través de otras personas naturales o jurídicas de un diez por ciento o más de su capital.

La contravención a esta norma dará derecho al afectado para demandar el reemplazo del titular, tratándose del propietario del bien raíz gravado, y a poner término al derecho real de conservación, cualquiera sea la parte afectada, en la forma descrita en el artículo 13, todo ello sin perjuicio de demandar indemnización de los daños ocasionados.


Artículo 13.- Demanda de reemplazo del titular, terminación del derecho o ejecución forzada del contrato si procediere. El dueño del inmueble gravado podrá solicitar judicialmente que se ordene el reemplazo del titular, que se ponga término al derecho real de conservación o la ejecución forzada del contrato si así procediere, en caso de que éste incumpliere sus obligaciones. A su vez, el titular podrá demandar judicialmente tanto la terminación del derecho como la ejecución forzada del contrato si procediere, cuando el propietario del bien raíz gravado infringiere sus obligaciones.

Si procediere el reemplazo, el propietario tendrá derecho a elegir al nuevo titular, en el mismo procedimiento judicial, dentro de la lista de entidades incorporadas al Registro a que se refiere el artículo 5°. Ésta deberá expresar en el mismo juicio su aceptación o rechazo, dentro de veinte días hábiles contados desde su notificación. En caso de rechazo o si no se pronunciare, el propietario nombrará a otra persona del Registro, la que deberá dar respuesta en la misma forma y plazo, y así sucesivamente.


El nuevo titular deberá ceñirse a los términos y condiciones estipulados en el contrato constitutivo, a menos que acuerde su modificación con el dueño del bien raíz gravado, con sujeción a las formalidades exigidas para su constitución.


Artículo 14.- Modificaciones. Si el contrato fuese modificado de cualquier forma, se deberá requerir la inscripción de la modificación, así como la anotación al margen de la inscripción constitutiva. Si no se practica la inscripción, el cambio o modificación no producirá ningún efecto.


La inscripción se ajustará, en lo que proceda, al artículo 9°.


Artículo 15.- Prelación de derechos sobre el inmueble. Si se hubieren constituido hipotecas, servidumbres u otros derechos reales, garantías o gravámenes voluntarios sobre todo o parte del inmueble, con anterioridad a la inscripción del derecho real de conservación, este último no podrá restringir, alterar, oponerse ni impedir el legítimo ejercicio de aquellos. Si en virtud de la ejecución de una hipoteca el bien raíz gravado fuere transferido, se extinguirá el derecho real de conservación.



En el caso que las hipotecas, servidumbres u otros derechos reales, garantías o gravámenes voluntarios  fueren constituidos con posterioridad a la inscripción del derecho real de conservación, aquellos le serán inoponibles, debiendo el derecho real de conservación ser íntegramente respetado por el acreedor, dueño del predio dominante y cualquier tercero, todo ello sin perjuicio de lo establecido  en el inciso tercero del artículo 7°.


Artículo 16.- Terminación del derecho real de conservación. Este termina por:


1.-Expiración del plazo.

2.-Transferencia del bien raíz gravado, en el caso del artículo 15, inciso primero.

3.-Revocación por fraude.

4.-Declaración judicial de terminación.

5.-Disolución de la persona jurídica titular del derecho.

6.-Mutuo acuerdo de las partes.

7.- Expropiación del inmueble gravado. Si se expropiare parcialmente, subsistirá el derecho real de conservación sobre la parte no expropiada.

8.-Confusión, que ocurre cuando el titular se hace dueño del bien raíz gravado.

9.-  Renuncia del titular. 

10.-Las demás causales que la ley disponga.


En caso de producirse la terminación por cualquier causa, se extinguirán los derechos y obligaciones de las partes. No obstante, si hubiese alguna devolución o restitución pendiente, podrá reclamarse de conformidad a las reglas generales, y se aplicará lo establecido en los artículos 904 a 915 del Código Civil en lo que sea procedente”.
- - -

Tratado en sesiones celebradas los días 14 y 21 de enero de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Antonio Horvath Kiss (Presidente), señoras Isabel Allende Bussi y Ena Von Baer Jaer, y señor Alejandro Navarro Brain.

Sala de la Comisión, a 4 de marzo de 2014.

(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa, Secretario Abogado.
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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL PARA EL ESTUDIO DE REFORMAS AL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE FONDOS DE PENSIONES, CONSTITUIDA EN VIRTUD DEL ACUERDO DE LA CORPORACIÓN PROPUESTO POR LOS SENADORES SEÑOR TUMA, SEÑORAS ALVEAR, PÉREZ SAN MARTÍN Y RINCÓN Y SEÑORES ESCALONA, FREI (DON EDUARDO), GIRARDI, GÓMEZ, LAGOS, LETELIER, NAVARRO, QUINTANA, RUIZ-ESQUIDE, SABAG Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS)

(S 1424-12)

HONORABLE SENADO:


La Comisión Especial para el Estudio de Reformas al Sistema de Administración de Pensiones tiene el honor de informar respecto del cometido encargado por la Sala, a propósito de la aprobación del proyecto de acuerdo que propuso la creación de esta Comisión Especial, mandato que consiste en promover las reformas al Sistema de Administración de Fondos de Pensiones, que permitan ampliar la cobertura, aumentar la competencia del sistema, resguardar los fondos de los trabajadores y evaluar la creación de un sistema mixto y universal para los trabajadores que no obtendrán pensiones dignas a través del sistema privado y cuyas jubilaciones serán de cargo del Estado.


El mencionado proyecto de acuerdo fue presentado el año 2011 por el Senador señor Tuma, las Senadoras señoras Alvear, Pérez San Marín y Rincón, y los Senadores señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar. 

 
La Sala aprobó el proyecto de acuerdo en sesión de 4 de enero de 2012 y los Comités del Senado, con fecha 13 de junio de 2012, designaron como integrantes de la Comisión Especial a los Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, José Antonio Gómez Urrutia, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pedro Muñoz Aburto y Alejandro Navarro Brain, la Senadora señora Ximena Rincón González y los Senadores señores Eugenio Tuma Zedan y Gonzalo Uriarte Herrera. Posteriormente, la Senadora señora Rincón fue reemplazada por el Senador señor Hosaín Sabag Castillo, el Senador señor Kuschel fue reemplazado por el Senador señor José García Ruminot y el Senador señor Uriarte fue reemplazado por el Senador señor Víctor Pérez Varela.

La Comisión Especial, en sesión de fecha 8 de agosto de 2012, eligió como su Presidente al Senador señor Eugenio Tuma Zedan.

-------

ASISTENCIA


A una o más de las sesiones celebradas por la Comisión, asistieron, además de sus integrantes, los Senadores señores Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y José García Ruminot (que luego pasó a ser integrante de la Comisión Especial en sustitución del Senador señor Kuschel) y el Diputado señor Pablo Lorenzini Basso.


Especialmente invitados concurrieron:

Sesión de 1 de octubre de 2012: El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias. El Presidente del Consejo Consultivo Previsional, señor Carlos Díaz. El Presidente de la Asociación de Consumidores ACUSA AFP, señor Ricardo Hormazábal, y el Secretario de dicha entidad, señor Mauricio Díaz. El Asesor Previsional señor Wilson Espinoza. El asesor del Centro de Estudios Nacionales de Desarrollo Alternativo, señor Gonzalo Cid. El Consultor internacional y Profesor Titular del Instituto de Economía de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Klaus Schmidt-Hebbel. Las dirigentes de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), señoras Ana María Muñoz y María Eugenia Puelma, como también el dirigente, señor Sigifredo Vera, y la asesora señora María Luz Navarro. También estuvieron presentes: el Asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río; el asesor del Senador señor Tuma, señor Eduardo Barros y las asesoras de la Biblioteca del Congreso Nacional, abogada señora Paola Álvarez y la economista señora Irina Aguayo.

Sesión de 10 de diciembre de 2012: La Superintendenta de Pensiones: señora Solange Berstein, y su Jefa de Gabinete, señora Matilde Oliva. El Presidente y el Gerente General de la Asociación de Administradoras de Fondos de Pensiones, señores Guillermo Arthur y Francisco Margozzini, respectivamente. La Presidenta, el Secretario General y el Secretario Adjunto de la Confederación Bancaria, señora Andrea Riquelme, señor Luis Mesina y señor Javier Márquez, respectivamente, en conjunto con el Movimiento "En Búsqueda de una Nueva Previsión. NO +AFP" que aglutina a la Confederación Bancaria, CONFUSAM, SITECO, SINTEC, SINATE, CONFEMIN, Movimiento por la Previsión y la Seguridad Social de Concepción y FENPRUSS, representados por Carolina Espinoza, Secretaria General de la CONFUSAM y Esteban Maturana, Presidente de la CONFUSAM. El Vicepresidente del Centro de Estudios Nacionales de Desarrollo Alternativo, señor Manuel Riesco. El Presidente, el Vicepresidente, el Tesorero, el Director y Asesor Previsional y la Asesora Previsional de la Asociación Gremial de Asesores Previsionales, señor Jaime Sagredo Eyzaguirre, señor Adolfo Molina, señor Luis Henríquez, señor Aldo Ortíz y la señora Paulina Chacón, respectivamente. El Asesor Previsional, señor Wilson Espinoza Morales. La Presidenta, la Tesorera, la Secretaria, la Directora, la Segunda Directora y la Tercera Directora de la Asociación Gremial Nacional de Pensionados y Pensionadas del Sistema Privado de Pensiones de Chile (ANACPEN), señora Mariela Calderón, señora María Angélica Maldonado, señora Marla C. Bustos, señora María de la Luz Navarrete, señora Adriana Grossi y señora Gladys del Castillo, respectivamente. El Presidente de la Asociación de Consumidores ACUSA AFP, señor Ricardo Hormazábal, y el Secretario de dicha entidad, señor Mauricio Díaz. También estuvieron presentes, el Asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río; la Abogada y la Economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez y señora Irina Aguayo, respectivamente. El asesor del Senador Tuma, señor Eduardo Barros El periodista del Diario La Segunda, señor Benjamín Pérez. La periodista del Diario Pulso, señora Daniela Morchio.
Sesión de 7 de enero de 2013: La Superintendenta de Pensiones, señora Solange Berstein y la Jefa de Gabinete, señora Matilde Oliva. La Presidenta, la Secretaria, la Primera Directora y la Segunda Directora de la Asociación Gremial Nacional de Pensionados y Pensionadas del Sistema Privado de Pensiones de Chile (ANACPEN, AG), señora Mariela Calderón, señora Marla Bustos, señora Blanca Vildósola y señora Adriana Grossi, respectivamente. El Presidente y el Director del Departamento de Estudios de la Comunidad Felices y Forrados, señor Gino Lorenzini y Rafael Garay, respectivamente. El Presidente y el Vicepresidente Ejecutivo de la Asociación de Aseguradores de Chile, señor José Manuel Camposano y señor Jorge Claude, respectivamente. El Presidente de la AFP Modelo, señor Pablo Izquierdo Walker. También estuvieron presentes, el asesor jurídico del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río; la asesora de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Vanessa Arredondo; la abogada y la Economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez y señora Irina Aguayo, respectivamente y el asesor del Senador Tuma, señor Eduardo Barros.
Sesión de 14 de enero de 2013: El Profesor Ricardo Ffrench-Davis, Ingeniero Comercial, Economista, Doctor en Economía y Académico de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile. El Especialista Principal en el Mercado de Trabajo y Protección Social de la OIT (Jefe de la Oficina de la OIT Argentina), señor Fabio Bertranou. El Presidente del Movimiento Ciudadanos por una Previsión Justa y Digna, señor Cristián Palma Sanhueza, acompañado por el señor Leandro Sánchez; el señor Andrés Gonzalo Campos, de Rancagua; el Periodista, señor Carlos Carrasco; el Presidente ASEMUCH Requinoa, señor Julio A. Pérez; los directores de la Confederación Obrera de Chile, señores Manuel Quiñones y Andrés Salas; los dirigentes sindicales de Codelco el Teniente, señores Jorge Bustamante, Nelson Suárez y el DDSS, señor Voltaire González; el Secretario del Sindicato de Sewell, señor Pablo Reyes; el Presidente de la ANEF VI Región, señor Juan Rosa; el dirigente de ASEMUCH VI Región, señor Gerardo Villanueva; el representante del Movimiento Democrático Social, señor Sergio Pardo. El Presidente de la Asociación Gremial de Asesores Previsionales, señor Jaime Sagredo Eyzaguirre, acompañado por el Director, señor Carlos Pimentel, el Tesorero, señor Baudilio Henríquez, la Secretaria, señora Paulina Chacón, y el Encargado de prensa, señor Esteban Ensignia. El Abogado y Académico que participó en la Comisión Marcel, señor Alejandro Ferreiro. También estuvieron presentes, el asesor jurídico del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río; la asesora legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Vanessa Arredondo; la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez, y la economista de la misma entidad, señora Irina Aguayo y la periodista del Diario El Mercurio, señora Cecilia Arroyo.
Sesión de 21 de enero de 2013: El Consejero del Banco Central, señor Joaquín Vial Ruiz-Tagle, acompañado del periodista, señor Juan Pablo Rioseco. La Vicepresidenta de Previsión Social de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), señora Ana María Gutiérrez y el Dirigente ANEF Valparaíso, señor Emilio Salinas. La economista del Instituto Libertad, señora Diana Ávila. La asesora del Departamento de Estudios Previsionales de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Mónica Titze, y la asesora legislativa de dicha Subsecretaría, señora Vanessa Arredondo. El representante de la Asociación de Funcionarios de la Cámara de Diputados, señor Rodolfo Espinoza, acompañado de su asesor señor Rafael Durán y del funcionario del Senado, señor Mauricio Espinoza. El Presidente de la Asociación Gremial de Asesores Previsionales, señor Jaime Sagredo, acompañado por la señora Mireya Maldonado del Departamento Apoyo y Difusión, la Secretaria de la Asociación, señora Paulina Chacón, y el encargado de prensa, señor Esteban Ensignia. También estuvieron presentes: el asesor jurídico del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río; la abogada asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez y la analista y economista de la misma entidad, señora Irina Aguayo; la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señorita Constanza Castillo; el asesor del Senador señor Tuma, señor Eduardo Barrios; la periodista de la Radio Bio Bio, señora Emilia Aguilar; el periodista de la Radio ADN, señor Jorge Carvajal; el periodista de CNN Chile, señor Sebastián Fuentes; el periodista del Diario La Segunda, señor Erick Reyes; el periodista del Diario La Tercera, señor Felipe Ibarra; la periodista del Diario El Pulso, señora Pía Toro y el fotógrafo, señor Mauricio Méndez; la periodista del Diario Financiero, señora Constanza Cristino; el periodista del Diario Estrategia, señor Diego Quezada y el periodista de la entidad Valor Futuro, señor Maximiliano Andrade.

Sesión de 18 de marzo de 2013: El Diputado señor Osvaldo Andrade, quien fue especialmente invitado a exponer. Además, el Profesor de Derecho de Seguridad Social, señor Juan Sebastián Gumucio. El Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos de Choferes de Camiones CHILE, señor José Sandoval, el dirigente de la misma entidad señor Carlos Chamblas y la asesora jurídica, señorita Rosa Olivares. También concurrieron el asesor jurídico del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río y la asesora legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Vanessa Arredondo; el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Omar Pinto; la Economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo y el periodista del Diario Financiero, señor Gonzalo Cerda.
Sesión de 29 de abril de 2013: Concurrieron, además de los integrantes de la Comisión Especial, la asesora de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Vanessa Arredondo; la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez y la periodista del Diario El Pulso, señora Daniela Morchio.
Sesión de 6 de mayo de 2013: El Economista y ex Presidente del Banco Central, señor Vittorio Corbo. Representantes del Movimiento Ciudadano “Aquí la Gente” (que agrupa a la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios, a la Central Unitaria de Jubilados, a los Pensionados y Montepiados de Chile y a la Asociación Nacional de Trabajadores del IPS), Presidente señor Ernesto Medina, Directora señora María Luz Navarrete y el Dirigente señor Roberto Maturana. Representantes de la Asociación de Cotizantes y Ahorrantes Previsionales de Chile (desde la ciudad de Concepción), Vicepresidente señor Hernán Lama, Secretario señor Franco Olivarí y el Asesor señor Nelson Riffo. Representantes del Comando Nacional Contra los Abusos de las AFP, Coordinador Nacional señor Horacio Fuentes, el Coordinador señor Mauricio Díaz y los Dirigentes señores Juan Lira y Luis Mundaca. Asimismo, también como participantes del Comando, de la Confederación Nacional de Sindicatos y Federaciones de Trabajadores del Comercio, la señora Margarita Moraga, de la Municipalidad de Quinta Normal, la profesora señora Elizabeth Riquelme, del Sindicato Nacional de Montaje Industrial, el dirigente señor Guillermo Muñoz. Asimismo, concurrieron la asesora de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Vanessa Arredondo; el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Omar Pinto; el periodista del Diario El Pulso, señor Oscar Galaz; el periodista del Diario La Nación, señor Roberto Valencia; la periodista del Diario La Tercera, señora Karla Caniupan; el periodista del Diario Financiero, señor Ignacio Rojas y el periodista del Diario La Segunda, señor Diego Jerez.
Sesión de 8 de julio de 2013: Concurrieron, además de los integrantes de la Comisión Especial, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Omar Pinto; la asesora legislativa del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Vanessa Arredondo; el asesor legislativo del Senador señor García Ruminot, señor Rodrigo Fuentes; la periodista del Senador señor García Ruminot, señora Andrea González; la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo; el Presidente de la Confederación Nacional de Sindicatos y Federación de Trabajadores de Chile, señor Salvador Castro; la periodista de la Radio Universidad de Chile, señora Paula Correa; el periodista de la Radio Cooperativa, señor Jorge Espinoza; el periodista de CNN Chile, señor Pablo Mura; la periodista del Diario el Pulso, señora Pía Toro; el periodista de la Radio ADN, señor Jorge Carvajal y la periodista del Diario Financiero, señora Ángela Chávez.

Sesión de 29 de julio de 2013: Concurrieron, además de los integrantes de la Comisión Especial, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Omar Pinto; la asesora legislativa del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Vanessa Arredondo; el asesor de la Dirección de Presupuestos, señor Slaven Razmilic; la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo; la asesora y jefe de Gabinete del Senador señor Tuma, señora Laura Quintana; el asesor legislativo del Senador señor García Ruminot, señor Rodrigo Fuentes; el asesor del Senador señor Navarro, señor Waldo Arriagada; el Vicepresidente de la Asociación de Jubilados del Banco Estado, señor Carlos Arriagada; el Director de la Mesa Coordinadora por los Derechos de las Personas Mayores, señor Alejandro Reyes, acompañado por la señora María Teresa Miranda; la periodista del diario La Tercera, señora Lucy Aravena y la periodista del diario The Santiago Times, señora Rosalind Adams.
Sesión de 7 de agosto de 2013: Concurrieron, además de los integrantes de la Comisión Especial, el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Juan Pablo Rodríguez; la asesora legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Vanessa Arredondo; la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo; la presidenta, la vicepresidenta y el tesorero nacional de la Asociación Nacional de Pensionados del Sistema Privado de Pensiones de Chile (ANACPEN), señoras Mariela Calderón y María Bustos, y señor Carlos Vergara, respectivamente; el director regional (Quinta Región) de la Central Unitaria de Pensionados y Montepiadas de Chile (CUPEMCHI), señor Sergio Rosas; la asesora de la Senadora Rincón, señora Labibe Yumha; el asesor legislativo del Senador García Ruminot, señor Rodrigo Fuentes y la periodista del Senador Bianchi, señora Carolina Quintanilla. 
Sesión de 14 de agosto de 2013: Concurrieron, además de los integrantes de la Comisión Especial, la asesora legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Vanessa Arredondo; el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Sergio Guzmán; la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo; la Presidenta, la Vicepresidenta y el Tesorero Nacional de la Asociación Nacional de Pensionados del Sistema Privado de Pensiones de Chile (ANACPEN), señora Mariela Calderón, señora María Bustos y señor Carlos Vergara, respectivamente; la asesora de la Senadora Rincón, señora Labibe Yumha; el asesor legislativo del Senador García Ruminot, señor Rodrigo Fuentes; La Jefa de Gabinete del Senador Tuma, señora Laura Quintana y el asesor del Senador Sabag, señor Andrés Rojo. 
Sesión de 18 de diciembre de 2013: Concurrieron, además de los integrantes de la Comisión Especial, la asesora legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Vanessa Arredondo; el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Agustín Briceño; la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo; la asesora de la Senadora Rincón, señora Labibe Yumha; los asesores legislativos del Senador García Ruminot, señores Rodrigo Fuentes y Felipe Massardo y el asesor del Senador Sabag, señor Andrés Rojo. 
Sesión de 8 de enero de 2014: Concurrieron, además de los integrantes de la Comisión Especial, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río; la asesora legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Vanessa Arredondo; el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Agustín Briceño; la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo; la asesora de la Senadora Rincón, señora Labibe Yumha; el asesor legislativo del Senador García Ruminot, señor Rodrigo Fuentes; el asesor del Senador Sabag, señor Andrés Rojo; el asesor del Senador señor Tuma, señor David Martínez; la periodista del Senado, señora Carolina Quintanilla, y la Presidenta y Secretaria de la Asociación Nacional de Pensionados del Sistema Privado de Pensiones de Chile (ANACPEN), señoras Mariela Calderón y Bery de la Fuente, respectivamente.
Sesión de 15 de enero de 2014: Concurrieron, además de los integrantes de la Comisión Especial, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río; la asesora legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Vanessa Arredondo; el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pedro Pizarro; la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo; el asesor del Senador Sabag, señor Andrés Rojo y la periodista del Senado, señora Carolina Quintanilla.
PROCEDIMIENTO DE TRABAJO DE LA COMISIÓN ESPECIAL
SESIONES DE COMISIONES Y SEMINARIO

El Presidente de la Comisión, Senador señor Eugenio Tuma Zedan, propuso a sus integrantes -como procedimiento de trabajo- realizar una serie de sesiones para escuchar a distintos expertos, profesores universitarios y representantes de entidades sindicales, gremiales y movimientos ciudadanos en relación al funcionamiento del sistema de capitalización individual, cuya asistencia se consigna precedentemente. Asimismo, sugirió la realización de un Seminario, el que se llevó a efecto los días 9 y 10 de mayo de 2013, instancia que congregó a 19 panelistas, tal como se consigna en documento complementario a este informe.

Fundamentos del proyecto de acuerdo


Asimismo, la Comisión durante las sesiones efectuadas tuvo a la vista, en el análisis pormenorizado que se llevó a efecto, los fundamentos del proyecto de acuerdo que originó su creación y que resumidamente dicen así:


-El Sistema de Administración de Fondos de Pensiones, ya cumplidas tres décadas desde su creación, evidencia importantes falencias estructurales, de gestión y de cobertura que es preciso abordar.


-El Sistema Privado de Pensiones no constituye un sistema de seguridad social, según los parámetros establecidos por organismos internacionales como la Organización Internacional del Trabajo, que exigen el cumplimiento de principios mínimos como solidaridad, riesgos compartidos y financiamiento colectivo.


-El Sistema de Administración de Fondos de Pensiones ofrece una baja cobertura, no estimula el ingreso del sector independiente, presenta una baja cotización de los trabajadores autónomos y no garantiza una jubilación digna a la gran mayoría de los trabajadores que cuentan con trabajos precarios.


-La baja cobertura compromete la promesa del sistema de capitalización individual de que el Estado no debería financiar el sistema de jubilaciones y que la cotización previsional permitiría mejorar las pensiones de los trabajadores. Luego de tres décadas, el Estado debe destinar el 6% del PIB al financiamiento de las pensiones, lo que representa un tercio del gasto público total. 


-A lo anterior se suma el esfuerzo que el Estado debe realizar para financiar las pensiones de las Fuerzas Armadas, puesto que la Caja de Previsión de la Defensa Nacional requiere un presupuesto anual de 877 mil millones de pesos.


-En materia de rentabilidad y riesgos, no parece prudente que el patrimonio de los trabajadores se mantenga en un sistema de permanente riesgo bursátil.


-Diversos estudios dan cuenta del alto grado de concentración y falta de competencia que presenta el Sistema de AFP, reduciéndose el número de administradoras de 22 que operaban a mediados de la década de los noventa del siglo XX a 5 en el año 2008. Además, en marzo de 2010, tres de las cinco AFP poseían el 87% de los afiliados, el 75% de los activos de los fondos de pensiones es administrado por sólo 3 instituciones y dos de las 6 administradoras actuales, HABITAT y PROVIDA concentran el 54,6% de todos los activos del mercado.


-Como temas centrales en las propuestas de reforma del sistema se mencionan el establecimiento de un aporte de los empleadores, la implementación de estímulos para aumentar la cobertura de los sectores independientes o trabajadores por cuenta propia, la disminución de las comisiones y de los riesgos en la inversión de los fondos, el aumento de la competencia y la obtención de la cobertura universal para aquellos trabajadores que no alcanzarán una pensión digna a través de los fondos de pensión privada.

Información elaborada por la Biblioteca del Congreso Nacional


La Biblioteca del Congreso Nacional, por medio del Departamento de Estudios, Extensión y Publicaciones, Sección de Asesoría Técnica Parlamentaria, elaboró una serie de documentos relativos a la materia en análisis por la Comisión Especial. Uno de ellos describe los sistemas previsionales existentes en 14 países, agrupados en seis categorías, haciendo especial énfasis en aquéllos que contemplan esquemas de contribuciones obligatorias, administradas o no por entes públicos.


A continuación, se deja constancia de un resumen de las principales características de las seis categorías de regímenes previsionales investigados, encontrándose –en todo caso- a disposición de las señoras Senadoras y de los señores Senadores el texto completo del documento emitido por la Biblioteca del Congreso. 

PRIMERA CATEGORÍA. SISTEMA PÚBLICO-ESTADO DE BIENESTAR “FUERTE” (ALEMANIA, FINLANDIA Y SUECIA).


Alemania, Finlandia y Suecia se caracterizan por contar con un sistema de previsión principalmente público, donde el Estado juega un rol de mayor preponderancia que el mercado respecto de la protección social. 


Según información de la base de datos de la OCDE, el gasto público social, como porcentaje del PIB para el año 2007, en los tres países de este grupo supera el 24%, llegando al 27,3% en el caso de Suecia y el gasto público en previsión como porcentaje del PIB, coloca a Alemania y Finlandia entre los países con mayor gasto, con un 10,7% y un 8,3% respectivamente, superando ampliamente el promedio OCDE que es de un 7%. Por su parte, la recaudación impositiva como porcentaje del PIB alcanza a más de 10% promedio, destacándose Suecia con un 22,4%.


En este grupo de países el sistema de pensiones contempla varios subsistemas: 

 
-no contributivas

 
-obligatorio contributivo

 
-privado voluntario contratado por los empleadores (planes ocupacionales) para mejorar las pensiones públicas (Alemania y Suecia) o contratado por los propios trabajadores (Suecia).


En el subsistema obligatorio contributivo, el porcentaje de cotización de los ingresos es de 19,5% en Alemania, de 18,5% en Suecia y variable en Finlandia. Existen aportes patronales obligatorios en Alemania.


La edad de jubilación es de 65 años, salvo en Alemania que es de 67 años.


La administración de los fondos de pensiones es de carácter pública como también la entidad fiscalizadora.

SEGUNDA CATEGORÍA. SISTEMA PÚBLICO-ESTADO DE BIENESTAR LIBERAL (CANADÁ, ESTADOS UNIDOS, REINO UNIDO Y AUSTRALIA).


Estos países también poseen sistemas de previsión de carácter público, pero insertos en un Estado bienestar más bien liberal, cuyo gasto público en previsión como porcentaje del PIB no supera el promedio OCDE de un 7%. Es así que Estados Unidos presenta un gasto de 6% (el más alto de su grupo) y Australia un 3,3%.


En cuanto al gasto público social como porcentaje del PIB, el Reino Unido presenta un 20,5%, Canadá presenta un 16,9%, Estados Unidos presenta un 16,2% y Australia presenta un 16%.


Respecto a la recaudación impositiva como porcentaje del PIB, Estados Unidos muestra un 11,9%, el Reino Unido muestra un 27,6%


Los sistemas públicos de pensiones de este grupo cuentan con subsistemas contributivos obligatorios por parte de los trabajadores, salvo en el caso de Australia en que la cotización es de cargo del empleador y el pilar contributivo obligatorio es de carácter privado.


Los porcentajes de cotización de los ingresos son: 12% en Australia, 4,95 en Canadá y 12% para los trabajadores dependientes y 9% para los independientes en el Reino Unido. En Estados Unidos, la cotización está compuesta por impuestos para la seguridad social, los que dan lugar a “créditos”, de los que se necesita una cantidad mínima para acceder a la futura jubilación.


Salvo Australia (55 años) la edad de jubilación en el resto de los países, para hombres y mujeres, es de 65 años. Este tope irá aumentando –salvo en Canadá- de la siguiente manera: Australia a 60 años el 2025; Estados Unidos a 67 años para los nacidos después de 1960 y en el Reino Unido a 68 años el 2044.


La administración de los fondos de pensiones y la entidad fiscalizadora es de carácter pública, con excepción de Australia.


El régimen financiero es de reparto, salvo en Australia que es de capitalización individual.

TERCERA CATEGORÍA. SISTEMA PÚBLICO-POTENCIALES ESTADOS DE BIENESTAR LATINOAMERICANOS.


En esta categoría se encuentran Brasil y Argentina y pueden ser considerados como países con potenciales Estados de Bienestar.


Brasil ejecuta un gasto público social como porcentaje del PIB de 24,4% y Argentina un 22,9%.


En términos de recaudación impositiva como porcentaje del PIB, destaca Argentina con un 30,7% y Brasil alcanza a un 16,8%.


Brasil y Argentina poseen un sistema de pensiones conformado por un predominante pilar público, de carácter contributivo y obligatorio para todos los trabajadores. Ambos países contemplan aportes patronales obligatorios, 16% en Brasil y 20% en Argentina y la edad de jubilación es de 65 años para los hombres y de 60 años para las mujeres, exigiéndose un número mínimo de años de cotizaciones.


El monto de las cotizaciones varía, así en Brasil y según el monto de los ingresos los cotizantes obligatorios alcanzan a 8, 9 u 11%. En Argentina, en el caso del trabajador dependiente cotiza un 11% de su remuneración mensual imponible, si es trabajador autónomo cotiza el 27% de la renta presunta y si es autónomo monotributista efectúa un aporte fijo.


Tanto en Brasil como en Argentina, la administración de los fondos de pensiones es de carácter pública como también la entidad fiscalizadora y respecto al régimen financiero es de reparto.

CUARTA CATEGORÍA. SISTEMA PRIVADO (URUGUAY).


Siendo Uruguay un país latinoamericano con un potencial Estado de Bienestar, posee un sistema previsional de carácter mixto.


El gasto público social como porcentaje del PIB es de un 22% y la recaudación impositiva como porcentaje del PIB alcanza a un 18,4%.


De conformidad a la reforma del sistema de seguridad social del año 1995, en Uruguay se reciben los aportes y se otorgan las prestaciones combinadamente, esto es, una parte por el régimen de solidaridad intergeneracional y otra parte por el régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio. La pertenencia a uno de los sistemas se establece en función del salario.


El porcentaje de cotización es de 22,5% del salario, correspondiéndole 15% al trabajador y el 7,5% al empleador.


La edad de jubilación es a los 60 años, sin distinción de sexo y con 30 años de servicios.


La administración de los fondos para el régimen de solidaridad intergeneracional corresponde al Banco de Previsión Social y para el régimen de ahorro privado a las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional.

QUINTA CATEGORÍA. SISTEMA MIXTO DE PENSIONES EN PAÍSES LATINOAMERICANOS (COLOMBIA Y PERÚ).


Colombia presenta una recaudación impositiva como porcentaje del PIB de un 13,6% y Perú un 15,6%. En cuanto al gasto social como porcentaje del PIB, Colombia alcanza un 12,7% y Perú un 8,8%.


En ambos países existe un sistema público no contributivo y un sistema obligatorio de carácter mixto, que incluye 2 subsistemas: uno público de reparto y otro privado de capitalización individual, debiendo el trabajador optar por uno de ellos a su elección.


En el sistema obligatorio contributivo el porcentaje de cotización es de 16,5 % en Colombia y de 13% en Perú, siendo financiado en ambos países en un 75% por el empleador.


Respecto a la edad de jubilación, el sistema público colombiano exige 60 años para los hombres y 55 para las mujeres, en tanto el sistema privado no tiene edad mínima. En Perú en ambos sistemas se exige 65 años sin distinción de sexo.


La administración de los fondos del sistema privado está a cargo, en ambos países, de las administradoras de fondos de pensiones.

SEXTA CATEGORÍA. CASO SUI GENERIS (NUEVA ZELANDA).


Nueva Zelanda dispone de una alta recaudación impositiva, de 30,8%; su gasto público social alcanza a 18,4% donde el gasto en previsión social es de un 4,3% del PIB, esto es, por debajo del promedio de la OCDE.


Posee un sistema de pensiones de carácter universal, para todas las personas en edad de jubilar, financiado con impuestos generales. A su vez, existe un sistema de ahorro subsidiado por el Estado, de carácter complementario, voluntario y contributivo, financiado con aportes patronales y de los trabajadores, además de incentivos estatales. 


La edad de jubilación es de 65 años.

SISTEMA DE PENSIONES CHILENO

 



Según datos del Banco Mundial y de la CEPAL, la recaudación impositiva como porcentaje del PIB alcanzó a 19,1% en el año 2011. El gasto público social como porcentaje del PIB ascendió a 16% en el año 2010 y el gasto en seguridad social como porcentaje del PIB fue del 7% en el año 2010. 

Chile desde el año 1980, con la publicación del decreto ley N° 3.500, inició un sistema de pensiones financiado mediante la capitalización individual y administrado por el sector privado, quedando fuera las Fuerzas Armadas quienes mantuvieron su régimen previsional.


La base de la determinación de las pensiones está constituida por los fondos acumulados por el afiliado en una cuenta individual, conformada por los aportes efectuados a lo largo de su vida laboral más los rendimientos de la inversión de estos fondos en el mercado financiero.


Los fondos previsionales son administrados por entidades privadas, denominadas Administradoras de Fondos de Pensiones, constituidas como sociedades anónimas. Están sujetas a requerimientos mínimos de capital y rentabilidad y se financian sobre la base de comisiones cobradas a sus afiliados. Estos y otros aspectos del sistema están bajo el control de la Superintendencia de Pensiones, dependiente del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


La afiliación al sistema y los aportes son obligatorios para todos los trabajadores dependientes y para los independientes en su totalidad desde el año 2015.


El trabajador cotiza al sistema un 10% de su renta imponible, con un tope –en la actualidad-  de 72,3 Unidades de Fomento.


La edad de jubilación es de 65 años para los hombres de y de 60 años para las mujeres.

MONTO COMISIONES COBRADAS POR LAS AFP
Datos de la Superintendencia de Pensiones

	Cotizaciones obligatorias(1)



	

	  
	Afiliados Dependientes, Independientes, Voluntarios y sin derecho al Seguro de Invalidez y Sobrevivencia (2)

A.F.P.

Enero del año 2014

Depósitos de cotizaciones mensuales 
%

CAPITAL

11.44

CUPRUM

11.48

HABITAT

11.27

MODELO

10.77

PLANVITAL

12.36

PROVIDA

11.54




 

	  
	(1)

Porcentaje a aplicar sobre el ingreso imponible del mes indicado. Incluye el 10% para la cuenta de Capitalización Individual y la Comisión cobrada por la Administradora. Adicionalmente, las AFP cobran la prima del seguro de invalidez y sobrevivencia que alcanza a 1,26% desde Julio de 2012. En el caso de empresas con 100 o más trabajadores dependientes, la prima del seguro es de cargo del empleador a partir del mes de julio de 2009.

(2)

Los afiliados sin derecho al seguro de invalidez y sobrevivencia corresponden a afiliados hombres mayores de 65 años, mujeres mayores de 60 años, pensionados a través del D.L. N° 3.500 y pensionados por accidentes del trabajo.



	Estructura de Comisiones(1)



	Por depósito de cotizaciones

	A.F.P.
	Enero 2014

	
	% de la remuneración o renta imponible (*)

	CAPITAL
	1.44

	CUPRUM
	1.48

	HABITAT
	1.27

	MODELO
	0.77

	PLANVITAL
	2.36

	PROVIDA
	1.54


	(*)
	Los afiliados dependientes que se encuentren percibiendo el subsidio previsional a los trabajadores jóvenes establecido en la Ley N° 20.255, los trabajadores independientes y los afiliados voluntarios deben pagar adicionalmente una cotización destinada al financiamiento del seguro de invalidez y sobrevivencia equivalente a un 1,26% de su remuneración o renta.


	 
	Por retiros programados y renta temporal

A.F.P.

Enero 2014

% sobre la pensión

CAPITAL

1.25

CUPRUM

1.25

HABITAT

0.95

MODELO

1.20

PLANVITAL

1.25

PROVIDA

1.25



	  
	Por transferencia de cotizaciones de afiliado voluntario (*)

A.F.P.

Enero 2014

$ suma fija por operación

CAPITAL

1.101

CUPRUM

1.144

HABITAT

0

MODELO

0

PLANVITAL

1.100

PROVIDA

1.250

(*)

Comisión que cobran las AFP por la transferencia de las cotizaciones del afiliado voluntario a la Administradora en que éste se encuentre incorporado, cuando hayan sido enteradas en la AFP de afiliación de su cónyuge, mediante descuento de remuneraciones por su empleador.




Reforma previsional del año 2008


La reforma previsional del año 2008, consagrada en la ley N° 20.255, define en su artículo 1° su finalidad, cual es la de establecer un sistema de pensiones solidarias de vejez e invalidez o sistema solidario, financiado con recursos del Estado, que otorgue beneficios de pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez y aportes previsionales solidarios de vejez e invalidez. 
Asimismo, tiene como otros objetivos aumentar la cobertura previsional de grupos vulnerables: jóvenes, mujeres y trabajadores independientes. 
 
El elemento sustantivo de la reforma es la ampliación del componente no contributivo del sistema, que garantiza, con recursos fiscales la cobertura de la población excluida del sistema contributivo privado. Para ello se crea el Sistema de Pensiones Solidarias (SPS), compuestas por la Pensión Básica Solidaria de Vejez (PBSV) y el Aporte Previsional Solidario, (APS).
 
Además, se establece un Bono por hijo nacido vivo o adoptado para las mujeres.
 
En cuanto a las modificaciones al sistema contributivo obligatorio de AFP, la nueva ley previsional no reemplazó el sistema de capitalización individual, sin embargo consideró modificaciones que afectan al sistema contributivo obligatorio de AFP. Ellas son:
 
-División de saldos acumulados en cuentas individuales en caso de divorcio o nulidad.

 
-Separación por género de la licitación del seguro de invalidez y sobrevivencia (SIS).

 
-Afiliación voluntaria.

 
-Eliminación de comisiones.

 
-Ingreso mínimo imponible a trabajadores y trabajadoras de casa particular.

 
-Pensiones de sobrevivencia de las mujeres trabajadoras a cónyuge no inválido.

-------
SÍNTESIS DE LAS OPINIONES Y PROPUESTAS MANIFESTADAS POR LOS INVITADOS


Sin perjuicio de adjuntarse a este informe un anexo con las exposiciones íntegras de cada uno de los invitados a las sesiones realizadas por la Comisión, a continuación se consigna una síntesis con las principales opiniones y propuestas, en el orden cronológico en que fueron presentadas:

1.- PRESIDENTE DEL CONSEJO CONSULTIVO PREVISIONAL, SEÑOR CARLOS DÍAZ.

CONSEJO CONSULTIVO PREVISIONAL: entidad creada por el artículo 66 de la ley N° 20.255, que realiza labores de asesoría al Ministro del Trabajo y Previsión Social y al Ministro de Hacienda en materias relacionadas con el Sistema de Pensiones Solidarias y emite opinión fundada sobre el impacto del Sistema de Pensiones Solidarias en el mercado laboral, los incentivos al ahorro y efectos fiscales. Asimismo, emite un informe anual acerca del funcionamiento de la normativa previsional.

El Presidente del Consejo, señor Carlos Díaz, resaltó los efectos que generó la reforma previsional contenida en la ley N° 20.255 del año 2008, que instauró el sistema de pensiones básicas solidarias y el aporte previsional solidario, constituyendo un beneficio para más de 1 millón 100 mil personas y posibilitando, en conjunto con otras políticas sociales, un descenso en las tasas de pobreza e indigencia del adulto mayor y los estratos socioeconómicos más desprotegidos.


Manifestó que el régimen previsional ha operado exitosamente sobre la base del sistema privado y el complemento del aporte fiscal, siendo necesario introducir modificaciones de ajuste al sistema que impliquen un aumento de la formalidad laboral, la plena incorporación de los trabajadores independientes, un aumento de los años de contribución de los afiliados y una mejor información del funcionamiento del sistema a los cotizantes y futuros pensionados.

PROPUESTA


Desaconsejó la creación de un sistema estatal, teniendo en consideración las contingencias que han debido desarrollar los países que lo consagran.

2.- SUBSECRETARIO DE PREVISIÓN SOCIAL, SEÑOR AUGUSTO IGLESIAS.

SUBSECRETARÍA DE PREVISIÓN SOCIAL: le corresponde estudiar, evaluar y proponer políticas previsionales para el Estado de Chile, velando por su cumplimiento y aplicación por medio de la coordinación de las instituciones que participan del sector y de la ejecución de programas de educación previsional.

El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, señaló que la evaluación del funcionamiento del sistema previsional por parte del Ministerio del Trabajo y Previsión Social indica que ha cumplido las proyecciones que se generaron a su respecto, con una tasa de retorno de 7,3% en 30 años, cifra que es superior a la prevista el año 1980 de un 4,5%.


Estimó que se han creado expectativas muy altas entre los trabajadores, quienes esperan recibir como pensión una suma equivalente al 63% (mujeres) y al 70% (hombres) de sus salarios, en circunstancias que existen factores que conspiran contra tales aspiraciones. En su opinión, ellos son: perfiles de salario crecientes durante la vida laboral, bajo número de cotizaciones, alza en las expectativas de vida y el componente no imponible de las remuneraciones.

PROPUESTA


Precisó que el diagnóstico de la Subsecretaría de Previsión Social permite señalar que las prioridades respecto del sistema de capitalización individual atingen exclusivamente al mejoramiento del nivel de las pensiones.
3.- PRESIDENTE DE LA ASOCIACIÓN DE CONSUMIDORES “ACUSA AFP”, SEÑOR RICARDO HORMAZÁBAL.
ACUSA AFP: es una asociación de consumidores y usuarios de servicios previsionales de AFP y Entidades Afines, que poseen una visión común de que el lucro no tiene cabida en las pensiones y que la Seguridad Social debe ser una política de Estado y no una industria más.


El Presidente de la Asociación de Consumidores “ACUSA AFP”, señor Ricardo Hormazábal precisó que el análisis de esta materia constituye un debate de tipo político, porque bajo el actual régimen de pensiones subyace una concepción ideológica de carácter liberal que no comparte los principios de la seguridad social, toda vez que su propósito radica en favorecer el funcionamiento de una industria previsional.

PROPUESTA


Describió como problemas derivados del sistema de capitalización individual y que deben ser enfrentados mediante las modificaciones legales que correspondan, los siguientes:


-El daño previsional de los trabajadores del sector público como consecuencia de la porción de los ingresos no cotizables.


-Bajas tasas de retorno de las pensiones que no alcanzan al 70% del ingreso promedio de los afiliados, porcentaje que se había prometido al momento de la entrada en vigencia del régimen de capitalización individual.


-Trabajo precario e informalidad laboral que producen una cotización previsional que abarca sólo la mitad de la vida laboral de los trabajadores.

4.- PROFESOR DEL INSTITUTO DE ECONOMÍA DE LA PONTIFICIA UNIVERSIDAD CATÓLICA DE CHILE, SEÑOR KLAUS SCHMIDT-HEBBEL.

Profesor Titular del Instituto de Economía de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Ph.D del Instituto Tecnológico de Massachusetts, ex economista jefe de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).


En opinión del profesor señor Klaus Schmidt-Hebbel los sistemas previsionales en que existe una participación del sector privado y del sector público, mediante instrumentos como el Pilar Solidario, permiten resolver adecuadamente las problemáticas que se originan en esta materia, toda vez que los sistemas tradicionales de reparto administrados por organismos estatales se encuentran en crisis, impactando seriamente las arcas fiscales.


Advirtió que, en todo caso, el sistema de capitalización individual presenta tres grandes retos:


-Aumento de la edad de retiro, de una manera gradual, en consideración a la mayor expectativa de vida.


-Aumento de la tasa de cotización, contemplando una contribución de los empleadores que permita alcanzar un 12, 13 o 14%.


-Aumento de la cobertura del sistema y la formalización de las relaciones laborales.

5.- REPRESENTANTES DE LA CENTRAL UNITARIA DE TRABAJADORES.
CUT: organización sindical fundada en el año 1988, continuadora histórica de la Central Única de Trabajadores de Chile. Su actual Presidenta es la Profesora de Filosofía y Licenciada en Psicología, señora Bárbara Figueroa Sandoval.

 
La dirigenta señora Ana María Muñoz expresó que desde la imposición del decreto ley N° 3.500, la Central Unitaria de Trabajadores hizo presente que se trataba de una materia que afectaba a los trabajadores, los cuales nunca fueron escuchados. Además, especificó, el régimen dictatorial publicó dicho texto legal con la promesa de una tasa de reemplazo mayor, que los descuentos a los cotizantes serían bajos y que el Estado iba a gastar menos.


El sistema privado de pensiones, aseveró, ha sido un negocio exitoso para los administradores de las AFP, pero como régimen de protección social no lo es y las cifras así lo demuestran. Además, en cuanto a la existencia de 4 fondos, el trabajador común y corriente no puede estar pendiente de las fluctuaciones de la bolsa para cambiarse al fondo que mejor le convenga y, por otro lado, a ese mismo trabajador –que es el dueño del dinero manejado por las AFP- no se le permite ni siquiera estar como observador en los directorios de las AFP:

PROPUESTA


Propuso la realización de cambios estructurales al sistema que impliquen que sea un sistema público, inclusivo, solidario, transparente, con participación de todos los actores, que aborde el desafío de la edad de jubilación por el aumento de la expectativa de vida y la situación de las mujeres a las que se les aplica un estándar que no se condice con la realidad que han vivido. Finalmente, propuso que se establezcan sanciones para las AFP que realicen malas inversiones.


Los dirigentes señor Sigifredo Vera y señora María Eugenia Puelma llamaron la atención acerca de la desmedrada situación que enfrentan los trabajadores que acceden a trabajos precarios, en los que sus empleadores no les pagan las correspondientes cotizaciones o les cotizan por sueldos inferiores.

6.- REPRESENTANTE DEL CENTRO DE ESTUDIOS NACIONALES DE DESARROLLO ALTERNATIVO (CENDA), SEÑOR GONZALO CID.
CENDA: organización no gubernamental dedicada a la realización de estudios de pensamiento crítico acerca de temas económicos, sociales y políticos del país y a la publicación de los mismos.


El señor Gonzalo Cid opinó que las administradoras de fondos de pensiones han demostrado que no son capaces de entregar pensiones, dentro de un sistema que lleva 32 años de funcionamiento, porque en la actualidad menos del 35% de la pensiones provienen de las AFP y el resto las entregan las compañías de seguros. Además, el sistema de capitalización individual ha sido absolutamente subsidiado por el Estado, en una primera etapa por medio de los bonos de reconocimiento y posteriormente mediante el bono por hijo, el aporte previsional solidario y el subsidio al trabajador joven.


Asimismo, aseveró, el sistema genera una inequidad enorme entre los hombres y las mujeres de todos sabida, tema que ha saltado a la palestra por la mayor expectativa de vida, habiéndose comprobado por el INE que los que viven más en Chile son los sectores de mayores ingresos, realidad que no toman en cuenta las AFP que separan a los hombres de las mujeres en forma arbitraria, porque es mucho más relevante saber quién vive más por niveles de ingreso que una simple separación por género, obteniéndose como conclusión que son las mujeres más pobres las que subsidian las jubilaciones de los hombres más ricos.

PROPUESTA


En el caso que se quiera perfeccionar el sistema previsional, indicó, corresponde fortalecer los salarios y promover la negociación colectiva con la finalidad de posibilitar a los trabajadores las mejoras laborales y de remuneraciones que se necesitan.
7.- SUPERINTENDENTA DE PENSIONES, SEÑORA SOLANGE BERSTEIN.
SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES: organismo autónomo creado el año 2008 como sucesora y continuadora legal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones. Ejerce funciones contraloras y de representación del Estado al interior del Sistema de Pensiones. Se relaciona con el Gobierno por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y específicamente por la Subsecretaría de Previsión Social.


La Superintendenta de Pensiones, señora Solange Berstein, informó que la entidad a su cargo utiliza un mecanismo de fiscalización que opera simétricamente para todas las instituciones del sistema público y del sistema privado, denominado supervisión basada en riesgo, cuyo enfoque radica en la búsqueda de aquellos sectores de mayor vulnerabilidad con el objeto de diseñar planes de supervisión a su respecto.


También informó de un diagnóstico elaborado por la entidad a su cargo que arroja los siguientes resultados: las trabajadoras no realizan labores remuneradas durante un período que equivale a cerca de un 35% de su etapa laboral activa; existe un alto número de trabajadores independientes; una alta informalidad laboral de los trabajadores jóvenes y de menores deciles y un tratamiento del ahorro previsional voluntario que no resulta atractivo para los trabajadores. 

Agregó que mediante la reforma previsional del año 2008 se garantizó el otorgamiento de una pensión básica solidaria de vejez para aquellas personas que no acumularon un saldo en su cuenta de capitalización individual, junto a un complemento solidario para aquellos cotizantes con bajas pensiones, consistente en un aporte que decrece proporcionalmente con el monto de la pensión autofinanciada hasta extinguirse cuando esta última alcanza la pensión máxima. Especificó que el referido instrumento persigue garantizar un nivel más alto de pensiones para los afiliados, particularmente respecto del 60% de personas con menores ingresos. Con todo, indicó que tales mecanismos constituyen un complemento adicional que opera conjuntamente con el deber de cotizar de los afiliados.

PROPUESTA


Destacó que durante el año 2013, se materializará por primera vez la cotización de los trabajadores independientes por los honorarios que reciben, por lo que se han adoptado las medidas destinadas a proyectar el impacto que ello generará en el sistema previsional. Asimismo, agregó que se deben implementar las medidas destinadas a mejorar el funcionamiento del APV individual y colectivo, la mayor eficiencia de la declaración y no pago automático de cotizaciones, el fomento del uso del subsidio a la cotización de trabajadores jóvenes, y la mejora de las herramientas al momento del retiro del trabajador.

8.- PRESIDENTE DE LA ASOCIACIÓN DE AFP DE CHILE, SEÑOR GUILLERMO ARTHUR.
ASOCIACIÓN DE AFP DE CHILE: organización gremial de carácter privado que reúne a todas las administradoras de fondos de pensiones del país.


El Presidente de la Asociación de AFP de Chile, señor Guillermo Arthur, manifestó que el funcionamiento del régimen de capitalización individual ha generado una serie de beneficios para sus afiliados y para la economía nacional, respecto de la sustentabilidad fiscal, el mejoramiento de las pensiones, el desarrollo económico y los gobiernos corporativos. 


Añadió que el sistema previsional también impacta en el funcionamiento del mercado de capitales, puesto que desde su creación se ha producido un incremento en los índices de crecimiento económico del país. Al efecto, apuntó que la emisión de bonos corporativos adquiridos con fondos previsionales o la existencia de créditos hipotecarios para la vivienda de largo plazo financiados con fondos previsionales, da cuenta del crecimiento económico del país y de la intervención que el sistema de pensiones ha tenido en dicho proceso.


En consecuencia, indicó, el sistema no se encuentra en crisis y opera satisfactoriamente para aquellos trabajadores que cuentan con empleo estable y que cotizan regularmente a lo largo de toda su vida laboral, en cuyo caso las pensiones alcanzan a cifras cercanas a sus remuneraciones.

PROPUESTA


Expresó que los desafíos para el sistema atingen al mejoramiento de la cobertura y densidad de las cotizaciones, ya que está demostrado que así se produce un incremento en la pensión, sin perjuicio de los beneficios sociales que provee el Estado.

9.- REPRESENTANTE DEL MOVIMIENTO “EN BÚSQUEDA DE UNA NUEVA PREVISIÓN. NO + AFP”.

MOVIMIENTO “EN BÚSQUEDA DE UNA NUEVA PREVISIÓN. NO + AFP”: entidad creada por la Confederación Bancaria y que agrupa a la Confederación Minera de Chile (CONFEMIN), la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS), el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Construcción, el Montaje y otros (SINTEC), el Sindicato Interempresa Nacional de Telecomunicaciones (SINATE), el Movimiento por la Previsión y la Seguridad Social de Concepción, el Sindicato SITECO, la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipalizada (CONFUSAM) y la Confederación Bancaria.


El Secretario General de la Confederación Bancaria, señor Luis Mesina, recordó que tanto la Superintendenta de Pensiones como el Presidente de la Asociación de AFP coinciden en que el gran problema del sistema es la densidad de las cotizaciones. Por lo demás, advirtió, de conformidad a datos emitidos por la Superintendencia el número total de trabajadores afiliados alcanza a 9 millones 220 mil 325 personas, de los cuales sólo cotizan 5 millones 63 mil 443 y el 72% de éstos cotiza sobre remuneraciones inferiores a los $320.000.

 
En la época que se publicó el decreto ley N° 3.500, manifestó, los trabajadores no pudieron expresar su opinión. Sin embargo, en la actualidad los trabajadores pueden hacerse escuchar para decir que los dueños de las Administradoras de Fondos de Pensiones han rentado sobre sus utilidades un 17, 48%, un 26,46%, un 31,96% el año 2006, un 32, 73% el año 2009, en circunstancias que los trabajadores habían perdido casi un 40% de la rentabilidad el año 2008. Al parecer, indicó, de repente se ofende la inteligencia de los trabajadores chilenos, ya que se les dice que en un año perdieron un 40% de la rentabilidad y al año siguiente que se obtuvo una rentabilidad del 43% cuando todos saben que si se invierte 100 y se pierde 43, la tasa de proyección del año siguiente es de un capital menor que nunca se recupera.

Llamó la atención al hecho de que siendo las administradoras de fondos de pensiones sociedades anónimas, en el sistema previsional los mandantes, esto es, los trabajadores dueños del capital, no pueden remover al mandatario, figura que es la esencia del capitalismo, porque si un gerente al final del ejercicio financiero informa que tuvo pérdidas es despedido. En el sistema previsional ello no ocurre, sino que se ha escuchado que los directores de las AFP se aumentarían los sueldos. Toda esta situación configura una aberración incluso respecto del sistema capitalista, de modo que el Movimiento plantea poner fin a las AFP, reivindicando el derecho a la elección libre del sistema previsional.
PROPUESTA


Las propuestas del Movimiento “En Búsqueda de una Nueva Previsión. No + AFP”, son las siguientes:


-Establecer un régimen de reparto.


-Restituir la posibilidad de formar corporaciones privadas sin fines de lucro, para que los trabajadores tengan la posibilidad de administrar sus propios aportes.


-Restituir el financiamiento y el aporte patronal a la seguridad social.


-Poner término a las AFP, puesto que nacieron para dar pensiones y no cumplen con esa finalidad, ya que pagan menos del 5% de las pensiones, ocupándose del resto las compañías de seguros.

10.- ASOCIACIÓN GREMIAL DE ASESORES PREVISIONALES, REPRESENTADA POR SU PRESIDENTE SEÑOR JAIME SAGREDO EYZAGUIRRE.

ASESORÍA PREVISIONAL: la ley N° 20.255, de 2008, creó un Título XVII, nuevo, en el decreto ley N° 3.500, dedicado a la asesoría previsional, disponiendo que tendrá por objeto otorgar información a los afiliados y beneficiarios del Sistema, considerando de manera integral todos los aspectos que dicen relación con su situación particular y que fueren necesarios para adoptar decisiones informadas de acuerdo a sus necesidades e intereses, en relación con las prestaciones y beneficios de la ley.

PROPUESTA


El Presidente de la Asociación Gremial de Asesores Previsionales, señor Jaime Sagredo Eyzaguirre señaló las siguientes propuestas:


-Incrementar levemente la tasa impositiva al trabajador, medida que en todo caso sería bastante impopular.

-Incorporar al empleador como aportante a los fondos de pensión, en partes iguales al afiliado.


-Prohibir la declaración y no pago de imposiciones.


-Garantizar parcialmente la rentabilidad de los fondos, mediante depósitos a plazo.


-Participación directa de los trabajadores en la mención de los directores y en otras materias dentro de las administradoras.

-Disminuir los costos de administración de las AFP.

11.- ASOCIACIÓN GREMIAL NACIONAL DE PENSIONADOS Y PENSIONADAS DEL SISTEMA PRIVADO DE PENSIONES DE CHILE.
ANACPEN: entidad que agrupa a trabajadores en etapa pasiva, provenientes del profesorado, ex funcionarios de la Contraloría General de la República y del Servicio de Impuestos Internos y pensionados del sistema de capitalización individual.


La Presidenta de ANACPEN, señora Mariela Calderón señaló que actualmente no existe un reconocimiento del derecho de los afiliados a decidir libremente el régimen previsional aplicable a su respecto y el sistema de capitalización individual presenta una serie de falencias, tales como: el traspaso de las pérdidas derivadas de la gestión de las entidades administradoras a los afiliados y el afán de lucro desmedido que en éstas subyace. Especificó que el resultado de la administración de dichos recursos no favorece a los pensionados, a diferencia de lo que ocurría durante el funcionamiento del sistema de reparto, en el que se protegía adecuadamente los derechos previsionales de los afiliados.


Enfatizó que los trabajadores han sufrido un detrimento en el monto de sus pensiones a raíz del funcionamiento del régimen previsional vigente, con particular énfasis en los pensionados del sector público, constituyendo una vulneración de sus derechos constitucionales, previsionales y económicos.

PROPUESTA


Abogó por el establecimiento de una nueva reforma previsional que se sustente en 3 pilares: 


-Un Pilar Solidario Universal, en cuya virtud se consagre el derecho universal a recibir una pensión única.

-Un Pilar Público de Reparto, administrado por el Instituto de Previsión Social.


-Un Pilar Voluntario Privado, consistente en un sistema de capitalización individual aplicable sólo para quienes manifiesten su voluntad de acceder a una pensión adicional.


Hizo mención especial de la situación de daño previsional que afecta a los pensionados del sector público, resultando necesario que el Estado entregue una pensión equivalente a aquella que habrían recibido bajo las normas del sistema previsional de reparto, reajustándose, primeramente, las pensiones del sistema privado con cargo al erario nacional y otorgarse bonos a los pensionados que deben ser financiados directamente por las AFP.

12.- REPRESENTANTE DE LA COMUNIDAD “FELICES Y FORRADOS”.

FELICES Y FORRADOS: sitio de internet que nace tras la crisis sub-prime del año 2008 y que ofrece, según su propia definición, como servicio, la anticipación de los movimientos de mercado, para luego avisar a sus clientes cuándo y a qué fondo cambiarse, con la finalidad de obtener una jubilación de excelencia.


El Presidente de “Felices y Forrados”, señor Gino Lorenzini indicó que en los períodos de bonanza económica a las AFP les resulta un buen negocio su labor, pero frente a crisis económicas no son capaces de evitar pérdidas. Con todo, explicó, los períodos de mayor rentabilidad de las AFP no se han traducido en mejores pensiones.


Opinó que antes de aumentar el porcentaje de cotización de los trabajadores y la edad de jubilación, es indispensable aumentar la rentabilidad de las AFP, de modo de obtener un verdadero mejoramiento de las pensiones.

PROPUESTA


Presentó 7 propuestas surgidas de una consulta efectuada a los 60 mil usuarios de “Felices y Forrados”, cuyo propósito es mejorar el sistema de pensiones:


-Establecer comisiones variables de las AFP e incrementar la rentabilidad.


-Mejorar la información acerca del no pago de las cotizaciones por parte de los empleadores.


-Crear un seguro impositivo para evitar lagunas de cotizaciones.


-Transparentar los portafolios de inversiones de las AFP.


-Crear una AFP estatal que validaría el sistema y aumentaría la competencia en el mercado. Asimismo, que la AFP estatal compre el 100% de Banco Estado, para darle mayor rentabilidad a los afiliados.


-Establecer menos restricciones a la jubilación anticipada de los cesantes.


-Establecer un sistema mixto, solidario y financiable donde el Estado invierte un millón de pesos por hijo nacido, que es el mismo efecto que un trabajador  ahorre diez mil pesos mensuales durante toda su vida.

13.- ASOCIACIÓN DE ASEGURADORES DE CHILE.
ASOCIACIÓN DE ASEGURADORES DE CHILE: entidad creada el año 1899, encargada de representar a las empresas dedicadas a la actividad aseguradora del país y cuya misión –según su propia definición- es impulsar el crecimiento sostenido de la industria aseguradora, fortaleciendo el posicionamiento del seguro como sustento del desarrollo.


 El Presidente de la Asociación de Aseguradores de Chile, señor José Manuel Camposano hizo mención del aporte de las compañías de seguros al sistema de pensiones, el que se define por tres vías: las rentas vitalicias, el seguro de invalidez y sobrevivencia y el ahorro previsional voluntario. En cuanto a las rentas vitalicias, los pensionados optan a una pensión fija, en unidades de fomento y para toda la vida. Las compañías aseguran a las personas los riesgos de sobrevivencia y de invalidez. Cada vez que un afiliado fallece se cubre a la familia y si el afiliado se invalida se cubre al pensionado inválido y con pensiones a los beneficiarios de dicho pensionado. Además, las compañías de seguros tienen un rol muy activo en el tercer pilar del sistema, cual es el ahorro voluntario.

Añadió que un tema recurrente unido a las pensiones es el de la expectativa de vida, por lo que las rentas vitalicias se hacen cargo de esta situación y las aseguradoras, cuando una persona jubila, asumen el riesgo de la longevidad y garantizan una pensión fija en UF por el resto de su vida.


Por otro lado, señaló que las tasas de reemplazo de los hombres en las rentas vitalicias han disminuido de un 62% el año 2002 a un 48% los años 2011-2012 y en el caso de las mujeres han disminuido de un 63% el año 2002 a un 49% en el año 2012. Para mejorar esta realidad propuso potenciar el ahorro previsional voluntario y específicamente el colectivo con mayores incentivos para el empleador.

14.- AFP MODELO.
AFP MODELO: administradora de fondos de pensiones constituida el año 2007, que participa en el mercado desde el año 2010 y que en febrero de 2012 obtuvo por segunda vez consecutiva la licitación de la administración de cuentas de capitalización individual de las personas que se afilien por primera vez entre agosto de 2012 y julio de 2014.


El Presidente de la AFP MODELO, señor Pablo Izquierdo Walker, informó que esta administradora cobra una comisión de 0,77% de la renta imponible en contraposición del promedio del sistema que alcanza a 1,43%.


Explicó que la reforma previsional del año 2008 permitió el ingreso de la AFP MODELO, aumentando la competitividad del sector. La baja de comisiones ha significado para los afiliados un ahorro de 130 millones de dólares anual y el efecto en las comisiones y la licitación del seguro de invalidez y sobrevivencia ha producido un ahorro del 24% en el costo previsional.

PROPUESTA


Manifestó que, en su opinión, quedan dos reformas pendientes:

-Solucionar el problema de la densidad de las cotizaciones, obligando a las personas a cubrir las lagunas con un 5% más de cotización, sumando el Estado otro 5%.


-Corregir la tasa de cotización en relación al aumento de la esperanza de vida, ya que se trata de un problema matemático y por ese sólo efecto se necesita un 30% más de cotización.

15.- PROFESOR DE LA FACULTAD DE ECONOMÍA Y NEGOCIOS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE, SEÑOR RICARDO FFRENCH-DAVIS.
RICARDO FFRENCH-DAVIS MUÑOZ: ingeniero comercial, Doctor en Economía, Premio Nacional de Humanidades y Ciencias Sociales, y actual profesor titular de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile.


El profesor señor Ricardo Ffrench-Davis Muñoz opinó que el sistema de capitalización individual reproduce las condiciones generales de la economía en que se aplique. En consecuencia, considerando que la economía chilena presenta altos índices de desigualdad, dicho régimen previsional replica tales condiciones, generando una situación inequitativa en el acceso a la previsión de los afiliados.


No obstante, destacó el avance que en esta materia generó la entrada en vigencia de la ley N° 20.255, sobre reforma previsional, que estableció el denominado Pilar Solidario, constituyéndose en un factor de corrección de las condiciones de desigualdad que genera el sistema, cuyo financiamiento equivale a cerca de un 1% del Producto Interno Bruto. El Pilar Solidario, destacó, posibilitó la reducción de los índices de pobreza entre los adultos mayores, al generar un reajuste en sus ingresos en una cifra superior a aquella que provee el funcionamiento del sistema económico.


-El profesor Ffrench-Davis advirtió que sólo un 60% de los trabajadores se encuentra cotizando en sus cuentas de capitalización individual, en un contexto general de empleo precario, cesantía e informalidad laboral de aquellos afiliados que no cotizan.

PROPUESTA


Respecto de lo anterior propuso que las reformas que deben introducirse consideren las condiciones del mercado del trabajo y ello signifique aumentar los índices de empleabilidad modificando el ámbito de la capacitación laboral, con la finalidad, por ende, de mejorar los estándares de equidad y eficiencia del sistema previsional. 


-También alertó sobre el déficit de inversión productiva que existe en Chile, habida cuenta de que el promedio de crecimiento de los últimos años alcanza a cerca de un 5%, porcentaje insuficiente para alcanzar mejores indicadores laborales.

PROPUESTA


Propuso que se realice una mayor inversión en equipos, maquinarias e infraestructura mediante el uso de los fondos previsionales que se encuentran en el extranjero, toda vez que, atendidas las condiciones de la economía interna, la rentabilidad que producirían dichas operaciones sería mayor que aquella generada por los mercados internacionales.


-El profesor Ffrench-Davis indicó la necesidad de analizar una reforma al mercado de capitales, con el objeto de favorecer el desarrollo de la economía nacional, adoptando políticas macroeconómicas contra cíclicas que favorezcan el desempeño de las pequeñas y medianas empresas y permitan un incremento de los indicadores de empleo. De esta manera se reducirían las brechas de desigualdad y se produciría un aumento de las tasas de rentabilidad de los fondos de pensiones.


-Alertó sobre el incremento en los márgenes de utilidad de las AFP en comparación con la obtenida por los afiliados, falencia que debe ser tenida en cuenta en los proyectos modificatorios del sistema.


-Propuso la revisión del tema de los directores de las AFP que no representan los intereses de los trabajadores.

-El profesor Ffrench-Davis postuló que la creación de una administradora de fondos de pensiones de carácter estatal contribuiría a regular adecuadamente las comisiones, otorgaría un mayor pluralismo al funcionamiento del mercado previsional y representaría de mejor manera los derechos de los afiliados.


-Finalmente, precisó que las modificaciones propuestas requieren de un enfoque integral que pueda corregir las condiciones de desigualdad de la población, las que radican en el distinto tratamiento que reciben, por ejemplo, las grandes empresas y aquellas de menor tamaño y los trabajadores formales e informales.

16.- ESPECIALISTA PRINCIPAL EN EL MERCADO DE TRABAJO Y PROTECCIÓN SOCIAL DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT), SEÑOR FABIO BERTRANOU.

O I T: agencia de la Organización de las Naciones Unidas responsable de la elaboración y supervisión de las Normas Internacionales del Trabajo, participando en ella representantes de los gobiernos, empleadores y trabajadores con la finalidad de elaborar políticas y programas y promocionar el trabajo decente para todos.


El Especialista Principal, señor Fabio Bertranou, Economista de la Universidad Nacional de Cuyo, Ph.D en Economía de la Universidad de Pittsburgh y Jefe de la Oficina OIT de Argentina, explicó que el desarrollo en el ámbito internacional del Derecho a la Seguridad Social comprende el Convenio N° 102, que no ha sido ratificado por Chile, cuyo propósito es la adopción por los países de un plan integrado de protección social, que contenga la cobertura universal, la responsabilidad prioritaria del Estado en la provisión de seguridad económica para la vejez, la participación de los actores sociales en la gestión previsional, la contribución tripartita del Estado, el afiliado y el empleador. Asimismo, añadió, existe el Convenio N° 128, que no ha sido ratificado por Chile, que busca mejorar los estándares del sistema previsional para atender las prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivencia, con una tasa de reemplazo de un 45%.


Precisó que la OIT propugna la distribución de los riesgos derivados de la previsión social mediante la incorporación de instrumentos solidarios, lo que exige mayor presencia del Estado, un liderazgo activo en lo tocante a los índices de cobertura de las prestaciones y un mínimo garantizado de tasas de reemplazo.


Manifestó que la OIT también propone un mejoramiento de los mecanismos de solidaridad intra-generacional, de modo de incrementar los índices de cobertura en favor de las trabajadoras, una ampliación del financiamiento no contributivo del sistema y la participación de los empleadores en dicho proceso.

PROPUESTA

 
El Especialista Principal de la OIT, señor Fabio Bertranou resumió los desafíos que debe afrontar Chile en materia previsional, de la siguiente manera: mejoramiento de las condiciones del mercado laboral, puesto que el sistema opera como consecuencia del funcionamiento de la economía y del empleo de los afiliados y el mejoramiento de las tasas de reemplazo a partir de componentes solidarios o colectivos para todos los trabajadores.

17.- MOVIMIENTO CIUDADANOS POR UNA PREVISIÓN JUSTA Y DIGNA.
MOVIMIENTO CIUDADANOS POR UNA PREVISIÓN JUSTA Y DIGNA: movimiento que agrupa a Sindicatos de El Teniente, trabajadores contratistas, profesores y otras organizaciones, cuyo fundamento señala “el sistema de pensiones vigente no satisface las expectativas creadas y niega completamente los principios básicos que deben guiar un sistema previsional moderno, contraviniendo los pronunciamientos y recomendaciones de organizaciones internacionales de Seguridad Social, que privilegian la libertad, la solidaridad, la participación y la ausencia del lucro”.


El Presidente de este Movimiento, señor Cristián Palma recordó que el año 2000, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) señaló que Chile estaba incumpliendo normas internacionales referentes a contar con un sistema de pensiones administrado por organizaciones sin fines de lucro, con la participación de los representantes de los trabajadores en la administración del sistema y con un aporte patronal de recursos al sistema de seguros.


En esa línea, abogó por el establecimiento de un sistema que garantice una vejez digna y que sea coherente con los sustantivos aportes de los trabajadores, ya que el actual ha fracasado en la protección de los trabajadores chilenos, en tanto que constituye un negocio rentable para los grandes grupos económicos.

PROPUESTA


Propuso la introducción de las siguientes modificaciones al sistema previsional:


-Establecer un sistema de reparto solidario en que los aportes para los fondos sean tripartitos (Estado, empleadores y trabajadores).


-Eliminar la discriminación de género que afecta a las trabajadoras.

-Entregar al Estado la responsabilidad de administrar los fondos de pensiones.

-Establecer que el sistema entregue como pensión a lo menos el 75% de los sueldos recibidos por el trabajador en los últimos 5 años anteriores a su jubilación.
18.- ALEJANDRO FERREIRO, ABOGADO Y EX INTEGRANTE DE LA COMISIÓN MARCEL.


El señor Alejandro Ferreiro Yazigi, abogado y ex integrante de la Comisión Marcel manifestó que la reforma previsional del año 2008 ha jugado un rol consistente en el establecimiento del Pilar Solidario, pagándose en la actualidad más de 600 mil pensiones básicas solidarias y más de 450 mil personas han recibido el aporte previsional solidario, esto es, cerca de un millón 450 mil personas están percibiendo un aporte que antes no existía.


Advirtió que el Estado efectúa un aporte al sistema que corresponde al 1% del PIB, que a su vez se debe comparar con más del 1% del PIB que aporta al régimen de pensiones de las Fuerzas Armadas.


También advirtió sobre el desinterés y desconocimiento de los trabajadores de la disminución de las comisiones establecida por medio de la oferta de una AFP con costos de administración más bajos –AFP MODELO- no registrándose los traspasos de afiliados que se esperaban. En atención a lo recién expresado, puntualizó que hablar de una AFP estatal no generaría una decisión distinta por los afiliados, salvo que se corrija la insensibilidad de las personas al precio y se generen los incentivos para que opten por la oferta más barata.


El señor Alejandro Ferreiro manifestó que existen dos elementos que amenazan el monto de las pensiones, el aumento de las expectativas de vida de la población y la caída de la tasa de rentabilidad de los fondos de pensiones, cuya ecuación es la pensión (ahorro acumulado dividido por expectativa de vida) que resulta ser menor y dice relación con la lógica de cálculo de la misma y no con los sistemas de administración.

PROPUESTA


-Postuló como medidas necesarias, sin sacrificar montos de pensión, el aumento de la tasa de cotización o la postergación de la edad de jubilación y señaló que existen formas políticamente aceptables de incrementar la tasa de cotización mediante transiciones graduales.


-Postuló el aumento de la edad de jubilar, aunque reconoció que políticamente es muy difícil de plantear, considerando elemental comprender que si un trabajador se jubila antes se jubila con menos y si se jubila después se jubila con una mayor pensión.


-Postuló el establecimiento de una tasa de cotización única, que se distribuya en salud y pensiones, con la particularidad de que como el rendimiento de las cotizaciones tempranas es mayor que las últimas, los primeros años aplicar una cotización más alta para la pensión y conforme aumenta la edad un porcentaje mayor se deriva a la salud.


-Postuló, en lo referente a la educación previsional, que en las liquidaciones de sueldo se ofrezca la alternativa de la previsión menos onerosa.


-Postuló el ingreso de los miembros de las Fuerzas Armadas al sistema de capitalización individual, puesto que el sistema de reparto que las rige es sumamente costoso para el Fisco, superando al Pilar Solidario.
19.- SEÑOR JOAQUÍN VIAL RUIZ-TAGLE.


El señor Joaquín Vial Ruiz-Tagle, Ingeniero Comercial y Magister en Economía de la Universidad de Chile, Doctor en Economía de la Universidad de Pennsylvania, ex Director de Presupuestos y desde febrero de 2012 Consejero del Banco Central de Chile, expresó que sus reflexiones sobre el sistema previsional surgen de un trabajo que está preparando relacionado con los efectos de la transición demográfica en Chile y el mundo, fenómeno que se manifiesta en la disminución del crecimiento de la mano de obra, en el descenso de las tasas de población joven y en el aumento de ancianos.


Agregó que la transición demográfica produce un impacto mayor en los sistemas de reparto y menor en los sistemas de capitalización individual, aunque presentándose respecto de éstos últimos dos peligros: que las jubilaciones no alcancen a financiar toda la vejez y problemas de solvencia fiscal y de los planes de beneficio definido del sistema privado por aumentos sorpresivos en la esperanza de vida al jubilar.

PROPUESTA


Enumeró las siguientes propuestas para introducir modificaciones al sistema previsional vigente:





-Igualar el tratamiento tributario de los aportes extraordinarios que apunten a rellenar lagunas previsionales al del tratamiento que tienen las cotizaciones obligatorias, ya que al hacerse una cotización obligatoria se rebaja de la base de cálculo para el impuesto a la renta. Un APV con rebaja de impuestos es atractivo para complementar el ahorro y es mejor permitir que cotizaciones voluntarias –con el objetivo de rellenar lagunas- se rebajen de la base imponible.


-Igualar la edad de jubilación de hombres y mujeres y luego ajustarla periódicamente de acuerdo a la evolución de la esperanza de vida al jubilar. La idea es realizar algunos ajustes, tales como flexibilizar las jornadas de trabajo, posibilitar el trabajo a distancia y otros.

-Aumentar el tope de sueldo imponible llevándolo a su equivalente de las 60 UF como proporción del ingreso per cápita de 1981. Esto significaría subir el tope de 1,6 millones de pesos mensuales (70,3 UF) a 4,3 millones mensuales. Implica un costo para el Fisco, también un costo para el sueldo líquido, de manera que sería más conveniente realizarlo gradualmente.





-Fomentar la educación e información financiera. Al respecto, manifestó que mucha gente no sabe cuál es su situación, principalmente porque la discusión pública está enfocada en rentabilidades o comisiones, materias incomprensibles para la gran mayoría de la población en lo que dice relación con los resultados de sus pensiones. Asimismo, postuló evaluar el funcionamiento y un posible rediseño del Fondo para la Educación Previsional.


El señor Joaquín Vial Ruiz-Tagle complementó sus proposiciones con las siguientes aseveraciones: 

 
-El sistema de pensiones chileno funciona bien para los trabajadores que cotizan regularmente, pero el problema se presenta por la cantidad de trabajadores que no lo hacen.

 
-Entonces, la informalidad laboral es el gran problema de todos los sistemas de pensiones.

 
-La reforma previsional de 2008 dio protección adecuada a una gran cantidad de trabajadores pobres o de ingresos medios-bajos que no han cotizado regularmente.

 
-Por lo tanto, el problema se radica en el nivel de cotizantes de ingresos medios y altos, con una insuficiencia de ahorro para tener tasas de reemplazo elevadas, influyendo la irregularidad en las cotizaciones, la baja edad de jubilación de las mujeres y el aumento de la longevidad.

 
-Es menester reforzar el mercado de las rentas vitalicias, porque va a jugar un rol muy importante para los cotizantes de ingresos medios y bajos.

20.- AGRUPACIÓN NACIONAL DE EMPLEADOS FISCALES (ANEF).

A N E F: organización sindical creada el año 1943, que agrupa a diversas asociaciones de funcionarios públicos de todo el país, con la impronta del legado de su primer Presidente, Clotario Blest Riffo, quien señaló "somos gremialistas y no políticos, la justicia social y la confraternidad humana son las bases de la ANEF, buscamos el perfeccionamiento económico, cultural y social, el perfeccionamiento moral de nuestros asociados, basados en principios de honradez, disciplina y sacrificio".
 
La Vicepresidenta de Previsión Social de la ANEF, señora Ana María Gutiérrez, aseveró que el sistema de AFP ha fracasado para lo que es la realidad concreta de los trabajadores, ya que no cumple con su principal objetivo que es dar pensiones dignas, de tal modo que las chilenas y los chilenos han perdido para que ganen unos pocos grupos económicos. Además, es un sistema que se ha convertido en una gran carga para el Estado de Chile, incurre en una discriminación aberrante de las mujeres chilenas y transgrede estándares internacionales.


Se refirió a la necesidad de cambiar la realidad social del país, que en las últimas décadas ha desarrollado un modelo que fomenta el individualismo, que encumbra el consumo al nivel de necesidad básica, que exacerba la competencia, que discrimina y estratifica a la población, que excluye a grandes grupos y reúne la riqueza en unos pocos, y que centra en el mercado y el capital las expectativas de desarrollo de los ciudadanos.


Puntualizó que el trabajo y el empleo se hacen cada día más precarios, recibiendo el 70% de la población salarios insuficientes, miles de trabajadores son subcontratados, excluidos del derecho a la seguridad social y proliferan las prácticas antisindicales y la externalización de las actividades propias de las empresas para abaratar costos.


En el sector público, especificó, más del 45% de la fuerza laboral tiene empleos temporales, precarios y sin carrera funcionaria; la brecha salarial se ha duplicado en los últimos diez años y los estilos de dirección de los servicios mantienen enclaves autoritarios, desligados del respeto y del trabajo en equipo.


Añadió que particularmente dramática es la situación que afecta a cientos de miles de trabajadoras y trabajadores del sector público que fueron forzados a abandonar el antiguo sistema de reparto y que se encuentran impedidos de jubilar, ya que percibirían como pensión un tercio de su remuneración, lo que les condena a una vejez de indigencia o a morir en sus puestos de trabajo.

PROPUESTA


Expresó que la ANEF demanda una profunda reforma al sistema previsional, que asegure una vejez digna para todas las chilenas y para todos los chilenos, fundada en la solidaridad, que elimine la concepción mercantil y el lucro del actual sistema.


La ANEF, precisó, también demanda un nuevo sistema bajo administración estatal, con libertad de afiliación y con participación de todos los actores involucrados, que privilegie la solidaridad y que considere los aportes del Estado, de los empleadores y de los trabajadores. 


La ANEF estima que pueden cohabitar el sistema de capitalización individual y el sistema de administración estatal.

21.- ECONOMISTA DEL INSTITUTO LIBERTAD, SEÑORA DIANA ÁVILA.
INSTITUTO LIBERTAD: corporación de derecho privado, cuya finalidad es investigar, estudiar, analizar, evaluar y divulgar temas del quehacer público, labor que lleva a cabo, según su propia definición, de acuerdo a los valores propios de la identidad histórica de Chile, enraizada en su cultura occidental y cristiana.


La Economista del Programa Económico del Instituto Libertad, señora Diana Ávila, sostuvo que el sistema de capitalización individual presenta un problema en su funcionamiento, que consiste en las falencias de la cobertura que provee a los afiliados, lo que impacta el nivel de las pensiones.

PROPUESTA


Por ello, indicó, se deben estudiar modificaciones a parámetros tales como la edad de jubilación, la tasa de cotización y el monto imponible y evaluar el modelo de administración que utilizan las AFP.


Por otro lado, especificó, las condiciones laborales y las prestaciones de salud que se proveen a la población de mayor edad impactan fuertemente en la edad de jubilación de los afiliados, de modo que se debe hacer un esfuerzo por la formalización de las relaciones laborales y por el pago oportuno de las cotizaciones previsionales.


Asimismo, sin perjuicio del avance que representa el Pilar Solidario, enfatizó la necesidad de mejorar el nivel de cotizaciones, con el objeto de disminuir las lagunas previsionales y aumentar su densidad.

22.- ASESORA DEL DEPARTAMENTO DE ESTUDIOS PREVISIONALES DE LA SUBSECRETARÍA DE PREVISIÓN SOCIAL, SEÑORA MÓNICA TITZE.


La asesora del Departamento de Estudios Previsionales de la Subsecretaría de Previsión Social, señora Mónica Titze, manifestó que existen una serie de parámetros que dificultan el funcionamiento del sistema previsional, tales como el incremento sostenido en las remuneraciones de los afiliados y el bajo porcentaje de trabajadores que cotiza a lo menos durante cuarenta años. 


En cuanto al incremento de remuneraciones, sobre todo al término de la etapa laboral, señaló que genera un alza en las expectativas de los trabajadores acerca del monto de sus pensiones.


Sostuvo que aun cuando un aumento en la tasa de cotización y una postergación en la edad de jubilación podrían mejorar sustancialmente el nivel de las pensiones, la baja densidad de cotizaciones de un grupo importante de trabajadores y la sub cotización seguirá afectando el monto de las pensiones.

PROPUESTA


Enfatizó que el Ejecutivo pretende aumentar la fiscalización respecto de la informalidad laboral, promover los planes de educación previsional y fortalecer el ahorro previsional voluntario colectivo.

23.- FUNCIONARIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS.


El señor Rodolfo Espinoza, funcionario de la Cámara de Diputados, se refirió al daño previsional que afecta a aquellos trabajadores que, encontrándose afiliados al sistema de reparto, accedieron posteriormente a la pensión de vejez mediante el sistema de capitalización individual.

24.- PROFESOR DE SEGURIDAD SOCIAL DE LA ESCUELA DE DERECHO DE LA UNIVERSIDAD DE TALCA, SEÑOR JUAN SEBASTIÁN GUMUCIO.


El profesor de Seguridad Social de la Escuela de Derecho de la Universidad de Talca, señor Juan Sebastián Gumucio, opinó que las falencias que ha demostrado el funcionamiento del sistema de pensiones fueron previstas por los especialistas en seguridad social y verificadas como consecuencia de las precarias condiciones laborales existentes en Chile hace treinta años, en un contexto de alta cesantía y bajos salarios.


Agregó que la determinación de modificar el sistema previsional vigente incorporando el principio de solidaridad requiere de una decisión política que considere las particularidades del mercado laboral, toda vez que éste debe operar como sustento del régimen de pensiones. 


Para resolver los problemas que presenta el sistema de capitalización individual extremo que opera en Chile, indicó que se han promovido una serie de modificaciones, de las cuales opinó que no resolverán las deficiencias el aumento de la tasa de cotización o la postergación de la edad de jubilación, porque el régimen no otorga respuestas inmediatas a los afiliados y, además, dependen en gran medida del funcionamiento del mercado laboral. Por lo demás, advirtió, no resulta adecuado promover un aumento de la tasa de cotización para aquellos sectores que carecen de capacidad de ahorro.


En cambio, aseveró, el sistema de reparto entrega una solución inmediata a las problemáticas actuales, pudiendo caracterizarse el sistema de reparto en su versión tradicional o como un sistema de reparto con capitalización colectiva. Cualquiera de éstos permitiría la creación de un fondo común solidario.


Con todo, el financiamiento del principio de solidaridad que subyace en cualquier sistema de reparto debe recaer con  preeminencia en los grupos socioeconómicos de mayores recursos, mediante una modificación profunda al sistema tributario vigente.

PROPUESTA


El profesor Juan Sebastián Gumucio Rivas resumió sus planteamientos de la siguiente manera:


-La incapacidad del sistema de AFP de otorgar pensiones de vejez que se aproximen al menos al 40% de los últimos ingresos es de suma gravedad, pues las bajas pensiones significan una caída abrupta de los niveles de vida y en numerosos casos el ingreso de segmentos medios de la población a niveles de pobreza.


-En la medida que continúe existiendo una gran desigualdad, el sistema de capitalización es necesariamente reproductor de esa desigualdad.


-El sistema privado no sólo hace soportar a los afiliados el costo de la gestión de las AFP, sino que también los costos de administración del seguro de invalidez y sobrevivencia y los altos costos de administración de las compañías de seguros que intervienen en el otorgamiento de pensiones.


-Los altos costos de gestión y administración hacen urgente retornar a un sistema de administración estatal que asegure la ausencia de lucro y evite los gastos en publicidad y ventas.


-La reforma previsional de 2008 instauró el Pilar Solidario, pero no introdujo modificaciones estructurales al sistema.


-La carencia de financiamiento para mejorar las pensiones debe tratar de subsanarse por la vía tributaria que haga que esta carga la soporte el sector de mayores ingresos, lo que significa una sustitución de la lógica de la capitalización individual por un Pilar Obligatorio de Carácter Solidario.


-El Pilar Obligatorio sería administrado por el Estado, formando un Fondo Colectivo que se financiaría 1) con la mayor parte del ahorro previsional actual, incluido el que se destina a costear la administración de la capitalización individual y 2) con recursos fiscales provenientes de una reforma tributaria justa y suficiente.

25.- FEDERACIÓN NACIONAL DE SINDICATOS DE CHOFERES DE CAMIONES DE CHILE.

FENASICOCH: entidad que fue fundada el año 1989 con el objetivo de defender los derechos de los trabajadores del transporte de carga por carretera, en materias laborales y previsionales.


El Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos de Choferes de Camiones de Chile, señor José Sandoval Pino, expresó que el sistema de capitalización individual no ha cumplido los objetivos que se tuvieron en consideración al momento de su establecimiento, generando una serie de problemáticas para sus afiliados, tales como el pago de cotizaciones por sumas que no corresponden a los ingresos percibidos por el trabajador, la ausencia de mecanismos legales que permitan la participación de los afiliados en la gestión de las AFP, las bajas pensiones entregadas en contraposición a las utilidades obtenidas y las pérdidas del sistema que son soportadas por los afiliados en tanto las administradoras no asumen ningún tipo de responsabilidad.

PROPUESTA


Propuso la creación de una administradora de fondos de pensiones de carácter estatal, con el propósito de mejorar la competencia que se verifica entre las entidades que operan en el sector.

26.- DIPUTADO SEÑOR OSVALDO ANDRADE LARA.

El Diputado señor Osvaldo Andrade Lara, de profesión abogado, fue elegido por el distrito 29 de la Región Metropolitana y representa a las comunas de La Pintana, Pirque, Puente Alto y San José de Maipo.

 
El Diputado señor Andrade aseveró que tal como se están dando los resultados, es probable que el sistema de pensiones colapse en el mediano plazo, básicamente porque su promesa original no se ha cumplido. Al instalarse el sistema de capitalización individual, se comprometió una tasa de reemplazo de un 70% y claramente hoy día dicha cifra está muy lejos de ser realidad.


Agregó que el sistema está deslegitimado frente a los trabajadores, al no dar cumplimiento a las expectativas que se crearon a su respecto.


Aun más, explicó, tratándose de un sistema de carácter privado, la participación de fondos públicos alcanza niveles cada vez más amplios, pagando el Estado el 50% de las pensiones, sea por la pensión básica, sea por el aporte previsional solidario y otros beneficios, tendencia que se irá incrementando en la medida que la tasa de reemplazo vaya disminuyendo, recurriéndose en consecuencia a las finanzas públicas para equilibrar esta falencia.

Para plantear una reforma al Sistema de Pensiones, precisó, se debe primero hablar de la base de sustentación del mismo, cual es el mercado laboral, ya que el régimen se construyó sobre la plataforma de un mercado laboral cuyas características en la actualidad no existen. Las bases político ideológicas del mercado de trabajo en nuestra sociedad son: la inestabilidad laboral o dicho en otras palabras la denominada flexibilidad laboral y la incapacidad de los trabajadores de negociar sus ingresos.

PROPUESTA


Las observaciones del Diputado señor Andrade respecto del sistema de capitalización individual son las siguientes:

 
-Establecer un piso básico para las pensiones, porque no se entiende que la pensión mínima no sea igual al ingreso mínimo. Una persona para sobrevivir –con todo discutible- requiere un ingreso de $193.000, de modo que un pensionado también debería recibir al menos igual suma.

 
-Profundizar el Pilar Solidario con mayor nitidez, sobre todo efectuando un cruce de solidaridades y por niveles de ingreso. El Pilar Solidario tiene previsto acceder a un 60% de la población de menores ingresos, donde claramente quedó un segmento fuera de él, debiendo ampliarse su cobertura distinguiendo la asociación existente hoy en día que se produce entre los cotizantes y los afiliados activos. Asimismo, precisó, en la ley 20.255 quedaron fuera una serie de temas, como por ejemplo el de la cuota mortuoria, que es necesario contemplar en una próxima modificación legal.

 
-Reiteró la necesidad de poner atención a la situación de coexistencia de afiliados y cotizantes activos, estos últimos que son bastante menos. Esa brecha constituye un problema, porque el afiliado que no es cotizante activo no tiene vida en el sistema y las cifras de esta realidad, por la volatilidad del mercado laboral, están permanentemente variando. Al respecto, propuso establecer un mecanismo que incentive las cotizaciones de los independientes, con un subsidio a las primeras 24 cotizaciones.

 
-Incrementar la tasa de cotización para mejorar la calidad de las pensiones, puesto que el 10% es totalmente insuficiente, materia que implica tratar con seriedad el establecimiento de un aporte del empleador y también del Estado.

 
-Revisar el tema de la edad de jubilación, en atención al incremento de las tasas de expectativa de vida, que en el caso de las mujeres ya alcanza 82 años como promedio, situación que ninguna pensión va a resistir.

 
-Sancionar a los empleadores que se quedan con los descuentos que están dirigidos al fondo de pensión de los trabajadores. 

 
-Respecto de la industria de las AFP, expresó que es necesario reducir la exposición al riesgo de los fondos, quizás utilizando la figura del re-seguro que constituiría una prevención de la rentabilidad negativa. Asimismo, corregir la asimetría entre las utilidades de las administradoras y las pensiones de los afiliados, disponiendo que las comisiones que se cobran reaccionen sensiblemente en relación a los resultados obtenidos, porque actualmente las AFP -les vaya mal o bien- igualmente cobran las comisiones.

 
-Revisar el mecanismo de los incentivos tributarios al ahorro previsional, porque no está dando el resultado esperado y sólo beneficia a los sectores de ingresos más altos.

 
-El tema de la AFP pública incorpora un ingrediente de competencia al sistema y, además, no constituirá centralidad de su tarea la rentabilidad, pudiendo incluso llevar la comisión a 0 pesos.

 
-Incorporar a los trabajadores en los directorios de las empresas que administran e invierten los dineros destinados a sus pensiones.

27.- ECONOMISTA Y EX PRESIDENTE DEL BANCO CENTRAL SEÑOR VITTORIO CORBO.


El Economista y ex Presidente del Banco Central, señor Vittorio Corbo opinó que el sistema de capitalización individual ha generado un buen nivel de tasas de reemplazo para los afiliados que cotizan regularmente, vinculándose esta realidad con el impacto que generan las condiciones de trabajo respecto del monto final de las pensiones.


Aseveró que los fondos previsionales han contribuido significativamente al desarrollo de la economía del país, al mejoramiento del desempeño de los gobiernos corporativos, del mercado de capitales y de los índices de ahorro e inversión.

PROPUESTA


El señor Vittorio Corbo indicó una serie de modificaciones que deberían introducirse para el mejoramiento del sistema previsional:


-Elevar los índices de la tasa de reemplazo, ya que son muy menores si se comparan con los últimos ingresos percibidos por el trabajador.


-Modificar paramétricamente la edad de jubilación y el tope imponible, dado el alza en las expectativas de vida de la población.


-Adoptar medidas para evitar la evasión y elusión previsional, habida cuenta de que cerca de un 18% de los ingresos que reciben los trabajadores quedan excluidos de la base de cálculo de la pensión.


-Mejorar el funcionamiento del mercado laboral para reducir los períodos de desempleo.


-Facilitar el trabajo del adulto mayor.


-Incentivar el ahorro voluntario individual y colectivo.

-Aumentar aportes obligatorios.

-Promover planes de educación previsional de los trabajadores.
28.- “MOVIMIENTO CIUDADANO AQUÍ LA GENTE”
MOVIMIENTO CIUDADANO AQUÍ LA GENTE: organización ciudadana que se ocupa de velar por el cumplimiento efectivo de los derechos de la ciudadanía y específicamente en materia previsional por el establecimiento de un sistema público de pensiones. Este Movimiento se integra por la CONADECUS, la CUT, la ANEF, ANATRINP, FENAMPO, FUERZA MIGRANTE y AQUÍ LA GENTE.


El dirigente del Movimiento, señor Roberto Maturana señaló que los trabajadores afiliados al sistema de capitalización individual se ven afectados por el monto de la pensión que perciben, insuficiente para solventar sus necesidades básicas y por la inexistencia de un aporte previsional del empleador, situación que además sufre las consecuencias de las fluctuaciones de los fondos de pensiones, tal como ocurrió con las crisis del año 2008, que generó pérdidas para todos los afiliados.


Por su parte, la Directora del Movimiento, señora María Luz Navarrete, señaló que la instauración del sistema previsional se impuso sin escuchar a los interesados, con el propósito de establecer la provisión de fondos para el funcionamiento de la economía nacional.

PROPUESTA


Propusieron que se establezca el derecho de los cotizantes para elegir el sistema previsional al que se quieren acoger, sea un sistema público de reparto o un régimen privado fiscalizado por los órganos competentes del Estado.
29.- ASOCIACIÓN DE COTIZANTES Y AHORRANTES PREVISIONALES DE CHILE.

ASOCIACIÓN DE COTIZANTES Y AHORRANTES PREVISIONALES DE CHILE: agrupación de profesionales fundada en la ciudad de Concepción y según definición propia, partidarios del sistema de capitalización individual, que defienden sus ahorros previsionales y promueven el ahorro de las personas para alcanzar mejores pensiones al finalizar la vida laboral.


El Secretario de la Asociación de Cotizantes y Ahorrantes Previsionales, señor Franco Olivarí destacó los índices de rentabilidad del sistema de capitalización individual y la seguridad de los instrumentos de inversión de los fondos, materias que su opinión darían cuenta de su estabilidad y sustentabilidad, siendo innecesaria la adopción de un sistema de reparto.

PROPUESTA


Con todo, agregó que se hace necesario estudiar reformas que mejoren algunos aspectos del sistema:


-Aumentar la tasa de cotización.


-Fomentar la densidad de cotizaciones, incluyendo los honorarios.


-Aumentar la edad de jubilación de los trabajadores.


-Incentivar el ahorro voluntario.


-Implementar planes de educación previsional y de información a los afiliados.


-Establecer sanciones para los empleadores que no paguen las cotizaciones.
30.- COMANDO NACIONAL CONTRA LOS ABUSOS DE LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES.

COMANDO NACIONAL CONTRA LOS ABUSOS DE LAS AFP: entidad que funciona desde el año 2011 y actualmente se encuentra conformada por SINAMI, CONSTRAMET, CONTEXTIL, CONFEMIN, LA CONFEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL COBRE, CTC, CONSFECOVE, FEDERACIÓN RIPLEY, FEDERACIÓN DE TRABAJADORES HEINEKEN-CCU, FEDERACIÓN BANCARIA DE CHILE, FEDERACIÓN AUTÓNOMA SANTANDER, y además un grupo importante de sindicatos que no están afilados a ninguna estructura sindical.


El Coordinador Nacional del Comando, señor Horacio Fuentes, precisó que el objetivo del sistema previsional es garantizar la cobertura de las contingencias que deben afrontar los adultos mayores, necesidades que no han sido satisfechas a raíz de las falencias que se han detectado en su funcionamiento. Ello deriva, indicó, del afán de lucro que persiguen las entidades que lo operan, toda vez que ellas tienen como finalidad conseguir una mayor rentabilidad aun en desmedro de los derechos de los cotizantes.


Agregó que en Chile el ámbito previsional ha sido concebido como un área de negocios, similar al espacio mercantil bancario, carente de sentido social a favor de los pensionados.

PROPUESTA


El Comando Nacional Contra los Abusos de las AFP enfatizó que se requiere de profundas reformas al sistema de capitalización individual, las que en todo caso no hacen aconsejable la instauración de una AFP estatal, el aumento de la edad de jubilación y el aumento de la cotización.


Abogó por el establecimiento de un sistema de seguridad social de carácter público y solidario, que opere mediante el aporte del empleador, del trabajador y del Estado, en los términos propugnados por la Organización Internacional del Trabajo.


Finalmente, el Comando manifestó la necesidad de establecer el derecho de los cotizantes a elegir el sistema previsional al cual afiliarse.

-------

DOCUMENTOS RECIBIDOS POR LA COMISIÓN ESPECIAL


1) La Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud (CONFENATS), mediante Ord. N°08, de fecha 4 de junio de 2013, envió un documento denominado “Propuesta de Reforma al Sistema Previsional, decreto ley 3500, de la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud, CONFENATS”, cuyo texto se encuentra a disposición de las señoras Senadoras y de los señores Senadores.


Con todo, la proposición de la CONFENATS se sintetiza de la siguiente manera: 

 
Creación de un sistema público de pensiones que garantice:

a) la libertad de afiliación para los actuales y los futuros cotizantes.

b) pensiones equivalentes, al menos, al 75% del monto que resulte mayor entre la última renta en ejercicio y el promedio de los últimos 10 años.

c) un fondo de desahucio, con el pago íntegro de los años cotizados.

 
La estructura del sistema se fundamentaría en la creación de un sistema público de pensiones radicado en el Instituto de Previsión Social, que contemple un Fondo Solidario para garantizar una pensión básica, de carácter universal, sin requisito de años, dirigida a los trabajadores y trabajadoras que por la naturaleza de sus contratos y tipo de labores no cotizan regularmente.


El financiamiento del sistema público se proveería con:

a) La cotización del trabajador (el mismo 10% actual).

b) Un aporte del Estado (en función de las pensiones mínimas de las cuales sea liberado).

c) Un aporte del empleador (continuidad del aporte actual por seguro de desempleo).

d) La diferencia de cotizaciones de los actuales afiliados a las AFP que opten por jubilar mediante el nuevo sistema.

e) Los bonos de reconocimiento no liquidados.

f) La rentabilidad de los fondos invertidos en instrumentos reajustables con garantía estatal.

g) Una mesa de inversiones que permita asegurar una rentabilidad real y permanente.


2) En sesión celebrada el 29 de julio de 2013, la Comisión tomó conocimiento de un documento elaborado por la Asociación Gremial de Asesores Previsionales, en el que se sugieren una serie de observaciones al resumen de proposiciones presentada por el Senador señor Tuma. Dicho documento se encuentra a disposición de las señoras Senadoras y de los señores Senadores.

 




3) En sesión celebrada el día 7 de agosto de 2013, la Comisión Especial tomó conocimiento de una carta que le fuera enviada al Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, por la Asociación Nacional de Pensionados y Pensionadas del Sistema Privado de Pensiones de Chile (ANACPEN A.G) con fecha 25 de marzo de 2013, cuyo contenido expone una serie de problemas que afectan a los asociados de esta entidad, requerimientos e inquietudes hechas presente a la Comisión en sus sesiones de los días 10 de diciembre de 2012 y 7 de enero de 2013. 

 

4) Con fecha 12 de noviembre de 2013, el Gerente General y fundador del sitio previsionarte.cl, señor Andrés Guerra Panay-B, hizo llegar a la Comisión un documento explicativo sobre un servicio gratuito para los trabajadores que les informe respecto del cumplimiento del pago de las cotizaciones previsionales por los empleadores. El texto completo de la comunicación enviada se encuentra a disposición de las señoras Senadoras y de los señores Senadores.



5) Con fecha 6 de enero de 2014, la Central Unitaria de Pensionados y Montepiadas de Chile Quinta Región acompañó carta que consigna una serie de propuestas referidas al antiguo sistema de previsión.

-------

CONCLUSIONES DE LA COMISIÓN ESPECIAL

PRIMERA DELIBERACIÓN


Los integrantes de la Comisión Especial, en sesión de 29 de abril de 2013, en una primera deliberación sobre las conclusiones y propuestas que se deben generar para ponerlas en conocimiento de la Sala del Senado, se expresaron de la siguiente forma:

 



El Senador señor Sabag abogó por la necesidad de evaluar el funcionamiento del sistema previsional y proponer las reformas que pudieren ser introducidas con la finalidad de mejorar las pensiones que reciben los afiliados. A modo de ejemplo, detalló que se debe evaluar el nivel de las sumas correspondientes a la comisión por administración que recaudan las administradoras de fondos de pensiones, toda vez que ello genera un impacto en las remuneraciones de los trabajadores y en las pensiones que recibirán en el futuro.

 



En ese contexto, afirmó que, a raíz de la implementación de una serie de políticas, tales como el pilar solidario -introducido por la ley N° 20.255, que establece reforma previsional, de 2008-, se ha producido un incremento en los fondos públicos destinados a resolver las problemáticas derivadas del funcionamiento del sistema de capitalización individual, lo que ha generado una serie de beneficios de relevancia. Añadió que, asimismo, se ha implementado un fondo de reserva de pensiones, que asciende a una cifra cercana a los siete mil millones de dólares, lo que da cuenta de la profundidad de dicha reforma. 

 



Con todo, reiteró que se deben estudiar aquellas modificaciones que permitan mejorar el nivel de las pensiones que reciben los afiliados. En esa línea, afirmó que es posible promover el establecimiento de un derecho de opción para los trabajadores, quienes podrían elegir entre acceder al régimen que opera bajo la regulación del Instituto de Previsión Social y el sistema de capitalización individual. 

 



El Senador señor Muñoz Aburto detalló que, en las distintas sesiones de la Comisión Especial, se ha evaluado la necesidad de sustituir el sistema de capitalización individual, remplazándolo por el sistema de reparto, en tanto que otros expositores han propuesto la necesidad de introducir únicamente correcciones de menor entidad al régimen actualmente vigente. Con todo, afirmó que la solución que se adopte debe propender al mejoramiento de las pensiones que reciben los afiliados, toda vez que se han verificado una serie de casos que dan cuenta de la baja densidad de éstas.

 



En ese contexto, abogó por la adopción de un acuerdo que permita incorporar a las pensiones que recibe el trabajador un aporte estatal, un aporte del empleador y un aporte del afiliado, con el objeto de evitar que el sistema de capitalización individual sea concebido como el único régimen previsional utilizado en nuestro país, toda vez que éste, enfatizó, ha mostrado una serie de falencias en su funcionamiento.

 



El Senador señor Tuma coincidió en la necesidad de introducir reformas profundas al sistema de capitalización individual, en cuyo contexto resulta del todo relevante establecer el derecho del afiliado a elegir el régimen previsional aplicable a su respecto y las modalidades de inversión de sus fondos.

 



Por su parte, el Senador señor Navarro afirmó que las problemáticas que se han detectado respecto de funcionamiento del sistema de capitalización individual derivan del incumplimiento de las expectativas generadas al momento de su instauración, habida cuenta del bajo nivel de pensiones que provee a sus afiliados. Al efecto, detalló que dicha circunstancia ha generado una situación crítica, toda vez que tales cifras contrastan con las utilidades que han percibido las administradoras de fondos de pensiones, lo que exige un aumento en los fondos que debe invertir el Estado para solventar las contingencias que derivan de ello.

 



Enseguida, reseñó que, en el contexto del estudio de las modificaciones que pueden introducirse al sistema de capitalización individual, no resulta adecuado implementar un incremento del aporte que realizan los afiliados o de la edad en que éstos pueden acceder a la pensión de vejez. En cualquier caso, añadió que, considerando que las respectivas iniciativas legales en el ámbito de la seguridad social requieren de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República y de la aprobación de la mayoría absoluta de los diputados y senadores en ejercicio, en los términos que consagra la Constitución Política de la República, es preciso favorecer un consenso en esta materia.

 



Enseguida, el Senador señor Navarro indicó que un porcentaje importante de los afiliados al sistema de capitalización individual opta por acceder al mecanismo de rentas vitalicias o jubilación anticipada, régimen en el que se producen una serie de situaciones abusivas, particularmente respecto de la pérdida de los montos por concepto de sobrevivencia del afiliado. 

 



El Senador señor Tuma agregó que se debe considerar además que las sumas por concepto de comisión por administración que perciben las administradoras de fondos de pensiones operan respecto del total de las remuneraciones que percibe el trabajador. Añadió que ello implica que dicha suma equivale a cerca de un 20% del aporte mensual del afiliado a su cuenta de capitalización individual, lo que explica el margen de utilidad que reciben dichas entidades.

 



El Senador señor Muñoz Aburto reiteró la relevancia de establecer un sistema de elección para los trabajadores, entre el sistema que opera mediante el Instituto de Previsión Social y el sistema de capitalización individual, y de los instrumentos financieros de los que derivará la rentabilidad de sus fondos. En ese sentido, enfatizó que la única obligación que debe recaer en el afiliado consiste en el aporte que debe enterar al sistema previsional de que se trata, pudiendo elegir aquél que estima aplicable a su respecto.

SEGUNDA DELIBERACIÓN

En sesión celebrada el 8 de julio de 2013, los integrantes de la Comisión Especial realizaron una segunda deliberación respecto de las conclusiones y propuestas que se deben presentar a la Sala del Senado.

El Senador señor Tuma expuso una serie de propuestas de reforma al sistema previsional vigente. Indicó que éstas recogen las observaciones que sobre el particular han expuesto expertos en materia previsional, grupos de trabajadores y pensionados, las administradoras de fondos de pensiones, centros de estudios y funcionarios de gobierno. Dichas propuestas apuntan, en general, a obtener el mejoramiento del sistema de administración de fondos de pensiones.

 En primer lugar, detalló que existe consenso respecto de la insuficiencia de la cotización que ingresa a los fondos previsionales de los afiliados. En consecuencia, aseveró que, considerando el alto nivel de endeudamiento de los trabajadores y el bajo nivel de sus remuneraciones, es preciso establecer una contribución previsional de cargo del empleador y del Estado, con miras a asegurar el acceso a pensiones dignas.

De la misma manera, apuntó que se propone la consagración del derecho de acceso a las prestaciones de seguridad social, en un contexto de libertad de los trabajadores para elegir el sistema previsional aplicable a sus fondos previsionales. En todo caso, la propuesta que se somete a consideración de la Comisión no contempla la eliminación de las administradoras de fondos de pensiones, sino que, junto con perfeccionar el funcionamiento de dicho régimen, acoge la instauración de un sistema alternativo, de administración estatal o mediante una institución sin fines de lucro, que garantice cobertura universal, solidaria y voluntaria.

Asimismo, indicó que se contemplan una serie de modificaciones respecto de las comisiones por administración que reciben las entidades del sistema previsional, las que deben vincularse necesariamente a la existencia de las utilidades que se originen como consecuencia del buen funcionamiento de dicho sistema.

Finalmente, reiteró que las propuestas que presentó acogen adecuadamente las observaciones y demandas que han hecho valer distintos sectores ante la Comisión. En ese contexto, sometió tales propuestas a la consideración de la Comisión, cuyo tenor, en específico, es el siguiente:
1) Dotar a Chile de un sistema de pensiones universal, solidario y público, que consagre el derecho de los trabajadores a desafiliarse de las actuales administradoras, elegir el sistema de administración que desean utilizar para sus fondos de pensiones, poner término a la cotización forzosa en las AFP y establecer un sistema de administración sin fines de lucro. 
2) Restablecer en Chile el principio de la Seguridad Social como un derecho, según los estándares internacionales de la OIT. 
3) Incorporar el aporte de los empleadores a la cotización previsional y aumentar gradualmente el aporte de la cotización. 

4) Estimular el sistema de cotización colectiva, mejorar los incentivos tributarios para promover la cotización conjunta de ejecutivos, profesionales y trabajadores con aporte de los empleadores. 

5) Eliminar las comisiones a todo evento y vincular las utilidades de las empresas al resultado de la gestión de fondos con los cobros por la administración de los fondos; establecer comisiones variables para las AFP vinculadas a las tasas de rentabilidad que obtienen para los fondos de pensiones de los trabajadores; incorporar la  participación de los cotizantes en los gobiernos corporativos de las AFP y establecer un nuevo sistema de control e información que otorgue mayor transparencia a la gestión de los fondos. 

6) Abordar la deuda histórica previsional de diversos sectores y asumir el daño previsional producido a quienes se les obligó o instó a trasladarse de sistema previsional ampliando la cobertura del aporte solidario. Reparar el daño previsional que afecta a más de 100 mil trabajadores del sector público, ocasionado por la menor cotización del Estado y la subvaloración de los bonos de reconocimiento, lo que implica un impacto en el nivel de sus pensiones. El Estado debe financiar permanentemente bonos para incentivar el retiro, sin reconocer el daño previsional que ha ocasionado a sus trabajadores. 

7) Rebajar la exigencia de contar con 70% de las remuneraciones promedio de los últimos 10 años para quienes están sin empleo y tienen ahorros suficientes para financiar una pensión superior al 150% de la pensión mínima.

8) Fortalecer el sistema de fiscalización y sanciones para castigar a quienes hacen uso indebido de los fondos de los trabajadores destinados a la seguridad social. Eliminar la facultad de declarar sin enterar las imposiciones en los fondos de los trabajadores y establecer un plazo no superior a 5 días hábiles. 

9) Prohibir las donaciones de las empresas administradoras de fondos de pensiones en campañas políticas, partidos y en todos los procesos electorales. Establecer la inhabilidad para autoridades que han desempeñado un cargo público por 3 años para participar en la gestión de AFP e ISAPRES. Prohibir la participación de las AFP en el fondo de promoción y educación previsional FEP.

10) Establecer como tope de comisión el promedio aplicado por la AFP que obtiene la adjudicación de la cartera de nuevos cotizantes en los dos últimos procesos de licitación. 

11) Disminuir el tiempo de los afiliados para cambiar de fondo de 4 días hábiles a 1 día con el propósito de incentivar la movilidad y la toma decisiones de los cotizantes que desean ejercer este derecho.

12) Establecer un sistema de multas automáticas a través de la Inspección del Trabajo por el no pago de las cotizaciones previsionales y un sistema de aviso en línea para los trabajadores y entidades fiscalizadoras.
13) Aumentar la transparencia del portafolio de las AFP, estableciéndose la obligación de la publicidad de los portafolios de cada multifondo y su actualización diaria, con indicación del detalle de los porcentajes invertidos, con el valor de cada activo, en pesos chilenos.

14) Establecer un subsidio estatal e incentivos tributarios para estimular el pago de lagunas previsionales.
15) Aumentar el tope de sueldo imponible llevándolo a su equivalente de las 60 UF como proporción del ingreso per cápita de 1981. Esto significaría subir el tope de 1,6 millones de pesos mensuales (70,3 UF) a 4,3 millones mensuales.

16) Evaluar la propuesta de emisión de bonos de longevidad como una alternativa para mitigar el riesgo originado en los cambios demográficos. Se propone que el Estado abra este mercado emitiendo dichos bonos y los cupones adicionales por mayor longevidad podrían ser garantizados por el Fondo de Reservas de Pensiones.

17) Establecer el pago del 100% de la pensión para la o el cónyuge sobreviviente cuando se origina el montepío.
El Senador señor Kuschel coincidió en la necesidad de aprobar algunas de las propuestas referidas precedentemente, sin perjuicio de que, agregó, otras no son factibles o resultan inaplicables atendidas las implicancias que pueden generar en el ámbito laboral y en el desempeño de las empresas. En esa línea, aseveró que el buen funcionamiento del sistema previsional depende de la institucionalidad que se ocupe de regular esta materia y de los indicadores macroeconómicos del país. 

Seguidamente, detalló que las reformas que requiere el régimen previsional vigente deben apuntar a resolver una serie de variables paramétricas que dificultan el cumplimiento de sus fines, tales como el incremento en las expectativas de vida de la población y el alza de los ingresos reales de los trabajadores.

El Senador señor Muñoz Aburto sostuvo que las propuestas que se han sometido a consideración de la Comisión dan cuenta de las opiniones y proposiciones que han manifestado ante ésta los usuarios del sistema de capitalización individual y las administradoras de fondos de pensiones. 

En ese contexto, puntualizó que dicho régimen se encuentra colapsado, toda vez que no habría cumplido con los objetivos que debe satisfacer. Al efecto, detalló que éste provee pensiones muy bajas para los afiliados, aun cuando éstos hubieren prestado servicios durante más de treinta años, habida cuenta que el monto de dichas pensiones no equivale siquiera a la tercera parte del promedio de la remuneración de los afiliados. Asimismo, manifestó que dicho sistema radica en los afiliados las pérdidas que pudiere producir, en tanto que las administradoras perciben utilidades a todo evento, aun cuando los aportantes carecen de facultades legales para decidir los mecanismos de inversión de sus fondos.

Afirmó que existe consenso respecto de la necesidad de introducir reformas al régimen previsional vigente. Al efecto, explicó que la implementación de un sistema público de pensiones que opere paralelamente al régimen de capitalización individual se asimila a la regulación existente en países como Nueva Zelanda o Canadá. 

Enseguida, sostuvo que, atendidas las disposiciones constitucionales que asignan al Presidente de la República la iniciativa legislativa exclusiva para establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, la Comisión debe proponer al Ejecutivo las reformas que pudieren introducirse sobre el particular, con la finalidad de resolver las problemáticas que se han verificado respecto del funcionamiento del sistema previsional.

El Senador señor García Ruminot explicó ante la Comisión la necesidad de estudiar las propuestas que se han expuesto. En ese contexto, manifestó su conformidad respecto de algunas de ellas, particularmente con aquellas que proponen resolver el daño previsional que afecta a los trabajadores del sector público, en tanto que, por otra parte, resulta pertinente considerar una serie de materias, tales como aquellas que derivan de la contratación a honorarios de funcionarios públicos durante largos períodos de tiempo, que, en ocasiones, puede alcanzar toda la trayectoria laboral de dichos funcionarios.

El Senador señor Kuschel coincidió en la necesidad de abordar la problemática que atinge a los funcionarios municipales, particularmente respecto de su deuda previsional. Por otra parte, agregó que, en el contexto del estudio de las propuestas al sistema previsional vigente, se debe considerar la situación que afecta a aquellos trabajadores que presentan lagunas previsionales, en cuyo caso se produce un detrimento en sus tasas de reemplazo, en tanto que, añadió, dicha problemática no se produciría tratándose de aquellos trabajadores que cotizan regularmente, los que accederían a una tasa de reemplazo que puede llegar a ser superior a sus remuneraciones.

El Senador señor Tuma afirmó que ante la Comisión no se ha expuesto ningún caso en que un trabajador pueda acceder a una tasa de reemplazo superior a sus remuneraciones.

El Senador señor Sabag coincidió en la necesidad de abordar las problemáticas que afectan a los afiliados al sistema de capitalización individual, particularmente respecto de los funcionarios públicos y municipales. Al efecto, aseveró que se han verificado una serie de prácticas irregulares en lo relativo a la contratación de dichos trabajadores.

Enseguida, añadió que se deben estudiar los mecanismos que permitan implementar fondos destinados a solventar, en un régimen solidario, las pensiones de los afiliados de menores ingresos.

El Senador señor Navarro sostuvo que las falencias que se han detectado en el funcionamiento del sistema previsional fueron anunciadas oportunamente. Con todo, afirmó que dicho diagnóstico resulta ser discordante con los planteamientos que las administradoras de fondos de pensiones han expuesto ante la Comisión. En consecuencia, aseveró que las propuestas que emanen de ésta presentan un componente político que no debe soslayarse con miras a introducir las reformas que se requieren en este ámbito. En ese contexto, enfatizó que se debe considerar que éstas deben manifestarse mediante la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en conformidad a la Carta Fundamental, y cuya aprobación requiere además de quórum calificado.

Por otra parte, aseveró que se deben introducir aquellas reformas que garanticen la retención y pago oportuno de las cotizaciones previsionales por parte de los empleadores y tasas de rentabilidad mínimas de las inversiones que se realicen con los fondos previsionales de los trabajadores. Asimismo, explicó que se debe regular adecuadamente la situación de los fondos retenidos, es decir, de aquellos que carecen de dueño por errores formales que impiden asignarlos a quien corresponda. 

Finalmente, coincidió en la necesidad de establecer un procedimiento conforme al cual estudiar y aprobar las propuestas relativas a la modificación del sistema previsional actualmente vigente.

El Senador señor Tuma sometió a la consideración de los miembros presentes de la Comisión la apertura de un plazo hasta el 18 de julio de 2013, para recibir las observaciones que se formularán a la propuesta que se ha detallado precedentemente y así se acordó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro, Sabag y Tuma.

TERCERA DELIBERACIÓN

En sesión de 29 de julio de 2013, la Comisión Especial analizó, en primer lugar, los caracteres generales y los principios inspiradores de las reformas que pudieren introducirse al sistema previsional vigente. Sobre el particular, se recibieron tres propuestas, cuyo tenor es el siguiente:
DEFINICIÓN DEL SISTEMA DE PENSIONES

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 



“Dotar a Chile de un sistema de pensiones universal, solidario y público que consagre el derecho de los trabajadores a desafiliarse de las actuales administradoras, elegir el sistema de administración que desean utilizar para sus fondos de pensiones, poner término a la cotización forzosa en las AFP y establecer un sistema de administración sin fines de lucro.”.
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 



“Reafirmar el carácter universal de nuestro sistema de pensiones; fortaleciendo y perfeccionando el sistema solidario.”.
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO

 



“Dotar a Chile, en primer lugar, de un sistema de pensiones, de carácter público; que reconozca los principios de universalidad, permanencia, suficiencia y solidaridad; mediante el ‘reparto’, como modalidad técnica idónea, para dar protección inmediata a sectores que han agotado su vida activa o están en vías de hacerlo y que no tienen suficiente ahorro para la vejez; creando un ‘Pilar Contributivo Obligatorio Solidario’, a través de un fondo colectivo, llamado Fondo Solidario Previsional. En segundo término, brindar a los trabajadores, el derecho de elegir invertir en un ‘Pilar Voluntario de Capitalización Individual Complementario’.

 



Generar el financiamiento del fondo colectivo, en primer lugar, a través de la mayor parte del ahorro previsional actual, que con administración estatal, habrá de economizar, mediante la eliminación del lucro en la previsión social y los gastos de comercialización; y, en segundo término, por la vía de una ‘reforma tributaria’ justa y eficiente.”.

-------

 



Al iniciarse el estudio de las propuestas precedentemente transcritas, el Senador señor Kuschel sostuvo que la proposición del Senador señor García Ruminot permite abordar adecuadamente las problemáticas que se han verificado a propósito del funcionamiento del sistema previsional vigente.
 



En esa línea, indicó que es necesario estudiar las reformas paramétricas que pueden introducirse al sistema de capitalización individual, con la finalidad de resolver los desafíos que debe afrontar a raíz del cambio demográfico que se ha verificado en nuestro país durante las últimas décadas.
 



Agregó que, en cualquier caso, se requiere del ahorro previsional individual de los cotizantes, toda vez que, en los próximos años, el total de los trabajadores activos será cada vez menor en comparación con los trabajadores pasivos, lo que tornaría impracticable la instauración de un sistema previsional de reparto, considerando el impacto fiscal que ello generaría.
 



A continuación, el Senador señor García Ruminot afirmó que el tenor de su propuesta apunta únicamente a profundizar la normativa que contiene la ley N° 20.255, del año 2008, particularmente a propósito del denominado Pilar Solidario. En consecuencia, aseveró que su proposición no contiene el reemplazo del régimen de pensiones vigente, sino, por el contrario, propugna, en lo fundamental, la mantención del sistema de capitalización individual y el estudio de aquellas materias que, en ese contexto, pudieren ser corregidas.
Enseguida, el Senador señor Muñoz Aburto recordó que las propuestas que se han sometido a la consideración de la Comisión tienen como propósito estudiar, en general, aquellas materias relativas a las reformas que pudieren introducirse por intermedio del Ejecutivo al sistema previsional actualmente vigente. 
 



En ese contexto, manifestó que, tratándose de los lineamientos generales que debe contener la propuesta de la Comisión, resulta pertinente la propuesta del Senador señor Navarro, toda vez que considera las exposiciones y problemáticas que diversos grupos de trabajadores presentaron ante ésta.
 



Prosiguiendo con esa idea, aseveró que resulta apropiada la creación de un sistema previsional de carácter público, el que debería proveer un mínimo garantizado de pensiones a sus afiliados. Dicho régimen, agregó, podría operar paralelamente a un sistema previsional privado.
 



Asimismo, enfatizó que aquellos países que han implementado un sistema público de pensiones de carácter alternativo al régimen previsional privado, tales como Nueva Zelanda, Australia, Dinamarca y Finlandia, presentan buenos índices de financiamiento y de cobertura de sus afiliados.
 



El Senador señor Navarro coincidió en que se debe considerar que las propuestas que se han presentado ante la Comisión deben ser evaluadas por el Ejecutivo, considerando que corresponde a una materia a cuyo respecto la Constitución Política de la República asigna iniciativa exclusiva al Presidente de la República. 
 



En ese contexto, detalló que su propuesta, en este punto, tiene como finalidad introducir una modificación al sistema previsional, manteniendo únicamente algunos de los elementos actualmente vigentes. Al efecto, detalló que propone la creación de un Pilar Contributivo Obligatorio Solidario, mediante un Fondo Solidario Previsional, permitiendo, por otra parte, la subsistencia de un Pilar Voluntario de Capitalización Individual de carácter complementario. 
 



Asimismo, añadió que, mediante la administración estatal de entidades sin fines de lucro, es posible mejorar el nivel de las pensiones de los afiliados. En lo relativo al financiamiento de los otros mecanismos que contiene su propuesta, detalló que ésta hace referencia a la necesidad de aprobar una reforma tributaria destinada a obtener los recursos necesarios para cumplir dicho objetivo.
 



El Senador señor Tuma sostuvo que, en conformidad al tenor de las propuestas, es posible advertir la existencia de visiones contrapuestas acerca del sistema previsional vigente, particularmente en relación a la implementación de un régimen solidario voluntario que opere en paralelo al régimen de capitalización individual, o, por el contrario, la mantención de dicho sistema previsional y la introducción, a su respecto, de reformas paramétricas.
 



Teniendo en consideración la propuesta del Senador señor Navarro acerca de la creación de un fondo colectivo previsional, resaltó la necesidad de establecer que cada trabajador, además de la cuenta de capitalización individual aplicable en cada caso, debe poder acceder a un fondo solidario de carácter social, por cuyo intermedio introducir un elemento de solidaridad al sistema previsional actualmente vigente.
 



- Enseguida, la Comisión Especial acordó aprobar, por tres votos a favor, de los Senadores señores Muñoz Aburto, Navarro y Tuma, y dos votos en contra, de los Senadores señores García Ruminot y Kuschel, la propuesta del Senador señor Tuma, agregando la expresión “que contemple la creación de un Fondo Solidario Previsional, además del ahorro previsional individual”.

 



En consecuencia, la propuesta aprobada por la Comisión es del siguiente tenor: 

 



“Dotar a Chile de un sistema de pensiones universal, solidario y público que consagre el derecho de los trabajadores a desafiliarse de las actuales administradoras, elegir el sistema de administración que desean utilizar para sus fondos de pensiones, poner término a la cotización forzosa en las AFP y establecer un sistema de administración sin fines de lucro, que contemple la creación de un Fondo Solidario Previsional, además del ahorro previsional individual.”.

SEGURIDAD SOCIAL COMO UN DERECHO

 



En lo relativo a la reafirmación en nuestro país del principio de la seguridad social como un derecho, la Comisión recibió tres propuestas, cuyo tenor es el siguiente:
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 



“Restablecer en Chile el principio de la Seguridad Social como un derecho según los estándares internacionales de la Organización Internacional del Trabajo.”.
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 



“Reafirmar el principio de la Seguridad Social como un derecho.”.
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO

 



“Restablecer en Chile el principio de la Seguridad Social como un derecho, según los estándares internacionales de la OIT.”.
 



El Senador señor García Ruminot explicó que la diferencia entre tales proposiciones radica en los efectos que éstas le asignan a los instrumentos internacionales de la Organización Internacional del Trabajo. Al respecto, detalló que al interior de dicha entidad se ha debatido acerca si los sistemas de seguridad social deben incorporar obligatoriamente la cotización de los empleadores. 
 



Con todo, aseveró que la aprobación de las propuestas que contienen una referencia expresa al cumplimiento de los estándares de dicha entidad podría ser entendido en el sentido que nuestro país actualmente no cumple con tal normativa, lo que, en su opinión, constituiría una interpretación equívoca que debe evitarse.
 



En esa misma línea, el Senador señor Kuschel señaló que el sistema previsional chileno ha dado cuenta de un gran potencial, por lo que sólo requiere de reformas paramétricas que permitiría adaptar su funcionamiento a las nuevas condiciones demográficas que debe enfrentar nuestro país.
 



- Enseguida, la Comisión Especial acordó aprobar, por tres votos a favor, de los Senadores señores Muñoz Aburto, Navarro y Tuma, y dos abstenciones, de los Senadores señores García Ruminot y Kuschel, las propuestas del Senador señor Tuma y del Senador señor Navarro.

 



En consecuencia, la propuesta aprobada por la Comisión es la siguiente: 

 



“Restablecer en Chile el principio de la Seguridad Social como un derecho según los estándares internacionales de la Organización Internacional del Trabajo.”.

CONTRIBUCIÓN TRIPARTITA AL AHORRO DE LOS TRABAJADORES Y AUMENTO GRADUAL DEL PORCENTAJE DE COTIZACIÓN





A continuación, la Comisión analizó las propuestas relativas al aporte previsional de los afiliados y los sujetos obligados a su pago. Al efecto, se recibieron tres propuestas, cuyo contenido es el siguiente:
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 



“Incorporar el aporte de los empleadores a la cotización previsional y aumentar gradualmente el aporte de la cotización.”.
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 



“Aumentar gradualmente la cotización previsional, entre 3 y 5 puntos, estableciendo la cotización del empleador. 
 



En este sentido, disminuir en un punto la cotización por seguro de cesantía, y pasarlo al Fondo de Pensiones, es un buen primer paso en la dirección de mejorar las pensiones.”.
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO

 



“Incorporar la cotización previsional por parte de los empleadores. El aumento de la esperanza de vida, la rotación laboral, la precariedad de los empleos, la falta de negociación colectiva y sindicalización impactan en los niveles de ingresos por lo cual se requiere aumentar gradualmente la cotización.
 



Fomentar el ‘aporte tripartito’ en el sistema previsional, el de los Trabajadores, quienes ahorran a partir de su empleo, el Empleador, quien, sostiene el pago de impuestos por trabajador, y el Estado, en su faceta de Fisco, quien ha de administrar los ahorros y la carga impositiva de manera saludable, para los equilibrios macroeconómicos.”.
-------

 



El Senador señor Muñoz Aburto manifestó su conformidad con un aumento en la cotización de los afiliados mediante el aporte estatal y el aporte de los empleadores, considerando la precariedad laboral de los trabajadores y el bajo nivel de sus remuneraciones.
 



El Senador señor Navarro explicó que, en conformidad a la necesidad de establecer un Fondo Solidario Previsional, es necesario estudiar los mecanismos que permitan ajustar y diferenciar el monto de cotización de los afiliados. En consecuencia, afirmó que se debe analizar el financiamiento del sistema previsional mediante el aporte del afiliado, del empleador y del Estado.
 



El Senador señor García Ruminot añadió que el Estado realiza un aporte para el funcionamiento del sistema previsional vigente, mediante el Pilar Solidario, que equivale a una cifra superior a los dos mil millones de dólares por año. En ese sentido, afirmó que tal mecanismo resulta ser más adecuado que la creación de un Fondo Solidario Previsional, toda vez que permite una mejor focalización de los recursos en la población de menores ingresos.
 



Asimismo, indicó que se debe considerar la existencia del Fondo de Revalorización de Pensiones, el que se conforma por recursos estatales aportados ante la ocurrencia de ciertas circunstancias macroeconómicas. 
 



En consecuencia, aseveró que el sistema previsional actualmente vigente opera en virtud de un aporte del trabajador y un aporte del Estado mediante el financiamiento del Pilar Solidario y el referido Fondo de Revalorización de Pensiones.
 



De ese modo, expuso que las propuestas que se han sometido a consideración de la Comisión incorporan el aporte del empleador, lo que puede constituir una mejora en esta materia, sin perjuicio de que, enfatizó, el aporte estatal debe focalizarse en los instrumentos específicos a que hizo referencia precedentemente.
 



El Senador señor Kuschel agregó que el Pilar Solidario y el Fondo de Revalorización de Pensiones constituyen un buen mecanismo de aporte estatal, toda vez que tales fondos son destinados directamente a sus beneficiarios sin requerir la intermediación de órganos que participen en dicha operación.
 



En cuanto al aporte previsional del empleador, manifestó que éste, en último término, constituye un costo que es soportado por el trabajador, lo que debe ser considerado durante la discusión del mecanismo de financiamiento del sistema previsional.

 



El Senador señor Tuma añadió que, reconociendo el aporte estatal al funcionamiento del sistema de pensiones, es necesario promover el establecimiento de una cotización tripartita entre el trabajador, el empleador y el Estado. Indicó que, tratándose del estudio de disposiciones de carácter general, no es pertinente, en esta instancia, detallar el porcentaje del monto que debe enterar cada uno de ellos.
 



El Senador señor Muñoz Aburto coincidió en que, considerando que se trata del estudio de propuestas generales que requieren necesariamente de su desarrollo por la vía legislativa, debe propenderse a que el detalle de dichas proposiciones sea analizado con posterioridad.
 



- La Comisión especial acordó aprobar, por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores García Ruminot, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma, la propuesta del Senador señor Tuma, agregando las ideas contenidas en la propuesta del Senador señor Navarro que se consignan en la siguiente frase: “logrando así una contribución tripartita al sistema de pensiones, con la participación del trabajador, del empleador y del Estado.”.

 



En consecuencia, la propuesta aprobada por la Comisión es del siguiente tenor: 

 



“Incorporar el aporte de los empleadores a la cotización previsional y aumentar gradualmente el aporte de la cotización, logrando así una contribución tripartita al sistema de pensiones, con la participación del trabajador, del empleador y del Estado.”.

AHORRO PREVISIONAL COLECTIVO E INCENTIVOS TRIBUTARIOS PARA EL AHORRO INDIVIDUAL O COLECTIVO

 



Respecto del sistema de cotización colectiva, y los mecanismos que pudieren incentivar la cotización de los trabajadores, la Comisión recibió tres propuestas, cuyo contenido se detalla a continuación:
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 



“Estimular el sistema de cotización colectiva y mejorar los incentivos tributarios para promover la cotización conjunta de ejecutivos, profesionales y trabajadores con aporte de los empleadores.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 



“Estimular los planes de ahorro previsional colectivos establecidos en nuestra legislación. Respecto de estos planes, crear incentivos, tales como posibilidades de retiro de estos fondos en situaciones de enfermedades, educación y primera vivienda.
 



Aumentar los incentivos tributarios para la cotización previsional por parte de los trabajadores en forma individual o colectiva.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR MUÑOZ ABURTO

 



Para incorporar, a la propuesta del Senador señor Tuma, el siguiente párrafo:

 



“Aplicar a las cotizaciones previsionales o aportes al fondo que no sean de cargo del trabajador un factor regional, de modo que éstos sean más altos en las zonas del país en que el costo de la vida sea mayor.”. 

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO

 



“Estimular el sistema de cotización colectiva, mejorar los incentivos tributarios para promover la cotización conjunta de ejecutivos, profesionales y trabajadores con aporte de los empleadores.
 



Aumentar los incentivos tributarios para la cotización previsional por parte de los trabajadores en forma colectiva y, en el pilar voluntario, de manera individual.”.




El Senador señor Tuma sostuvo que la propuesta del Senador señor García Ruminot regula en detalle los incentivos destinados a mejorar las pensiones de los trabajadores y resulta ser comprensiva de una serie de hipótesis en que se podría establecer el retiro de los fondos correspondientes en situaciones de enfermedades, educación y primera vivienda.
 



El Senador señor Navarro explicó que, en el contexto del estudio de los mecanismos de incentivo a la cotización de los trabajadores, se debe considerar la posibilidad de establecer un sistema de retiro de fondos ante la ocurrencia de circunstancias excepcionales, tales como el acceso a la vivienda o la cobertura de enfermedades que revistan cierta gravedad.

 



Estimó que era una idea valiosa, pero que debía ser precisada en cuanto a los mecanismos para implementarla, ya que no podía significar un socavamiento del ahorro de los trabajadores para su futura pensión.





A su vez, el Senador señor Kuschel dijo entender que se posibilitaría a los trabajadores utilizar sus recursos previsionales para la adquisición, por ejemplo, de una vivienda al contado, para luego restituir dichos recursos por medio de descuentos con planilla. Estimó que se trataba de una propuesta interesante, a la que sumaba otra denominada “hipoteca revertida”, que se ocupa principalmente en Estados Unidos, donde una persona que posee una vivienda o local comercial y, además, tiene acumulados ahorros previsionales –por ejemplo- ascendentes a 50 millones de pesos, suma el valor de esa propiedad a su jubilación, de manera que al fallecer la institución previsional se convierte en propietaria y si queda un saldo se le entrega a los herederos.





El Senador señor Tuma puntualizó que mediante una disposición de recursos de propiedad de los trabajadores se abren una infinidad de alternativas para que se puedan endeudar sobre su propio capital, figura que será menos onerosa que el estar pagando intereses a ciertas instituciones bancarias o financieras.





Agregó que la propuesta del Senador señor García también se refiere al aumento de los incentivos tributarios para la cotización individual o colectiva, materia considerada por un gran número de invitados a la Comisión.





- Puesta en votación la proposición del Senador señor García Ruminot, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma, cuyo texto es el siguiente:

 



“Estimular los planes de ahorro previsional colectivos establecidos en nuestra legislación y a su respecto crear incentivos, tales como las posibilidades de retiro de estos fondos en situaciones de enfermedades, educación y primera vivienda.
 



Consecuentemente, aumentar los incentivos tributarios para la cotización previsional por parte de los trabajadores en forma individual o colectiva.”.

DISCUSIÓN ACERCA DE LA PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR MUÑOZ ABURTO REFERIDA A LOS TRABAJADORES DE ZONAS EN QUE EL COSTO DE LA VIDA SEA MAYOR





El texto de la propuesta dice: “Aplicar a las cotizaciones previsionales o aportes al fondo que no sean de cargo del trabajador un factor regional, de modo que éstos sean más altos en las zonas del país en que el costo de la vida sea mayor.”.





El Senador señor Tuma explicó que la idea es favorecer a las zonas extremas donde el costo de la vida es mayor y por tanto una jubilación no obtiene el mismo rendimiento que una jubilación en el centro del país. En consecuencia, para equilibrar el poder adquisitivo de los pensionados debería hacerse un aporte por los empleadores o por el Estado.





El Senador señor Muñoz Aburto coincidió con las palabras del Presidente de la Comisión Especial y agregó que el objetivo es lograr que en las zonas extremas y aisladas las pensiones permitan enfrentar el costo de la vida que es bastante más alto que en la zona central del país. Asimismo, el problema de la desigualdad es aún más evidente cuando se compara con las pensiones que reciben los miembros en retiro de las Fuerzas Armadas, quienes en la Región de Magallanes y Antártica Chilena se jubilan con asignación de zona, por lo que un gran número de efectivos de las Fuerzas Armadas prestan sus últimos años de servicio en dicha Región.





Ratificó la importancia de incorporar el factor regional en los aportes previsionales que no sean de cargo del trabajador.





El Senador señor Kuschel propició un estudio relativo a la posibilidad de sumar las asignaciones de zona en el descuento previsional y compensar dicho descuento para no disminuir la renta líquida, atendido a que las asignaciones de zona no son imponibles. 





Recordó que el año 1982, en los inicios del sistema previsional de capitalización individual, se suplementaron los sueldos en caso que el cambio significara un desmedro del ingreso neto. Respecto de los trabajadores de zonas extremas, propuso que en la idea de que las asignaciones de zona se consideren imponibles, se establezca una compensación para la consecuente pérdida de ingreso efectivo.





 El Senador señor Tuma acotó que la redacción de la propuesta podría contemplar un tipo de cotizaciones que no sean de cargo del trabajador, que tengan como objetivo asegurar el poder adquisitivo de las pensiones que obtengan los trabajadores de zonas extremas en un monto equivalente al que perciben otros trabajadores del país.





El Senador señor Muñoz Aburto recordó que los funcionarios públicos perciben una serie de incentivos que no son imponibles, la asignación de zona y distintos tipos de bonos, de modo que sugirió considerar en la redacción de la propuesta la calidad de imponible para dichos incentivos. Al respecto, explicó que cuando jubila un funcionario público el cálculo de la pensión se realiza sobre el sueldo base, situación que bajo el sistema de capitalización individual arroja un ahorro menor y en el caso del sector privado no existe una asignación de zona u otro tipo de incentivo parecido, tal como ocurría en los años 70 del siglo pasado en que se otorgaba un mejoramiento por estar trabajando en la zona austral.





Insistió en la necesidad de incorporar en la propuesta la obligatoriedad de la calidad de imponible de la asignación de zona y otros incentivos que reciben los trabajadores, tanto del sector público como del sector privado.





El Presidente de la Comisión Especial, Senador señor Tuma, consideró que en las propuestas que efectuará la Comisión se plasmará una declaración de principios respecto del contenido de un sistema previsional, por lo que no se podría dejar de consignar que todo incentivo o beneficio percibido por los trabajadores, del sector público y del sector privado, debe ser imponible, ya que el denominado “daño previsional” tiene su origen en la decisión de ahorrar dineros al empleador o al Fisco mediante la declaración de no imponible respecto de una serie de asignaciones percibidas por los trabajadores.





En el mismo orden de ideas, el Senador señor Navarro declaró que permanentemente ha votado en contra de aquellos proyectos de ley que contemplan aportes que no son imponibles, materia sobre la cual se debe abrir debate en el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2014.





Enseguida, reflexionó acerca de una materia que no se consideró en profundidad durante las audiencias de la Comisión Especial, cual es la calificación de una labor considerada pesada que lleva a efecto la Comisión Ergonómica Nacional contemplada en la ley N° 19.404, cuyos efectos son otorgar años para anticipar la pensión por vejez.





Añadió que no existen dudas respecto a la existencia de empleos que generan envejecimiento prematuro e incapacidades que hacen necesaria la jubilación anticipada, situación que conforme a la ley 19.404 y al artículo 17 bis del DL N° 3.500 se cubre por medio del 2% o 1% de cotización del trabajador y del empleador. Sin embargo, faenas que producen grandes utilidades como la desarrollada en el área de la minería producen un tremendo nivel de desgaste en la salud de los trabajadores, de manera que es necesario debatir sobre los montos de las cotizaciones incluyendo el aporte del Estado y respecto de las edades más adecuadas para la jubilación anticipada por trabajos pesados.





A continuación, el Senador señor Tuma especificó las materias sugeridas por los integrantes de la Comisión, para complementar la propuesta del Senador señor Muñoz Aburto, con la finalidad de proponer una redacción de consenso en la próxima sesión. Ellas son: igualdad de poder adquisitivo de las pensiones de los trabajadores de acuerdo a la zona en que residen; que todo tipo de incentivos o beneficios que reciben los trabajadores tengan el carácter de imponibles para efectos previsionales y discriminar positivamente respecto de los trabajadores que se desempeñan en condiciones laborales difíciles.





El Senador señor García precisó respecto de las pensiones de los trabajadores de zonas extremas que lo destacable es elevar el monto de los aportes que no sean de cargo de los trabajadores en consideración al factor de la ubicación geográfica donde se prestaron los servicios.





El Senador señor Muñoz Aburto expresó que le parecía más adecuado dejar como enunciado que en el diseño del sistema previsional se consideren los factores regionales.





En consecuencia, el Senador señor Tuma circunscribió la redacción a la calidad y condiciones de trabajo y a la obligación de darle el carácter de imponibles para efectos previsionales a todo tipo de remuneración.

COBRO DE COMISIONES EN RELACIÓN AL COMPORTAMIENTO DE LOS FONDOS

PROPUESTA DEL SENADOR DEL SEÑOR TUMA, PRIMERA PARTE
 



“Eliminar las comisiones a todo evento y vincular las utilidades de las empresas al resultado de la gestión de fondos con los cobros por la administración de los fondos y establecer comisiones variables para las AFP vinculadas a las tasas de rentabilidad que obtienen para los fondos de pensiones de los trabajadores.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT, PRIMERA PARTE
 



“Estudiar una estructura de comisiones alternativa, como por ejemplo, cobro sobre rentabilidades de los fondos, de tal manera que exista mayor coincidencia entre los resultados de la administración de los Fondos y el pago por los servicios respectivos.”.





El Senador señor Tuma resumió las dos proposiciones en la idea de que las comisiones deberán tener una relación vinculante con los resultados del comportamiento de los fondos.





El Senador señor García Ruminot catalogó como apasionante el tema de las comisiones que cobran las AFP, recordando que la Comisión Marcel luego de estudiar detalladamente el sistema imperante optó por no modificarlo, esto es, que las comisiones correspondan a un porcentaje de la remuneración o renta imponibles. 





Añadió que existen otros sistemas de cobros, como el de la rentabilidad sobre los fondos, pero la experiencia internacional aconseja que todo lo que no sea porcentaje de la renta imponible es menos transparente y menos entendible para los trabajadores, sobre todo en nuestro país que no se tiene la costumbre de revisar las cartolas enviadas por las distintas administradoras.





Justificó su propuesta en la necesidad de ir paso a paso hacia un sistema de cobro de comisiones que tenga mayor relación con la rentabilidad de los fondos, sin olvidar que el trabajador debiera ser siempre el que resuelva lo más apropiado a sus intereses.





El Senador señor Tuma se refirió a un problema que no incluyó en su propuesta, pero estimó necesario que la Comisión Especial buscara una forma de resolverlo, cual es la aplicación de las comisiones sobre la cotización y no sobre la remuneración o renta imponible, atendido que la AFP percibe la cotización de los trabajadores y el tiempo que se demora en producir rentabilidad ese aporte del trabajador hace imposible recuperar el gasto en administración –vía comisiones- con que se recarga al trabajador.





Agregó que produce una mayor transparencia establecer cuánto se le paga al administrador de los fondos por las cotizaciones que recibe.





El Senador señor Navarro manifestó que el tema de las comisiones ha sido recurrente en el transcurso de la existencia del sistema de capitalización individual. En los años 90 del siglo pasado era imposible cambiar el sistema y algunas administradoras llegaron a cobrar un porcentaje cercano al 3% de la renta o remuneración imponible, atendido a que llegaron a gastar hasta un 22% de sus ingresos en promoción y captura de afiliados. 





Se preguntó por qué en la actualidad se presentan tasas de 0,7% y el negocio continúa siendo rentable, hecho que evidenciaría la existencia de un componente abusivo en el sistema de capitalización individual.





El Senador señor Navarro indicó que en un debate sobre el costo de la administración de los fondos se debe diferenciar entre un sistema que va a continuar (DL 3500) o si se va a instaurar un sistema estatal, sin fines de lucro, caso este último en que el costo de administración debiera implicar el costo real, sin ningún tipo de utilidad.





Sin embargo, señaló que el debate actual gira en torno a modificar el sistema vigente, de modo que los costos de administración guarden relación con la rentabilidad de los fondos y no se le cobren los mismos gastos de administración cuando se produzcan pérdidas.





El Presidente de la Comisión, Senador señor Tuma, sugirió concordar en una redacción que signifique un beneficio para aquellos cotizantes que decidan quedarse en el sistema de capitalización, en caso de que se logre establecer un sistema de pensiones público, por lo que las comisiones debieran tener una vinculación con los resultados de los fondos y, además, que correspondan a un porcentaje de las cotizaciones enteradas.





El Senador señor García Ruminot, sin perjuicio de coincidir con la postura proclive a la aplicación del porcentaje de las comisiones sobre las cotizaciones, solicitó el acuerdo para aprobar la redacción de su autoría que se refiere a la realización de estudios sobre una estructura de comisiones alternativas.





El Presidente de la Comisión Senador señor Tuma consultó a los demás miembros presentes respecto de aprobar la propuesta del Senador señor García Ruminot, considerando, además, que el cobro de las comisiones estará referido al monto de la cotización y no a la renta o remuneración imponible.





-Puesta en votación la propuesta número 5) del Senador señor García, con la frase agregada “considerando, además, que las comisiones correspondan a un porcentaje de la cotización efectuada por el trabajador”, resultó aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma. 
INCORPORACIÓN DE REPRESENTANTES DE LOS TRABAJADORES EN LOS GOBIERNOS CORPORATIVOS DE LAS AFP

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA, SEGUNDA PARTE
 



“Incorporar la participación de los cotizantes en los gobiernos corporativos de las AFP y establecer un nuevo sistema de control e información que otorgue mayor transparencia a la gestión de los fondos”.

PROPUESTAS DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO

 



“Incorporar la participación directa de los cotizantes en la gestión, fiscalización e información respecto a los fondos de pensiones, estableciendo directores laborales.”.

 



“Incorporar a los trabajadores y a las personas de edad mayor en los directorios de las entidades que administran e invierten los dineros destinados a sus pensiones.”.

-------





El Senador señor Tuma expresó que era condición indispensable que los cotizantes fueran partícipes en la dirección de las entidades administradoras de sus fondos, constituyendo una sana medida de gestión que los propios dueños del capital tengan presencia, vigilancia y capacidad de decisión en los directorios.





El Senador señor Kuschel manifestó que la administración y la gestión de los fondos previsionales es una materia compleja, que no se decide por simple mayoría en un directorio. Participan personas altamente capacitadas que tienen que gestionar los fondos y no siempre con éxito porque las economías están sujetas a ciclos.





Opinó que se debe mejorar nuestra cultura previsional, ya que las AFP informan al cotizante, pero éste no le pone atención. Además, aseveró, la incorporación de personas con mucho entusiasmo, pero que desconocen aspectos técnicos fundamentales del negocio finalmente van a significar una carga y un fracaso en el sistema.





El Senador señor Tuma precisó que los trabajadores cuentan con la capacidad para elegir representantes con los conocimientos suficientes para ser parte de los directorios de las administradoras.





El Senador señor Navarro indicó que es una exigencia de mínima transparencia el que los trabajadores tengan representantes en los gobiernos corporativos de las AFP y para ello poseen especialistas que pueden desempeñarse en materias de gran complejidad. Así, en las audiencias de la Comisión Especial han participado dirigentes de la Confederación de Trabajadores Bancarios que dominan ampliamente el tema previsional.





Agregó que cuando los directorios se integran con representantes de los empresarios, ello se efectúa por medio de directores especializados a los que se les paga una remuneración, de modo que los trabajadores también delegarán su representación en especialistas que cuenten con su confianza.





Destacó que el principio básico en el análisis de la propuesta en discusión es la participación y no el de la calificación, por lo que en la crisis del año 2008 los fondos habrían funcionado de manera distinta si los trabajadores hubieran tenido representantes en los directorios que advirtieran la amenaza que se avecinaba. En cambio, las AFP se guardaron esa información y evitaron el cambio masivo a fondos menos riesgosos, porque es política de las administradoras evitar los movimientos masivos, porque no tienen capacidad para rescatar los fondos y efectuar las transferencias en los tiempos que requieren los afiliados.





Expresó su anhelo de que la participación de representantes de los trabajadores en la gestión de los fondos sea realidad tanto en el sistema privado con fines de lucro como, el día de mañana, en un sistema previsional estatal, sin fines de lucro.





El Senador señor García solicitó se dejara pendiente el debate sobre estas propuestas para una próxima sesión.

CUARTA DELIBERACIÓN

 



En sesión de fecha 7 de agosto de 2013, la Comisión Especial revisó la redacción de tres propuestas que se habían analizado en la sesión anterior. 

 



Ellas son las siguientes:

CONSIDERAR EN LA ESTRUCTURA DE LOS APORTES, QUE NO SEAN DE CARGO DEL TRABAJADOR, UN FACTOR REGIONAL





La propuesta de redacción dice: 

 
“El Sistema de Pensiones deberá considerar, en la estructura de los aportes que no sean de cargo del trabajador, un factor regional para equilibrar las distorsiones que se presentan en el rendimiento de las pensiones a lo largo del país.”.
 
El Senador señor Muñoz Aburto explicó que dicha propuesta apunta a establecer una forma de mejorar las pensiones que se otorgan en las regiones extremas del país, mediante un factor regional que considere las particularidades de diversa índole que se verifican en algunas zonas geográficas.

 
Con todo, indicó que la forma específica en que se aplicará dicho elemento dependerá de las respectivas iniciativas legales que se promuevan al efecto. 

 
- Puesta en votación esta propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma.

ESTABLECIMIENTO DEL CARÁCTER DE IMPONIBLES DE LAS REMUNERACIONES PARA EFECTOS PREVISIONALES
 
En cuanto al carácter imponible de las remuneraciones de los trabajadores, la Comisión analizó una propuesta de redacción del siguiente tenor:

 
“Establecer el carácter de imponibles para efectos previsionales respecto de todas las remuneraciones que perciban los trabajadores, tanto del sector público como del sector privado, que no sean de las contempladas en el inciso segundo del artículo 41 del Código del Trabajo.”.

 
El Senador señor Tuma explicó que dicha proposición pretende establecer la obligatoriedad del pago de cotizaciones previsionales respecto de todas las sumas que recibe el trabajador, con la sola excepción de aquellas que contiene el inciso segundo del artículo 41 del Código del Trabajo, toda vez que éstas no se encuentran comprendidas dentro del concepto de remuneración que consagra el referido cuerpo legal.

 
El Senador señor Bianchi sostuvo que dicha hipótesis no dice relación únicamente con los trabajadores del sector privado, sino que se verifica frecuentemente a raíz del daño previsional que han debido afrontar los funcionarios del sector público. En efecto, detalló, a modo de ejemplo, que los bonos laborales que reciben dichos trabajadores no son imponibles, lo que, en definitiva, impacta en el nivel de sus pensiones.

 
En consecuencia, aseveró que la aprobación de la propuesta en estudio puede contribuir a reparar el daño previsional de dichos funcionarios.

 
El Senador señor Tuma agregó que la propuesta pretende evitar la ocurrencia, en lo sucesivo, del daño previsional que se produce a raíz de la cotización previsional por una suma menor al total de las remuneraciones que recibe el trabajador.

 
- La Comisión Especial acordó aprobar, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma, la propuesta descrita precedentemente.
TRABAJOS PESADOS

 
Respecto de la situación previsional de los afiliados que desarrollan trabajos calificados como pesados, esto es, aquellos que, atendida su naturaleza y condiciones, aceleran el desgaste físico, intelectual o psíquico en la mayoría de quienes los realizan, provocando un envejecimiento precoz -aun cuando pudieren no generar una enfermedad laboral-, la Comisión se abocó al estudio de la siguiente propuesta:

 
“Revisar el sistema de pensiones de vejez por desempeño de trabajos pesados, respecto de los montos de las cotizaciones que se deben enterar, incorporando al Estado como tercer aportante y en lo que concierne a la rebaja de la edad legal para jubilarse atendido el nivel de desgaste y envejecimiento prematuro de los trabajadores.”.

 
El Senador señor Muñoz Aburto manifestó su conformidad con la propuesta sometida a consideración de la Comisión. Sin embargo, subrayó que la calificación de un trabajo como pesado depende del dictamen que, al efecto, debe dictar la Comisión Ergonómica Nacional (CEN), creada por la ley N° 19.404, de 1995, que introduce modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980, y dicta normas relativas a pensiones de vejez, considerando el desempeño de trabajos pesados.
 
En ese contexto, aseveró que la referida Comisión Ergonómica no ha resuelto adecuadamente la situación que afecta a los trabajadores que realizan tales labores. En efecto, detalló que diversas actividades no han sido calificadas como trabajo pesado aun cuando producen un desgaste en la salud de los trabajadores, como ocurre tratándose de las labores que se desempeñan en el sector pesquero y portuario. 

 
En consecuencia, enfatizó la necesidad de revisar el procedimiento utilizado por la Comisión Ergonómica Nacional -entidad dependiente del Ministerio del Trabajo y Previsión Social-, para calificar a un trabajo como pesado.

 
El Senador señor Tuma coincidió en la necesidad de analizar el procedimiento de declaración de trabajo pesado, habida cuenta de las problemáticas que se han reseñado precedentemente.

 
El Senador señor García Ruminot afirmó que, considerando el carácter general de las propuestas que ha convenido la Comisión, corresponde aprobar la proposición en los términos en que se ha reseñado, toda vez que corrige adecuadamente las falencias que se han detectado en este ámbito.

 
El Senador señor Navarro expresó que realmente existe la necesidad de proteger adecuadamente a los trabajadores que desempeñan trabajos pesados, habida cuenta del impacto que el desempeño de tales labores puede producir en las pensiones por el envejecimiento precoz y desgaste físico que ello conlleva.

 
Por tanto, manifestó que, en el ámbito previsional, dicha problemática debe ser asumida por el empleador, el Estado y el trabajador. Habida cuenta de ello, abogó por establecer la necesidad de introducir una modificación sustantiva al sistema de pensiones de vejez por desempeño de trabajos pesados.

 
El Senador señor Bianchi sostuvo que, sin perjuicio de la aprobación de la propuesta en análisis, se debe considerar la eventual entrada en vigencia, durante los próximos años, de un aumento a la edad de jubilación que opera actualmente, lo que impactaría en la situación de los trabajadores que desempeñan trabajos pesados. 

En ese contexto, detalló que un alza en la edad legal de jubilación de los trabajadores generaría una serie de situaciones adversas, habida cuenta de la escasez de plazas laborales para las personas de mayor edad.

 
El Senador señor Tuma apuntó que la determinación específica de la edad de jubilación de los trabajadores que desempeñan trabajos pesados requiere de una disposición legal específica sobre el particular. En consecuencia, sostuvo que, considerando que la Comisión debe proponer un acuerdo general sobre las reformas que pudieren introducirse al sistema previsional vigente, la fijación de una edad específica de jubilación aplicable en dicha hipótesis excede el ámbito de las proposiciones que deben emanar de la Comisión.
 
El Senador señor García Ruminot manifestó su conformidad con la propuesta en estudio y sugirió agregarle el deber de modificar el sistema de pensiones por vejez por desempeño de trabajos pesados, particularmente respecto de las labores y procedimientos que permiten calificar la referida condición.

 
- Dicha propuesta fue aceptada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma, aprobándose por tanto el siguiente texto:
  
“Revisar y modificar el sistema de pensiones de vejez por desempeño de trabajos pesados, respecto de las labores y procedimientos para calificar dicha condición, de los montos de las cotizaciones que se deben enterar incorporando al Estado como tercer aportante y en lo que concierne a la rebaja de la edad legal para jubilarse atendido el nivel de desgaste y envejecimiento prematuro de los trabajadores.”.

COBRO DE COMISIONES

Reapertura del debate

 
La Comisión Especial, por la unanimidad de sus miembros presentes –Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma-, acordó reabrir el debate respecto de las modificaciones que pudieren introducirse a la estructura de las comisiones aplicadas por las administradoras de fondos de pensiones a sus afiliados, reflejada en la propuesta del Senador señor Tuma que señala lo siguiente:

 
“Eliminar las comisiones a todo evento y vincular las utilidades de las empresas al resultado de la gestión de fondos con los cobros por la administración de los fondos y establecer comisiones variables para las AFP vinculadas a las tasas de rentabilidad que obtienen para los fondos de pensiones de los trabajadores.”.

 
El Senador señor Tuma afirmó que las comisiones que reciben las administradoras de fondos de pensiones son calculadas respecto de la remuneración bruta del trabajador, aun cuando la suma que éstas administran es un porcentaje de dicha remuneración. 

 
Asimismo, enfatizó que se deben modificar aquellas disposiciones que permiten que las administradoras de fondos de pensiones puedan cobrar comisiones a todo evento, es decir, sin importar los índices de rentabilidad de sus inversiones. En consecuencia, enfatizó que se debe vincular el cobro de dichas comisiones con la existencia de utilidades en la administración de los fondos previsionales.

 
El Senador señor Bianchi manifestó que el análisis de esta materia dice relación con la existencia del sistema de multifondos que opera en el régimen de capitalización individual. En efecto, indicó que dicho sistema, que permite que cada afiliado pueda elegir el fondo aplicable a su respecto, traslada el riesgo derivado de la administración hacia los afiliados. De ello se deriva, añadió, que las administradoras de fondos de pensiones carecen de responsabilidad por la gestión de dichos fondos al recibir el pago de comisiones a todo evento, en tanto que el cotizante debe asumir las pérdidas derivadas de una mala administración.
 
Aseveró que ello configura una situación que debe ser revisada, al perjudicar la situación previsional de los afiliados.

 
El Senador señor Navarro señaló que esta materia debe vincularse con las medidas administrativas que ha dispuesto la Superintendencia de Pensiones para permitir el cambio de fondos previsionales que pueden solicitar los afiliados.

 
En esa misma línea, el Senador señor Bianchi afirmó que la Superintendencia de Pensiones ha dispuesto una serie de restricciones al derecho de los afiliados a utilizar el sistema de multifondos, disponiendo un plazo y un cobro por su ejercicio.

 
El Senador señor Muñoz Aburto manifestó su conformidad con la propuesta del Senador señor Tuma, que contiene una eliminación al cobro de comisiones a todo evento, toda vez que éstas deberían operar en proporción a la utilidades del respectivo fondo previsional.

 
El Senador señor García Ruminot manifestó que no comparte la propuesta relativa a eliminar las comisiones a todo evento, toda vez que, en los términos que fue expuesto en el año 2006 por el Consejo Presidencial Asesor para la Reforma Previsional -denominado “Comisión Marcel”-, es necesario distinguir entre dos tipos de comisiones. Una que se aplica directamente como porcentaje de la remuneración imponible y la otra que opera respecto de la rentabilidad de los fondos previsionales. 

 
En ese contexto, afirmó que, tal como fue expuesto por la Comisión Marcel, el cobro como porcentaje de la remuneración imponible cumple de mejor manera el deber de transparencia e información en favor de los afiliados.

 
En consecuencia, afirmó que es necesario establecer dos mecanismos de cobro de comisiones: uno que opera respecto de la remuneración imponible del afiliado y otro que deriva de la rentabilidad de los fondos, el que debería ser informado mediante las cartolas que recibe mensualmente el trabajador. Agregó que, en cualquier caso, es pertinente garantizar el derecho del trabajador a decidir el sistema aplicable a su respecto.
 
El Senador señor Tuma reiteró que, con miras a garantizar la transparencia de la gestión de los fondos previsionales, se debe establecer que el cobro de comisiones se debe calcular respecto de las cotizaciones, y no en relación a la remuneración bruta del trabajador.

 
Por otra parte, agregó que, establecido dicho principio, se debe establecer que las comisiones sólo se generarán ante la existencia de utilidades en la administración de los fondos previsionales.

 
Seguidamente, sometió a consideración de la Comisión una propuesta que considere ambos elementos, esto es, el cobro de comisiones en relación con las tasas de rentabilidad de los fondos de pensiones. Su texto señala:

 



“Eliminar las comisiones fijas o a todo evento y vincular las utilidades de las empresas por el resultado de la gestión de los fondos con los cobros por la administración de los mismos y establecer comisiones variables para las AFP vinculadas a las tasas de rentabilidad que obtienen para los fondos de pensiones de los trabajadores.”.

 
- Puesta en votación fue aprobada por tres votos a favor, de los Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto y Tuma, un voto en contra, del Senador señor García Ruminot y una abstención del Senador señor Bianchi.





Inmediatamente y en relación al concepto del Senador señor Tuma respecto del cálculo de las comisiones sobre las cotizaciones enteradas por el trabajador y no en relación a la remuneración bruta, el Senador señor García Ruminot manifestó que la incorporación de la idea de aplicar las comisiones que cobran las AFP sobre un porcentaje de la cotización que efectúa el trabajador es viable cuando existan comisiones fijas, porque en lugar de decir que la comisión corresponde al 2% de la remuneración imponible, se establecerá que la comisión corresponde al 10% o al 20% de la cotización. En consecuencia, propuso que la redacción pertinente comprenda un párrafo independiente del anterior.





El Senador señor Tuma puntualizó que se pretende reflejar dos formas de pagar el servicio de administración. Uno referido a las tasas de rentabilidad de los fondos acumulados, caso en el que el trabajador va a saber cuánto debe pagar por comisiones, según lo determinen las AFP y el otro en que se aplican sobre la cotización del trabajador.





El Senador señor Bianchi reflexionó acerca del caso de aquellas personas que tienen rentas superiores a $800.000, respecto de las cuales el sistema de capitalización individual no representa un problema, por lo que más allá de discutir sobre los distintos tipos de comisiones, es pertinente proponer una alternativa al sistema de pensiones vigente para las personas que efectivamente no desean permanecer en él, porque la realidad nos demuestra que más del 65% de los chilenos tiene un promedio de pensión de $127.000, de modo que las divagaciones sobre las formas del cobro de comisiones no van a resolver el tema de fondo, considerando, además, que las mujeres tienen un promedio de pensión de $118.000.





Opinó que para la gran mayoría de la población se tiene que encontrar una alternativa distinta, que comprenda un sistema más solidario.





El Senador señor Tuma recordó que la Comisión en sesión de 29 de julio de 2013 acordó como primera propuesta la de dotar al país de un sistema de pensiones universal, solidario y público que consagre el derecho de los trabajadores a desafiliarse de las AFP y elegir el sistema que desean utilizar para sus fondos de pensiones, incluyendo un sistema de administración sin fines de lucro.





Agregó que la discusión sobre el cobro de comisiones está pensada para los cotizantes que perseveren en el sistema de AFP, con la finalidad de que las administradoras no continúen percibiendo a todo evento una comisión determinada.





Asimismo, indicó, lo que se está intentando resolver es que mientras el mecanismo de comisiones fijas no sea eliminado, las comisiones deben vincularse a un porcentaje de la cotización que realizan los trabajadores y no sobre la remuneración imponible.





Al respecto, el Senador señor Pérez Varela estimó que la primera parte, ya aprobada, entraría en contradicción con aplicar las comisiones sobre un porcentaje de la cotización, porque se refiere derechamente a la eliminación de las comisiones a todo evento.





El Senador señor Tuma precisó que dentro de una misma propuesta se plantean dos situaciones, una referida a la eliminación de las comisiones fijas o a todo evento, pagándose solamente en su vinculación con los resultados de la gestión de los fondos y la otra que se coloca en el caso que se mantengan las comisiones fijas, correlacionándolas con un porcentaje de las cotizaciones enteradas por los trabajadores y no con la remuneración imponible.





En conjunto con el Senador señor García sugirió la siguiente redacción: “En el caso que se mantenga el mecanismo de comisiones fijas, éstas deberán expresarse en términos de porcentaje de la cotización efectuada por el trabajador”.





El Senador señor Pérez Varela manifestó dudas en cuanto a los efectos que puede tener en el futuro esta forma de cobro de las comisiones, porque en términos reales se estaría cambiando un precio.





El Senador señor Tuma indicó que no significaría un cambio de precio, sino que se estaría estableciendo un modo de cobro y la cantidad que se paga de una manera distinta, esto es, en vez de expresarlo como porcentaje de la remuneración imponible se determina como porcentaje de la cotización.





El Senador señor García Ruminot acotó que efectivamente no se está cambiando el monto de la cotización y sólo se expresa de manera distinta, en lugar de hacerlo en función de la remuneración imponible se aplica sobre la cotización de cada trabajador, lo que –opinó- es sumamente clarificador e informativo para los interesados. Recalcó que esta segunda propuesta sólo es posible mientras existan comisiones fijas.





- Puesta en votación la redacción para la segunda parte de la propuesta referida a las comisiones de las AFP, fue aprobada por 5 votos a favor de los Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma y la abstención del Senador señor Pérez Varela, cuyo texto es el siguiente:





“En el caso que se mantenga el mecanismo de comisiones fijas, éstas deberán expresarse en términos de porcentaje de la cotización efectuada por el trabajador.”.

DISMINUCIÓN DE LOS RIESGOS DE LOS FONDOS DE PENSIONES

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 



“Disminuir los riesgos de los Fondos de Pensiones revisando las reglas de elección entre multifondos, según edad y distinguiendo entre ahorro obligatorio y voluntario.”.





El Senador señor García Ruminot manifestó que una de las materias que preocupan a los cotizantes son los riesgos que enfrentan sus fondos, pero también es necesario conjugar las posibilidades de arriesgar para obtener ganancias o no arriesgar según se trate del ahorro voluntario o del ahorro obligatorio, haciéndose evidente que el sistema debe ser revisado, en la idea de adecuarlo para garantizar siempre a los trabajadores una rentabilidad de sus ahorros.





El Senador señor Bianchi acotó que respecto del ahorro obligatorio el sistema vigente contempla resguardos, de mejor o poca efectividad, según las diversas posturas sobre el tema, pero existe una regulación al respecto.





- Puesta en votación la propuesta del Senador señor García Ruminot, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Sabag y Tuma.

 



En consecuencia, la propuesta dice: “Disminuir los riesgos de los Fondos de Pensiones revisando las reglas de elección entre multifondos, según edad, distinguiendo, además, entre ahorro obligatorio y voluntario.”.

DEUDA HISTÓRICA PREVISIONAL Y REPARACIÓN DEL DAÑO PREVISIONAL

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 



“Abordar la deuda histórica previsional de diversos sectores y asumir el daño previsional producido a quienes se les obligó o instó a trasladarse de sistema previsional ampliando la cobertura del aporte solidario.
 



Reparar el daño previsional que afecta a más de 100 mil trabajadores del sector público, ocasionado por la menor cotización del Estado y la subvaloración de los bonos de reconocimiento,  lo que impacta en el nivel de sus pensiones (el Estado debe financiar permanentemente bonos para incentivar el retiro, sin reconocer el daño previsional que ha ocasionado a sus trabajadores).”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT
 



“Abordar la deuda previsional de diversos sectores y asumir el daño previsional.
 



Reparar el daño previsional que afecta a más de 100 mil trabajadores del sector público, ocasionado por la menor cotización del Estado, la subvaloración de los bonos de reconocimiento, lo que impacta en el nivel de sus pensiones.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO
 



“Abordar la deuda histórica previsional de diversos sectores y asumir el daño previsional producido a quienes se les obligó a cambiarse de sistema previsional.
 



Reparar el daño previsional que afecta a más de 100 mil trabajadores del sector público, ocasionado por la menor cotización del Estado, la subvaloración de los bonos de reconocimiento lo que implica un impacto en el nivel de sus pensiones. 
 



El Estado debe financiar permanentemente bonos para incentivar el retiro, sin reconocer el daño previsional que ha ocasionado a sus trabajadores.”.

-------





El Senador señor Tuma puntualizó que el hecho de estar el Poder Legislativo permanentemente aprobando una serie de proyectos de ley que otorgan incentivos al retiro, es una prueba de que el sistema previsional no resuelve el tema de entregar pensiones dignas ni da cuenta del esfuerzo con que los trabajadores han aportado a sus fondos.





Añadió que las proposiciones tienen por finalidad pronunciarse sobre la deuda histórica en materia previsional que afecta a diversos sectores de la sociedad y propender a la reparación del daño previsional que alcanza a más de cien mil trabajadores públicos. No obstante, indicó, no se precisa la forma de reparar ese daño, cuestión que cabe resolver a esta Comisión Especial.





El Senador señor Bianchi recordó que en materia de deudas históricas tienen un primer lugar los profesores, de los cuales un grupo importante demandó al Estado de Chile y otro grupo sigue esperando que se produzca en justicia la reparación. El Estado de Chile, en distintos gobiernos, ha dicho que esa demanda está prescrita y que el problema fue subsumido cuando se reajustaron las pensiones. Manifestó no concordar con esta decisión, más aun tomando en cuenta los varios proyectos de acuerdo enviados al Poder Ejecutivo y las distintas consultas realizadas a las autoridades pertinentes sobre esta materia.





En consecuencia, señaló, este tema termina dependiendo de un gesto político, que es lo que ha sucedido con distintos grupos de personas afectadas por deudas históricas, que han recibido un bono de parte del gobierno de turno para reparar en parte lo que se les adeudaba.





El Senador señor Bianchi advirtió que la forma de enfrentar las deudas históricas tiene un primer factor relativo a comprender que no habrá una compensación absoluta de la deuda, por lo que habrá que establecer un mecanismo que comprenda un bono de reparación y un incremento de las pensiones.





El Senador señor Sabag coincidió en que este problema se arrastra por muchos años, reconociendo el daño previsional que se infligió a miles de trabajadores del sector público, que viven con pensiones inhumanas. 





Añadió que el Senado ha llevado a cabo sesiones especiales denunciando las deudas históricas y el daño previsional, a cuyo término el Ministro de Hacienda de turno ha declarado que se vive en un Estado de Derecho y que existen 11 fallos de la Corte Suprema que no dan lugar a la reparación.





El Senador señor Sabag opinó que los afectados deben ser compensados por medio de un incremento de sus pensiones.

-------





Seguidamente, a solicitud del Senador señor Sabag, la Comisión Especial acordó fijar un nuevo plazo para presentar otras propuestas de conclusiones, hasta las 18 horas del día lunes 12 de agosto de 2013.

-------





Continuando con el intercambio de ideas, el Senador señor Muñoz Aburto destacó que las tres propuestas coinciden en abordar el daño previsional, la que ha sido reconocida indirectamente por el Estado de Chile mediante los distintos proyectos de ley de incentivo al retiro y el denominado bono post laboral. 





Ratificó la idea de que cualquier compensación o reparación está sujeta a una decisión política, tal como la adoptada –malamente- respecto de los exonerados y de los presos, torturados y ejecutados políticos, ya que organismos internacionales estiman que a su respecto son solamente pensiones asistenciales y no de reparación del daño sufrido por esas personas. En la misma línea, argumentó que los bonos post laborales y los incentivos al retiro son meras asignaciones asistenciales que no resuelven el daño previsional que afectó a miles de personas a partir del año 1981.





El Senador señor Muñoz Aburto recapituló para puntualizar que en esta materia tiene que haber una decisión política del Estado de Chile para determinar la forma de financiamiento de la compensación del daño previsional sufrido por los trabajadores, sea por una sola vez o mediante el incremento de las pensiones por un período de tiempo.





El Senador señor García Ruminot planteó la sugerencia que en esta materia las propuestas fueran en numerales distintos, porque recordó que la Cámara de Diputados por medio de una Comisión Especial relativa a las denominadas deudas históricas, del año 2009, consideró la deuda con el magisterio; el no pago de quinquenios penitenciarios, caso este último que en determinados fallos de la Corte Suprema ha sido reconocido para ser incorporados en las pensiones y otras, de modo que en las propuestas, en su primera parte, se está haciendo inclusión de distintas situaciones de deuda histórica. A su vez, destacó, existe una segunda parte de las proposiciones en que se habla del daño previsional que afectó y afecta a más de 100 mil trabajadores del sector público por la menor cotización del Estado.





El Senador señor García Ruminot indicó que en ambos casos existe deuda histórica y deuda previsional, pero son situaciones distintas y como tal deben ser redactadas.





El Senador señor Pérez Varela expresó que debía tenerse en consideración que un informe emitido por el Senado no puede estar creando expectativas más allá de las que son razonables y por eso estimaba que la segunda parte de las propuestas eran adecuadas, al acotar el tema que debe solucionarse. A contrario sensu, la primera parte de las propuestas está redactada de tal modo –sin una definición adecuada- que puede generar expectativas en las personas que finalmente terminen en una frustración aún más dañosa. 





El Senador señor Tuma coincidió con las palabras del Senador señor Pérez Varela, en lo que respecta a focalizar y precisar el texto de las propuestas, teniendo en consideración que algunos de los afectados han recurrido a los tribunales de justicia y han obtenido fallos favorables, mientras que otras personas, en idéntica situación, no han visto reconocidas sus justas peticiones.

QUINTA DELIBERACIÓN


En sesión celebrada el día 14 de agosto de 2013, la Comisión Especial continuó discutiendo las implicancias y la determinación de la mejor redacción para la siguiente materia:
DEUDA HISTÓRICA PREVISIONAL 


El Senador señor Tuma, dentro del plazo establecido para presentar nuevas propuestas, formuló la que se consigna a continuación, referida al tema de la deuda histórica previsional:


“Propiciar la reparación de la deuda histórica en su incidencia previsional, aplicando a los trabajadores afectados el mismo trato contenido en los fallos judiciales que han reconocido dicha deuda.”.


Al respecto, el Senador señor Bianchi expresó que el perjuicio provocado por el no pago de las denominadas deudas históricas ha alcanzado –atendido el transcurso del tiempo- el monto de las pensiones de un gran número de trabajadores.


Añadió que entendía como finalidad de las distintas proposiciones que apruebe esta Comisión, el que ellas sean recogidas por el Poder Ejecutivo, dada su iniciativa exclusiva en materias de seguridad social, razón por la cual sugería incluir en la redacción en análisis que la Ley de Presupuestos contemple la intención del Ejecutivo de asignar un monto destinado a la reparación de la deuda histórica.


El Senador señor Muñoz Aburto declaró compartir la propuesta que en términos genéricos va dirigida al Poder Ejecutivo, agregándole eso sí la especificación de que se envíe un proyecto de ley que compense la deuda histórica para aquellos trabajadores que la han sufrido por tantos años. 


El Senador señor García Ruminot también se manifestó a favor de la propuesta del Senador señor Tuma y precisó que los recursos tendrían que establecerse en la Ley de Presupuestos como resultado de una voluntad política de reconocer la deuda histórica.


Por su parte, el Senador señor Pérez Varela reiteró sus dichos en cuanto a tener presente que una Comisión Especial del Senado adoptará determinadas resoluciones que serán debatidas en la Sala, las cuales pueden generar expectativas más allá de lo razonable, de modo que en su opinión es menester acotar lo que puede definirse como deuda histórica, recurriendo al Informe de la Comisión Especial de la Cámara de Diputados del año 2009, que se tiene a la vista.


Puntualizó que el Gobierno de la Presidenta Bachelet, por medio del Ministro de Hacienda de la época, declaró que la deuda histórica de los profesores no existía, de modo que el Senado si quería pronunciarse sobre la deuda histórica debía hacerlo fundadamente para no generar expectativas falsas.


Agregó que la redacción en análisis es una declaración de intenciones que puede producir perjuicios en vez de una real solución, en contraste con la propuesta referida al daño previsional que cumple con la exigencia de acotar el universo de afectados y fundamentar la causa de dicho daño.


El Senador señor Pérez Varela solicitó que se dejara pendiente la votación de la propuesta con el objetivo de revisar las conclusiones de la Comisión Especial de la Cámara de Diputados sobre la denominada deuda histórica.


El Senador señor Bianchi manifestó que es importante dejar en claro que la Comisión Especial está realizando un gran esfuerzo en hacer entender al Estado de Chile la necesidad imperiosa de contar con una reparación de la deuda histórica, solución que no puede decidir la Comisión, atendido que es una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


El Senador señor Muñoz Aburto reiteró su apoyo al texto propuesto por el Senador señor Tuma, porque tal como lo confirma el informe de la Comisión Especial de la Cámara de Diputados son muchas las personas dañadas en sus derechos fundamentales que no han tenido la suficiente reparación, pero el objetivo de la Comisión del Senado es atenerse al aspecto previsional, tanto en lo que respecta a la deuda histórica como en la incidencia del daño previsional de los funcionarios públicos.


El Senador señor Tuma dio lectura al primer párrafo de la página 150 del informe de la Comisión Especial de la Cámara de Diputados, que dice: “La Comisión concluyó que existe una deuda histórica con los profesores de Chile, independientemente de que la deuda esté prescrita o que el Poder Ejecutivo no la reconozca…”.


Agregó que la Comisión Especial tiene que hacerse cargo de una recomendación sobre la deuda histórica, para lo cual la proposición en estudio recurre a introducir la aplicación del mismo trato contenido en los fallos judiciales que han reconocido dicha deuda, interpretación que el Ejecutivo debe hacer extensivo a los trabajadores afectados.


El Senador señor Pérez Varela insistió en que se precise la redacción respecto al universo de afectados por la denominada deuda histórica.


El Presidente de la Comisión Especial solicitó el acuerdo de la Comisión para fijar un nuevo plazo para presentar proposiciones hasta el día lunes 26 de agosto de 2013, en la Secretaría de la Comisión Especial.

REPARACIÓN DEL DAÑO PREVISIONAL

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 



“Reparar el daño previsional que afecta a más de 100 mil trabajadores del sector público, ocasionado por la menor cotización del Estado y la subvaloración de los bonos de reconocimiento, lo que impacta en el nivel de sus pensiones (el Estado debe financiar permanentemente bonos para incentivar el retiro, sin reconocer el daño previsional que ha ocasionado a sus trabajadores).”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT
 



“Reparar el daño previsional que afecta a más de 100 mil trabajadores del sector público, ocasionado por la menor cotización del Estado, la subvaloración de los bonos de reconocimiento, lo que impacta en el nivel de sus pensiones.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO
 



“Reparar el daño previsional que afecta a más de 100 mil trabajadores del sector público, ocasionado por la menor cotización del Estado, la subvaloración de los bonos de reconocimiento lo que implica un impacto en el nivel de sus pensiones. 
 



El Estado debe financiar permanentemente bonos para incentivar el retiro, sin reconocer el daño previsional que ha ocasionado a sus trabajadores.”.


El Senador señor Tuma precisó que las tres redacciones propuestas coinciden en la reparación del daño previsional, las causas que lo provocaron y el impacto del daño en el nivel de pensiones de los afectados.


Explicó que se le está solicitando al Estado que integre en los fondos previsionales de los trabajadores el menoscabo que sufrieron los bonos de reconocimiento y la menor cotización del Estado por un sinnúmero de emolumentos que se declaraban como no imponibles.


El Senador señor García Ruminot advirtió que las palabras que van entre paréntesis en la propuesta del Senador señor Tuma corresponden a un comentario que refuerza la idea principal y por ende es factible suprimirlas.


El Senador señor Pérez Varela recordó que se hacía imponible un poco menos que el tercio de las remuneraciones de los funcionarios públicos, situación vivida por él cuando prestó servicios como funcionario municipal al igual que el Senador señor José García y que es reflejada en forma apropiada por la propuesta en discusión.





-Puestas en votación las proposiciones en su redacción coincidente, con supresión del comentario entre paréntesis, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Sabag y Tuma.
MENOS RESTRICCIONES A LA JUBILACIÓN ANTICIPADA PARA CESANTES

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 
“Rebajar la exigencia de contar con 70% de las remuneraciones promedio de los últimos 10 años para quienes están sin empleo y tienen ahorros suficientes para financiar una pensión superior al 150% de la pensión mínima.”.

El Senador señor Tuma precisó que la idea contenida en la proposición es posibilitar la jubilación anticipada de personas desempleadas, que principalmente por su edad no han podido acceder a nuevos trabajos.


El Senador señor García Ruminot manifestó su coincidencia con la propuesta presentada, porque este tipo de jubilación se configura con los ahorros propios de cada trabajador.


Como una manera de reflexionar sobre las dificultades que enfrentan las personas cesantes, el Senador señor Tuma sugirió que se eliminara la exigencia de poder financiar una pensión igual o superior al 70% del promedio de las remuneraciones imponibles de los últimos 10 años.


El Senador señor Pérez Varela argumentó que tal eliminación podría generar un desincentivo para la operatividad del mecanismo de la jubilación anticipada, en atención a que el 15% de las personas que se pensionan eligen esa vía.


El Senador señor García Ruminot dijo entender que el efecto práctico de la propuesta es la obtención de una pensión aunque de monto menor. Asimismo, señaló que actualmente se habla de pensión máxima con aporte solidario en reemplazo del concepto de pensión mínima.


Seguidamente, la Comisión Especial acordó otorgarle el uso de la palabra a la asesora del Senador señor Muñoz Aburto, señora Labibe Yumha, quien reafirmó lo expresado por el Senador señor García Ruminot, en cuanto a que de conformidad a la reforma previsional de 2008 el concepto de pensión mínima fue sustituido por la denominada Pensión Máxima con Aporte Solidario, exigiéndose para pensionarse por vejez en forma anticipada el cumplimiento de dos requisitos: uno, que el monto de la pensión corresponda al menos al 70% de la renta imponible de los últimos 10 años y, como segundo requisito, que se pueda financiar una pensión del 80% de la Pensión Máxima con Aporte Solidario.


El Presidente de la Comisión Especial, Senador señor Tuma, indicó que esta materia quedaría pendiente para una próxima sesión, con la finalidad de recabar mayores antecedentes. Posteriormente, hizo retiro de la propuesta que había presentado.

FORTALECIMIENTO DE LA FISCALIZACIÓN

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 
“Fortalecer el sistema de fiscalización y aplicación de sanciones para castigar a quienes hacen uso indebido de los fondos de los trabajadores destinados a la seguridad social. 

 
Eliminar la facultad de declarar sin enterar las imposiciones en los fondos de los trabajadores, estableciendo un plazo no superior a 5 días hábiles.”.
PROPUESTAS DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT
 



“-Fortalecer el sistema de fiscalización y sanciones para castigar a quienes hacen uso indebido de los fondos de los trabajadores destinados a la seguridad social.

 



-Fortalecer los mecanismos de fiscalización e información respecto de los fondos de pensiones y AFP.”.
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO
 



“Fortalecer el sistema de fiscalización y sanciones para castigar a quienes hacen uso indebido de los fondos de los trabajadores destinados a la seguridad social. Eliminar la facultad de declarar sin enterar las imposiciones de los fondos de los trabajadores, establecer un plazo no superior a 5 días hábiles.”.

El Senador señor Bianchi manifestó que la realidad que está detrás de la proposición es de una gran envergadura y se presenta principalmente en aquellos empleadores de la pequeña empresa, que estiman haber dado cumplimiento a la ley al declarar y no pagar las cotizaciones previsionales de los trabajadores.


Esta situación, advirtió, es una de las que producen un mayor daño a los trabajadores al momento de la jubilación.


El Senador señor Tuma manifestó una duda en cuanto a mantener la eliminación de la facultad de declarar, porque tal vez significaría no contar con ningún tipo de información respecto a las cotizaciones de los trabajadores.


El Senador señor Muñoz Aburto indicó que al declarar y no pagar las cotizaciones previsionales se configura una apropiación indebida por parte del empleador y los trabajadores pueden denunciar el hecho ante la respectiva administradora para que inicie el juicio de cobranza o recurrir al ministerio público.


Sin embargo, agregó, el sistema no está dando un buen resultado, porque expertos en la materia se encuentran haciendo propuestas para modificar el funcionamiento de las cobranzas por deudas previsionales, atendido a que el 80% de dichas deudas son con el sistema de las AFP y estas entidades, además, son las que más tardan en ejercer las acciones pertinentes.


El Senador señor Pérez Varela estimó indispensable fortalecer todos los mecanismos de fiscalización que posibiliten el pago oportuno de las cotizaciones previsionales, en concordancia con el potenciamiento de los tribunales encargados de las cobranzas previsionales.


En lo que respecta a la sugerencia de eliminar la facultad de los empleadores de declarar las cotizaciones, declaró ser partidario de ello en la medida que se establezca un sistema de fiscalización adecuado, porque existe información que da cuenta de una alta recuperación de cotizaciones que habían sido solamente declaradas.


El Senador señor Pérez Varela reparó en la redacción del primer párrafo, que alude al castigo de aquellas personas que hacen uso indebido de los fondos de los trabajadores, por considerar que es restrictiva, en circunstancias que el problema va más allá. Por ello, sugirió agregar, a continuación de “sanciones”, la frase “respecto de quienes no pagan las cotizaciones”. Reiteró que la eliminación de la facultad de declarar estaba directamente vinculada a un fortalecimiento de los mecanismos de fiscalización, resultando más apropiado el segundo párrafo de la propuesta del Senador señor García.


El Senador señor García Ruminot expresó su conformidad con el párrafo primero de la proposición del Senador señor Tuma, recordando que los recursos de los fondos previsionales son de propiedad de los trabajadores y, por lo tanto, el no pago constituye un delito y un uso indebido, porque los dineros tienen un destino que es incorporarse al ahorro previsional de los trabajadores y no para otros fines.


Respecto del párrafo segundo, referido a la eliminación de la facultad de declarar sin enterar, opinó que puede significar contar con menos información para cobrar las cotizaciones adeudadas. Además, consideró inadecuado disminuir el plazo a 5 días para el pago, porque el actual plazo de 10 días es conveniente para los tiempos financieros de las PYMES.


El Senador señor García Ruminot planteó, respecto del segundo párrafo de su proposición, agregar la creación de una Defensoría Previsional de los Trabajadores que pueda exigir el pago oportuno de las cotizaciones impagas, institución que dependa del Instituto de Previsión Social con presencia en cada región del país, que reciba las denuncias, las investigue y de ser efectivas inicie las acciones judiciales para obtener la recuperación de las cotizaciones.


El Senador señor Tuma coincidió en la idea de establecer un mecanismo que asegure la sanción a quienes no pagan las cotizaciones previsionales. En todo caso, señaló, como se trata de una apropiación indebida, el Ministerio Público es el que debe hacerse parte, quizás creándose en dicha institución un departamento especial para estos efectos.


El Senador señor Sabag sostuvo que el gran porcentaje de deudores del pago de cotizaciones previsionales no son las empresas grandes, sino que las pymes y las municipalidades que por distintas circunstancias no pueden dar cumplimiento a dicha obligación, incluso enfrentándose a la imposibilidad de pagar por no contar con los dineros suficientes. Al respecto, puntualizó, es sabido que las grandes empresas se atrasan en pagar los servicios a los pequeños proveedores o que las empresas estatales no cancelan oportunamente sus deudas con los contratistas o que a las municipalidades no se les proveen las asignaciones que les corresponde, produciéndose un círculo vicioso. 


Opinó que este tema debe ser analizado cuidadosamente, manteniendo, por ejemplo, la facultad de declarar y no pagar, ya que es un medio de información sobre la situación de las cotizaciones de los trabajadores.


Agregó que debe ser acentuada la fiscalización de los empleadores y también la actuación de las AFP en la persecución del no pago de las cotizaciones, disponiendo que se hagan codeudoras solidarias de la deuda transcurrido un determinado período de tiempo.

-------

SEXTA DELIBERACIÓN


En sesión celebrada el día 18 de diciembre de 2013, la Comisión Especial prosiguió su labor, adoptando una decisión respecto de las siguientes materias:
PARTICIPACIÓN DE LOS TRABAJADORES Y DE LOS PENSIONADOS EN LOS GOBIERNOS CORPORATIVOS DE LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

“Incorporar la participación de los cotizantes en los gobiernos corporativos de las AFP y establecer un nuevo sistema de control e información que otorgue mayor transparencia a la gestión de los fondos.”.

PROPUESTAS DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO

“Incorporar la participación directa de los cotizantes en la gestión, fiscalización e información respecto a los fondos de pensiones, estableciendo directores laborales.”.

“Incorporar a los trabajadores y a las personas de edad mayor, en los directorios de las entidades que administran e invierten los dineros destinados a sus pensiones.”.

El Senador señor Tuma afirmó que, del tenor de las propuestas reseñadas, resulta evidente la importancia de incorporar a los trabajadores en los directorios de las administradoras de fondos de pensiones.

En consecuencia, propuso refundir el contenido de las observaciones recibidas por la Comisión, en los siguientes términos:

“Establecer la representación de los trabajadores en los directorios de las administradoras de fondos de pensiones.”.

Dicha propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

DEUDA HISTÓRICA PREVISIONAL QUE AFECTA A DIVERSOS GRUPOS DE TRABAJADORES

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

“Abordar la deuda histórica previsional de diversos sectores y asumir el daño previsional producido a quienes se les obligó o instó a trasladarse de sistema previsional ampliando la cobertura del aporte solidario.”:

“Propiciar la reparación de la deuda histórica en su incidencia previsional, aplicando a los trabajadores afectados el mismo trato contenido en los fallos judiciales que han reconocido dicha deuda.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

“Abordar la deuda previsional de diversos sectores y asumir el daño previsional.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO

“Abordar la deuda histórica previsional de diversos sectores y asumir el daño previsional producido a quienes se les obligó a cambiarse de sistema previsional.”.

El Senador señor Tuma sostuvo que su propuesta persigue establecer un monto indemnizatorio a raíz del daño previsional que han sufrido algunos trabajadores. Con miras a ello, agregó, debe considerarse el razonamiento contenido en aquellos fallos judiciales que han reconocido la existencia de dicho perjuicio.

Con todo, aseveró que las diferencias interpretativas existentes en la jurisprudencia dificultan la aplicación de un criterio uniforme. De ello deriva, añadió, la necesidad de mitigar el daño previsional que han sufrido los trabajadores que optaron por trasladarse al sistema de capitalización individual.

En consecuencia, abogó por establecer la necesidad de reparar el daño previsional que afecta a aquellos trabajadores, mediante el pago de un bono compensatorio que permita soslayar la pérdida en sus fondos previsionales.

El Senador señor Bianchi añadió que la propuesta que debe abordar la Comisión debe apuntar, únicamente, a reconocer la existencia de la deuda histórica previsional y a promover el estudio de los mecanismos que permitan resolver dicha problemática.

El Senador señor Sabag afirmó que, en el contexto del estudio de los mecanismos que permitan resolver las problemáticas derivadas de la deuda histórica previsional, deben analizarse con detención las consecuencias que el pago de ella puede generar en las finanzas públicas, considerando la elevada cuantía que ello supone.

En consecuencia, abogó por introducir aquellas modificaciones al sistema previsional vigente que, junto con resolver algunas de sus problemáticas, no generen efectos negativos en el financiamiento general del presupuesto nacional. Al efecto, propuso establecer el derecho de los afiliados, cuyos ingresos imponibles equivalgan hasta 55 Unidades de Fomento-esto es, a la suma correspondiente a $574.725 al 9 de agosto de 2013-, para optar, al momento de su jubilación, por incorporarse al Instituto de Previsión Social para que esta institución administre sus ahorros y pague su pensión de manera indefinida.

Asimismo, aseveró que la creación de una administradora de fondos de pensiones de carácter estatal sólo produciría el efecto de disminuir el monto de las comisiones que éstas cobran a sus afiliados.

El Senador señor Tuma afirmó que el Estado debe asumir las consecuencias que el sistema de capitalización individual ha generado en el nivel de las pensiones, particularmente en el caso de los funcionarios públicos a raíz del pago de cotizaciones por una cifra inferior a su remuneración bruta. En consecuencia, aseveró que debe propiciarse el reconocimiento de dicha circunstancia por parte del Estado, debiendo estudiarse los mecanismos que permitan mejorar la situación que afecta a los cotizantes.

En la misma línea, afirmó que el sistema previsional de capitalización individual ha permitido el desarrollo del mercado de capitales, pero, al mismo tiempo, no garantiza un porcentaje mínimo en la tasa de reemplazo que recibirán los cotizantes.

En consecuencia, reiteró la necesidad de resolver las problemáticas que afectan a los cotizantes del régimen de pensiones, considerando el total de los ingresos que éstos incorporan al sistema –equivalentes a MM$ 4.356.200 por cada año-, en tanto que el pago de pensiones asciende a MM$2.098.580, lo que genera, anualmente, un excedente de MM$2.257.620.

Tales cifras, añadió, demuestran que el sistema previsional produce excedentes que, al generarse en el marco de un sistema que carecería de elementos de justicia o criterios de distribución equitativa, impiden que los cotizantes puedan acceder a un mejor nivel de pensiones.

El Senador señor Sabag agregó, coincidiendo en la necesidad de resolver las problemáticas derivadas del sistema previsional vigente, que corresponde estudiar los mecanismos que permitan solucionar tales contingencias conforme a un criterio realista en la asignación de los recursos públicos.

El Senador señor Tuma propuso, considerando el tenor de las observaciones presentadas ante la Comisión, aprobar la propuesta del Senador señor García Ruminot, cuyo tenor es el siguiente:

“Abordar la deuda previsional de diversos sectores y asumir el daño previsional.”.

Dicha propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

-------

Fiscalización y aplicación de sanciones a raíz del uso indebido de los fondos previsionales de los trabajadores.

Al efecto, la Comisión recibió las siguientes propuestas:

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

“Fortalecer el sistema de fiscalización y aplicación de sanciones para castigar a quienes hacen uso indebido de los fondos de los trabajadores destinados a la seguridad social. 

Eliminar la facultad de declarar sin enterar las imposiciones en los fondos de los trabajadores, estableciendo un plazo no superior a 5 días hábiles.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

“Fortalecer el sistema de fiscalización  y sanciones para castigar a quienes hacen uso indebido de los fondos de los trabajadores destinados a la seguridad social.

Fortalecer los mecanismos de fiscalización e información respecto de los fondos de pensiones y AFP.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO

“Fortalecer el sistema de fiscalización y sanciones para castigar a quienes hacen uso indebido de los fondos de los trabajadores destinados a la seguridad social. Eliminar la facultad de declarar sin enterar las imposiciones de los fondos de los trabajadores, establecer un plazo no superior a 5 días hábiles.”.

El Senador señor García Ruminot manifestó su parecer respecto de la inconveniencia de eliminar la facultad de declarar y no pagar las cotizaciones previsionales, toda vez que, considerando que igualmente se producirían hipótesis de no pago, se dificultarían las labores de fiscalización que deben ejercer los organismos correspondientes.

Asimismo, aseveró que existe la necesidad de informar oportunamente a los trabajadores respecto del estado del pago de sus cotizaciones previsionales.

El Senador señor Tuma coincidió en la inconveniencia de eliminar la facultad de declarar y no pagar las cotizaciones previsionales, considerando los efectos que ello podría producir en materia de fiscalización y control del sistema de pensiones. Asimismo, abogó por mejorar los sistemas de comunicación entre las instituciones previsionales y los cotizantes.

Enseguida, la Comisión aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma, la propuesta del Senador señor Tuma y del Senador señor García Ruminot, cuyo tenor es el siguiente:

“Fortalecer el sistema de fiscalización y aplicación de sanciones para castigar a quienes hacen uso indebido de los fondos de los trabajadores destinados a la seguridad social.”.

-------

PROHIBICIONES E INHABILIDADES RESPECTO DE LOS ENTES ADMINISTRADORES DE LOS FONDOS

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

“Prohibir las donaciones de las empresas administradoras de fondos de pensiones en campañas políticas, partidos políticos y en todos los procesos electorales.

Establecer la inhabilidad para autoridades que han desempeñado un cargo público por 3 años para participar en la gestión de AFP e ISAPRES. 

Prohibir la participación de las AFP en el fondo de promoción y educación previsional FEP.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

“Prohibir las donaciones de las empresas administradoras de fondos de pensiones en campañas políticas, partidos y en todos los procesos electorales. Ampliar, para los funcionarios públicos, la actual inhabilidad establecida en la ley de probidad, a un año.”.

En primer lugar, la Comisión analizó las propuestas en relación a la prohibición de donaciones de las empresas administradoras de fondos de pensiones en campañas políticas, partidos políticos y en todos los procesos electorales.

El Senador señor Tuma aseveró que su proposición apunta a establecer la prohibición de la utilización de los fondos previsionales de los trabajadores para finalidades distintas a aquellas que deben cumplir las administradoras de fondos de pensiones.

El Senador señor García Ruminot manifestó su conformidad con dicha proposición, considerando el destino que debe darse a los fondos previsionales de los trabajadores, consistente en incrementar las cuentas individuales de los cotizantes.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma, acordó aprobar la propuesta del Senador señor Tuma, cuyo tenor, en lo relativo a prohibición de las donaciones de empresas administradoras de fondos de pensiones en campañas políticas, partidos políticos y procesos electorales, es el siguiente:

“Prohibir las donaciones de las empresas administradoras de fondos de pensiones en campañas políticas, partidos políticos y en todos los procesos electorales.

A continuación, la Comisión analizó el contenido de las propuestas en relación a la inhabilidad de aquellos funcionarios que hubiese desempeñado cargos públicos para participar en la gestión de administradoras de fondos de pensiones.

El Senador señor García Ruminot sostuvo que, actualmente, el inciso final del artículo 56 de la ley N°18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado, consagra la incompatibilidad entre las actividades que desarrollan las ex autoridades o ex funcionarios de una institución fiscalizadora con entidades del sector privado sujetas a la fiscalización de ese organismo -siempre que aquellas impliquen una relación laboral-, la que se mantendrá hasta seis meses después de haber expirado en sus funciones.

Dicho término, agregó, resulta ser muy reducido, lo que genera la necesidad de ampliarlo para tornar más efectiva la inhabilidad que la referida disposición contempla, en los términos que se consigna en su propuesta.

En consecuencia, la proposición del Senador señor García Ruminot fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma. En consecuencia, la propuesta de la Comisión es la siguiente:

“Ampliar, para los funcionarios públicos –ex autoridades o ex funcionarios de una institución fiscalizadora-, la actual inhabilidad establecida en la ley de probidad, a un año.”.
Enseguida, la Comisión consideró la propuesta relativa a la prohibición de la participación de las administradoras de fondos de pensiones en el Fondo de Promoción y Educación Previsional, que crea el Párrafo Cuarto de la ley N° 20.255, que establece reforma previsional, de 2008.

El Senador señor Tuma sostuvo que dicho Fondo -que, en conformidad a la ley, es administrado por la Subsecretaría de Previsión Social-, durante los últimos años ha sido utilizado por las administradoras de fondos de pensiones, lo que, según su parecer, no resulta aceptable. 

Al efecto, sostuvo que los montos que componen el referido Fondo derivan del aporte que contempla anualmente la Ley de Presupuestos, de las donaciones que reciba y las herencias y legados que acepte con beneficio de inventario, de los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título, y por los demás recursos que perciba por otros conceptos.

En consecuencia, enfatizó que, en el evento que las administradoras de fondos de pensiones pretendieran realizar labores de educación previsional, deberían financiar tales planes y programas con recursos propios, y no con aquellos que, preferentemente, son obtenidos del presupuesto nacional.

En esa misma línea, aseveró que existe una falencia en la información que se entrega a la población respecto a la forma en que opera el sistema previsional y las instituciones que lo conforman. Con todo, sostuvo que los fondos públicos que debe utilizarse para resolver dicha problemática deben ser entregados a entidades que se organicen únicamente con dicha finalidad, debiendo evitarse que los fondos sean entregados a las administradoras de fondos de pensiones, considerando las deficiencias de las labores que dichas empresas han desarrollado en este ámbito.

Puesta en votación la propuesta del Senador señor Tuma, fue aprobada por tres votos a favor, de los Senadores señores Muñoz Aburto, Sabag y Tuma, y dos abstenciones, de los Senadores señores Bianchi y García Ruminot. 

En consecuencia, la propuesta de la Comisión es del siguiente tenor:

“Prohibir la participación de las AFP en el Fondo de Promoción y Educación Previsional.”.

SÉPTIMA DELIBERACIÓN


En sesión celebrada el día 8 de enero de 2014, la Comisión Especial continuó discutiendo y votando las proposiciones de conclusiones presentadas por sus integrantes.
TOPE A LAS COMISIONES COBRADAS POR LAS AFP

 
En lo relativo al establecimiento de un tope a la comisión que reciben las administradoras de fondos de pensiones, la Comisión recibió las siguientes propuestas:
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 
“Establecer como tope de comisión el promedio aplicado por la AFP que obtiene la adjudicación de la cartera de nuevos cotizantes en los dos últimos procesos de licitación.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 
“Establecer como comisión máxima el doble de la que resulte de la licitación de la cartera de nuevos afiliados.”.
 
El Senador señor Tuma explicó, en primer lugar, que resulta necesario establecer un límite al monto que reciben las administradoras de fondos de pensiones por concepto de comisiones, debiendo estudiarse el mecanismo que permita cuantificar dicho límite.
 
El Senador señor García Ruminot manifestó su conformidad con la limitación al monto de las comisiones que reciben las administradoras de fondos de pensiones. Al efecto, coincidió con el contenido de la propuesta que considera el promedio aplicado a la entidad que hubiere obtenido la adjudicación de la cartera de nuevos cotizantes en los dos últimos procesos de licitación. 

 
Dicha propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

 
En consecuencia, la propuesta de la Comisión es la siguiente:

 
“Establecer como tope de comisión el promedio aplicado por la AFP que obtiene la adjudicación de la cartera de nuevos cotizantes en los dos últimos procesos de licitación.”. 

-------
SISTEMA DE INFORMACIÓN, FISCALIZACIÓN Y SANCIÓN A LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES QUE NO HUBIEREN ENTERADO LAS COTIZACIONES PREVISIONALES.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 
“Establecer un sistema de multas automáticas a través de la Inspección del Trabajo por el no pago de las cotizaciones previsionales y un sistema de aviso en línea para los trabajadores y entidades fiscalizadoras.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO

 
“Establecer un sistema de multas automáticas a través de la Inspección del trabajo por el no pago de cotizaciones previsionales, establecer un sistema de aviso en línea para los trabajadores y entidades fiscalizadoras.”.
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT


“Difundir el nuevo sistema de consulta de cotizaciones en línea y complementarlo con el historial previsional”.

 
El Senador señor Tuma sostuvo que, sin perjuicio de los beneficios que podría generar el sistema de multas automáticas que se contiene en su propuesta, el establecimiento de dicho mecanismo podría generar consecuencias excesivamente gravosas en perjuicio de aquellos empleadores que no pueden pagar oportunamente las cotizaciones previsionales a raíz de circunstancias ajenas a su voluntad o a la gestión de las actividades propias de su giro.
 
En la misma línea, abogó por el establecimiento de un sistema de información previsional en línea para los trabajadores, que contemple la notificación personal al trabajador ante el atraso del pago de sus cotizaciones previsionales.
 
Por otra parte, estimó indispensable establecer la obligatoriedad, para las administradoras de fondos de pensiones, de iniciar las acciones judiciales destinadas a obtener el pago de las cotizaciones previsionales que se encontraren adeudadas.
 
El Senador señor García Ruminot afirmó que la obligatoriedad del ejercicio de las acciones judiciales ante la declaración y no pago de cotizaciones previsionales podría incentivar la falta de la declaración que deben realizar los empleadores. Dicha circunstancia, aseveró, resultaría incluso más problemática que aquella que deriva de la declaración y el no pago de éstas.
 
En ese sentido, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que, hace algunos años, la problemática más compleja que se verificaba en este ámbito radicaba en la inexistencia de la declaración que deben realizar los empleadores, toda vez que ello impedía que las administradoras de fondos de pensiones pudieran acreditar la existencia de una relación laboral.
 
Con todo, afirmó que, a raíz de la ley N° 20.255, de 2008, que establece reforma previsional, se ha establecido una presunción de la existencia de la relación laboral, lo que genera un procedimiento de multa por no declaración o no pago. De ello se sigue, detalló, que, una vez que se produce el término de la relación laboral, el empleador debe notificar oportunamente a la respectiva administradora de fondos de pensiones para evitar la instrucción del procedimiento referido precedentemente.
 
En relación al procedimiento de cobranza ante el atraso en el pago de las cotizaciones previsionales, aseveró que las administradoras de fondos de pensiones deben iniciar gestiones prejudiciales o ejercer las acciones judiciales en conformidad a las disposiciones administrativas que, al efecto, emanan de la Superintendencia de Pensiones.

Al efecto, aseveró que, en el evento que dichas empresas no inicien las gestiones judiciales correspondientes, deben responder con su propio patrimonio por las cotizaciones impagas. Con todo, afirmó que dicho mecanismo, en la práctica, no opera, toda vez que las administradoras de fondos de pensiones obtienen el pago de las cotizaciones previsionales en sede prejudicial o judicial.

 En consecuencia, afirmó que las hipótesis de no pago de cotizaciones previsionales derivan de la disolución de las empresas deudoras o de la imposibilidad de notificar oportunamente a los empleadores.
 
El Senador señor Tuma, a continuación, reiteró, la necesidad de implementar un sistema que obligue a las AFP a entregar información oportuna a los afiliados, con especial énfasis en la notificación que debe verificarse, a más tardar, dentro de los 30 días de producido el atraso en el pago de sus cotizaciones previsionales.

Dicha propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

 
En consecuencia, la propuesta de la Comisión es del siguiente tenor:

 
“Establecer la obligación de las AFP de informar y notificar a los trabajadores, en un plazo de 30 días, sobre el no pago de sus cotizaciones previsionales.”. 

-------

LAGUNAS PREVISIONALES


Enseguida, la Comisión se abocó al estudio de las siguientes propuestas, relativas al establecimiento de un sistema de incentivos para el pago de las lagunas previsionales de los trabajadores:
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 
“Establecer un subsidio estatal e incentivos tributarios para estimular el pago de lagunas previsionales.”.
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 
“Establecer un programa especial para estimular el pago de lagunas previsionales; reduciendo, por una vez, y tratándose de Pymes, multas y sanciones, asegurando que no hayan pérdidas para el trabajador.”.
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO

 
“Establecer un subsidio estatal e incentivos tributarios para estimular el pago de lagunas previsionales.”.
 
El Senador señor Tuma afirmó que las denominadas lagunas previsionales se forman a raíz de aquellos períodos en que el trabajador dejó de prestar servicios remunerados de forma dependiente. En consecuencia, abogó por implementar los incentivos para que los trabajadores puedan cubrir aquellos períodos en que no enteraron cotizaciones previsionales.
 
El Senador señor Bianchi coincidió con la necesidad de favorecer el pago de cotizaciones previsionales correspondientes a los períodos en que el trabajador no prestó servicios, considerando no sólo el perjuicio que ello genera al afiliado, sino también las consecuencias que ello puede producir para el financiamiento del Pilar Solidario que establece ley N° 20.255, del año 2008.
 
Seguidamente, el Senador señor Tuma, en relación a la implementación de un plan especial para incentivar el pago de lagunas previsionales originadas por el no pago de cotizaciones por parte del empleador, en los términos que consigna la propuesta del Senador García Ruminot, afirmó que deben analizarse los mecanismos que incentiven el pago de cotizaciones previsionales vencidas.
 
En efecto, agregó que, tal como ocurre con los sistemas que facilitan el cumplimiento de las obligaciones tributarias mediante la remisión de multas o intereses, debe implementarse un régimen similar tratándose de las cotizaciones previsionales del trabajador.
 
En la misma línea, el Senador señor Bianchi abogó por establecer que, por una sola vez, pueda remitirse únicamente el pago de las multas originadas por el no pago de cotizaciones previsionales a aquellos empleadores que manifiesten su voluntad de enterar aquellas que se encontraren impagas. Asimismo, manifestó la necesidad de establecer un crédito otorgado por Banco Estado, a tasas preferenciales, destinado exclusivamente a solventar el pago de dichas deudas previsionales.
 
El Senador señor Sabag coincidió en la necesidad de evitar que los intereses que genera el no pago de cotizaciones previsionales pueda ser remitido, toda vez que éstos se agregan al fondo individual de cada cotizante. Con todo, abogó por analizar los mecanismos que permitan eliminar las multas que se generan a raíz de ello, considerando que, en su mayoría, las pequeñas y medianas empresas son aquellas que incurren en el atraso del pago de las cotizaciones previsionales.
 
El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, agregó que debe considerarse el efecto que podría producirse al no existir una multa a raíz del no pago de cotizaciones previsionales, toda vez que éstas podrían ser utilizadas por las empresas como un mecanismo de préstamo a bajo interés para la inversión en capital de trabajo.
 
Asimismo, sostuvo que un porcentaje de las multas que se generan por el no pago de cotizaciones previsionales benefician el fondo individual de cada cotizante y otro porcentaje es entregado a la administradora de fondos de pensiones de que se trate.
 
El Senador señor Tuma sostuvo que no resulta frecuente que, en nuestro país, las empresas utilicen las cotizaciones previsionales de los trabajadores para financiar proyectos de inversión.
 
Con todo, abogó por establecer los mecanismos para que las empresas que hubieren incurrido en el atraso en el pago de las cotizaciones previsionales puedan acceder a un sistema que facilite el cumplimiento de sus obligaciones en ese ámbito. Al efecto, propuso que, en sede administrativa, pueda facultarse a un organismo para convenir con las administradoras de fondos de pensiones la forma y el modo de pagar dicha deuda.
 
Por otra parte, detalló que la ley N°20.446, que otorga facilidades para el pago de cotizaciones previsionales en el territorio afectado por el terremoto y maremoto del 27 de febrero de 2010, de 3 de julio de 2010, autorizó, por una sola vez, a las administradoras de fondos de pensiones para celebrar convenios de pago de cotizaciones previsionales adeudadas por las remuneraciones que se pagaron o debieron pagarse durante el año 2009 y hasta mayo de 2010.
 
El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, aseveró que el índice de empresas que se acogieron a dicha normativa es muy bajo, lo que da cuenta de la necesidad de implementar los mecanismos que permitan favorecer el pago de la deuda previsional.
 
El Senador señor Muñoz Aburto sostuvo que, en cualquier caso, debe considerarse el monto total de la deuda previsional de los trabajadores y el detalle del monto adeudado a los trabajadores del sector privado y a los funcionarios del sector público.
 
El Senador señor Tuma detalló que, según un informe de la Superintendencia de Pensiones, la deuda previsional, al 31 de diciembre de 2012, asciende a MM$1.072, incluyendo intereses, reajustes y recargos, lo que representa un 1,22% del total de los fondos de pensiones acumulados. Dicha cifra se compone, en un 22%, por la deuda original contraída por los empleadores; 63% de intereses; 10% de recargos en favor del afiliado; y 5% de recargo en favor de la administradora de fondos de pensiones.
 
El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, indicó que, con la finalidad de facilitar el pago de las cotizaciones previsionales adeudadas al trabajador, resulta pertinente evitar que éste asuma la labor de acordar con el empleador la forma y modo de pago de las cotizaciones previsionales que se encontraren adeudadas.
 
En lugar de ello, detalló, podría formarse un Fondo de Garantía Salarial, que se conforma por un fondo de cotizaciones de financiamiento bipartito al que accede, bajo ciertas condiciones, el empleador que, ante ciertas contingencias, no pudo pagar las cotizaciones previsionales. 
 
En efecto, agregó que un mecanismo de similar naturaleza opera tratándose del funcionamiento de las empresas de servicios transitorios que establece la ley N° 20.123, que regula trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios, de 2006. 

 
El referido cuerpo legal, detalló, agregó al Código del Trabajo, entre otras disposiciones, el artículo 183-J que, a propósito de las empresas de servicios transitorios, prescribe que toda empresa de servicios transitorios deberá constituir una garantía permanente a nombre de la Dirección del Trabajo -cuyo monto será de 250 Unidades de Fomento, aumentada en una Unidad de Fomento por cada trabajador transitorio adicional contratado, de cargo del Estado y del empleador-, la que estará destinada preferentemente a responder por las obligaciones legales y contractuales de la empresa con sus trabajadores transitorios que se hayan devengado con motivo de los servicios prestados por éstos en las empresas usuarias. Asimismo, agregó que dicho instrumento garantiza el pago de las multas que se apliquen por infracción a las normas del Código del Trabajo.

 
El Senador señor Tuma coincidió con la pertinencia de utilizar dicho instrumento, el que podría resolver, en lo sucesivo, la problemática derivada del no pago de cotizaciones previsionales a raíz de la insolvencia de algunas empresas. 

 
Tratándose de los mecanismos que permitirían incentivar el pago de cotizaciones previsionales atrasadas, propuso incorporar la creación de un Fondo de crédito a tasas especiales, el que sería administrado por entidades públicas, cuyo único objetivo sería favorecer el pago de las lagunas previsionales que afectan a los trabajadores.

 
Esta propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

 
En consecuencia, la propuesta de la Comisión es la siguiente:


“Establecer un Fondo especial, administrado por entidades públicas, destinado, exclusivamente, a otorgar créditos para el pago de cotizaciones previsionales vencidas.

 
Asimismo, crear un Fondo de Garantía, mediante el aporte del Estado y del empleador, con el fin de asegurar, en lo sucesivo, el pago de las cotizaciones previsionales del trabajador, incluyendo los intereses y multas que deriven del incumplimiento de las normas sobre previsión social.”.

-------
AUMENTO DEL TOPE DE SUELDO IMPONIBLE

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 
“Aumentar el tope de sueldo imponible llevándolo a su equivalente de las 60 UF como proporción del ingreso per cápita de 1981 (esto significaría subir el tope de 1.6 millones de pesos mensuales, equivalentes a 70.3 UF, a 4.3 millones de pesos mensuales).”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 
“Aumentar el tope de sueldo imponible llevándolo a su equivalente de las 60 UF como proporción del ingreso per cápita de 1981.”.

 
El Senador señor Tuma consultó en relación a las razones que motivaron el establecimiento de un tope para la cotización previsional, el que, agregó, es reajustado anualmente en conformidad a la variación positiva que experimenta el Índice de Remuneraciones Reales que determina el Instituto Nacional de Estadísticas.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que el fundamento del tope que se aplica respecto de las remuneraciones del afiliado radica en que los órganos del Estado deben proveer ciertas prestaciones mínimas para la generalidad de la población. Con todo, éstas no son proveídas a quienes cuentan con mayores ingresos, toda vez que éstos cuentan con una serie de instrumentos que les permiten procurarse por sí mismos una serie de prestaciones.
 
El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, afirmó que, a propósito de la determinación del tope imponible, debe considerarse el impacto que ello puede generar en el funcionamiento del sistema previsional, toda vez que un gran porcentaje de la población recibe, en promedio, una remuneración inferior al referido tope imponible.
 
El Senador señor Tuma aseveró que, considerando el tenor de las propuestas presentadas a la Comisión, existe coincidencia en la necesidad de aumentar el tope de remuneraciones imponibles, con la finalidad de llevarlo a su equivalente al año 1981.
 
Dicha propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.
 
En consecuencia, la proposición de la Comisión es la siguiente:

 
“Aumentar el tope de sueldo imponible llevándolo a su equivalente de las 60 UF como proporción del ingreso per cápita de 1981.”.

-------
EMISIÓN DE BONOS DE LONGEVIDAD

 
En lo relativo a la emisión de bonos de longevidad, destinados a soslayar las implicancias de los cambios demográficos que ha enfrentado nuestro país durante los últimos años, la Comisión recibió las siguientes propuestas:
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 
“Evaluar la propuesta de emisión de bonos de longevidad como una alternativa para mitigar el riesgo originado en los cambios demográficos. Se propone que el Estado abra este mercado emitiendo dichos bonos y los cupones adicionales por mayor longevidad podrían ser garantizados por el Fondo de Reservas de Pensiones.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 
“Evaluar la propuesta de emisión de bonos de longevidad como una alternativa para mitigar el riesgo de longevidad.”.
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO

 
“Evaluar la propuesta de emisión de bonos de longevidad como una alternativa para mitigar el riesgo de longevidad. El Estado es el único que puede abrir este mercado emitiendo dichos bonos y los cupones adicionales por mayor longevidad podrían ser garantizados por el Fondo de Reservas de Pensiones.”.
 
El Senador señor Tuma abogó por la aprobación de la propuesta de su autoría, considerando que incluye el resto de las proposiciones sometidas a consideración de la Comisión.
 
La referida propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

 
En consecuencia, la proposición de la Comisión es la siguiente:

 
“Evaluar la propuesta de emisión de bonos de longevidad como una alternativa para mitigar el riesgo originado en los cambios demográficos. Se propone que el Estado abra este mercado emitiendo dichos bonos y los cupones adicionales por mayor longevidad podrían ser garantizados por el Fondo de Reservas de Pensiones.”.

-------

HACER IMPONIBLE LOS BENEFICIOS DEL SEGURO DE CESANTÍA

 
En lo tocante al carácter imponible del Seguro de Cesantía que establece la ley N°19.728, de 2001, la Comisión analizó la siguiente propuesta:
PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 
“Hacer imponibles, para pensiones, los beneficios del Seguro de Cesantía.”.

 
El Senador señor García Ruminot explicó que, en conformidad a la ley N°19.728, que establece un seguro de desempleo, de 2001, el financiamiento del referido instrumento se obtiene mediante el aporte del Estado, el empleador y el trabajador. 
 
En ese sentido, afirmó que el Fondo que se genera podría ser utilizado para solventar el carácter imponible del Seguro de Cesantía. Con todo, aseveró que, en su oportunidad, deberán evaluarse los mecanismos que permitan garantizar el financiamiento de la propuesta sometida al conocimiento de la Comisión.
 
Dicha propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

 
En consecuencia, la proposición de la Comisión es la siguiente:

 
“Hacer imponibles, para pensiones, los beneficios del Seguro de Cesantía.”.

-------

HACER IMPONIBLE LOS INGRESOS DE LOS CONSCRIPTOS

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 
“Hacer imponible, para pensiones, los ingresos de los conscriptos del servicio militar.”.
 
El Senador señor García Ruminot abogó por establecer expresamente el carácter imponible de los ingresos que hubieren recibido los conscriptos que realizaron el Servicio Militar.

 
La propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

 
En consecuencia, la proposición de la Comisión es la siguiente:

 
“Hacer imponible, para pensiones, los ingresos de los conscriptos del servicio militar.”.

-------

REBAJA AL 5% DE LA COTIZACIÓN DE SALUD

 
En lo tocante a la universalización de la rebaja al 5% de la cotización de salud, y el efecto que ello produciría en las pensiones por vejez, la Comisión analizó la siguiente propuesta:

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 
“Universalizar la rebaja, al 5%, de la cotización de salud, de manera de incrementar el valor líquido de las pensiones.”.

 
Esta propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

 
De ese modo, la propuesta aprobada por la Comisión es la siguiente:

 
“Universalizar la rebaja, al 5%, de la cotización de salud, de manera de incrementar el valor líquido de las pensiones.”.

-------
BONO DE NAVIDAD Y AGUINALDOS PARA TODOS LOS PENSIONADOS

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 
“Bono de invierno y aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad para todos los pensionados, sin distinción de sistema previsional.”.
 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que el propósito de dicha propuesta apunta a universalizar los beneficios referidos precedentemente, toda vez que, en conformidad a la legislación vigente, éstos favorecen, tratándose del aguinaldo de Fiestas Patrias y Navidad, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744. 

 
Dicha situación, agregó, genera una discriminación arbitraria, toda vez que tales beneficios sólo son recibidos por los pensionados del antiguo sistema de pensiones. De ello se deriva la necesidad, enfatizó, de universalizar la provisión del referido instrumento, tornándola aplicable a los afiliados del sistema de capitalización individual.

 
Esta propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

 
En consecuencia, la propuesta de la Comisión es la siguiente:

 
“Bono de invierno y aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad para todos los pensionados, sin distinción de sistema previsional.”

-------
REAJUSTE GENERAL DE PENSIONES

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 
“Reajuste general de pensiones, en un 10%, ya que como consecuencia del aumento real de las remuneraciones en el país, los pensionados han visto deteriorar su situación relativa, con respecto a los trabajadores activos.”.
 
El Senador señor García Ruminot explicó que su proposición apunta a mejorar el índice de reajustabilidad de las pensiones, toda vez que, durante los últimos años, se habría producido únicamente un incremento equivalente al Índice de Precios al Consumidor. Dicho mecanismo, detalló, habría generado una disminución en el poder adquisitivo de los pensionados, toda vez que, mientras se ha producido un incremento en el nivel de remuneraciones, en el caso de las pensiones el incremento resulta ser muy inferior.

 
El Senador señor Tuma sostuvo que dicha reajustabilidad, tratándose de la pensión de por vejez o de los diversos beneficios de cargo del Estado, debe ser de cargo de la entidad que administra el sistema de que se trate.

 
La analista económico de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo, sostuvo que la aplicación de un régimen de reajustabilidad, tratándose de la Renta Vitalicia, resulta ser compleja, considerando que, en dicha hipótesis, la Compañía se obliga, de modo irrevocable, al pago de una renta fija mensual para toda la vida del afiliado.

 
La asesora de la Senadora Rincón, señora Labibe Yumha, agregó que la reajustabilidad de las pensiones por vejez deben considerar, al mismo tiempo, las disposiciones acerca de pensiones máximas con Aporte Solidario que establece la ley N° 20.255, que establece reforma previsional, de 2008.

 
En efecto, manifestó que debe evaluarse el incremento de la pensión máxima con aporte solidario, de tal manera de elevar los subsidios que entrega el Estado para mejorar los montos de pensiones de menor entidad.

 
El Senador señor Tuma coincidió en la necesidad de mejorar el nivel de las pensiones por vejez, lo que exige que el Estado deba asumir el porcentaje de reajuste que corresponda.

 
La propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

 
En consecuencia, el texto ratificado por la Comisión es del siguiente tenor:

 
“Reajuste general de pensiones, en un 10%, ya que como consecuencia del aumento real de las remuneraciones en el país, los pensionados han visto deteriorada su situación, con respecto a los trabajadores activos.”.

-------

OBLIGACIÓN DE TRANSPARENCIA SOBRE LOS PORTAFOLIOS DE INVERSIÓN DE CADA AFP

 
En lo relativo a los estándares de transparencia e información que deben cumplir las administradoras de fondos de pensiones, la Comisión recibió las siguientes propuestas:

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 
“Aumentar la transparencia del portafolio de las AFP, estableciéndose la obligación de la publicidad de los portafolios de cada multifondo y su actualización diaria, con indicación del detalle de los porcentajes invertidos y el valor de cada activo, en pesos chilenos.”.

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 
“Fortalecer la obligación de publicidad de los portafolios de cada multifondo y su actualización diaria, con indicación del detalle de los porcentajes invertidos, con el valor de cada activo, en pesos chilenos.”.

 
El Senador señor Tuma sostuvo que el propósito de ambas propuestas apunta a mejorar los niveles de información que los afiliados reciben respecto del resultado de la inversión de sus fondos, toda vez que, sostuvo, actualmente habría un déficit en la transparencia en ese ámbito.

 
Dicha propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

 
En consecuencia, la propuesta de la Comisión es la siguiente:

 
“Aumentar la transparencia del portafolio de las AFP, estableciéndo la obligación de la publicidad de los portafolios de cada multifondo y su actualización diaria, con indicación del detalle de los porcentajes invertidos y el valor de cada activo, en pesos chilenos.”.

-------
MECANISMO DE APORTE PREVISIONAL SOLIDARIO

 
En cuanto al funcionamiento del Aporte Previsional Solidario que establece la ley N° 20.255, de 2008, que establece reforma previsional, Comisión analizó la siguiente propuesta:

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA RUMINOT

 
“Revisar el mecanismo de Aporte Previsional Solidario para no desincentivar el trabajo más allá de la edad legal de jubilación.”.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que, actualmente, el Aporte Previsional Solidario -consistente en un aporte monetario mensual, de cargo fiscal, que incrementa las pensiones de vejez o sobrevivencia de las personas que cumplen con los requisitos establecidos por la ley, entre las que figura el tener, a lo menos, 65 años de edad-, opera atendiendo al monto que el afiliado haya reunido en su cuenta de capitalización individual.

 
En efecto, detalló que, en conformidad a las disposiciones vigentes, dicho mecanismo permite acceder a un aporte monetario mensual de cargo del Estado que permite aumentar las pensiones base inferiores a 266 mil 731 pesos, incrementando, de ese modo, el monto de la pensión final que recibe el afiliado.

 
Con todo, reseñó que, en ciertos casos, dicho mecanismo descansa sobre un supuesto que podría desincentivar el ahorro previsional mediante el desempeño de labores remuneradas más allá de los 65 años.

 
En la misma línea, la asesora de la Senadora Rincón, señora Labibe Yumha, detalló que el Aporte Previsional Solidario opera en conformidad a una fórmula que considera la entidad de los fondos de cada afiliado en base a un criterio de proporcionalidad entre ambos indicadores.

 
El Senador señor Tuma coincidió en la necesidad de revisar el funcionamiento del Aporte Previsional Solidario, con especial énfasis en los mecanismos que permitan que los afiliados que pretendan seguir prestando servicios remunerados más allá de los 65 años, no pierdan el acceso a dicho beneficio.

 
La analista económico de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo, sostuvo que el Aporte Previsional Solidario tiene como base de cálculo la pensión máxima con aporte solidario, la que actualmente asciende a 266 mil 731 pesos. Con miras a calcular el Aporte Previsional Solidario, agregó, resulta necesario ponderar la pensión base que determina la administradora de fondos de pensiones considerando una serie de factores, más todos los aportes que pudiere recibir el afiliado.

 
En consecuencia, aseveró que, tratándose de un afiliado con una pensión base cercana a 266 mil 731 pesos, en el evento que optara por prestar servicios una vez cumplidos los 65 años de edad, probablemente pasaría por sobre el límite establecido por la ley, perdiendo, en consecuencia, el Aporte Previsional Solidario.

 
El Senador señor Bianchi sostuvo, atendidas las observaciones consignadas precedentemente, se hace necesario estudiar los mecanismos para conciliar el Aporte Previsional Solidario con el desempeño de actividades remuneradas más allá de los 65 años que permitan incrementar la cuantía de los fondos previsionales de los trabajadores.

 
Con todo, manifestó que debe considerarse los efectos que una medida como la descrita podría generar en la edad desde la cual los afiliados pueden pensionarse por vejez.

 
El Senador señor Tuma puntualizó que, además, debe garantizarse que el beneficio consistente en el Aporte Previsional Solidario sea recibido por los sectores más vulnerables de la población.

 
El Senador señor García Ruminot coincidió con dicha observación, toda vez que su propuesta pretende compatibilizar el Aporte Previsional Solidario que reciben los afiliados de menores ingresos con el incremento que en su fondo previsional produce el desempeño de labores remuneradas una vez cumplidos los 65 años de edad, toda vez que éstas, añadió, podrían generar que un afiliado perdiera el referido beneficio.


Dicha propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

 
En consecuencia, la propuesta de la Comisión es del siguiente tenor: 

 
“Establecer la compatibilidad del Aporte Previsional Solidario que reciben los afiliados de menores ingresos para incrementar sus fondos previsionales con el desempeño de actividades remuneradas que puedan desarrollar una vez cumplida la edad de jubilación.”. 

-------
MONTEPÍO DEL 100%

 
En lo tocante a la transmisibilidad al cónyuge sobreviviente de los montos correspondientes a la pensión del cotizante fallecido, la Comisión analizó la siguiente propuesta:

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 
“Establecer el pago del 100% de la pensión para la o el cónyuge sobreviviente cuando se origina el montepío.”.


El Senador señor Tuma explicó que, al fallecimiento del causante, los herederos reciben únicamente un porcentaje del total de los fondos previsionales del cotizante. En consecuencia, abogó por garantizar que el cónyuge sobreviviente reciba la totalidad de los fondos previsionales del afiliado, con la finalidad de proteger a sus familiares más cercanos.

 
El Senador señor Bianchi consultó respecto del destino de aquellos fondos del pensionado que, al momento de su fallecimiento, no son recibidos por sus herederos.

 
La asesora de la Senadora Rincón, señora Labibe Yumha, explicó que deben distinguirse dos hipótesis: mientras el afiliado no se hubiere pensionado por vejez, ante su fallecimiento opera el seguro de invalidez y sobrevivencia -cuyo financiamiento recae en el empleador- el que, en conformidad a la ley, es licitado y administrado por Compañías de Seguros. En ese contexto, ante el fallecimiento del cotizante, su fondo de pensiones se agrega al seguro de invalidez y sobrevivencia que opera en su caso.

 
Por otra parte, una vez producido el fallecimiento de un afiliado que se hubiere pensionado por vejez, y que hubiere contratado una renta vitalicia, cesa el contrato que dio origen, no generando derecho a herencia.


Habida cuenta de las observaciones reseñadas, la propuesta del Senador señor Tuma fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.

En consecuencia, la propuesta de la Comisión es la siguiente:

 
“Establecer el pago del 100% de la pensión para la o el cónyuge sobreviviente cuando se origina el montepío.”.

-------

OCTAVA DELIBERACIÓN


En sesión celebrada el día 15 de enero de 2014, la Comisión Especial discutió y votó las tres últimas proposiciones de conclusiones presentadas por sus integrantes.
DISMINUCIÓN DEL TIEMPO DE ESPERA DEL TRÁMITE DE CAMBIO DE FONDO

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR TUMA

 
“Disminuir el tiempo del trámite que deben realizar los afiliados para cambiar de fondo, de 4 días hábiles a 1 día hábil, con el propósito de incentivar la movilidad y la toma de decisiones de los cotizantes que desean ejercer este derecho.”.
 
El Senador señor Tuma sostuvo que, en conformidad a los sistemas informáticos que permiten agilizar las operaciones financieras y bursátiles, debe facilitarse el ejercicio del derecho de los afiliados a cambiar el multifondo correspondiente a sus ahorros previsionales.
 
La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Escalona, García Ruminot, Navarro, Sabag y Tuma coincidió en la aprobación de esta propuesta, cuyo texto señala:


“Disminuir el tiempo del trámite que deben realizar los afiliados para cambiar de fondo, de 4 días hábiles a 1 día hábil, con el propósito de incentivar la movilidad y la toma de decisiones de los cotizantes que desean ejercer este derecho.”.

-------

ESTABLECER LOS 60 AÑOS DE EDAD PARA JUBILAR, SIN DISTINCIÓN

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO

 
“Instituir la edad para pensionarse, a los 60 años de edad, para hombres y mujeres, debido a las innumerables situaciones de desamparo, de las personas mayores de nuestro país, que dificultan su inserción laboral.”.
 
El Senador señor Tuma sostuvo que la referida proposición apunta en un sentido distinto a algunas de las propuestas aprobadas por la Comisión. En efecto, agregó que, aun cuando un eventual aumento en la edad legal de jubilación no resolvería algunas de las problemáticas del sistema de capitalización individual, tampoco lo haría la disminución de dicho índice. En la misma línea, aseveró que el alza en las expectativas de vida de la población que se ha producido en nuestro país en las últimas décadas requiere el desempeño de actividades remuneradas.
 
El Senador señor Sabag coincidió con dicho razonamiento, considerando que, incluso, algunos países han evaluado la necesidad de elevar la edad mínima para acceder a la pensión de vejez. En consecuencia, sostuvo que la propuesta apunta en un sentido diverso a las proposiciones de expertos en materia previsional y de las modificaciones que se han introducido, en los últimos años, en la mayoría de los regímenes previsionales.
 
El Senador señor Escalona agregó que debe considerarse que en nuestro país, durante los últimos años, se ha producido un incremento en las expectativas de la vida de la población. De ello se deriva, añadió, que un aumento en el número de personas en el sector pasivo de la población podría generar una situación problemática para el financiamiento del sistema previsional.
 
En consecuencia, la propuesta del Senador señor Navarro fue rechazada por cuatro votos en contra, de los Senadores señores Escalona, García Ruminot, Sabag y Tuma, y una abstención, del Senador señor Navarro.
ESTABLECER OPCIÓN POR TRASPASO DE FONDOS Y ADMINISTRACIÓN DE LOS MISMOS POR EL INSTITUTO DE PREVISIÓN SOCIAL

PROPUESTA DEL SENADOR SEÑOR SABAG

 
“Establecer que las personas que tengan ingresos imponibles por una suma equivalente hasta 25 Unidades de Fomento (equivalentes a $ 574.725 al 9 de agosto de 2013) puedan optar al momento de su jubilación por incorporarse al Instituto de Previsión Social para que esta institución administre sus ahorros y le pague su pensión de manera indefinida.

 
Para poder optar por esta alternativa, las personas que hayan cumplido la edad legal para jubilar deberán entregar al Instituto de Previsión Social la totalidad de sus fondos previsionales y cumplir con un mínimo de veinte años de cotización en el sistema de las Administradoras de Fondos de Pensiones, con una densidad de cotizaciones del 75 por ciento, obteniendo el compromiso por parte del IPS de otorgarles de forma garantizada una pensión equivalente al 75 de la tasa de reemplazo, de acuerdo a los ingresos recibidos como promedio en los últimos doce meses de actividad laboral.

 
El Instituto de Previsión Social administrará estos recursos de manera solidaria para todos los pensionados afiliados al IPS y de acuerdo a las disposiciones de un reglamento que dictará para estos efectos el Ministerio del Trabajo y Previsión Social con la concurrencia del Ministro de Hacienda.

 
Las personas que tengan un mínimo de veinte años de cotización en el sistema de las Administradoras de Fondos de Pensiones, pero no alcancen una densidad de cotizaciones del 75 por ciento, tendrán derecho a una pensión garantizada del 50 por ciento de la tasa de reemplazo, siempre que tengan una densidad de cotizaciones superior al 40 por ciento para la suma de los meses que pagaron cotizaciones.

 
Las personas que no alcancen a cumplir estos requisitos podrán mantenerse en el actual sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones, o pagar las cotizaciones que les falten para tener derecho a optar por pensionarse por intermedio del Instituto de Previsión Social.

 
En cada Ley de Presupuesto de la Nación, el Estado deberá destinar un porcentaje a determinar que garantice el financiamiento de las pensiones de quienes opten por el Instituto de Previsión Social.”.

 
El Senador señor Tuma sostuvo que la propuesta debe ser analizada a la luz de los acuerdos adoptados por la Comisión en lo relativo al establecimiento de un sistema de pensiones universal, solidario y  público. En efecto, abogó por garantizar el derecho de los afiliados para elegir el sistema previsional aplicable en su caso, debiendo implementarse un sistema público que resuelva las deficiencias que se han detectado en el funcionamiento del sistema de capitalización individual, mediante el establecimiento de un aporte previsional tripartito del trabajador, el empleador y el Estado.

 
En la misma línea, detalló que el fondo anual que se conforma por las cotizaciones previsionales de los trabajadores alcanza a MM$4.365, en tanto que el pago de pensiones que otorga dicho sistema, en el mismo período, asciende a MM$2.098. De ello se deriva, agregó, que el total histórico acumulado, por concepto de cotizaciones previsionales, al año 2013, asciende a MM$85.366.

 
Con todo, aseveró que, sin perjuicio de las cuantiosas sumas que recauda el sistema de capitalización individual, dicho régimen no asegura una tasa de reemplazo que permita una pensión de vejez cercana a las expectativas de los trabajadores, esto es, alrededor del 70% del promedio de sus remuneraciones.
 
Por su parte, el Senador señor Sabag sostuvo que, en el contexto del estudio de las modificaciones al sistema previsional que pueden ser propuestas al Ejecutivo, resulta necesario considerar que las tasas de reemplazo equivalen a una cifra muy inferior de aquella esperada por los afiliados.

 
En ese contexto, indicó que las prestaciones de previsión social que se otorgan a los afiliados de menores recursos deben ser estudiadas con un criterio realista. En efecto, añadió, se debe garantizar del derecho de los afiliados que cumplan determinados requisitos a optar entre incorporarse al Instituto de Previsión Social –debiendo crearse un fondo que permita proveer los fondos necesarios para solventar las prestaciones que deriven de ello, en los mismos términos que ocurre tratándose del Pilar Solidario que consagra la ley N°20.255, que establece reforma previsional, de 2008-, o permanecer en el sistema de capitalización individual.

 
En consecuencia, aseveró que el establecimiento de un mecanismo de esa naturaleza permitiría resolver las problemáticas que se han detectado en el funcionamiento del sistema previsional y evitaría la utilización desmedida de los recursos fiscales.

 
El Senador señor Navarro manifestó su conformidad con el establecimiento del derecho de los afiliados para elegir el régimen previsional aplicable en su caso.

 
El Senador señor Escalona coincidió en la necesidad de evaluar la conveniencia de la propuesta en análisis, toda vez que se funda en un criterio que, al fundarse en la libertad del afiliado para elegir el destino de sus fondos previsionales, resulta ser coherente con los principios generales del sistema de capitalización individual, que se funda en la libertad económica en la administración de los fondos previsionales.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que la proposición en estudio no contempla únicamente el traspaso de los fondos previsionales a una entidad estatal sino que, además, propone establecer la responsabilidad fiscal por el incumplimiento de las prestaciones que consagra, particularmente en lo relativo a la provisión de una tasa de reemplazo superior al 75% de las remuneraciones que hubiere recibido el afiliado como promedio en los últimos doce meses de actividad laboral, siempre que su ingresos imponibles asciendan a una suma equivalente hasta 25 Unidades de Fomento, hayan cumplido la edad legal para jubilar y hayan cumplido con un mínimo de veinte años de cotización en el sistema de las administradoras de fondos de pensiones.
 
Seguidamente, el Senador señor Sabag reiteró la necesidad de resolver la problemática que afecta a los afiliados de menores ingresos, considerando la tasa de reemplazo que resulta de comparar sus últimas remuneraciones y la pensión de vejez que reciben.
 
Puesta en votación la propuesta del Senador señor Sabag, fue aprobada por tres votos a favor, de los Senadores señores Escalona, Navarro y Sabag, y dos abstenciones, de los Senadores señores García Ruminot y Tuma, cuyo texto dice lo siguiente:
 
 “Establecer que las personas que tengan ingresos imponibles por una suma equivalente hasta 25 Unidades de Fomento (equivalentes a $ 574.725 al 9 de agosto de 2013) puedan optar al momento de su jubilación por incorporarse al Instituto de Previsión Social para que esta institución administre sus ahorros y le pague su pensión de manera indefinida.

 
Para poder optar por esta alternativa, las personas que hayan cumplido la edad legal para jubilar deberán entregar al Instituto de Previsión Social la totalidad de sus fondos previsionales y cumplir con un mínimo de veinte años de cotización en el sistema de las Administradoras de Fondos de Pensiones, con una densidad de cotizaciones del 75 por ciento, obteniendo el compromiso por parte del IPS de otorgarles de forma garantizada una pensión equivalente al 75 de la tasa de reemplazo, de acuerdo a los ingresos recibidos como promedio en los últimos doce meses de actividad laboral.

 
El Instituto de Previsión Social administrará estos recursos de manera solidaria para todos los pensionados afiliados al IPS y de acuerdo a las disposiciones de un reglamento que dictará para estos efectos el Ministerio del Trabajo y Previsión Social con la concurrencia del Ministro de Hacienda.
 
Las personas que tengan un mínimo de veinte años de cotización en el sistema de las Administradoras de Fondos de Pensiones, pero no alcancen una densidad de cotizaciones del 75 por ciento, tendrán derecho a una pensión garantizada del 50 por ciento de la tasa de reemplazo, siempre que tengan una densidad de cotizaciones superior al 40 por ciento para la suma de los meses que pagaron cotizaciones.

 
Las personas que no alcancen a cumplir estos requisitos podrán mantenerse en el actual sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones, o pagar las cotizaciones que les falten para tener derecho a optar por pensionarse por intermedio del Instituto de Previsión Social.

 
En cada Ley de Presupuesto de la Nación, el Estado deberá destinar un porcentaje a determinar que garantice el financiamiento de las pensiones de quienes opten por el Instituto de Previsión Social.”.

-------

TEXTO FINAL DE LAS CONCLUSIONES DE LA COMISIÓN ESPECIAL QUE SE SOMETEN A LA SALA DEL SENADO


La Comisión Especial luego de quince meses de trabajo dedicados a dar cumplimiento a la tarea encomendada por la Corporación, período de tiempo que comprendió 16 sesiones y un Seminario que se desarrolló los días 9 y 10 de mayo de 2013, instancias que congregaron a expertos previsionales, profesores universitarios, representantes de entidades sindicales y gremiales y movimientos ciudadanos que entregaron un valioso aporte a la discusión de una materia que incide en la calidad de vida de los trabajadores una vez que ingresan a la etapa de la jubilación, pone en conocimiento de la Sala 32 propuestas relativas –por un lado- al mejoramiento del denominado sistema de capitalización individual, en directo beneficio de sus cotizantes y pensionados, como también – en otra línea- proposiciones que tienen la finalidad de restablecer el principio de la Seguridad Social como un derecho y dotar al país de un sistema de pensiones universal, solidario y público, sin fines de lucro, consagrando la posibilidad de que los trabajadores puedan elegir el sistema que administre sus fondos. Aún más, un gran número de las fórmulas propuestas inciden en la mayor transparencia y efectiva protección de los fondos acumulados por los trabajadores, objetivos aplicables a cualquier sistema que comprenda dicha responsabilidad.


- La Comisión Especial solicita a la Sala que tenga a bien analizar y dar su aprobación a las siguientes proposiciones, para que sean transmitidas a Su Excelencia el Presidente de la República, quien de conformidad al número 6°del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política tiene la iniciativa exclusiva en lo que dice relación con el establecimiento o modificación de normas sobre seguridad social o que incidan en la seguridad social, tanto del sector público como del sector privado:

 



1) Dotar a Chile de un sistema de pensiones universal, solidario y público que consagre el derecho de los trabajadores a desafiliarse de las actuales administradoras, elegir el sistema de administración que desean utilizar para sus fondos previsionales, poner término a la cotización forzosa en las AFP y establecer un sistema de administración sin fines de lucro, que contemple la creación de un Fondo Solidario Previsional, además del ahorro previsional individual.
(Aprobada por 3 votos a favor, de los Senadores señores Muñoz Aburto, Navarro y Tuma, y 2 votos en contra, de los Senadores señores García Ruminot y Kuschel).

 



2) Restablecer en Chile el principio de la Seguridad Social como un derecho según los estándares internacionales de la Organización Internacional del Trabajo.
(Aprobada por 3 votos a favor, de los Senadores señores Muñoz Aburto, Navarro y Tuma, y 2 abstenciones, de los Senadores señores García Ruminot y Kuschel).

 



3) Incorporar el aporte de los empleadores a la cotización previsional y aumentar gradualmente el aporte de la cotización, logrando así una contribución tripartita al sistema de pensiones, con la participación del trabajador, del empleador y del Estado.
(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores García Ruminot, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma).

 
4) El sistema de pensiones deberá considerar, en la estructura de los aportes que no sean de cargo del trabajador, un factor regional para equilibrar las distorsiones que se presentan en el rendimiento de las pensiones a lo largo del país.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma).

 



5) Estimular los planes de ahorro previsional colectivos establecidos en nuestra legislación y a su respecto crear incentivos, tales como las posibilidades de retiro de estos fondos en situaciones de enfermedades, educación y primera vivienda.

 



Consecuentemente, aumentar los incentivos tributarios para la cotización previsional por parte de los trabajadores en forma individual o colectiva.
(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores García Ruminot, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma).

 
6) Establecer el carácter de imponibles, para efectos previsionales, respecto de todas las remuneraciones que perciban los trabajadores, tanto del sector público como del sector privado, que no sean de las contempladas en el inciso segundo del artículo 41 del Código del Trabajo.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma).

 
7) Hacer imponibles, para pensiones, los beneficios del Seguro de Cesantía.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).


8) Hacer imponibles, para pensiones, los ingresos de los conscriptos del servicio militar.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.)
 
9) Revisar y modificar el sistema de pensiones de vejez por desempeño de trabajos pesados, respecto de las labores y procedimientos para calificar dicha condición, de los montos de las cotizaciones que se deben enterar incorporando al Estado como tercer aportante y en lo que concierne a la rebaja de la edad legal para jubilarse atendido el nivel de desgaste y envejecimiento prematuro de los trabajadores.
(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Navarro y Tuma).

 



10) Eliminar las comisiones fijas o a todo evento y vincular las utilidades de las empresas por el resultado de la gestión de los fondos con los cobros por la administración de los mismos y establecer comisiones variables para las AFP vinculadas a las tasas de rentabilidad que obtienen para los fondos de pensiones de los trabajadores.
(Aprobada por 3 votos a favor, de los Senadores señores Muñoz Aburto, Navarro y Tuma; 1 voto en contra, del Senador señor García Ruminot y 1 abstención del Senador señor Bianchi).

 



11) En el caso que se mantenga el mecanismo de comisiones fijas, éstas deberán expresarse en términos de porcentaje de la cotización efectuada por el trabajador.

(Aprobada por 5 votos a favor, de los Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma; y la abstención del Senador señor Pérez Varela).


12) Establecer como tope de comisión el promedio aplicado por la AFP que obtiene la adjudicación de la cartera de nuevos cotizantes en los dos últimos procesos de licitación.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).


13) Disminuir los riesgos de los Fondos de Pensiones revisando las reglas de elección entre multifondos, según edad, distinguiendo, además, entre ahorro obligatorio y voluntario.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Sabag y Tuma).


14) Establecer la representación de los trabajadores en los directorios de las administradoras de fondos de pensiones.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).


15) Fortalecer el sistema de fiscalización y aplicación de sanciones para castigar a quienes hacen uso indebido de los fondos de los trabajadores destinados a la seguridad social.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).


16) Prohibir las donaciones de las empresas administradoras de fondos de pensiones en campañas políticas, partidos políticos y en todos los procesos electorales. 

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).


17) Ampliar, para los funcionarios públicos –ex autoridades o ex funcionarios de una institución fiscalizadora-, la actual inhabilidad establecida en la denominada ley de probidad, a un año.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).


18) Prohibir la participación de las AFP en el Fondo de Promoción y Educación Previsional.

(Aprobada por 3 votos a favor, de los Senadores señores Muñoz Aburto, Sabag y Tuma, y 2 abstenciones, de los Senadores señores Bianchi y García Ruminot).


19) Aumentar la transparencia del portafolio de las AFP, estableciendo la obligación de la publicidad de los portafolios de cada multifondo y su actualización diaria, con indicación del detalle de los porcentajes invertidos y el valor de cada activo, en pesos chilenos.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).


20) Establecer la obligación de las AFP de informar y notificar a los trabajadores, en un plazo de 30 días, sobre el no pago de sus cotizaciones previsionales.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).


21) Establecer un Fondo especial, administrado por entidades públicas, destinado, exclusivamente, a otorgar créditos para el pago de cotizaciones previsionales vencidas.

 
Asimismo, crear un Fondo de Garantía, mediante el aporte del Estado y del empleador, con el fin de asegurar, en lo sucesivo, el pago de las cotizaciones previsionales del trabajador, incluyendo los intereses y multas que deriven del incumplimiento de las normas sobre previsión social.
(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).
 
22) Disminuir el tiempo del trámite que deben realizar los afiliados para cambiar de fondo, de 4 días hábiles a 1 día hábil, con el propósito de incentivar la movilidad y la toma de decisiones de los cotizantes que desean ejercer este derecho.
(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Escalona, García Ruminot, Navarro, Sabag y Tuma).


23) Aumentar el tope de sueldo imponible llevándolo a su equivalente de las 60 UF como proporción del ingreso per cápita de 1981.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).

24) Evaluar la propuesta de emisión de bonos de longevidad como una alternativa para mitigar el riesgo originado en los cambios demográficos. Se propone que el Estado abra este mercado emitiendo dichos bonos y los cupones adicionales por mayor longevidad podrían ser garantizados por el Fondo de Reservas de Pensiones.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).


25) Establecer la compatibilidad del Aporte Previsional Solidario que reciben los afiliados de menores ingresos para incrementar sus fondos previsionales con el desempeño de actividades remuneradas que puedan desarrollar una vez cumplida la edad de jubilación.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.
 
26) Abordar la deuda previsional de diversos sectores y asumir el daño previsional.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).


27) Reparar el daño previsional que afecta a más de 100 mil trabajadores del sector público, ocasionado por la menor cotización del Estado y la subvaloración de los bonos de reconocimiento que impacta en el nivel de sus pensiones.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Sabag y Tuma).


28) Establecer el pago del 100% de la pensión para la o el cónyuge sobreviviente cuando se origina el montepío.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).


29) Universalizar la rebaja, al 5%, de la cotización de salud, de manera de incrementar el valor líquido de las pensiones.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma).


30) Bono de invierno y aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad para todos los pensionados, sin distinción de sistema previsional.

(Aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.
 
31) Reajuste general de pensiones, en un 10%, ya que como consecuencia del aumento real de las remuneraciones en el país, los pensionados han visto deteriorada su situación, con respecto a los trabajadores activos.

(Aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García Ruminot, Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.


32) Establecer que las personas que tengan ingresos imponibles por una suma equivalente hasta 25 Unidades de Fomento (equivalentes a $ 574.725 al 9 de agosto de 2013) puedan optar al momento de su jubilación por incorporarse al Instituto de Previsión Social para que esta institución administre sus ahorros y le pague su pensión de manera indefinida.

 
Para poder optar por esta alternativa, las personas que hayan cumplido la edad legal para jubilar deberán entregar al Instituto de Previsión Social la totalidad de sus fondos previsionales y cumplir con un mínimo de veinte años de cotización en el sistema de las Administradoras de Fondos de Pensiones, con una densidad de cotizaciones del 75 por ciento, obteniendo el compromiso por parte del IPS de otorgarles de forma garantizada una pensión equivalente al 75 de la tasa de reemplazo, de acuerdo a los ingresos recibidos como promedio en los últimos doce meses de actividad laboral.

 
El Instituto de Previsión Social administrará estos recursos de manera solidaria para todos los pensionados afiliados al IPS y de acuerdo a las disposiciones de un reglamento que dictará para estos efectos el Ministerio del Trabajo y Previsión Social con la concurrencia del Ministro de Hacienda.

 
Las personas que tengan un mínimo de veinte años de cotización en el sistema de las Administradoras de Fondos de Pensiones, pero no alcancen una densidad de cotizaciones del 75 por ciento, tendrán derecho a una pensión garantizada del 50 por ciento de la tasa de reemplazo, siempre que tengan una densidad de cotizaciones superior al 40 por ciento para la suma de los meses que pagaron cotizaciones.

 
Las personas que no alcancen a cumplir estos requisitos podrán mantenerse en el actual sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones, o pagar las cotizaciones que les falten para tener derecho a optar por pensionarse por intermedio del Instituto de Previsión Social.

 
En cada Ley de Presupuesto de la Nación, el Estado deberá destinar un porcentaje a determinar que garantice el financiamiento de las pensiones de quienes opten por el Instituto de Previsión Social.

(Aprobada por 3 votos a favor, de los Senadores señores Escalona, Navarro y Sabag, y 2 abstenciones, de los Senadores señores García Ruminot y Tuma.

-------


Acordado en las sesiones celebradas los días 8 de agosto, 1 de octubre y 10 de diciembre de 2012, 7, 14 y 21 de enero de 2013, 18 de marzo de 2013, 29 de abril de 2013, 6 de mayo de 2013, 8 de julio de 2013, 29 de julio de 2013, 7 de agosto de 2013, 14 de agosto de 2013, 18 de diciembre de 2013, 8 de enero de 2014 y 15 de enero de 2014, con asistencia del Senador señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Senadora señora Ximena Rincón González y Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Camilo Escalona Medina (Pedro Muñoz Aburto), José García Ruminot, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Carlos Ignacio Kuschel Silva (Víctor Pérez Varela), Pedro Muñoz Aburto, Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchón (Gonzalo Uriarte Herrera), Víctor Pérez Varela, Hosaín Sabag Castillo y Gonzalo Uriarte Herrera.


Sala de la Comisión, a 21 de enero de 2014.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE DESIGNA AL ESTADIO SAUSALITO DE VIÑA DEL MAR CON EL NOMBRE DE "ALCALDE GUSTAVO LORCA"

(9259-06)

Exposición de motivos.

El 8 de septiembre de 1929, con la finalidad de promover la práctica del fútbol y del ciclismo, la Junta Pro Balneario de la Municipalidad Viña del Mar, presidida por su Alcalde, don Gastón Hamel de Souza, inauguró un estadio, emplazado en las inmediaciones de la laguna artificial que había sido construida en el año 1877, por el fundador de la ciudad, don José Francisco Vergara, y que se sitúa al final de la calle Siete Norte, a un costado de la actual avenida Padre Hurtado, y a unas tres cuadras de distancia del campo hípico perteneciente al Valparaíso Sporting Club. 

Por esta razón, dicho recinto deportivo fue conocido desde entonces como Estadio El Tranque.

En el año 1960, y bajo el mandato del Alcalde don Gustavo Lorca Rojas, se suscribió un acuerdo con el Alcalde de la ciudad norteamericana de Sausalito, del estado de California, en virtud de la cual ambas ciudades pasaron a ser hermanas, en virtud de lo cual, se bautizó como Sausalito al mencionado estadio  y la laguna aledaña y por su parte, se le dio el nombre de Viña del Mar a una pequeña plaza existente en la citada comuna norteamericana.

Habiendo transcurrido más de medio siglo desde la suscripción de dicho acuerdo, la mayoría de los residentes de Viña del Mar ignora los orígenes del actual nombre del citado campo de deportes, que sirvió de sede para el Campeonato Mundial de Fútbol realizado en el año 1962, y que tradicionalmente lo ocupa el Club de Deportes Everton, representativo de la ciudad en el Campeonato Nacional de este mismo deporte, además de que en el mismo estadio se han efectuado múltiples torneos, de carácter nacional e internacional, además de múltiples remodelaciones, con el fin de satisfacer de mejor forma las exigencias de la práctica internacional del fútbol.

Consideramos que el referido estadio, al que concurren miles de personas a presenciar los diversos encuentros deportivos que allí se realizan, debe contar con un nombre que sea realmente representativo de la ciudad, y para ello estimamos que el del recordado Alcalde Gustavo Lorca, es el más adecuado.

En efecto, existe un amplio consenso en la ciudadanía viñamarina que don Gustavo Lorca ha sido el mejor Alcalde de la comuna, durante toda su historia, más que centenaria. De ello dan fe las sinceras expresiones contenidas en la carta que el Presidente Jorge Alessandri le enviara en el mes de marzo del año 1964, aceptando su renuncia al cargo alcaldicio, que le había presentado para iniciar su campaña para postular a un escaño de Diputado, al manifestarle: “Estoy absolutamente convencido que durante todo mi mandato, no he efectuado una designación más acertada que la del cargo de Alcalde de Viña del Mar, que le conferí”.

Después de haberse desempeñado por largo años como Jefe del Departamento Jurídico Municipal, asumió en 1958 el cargo de Alcalde de Viña del Mar, designado por el Presidente antes mencionado, de acuerdo a la ley imperante en la época. Ejerció dicho cargo con singular brillo, destacando por su actividad  realizadora de múltiples mejoras y adelantos para diversos sectores de la comuna, en particular, en lo que se refiere a su desarrollo urbanístico.
Con el apoyo del entonces Diputado don Edmundo Eluchans Malherbe, impulsó y obtuvo la aprobación, en el año 1959, de la ley Nº 13.364, conocida también como la Ley Lorca, en virtud de la cual obtuvo la autorización para contratar diversos empréstitos destinados a mejorar integralmente la comuna, como asimismo, resguardar el borde costero, exigiendo diversos requisitos específicos para llevar a cabo edificaciones en el mismo.

Sería largo de enumerar su fructífera labor al frente del municipio, tales como la creación de la población “Almirante Gómez Carreño”, que hoy es un importante sector habitacional en la parte alta de la ciudad, con más de cincuenta mil residentes; la realización de un Festival de la Canción, que después de más de medio siglo de vigencia, y al haber alcanzado un rango internacional, dio fama a la ciudad y más tarde, con la colaboración del recordado regidor Luis Sigall, impulsó la creación del Concurso Internacional de Ejecución Musical, importante evento que lleva el nombre de dicho edil, y que también ha obtenido reconocimiento internacional, a través de la Corporación Cultural de la ciudad, que igualmente fundó como Alcalde.

También sobresalió por su importante trabajo en beneficio de sectores populares, creando zonas industriales, mejorando el bienestar de barrios alejados del centro, todo ello, sin descuidar el hermoseamiento de la ciudad, lo que le valió ser conocida a nivel mundial, con el nombre de “Ciudad Jardín”.

Su labor como Alcalde y posteriormente como Diputado, en representación de la misma ciudad,  le dio lustre y prestigio a la comuna, porque gracias a su gestión, adquirió rango internacional. 

Por ello estimamos que la comuna debe honrar su memoria, e indudablemente que una forma tangible de su recuerdo y que quede como testimonio perenne para las generaciones venideras, es dar su nombre y cargo de Alcalde al Estadio Sausalito, sin perjuicio que la laguna aledaña mantenga su actual denominación.

En mérito a las consideraciones expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República,  el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Desígnase con el nombre de “Alcalde Gustavo Lorca” al actual Estadio Sausalito, emplazado en la ciudad de Viña del Mar. 

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
11

MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO PARA INCLUIR LA KINESIOLOGÍA ENTRE LAS PROFESIONES MÉDICAS Y AFINES

(9260-11)
Exposición de motivos.

El artículo 112 del Código Sanitario establece que “sólo podrán desempeñar actividades propias de la medicina, odontología, química y farmacia u otras relacionadas con la conservación y restablecimiento de la salud, quienes poseen el título respectivo otorgado por la Universidad de Chile u otra Universidad reconocida por el Estado y estén habilitados legalmente para el ejercicio de sus profesiones.”

Por su parte, el artículo 113 del mismo cuerpo legal, establece cuales son los procedimientos y actividades que comprenden los servicios profesionales del psicólogo y de la enfermera.

Como se puede apreciar, en ninguna de estas disposiciones, se considera como profesionales universitarios para desempeñar actividades propias de la conservación y restablecimiento de la salud, a los kinesiólogos, aun cuando estén legalmente habilitados para el ejercicio de sus profesiones.

Estimamos que esta es una omisión que debe subsanarse, por cuanto constituye una profesión que se ejerce hace más de un siglo en nuestro país, desde cuando en el año 1912, se creó el primer Gabinete de Kinesiterapia, dependiente del Instituto Superior de Educación Física y Manual, siendo su fundador y primer Director, el Profesor don Joaquín Cabezas. En dicha unidad académica se efectuaban tratamientos en base a ejercicios terapéuticos y masoterapia médica

Mediante Decreto Nº 4153 de 1929, se creó la Sección de Kinesiología de la entonces denominada Escuela de Educación Física, siendo uno de sus más destacados profesores, don Luis Bisquertt, quien asumió dicha cátedra, en el año 1935.

En ese mismo año, y mediante Decreto Nº 573 de la Universidad de Chile, se creó el título de “Entrenadores y Masajistas”, que en 1943, cambió dicha denominación por el de “Técnico en Kinesiterapia”, y en el año 1947, en virtud del Decreto Nº 859, se reemplaza dicho título por el de Kinesiólogo, creándose los cursos anuales de kinesiterapia en el Instituto de Educación Física y Técnica de la Universidad de Chile.

Mediante Decreto Nº 3966, del año 1957, la misma casa de estudios crea la carrera de kinesiología, en forma absolutamente independiente de otras, con alumnado propio, destacándose en su cuerpo académico, a la kinesióloga Helma Schlack, con formación en Alemania, que constituyó un extraordinario aporte a la formación de estos profesionales. 

Su malla curricular actual comprende asignaturas tales como anatomía, histología, fisiología del ejercicio, fisiopatología, farmacología, traumatología y ortopedia, semiología médica, biomecánica, análisis del movimiento, ergonomía, biofísica, terapia manual, kinesiología deportiva, fisioterapia, rehabilitación de poblaciones especiales, metodología de la investigación, salud pública, gestión y administración  y otras materias afines.

Y en el año 1958, mediante Decreto Supremo Nº 1082, se dictó el Reglamento sobre el ejercicio de la profesión de kinesiólogo, que no obstante la obsolescencia de muchas de sus disposiciones, aún se encuentra vigente y en aplicación.

Actualmente la carrera de kinesiología es impartida en diversas universidades reconocidas por el Estado, de las cuales egresan destacados profesionales que se desempeñan tanto en los servicios públicos como en establecimientos privados de atención de salud.

La kinesiología es una ciencia que, a través del estudio del movimiento humano normal y patológico, entrega herramientas para el abordaje terapéutico, con la finalidad de reducir los tiempos de recuperación del paciente, de manera que alcance el máximo de sus capacidades y de prevenir alteraciones en poblaciones sin patologías. Se complementa con el empleo de equipos especializados, tales como electroterapia, el ultrasonido, láser, termoterapia, flujómetros de entrenamiento respiratorio, plataformas de fuerza y de análisis de marcha, análisis de gases arteriales, etc.

En la aplicación de estos procedimientos, el kinesiólogo puede recurrir a diferentes técnicas, de acuerdo con las necesidades del paciente, tanto ambulatorio como hospitalizado, incluyéndose las áreas de pacientes críticos, tales como la recuperación de la función articular, muscular, neuromuscular o la capacidad respiratoria o cardiovascular, rehabilitación deportiva, etc.

En personas con patologías neurológicas o ataques cerebrales, la kinesiterapia se puede utilizar para mejorar el equilibrio o para enseñarles a caminar nuevamente. De igual modo, en los casos de enfermedades que obligan a guardar cama, los ejercicios de rehabilitación son fundamentales para evitar la atrofia muscular y la trombosis venosa.

Asimismo, la actividad profesional del kinesiólogo ha ido evolucionando a la atención de otras áreas de la atención de salud, en que se ha visto la necesidad de contar con su valioso concurso.

En la actualidad, el kinesiólogo se encuentra capacitado para prescribir ejercicios con fines preventivos o asistenciales de salud, para mejorar y mantener la calidad de vida, pudiendo actuar en la monitorización, desfibrilación, manejo invasivo de la vía aérea, acceso vascular y soporte farmacológico, todo ello, mediante el empleo complementario de las técnicas con los equipos especializados descritos anteriormente.

Por otra parte, el Kinesiólogo ligado a la Salud Pública en el nivel primario de atención (APS), ha tenido una intervención importantísima en un grave problema sanitario como son las enfermedades respiratorias. La participación de este profesional en las estrategias de abordaje de las Infecciones Respiratorias en Niños (IRA) y de las Enfermedades Respiratorias del Adulto (ERA), es única en el mundo y está implementándose en otros países de Latinoamérica.

También el Colegio de Kinesiólogos de Chile creó hace algunos años, el Departamento de Acreditación de Especialidades y Especialistas en Kinesiología, que hasta la fecha ha reconocido a las siguientes especialidades: Neurokinesiología, Kinesiología en traumatología y ortopedia, Kinesiología en geriatría y gerontología,  Kinesiología respiratoria, Kinesiología intensiva, kinesiología en cardiología y cirugía cardiovascular, kinesiología en quemados y cirugía reconstructiva. Y hay varias más en proceso de acreditación.

De igual modo, en lo que respecta a las personas afectadas de diversas discapacidades, el rol de los kinesiólogos es insustituible para satisfacer las atenciones que dichos pacientes requieren.

A lo anterior, cabe agregar que la propia autoridad de salud ha reconocido la importancia de la kinesiología, y en este contexto es del caso mencionar lo expresado por el actual Subsecretario de Redes Asistenciales, Dr. Luis Castillo, en el año 2011, quien señaló: “En el concepto de vida saludable y de ambiente saludable, pienso que el kinesiólogo será un profesional estratégico en el desarrollo de estos elementos en el presente y en el futuro. Yo concibo a un kinesiólogo liderando los equipos de vida saludable dentro del país”.

Todas estas características de la profesión de kinesiólogo, ameritan sobradamente que dichos profesionales deban estar incorporados en el Código Sanitario.

En mérito a las consideraciones que anteceden, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Modifíquese el Código Sanitario, de la siguiente forma:

a.- En su artículo 112, intercálese, entre las expresiones “odontología” y “química y farmacia”, la palabra “kinesiología”.

b.- En su artículo 113, agréguese un inciso final nuevo, del siguiente tenor:

“Los servicios profesionales del kinesiólogo comprenden la atención directa, derivada o de complemento a un tratamiento médico, a personas que  requieran de acciones con fines preventivos y curativos, mediante la aplicación de métodos propios de la kinesiología, en sus formas de gimnasia ortopédica y médica, terapia manual, terapia manual instrumental e intramuscular; masoterapia y mecanoterapia; reeducación y rehabilitación neuromotriz, y físioterapia en sus formas de termoterapia, hidroterapia y agentes físicos con diferentes modalidades, de acuerdo a la evolución que experimenten las nuevas tecnologías.
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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